
Martes 15 de noviembre de 2022 DIARIO OFICIAL  

INDICE 
PODER EJECUTIVO 

 
SECRETARIA DE GOBERNACION 
 
Extracto de la solicitud de registro de la agrupación denominada Centro de Oración Hogar del Espíritu 
Santo, para constituirse en asociación religiosa. …………………………………………………………………… 
 
SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES 
 
Exequátur número cinco expedido a favor del señor Cirilo Quintana Alvarado, para ejercer funciones de 
Cónsul Honorario de la República de Nicaragua en la Ciudad de Matehuala, con circunscripción consular 
en el Estado de San Luis Potosí. …………………………………………………………………………………….. 
 
Autorización Definitiva número doce a favor de la señora Heather Ellen Andersen, para ejercer funciones 
de Cónsul Honoraria de los Estados Unidos de América en la ciudad de Playa del Carmen, con 
circunscripción consular en el Municipio de Solidaridad. ………………………………………………………….. 
 
Autorización Definitiva número trece a favor del señor Ricardo José Martín Quintana, para ejercer 
funciones de Cónsul Honorario del Reino de España en la ciudad de Tlaxcala, con circunscripción consular 
en el Estado de Tlaxcala. ……………………………………………………………………………………………… 
 
SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
 
Novena Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2022 y sus anexos 1 y 1-A. 
 
Acuerdo que modifica el diverso mediante el cual, sin desincorporar del régimen de dominio público de la 
Federación, se autoriza la aportación al patrimonio del Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec, 
de 35 parcelas con superficie total de 2’668,376.902 metros cuadrados, ubicadas en la Carretera Federal 
Coatzacoalcos-Villa Hermosa sin número, Km. 1+500, Ejido 5 de Mayo, Municipio de Coatzacoalcos, 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. ………………………………………………………………………… 
 
SECRETARIA DE ECONOMIA 
 
Aviso de cancelación de la Norma Oficial Mexicana NOM-236-SE- 2021, Vehículos automotores-
Condiciones fisicomecánicas de los vehículos con peso bruto vehicular que no exceda 3,857 kg. ………….. 
 
SECRETARIA DE INFRAESTRUCTURA, COMUNICACIONES Y TRANSPORTES 
 
Proyecto de Norma Oficial Mexicana PROY-NOM-064-SCT3-2021, Que establece las especificaciones del 
Sistema de Gestión de Seguridad Operacional (SMS: Safety Management System). ………………………… 
 

ORGANISMOS DESCONCENTRADOS O DESCENTRALIZADOS 
 
CENTRO NACIONAL DE CONTROL DE ENERGIA 
 
Aviso mediante el cual se informa de la publicación del Manual de Integración y Funcionamiento del 
Subcomité Revisor de Convocatorias de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del 
Centro Nacional de Control de Energía. …………………………………………………………………………….. 
 
CONSEJO NACIONAL DE CIENCIA Y TECNOLOGIA 
 
Acuerdo por el que se señalan los días inhábiles correspondientes al ejercicio fiscal 2023 para el Centro de 
Investigación Científica y de Educación Superior de Ensenada, Baja California. ………………………………. 
 
INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES 
 
Aviso por el que se da a conocer la modificación a las Reglas para el Otorgamiento de Créditos a los 
Trabajadores Derechohabientes del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. …... 
 
Aviso por el que se dan a conocer los montos máximos de crédito que otorga a sus derechohabientes el 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. ……………………………………………… 
 

PODER JUDICIAL 
 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 
 
Sentencia dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Controversia 
Constitucional 20/2018, así como el Voto Particular y Concurrente de la señora Ministra Ana Margarita 



Martes 15 de noviembre de 2022 DIARIO OFICIAL  

Ríos Farjat, y los Votos Particulares de los señores Ministros José Fernando Franco González Salas, 
Javier Laynez Potisek y Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. ……………………………………………... 
 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
 
Acuerdo General 26/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la creación, 
denominación e inicio de funciones del Tribunal Colegiado de Apelación del Decimotercer Circuito, con 
residencia en San Bartolo Coyotepec, así como su competencia, jurisdicción territorial y domicilio; y que 
reforma el similar 3/2013, relativo a la determinación del número y límites territoriales de los circuitos 
judiciales en que se divide la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y especialización 
por materia de los Tribunales de Circuito, los Tribunales Colegiados de Apelación y de los Juzgados de 
Distrito. …………………………………………………………………………………………………………………... 
 
Acuerdo General 29/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la creación, 
denominación e inicio de funciones de los Tribunales Colegiados de Apelación Primero y Segundo en 
Materia Penal del Primer Circuito, así como su competencia, jurisdicción territorial y domicilio; y que 
reforma diversos acuerdos generales. ………………………………………………………………………………. 
 
Acuerdo General 30/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la creación, 
denominación e inicio de funciones de los Tribunales Colegiados de Apelación Primero y Segundo en 
Materias Civil, Administrativa y Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones del Primer Circuito, así como su competencia, jurisdicción territorial y domicilio; y que 
reforma el similar 3/2013, relativo a la determinación del número y límites territoriales de los circuitos 
judiciales en que se divide la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y especialización 
por materia de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito. ………………………………………... 
 
Acuerdo General 41/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la conclusión de 
funciones de los Tribunales Unitarios Primero, Segundo, Séptimo, y Décimo del Decimoquinto Circuito, con 
residencia en Mexicali, Baja California; y de los Tribunales Unitarios Tercero, Cuarto, Quinto, Sexto y 
Octavo del mismo Circuito, con residencia en Tijuana, Baja California, y de las oficinas de correspondencia 
común que les prestan servicio. ……………………………………………………………………………………… 
 
Acuerdo General 43/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la conclusión de 
funciones de los Tribunales Unitarios Primero y Segundo del Sexto Circuito, con residencia en San Andrés 
Cholula, y de la oficina de correspondencia común que les presta servicio. ……………………………………. 
 
Aviso de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del magistrado de Circuito 
Gerardo Ortiz Pérez de los Reyes. …………………………………………………………………………………… 
 
Aviso de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la jueza de Distrito 
Karina Juárez Benavides. ……………………………………………………………………………………………... 
 
Aviso de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la jueza de Distrito 
Grissell Rodríguez Febles. ……………………………………………………………………………………………. 
 
Aviso de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Sergio 
Santamaría Chamú. ……………………………………………………………………………………………………. 
 
Aviso de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito José 
Arquímedes Gregorio Loranca Luna. ………………………………………………………………………………… 
 
Aviso de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito 
Rigoberto González Ochoa. …………………………………………………………………………………………... 
 
Aviso de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la magistrada de 
Circuito María de Lourdes Margarita García Galicia. ………………………………………………………………. 
 

ORGANISMOS AUTONOMOS 
 
BANCO DE MEXICO 
 
Tipo de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la 
República Mexicana. …………………………………………………………………………………………………… 
 
Tasas de interés interbancarias de equilibrio. ………………………………………………………………………. 
 
Tasa de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. …………………………………. 
 
INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 



Martes 15 de noviembre de 2022 DIARIO OFICIAL  

 
Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se aprueba la demarcación 
territorial de los distritos electorales uninominales locales en que se divide el Estado de Nayarit y sus 
respectivas cabeceras distritales, a propuesta de la Junta General Ejecutiva. …………………………………. 
 
Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se aprueba la demarcación 
territorial de los distritos electorales uninominales locales en que se divide el Estado de Querétaro y sus 
respectivas cabeceras distritales, a propuesta de la Junta General Ejecutiva. …………………………………. 
 
CONVOCATORIAS PARA CONCURSOS DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS, OBRAS 
Y SERVICIOS DEL SECTOR PUBLICO 
 
AVISOS 
 
 Judiciales y generales. ………………………………………………………………………………………………... 



 DIARIO OFICIAL Martes 15 de noviembre de 2022 

PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

EXTRACTO de la solicitud de registro de la agrupación denominada Centro de Oración Hogar del Espíritu Santo, 
para constituirse en asociación religiosa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Subsecretaría de Desarrollo Democrático, Participación Social y Asuntos 
Religiosos.- Unidad de Asuntos Religiosos, Prevención y la Reconstrucción del Tejido Social.- Dirección 
General de Asuntos Religiosos. 

EXTRACTO DE LA SOLICITUD DE REGISTRO CONSTITUTIVO COMO ASOCIACIÓN RELIGIOSA QUE PRESENTÓ 

LA C. MARÍA FRANCISCA MUÑIZ ECHEVERRÍA DE LA AGRUPACIÓN DENOMINADA "CENTRO DE ORACIÓN HOGAR 

DEL ESPÍRITU SANTO". 

En cumplimiento a lo dispuesto por el último párrafo del artículo 7° de la Ley de Asociaciones Religiosas y 

Culto Público; en relación con los diversos 8º y 10 de su Reglamento, se publica el correspondiente extracto 

de la solicitud de registro de la agrupación denominada "CENTRO DE ORACIÓN HOGAR DEL ESPÍRITU 

SANTO", para constituirse en asociación religiosa; solicitud presentada en la Dirección General de Asuntos 

Religiosos, para su trámite respectivo; cuyos datos principales son los que a continuación se señalan: 

I.- Domicilio: Calle Santa Inés Número 246, Colonia San Martín de Porres, Municipio de Irapuato, Estado 

de Guanajuato, Código Postal 36558. 

II.- Bien inmueble: Se relacionó para cumplir con su objeto un inmueble ubicado en Calle Santa Inés 

Número 246, Colonia San Martín de Porres, Municipio de Irapuato, Estado de Guanajuato, Código Postal 

36558, manifestado unilateralmente bajo contrato de comodato. 

III.- Estatutos: Presentó estatutos, los que contienen las bases fundamentales de su doctrina, la 

determinación de los asociados, ministros de culto y representantes, mismos que señalan como objeto, el 

siguiente: “Enseñar y proclamar el evangelio”. 

IV.- Se exhiben las pruebas suficientes que acreditan que la agrupación religiosa cuenta con notorio 

arraigo entre la población. 

V.- Representante: María Francisca Muñiz Echeverría. 

VI.- Exhiben la Relación de asociados, para dar cumplimiento a lo dispuesto por la fracción VI del artículo 

8º del Reglamento de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público. 

VII.- Exhiben el convenio propuesto a la Secretaría de Relaciones Exteriores, para dar cumplimiento a lo 

dispuesto en la fracción I del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

VIII.- Órgano de Dirección o Administración: De conformidad con los estatutos exhibidos, se denomina 

“Mesa Directiva”, integrada por las personas y cargos siguientes: María Francisca Muñiz Echeverría, 

Presidenta; María del Rocío Cisneros Hernández, Secretaria; y Demetria Fernández González, Tesorera. 

IX.- Ministro de Culto: María Francisca Muñiz Echeverría. 

X.- Credo Religioso: Cristiano Evangélico. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 11 del Reglamento de la Ley de 

Asociaciones Religiosas y Culto Público, se notifica lo anterior, a efecto de que las personas físicas, 

asociaciones religiosas, agrupaciones religiosas o iglesias que pudieran considerarse afectadas en su esfera 

jurídica, comparezcan dentro del término de veinte días hábiles, contados a partir del día siguiente de esta 

publicación a presentar su oposición ante esta Dirección General. Asimismo, se comunica que el expediente 

de la solicitud de referencia, estará a la vista de los interesados para su consulta solamente durante el término 

señalado. 

Expedido en la Ciudad de México, a los tres días del mes de noviembre de dos mil veintidós.- El Director 

General Adjunto de la Dirección General de Asuntos Religiosos de la Secretaría de Gobernación, Lic. Jorge 

Lee Galindo.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES 
Exequátur número cinco expedido a favor del señor Cirilo Quintana Alvarado, para ejercer funciones de Cónsul 
Honorario de la República de Nicaragua en la Ciudad de Matehuala, con circunscripción consular en el Estado de 
San Luis Potosí. 

 

El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos 

Vista la Patente de Cónsul Honorario que el Presidente de la República de Nicaragua otorgó a favor del 

señor Cirilo Quintana Alvarado le concede el presente Exequátur para que pueda ejercer las funciones de su 

cargo en la Ciudad de Matehuala, con circunscripción consular en el Estado de San Luis Potosí. 

Dado en la Ciudad de México, autenticado con el Gran Sello de la Nación, refrendado por el Secretario de 

Relaciones Exteriores y registrado bajo el número cinco a fojas cuarenta y dos del libro correspondiente, el día 

cuatro de agosto de dos mil veintidós.- Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- Secretario de Relaciones 

Exteriores, Marcelo Luis Ebrard Casaubon.- Rúbrica. 

 

 

AUTORIZACIÓN Definitiva número doce a favor de la señora Heather Ellen Andersen, para ejercer funciones de 
Cónsul Honoraria de los Estados Unidos de América en la ciudad de Playa del Carmen, con circunscripción 
consular en el Municipio de Solidaridad. 

 

El Secretario de Relaciones Exteriores de los Estados Unidos Mexicanos 

Vista la Nota Diplomática de Cónsul Honoraria que la Embajada de los Estados Unidos de América en 

México expidió a favor de la señora Heather Ellen Andersen, le concede la presente Autorización Definitiva 

para que pueda ejercer las funciones de su cargo en la Ciudad de Playa del Carmen, con circunscripción 

consular en el municipio de Solidaridad. 

Dado en la Ciudad de México, firmada de mi mano, autorizada con el Sello de la Secretaría de Relaciones 

Exteriores, y registrada bajo el número doce a fojas treinta y uno del libro correspondiente, el día catorce de 

septiembre de dos mil veintidós.- El Secretario de Relaciones Exteriores, Marcelo Luis Ebrard  Casaubon.- 

Rúbrica. 

 

 

AUTORIZACIÓN Definitiva número trece a favor del señor Ricardo José Martín Quintana, para ejercer 
funciones de Cónsul Honorario del Reino de España en la ciudad de Tlaxcala, con circunscripción consular en el 
Estado de Tlaxcala. 

 

El Secretario de Relaciones Exteriores de los Estados Unidos Mexicanos 

Vista la Nota Diplomática de Cónsul Honorario que la Embajada del Reino de España en México expidió a 

favor del señor Ricardo José Martín Quintana concede la presente Autorización Definitiva para que pueda 

ejercer las funciones de su cargo en la Ciudad de Tlaxcala, con circunscripción consular en el Estado de 

Tlaxcala. 

Dado en la Ciudad de México, firmada de mi mano, autorizada con el Sello de la Secretaría de Relaciones 

Exteriores, y registrada bajo el número trece a fojas treinta y uno del libro correspondiente, el día cinco de 

octubre de dos mil veintidós.- El Secretario de Relaciones Exteriores, Marcelo Luis Ebrard  Casaubon.- 

Rúbrica. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
NOVENA Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2022 y sus anexos 1 y 1-A. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Servicio de Administración Tributaria. 

NOVENA RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2022 Y 
SUS ANEXOS 1 Y 1-A. 

Con fundamento en los artículos 16 y 31 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 33, 
fracción I, inciso g) del Código Fiscal de la Federación; 14, fracción III de la Ley del Servicio de Administración 
Tributaria, y 8 del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria se resuelve: 

PRIMERO. Se reforman las reglas 3.5.19., segundo párrafo; 3.5.21., primer párrafo; 11.4.1.; 11.4.2.; 
11.4.3.; 11.4.4.; 11.4.5.; 11.4.6.; 11.4.7.; 11.4.8.; 11.4.9. y la denominación del Capítulo 11.4., para quedar 
como “Del Decreto por el que se otorgan estímulos fiscales para incentivar el uso de medios de pago 
electrónicos”, publicado en el DOF el 21 de octubre de 2022, y se adiciona la regla 13.1., fracción X de la 
Resolución Miscelánea Fiscal para 2022, para quedar de la siguiente manera: 

Registro de depósitos en efectivo 

3.5.19. ... 

 Las instituciones del sistema financiero podrán considerar como opcionales los datos a que 
se refieren las fracciones II, incisos a) y k) y VII, inciso a), numeral 1 del párrafo anterior. 
Para estos efectos, se entenderán como opcionales solo aquellos datos de los que carezca 
completamente la institución del sistema financiero derivado de cuestiones no imputables a 
la misma, no así los datos que, teniéndolos, pretendan no ser registrados. 

 ... 

 LISR 55 

Información al SAT de depósitos en efectivo 

3.5.21. Para los efectos del artículo 55, fracción IV de la Ley del ISR, la información a que se refiere 
dicha fracción, podrá presentarse a más tardar el último día del mes de calendario inmediato 
siguiente al que corresponda a través de la forma, “Declaración informativa de depósitos en 
efectivo”, contenida en el Anexo 1, rubro A, numeral 2. 

... 

... 

CFF 31, LISR 55 

Capítulo 11.4. Del Decreto por el que se otorgan estímulos fiscales para incentivar el uso de medios de 
pago electrónicos, publicado en el DOF el 21 de octubre de 2022 

Bases del sorteo “El Buen Fin” 

11.4.1. Para los efectos de los artículos 33-B, primer párrafo, fracción IV del CFF y Octavo del 
Decreto a que se refiere este Capítulo, la información relacionada con los premios, las 
fechas y las personas que podrán participar en el sorteo, se darán a conocer a través de las 
bases del sorteo “El Buen Fin”, que para tal efecto se publiquen en el Portal del SAT. 

CFF 33-B, DECRETO DOF 21/10/2022 Octavo 

Manifestación de las entidades para participar en el sorteo “El Buen Fin” 

11.4.2. Para los efectos de los artículos 33-B, primer párrafo, fracción IV del CFF y Primero, en 
relación con el Segundo, primer párrafo, ambos del Decreto a que se refiere este Capítulo, 
las entidades que pretendan participar con la entrega de premios en el sorteo “El Buen Fin” 
deberán manifestar su voluntad, conforme a lo señalado en la ficha de trámite 1/DEC-5 
“Aviso para participar en el Sorteo “El Buen Fin” conforme al Decreto por el que se otorgan 
estímulos fiscales para incentivar el uso de medios de pago electrónicos”, contenida en el 
Anexo 1-A. 

CFF 33-B, DECRETO DOF 21/10/2022 Primero, Segundo 
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Manifestación de conformidad para que se aplique el procedimiento de compensación 
permanente de fondos 

11.4.3. Para los efectos de los artículos 33-B, cuarto párrafo del CFF y Primero, en relación con el 
Cuarto, ambos del Decreto a que se refiere este Capítulo, las entidades federativas deberán 
manifestar a la Secretaría su conformidad para que se aplique el procedimiento de 
compensación permanente de fondos a que se refiere el artículo 15, segundo párrafo de la 
Ley de Coordinación Fiscal y lo establecido en la Sección IV de los convenios de 
colaboración administrativa en materia fiscal federal que tienen celebrados las entidades 
federativas adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, respecto del monto de 
los impuestos locales que se generen por la obtención de los premios de los sorteos, 
conforme a lo señalado en la ficha de trámite 2/DEC-5 “Aviso de conformidad para que se 
aplique la compensación permanente de fondos que deben presentar las entidades 
federativas”, contenida en el Anexo 1-A. 

CFF 33-B, LCF 15, DECRETO DOF 21/10/2022 Primero, Cuarto, Convenios de 
colaboración administrativa en materia fiscal federal, Sección IV 

Entrega de información de la Secretaría a las entidades federativas por premios 
pagados 

11.4.4. Para los efectos de los artículos 33-B, cuarto y último párrafos del CFF y Primero, en 
relación con el Cuarto, tercer párrafo, ambos del Decreto a que se refiere este Capítulo, la 
Secretaría informará mediante oficio a las entidades federativas el monto de los premios 
pagados en cada una de las mismas, a fin de que éstas determinen el monto de los 
impuestos locales que les correspondan a dichas entidades federativas y, en su caso, a sus 
respectivos municipios, para que soliciten a la Federación les sea cubierto a través del 
procedimiento de compensación permanente de fondos, a que se refiere el artículo 15, 
segundo párrafo de la Ley de Coordinación Fiscal y establecido en la Sección IV de los 
convenios de colaboración administrativa en materia fiscal federal que tienen celebrados las 
entidades federativas adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. 

CFF 33-B, LCF 15, DECRETO DOF 21/10/2022 Primero, Cuarto, Convenios de 
colaboración administrativa en materia fiscal federal, Sección IV 

Pago a la Secretaría de Gobernación de aprovechamientos por premios no 
reclamados 

11.4.5. Para los efectos de los artículos 33-B, primer párrafo, fracción IV del CFF y Primero, en 
relación con el Segundo, primer párrafo, ambos del Decreto a que se refiere este Capítulo, 
el SAT determinará los premios que en términos del artículo 123 del Reglamento de la Ley 
Federal de Juegos y Sorteos sean considerados no reclamados y le comunicará a cada 
entidad que participe con la entrega de premios en el sorteo “El Buen Fin” el monto que 
deberá ser cubierto vía un pago de aprovechamientos a la Secretaría de Gobernación, 
mediante el procedimiento y en los plazos que al efecto establezca el SAT en su Portal. 

El pago del aprovechamiento por los premios no reclamados a que se refiere el párrafo que 
antecede, podrá ser acreditado en términos del artículo Primero del citado Decreto, siempre 
que se haya realizado dentro del plazo establecido y una vez que se haya entregado al SAT 
el comprobante de pago correspondiente, conforme a la ficha de trámite 3/DEC-5 
“Presentación del comprobante de pago a la Secretaría de Gobernación de 
aprovechamientos por premios no reclamados conforme al Decreto por el que se otorgan 
estímulos fiscales para incentivar el uso de medios de pago electrónicos”, contenida en el 
Anexo 1-A. 

No se tendrá la obligación de cubrir a la Secretaría de Gobernación a través del pago de 
aprovechamientos, cuando no se generen premios ni ganadores en los términos del 
Permiso para la 12ª edición del Sorteo otorgado por la Dirección General de Juegos y 
Sorteos de la Secretaría de Gobernación. 

CFF 33-B, Reglamento de la Ley Federal de Juegos y Sorteos 123, DECRETO DOF 
21/10/2022 Primero, Segundo 
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Forma de acreditamiento del estímulo 

11.4.6. Para los efectos de los artículos 33-B, primer párrafo, fracción IV del CFF y Primero, en 
relación con el Tercero, ambos del Decreto a que se refiere este Capítulo, las entidades que 
participen con la entrega de premios en el sorteo “El Buen Fin” podrán acreditar el estímulo 
previsto en el citado artículo Primero, contra los pagos provisionales, definitivos y anuales 
del ISR propio o retenido a terceros de este impuesto y hasta agotarse, a partir de que el 
SAT les notifique vía buzón tributario que se ha cumplido con la entrega de la información 
determinada, señalándoles el monto que tienen derecho a acreditar, utilizando para tal 
efecto en la declaración el rubro de “Acreditamiento Sorteos”. 

Dicho acreditamiento, se podrá realizar una vez que las entidades mencionadas en el 
párrafo anterior hayan hecho la entrega total de la información a que se refieren las reglas 
11.4.8. y 11.4.9., así como el pago de aprovechamientos a que se refiere la regla 11.4.5. 

CFF 33-B, DECRETO DOF 21/10/2022, Primero, Tercero, RMF 2022 11.4.5., 11.4.8., 
11.4.9. 

Determinación del monto del estímulo 

11.4.7. Para los efectos de los artículos 33-B, primer párrafo, fracción IV del CFF y Primero, en 
relación con el Tercero, ambos del Decreto a que se refiere este Capítulo, el monto del 
estímulo corresponderá a aquellas cantidades que las entidades que participen con la 
entrega de premios en el sorteo “El Buen Fin” efectivamente hayan entregado en las 
cuentas asociadas a los tarjetahabientes o bien, en las cuentas asociadas al pago de ventas 
generadas por las terminales punto de venta de los ganadores, conforme a lo previsto en el 
citado Decreto, así como a las cantidades que hayan pagado por concepto de 
aprovechamientos en términos de la regla 11.4.5., según corresponda. 

CFF 33-B, DECRETO DOF 21/10/2022 Primero, Tercero, RMF 2022 11.4.5. 

Información que deben proporcionar las entidades participantes del sorteo  “El Buen 
Fin” 

11.4.8. Para los efectos de los artículos 33-B, primer párrafo, fracción IV del CFF y Primero, en 
relación con el Segundo, segundo párrafo, ambos del Decreto a que se refiere este 
Capítulo, las entidades que participen con la entrega de premios en el sorteo “El Buen Fin” 
deberán proporcionar al SAT la información a que se refiere la ficha de trámite 4/DEC-5 
“Entrega de información que deben proporcionar las entidades participantes del Sorteo ‘El 
Buen Fin’”, contenida en el Anexo 1-A. 

CFF 33-B, DECRETO DOF 21/10/2022 Primero, Segundo 

Información que deben proporcionar las entidades participantes del sorteo “El Buen 
Fin”, respecto de los premios pagados por entidad federativa 

11.4.9. Para los efectos de los artículos 33-B, primer párrafo, fracción IV del CFF y Primero, en 
relación con el Segundo, segundo párrafo y Cuarto, todos del Decreto a que se refiere este 
Capítulo, las entidades que participen con la entrega de premios en el sorteo “El Buen Fin” 
deberán proporcionar al SAT la información relacionada con los pagos correspondientes a 
los premios entregados a los tarjetahabientes y comercios ganadores, a que se refiere la 
ficha de trámite 5/DEC-5 “Entrega de información que deben proporcionar las entidades 
participantes del Sorteo ‘El Buen Fin’ respecto de los premios pagados por entidad 
federativa”, con independencia de la información proporcionada conforme a la ficha de 
trámite 4/DEC-5 “Entrega de información que deben proporcionar las entidades 
participantes del Sorteo ‘El Buen Fin’”, ambas contenidas en el Anexo 1-A. 

CFF 33-B, DECRETO DOF 21/10/2022 Primero, Segundo, Cuarto 

Declaración de pago de los derechos por la utilidad compartida y de extracción de 
hidrocarburos 

13.1. ... 

I. a IX. ... 

X. Los relativos a hasta el 50% del monto del derecho por la utilidad compartida, 
respecto del mes de septiembre de 2022, a más tardar el 30 de noviembre de 
2022. 

... 

LISH 42, 44, RMF 2022 2.8.3.1., Primera Resolución de Modificaciones a la RMF 2022 
Segundo Transitorio 
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SEGUNDO. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley Federal de los Derechos del 
Contribuyente, se da a conocer el texto actualizado de las reglas a que se refiere el Resolutivo Primero de la 
presente Resolución. 

En caso de discrepancia entre el contenido del Resolutivo Primero y del presente, prevalece el texto del 
Resolutivo Primero. 

Registro de depósitos en efectivo 

3.5.19. Para los efectos del artículo 55, fracción IV de la Ley del ISR, las instituciones del sistema 
financiero deberán llevar un registro de los depósitos en efectivo que se realicen en las 
cuentas o contratos abiertos a nombre de los contribuyentes, así como de las adquisiciones 
en efectivo de cheques de caja, el cual deberá reunir la información y los datos siguientes: 

I. Datos de identificación de la institución del sistema financiero: 

a) Clave en el RFC. 

b) Denominación o razón social. 

II. Datos de identificación del contribuyente (tercero o cuentahabiente): 

a) Clave en el RFC. 

b) CURP. 

c) Apellido paterno (primer apellido). 

d) Apellido materno (segundo apellido) (opcional). 

e) Nombre (s). 

f) Denominación o razón social. 

g) Domicilio (calle, número exterior, número interior, colonia, código postal). 

h) Correo electrónico. 

i) Teléfono 1. 

j) Teléfono 2. 

k) Número de cliente. 

III. Datos de identificación de la cuenta o contrato: 

a) Número de cuenta o contrato. 

b) Tipo de cuenta. 

c) Cuenta o contrato con cotitulares. 

d) Número de cotitulares de la cuenta. 

e) Proporción de los depósitos que corresponden al contribuyente informado, así 
como a los cotitulares. 

f) Nombre, clave en el RFC y CURP de los cotitulares de la cuenta. 

IV. Información de depósitos en efectivo por operación: 

a) Fecha del depósito. 

b) Monto del depósito en efectivo. 

c) Moneda (en caso de ser diferente a la moneda nacional). 

d) Tipo de cambio. 

V. Corte mensual, información de depósito en efectivo por mes por contribuyente 
informado: 

a) Fecha de corte. 

b) Monto del excedente de los depósitos en efectivo. 

VI. Corte mensual, generales y totales de las instituciones del sistema financiero: 

a) Total de operaciones que relaciona. 

b) Total de depósitos excedentes. 
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VII. Cheques de caja: 

a) Datos de identificación del adquirente: 

1. Clave en el RFC del adquirente. 

2. CURP del adquirente. 

3. Apellido paterno (primer apellido). 

4. Apellido materno (segundo apellido) (opcional). 

5. Nombre (s). 

6. Denominación o razón social. 

7. Domicilio (calle, número exterior, número interior, colonia, código 
postal). 

8. Correo electrónico. 

9. Teléfono 1. 

10. Teléfono 2. 

11. Número de cliente (opcional). 

b) Datos de la operación: 

1. Fecha de la compra en efectivo del cheque de caja. 

2. Monto del cheque de caja expedido pagado en efectivo. 

3. Tipo de cambio (en caso de operación en moneda extranjera). 

c) Corte mensual, generales y totales de cheques de caja: 

1. Total monto de cheque de caja. 

 Las instituciones del sistema financiero podrán considerar como opcionales los datos a que 
se refieren las fracciones II, incisos a) y k) y VII, inciso a), numeral 1 del párrafo anterior. 
Para estos efectos, se entenderán como opcionales solo aquellos datos de los que carezca 
completamente la institución del sistema financiero derivado de cuestiones no imputables a 
la misma, no así los datos que, teniéndolos, pretendan no ser registrados. 

 El SAT podrá requerir a las instituciones del sistema financiero la información a que se 
refiere la presente regla, respecto de aquellas personas físicas y morales que se ubiquen 
dentro de los supuestos a que se refiere el artículo 55, fracción IV de la Ley del ISR. La 
información a que se refiere este párrafo se proporcionará a través de los medios y 
cumpliendo con las especificaciones que para tal efecto establezca el SAT a través de su 
portal. 

 LISR 55 

Información al SAT de depósitos en efectivo 

3.5.21. Para los efectos del artículo 55, fracción IV de la Ley del ISR, la información a que se refiere 
dicha fracción, podrá presentarse a más tardar el último día del mes de calendario inmediato 
siguiente al que corresponda a través de la forma, “Declaración informativa de depósitos en 
efectivo”, contenida en el Anexo 1, rubro A, numeral 2. 

La citada declaración se obtendrá en el Portal del SAT y se podrá presentar conforme al 
procedimiento que se señale en el mismo, utilizando la e.firma de la institución de que se 
trate. 

Tratándose de la adquisición en efectivo de cheques de caja, la información se deberá 
proporcionar cualquiera que sea el monto de los mismos. 

CFF 31, LISR 55 

Capítulo 11.4. Del Decreto por el que se otorgan estímulos fiscales para incentivar el uso de medios de 
pago electrónicos, publicado en el DOF el 21 de octubre de 2022 

Bases del sorteo “El Buen Fin” 

11.4.1. Para los efectos de los artículos 33-B, primer párrafo, fracción IV del CFF y Octavo del 
Decreto a que se refiere este Capítulo, la información relacionada con los premios, las 
fechas y las personas que podrán participar en el sorteo, se darán a conocer a través de las 
bases del sorteo “El Buen Fin”, que para tal efecto se publiquen en el Portal del SAT. 

CFF 33-B, DECRETO DOF 21/10/2022 Octavo 
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Manifestación de las entidades para participar en el sorteo “El Buen Fin” 

11.4.2. Para los efectos de los artículos 33-B, primer párrafo, fracción IV del CFF y Primero, en 
relación con el Segundo, primer párrafo, ambos del Decreto a que se refiere este Capítulo, 
las entidades que pretendan participar con la entrega de premios en el sorteo “El Buen Fin” 
deberán manifestar su voluntad, conforme a lo señalado en la ficha de trámite 1/DEC-5 
“Aviso para participar en el Sorteo “El Buen Fin” conforme al Decreto por el que se otorgan 
estímulos fiscales para incentivar el uso de medios de pago electrónicos”, contenida en el 
Anexo 1-A. 

CFF 33-B, DECRETO DOF 21/10/2022 Primero, Segundo 

Manifestación de conformidad para que se aplique el procedimiento de compensación 
permanente de fondos 

11.4.3. Para los efectos de los artículos 33-B, cuarto párrafo del CFF y Primero, en relación con el 
Cuarto, ambos del Decreto a que se refiere este Capítulo, las entidades federativas deberán 
manifestar a la Secretaría su conformidad para que se aplique el procedimiento de 
compensación permanente de fondos a que se refiere el artículo 15, segundo párrafo de la 
Ley de Coordinación Fiscal y lo establecido en la Sección IV de los convenios de 
colaboración administrativa en materia fiscal federal que tienen celebrados las entidades 
federativas adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, respecto del monto de 
los impuestos locales que se generen por la obtención de los premios de los sorteos, 
conforme a lo señalado en la ficha de trámite 2/DEC-5 “Aviso de conformidad para que se 
aplique la compensación permanente de fondos que deben presentar las entidades 
federativas”, contenida en el Anexo 1-A. 

CFF 33-B, LCF 15, DECRETO DOF 21/10/2022 Primero, Cuarto, Convenios de 
colaboración administrativa en materia fiscal federal, Sección IV 

Entrega de información de la Secretaría a las entidades federativas por premios 
pagados 

11.4.4. Para los efectos de los artículos 33-B, cuarto y último párrafos del CFF y Primero, en 
relación con el Cuarto, tercer párrafo, ambos del Decreto a que se refiere este Capítulo, la 
Secretaría informará mediante oficio a las entidades federativas el monto de los premios 
pagados en cada una de las mismas, a fin de que éstas determinen el monto de los 
impuestos locales que les correspondan a dichas entidades federativas y, en su caso, a sus 
respectivos municipios, para que soliciten a la Federación les sea cubierto a través del 
procedimiento de compensación permanente de fondos, a que se refiere el artículo 15, 
segundo párrafo de la Ley de Coordinación Fiscal y establecido en la Sección IV de los 
convenios de colaboración administrativa en materia fiscal federal que tienen celebrados las 
entidades federativas adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. 

CFF 33-B, LCF 15, DECRETO DOF 21/10/2022 Primero, Cuarto, Convenios de 
colaboración administrativa en materia fiscal federal, Sección IV 

Pago a la Secretaría de Gobernación de aprovechamientos por premios no 
reclamados 

11.4.5. Para los efectos de los artículos 33-B, primer párrafo, fracción IV del CFF y Primero, en 
relación con el Segundo, primer párrafo, ambos del Decreto a que se refiere este Capítulo, 
el SAT determinará los premios que en términos del artículo 123 del Reglamento de la Ley 
Federal de Juegos y Sorteos sean considerados no reclamados y le comunicará a cada 
entidad que participe con la entrega de premios en el sorteo “El Buen Fin” el monto que 
deberá ser cubierto vía un pago de aprovechamientos a la Secretaría de Gobernación, 
mediante el procedimiento y en los plazos que al efecto establezca el SAT en su Portal. 

El pago del aprovechamiento por los premios no reclamados a que se refiere el párrafo que 
antecede, podrá ser acreditado en términos del artículo Primero del citado Decreto, siempre 
que se haya realizado dentro del plazo establecido y una vez que se haya entregado al SAT 
el comprobante de pago correspondiente, conforme a la ficha de trámite 3/DEC-5 
“Presentación del comprobante de pago a la Secretaría de Gobernación de 
aprovechamientos por premios no reclamados conforme al Decreto por el que se otorgan 
estímulos fiscales para incentivar el uso de medios de pago electrónicos”, contenida en el 
Anexo 1-A. 
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No se tendrá la obligación de cubrir a la Secretaría de Gobernación a través del pago de 
aprovechamientos, cuando no se generen premios ni ganadores en los términos del 
Permiso para la 12ª edición del Sorteo otorgado por la Dirección General de Juegos y 
Sorteos de la Secretaría de Gobernación. 

CFF 33-B, Reglamento de la Ley Federal de Juegos y Sorteos 123, DECRETO DOF 
21/10/2022 Primero, Segundo 

Forma de acreditamiento del estímulo 

11.4.6. Para los efectos de los artículos 33-B, primer párrafo, fracción IV del CFF y Primero, en 
relación con el Tercero, ambos del Decreto a que se refiere este Capítulo, las entidades que 
participen con la entrega de premios en el sorteo “El Buen Fin” podrán acreditar el estímulo 
previsto en el citado artículo Primero, contra los pagos provisionales, definitivos y anuales 
del ISR propio o retenido a terceros de este impuesto y hasta agotarse, a partir de que el 
SAT les notifique vía buzón tributario que se ha cumplido con la entrega de la información 
determinada, señalándoles el monto que tienen derecho a acreditar, utilizando para tal 
efecto en la declaración el rubro de “Acreditamiento Sorteos”. 

Dicho acreditamiento, se podrá realizar una vez que las entidades mencionadas en el 
párrafo anterior hayan hecho la entrega total de la información a que se refieren las reglas 
11.4.8. y 11.4.9., así como el pago de aprovechamientos a que se refiere la regla 11.4.5. 

CFF 33-B, DECRETO DOF 21/10/2022, Primero, Tercero, RMF 2022 11.4.5., 11.4.8., 
11.4.9. 

Determinación del monto del estímulo 

11.4.7. Para los efectos de los artículos 33-B, primer párrafo, fracción IV del CFF y Primero, en 
relación con el Tercero, ambos del Decreto a que se refiere este Capítulo, el monto del 
estímulo corresponderá a aquellas cantidades que las entidades que participen con la 
entrega de premios en el sorteo “El Buen Fin” efectivamente hayan entregado en las 
cuentas asociadas a los tarjetahabientes o bien, en las cuentas asociadas al pago de ventas 
generadas por las terminales punto de venta de los ganadores, conforme a lo previsto en el 
citado Decreto, así como a las cantidades que hayan pagado por concepto de 
aprovechamientos en términos de la regla 11.4.5., según corresponda. 

CFF 33-B, DECRETO DOF 21/10/2022 Primero, Tercero, RMF 2022 11.4.5. 

Información que deben proporcionar las entidades participantes del sorteo “El Buen 
Fin” 

11.4.8. Para los efectos de los artículos 33-B, primer párrafo, fracción IV del CFF y Primero, en 
relación con el Segundo, segundo párrafo, ambos del Decreto a que se refiere este 
Capítulo, las entidades que participen con la entrega de premios en el sorteo “El Buen Fin” 
deberán proporcionar al SAT la información a que se refiere la ficha de trámite 4/DEC-5 
“Entrega de información que deben proporcionar las entidades participantes del Sorteo ‘El 
Buen Fin’”, contenida en el Anexo 1-A. 

CFF 33-B, DECRETO DOF 21/10/2022 Primero, Segundo 

Información que deben proporcionar las entidades participantes del sorteo “El Buen 
Fin”, respecto de los premios pagados por entidad federativa 

11.4.9. Para los efectos de los artículos 33-B, primer párrafo, fracción IV del CFF y Primero, en 
relación con el Segundo, segundo párrafo y Cuarto, todos del Decreto a que se refiere este 
Capítulo, las entidades que participen con la entrega de premios en el sorteo “El Buen Fin” 
deberán proporcionar al SAT la información relacionada con los pagos correspondientes a 
los premios entregados a los tarjetahabientes y comercios ganadores, a que se refiere la 
ficha de trámite 5/DEC-5 “Entrega de información que deben proporcionar las entidades 
participantes del Sorteo ‘El Buen Fin’ respecto de los premios pagados por entidad 
federativa”, con independencia de la información proporcionada conforme a la ficha de 
trámite 4/DEC-5 “Entrega de información que deben proporcionar las entidades 
participantes del Sorteo ‘El Buen Fin’”, ambas contenidas en el Anexo 1-A. 

CFF 33-B, DECRETO DOF 21/10/2022 Primero, Segundo, Cuarto 
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Declaración de pago de los derechos por la utilidad compartida y de extracción de 
hidrocarburos 

13.1. Para los efectos de los artículos 42, primer párrafo y 44, primer párrafo de la LISH, de la 
regla 2.8.3.1. y del Segundo Transitorio de la Primera Resolución de Modificaciones a la 
RMF para 2022, los asignatarios a que se refieren los citados artículos podrán realizar los 
pagos de los derechos por la utilidad compartida y de extracción de hidrocarburos 
correspondientes a los meses que se indican, conforme a lo siguiente: 

I. Los relativos a los montos totales de los derechos por la utilidad compartida y de 
extracción de hidrocarburos, respecto del mes de diciembre de 2021, en una 
exhibición, a más tardar el 28 de febrero de 2022. 

II. Los relativos a los montos de los derechos por la utilidad compartida y de 
extracción de hidrocarburos, respecto del mes de enero de 2022, a más tardar el 
31 de marzo de 2022. 

III. Los relativos al monto del derecho de extracción de hidrocarburos, respecto del 
mes de febrero de 2022, a más tardar el 29 de abril de 2022. 

IV. Los relativos al monto del derecho por la utilidad compartida, respecto del mes de 
marzo de 2022, a más tardar el 31 de mayo de 2022. 

V. Los relativos a los montos de los derechos por la utilidad compartida y de 
extracción de hidrocarburos, respecto del mes de abril de 2022, a más tardar el 30 
de junio de 2022. 

VI. Los relativos a los montos de los derechos por la utilidad compartida y de 
extracción de hidrocarburos, respecto del mes de mayo de 2022, a más tardar el 
29 de julio de 2022. 

VII. Los relativos a los montos de los derechos por la utilidad compartida y de 
extracción de hidrocarburos, respecto del mes de junio de 2022, a más tardar el 31 
de agosto de 2022. 

VIII. Los relativos a los montos de los derechos por la utilidad compartida y de 
extracción de hidrocarburos, respecto del mes de julio de 2022, a más tardar el 30 
de septiembre de 2022. 

IX. Los relativos al monto del derecho por la utilidad compartida, respecto del mes de 
agosto de 2022, a más tardar el 31 de octubre de 2022. 

X. Los relativos a hasta el 50% del monto del derecho por la utilidad compartida, 
respecto del mes de septiembre de 2022, a más tardar el 30 de noviembre de 
2022. 

En caso de incumplir con el entero de los derechos en la fecha prevista en las fracciones 
anteriores, los asignatarios no podrán aplicar el beneficio previsto en la presente regla y la 
autoridad fiscal requerirá el pago total de los adeudos. 

LISH 42, 44, RMF 2022 2.8.3.1., Primera Resolución de Modificaciones a la RMF 2022 
Segundo Transitorio 

TERCERO. Se modifican los Anexos 1 y 1-A de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2022. 

CUARTO. Se reforma el Transitorio Trigésimo Octavo de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2022, 
publicada en el DOF el 27 de diciembre de 2021 y sus modificaciones, para quedar como 
sigue: 

Trigésimo 

Octavo. Para los efectos del artículo 113-G fracción II de la Ley del ISR, los 
contribuyentes que opten por tributar en el Régimen Simplificado de 
Confianza, deberán contar con e.firma activa a más tardar el 31 de marzo de 
2023. La e.firma se obtendrá cumpliendo con los requisitos y condiciones 
establecidos en las fichas de trámite 105/CFF “Solicitud de generación del 
Certificado de e.firma para personas físicas” y 106/CFF “Solicitud de 
renovación del Certificado de e.firma para personas físicas”, contenidas en el 
Anexo 1-A. 
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 Los contribuyentes que inicien actividades deberán cumplir con lo señalado 
en el párrafo anterior, a más tardar dentro de los 30 días naturales siguientes 
a la fecha en que iniciaron actividades. 

 Los contribuyentes que no cumplan con lo dispuesto en esta disposición, no 
podrán tributar en el Régimen Simplificado de Confianza. Para tales efectos, 
la autoridad fiscal podrá asignar al contribuyente el régimen fiscal que le 
corresponda. 

Transitorios 

Primero. La presente Resolución entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el DOF y su 
contenido surtirá sus efectos en términos de la regla 1.8., tercer párrafo de la RMF para 
2022. 

Segundo. Para los efectos del artículo 31, décimo quinto y décimo sexto párrafos del CFF vigente 
hasta el 31 de diciembre de 2021, en relación con el Artículo Octavo, fracción II de las 
Disposiciones Transitorias del CFF, previsto en el “Decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley 
del Impuesto al Valor Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y 
Servicios, de la Ley Federal del Impuesto sobre Automóviles Nuevos, del Código Fiscal de 
la Federación y otros ordenamientos”, publicado en el DOF el 12 de noviembre de 2021, los 
contribuyentes que cuenten con autorización para operar como proveedores de certificación 
de recepción de documentos digitales cuya vigencia concluya el 31 de diciembre de 2022, 
deberán cumplir con lo previsto en el párrafo cuarto, fracciones I y II de la regla 2.8.2.5. de 
la RMF vigente en 2021. 

 Asimismo, el “AVISO URGENTE” a que se refiere la fracción I, inciso a), de la regla citada 
en el párrafo que antecede, deberá publicarse en un lugar visible en su página de Internet, 
durante todo el bimestre a que se refiere la citada fracción, con la siguiente leyenda: 
“Estimado usuario, se le informa que a partir del 1 de enero de 2023, dejaremos de contar 
con la autorización para operar como proveedor de certificación de recepción de 
documentos digitales, de conformidad con lo establecido en el Artículo Octavo, fracción II de 
las Disposiciones Transitorias del citado CFF, por lo cual, se les invita a cumplir con sus 
obligaciones fiscales ante el SAT, conforme a las disposiciones fiscales vigentes”. 

Tercero. Para los efectos de lo dispuesto en las reglas 5.1.7., 5.2.43. y 5.2.46., los contribuyentes 
que por primera vez soliciten marbetes electrónicos que deban ser impresos en la etiqueta o 
contraetiqueta de los envases que contengan bebidas alcohólicas, y obtengan el dictamen 
de uso de imagen y diseño, en términos de la ficha de trámite 46/IEPS “Solicitud para 
obtener folios para la impresión de marbetes electrónicos para bebidas alcohólicas”, 
contenida en el Anexo 1-A, deberán cumplir con lo establecido en la regla 5.2.6., con 
excepción de lo señalado en la fracción II. En lugar de lo señalado en dicha fracción, 
deberán dar cumplimiento de conformidad con lo siguiente: 

 Impresión digital de los marbetes electrónicos de bebidas alcohólicas: 

a) Los folios autorizados y entregados para la impresión de marbetes deberán ser 
emitidos por el SAT. 

b) Tamaño: 3 x 3 cm. El cual podrá variar previa autorización de la autoridad hasta un 
mínimo de 2 X 2 cm, únicamente en aquellos casos en que, por la forma del envase, 
su dimensión o las características de la etiqueta o contraetiqueta, no sea posible la 
adaptación de la medida original. 

 La autorización a que se refiere el párrafo anterior, deberá solicitarse en términos de la 
ficha de trámite 46/IEPS “Solicitud para obtener folios para la impresión de marbetes 
electrónicos para bebidas alcohólicas”, contenida en el Anexo 1-A. 

c) Tintas de marbete: 

1. Selección de color (CMYK) (tintas directas como referencias de tonos) 

2. Tintas directas: 

i. Versión Nacional: Pantone 627 C Pantone 626 C Pantone 465, Pantone 468 
C y Pantone Black C logotipo del SAT calado en blanco. 

ii. Versión Importado: Pantone 7420 C, Pantone 7421 C, Pantone 465 C, 
Pantone 468 C y Pantone Black C logotipo del SAT calado en blanco. 
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d) Papel: Autoadherible o cualquier otro método de etiquetado o adhesión que se utilice. 

e) Acabado: etiqueta o contra etiqueta. 

f) Impresión de datos fijos: Logos, secciones y arte de fondo. 

g) Impresión de datos variables: Código QR y Folio alfanumérico. 

h) Logotipo Hacienda: 

1. Versión Nacional: Pantone 626C y Pantone 465C, en lado inferior izquierdo. 

2. Versión Importado: Pantone 7420C y Pantone 465C, en lado inferior izquierdo. 

i) Código QR de 2x2 cm de lado superior izquierdo, el cual podrá variar, previa 
autorización de modificación, conforme al tamaño del marbete, de acuerdo con lo 
previsto en el inciso b) de la fracción II de la presente regla. Dicha autorización para 
modificar el tamaño del código QR deberá solicitarse en términos de la ficha de trámite 
46/IEPS “Solicitud para obtener folios para la impresión de marbetes electrónicos para 
bebidas alcohólicas”, contenida en el Anexo 1-A. 

j) Folio alfanumérico debajo del código QR, impreso en negro 100%, con dos caracteres 
alfabéticos y 10 numéricos. 

k) Segmento rectangular en color rojo o verde en posición vertical derecha, con la 
palabra “Importado” o “Nacional” en color blanco. 

l) Texto: “Contribuimos para transformar”, en posición vertical derecha, debajo de la 
palabra “Importado” o “Nacional” en color blanco. 

m) Micro texto vertical con la palabra “México” en línea sobre costado izquierdo  del 
código QR. 

n) Micro texto horizontal con la palabra “SAT” en línea debajo del código QR. 

La impresión a que se refiere esta fracción no requiere realizarse por proveedor autorizado 
por el SAT, por lo que el contribuyente podrá imprimir los marbetes electrónicos 
directamente o a través de un prestador de servicios de impresión de su elección. En 
cualquier caso, la impresión digital de los marbetes electrónicos deberá cumplir con las 
especificaciones contenidas en esta fracción. 

Asimismo, los contribuyentes podrán continuar imprimiendo los folios que les hayan sido 
autorizados en la etiqueta o contra etiqueta que debe adherirse a los envases que 
contengan bebidas alcohólicas, con el diseño del marbete electrónico de acuerdo con el 
dictamen de uso, imagen y diseño que les haya sido autorizado previamente en términos de 
la citada ficha de trámite 46/IEPS “Solicitud para obtener folios para la impresión de 
marbetes electrónicos para bebidas alcohólicas”, contenida en el Anexo 1-A, y podrán 
utilizarlos hasta agotarlos. 

Cuarto. Para los efectos de lo establecido en el artículo 31, quinto párrafo del CFF, la “Declaración 
informativa de depósitos en efectivo”, se publicará en el Portal del SAT, el 1 de noviembre 
de 2022. 

Para el ejercicio 2022, los contribuyentes presentarán la declaración informativa de 
depósitos en efectivo por cada mes del ejercicio, a partir del 1 de diciembre de 2022, en 
términos de lo establecido en la regla 3.5.21. y el artículo Trigésimo Segundo Transitorio. 

Para los efectos del artículo Trigésimo Tercero Transitorio, tratándose de la información 
correspondiente al ejercicio fiscal 2021 y anteriores, la misma deberá presentarse mediante 
la declaración referida en el primer párrafo del presente artículo. 

Quinto. Para los efectos de los artículos 29 y 29-A del CFF, quienes realicen pagos por los 
conceptos a que se refiere el Título IV, Capítulo I de la Ley del ISR y que estén obligados a 
emitir CFDI por los mismos, podrán optar por emitirlos hasta el 31 de marzo de 2023 en su 
versión 3.3 con complemento de nómina en su versión 1.2, conforme al Anexo 20, publicado 
en el DOF el 28 de julio de 2017. 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 7 de noviembre de 2022.- En suplencia por ausencia del Jefe del Servicio de 
Administración Tributaria, con fundamento en el artículo 4, primer párrafo del Reglamento Interior del Servicio 
de Administración Tributaria, firma el Administrador General Jurídico, Lic. Ricardo Carrasco Varona.- 
Rúbrica. 
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MODIFICACIÓN AL ANEXO 1 DE LA NOVENA RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A LA 
RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2022 

Contenido 

A. Formas oficiales aprobadas. 

1.  ...............................................................................................................................................  

2. Ley del ISR 

3. a 10.  ...............................................................................................................................................  

B. Formatos, cuestionarios, instructivos y catálogos aprobados. 

1.  ...............................................................................................................................................  

1.1.  ...............................................................................................................................................  

2. a 3.  ...............................................................................................................................................  

4.  ...............................................................................................................................................  

C. Listado de Información que deberán contener las formas oficiales que publiquen las entidades 
federativas. 

1.  ...............................................................................................................................................  

 

A. Formas oficiales aprobadas.  

1.  ..........................................................................................................................................................  

2. Ley del ISR 

3. a 10.  ..........................................................................................................................................................  

B. Formatos, cuestionarios, instructivos y catálogos aprobados.  

1.  ..........................................................................................................................................................  

1.1.  ..........................................................................................................................................................  

2. a 3.  ..........................................................................................................................................................  

4.  ..........................................................................................................................................................  

C. Listados de información que deberán contener las formas oficiales que publiquen las entidades 
federativas. 

1.  ..........................................................................................................................................................  

A. Formas oficiales aprobadas.  

1.  ..........................................................................................................................................................  

2.  ..........................................................................................................................................................  

Número Nombre de la forma oficial Medio de presentación 

  Impreso 

(Número de 

ejemplares a 

presentar) 

 

Electrónico 

... ... ... ... 

IDE-A Declaración anual de depósitos en efectivo. 

*Programa electrónico www.sat.gob.mx 

(Se deroga) 

– *Internet 
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IDE-M Declaración mensual de depósitos en efectivo. 

*Programa electrónico www.sat.gob.mx 

(Se deroga) 

– *Internet 

... ... ... ... 

IDE Declaración informativa de depósitos en efectivo. 

*Programa electrónico www.sat.gob.mx 

(Se adiciona) 

– *Internet 

 

3. a 10.  ..........................................................................................................................................................  

B. Formatos, cuestionarios, instructivos y catálogos aprobados. 

1.  ..........................................................................................................................................................  

1.1.  ..........................................................................................................................................................  

2. a 3.  ..........................................................................................................................................................  

4.  ..........................................................................................................................................................  

C. Listados de información que deberán contener las formas oficiales que publiquen las entidades 
federativas. 

1.  ..........................................................................................................................................................  

Atentamente. 

Ciudad de México, a 7 de noviembre de 2022.- En suplencia por ausencia del Jefe del Servicio de 
Administración Tributaria, con fundamento en el artículo 4, primer párrafo del Reglamento Interior del Servicio 
de Administración Tributaria, firma el Administrador General Jurídico, Lic. Ricardo Carrasco Varona.- 
Rúbrica. 

 

MODIFICACIÓN AL ANEXO 1-A DE LA NOVENA RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A LA 
RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2022 

“Trámites Fiscales” 

Contenido 

I. Definiciones 

II. Trámites 

Código Fiscal de la Federación. 

1/CFF a 

84/CFF  ...............................................................................................................................................  

85/CFF  Aviso de inicio de liquidación o cambio de residencia fiscal 

86/CFF a 

319/CFF  ...............................................................................................................................................  

Impuesto Sobre la Renta. 

1/ISR a 

162/ISR  ...............................................................................................................................................  

Impuesto al Valor Agregado. 

1/IVA a 

10/IVA  ...............................................................................................................................................  
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Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. 

1/IEPS a 

55/IEPS  ...............................................................................................................................................  

Impuesto Sobre Tenencia o Uso de Vehículos. 

1/ISTUV  ...............................................................................................................................................  

Impuesto Sobre Automóviles Nuevos. 

1/ISAN a 

3/ISAN  ...............................................................................................................................................  

Ley de Ingresos de la Federación. 

1/LIF a 

9/LIF  ...............................................................................................................................................  

Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos. 

1/LISH a 

12/LISH  ...............................................................................................................................................  

Del Decreto por el que se otorgan diversos beneficios fiscales a los contribuyentes que se indican, 
publicado en el DOF el 30 de octubre de 2003 y modificado mediante Decretos publicados en el DOF el 

12 de enero de 2005, 12 de mayo, 28 de noviembre de 2006 y 4 de marzo de 2008. 

1/DEC-1 a 

5/DEC-1  ...............................................................................................................................................  

Del Decreto que otorga facilidades para el pago de los impuestos sobre la renta y al  valor agregado y 
condona parcialmente el primero de ellos, que causen las personas  dedicadas a las artes plásticas de 

obras artísticas y antigüedades propiedad de particulares, publicado en el DOF el 31 de octubre de 
1994 y modificado el 28 de noviembre de 2006 y 5 de noviembre de 2007. 

1/DEC-2 a 

3/DEC-2  ...............................................................................................................................................  

Del Decreto por el que se fomenta la renovación del parque vehicular del autotransporte, publicado en 
el DOF el 26 de marzo de 2015. 

1/DEC-3 a 

7/DEC-3  ...............................................................................................................................................  

Decreto por el que se otorgan diversos beneficios fiscales a los contribuyentes de las zonas de los 
Estados de Campeche y Tabasco, publicado en el DOF el 11 de mayo de 2016. 

1/DEC-4 a 

2/DEC-4  ...............................................................................................................................................  

Del Decreto por el que se otorgan estímulos fiscales para incentivar el uso de medios de pago 
electrónicos, publicado en el DOF el 21 de octubre de 2022. 

1/DEC-5 Aviso para participar en el Sorteo “El Buen Fin” conforme al Decreto por el que se otorgan 
estímulos fiscales para incentivar el uso de medios de pago electrónicos 

2/DEC-5 Aviso de conformidad para que se aplique la compensación permanente de fondos que 
deben presentar las entidades federativas 

3/DEC-5 Presentación del comprobante de pago a la Secretaría de Gobernación de 
aprovechamientos por premios no reclamados conforme al Decreto por el que se otorgan 
estímulos fiscales para incentivar el uso de medios de pago electrónicos 

4/DEC-5 Entrega de información que deben proporcionar las entidades participantes del Sorteo ‘El 
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Buen Fin’ 

5/DEC-5 Entrega de información que deben proporcionar las entidades participantes del Sorteo ‘El 
Buen Fin’ respecto de los premios pagados por entidad federativa 

Del Decreto por el que establecen estímulos fiscales a la gasolina y el diésel en los sectores pesquero 
y agropecuario, publicado en el DOF el 30 de diciembre de 2015. 

1/DEC-6  ...............................................................................................................................................  

Del Decreto por el que se otorgan diversos beneficios fiscales a los contribuyentes de las zonas 
afectadas que se indican por el sismo ocurrido el 7 de septiembre de 2017, publicado en el DOF el 11 

de septiembre de 2017. 

1/DEC-7 a 

3/DEC-7  ...............................................................................................................................................  

Del Decreto por el que se otorgan diversos beneficios fiscales a los contribuyentes  de las zonas 
afectadas que se indican por el sismo ocurrido el 19 de septiembre de 2017, publicado en el DOF el 2 

de octubre de 2017. 

1/DEC-8 a 

3/DEC-8  ...............................................................................................................................................  

Del Decreto por el que se otorgan diversos beneficios fiscales a los contribuyentes de las zonas 
afectadas que se indican por lluvias severas durante octubre de 2018, publicado en el DOF el 28 de 

noviembre de 2018. 

1/DEC-9 a 

2/DEC-9  ...............................................................................................................................................  

Del Decreto de estímulos fiscales región fronteriza norte, publicado en el  DOF el 31 de diciembre de 
2018. 

1/DEC-10 a 

6/DEC-10  ...............................................................................................................................................  

Del Decreto mediante el cual se otorgan estímulos fiscales a los contribuyentes que se indican, 
publicado en el DOF el 08 de enero de 2019. 

1/DEC-11  ...............................................................................................................................................  

Del Decreto de estímulos fiscales región fronteriza norte, publicado en el DOF el 31 de diciembre de 
2018 y modificado mediante publicación en el DOF el 30 de diciembre de 2020 y del Decreto de 

estímulos fiscales región fronteriza sur, publicado en el DOF el 30 de diciembre de 2020. 

1/DEC-12 a 

5/DEC-12  ...............................................................................................................................................  

De la prestación de servicios digitales y de intermediación entre terceros 

1/PLT a 

14/PLT  ...............................................................................................................................................  

Ley Federal de Derechos. 

1/DERECHOS a 

5/DERECHOS   ...............................................................................................................................................  

 

I.  ... 

II. ... 



 DIARIO OFICIAL Martes 15 de noviembre de 2022 

Código Fiscal de la Federación. 

 ..............................................................................................................................................................................  

85/CFF Aviso de inicio de liquidación o cambio de residencia fiscal 

Trámite  

Servicio  

Descripción del trámite o servicio Monto 

Actualiza la situación fiscal de una persona moral en caso de que inicie 
su disolución o cambie de residencia fiscal. 

 Gratuito 

 Pago de derechos 

 Costo:  

¿Quién puede solicitar el trámite o servicio? ¿Cuándo se presenta? 

 El liquidador de la persona moral que inicia la 
liquidación. 

 El representante legal de la persona moral que 
cambia de residencia fiscal. 

 Por inicio de liquidación: 
 Dentro del mes siguiente a la fecha en que presentó la 

declaración del ejercicio que finalizaste anticipadamente. 
 Por cambio de residencia: 

A más tardar dentro de los 15 días inmediatos anteriores a 
aquél en que suceda el cambio de residencia fiscal o 
máximo con dos meses de anticipación  

¿Dónde puedo presentarlo? En las oficinas del SAT, previa cita registrada en: 
 En el Portal del SAT: https://citas.sat.gob.mx/  

INFORMACIÓN PARA REALIZAR EL TRÁMITE O SERVICIO 

¿Qué tengo que hacer para realizar el trámite o servicio? 

1. Acude con la documentación que se menciona en el apartado ¿Qué requisitos debo cumplir? 
2. Entrega la documentación al asesor fiscal que atenderá el trámite y recibe el Acuse de información de trámite de 

actualización o cancelación al RFC, revísalo y fírmalo. 
3. Recibe la forma oficial RX sellada y foliada como acuse de recibo, junto con el documento mencionado en el punto 

anterior. 
4. Si cumples con todos los requisitos, se recibe tu trámite para ser validado por la autoridad fiscal. 
5. Para conocer la situación del trámite ingresa, una vez transcurridos 3 meses desde su recepción al Portal del SAT, en 

la siguiente liga: https://wwwmat.sat.gob.mx/consultas/operacion/44083/consulta-tu-informacion-fiscal de acuerdo a lo 
siguiente: registra en Mi Cuenta tu RFC y Contraseña y selecciona el botón Iniciar sesión, en el apartado de Datos 
de Identificación, consulta en Situación si el aviso ya fue procesado, apareciendo el estado de: En inicio de 
liquidación. 
 En caso de realizar tu consulta, si el aviso aún no esté registrado, acude a la Oficina del SAT donde presentaste 

el aviso, previa cita, para recibir información sobre la situación fiscal de la persona moral. 
 En caso de que no cumplas con alguno de los requisitos o condiciones, recibirás un Oficio de rechazo por 

incumplimiento de requisitos o condiciones, el cuál te será enviado por buzón tributario; si recibes este oficio, 
será necesario que presentes tu trámite nuevamente. 

¿Qué requisitos debo cumplir? 

En las oficinas del SAT, presentar: 
1. Forma Oficial RX “Formato de avisos de liquidación, fusión, escisión y cancelación al Registro Federal de 

Contribuyentes”, la cual puedes obtener en la siguiente liga: https://wwwmat.sat.gob.mx/personas/resultado-
busqueda?locale=1462228413195&tipobusqueda=predictiva&words=Formato+RX+editable (en dos tantos). 

 Elige la opción: Normatividades / Formato RX (editable) y llénala conforme a su sección de instrucciones, imprímela 
en dos tantos, deberá estar firmada por el liquidador. 

2. Documento notarial debidamente protocolizado de la disolución de la sociedad, donde conste el nombre del liquidador 
o liquidadores (copia simple y copia certificada para cotejo). 

3. Constancia de que la liquidación está inscrita en el Registro Público de Comercio (copia simple y original para cotejo), 
o en su caso, documento que acredite que la inscripción ante el Registro Público de Comercio está en trámite, 
pudiendo ser mediante una carta emitida por el Fedatario Público que protocolizó el documento de liquidación o a 
través de una inserción en el propio documento protocolizado (copia simple y original para cotejo). 

4. Identificación oficial vigente del representante legal de la liquidación, cualquiera de las señaladas en el Apartado I. 
Definiciones; punto 1.2. Identificaciones oficiales, comprobantes de domicilio y poderes, inciso A) 
Identificación oficial, Anexo 1-A de la RMF (original). 

5. En caso de ser representante legal: Poder notarial para acreditar la personalidad del representante legal de la 
liquidación (copia simple y copia certificada para cotejo). 

 *Para mayor referencia, consultar en el Apartado I. Definiciones; punto 1.2. Identificaciones oficiales, 
comprobantes de domicilio y poderes, inciso C) Poderes, del Anexo 1-A de la RMF. 

Requisitos adicionales para el cambio de residencia fiscal: 
1. Testimonio notarial del acta de asamblea en la que conste el cambio de residencia que contenga los datos de 

inscripción de la misma, ante el Registro Público de Comercio, acompañado de la constancia de inscripción en dicho 
registro (copia simple y copia certificada para cotejo). 

2. Documento oficial emitido por autoridad competente con el que acrediten el número de identificación fiscal del país, 
registro fiscal o equivalente el país en que residirán para efectos fiscales, o bien, que éste se encuentra en trámite 
(copia simple y copia certificada, legalizada o apostillada por autoridad competente para cotejo). 

3. Designar a un representante legal de conformidad con el artículo 174 de la Ley del ISR. 
4. Cuando se trate de personas morales autorizadas para recibir donativos deducibles o que en algún ejercicio fiscal 

hubieran contado con dicha autorización, el Acuse de la información presentada en el Portal de transparencia con 
motivo de la transmisión de su patrimonio a otra donataria autorizada para recibir donativos deducibles (impresión o 
copia simple). 
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¿Con qué condiciones debo cumplir? 

 Haber presentado la declaración anual por terminación anticipada del ejercicio. 

 Opinión de cumplimiento positiva de la persona moral, al momento de la presentación del aviso. 

 Contar con e.firma de la persona moral y del liquidador. 

 Contar con buzón tributario activo. 

 Que el domicilio para conservar la contabilidad manifestado en la citada Forma RX sea localizable. 

SEGUIMIENTO Y RESOLUCIÓN DEL TRÁMITE O SERVICIO 

¿Cómo puedo dar seguimiento al trámite o servicio? ¿El SAT llevará a cabo alguna inspección o verificación para 
emitir la resolución de este trámite o servicio? 

Presencial, en la Oficina del SAT donde presentaste el 
aviso, con el número de folio que se encuentra en la 
forma oficial RX. 

Sí, orden de verificación al domicilio donde conserva la 
contabilidad, para determinar su localización. 

Resolución del trámite o servicio 

 El SAT validará que se cumplan los requisitos y condiciones del trámite. Si se cubren todos de manera exitosa, se 
actualizará la situación fiscal en el RFC de la persona moral. 

 En caso de que no se cumpla algún requisito o condición, no se actualizará la situación fiscal y la resolución será 
enviada con el Oficio de rechazo por incumplimiento de requisitos o condiciones, por buzón tributario. 

Plazo máximo para que el SAT 
resuelva el trámite o servicio 

Plazo máximo para que el SAT 
solicite información adicional 

Plazo máximo para cumplir con la 
información solicitada 

3 meses. No aplica. No aplica. 

¿Qué documento obtengo al finalizar el trámite o 
servicio? 

¿Cuál es la vigencia del trámite o servicio? 

 Forma oficial RX “Formato de avisos de 
liquidación”, fusión, escisión y cancelación al 
Registro Federal de Contribuyentes, sellada. 

 Acuse de información de trámite de actualización o 
cancelación al RFC. 

 En caso que el trámite no resulte procedente, 
Oficio de rechazo por incumplimiento de requisitos 
o condiciones. 

Indefinida. 

CANALES DE ATENCIÓN 

Consultas y dudas Quejas y denuncias 

 MarcaSAT de lunes a viernes de 8:00 a 18:30 hrs., 
excepto días inhábiles: 

 Atención telefónica: desde cualquier parte del país 
55 627 22 728 y para el exterior del país (+52) 55 
627 22 728. 

Vía Chat: http://chat.sat.gob.mx 

 Atención personal en las Oficinas del SAT 
ubicadas en diversas ciudades del país, como se 
establece en la siguiente liga: 

https://www.sat.gob.mx/personas/directorio-
nacional-de-modulos-de-servicios-tributarios 

Los días y horarios siguientes: Lunes a viernes de 
9:00 a 16:00 hrs., excepto días inhábiles. 

 Preguntas frecuentes: 

https://sat.gob.mx/tramites/23675/presenta-el-
aviso-de-cancelacion-en-el-rfc-de-tu-empresa  

 Quejas y Denuncias SAT, desde cualquier parte del país: 
55 885 22 222 para el exterior del país (+52) 55 885 22 
222 (quejas y denuncias). 

 Correo electrónico: denuncias@sat.gob.mx 

 En el Portal del SAT: 

https://www.sat.gob.mx/aplicacion/50409/presenta-tu-
queja-o-denuncia 

 Teléfonos rojos ubicados en las oficinas del SAT. 

 MarcaSAT 55 627 22 728 opción 8. 

Información adicional 

En caso de que el documento oficial emitido por autoridad competente, a que se refiere el apartado de ¿Qué requisitos 
debo cumplir? esté redactado en un idioma distinto al español, deberá presentarse con su respectiva traducción al español 
por perito autorizado. 

Fundamento jurídico 

Artículos: 9, 11 y 37 del CFF; 29 y 30 del RCFF; 12 de la LISR; Reglas 2.5.2. y 2.5.13. de la RMF. 

 

 ..............................................................................................................................................................................  
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Del Decreto por el que se otorgan estímulos fiscales para incentivar el uso de medios de pago 
electrónicos, publicado en el DOF el 21 de octubre de 2022. 

1/DEC-5 Aviso para participar en el Sorteo “El Buen Fin” conforme al Decreto por el que se otorgan estímulos 

fiscales para incentivar el uso de medios de pago electrónicos 

Trámite  

Servicio  

Descripción del trámite o servicio Monto 

Avisa para manifestar tu voluntad para participar con la entrega de 

premios en el Sorteo “El Buen Fin” y gozar del estímulo fiscal consistente 

en acreditar contra el impuesto sobre la renta propio o el retenido a 

terceros de este impuesto, el importe que corresponda a la entrega de 

premios. 

 Gratuito 

 Pago de derechos 

 Costo:  

¿Quién puede solicitar el trámite o servicio? ¿Cuándo se presenta? 

Personas morales que pretendan participar con la 

entrega de premios en el Sorteo “El Buen Fin”. 

A más tardar el 17 de noviembre de 2022. 

¿Dónde puedo presentarlo? En el Portal del SAT: 

https://www.sat.gob.mx/tramites/operacion/60219/presenta-el-aviso-para-

participar-en-el-sorteo-%22el-buen-fin%22 

INFORMACIÓN PARA REALIZAR EL TRÁMITE O SERVICIO 

¿Qué tengo que hacer para realizar el trámite o servicio? 

1.  Ingresa al portal del SAT en la liga del apartado de ¿Dónde puedo presentarlo? 

2.  Registra en Mi Portal, tu clave en el RFC y Contraseña y elige Iniciar sesión. 

3.  Selecciona la opción de Servicios por Internet / Servicio o solicitudes / Solicitud y aparecerá el formulario. 

 En el apartado Descripción del Servicio, en la pestaña Trámite selecciona la opción SORTEOS; en Dirigido a: 

SAT, en *Asunto: Aviso para manifestar mi voluntad de participar con la entrega de premios en el Sorteo “El Buen 

Fin”. Descripción: Manifiesto mi voluntad de participar con la entrega de premios en el Sorteo “El Buen Fin” y gozar 

del estímulo fiscal consistente en acreditar contra el impuesto sobre la renta propio o el retenido a terceros de este 

impuesto, el importe que corresponda a la entrega de premios, debiendo incluir la información siguiente: clave en el 

RFC, nombre, denominación o razón social, nombre comercial, cámara de compensación, Financial Identification 

(FIID) o número de identificación, números de BIN (Bank Identification Number) participantes, naturaleza (crédito 

débito, adquirente); y en su caso referencia al Catálogo del sistema Financiero Mexicano (CASFIM). 

 Adjuntar Archivo / Examinar, selecciona el documento digitalizado (formato PDF) y comprimido (formato zip) que 

contiene la información que subirás, y elige Cargar. 

4.  Oprime el botón Enviar, se genera el Acuse de recepción que contiene el folio del trámite con el que puedes dar 

seguimiento a tu aviso, imprímelo o guárdalo. 

5.  Revisa tu caso de servicio o solicitud en un plazo de 5 días para verificar si se te solicitó información adicional, en 

caso de ser así, contarás con 10 días para entregarla, si excedes ese plazo es necesario ingresar nuevamente tu 

solicitud. 

¿Qué requisitos debo cumplir? 

Archivo PDF comprimido (formato zip) que contenga la manifestación e información obligatoria a que se refiere el numeral 3 

del apartado ¿Qué tengo que hacer para realizar el trámite o servicio? 

¿Con qué condiciones debo cumplir? 

 Contar con Contraseña activa. 

 Te deberás sujetar a las bases de participación del sorteo que al efecto el SAT publique en su portal.  
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SEGUIMIENTO Y RESOLUCIÓN DEL TRÁMITE O SERVICIO 

¿Cómo puedo dar seguimiento al trámite o 

servicio? 

¿El SAT llevará a cabo alguna inspección o verificación para 

emitir la resolución de este trámite o servicio? 

En el Portal del SAT con el número de folio que se 

encuentra en el Acuse de recepción, en 

https://www.sat.gob.mx/aplicacion/operacion/91727/co

nsulta-de-servicio-o-solicitud-del-contribuyente 

Registra en Mi Portal, tu clave en el RFC, Contraseña 

y elige Iniciar sesión. 

Selecciona la opción de Servicios por Internet / 

Servicio o solicitudes / Consulta e ingresa el 

número de folio que se le asignó a tu trámite. 

No. 

Resolución del trámite o servicio 

Si cumples con los requisitos y las condiciones, se tendrá por presentado el Aviso. 

Plazo máximo para que el SAT 

resuelva el trámite o servicio 

Plazo máximo para que el SAT 

solicite información adicional 

Plazo máximo para cumplir con la 

información solicitada 

10 días hábiles. 5 días hábiles. 10 días hábiles. 

¿Qué documento obtengo al finalizar el trámite o 

servicio? 

¿Cuál es la vigencia del trámite o servicio? 

Acuse de recepción y respuesta. Anual. 

CANALES DE ATENCIÓN 

Consultas y dudas Quejas y denuncias 

 MarcaSAT de lunes a viernes de 8:00 a 18:30 

hrs., excepto días inhábiles: 

Atención telefónica: desde cualquier parte del 

país 55 627 22 728 y para el exterior del país 

(+52) 55 627 22 728. 

Vía Chat: http://chat.sat.gob.mx 

 Atención personal en las Oficinas del SAT 

ubicadas en diversas ciudades del país, como 

se establece en la siguiente liga: 

https://www.sat.gob.mx/personas/directorio-

nacional-de-modulos-de-servicios-tributarios 

Los días y horarios siguientes: lunes a viernes 

de 9:00 a 16:00 hrs., excepto días inhábiles. 

 Quejas y Denuncias SAT desde cualquier parte del país: 55 

885 22 222 y para el exterior del país (+52) 55 885 22 222 

(quejas y denuncias). 

 Correo electrónico: denuncias@sat.gob.mx 

 En el Portal del SAT: 

https://www.sat.gob.mx/aplicacion/50409/presenta-tu-queja-

o-denuncia 

 Teléfonos rojos ubicados en las oficinas del SAT. 

 MarcaSAT 55 627 22 728 opción 8. 

 

Información adicional 

No aplica. 

Fundamento jurídico 

Artículos: 33-B del CFF; Primero, Segundo, DECRETO DOF 21/10/2022; Regla 11.4.2. de la RMF. 
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2/DEC-5 Aviso de conformidad para que se aplique la compensación permanente de fondos que deben presentar 

las entidades federativas 

Trámite  

Servicio  

Descripción del trámite o servicio Monto 

Avisa a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para manifestar tu 

conformidad para que se aplique el procedimiento de compensación 

permanente de fondos. 

 Gratuito 

 Pago de derechos 

 Costo:  

¿Quién puede solicitar el trámite o servicio? ¿Cuándo se presenta? 

Entidades federativas por conducto de sus respectivos 

órganos hacendarios. 

Cuando lo requieras. 

¿Dónde puedo presentarlo? En Oficialía de Partes de la Unidad de Coordinación con Entidades Federativas, 

ubicada en Palacio Nacional s/n Edificio Polivalente, Piso 4, Colonia Centro, 

Alcaldía Cuauhtémoc, C.P. 06000, Ciudad de México. (En un horario de atención 

de 9:00 a 15:00 hrs.).  

INFORMACIÓN PARA REALIZAR EL TRÁMITE O SERVICIO 

¿Qué tengo que hacer para realizar el trámite o servicio? 

1. Acude a las oficinas de la Unidad de Coordinación con Entidades Federativas señalada en el apartado ¿Dónde 

puedo presentarlo? 

2. Con la documentación que se menciona en el apartado ¿Qué requisitos debo cumplir? 

3. Entrega la documentación solicitada al personal que atenderá el trámite. 

4. Recibe tu acuse de recepción. 

¿Qué requisitos debo cumplir? 

Presentar escrito conforme al Modelo de escrito denominado Carta de conformidad de los Sorteos, que se encuentra en 

el numeral 2, del apartado B. Formatos, cuestionarios, instructivo y catálogos aprobados, contenido en el Anexo 1 de la 

RMF.  

¿Con qué condiciones debo cumplir? 

No aplica. 

SEGUIMIENTO Y RESOLUCIÓN DEL TRÁMITE O SERVICIO 

¿Cómo puedo dar seguimiento al trámite o 

servicio? 

¿El SAT llevará a cabo alguna inspección o verificación para 

emitir la resolución de este trámite o servicio? 

Directamente en la Unidad de Coordinación con 

Entidades Federativas, ubicada en Palacio Nacional 

s/n Edificio Polivalente, Piso 4, Colonia Centro, 

Alcaldía Cuauhtémoc, C.P. 06000, Ciudad de México. 

(En el horario de atención de 09:00 a 15:00 hrs.). 

No. 

Resolución del trámite o servicio 

Si cumples con los requisitos, se tendrá por presentado el Aviso. 

Plazo máximo para que el SAT 

resuelva el trámite o servicio 

Plazo máximo para que el SAT 

solicite información adicional 

Plazo máximo para cumplir con la 

información solicitada 

Trámite inmediato. No aplica No aplica. 

¿Qué documento obtengo al finalizar el trámite o 

servicio? 

¿Cuál es la vigencia del trámite o servicio? 

Acuse de recibo. Anual. 



Martes 15 de noviembre de 2022 DIARIO OFICIAL   

CANALES DE ATENCIÓN 

Consultas y dudas Quejas y denuncias 

 MarcaSAT de lunes a viernes de 8:00 a 18:30 
hrs., excepto días inhábiles: 

Atención telefónica: desde cualquier parte del 
país 55 627 22 728 y para el exterior del país 
(+52) 55 627 22 728. 

Vía Chat: http://chat.sat.gob.mx 

 Atención personal en las Oficinas del SAT 
ubicadas en diversas ciudades del país, como 
se establece en la siguiente liga: 

https://www.sat.gob.mx/personas/directorio-
nacional-de-modulos-de-servicios-tributarios 

Los días y horarios siguientes: lunes a viernes 
de 9:00 a 16:00 hrs., excepto días inhábiles. 

 Quejas y Denuncias SAT desde cualquier parte del país: 55 
885 22 222 y para el exterior del país (+52) 55 885 22 222 
(quejas y denuncias). 

 Correo electrónico: denuncias@sat.gob.mx 

 En el Portal del SAT: 

https://www.sat.gob.mx/aplicacion/50409/presenta-tu-queja-
o-denuncia 

 Teléfonos rojos ubicados en las oficinas del SAT. 

 MarcaSAT 55 627 22 728 opción 8. 

 

Información adicional 

No aplica. 

Fundamento jurídico 

Artículos: 33-B del CFF; 15 de la LCF; Primero, Cuarto, DECRETO DOF 21/10/2022; Convenios de colaboración 
administrativa en materia fiscal federal, Sección IV; Regla 11.4.3. de la RMF. 

 

3/DEC-5 Presentación del comprobante de pago a la Secretaría de Gobernación de aprovechamientos por premios 
no reclamados conforme al Decreto por el que se otorgan estímulos fiscales para incentivar el uso de medios de 

pago electrónicos 

Trámite  

Servicio  

Descripción del trámite o servicio Monto 

Entrega el comprobante de pago de aprovechamientos por los premios 
no reclamados. 

 Gratuito 

 Pago de derechos 

 Costo:  

¿Quién puede solicitar el trámite o servicio? ¿Cuándo se presenta? 

Las Entidades participantes que entreguen premios en 
los sorteos. 

Cuando se pretenda acreditar ese importe. 

¿Dónde puedo presentarlo? En el Portal del SAT: 

https://www.sat.gob.mx/tramites/operacion/73792/presenta-el-comprobante-de-
pago-por-aprovechamientos-de-premios-no-reclamados 

INFORMACIÓN PARA REALIZAR EL TRÁMITE O SERVICIO 

¿Qué tengo que hacer para realizar el trámite o servicio? 

1. Ingresa al portal del SAT en la liga del apartado de ¿Dónde puedo presentarlo? 

2.  Registra en Mi Portal, tu clave en el RFC, Contraseña y elige Iniciar sesión. 

3.  Selecciona la opción de Servicios por Internet / Servicio o solicitudes / Solicitud y aparecerá el formulario. 

 En el apartado Descripción del Servicio, en la pestaña Trámite selecciona la opción SORTEOS en Dirigido a: 

Servicio de Administración Tributaria, en *Asunto: Entrega del comprobante de pago de aprovechamientos por los 

premios no reclamados. Descripción: Presenta el comprobante de pago a la Secretaría de Gobernación de 

aprovechamientos por premios no reclamados conforme al Decreto por el que se otorgan estímulos fiscales para 

incentivar el uso de medios de pago electrónicos. Adjuntar Archivo / Examinar, selecciona el documento digitalizado 

(formato PDF) comprimido (formato zip) que contiene la información que subirás y elige Cargar. 

4.  Oprime el botón Enviar, se genera el Acuse de recepción que contiene el folio del trámite con el que puedes dar 

seguimiento a tu aviso, imprímelo o guárdalo. 

5.  Revisa tu caso de servicio o solicitud en un plazo de 10 días para verificar si se te solicitó información adicional, en 

caso de ser así, contarás con 10 días para entregarla, si excedes ese plazo, es necesario ingresar nuevamente tu 

solicitud. 
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¿Qué requisitos debo cumplir? 

Comprobante de pago de aprovechamientos por pagos no reclamados.  

¿Con qué condiciones debo cumplir? 

Contar con Contraseña activa. 

SEGUIMIENTO Y RESOLUCIÓN DEL TRÁMITE O SERVICIO 

¿Cómo puedo dar seguimiento al trámite o 

servicio? 

¿El SAT llevará a cabo alguna inspección o verificación para 

emitir la resolución de este trámite o servicio? 

En el Portal del SAT con el número de folio que se 

encuentra en el Acuse de recepción, en 

https://www.sat.gob.mx/aplicacion/operacion/91727/co

nsulta-de-servicio-o-solicitud-del-contribuyente 

Registra en Mi Portal, tu RFC, contraseña y elige 

Iniciar sesión. 

Selecciona la opción de Servicios por Internet / 

Servicio o solicitudes / Consulta e ingresa el 

número de folio que se le asignó a tu trámite.  

No. 

Resolución del trámite o servicio 

Si cumples con los requisitos, se tendrá por presentado el comprobante de pago de aprovechamientos.  

Plazo máximo para que el SAT 

resuelva el trámite o servicio 

Plazo máximo para que el SAT 

solicite información adicional 

Plazo máximo para cumplir con la 

información solicitada 

10 días hábiles. 10 días hábiles. 10 días hábiles. 

¿Qué documento obtengo al finalizar el trámite o 

servicio? 

¿Cuál es la vigencia del trámite o servicio? 

Acuse de recepción y respuesta. Anual. 

CANALES DE ATENCIÓN 

Consultas y dudas Quejas y denuncias 

 MarcaSAT de lunes a viernes de 8:00 a 18:30 

hrs., excepto días inhábiles: 

Atención telefónica: desde cualquier parte del 

país 55 627 22 728 y para el exterior del país 

(+52) 55 627 22 728. 

Vía Chat: http://chat.sat.gob.mx 

 Atención personal en las Oficinas del SAT 

ubicadas en diversas ciudades del país, como 

se establece en la siguiente liga: 

https://www.sat.gob.mx/personas/directorio-

nacional-de-modulos-de-servicios-tributarios 

Los días y horarios siguientes: lunes a viernes 

de 9:00 a 16:00 hrs., excepto días inhábiles. 

 Quejas y Denuncias SAT desde cualquier parte del país: 55 

885 22 222 y para el exterior del país (+52) 55 885 22 222 

(quejas y denuncias). 

 Correo electrónico: denuncias@sat.gob.mx 

 En el Portal del SAT: 

https://www.sat.gob.mx/aplicacion/50409/presenta-tu-queja-

o-denuncia 

 Teléfonos rojos ubicados en las oficinas del SAT. 

 MarcaSAT 55 627 22 728 opción 8. 

 

Información adicional 

No aplica. 

Fundamento jurídico 

Artículos: 33-B del CFF; Primero, Segundo DECRETO DOF 21/10/2022; 123 del RLFJS, Regla 11.4.5. de la RMF. 
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4/DEC-5 Entrega de información que deben proporcionar las entidades participantes del Sorteo ‘El Buen Fin’ 

Trámite  

Servicio  

Descripción del trámite o servicio Monto 

Presenta la información que deben entregar las entidades participantes 

del Sorteo del “Buen Fin”. 

 Gratuito 

 Pago de derechos 

 Costo:  

¿Quién puede solicitar el trámite o servicio? ¿Cuándo se presenta? 

Las entidades participantes del Sorteo “El Buen Fin”. A más tardar el 30 de noviembre de 2022. 

¿Dónde puedo presentarlo? En la red privada que el SAT dé a conocer a las entidades participantes. 

INFORMACIÓN PARA REALIZAR EL TRÁMITE O SERVICIO 

¿Qué tengo que hacer para realizar el trámite o servicio? 

Las entidades participantes del Sorteo “El Buen Fin”, deberán depositar la información concerniente a las operaciones de 

compra y los comercios participantes en la red privada que el SAT les dé a conocer.  

¿Qué requisitos debo cumplir? 

Proporcionar al SAT, la siguiente información: 

1.  Número identificador de la entidad participante. 

2.  Fecha de la transacción realizada por el tarjetahabiente persona física, o bien, a través de terminales punto de venta 

del comercio participante, en formato DDMMAA. 

3.  Número completo de la tarjeta del participante, o bien, de la cuenta asociada al pago de ventas generadas por la 

terminal punto de venta del comercio participante. 

4.  Importe total de la transacción expresado en pesos hasta dos decimales. 

5.  Número de autorización de la venta. 

6.  Número de movimiento de la transacción generada en el punto de venta o las últimas 12 posiciones de la referencia 

de 23 posiciones del estado de cuenta. 

7.  Número de afiliación del establecimiento donde se realizó la operación de compra. 

8.  Clave en el RFC, nombre comercial y/o razón social asociada al número de afiliación del establecimiento donde se 

realizó la operación de compra. 

¿Con qué condiciones debo cumplir? 

No aplica. 

SEGUIMIENTO Y RESOLUCIÓN DEL TRÁMITE O SERVICIO 

¿Cómo puedo dar seguimiento al trámite o 

servicio? 

¿El SAT llevará a cabo alguna inspección o verificación para 

emitir la resolución de este trámite o servicio? 

La utilización de los servicios de la red privada que el 

SAT dé a conocer a las entidades participantes, está 

soportada en Directrices de Operación en Materia de 

Seguridad de la Información. 

No. 

Resolución del trámite o servicio 

Si cumples con los requisitos, se tendrá por presentado el trámite.  

Plazo máximo para que el SAT 

resuelva el trámite o servicio 

Plazo máximo para que el SAT 

solicite información adicional 

Plazo máximo para cumplir con la 

información solicitada 

Trámite inmediato. No aplica. No aplica. 

¿Qué documento obtengo al finalizar el trámite o 

servicio? 

¿Cuál es la vigencia del trámite o servicio? 

Confirmación de recepción de información. Anual. 
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CANALES DE ATENCIÓN 

Consultas y dudas Quejas y denuncias 

 MarcaSAT de lunes a viernes de 8:00 a 18:30 

hrs., excepto días inhábiles: 

Atención telefónica: desde cualquier parte del 

país 55 627 22 728 y para el exterior del país 

(+52) 55 627 22 728. 

Vía Chat: http://chat.sat.gob.mx 

 Atención personal en las Oficinas del SAT 

ubicadas en diversas ciudades del país, como 

se establece en la siguiente liga: 

https://www.sat.gob.mx/personas/directorio-

nacional-de-modulos-de-servicios-tributarios 

Los días y horarios siguientes: lunes a viernes 

de 9:00 a 16:00 hrs., excepto días inhábiles. 

 Quejas y Denuncias SAT desde cualquier parte del país: 55 

885 22 222 y para el exterior del país (+52) 55 885 22 222 

(quejas y denuncias). 

 Correo electrónico: denuncias@sat.gob.mx 

 En el Portal del SAT: 

https://www.sat.gob.mx/aplicacion/50409/presenta-tu-queja-

o-denuncia 

 Teléfonos rojos ubicados en las oficinas del SAT. 

 MarcaSAT 55 627 22 728 opción 8. 

 

Información adicional 

No aplica. 

Fundamento jurídico 

Artículos: 33-B del CFF; Primero, Segundo DECRETO DOF 21/10/2022; Regla 11.4.8. de la RMF. 

 

5/DEC-5 Entrega de información que deben proporcionar las entidades participantes del Sorteo ‘El Buen Fin’ 

respecto de los premios pagados por entidad federativa 

Trámite  

Servicio  

Descripción del trámite o servicio Monto 

Proporciona la información relacionada con los pagos correspondientes a 

los premios entregados a los tarjetahabientes y comercios ganadores, 

por entidad federativa. 

 Gratuito 

 Pago de derechos 

 Costo:  

¿Quién puede solicitar el trámite o servicio? ¿Cuándo se presenta? 

Las entidades participantes del Sorteo “El Buen Fin”. A más tardar el seis de enero del 2023. 

¿Dónde puedo presentarlo? En la red privada que el SAT dé a conocer a las entidades participantes. 

INFORMACIÓN PARA REALIZAR EL TRÁMITE O SERVICIO 

¿Qué tengo que hacer para realizar el trámite o servicio? 

Las entidades participantes en la entrega de premios del Sorteo, deberán depositar la información concerniente a los 

premios entregados por entidad federativa en la red privada que el SAT les dé a conocer. 

¿Qué requisitos debo cumplir? 

Proporcionar al SAT, la siguiente información: 

1.  Los datos establecidos en la ficha de trámite 4/DEC-5 Entrega de información que deben proporcionar las entidades 

participantes del Sorteo “El Buen Fin”. 

2.  Importe del premio efectivamente entregado expresado en pesos hasta dos decimales. 

3.  Número de referencia de 23 posiciones del estado de cuenta o número de movimiento de la transacción generada en 

el punto de venta, según corresponda. 

4.  Código de aplicación del premio. 

5.  Nombre de la entidad federativa, municipio y/o Código Postal asociado al domicilio de las tarjetas ganadoras, o bien 

de las cuentas asociadas al pago de ventas generadas por la terminal punto de venta de los comercios ganadores. 
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¿Con qué condiciones debo cumplir? 

No aplica. 

SEGUIMIENTO Y RESOLUCIÓN DEL TRÁMITE O SERVICIO 

¿Cómo puedo dar seguimiento al trámite o 

servicio? 

¿El SAT llevará a cabo alguna inspección o verificación para 

emitir la resolución de este trámite o servicio? 

La utilización de los servicios de la red privada que el 

SAT de a conocer a las entidades participantes, está 

soportada en Directrices de Operación en Materia de 

Seguridad de la Información. 

No. 

Resolución del trámite o servicio 

Si cumples con los requisitos, se tendrá por cumplido el trámite. 

Plazo máximo para que el SAT 

resuelva el trámite o servicio 

Plazo máximo para que el SAT 

solicite información adicional 

Plazo máximo para cumplir con la 

información solicitada 

Trámite inmediato. No aplica. No aplica. 

¿Qué documento obtengo al finalizar el trámite o 

servicio? 

¿Cuál es la vigencia del trámite o servicio? 

Confirmación de recepción de información. Anual. 

CANALES DE ATENCIÓN 

Consultas y dudas Quejas y denuncias 

 MarcaSAT de lunes a viernes de 8:00 a 18:30 

hrs., excepto días inhábiles: 

Atención telefónica: desde cualquier parte del 

país 55 627 22 728 y para el exterior del país 

(+52) 55 627 22 728. 

Vía Chat: http://chat.sat.gob.mx 

 Atención personal en las Oficinas del SAT 

ubicadas en diversas ciudades del país, como 

se establece en la siguiente liga: 

https://www.sat.gob.mx/personas/directorio-

nacional-de-modulos-de-servicios-tributarios 

Los días y horarios siguientes: lunes de 9:00 a 

16:00 hrs., excepto días inhábiles. 

 Quejas y Denuncias SAT desde cualquier parte del país: 55 

885 22 222 y para el exterior del país (+52) 55 885 22 222 

(quejas y denuncias). 

 Correo electrónico: denuncias@sat.gob.mx 

 En el Portal del SAT: 

https://www.sat.gob.mx/aplicacion/50409/presenta-tu-queja-

o-denuncia 

 Teléfonos rojos ubicados en las oficinas del SAT. 

 MarcaSAT 55 627 22 728 opción 8. 

 

Información adicional 

La información requerida en la presente ficha de trámite deberá presentarse con independencia de la información 

proporcionada conforme a la ficha de trámite 4/DEC-5 Entrega de información que deben proporcionar las entidades 

participantes del Sorteo “El Buen Fin”. 

Fundamento jurídico 

Artículos: 33-B del CFF, Primero, Segundo DECRETO DOF 21/10/2022; Regla 11.4.9. de la RMF. 

 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 7 de noviembre de 2022.- En suplencia por ausencia del Jefe del Servicio de 
Administración Tributaria, con fundamento en el artículo 4, primer párrafo del Reglamento Interior del Servicio 
de Administración Tributaria, firma el Administrador General Jurídico, Lic. Ricardo Carrasco Varona.- 
Rúbrica. 
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ACUERDO que modifica el diverso mediante el cual, sin desincorporar del régimen de dominio público de la 
Federación, se autoriza la aportación al patrimonio del Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec, de 35 
parcelas con superficie total de 2 668,376.902 metros cuadrados, ubicadas en la Carretera Federal Coatzacoalcos-
Villa Hermosa sin número, Km. 1+500, Ejido 5 de Mayo, Municipio de Coatzacoalcos, Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales. 

ACUERDO que modifica el diverso mediante el cual, sin desincorporar del régimen de dominio 

público de la Federación, se autoriza la Aportación al Patrimonio del Corredor Interoceánico del Istmo 

de Tehuantepec, de 35 parcelas con superficie total de 2’668,376.902 metros cuadrados, ubicadas en la 

Carretera Federal Coatzacoalcos-Villa Hermosa sin número, Km. 1+500, Ejido 5 de Mayo, Municipio de 

Coatzacoalcos, Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

VÍCTOR JULIÁN MARTÍNEZ BOLAÑOS, Presidente del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 

Nacionales, Órgano Administrativo Desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos, 2 fracción I, 17, 26 y 31 fracciones XXIX y XXX de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal; 3 fracción II, 4 párrafos primero y segundo, 6 fracción XXI, 11 

fracción I, 13, 28 fracción I de la Ley General de Bienes Nacionales; 2 Apartado D, fracción VI, 98-B y 98-C del 

Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y 1, 2, 3 fracciones IX y X, 4 fracción I, 

inciso a) y 6 fracciones XXVI y XXXIII del Reglamento del Instituto de Administración y Avalúos de Bienes 

Nacionales; 

CONSIDERANDO 

PRIMERO.- Que por Acuerdo número AD-028-/2020 publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de 

enero de 2021, se autorizó la Aportación al Patrimonio del Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec, 

de 35 parcelas con superficie total de 2´668,376.902 metros cuadrados, ubicadas en la Carretera Federal 

Coatzacoalcos-Villa Hermosa sin número, Km. 1+500, Ejido 5 de Mayo, Municipio de Coatzacoalcos, Estado 

de Veracruz de Ignacio de la Llave, con números de Registro Federal Inmobiliario 30-26599-2 y 30-26672-0. 

SEGUNDO.- Que por oficio número CIIT/UAFTI/039/2022 de fecha 25 de enero de 2022, la Titular de la 

Unidad de Administración, Finanzas y Tecnologías de la Información del Corredor Interoceánico del Istmo de 

Tehuantepec informó al Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, que mediante sentencia 

dictada dentro del juicio 95/2019 del índice del Tribunal Unitario Agrario, en sus Resolutivos Primero y 

Segundo declaró la inexistencia del contrato de enajenación de fecha 21 de enero de 2011 que constituye el 

antecedente de propiedad de la parcela número 45 Z-1 P 1/1, la cual fue objeto del acuerdo de aportación 

citado en el considerando que antecede, ordenando asimismo la cancelación de las inscripciones registrales 

correspondientes a dicho contrato. 

TERCERO.- Que el Comité de Aprovechamiento Inmobiliario en su tercera sesión ordinaria de fecha 6 de 

septiembre de 2022, emitió el Acuerdo 11/2022 en el cual se aprobó la modificación del similar 08/2020 CAI, a 

efecto de excluir la parcela número 45 Z-1 P 1/1 en concordancia con lo señalado en la sentencia definitiva de 

fecha 05 de septiembre de 2019 dentro de los autos del Juicio Agrario 95/2019 emitida por el Tribunal Unitario 

Agrario del Distrito 40, Tuxtla, Veracruz. 

Con base en lo anterior, he tenido a bien expedir el siguiente: 
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ACUERDO 

PRIMERO.- Se modifican los CONSIDERANDOS PRIMERO Y SEGUNDO así como los ACUERDOS 

PRIMERO, TERCERO Y SEXTO del ACUERDO MEDIANTE EL CUAL, SIN DESINCORPORAR DEL 

RÉGIMEN DEL DOMINIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN SE AUTORIZA LA APORTACIÓN AL 

PATRIMONIO DEL CORREDOR INTEROCEÁNICO DEL ISTMO DE TEHUANTEPEC, DE 35 PARCELAS 

CON SUPERFICIE TOTAL DE 2’668, 376.902 METROS CUADRADOS, UBICADAS EN LA CARRETERA 

FEDERAL COATZACOALCOS-VILLA HERMOSA SIN NÚMERO, KM. 1+500, EJIDO 5 DE MAYO, 

MUNICIPIO DE COATZACOALCOS, ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE, para quedar 

como sigue: 

PRIMERO.- Que, dentro de los bienes sujetos al régimen de dominio público de la 

Federación, se encuentran 34 parcelas con superficie total de 2’578,501.082 metros 

cuadrados, ubicadas en la Carretera Federal Coatzacoalcos-Villa Hermosa sin número, Km. 

1+500, Ejido 5 de Mayo, Municipio de Coatzacoalcos, Estado de Veracruz de Ignacio de la 

Llave, con Registro Federal Inmobiliario número 30-26599-2. 

SEGUNDO.- Que la propiedad de las parcelas a que se refiere el considerando precedente, 

se acredita con las escrituras públicas que se describen a continuación: 

1.-… 

(…) 

25.- Parcela número 52 Z-1 P-1, Escritura Pública número 139… 

26.- Parcela número 53 Z-1 P-1, Escritura Pública número 146… 

27.- Parcela número 54 Z-1 P-1, Escritura Pública número 147... 

28.- Parcela número 55 Z-1 P-1, Escritura Pública número 140... 

29.- Parcela número 56 Z-1 P-1, Escritura Pública número 144... 

30.- Parcela número 57 Z-1 P-1, Escritura Pública número 145... 

31.- Parcela número 58 Z-1 P-1, Escritura Pública número 141... 

32.- Parcela número 59 Z-1 P-1, Escritura Pública número 148… 

33.- Parcela número 60 Z-1 P-1, Escritura Pública número 142… 

34.- Parcela número 61 Z-1 P-1, Escritura Pública número 143… 

TERCERO.- Que las medidas, colindancias y superficie total de los inmuebles objeto del 

presente acuerdo se consignan en el plano topográfico CIIT-CO-1/1, escala 1:5000 

aprobado y registrado por la Dirección de Registro Público y Control Inmobiliario, con el 

número DRPCI/6854/30-26599-2/2020/T el 25 de junio de 2020 y certificado el 23 de julio de 

2020, que arroja una superficie de 2’577,096.57 metros cuadrados. 

Existe una diferencia entre la suma de las superficies consignadas en las 34 Escrituras 

Públicas descritas en el Considerando segundo (que asciende a 2’578,501.082 metros 

cuadrados) y la superficie señalada en el levantamiento topográfico contenido en el plano 

número DRPCI/6854/30-26599-2/2020/T del 25 de junio de 2020 (que arroja 2’577,096.57 

metros cuadrados), siendo dicha diferencia por 1,404.512 metros cuadrados, es decir el 

0.05%, porcentaje menor al 2% de tolerancia a que se refiere el criterio técnico establecido 

por la Dirección General de Política y Gestión Inmobiliaria del Instituto de Administración y 
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Avalúos de Bienes Nacionales, contenido en el documento denominado “Especificaciones 

Técnicas y Requisitos para la Elaboración de Planos Topográficos y Catastrales que se 

realicen respecto a los inmuebles que forman parte del Patrimonio Inmobiliario Federal y 

Paraestatal”, del 7 de octubre de 2013, siendo una diferencia técnicamente admisible, 

atendiendo a que no siempre se han utilizado los mismos métodos y equipos de medición 

para obtener la superficie de los inmuebles federales. 

(…) 

(…) 

ACUERDO 

PRIMERO.- Sin desincorporar del régimen de dominio público de la Federación, se autoriza 

la Aportación al Patrimonio del Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec, de 34 

parcelas con superficie total de 2’577,096.57 metros cuadrados, ubicadas en la Carretera 

Federal Coatzacoalcos-Villa Hermosa sin número, Km. 1+500, Ejido 5 de Mayo, Municipio 

de Coatzacoalcos, Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, con Registro Federal 

Inmobiliario número 30-26599-2, en cumplimiento a lo ordenado por el artículo tercero del 

Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de noviembre de 2019, por el 

que se abrogan los diversos de Declaratorias de las Zonas Económicas Especiales de 

Puerto Chiapas, de Coatzacoalcos, de Lázaro Cárdenas-La Unión, de Progreso, de Salina 

Cruz, de Campeche y de Tabasco publicados el 29 de septiembre y 19 de diciembre, ambos 

de 2017 y el 18 de abril de 2018. 

(…) 

TERCERO.- Conforme al acuerdo tomado por el Comité de Aprovechamiento Inmobiliario 

de este Instituto, referido en el considerando décimo primero, una vez aportadas las 34 

parcelas materia del presente Acuerdo al patrimonio del Corredor Interoceánico del Istmo de 

Tehuantepec, a éstas le serán aplicables las disposiciones que regulan de manera 

específica los inmuebles de la Administración Pública Paraestatal del Título Tercero, 

Capítulo Tercero de la Ley General de Bienes Nacionales, sin que ello signifique que 

puedan enajenar dichos inmuebles, sin la autorización de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público ya que en este caso, debido a la naturaleza jurídica de dicha entidad, 

solamente podrán ser desincorporados del régimen de dominio público de la federación 

para su enajenación, mediante acuerdo administrativo de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público que así lo determine. 

(…) 

SEXTO.- Si dentro del año siguiente a la entrada en vigor de este Acuerdo, no se hubiere 

celebrado el contrato correspondiente a la operación que se autoriza, por causas imputables 

el Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec, determinada por el Instituto de 

Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, este Acuerdo quedará sin efectos, 

debiendo este Instituto publicar en el Diario Oficial de la Federación un acuerdo en el que se 

dé a conocer esta circunstancia, así como notificarlo a dicho organismo. 

(…) 

SEGUNDO.- Este Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  de la 

Federación. 

Ciudad de México, a 25 de octubre de 2022.- Presidente del Instituto de Administración y Avalúos de 

Bienes Nacionales, Víctor Julián Martínez Bolaños.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE ECONOMIA 
AVISO de cancelación de la Norma Oficial Mexicana NOM-236-SE-2021, Vehículos automotores-Condiciones 
fisicomecánicas de los vehículos con peso bruto vehicular que no exceda 3,857 kg. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- ECONOMÍA.- Secretaría 
de Economía.- Unidad de Normatividad, Competitividad y Competencia.- Dirección General de Normas. 

AVISO DE CANCELACIÓN DE LA NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-236-SE-2021, VEHÍCULOS AUTOMOTORES-

CONDICIONES FISICOMECÁNICAS DE LOS VEHÍCULOS CON PESO BRUTO VEHICULAR QUE NO EXCEDA 3,857 

KG. 

ARELY REYES TERÁN, Directora General de Normas y Presidenta del Comité Consultivo Nacional de 

Normalización de la Secretaría de Economía, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 34  fracciones 

II, XIII y XXXIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 4 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo; 2, 3, 4, fracción XVI, 32 y 42 de la Ley de Infraestructura de la Calidad, 28, fracción III, párrafo 

segundo, 39, párrafo primero y 40, fracción IV del Reglamento de la Ley Federal sobre Metrología y 

Normalización, en relación con los transitorios segundo y tercero del Decreto por el que se expide la Ley de 

Infraestructura de la Calidad y se abroga la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 1 de julio de 2020, y 2, apartado A, fracción II, numeral 19, inciso a), 11 y 36, 

fracciones I y IX del Reglamento Interior de la Secretaría de Economía, y 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. Que de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 3 fracción IX y 39 de la Ley de 

Infraestructura de la Calidad (LIC) y 34, párrafo primero del Reglamento de la Ley Federal sobre Metrología y 

Normalización, en relación con el Tercero transitorio del Decreto por el que se expide la Ley de Infraestructura 

de la Calidad y se abroga la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 1 de julio de 2020, corresponde a las Autoridades Normalizadoras expedir Normas Oficiales 

Mexicanas en las materias relacionadas con sus atribuciones y determinar su fecha de entrada en vigor. 

SEGUNDO. Que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 36, fracción IX del Reglamento Interior de la 

Secretaría de Economía, la Dirección General de Normas, en su carácter de Autoridad Normalizadora, cuenta 

con la atribución de elaborar, expedir, revisar, modificar, cancelar y difundir las Normas Oficiales Mexicanas y 

estándares en el ámbito de competencia de dicha Secretaría y coordinarse con otras Autoridades 

Normalizadoras para la elaboración conjunta de Normas Oficiales Mexicanas. 

TERCERO. Que el artículo 32 de la LIC establece que las Normas Oficiales Mexicanas deberán ser 

revisadas al menos cada cinco años posteriores a su publicación en el Diario Oficial de la Federación o de 

aquella de su última modificación, a través de un proceso de revisión sistemática, debiendo notificar el informe 

con los resultados de la revisión al Secretariado Ejecutivo de la Comisión Nacional de Infraestructura de la 

Calidad (CNIC). 

CUARTO. Que de conformidad con lo previsto por el artículo 42 de la LIC, la CNIC podrá ordenar a las 

Autoridades Normalizadoras la cancelación de Normas Oficiales Mexicanas sin sujetarse a lo previsto en el 

artículo 41 de la misma Ley, cuando el informe que contenga el resultado de la revisión sistemática que se 

haya realizado a una Norma Oficial Mexicana proponga su cancelación. 

QUINTO. Que la Norma Oficial Mexicana “NOM-236-SE-2021, Vehículos automotores-Condiciones 

fisicomecánicas de los vehículos con peso bruto vehicular que no exceda 3,857 kg.”, fue publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el día 3 de mayo de 2022. 

SEXTO. Que en términos de lo previsto en el artículo 32 de la LIC, el día 21 de octubre de 2022, la 

Dirección General de Normas, en su carácter de Autoridad Normalizadora, entregó al Comité Consultivo 

Nacional de Normalización de la Secretaría de Economía (CCONNSE), el informe que contiene el resultado 

de la revisión sistemática efectuado a la “NOM-236-SE-2021, Vehículos automotores-Condiciones 

fisicomecánicas de los vehículos con peso bruto vehicular que no exceda 3,857 kg.”, mismo que propone su 

cancelación. Dicho informe puede ser consultado en la siguiente liga: 

https://www.sinec.gob.mx/sinec/SE/NOM-236-SE-2021%20(2022).pdf. 
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SÉPTIMO. Que derivado de la revisión sistemática efectuada la “NOM-236-SE-2021, Vehículos 

automotores-Condiciones fisicomecánicas de los vehículos con peso bruto vehicular que no exceda 3,857 

kg.”, se identificó que la aplicación de dicha Norma Oficial tendría impacto en términos económicos para los 

propietarios o legales poseedores de los vehículos objeto de la misma y, por ende, un efecto negativo en su 

economía familiar, toda vez que implicaría el pago por una verificación de las condiciones fisicomecánicas del 

vehículo y, en su caso, su reparación y una nueva verificación; que su Procedimiento de Evaluación de la 

Conformidad contiene diversas lagunas, además de que no regula adecuadamente la emisión de programas 

de inspección vehicular, ya que, entre otros aspectos, no especifica los elementos mínimos que deben 

contener, por lo que no se cuenta con infraestructura y personal calificado para la implementación de la 

Norma Oficial mencionada, lo que podría comprometer los objetivos de política pública planteados por la 

regulación. Además de existir mecanismos voluntarios de revisión de los aspectos objeto de la propia Norma 

Oficial contemplados en la norma mexicana vigente NMX-D-228-SCFI-2015, “Criterios, procedimientos y 

equipo para la revisión de las condiciones fisicomecánicas de los vehículos automotores en circulación cuyo 

peso bruto vehicular no excede los 3 857 kg”. 

OCTAVO. Que el día 26 de octubre de 2022 se celebró la Décima Cuarta sesión extraordinaria del 

CCONNSE, en la que se presentó el resultado de la revisión sistemática de la “NOM-236-SE-2021, Vehículos 

automotores-Condiciones fisicomecánicas de los vehículos con peso bruto vehicular que no exceda 3,857 kg.” 

que propone su cancelación, y en la cual se aprobó el referido informe de revisión sistemática y se instruyó 

remitirlo a la CNIC, lo cual se realizó el 27 de octubre de 2022. 

NOVENO. Que de acuerdo a lo que indica el artículo 32 de la LIC, el día 27 de octubre de 2022, la 

Dirección General de Normas en su carácter de Autoridad Normalizadora, notificó al Secretariado Ejecutivo de 

la CNIC el resultado de la revisión sistemática de la “NOM-236-SE-2021, Vehículos automotores-Condiciones 

fisicomecánicas de los vehículos con peso bruto vehicular que no exceda 3,857 kg.” que propone su 

cancelación. 

DÉCIMO. Que en términos de lo previsto en el artículo 42 de la LIC, el informe de la revisión sistemática 

de la “NOM-236-SE-2021, Vehículos automotores-Condiciones fisicomecánicas de los vehículos con peso 

bruto vehicular que no exceda 3,857 kg.”, que propone la cancelación de dicha Norma, se sometió a 

consideración de la CNIC en su Cuarta Sesión Extraordinaria del 2022. 

DÉCIMO PRIMERO. Que mediante acuerdo CNIC 2/4SE-2022 adoptado por el Pleno de la CNIC en su 

Cuarta Sesión Extraordinaria del 2022, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 42 de la LIC, dicha 

Comisión ordenó a la Secretaría de Economía, como Autoridad Normalizadora, la cancelación de la  “NOM-

236-SE-2021, Vehículos automotores-Condiciones fisicomecánicas de los vehículos con peso bruto vehicular 

que no exceda 3,857 kg.”, para efectos de que dentro de los 30 días hábiles siguientes publique en el Diario 

Oficial de la Federación la cancelación correspondiente. 

Que, en atención a las anteriores consideraciones, y en ejercicio de las atribuciones legales que me 

confieren las disposiciones legales mencionadas, he tenido a bien expedir el siguiente: 

AVISO DE CANCELACIÓN DE LA NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-236-SE-2021,  VEHÍCULOS 

AUTOMOTORES-CONDICIONES FISICOMECÁNICAS DE LOS VEHÍCULOS CON PESO BRUTO 

VEHICULAR QUE NO EXCEDA 3,857 KG 

ÚNICO. Se cancela la Norma Oficial Mexicana “NOM-236-SE-2021, Vehículos automotores-Condiciones 

fisicomecánicas de los vehículos con peso bruto vehicular que no exceda 3,857 kg.”, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 3 de mayo de 2022. 

TRANSITORIO 

ÚNICO. El presente Aviso entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 14 de noviembre de 2022.- Directora General de Normas y Presidenta del Comité 

Consultivo Nacional de Normalización de la Secretaría de Economía, Arely Reyes Terán.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE INFRAESTRUCTURA, COMUNICACIONES Y 
TRANSPORTES 

PROYECTO de Norma Oficial Mexicana PROY-NOM-064-SCT3-2021, Que establece las especificaciones del 
Sistema de Gestión de Seguridad Operacional (SMS: Safety Management System). 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- COMUNICACIONES.- 
Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes. 

MILARDY DOUGLAS ROGELIO JIMÉNEZ PONS GÓMEZ, Subsecretario de Transporte de la Secretaría 
de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, y Presidente del Comité Consultivo Nacional de 
Normalización de Transporte Aéreo, con fundamento en los artículos 1o., 2o., fracción I, 14, párrafo primero, 
18, 26, 36, fracciones I, IV, VI, XII y XXVII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 3 y 4 de 
la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 1 fracción I, 10 fracciones XI y XV, 24, 25, 27, fracción I, 29, 
párrafo tercero, 34, 35, 37, 38 y TERCERO TRANSITORIO de la Ley de Infraestructura de la Calidad; 1, 2, 
fracciones XXIII, XXVII y XXXIII, 4, 6, fracciones I, III, XVII y último párrafo, 17 y Capítulo XV BIS de la Ley de 
Aviación Civil; 1, 4, 6, fracción VI y XII, 46 y 72 de la Ley de Aeropuertos; 20, fracción IV, 108 y 109, fracción 
VIII y Título Octavo De los Sistemas de Seguridad Operacional del Reglamento de la Ley de Aviación Civil; 6o, 
fracción XIII y 37 del Reglamento Interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, y 

CONSIDERANDO 

La Ley de Aviación Civil y la Ley de Aeropuertos establecen las atribuciones de la Secretaría de 
Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, en materia de aviación civil y aeroportuaria, entre las cuales 
se encuentra la de expedir las Normas Oficiales Mexicanas y demás disposiciones técnico administrativas. 

La Ley de Aviación Civil establece que en la prestación de los servicios de transporte aéreo se deben 
adoptar las medidas necesarias para garantizar las condiciones máximas de seguridad de la aeronave y de su 
operación, a fin de proteger la integridad física de los usuarios y de sus bienes, así como la de terceros, 
otorgando a la Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, la facultad de exigir a los 
concesionarios y permisionarios del transporte aéreo de servicio al público, a los concesionarios y 
permisionarios aeroportuarios, el organismo descentralizado Aeropuertos y Servicios Auxiliares, el órgano 
administrativo desconcentrado Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano, los permisionarios 
de talleres aeronáuticos, las organizaciones responsables del diseño de tipo, responsables de la fabricación 
de aeronaves, motores o hélices, los prestadores de servicios de tránsito aéreo, los centros de formación, 
capacitación y adiestramiento que estén expuestos a riesgos de Seguridad Operacional relacionados con la 
operación de aeronaves al prestar sus servicios, los operadores aéreos de aeronaves de estado distintas de 
las militares; que cumplan con los requisitos establecidos a fin de mantener los niveles de seguridad 
señalados. 

La Ley de Aviación Civil señala que la navegación civil en el espacio aéreo sobre territorio nacional, se 
rige, además de lo previsto en dicha Ley, por los tratados en los que los Estados Unidos Mexicanos sea parte, 
siendo el caso que México es signatario del Convenio sobre Aviación Civil Internacional celebrado en la 
ciudad de Chicago, Illinois, Estados Unidos de América, en 1944, en cuyo Anexo 19 se establece que se debe 
implementar un Sistema de Gestión de Seguridad Operacional, que coadyuve a alcanzar los objetivos del 
Programa Seguridad Operacional del Estado Mexicano. 

Los Sistemas de Seguridad Operacional deben regularse de forma estricta y oportuna mediante Normas 
Oficiales Mexicanas de aplicación obligatoria, a fin de garantizar la seguridad de las aeronaves, su tripulación 
y la de los pasajeros, de conformidad con el artículo 78 Bis 1, fracción III de la Ley de Aviación Civil y 199 
segundo párrafo del Reglamento de la Ley de Aviación Civil. 

Al disponer de una NOM que establezca las especificaciones del Sistema de Gestión de Seguridad 
Operacional, se beneficia a los proveedores de servicio; toda vez que, con la identificación, análisis, 
evaluación y mitigación mediante la gestión del riesgo, se permite mantener un nivel aceptable de Seguridad 
Operacional y por consiguiente reducir la presencia de eventos, incidentes o accidentes en la operación 
aérea; generando así una mayor confiabilidad en los usuarios del transporte aéreo. 

Durante el plazo mencionado, los análisis que sirvieron de base para la elaboración del Proyecto de 
Norma Oficial Mexicana en cuestión estarán a disposición del público para su consulta en el domicilio del 
Comité antes señalado. 

Que a efecto de que dentro de los siguientes 60 días naturales, los interesados presenten sus comentarios 
ante el Comité Consultivo Nacional de Normalización de Transporte Aéreo, a través de la Dirección Ejecutiva 
de Seguridad Aérea de la Agencia Federal de Aviación Civil, en sus oficinas ubicadas en Blvd. Adolfo López 
Mateos 1990, 1er. piso, Colonia Los Alpes, Alcaldía Álvaro Obregón, Código Postal 01010, Ciudad de México, 
Teléfono 55-57-23-93-00, ext. 18057, 18989, 18229 y 18296, o al correo electrónico ccnnta@afac.gob.mx, 
para que en los términos de la Ley de la materia se consideren en el seno del Comité que lo propuso, y 
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En virtud de lo anterior, he tenido a bien ordenar la publicación en el Diario Oficial de la Federación del 
Proyecto de Norma Oficial Mexicana PROY-NOM-064-SCT3-2021, Que establece las especificaciones del 
Sistema de Gestión de Seguridad Operacional (SMS: Safety Management System), aprobado por el Comité 
Consultivo Nacional de Normalización de Transporte Aéreo el día 29 de abril de 2022. 

Ciudad de México, a 10 de octubre de 2022.- Subsecretario de Transporte y Presidente del Comité 
Consultivo Nacional de Normalización de Transporte Aéreo, Milardy Douglas Rogelio Jiménez Pons 
Gómez.- Rúbrica. 

 

En la elaboración del presente proyecto de Norma Oficial Mexicana participaron: 

La Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes. 

La Agencia Federal de Aviación Civil. 

Aero Personal, S.A. de C.V. 

Aero Transporte de Carga Unión, S.A. de C.V. 

Aeroenlaces Nacionales, S.A. de C.V. 

Aerolitoral, S.A. de C.V. 

Aeropuertos y Servicios Auxiliares. 

Aerotransportes Mas de Carga S.A de C.V. 

Aerovías de México, S.A. de C.V. 

Airbus Helicopters México, S.A. de C.V. 

AM Formación Interna S.A. de C.V. 

Asociación de Ingenieros en Aeronáutica, A.C. 

Asociación Mexicana de Escuelas e Instituciones Aeronáuticas y Aeroespaciales, A.C. 

Asociación Mexicana de Instituciones Aeronáuticas y Aeroespaciales, A.C. 

Centro de Entrenamiento en Aeronáutica ERA, S.C. 

Centro de Estudios Aeronáuticos Alas Doradas, S. de R. L. de C.V. 

Colegio de Controladores de Tránsito Aéreo de México, A.C. 

Colegio de Ingenieros Mexicanos en Aeronáutica, A.C. 

Colegio de Pilotos Aviadores de México, A.C. 

Concesionaria Vuela Compañía de Aviación, S.A.P.I. de C.V. 

Escuela de Aviación Cinco de Mayo, S.A. 

Escuela de Aviación México, S.C. 

Escuela de Vuelo Aeronacional, S.C. 

Federación Mexicana de Pilotos y Propietarios de Aeronaves, A.C. 

Grupo Aeroportuario del Centro Norte, S.A. de C.V. 

Grupo Aeroportuario del Pacífico, S.A.B. de C.V. 

Grupo Aeroportuario del Sureste, S.A.B. de C.V. 

Personas y Paquetes por Aire, S.A. de C.V. 

Servicio Técnico Aéreo de México, S.A. de C.V. 

Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano. 

Soluciones Integrales en Aeronáutica y Desarrollo Empresarial, S.A. de C.V. 

Transportes Aeromar, S.A. de C.V. 

Williams Montes Calva. 
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1. Objetivo y campo de aplicación. 

El objetivo de la presente Norma Oficial Mexicana, es establecer las especificaciones del Sistema de 
Gestión de Seguridad Operacional para los concesionarios y permisionarios del transporte aéreo de servicio al 
público, a los concesionarios y permisionarios aeroportuarios, el organismo descentralizado Aeropuertos y 
Servicios Auxiliares, el órgano administrativo desconcentrado Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo 
Mexicano, los permisionarios de talleres aeronáuticos, las organizaciones responsables del diseño de tipo, 
responsables de la fabricación de aeronaves, motores o hélices, los prestadores de servicios de tránsito 
aéreo, los centros de formación, capacitación y adiestramiento que estén expuestos a riesgos de Seguridad 
Operacional relacionados con la operación de aeronaves al prestar sus servicios, los operadores aéreos de 
aeronaves de estado distintas de las militares que cumplan con los requisitos establecidos a fin de mantener 
los niveles de seguridad señalados en la presente Norma Oficial Mexicana. 

2. Referencias. 

NOM-008-SCT3-2002, Que establece los requisitos técnicos a cumplir por los concesionarios y 
permisionarios del servicio al público de transporte aéreo, para la obtención del certificado de explotador de 
servicios aéreos, así como los requisitos técnicos a cumplir por los permisionarios del servicio de transporte 
aéreo privado comercial; o la que la sustituya. 

3. Definiciones y abreviaturas. 

Para los efectos de la presente Norma Oficial Mexicana, se consideran las siguientes definiciones y 
abreviaturas: 

3.1. Accidente: Todo suceso en el cual se causen lesiones mortales o graves, a personas a bordo de la 
aeronave, o en tierra, por partes que se hayan desprendido, o bien, se ocasionen daños o roturas 
estructurales a la aeronave, o por el que la aeronave desaparezca o se encuentre en un lugar inaccesible. 

3.2. Aeronave: Toda máquina que puede sustentarse en la atmósfera por reacciones del aire que no sean 
las reacciones de esta contra la superficie de la tierra. 

3.3. Aeropuerto: Aeródromo civil de servicio público, que cuenta con las instalaciones y servicios 
adecuados para la recepción y despacho de aeronaves, pasajeros, carga y correo del servicio de transporte 
aéreo regular, del no regular, así como del transporte privado comercial y privado no comercial. 

3.4. Análisis del Faltante: Análisis de las estructuras de Seguridad Operacional existentes dentro de la 
organización, que consiste en determinar qué componentes o elementos del SMS ya se encuentran 
incorporados y funcionando dentro de ésta, así como cuáles componentes o elementos requieren ser 
agregados, realineados o modificados, estos deberán ser abordados dentro del Plan de Implementación SMS 
para la implementación de cada fase de su SMS. 



  DIARIO OFICIAL Martes 15 de noviembre de 2022 

3.5. Análisis de la Seguridad Operacional: Proceso de aplicar técnicas estadísticas o analíticas para 
verificar, examinar, describir, transformar, condensar, evaluar y visualizar los datos y la información sobre 
Seguridad Operacional a efectos de descubrir información útil, sugerir conclusiones y apoyar la toma de 
decisiones basada en datos. 

3.6. Auditorías de Seguridad Operacional: Método de supervisión para asegurar el cumplimiento de 
reglamentos, políticas, procesos y procedimientos, así como la evaluación de la eficacia de los controles  de 
riesgo y de las medidas correctivas establecidos en el marco del SMS. 

3.7. Autoridad Aeronáutica: La Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes a través del 
órgano administrativo desconcentrado denominado Agencia Federal de Aviación Civil. 

3.8. Concesionario: Sociedad mercantil constituida conforme a las leyes mexicanas, a la que la 
Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes otorga una concesión para la explotación del 
servicio de transporte aéreo de servicio al público nacional regular, y es de pasajeros, carga, correo o una 
combinación de éstos, está sujeto a rutas nacionales, itinerarios y frecuencias fijos, así como a las tarifas 
registradas y a los horarios autorizados por la Secretaría; o una concesión para la explotación, administración, 
operación y en su caso construcción de aeropuertos. 

3.9. Consecuencia: El posible resultado de un peligro. 

3.10. Daño: Alteración física de instalaciones, equipos o componentes como consecuencia de incidentes, 
accidentes, fatiga del material o efecto del medio ambiente, en la aviación. 

3.11. Disposición aplicable: Todos los ordenamientos jurídicos aplicables, de carácter general o 
especial, relativas al subsector aeronáutico, establecidas en convenios internacionales, leyes, reglamentos, 
normas oficiales mexicanas, cartas de política, circulares obligatorias, cartas de asesoramiento u otras reglas 
emitidas por la Autoridad Aeronáutica. 

3.12. Ejecutivo Responsable: Persona única e identificable que es responsable del rendimiento eficaz y 
eficiente del SMS del proveedor de servicio. 

3.13. Error: Acción u omisión, por parte del personal que da lugar a desviaciones de las intenciones o 
expectativas de la organización. 

3.14. Evento: Condición que ha sido detectada dentro del entorno operacional, en donde se sobrepasan 
los límites preestablecidos por el proveedor de servicio, en su Manual SMS, misma que requiere de un 
análisis. 

3.15. Garantía de la Seguridad Operacional: Son los medios o acciones que los poseedores de un SMS 
llevan a cabo para monitorear y medir el desempeño de la Seguridad Operacional. 

3.16. Gestión del Cambio: Proceso formal para gestionar los cambios dentro de una organización de 
forma sistemática, a fin de conocer los cambios que puede tener un impacto en las estrategias de mitigación 
de riesgos e identificar peligros antes de implementar tales cambios. 

3.17. Gestión de Riesgos: Componente fundamental de la Seguridad Operacional que comprende la 
identificación de peligros, la evaluación de riesgos de Seguridad Operacional, la mitigación de dichos riesgos y 
la aceptación de los mismos. 

3.18. Gestión de Seguridad Operacional: Es el resultado de implementar una cultura organizacional que 
favorece prácticas seguras, alienta la comunicación sobre la Seguridad Operacional con la misma atención 
que le presta a la gestión financiera. 

3.19. Gravedad: Es el grado de daño que puede suceder razonablemente como consecuencia o resultado 
del peligro identificado. 

3.20. Incidente: Todo suceso relacionado con la utilización de una aeronave, que no llegue a ser un 
accidente que afecte o pueda afectar la seguridad de las operaciones. 

3.21. Incidente grave: Un incidente en el que intervienen circunstancias que indican que hubo una alta 
probabilidad de que ocurriera un accidente, que está relacionado con la utilización de una aeronave y que, en 
el caso de una aeronave tripulada, ocurre entre el momento en que una persona entra a bordo de la aeronave, 
con la intención de realizar un vuelo, y el momento en que todas las personas han desembarcado, o en el 
caso de una aeronave no tripulada, que ocurre entre el momento en que la aeronave está lista para 
desplazarse con el propósito de realizar un vuelo y el momento en que se detiene, al finalizar el vuelo, y se 
apaga su sistema de propulsión principal. 

3.22. Indicadores avanzados: Los indicadores avanzados miden procesos e insumos que se 
implementan para mejorar o mantener la Seguridad Operacional. 

3.23. Indicadores de resultados: Los indicadores de resultados miden los resultados de Seguridad 
Operacional, pueden medir la efectividad de las medidas de mitigación de la Seguridad Operacional. 
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3.24. Indicador de rendimiento en materia de Seguridad Operacional: Parámetro de seguridad basado 
en datos, que se utiliza para observar y evaluar el rendimiento en materia de Seguridad Operacional. 

3.25. Información Crítica: Información específica relacionada con problemas y riesgos de Seguridad 
Operacional que podrían exponer a la organización a este tipo de riesgos. 

3.26. Lesión grave: Cualquier lesión sufrida por una persona en un accidente y que: 

a) requiera hospitalización durante más de 48 horas dentro de los siete días contados a partir de la fecha 
en que se sufrió la lesión; u 

b) ocasione la fractura de algún hueso (con excepción de las fracturas simples de la nariz o de los dedos 
de las manos o de los pies); u 

c) ocasione laceraciones que den lugar a hemorragias graves, lesiones a nervios, músculos o tendones; u 

d) ocasione daños a cualquier órgano interno; u 

e) ocasione quemaduras de segundo o tercer grado u otras quemaduras que afecten más del 5% de la 
superficie del cuerpo; o 

f) sea imputable al contacto, comprobado, con sustancias infecciosas o a la exposición a radiaciones 
perjudiciales. 

3.27. Manual SMS: Documento de alto nivel, en el que se describen las políticas, procesos  y 
procedimientos SMS del proveedor de servicio a efectos de facilitar la administración, comunicación y 
mantenimientos internos del SMS por parte de la organización. 

3.28. Mejora Continua del SMS: Proceso permanente que evalúa la eficacia de los procesos SMS a fin 
de permitir el mejoramiento continuo del rendimiento general del SMS, a través de las actividades de 
aseguramiento de la Seguridad Operacional. 

3.29. Meta de rendimiento en materia de Seguridad Operacional: La meta proyectada o prevista por la 
Autoridad Aeronáutica o por el proveedor de servicio para un indicador de rendimiento en materia de 
Seguridad Operacional, en un período de tiempo determinado, que coincide con los objetivos de Seguridad 
Operacional. 

3.30. Método Proactivo: Esta metodología involucra el acopio de datos de seguridad de sucesos de 
consecuencias más leves o de rendimiento de procesos y el análisis de la información de Seguridad 
Operacional o de la frecuencia de los sucesos para determinar si un peligro podría conducir a un accidente o 
incidente. 

3.31. Método Reactivo: Esta metodología involucra el análisis de los acontecimientos que ya ocurrieron, 
tales como incidentes y accidentes. 

3.32. Mitigación de Riesgos: Proceso de incorporación de defensas, controles preventivos o medidas de 
recuperación para reducir la gravedad o probabilidad de la consecuencia proyectada de un peligro. 

3.33. Nivel Aceptable del rendimiento en materia de Seguridad Operacional: Nivel mínimo de 
rendimiento en materia de seguridad operacional establecido por la Secretaría, expresado en términos  de 
objetivos, metas e indicadores de rendimiento. 

3.34. OACI: Organización de Aviación Civil Internacional. 

3.35. Objetivo de Seguridad Operacional: Una declaración breve y de alto nivel del logro de Seguridad 
Operacional o resultado deseado que ha de conseguirse mediante el sistema de gestión de la Seguridad 
Operacional del proveedor de servicio, mismo que deberá de elaborarse a partir de los principales riesgos de 
Seguridad Operacional de la organización y considerarse en la siguiente elaboración de indicadores y metas 
de rendimiento en materia de Seguridad Operacional, dichos objetivos pueden ser orientados a procesos o 
resultados. 

3.36. Operador aéreo de aeronaves de estado distintas de las militares: El propietario o poseedor de 
una aeronave de Estado, de las comprendidas en el artículo 5 fracción II inciso a) de la Ley de Aviación Civil. 

3.37. Permisionario: Persona moral o física, en el caso del servicio aéreo privado comercial, nacional o 
extranjera, a la que la Autoridad Aeronáutica otorga un permiso para la prestación del servicio de transporte 
aéreo internacional regular, nacional e internacional no regular o privado comercial; asimismo, es la persona 
moral o física a la que la Autoridad Aeronáutica otorga un permiso para la administración, operación, 
explotación y, en su caso, construcción de aeródromos civiles distintos a los aeropuertos; o aquella persona 
moral o física, para el establecimiento de talleres aeronáuticos y centros de capacitación y adiestramiento. 

3.38. Peligro: Condición u objeto que podría provocar un incidente o accidente de aviación o contribuir al 
mismo. 
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3.39. Plan de Implementación del SMS: Documento que proporciona una clara descripción de los 
recursos, tareas y procesos necesarios, un cronograma y una secuencia de indicativos de las tareas y 
responsabilidades fundamentales. 

3.40. Plan de Garantía: Determina las medidas de seguimiento que sean necesarias. Se habrá de 
considerar la forma en que se comunicará el cambio y si se requieren actividades adicionales (como 
auditorías) durante o después del mismo. 

3.41. Proceso: Conjunto de actividades mutuamente relacionadas o que interactúan, las cuales 
transforman elementos de entrada en resultados. 

3.42. Procedimiento: Forma especificada para llevar a cabo una actividad o un proceso. 

3.43. Proveedor de Servicio: Los concesionarios y permisionarios del transporte aéreo de servicio al 
público, a los concesionarios y permisionarios aeroportuarios, el organismo descentralizado Aeropuertos y 
Servicios Auxiliares, el órgano administrativo desconcentrado Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo 
Mexicano, los permisionarios de talleres aeronáuticos, las organizaciones responsables del diseño de tipo, 
responsables de la fabricación de aeronaves, motores o hélices, los prestadores de servicios de tránsito 
aéreo, los centros de formación, capacitación y adiestramiento que estén expuestos a riesgos de Seguridad 
Operacional relacionados con la operación de aeronaves al prestar sus servicios, los operadores aéreos de 
aeronaves de estado distintas de las militares. 

3.44. Probabilidad: La posibilidad de que pueda suceder una consecuencia o un resultado de Seguridad 
Operacional. 

3.45. Rendimiento en materia de Seguridad Operacional: Logro de un Estado o un proveedor de 
servicio en lo que respecta a la Seguridad Operacional, de conformidad con lo definido mediante sus metas  e 
indicadores de rendimiento en materia de Seguridad Operacional. 

3.46. Riesgo de Seguridad Operacional: La probabilidad y la gravedad previstas de las consecuencias o 
resultados de un peligro. 

3.47. Riesgo Residual: El grado de riesgo de Seguridad Operacional que permanece después de la 
implementación de la mitigación inicial y que pueda requerir medidas adicionales de control de riesgos. 

3.48. Secretaría: La Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes. 

3.49. Seguridad Operacional: Estado en el que los riesgos asociados a las actividades de aviación 
relativas a la operación de las aeronaves, o que apoyan directamente dicha operación, se reducen y controlan 
a un nivel aceptable. 

3.50. Sistema de Gestión de Seguridad Operacional (SMS: Safety Management System): Enfoque 
sistemático para la gestión de la Seguridad Operacional que incluye las estructuras orgánicas, la rendición de 
cuentas, las responsabilidades, las políticas y los procedimientos necesarios. 

3.51. Simulacro de Gabinete: Ejercicio que incluye la simulación de un evento para probar la habilidad 
del proveedor de servicio para atender una situación de emergencia. Usualmente se presenta en formato 
escrito, un evento hipotético con una serie de preguntas, buscando que los participantes encuentren las 
respuestas y tomen la mejor decisión, para promover la coordinación entre las áreas del proveedor de 
servicio. 

3.52. Simulacro a Escala Real: Ejercicio que pretende probar la efectividad del Plan de Respuesta a la 
Emergencia mediante la simulación de un evento tan realista como sea posible siguiendo una secuencia 
cronológica. Dicho simulacro considera la utilización de infraestructura y recursos del proveedor de servicio 
(Salas de Crisis, Hangares, aeropuertos, etc.) y haciendo uso del equipo, personal y procedimientos 
contenidos en el Plan de Respuesta a la Emergencia que se utilizarían en una situación real. 

3.53. Supervisión: Actividades mediante las cuales la Autoridad Aeronáutica se asegura activamente, 
mediante la realización de inspecciones y otras actividades de vigilancia, de que los proveedores de servicio 
sigan satisfaciendo los requisitos establecidos y operen con el nivel de competencia y Seguridad Operacional 
requeridos por la Autoridad Aeronáutica. 

3.54. Titular del Área de Seguridad Operacional: Es aquella persona identificable, responsable del 
desarrollo y mantenimiento eficaz del SMS de la organización. 

3.55. Vigilancia de la Seguridad Operacional: Función realizada por la Autoridad Aeronáutica a través 
de visitas de inspección y/o verificación para asegurar que las personas y organismos que desempeñan 
actividades de aviación cumplan con las leyes y reglamentos nacionales relativos a la Seguridad Operacional. 
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4. Disposiciones generales. 

4.1. Todo proveedor de servicio debe cumplir con lo prescrito en la presente Norma Oficial Mexicana. 

4.2. El proveedor de servicio debe implementar y mantener dentro de su organización un SMS que sea 
apropiado al tamaño o dimensión, naturaleza y/o complejidad de la(s) operación(es) o actividad(es) aérea(s) 
que lleve(n) a cabo, así como a los peligros y riesgos de Seguridad Operacional relacionados con dichas 
operaciones o actividades aéreas. 

4.3. Durante el proceso de obtención y renovación del Certificado de Explotador de Servicios Aéreos 
(AOC) ante la Dirección de Aviación de la Autoridad Aeronáutica, el proveedor de servicio debe presentar el 
oficio de aprobación de alguna de las fases del SMS de forma progresiva, con base en los tiempos 
establecidos en el Plan de Implementación. 

5. Sistema de Gestión de Seguridad Operacional (SMS). 

5.1. El SMS que el proveedor de servicio implemente en su organización debe considerar los siguientes 
puntos: 

a) Identificar los peligros de Seguridad Operacional, evaluar y mitigar los riesgos relacionados. 

b) Asegurar que se apliquen las medidas de mitigación necesarias para mantener un nivel aceptable de 
Seguridad Operacional. 

c) Prever la supervisión continua y evaluación periódica del nivel de Seguridad Operacional logrado; y 

d) Tener como meta mejorar continuamente el nivel global de Seguridad Operacional de la organización. 

5.2. Es responsabilidad del proveedor de servicio, que el SMS implementado en su organización defina 
claramente la línea de responsabilidad sobre la Seguridad Operacional. 

5.3. Todo proveedor de servicio, que implemente un SMS dentro de su organización debe asegurarse de 
que esté integrado por los siguientes componentes y elementos, de conformidad con lo establecido en el 
numeral 6 de la presente Norma Oficial Mexicana: 

a) Política y Objetivos de Seguridad Operacional. 

- Compromiso del Ejecutivo Responsable. 

- Obligación de rendición de cuentas sobre la Seguridad Operacional y responsabilidades. 

- Designación del personal clave de Seguridad Operacional. 

- Plan de Respuesta ante Emergencias. 

- Documentación del SMS. 

b) Gestión del Riesgo de Seguridad Operacional. 

- Identificación de peligros. 

- Evaluación y mitigación del riesgo. 

c) Garantía de la Seguridad Operacional. 

- Observación y medición del rendimiento en materia de Seguridad Operacional. 

- Gestión del Cambio. 

- Mejora Continua del SMS. 

d) Promoción de la Seguridad Operacional. 

- Capacitación e instrucción en materia de Seguridad Operacional. 

- Comunicación de la Seguridad Operacional. 

6. Componentes y elementos del SMS. 

6.1. Política y Objetivos de Seguridad Operacional. 

6.1.1. Compromiso del Ejecutivo Responsable. 

a) El proveedor de servicio debe elaborar y desarrollar una política de Seguridad Operacional que incluya 
los compromisos que haya asumido expresamente y cuando corresponda los órganos representativos del 
personal podrán consultarse para la elaboración de la política a efectos de promover un sentido de 
responsabilidad compartida, misma que debe ser firmada de manera autógrafa por el Ejecutivo Responsable y 
difundida por diferentes medios hacia todos los niveles de la organización, los cuales serán los siguientes: 

Compromisos: 

- Cumplir y hacer cumplir las leyes y reglamentos en materia de Seguridad Operacional, en todos los 
niveles de su organización. 

- Observar y garantizar la concordancia con la presente norma, y las disposiciones aplicables, así 
como con las mejores prácticas en la industria. 

- Proveer los recursos humanos y financieros necesarios para implementar y mantener esta política. 
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- Proporcionar los recursos necesarios para entregar un producto o servicio seguro. 

- Asegurar que esta política sea comprendida, implementada y mantenida en todos los niveles de la 
organización. 

- Implementar y mantener un SMS. 

- Establecer procesos que eleven el nivel de Seguridad Operacional de la organización a través de la 
mejora continua del rendimiento en materia de Seguridad Operacional. 

- Llevar a cabo la gestión de los riesgos de Seguridad Operacional, así como de responder ante 
accidentes e incidentes. 

- Mejorar continuamente el nivel del rendimiento en materia de Seguridad Operacional. 

- Garantizar la Seguridad Operacional como una responsabilidad principal de toda la organización. 

- Incluir procedimientos de presentación de informes en materia de Seguridad Operacional. 

- Garantizar la “Política Disciplinaria” hacia la no punitividad, asegurando que no se tomaran medidas 
contra cualquier empleado que revele una preocupación de Seguridad Operacional a través de 
reporte voluntario o cualquier otro medio, a menos que la revelación indique, más allá de cualquier 
duda razonable, un acto ilegal, negligencia o el descuido deliberado o intencional de las normas o 
procedimientos. 

- Promover y mantener una cultura de Seguridad Operacional positiva dentro de la organización. 

- Alentar la cultura del reporte voluntario, para que los empleados comuniquen la presencia de 
problemas de Seguridad Operacional. Los reportes voluntarios serán clasificados en términos del 
artículo 78 Bis 7 de la Ley de Aviación Civil. 

Dichos compromisos deben ser analizados por lo menos una vez cada dos años por el Ejecutivo 
Responsable de la organización, con la finalidad de que éstos siempre se encuentren actualizados y vigentes. 

b) Teniendo en cuenta su política de Seguridad Operacional, el proveedor de servicio definirá sus 
objetivos en materia de Seguridad Operacional. Los objetivos de Seguridad Operacional deberán considerar lo 
siguiente: 

- El proveedor de servicio debe establecer sus indicadores y metas de desempeño de Seguridad 
Operacional en términos de sus objetivos de Seguridad Operacional. 

- Reflejarán el compromiso del proveedor de servicio de mantener y mejorar continuamente la eficacia 
general del SMS. 

- Se comunicarán a toda la organización; y 

- Se examinarán periódicamente para asegurarse de que sigan siendo pertinentes y apropiados para 
el proveedor de servicio. 

6.1.2. Obligación de rendición de cuentas sobre la Seguridad Operacional y responsabilidades. 

a) El proveedor de servicio debe identificar al Ejecutivo Responsable dentro de su organización, siendo 
una persona que tenga las facultades legales suficientes (Director General, presidente de la junta de 
directores, propietario o su equivalente), para tomar decisiones autónomas sobre las cuestiones de recursos 
humanos, recursos financieros, responsabilidad directa en la conducción de los asuntos de la organización, 
operaciones o actividades aéreas y sobre todos los asuntos de Seguridad Operacional; y que 
independientemente de otras funciones, debe implementar y mantener un SMS. 

El Ejecutivo Responsable establece y promueve la política y los objetivos de Seguridad Operacional que 
inculcan dicha seguridad como uno de los valores principales de la institución, ser responsable de asegurar 
que se adoptan medidas apropiadas para enfrentar problemas y riesgos de Seguridad Operacional y también 
ser responsable de responder ante accidentes e incidentes con base en el ámbito de la competencia de la 
organización. 

6.1.3. Designación del personal clave de Seguridad Operacional. 

El Ejecutivo Responsable puede asignar la gestión del SMS a una persona comprometida y responsable 
(titular del área de Seguridad Operacional) con el perfil como se indica en el inciso b) de este numeral, 
siempre y cuando esa gestión se encuentre descrita en el Manual SMS, el perfil a cumplir por la persona 
asignada, y el procedimiento para reportar directamente al Ejecutivo Responsable. 

Nota: La responsabilidad del Ejecutivo Responsable no debe verse afectada por la asignación de la 
gestión, ya que, esta responsabilidad debe ser conservada siempre por el Ejecutivo Responsable. 
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a) Todo proveedor de servicio debe designar dentro de su estructura organizacional, un área de Seguridad 
Operacional, donde se cumpla con lo siguiente: 

- Asegurar que se establezcan los procesos necesarios para implementar y mantener de manera 
efectiva el SMS. 

- Proporcionar informes periódicos al Ejecutivo Responsable sobre el rendimiento en materia de 
Seguridad Operacional de la organización. 

- Garantizar que se ha implantado un adecuado programa de capacitación en materia de Seguridad 
Operacional. 

- Asegurar la promoción de la Seguridad Operacional en toda la organización. 

- Definir los deberes, funciones y responsabilidades en materia de Seguridad Operacional del personal 
que integra el área de Seguridad Operacional, el cual puede provenir de diferentes áreas de la 
organización, pero que en esta posición debe poseer independencia y libertad para efectuar las 
investigaciones y recomendaciones que crea necesario en función de su misión. 

- Administrar el Plan de Implementación del SMS. 

- Facilitar la identificación de peligros, análisis y gestión de los riesgos. 

- Supervisar las medidas correctivas y evaluar sus resultados. 

- Monitorear que se lleven a cabo las acciones de mitigación. 

- Proporcionar asesoramiento independiente sobre asuntos de Seguridad Operacional. 

- Mantener los registros y la documentación de la Implementación y mantenimiento del Sistema de 
Gestión de Seguridad Operacional, la cual se especifica en el Apéndice "B" Normativo de la presente 
Norma Oficial Mexicana. 

- Planificar y organizar la capacitación y entrenamiento en materia de Seguridad Operacional del 
personal de la organización involucrado. 

- Proveer asesoramiento sobre asuntos de Seguridad Operacional. 

- Coordinar y comunicarse (en nombre del ejecutivo responsable) con la Autoridad Aeronáutica y 
entidades, según sea necesario, sobre temas relacionados con la Seguridad Operacional. 

b) El titular del área de Seguridad Operacional designado, quien debe fungir como responsable del 
desarrollo y mantenimiento eficaz del SMS de la organización debe cumplir con los siguientes criterios de 
selección: 

- Experiencia en sistemas de gestión (2 años comprobables). 

- Conocimientos en materia de Seguridad Operacional. 

- Conocimientos técnicos para comprender los sistemas que respaldan las operaciones o los 
productos a servicios proporcionados. 

- Habilidades interpersonales. 

- Habilidades analíticas y de resolución de problemas. 

- Habilidades de gestión de proyectos. 

- Habilidades de comunicación oral y escrita. 

- Comprensión de factores humanos. 

c) El proveedor de servicio, debe formar dentro de su estructura organizacional la junta de control de 
Seguridad Operacional, donde se cumpla con lo siguiente: 

- Supervisar: 

i) El desempeño de la seguridad en comparación con la política y objetivos de seguridad. 

ii) La eficacia del Plan de Implementación del SMS. 

iii) La eficacia de la supervisión de la Seguridad Operacional de los servicios y operaciones contratadas. 

iv) Que toda medida de mitigación se adopte en forma oportuna. 

v) La efectividad de los procesos de gestión de Seguridad Operacional. 

vi) La eficacia general de las estrategias de mitigación de riesgos de Seguridad Operacional. 
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vii) La eficacia de los procesos de gestión de la Seguridad Operacional de la organización que 
respaldan: 

1) Los compromisos establecidos en la política de Seguridad Operacional; y 

2) La promoción de la Seguridad Operacional en toda la organización. 

- Asegurar que se asignen los recursos y la capacitación adecuados para lograr la seguridad. 

- Impartir directivas estratégicas al Grupo de Acción de Seguridad Operacional cuando esté 
establecido. 

La junta de control debe ser presidida por el Ejecutivo Responsable e integrada por los responsables de 
los departamentos que conforman la organización; el titular del área de Seguridad Operacional debe participar 
como secretario. 

Cuando se considere necesario y el tamaño de la organización lo amerite, se debe constituir un Grupo de 
Acción de Seguridad Operacional, conformado por personal designado por la junta de control, el titular del 
área de Seguridad Operacional debe participar como asesor en este grupo; dicho grupo será el encargado de 
realizar las siguientes funciones: 

i) Supervisar el rendimiento en materia de Seguridad Operacional dentro de las áreas funcionales de la 
organización y garantizar que se lleven a cabo las actividades de la Gestión de Riesgos de 
Seguridad Operacional apropiadas. 

ii) Revisar los datos de Seguridad Operacional disponibles e implementar estrategias apropiadas para 
el control de riesgos de Seguridad Operacional y garantizar que se proporciona retroalimentación a 
los empleados. 

iii) Evaluar el impacto de Seguridad Operacional relacionado con la introducción de cambios 
operacionales o nuevas tecnologías. 

iv) Coordinar la implementación de medidas correctivas relacionadas con los controles de Seguridad 
Operacional y garantizar que dichas medidas se tomen oportunamente. 

v) Revisar la eficacia de los controles de riesgo de Seguridad Operacional. 

Nota: En el caso de que la organización no tenga un Grupo de Acción, dichas funciones serán realizadas 
por la Junta de Control de Seguridad Operacional. 

6.1.4. Plan de Respuesta ante Emergencias. 

El proveedor de servicio debe desarrollar y mantener un Plan de Respuesta ante Emergencias, el cual 
describa las acciones de coordinación que se deben realizar cuando ocurra un incidente, incidente grave y/o 
accidente esto con el fin de que se coordine en forma apropiada con los planes de respuesta ante 
emergencias de las organizaciones con las que deba interactuar al suministrar sus servicios o productos. 

6.1.4.1. El Plan de Respuesta ante Emergencias mencionado en el numeral anterior, debe estar 
armonizado y en coordinación con otros ordenamientos aplicables y cumplir con lo establecido en el numeral 
A4, inciso i), Sección 4 del Apéndice “A” Normativo de la presente Norma Oficial Mexicana. 

6.1.5. Documentación del SMS. 

El proveedor de servicio debe desarrollar y mantener un Manual y Plan de Implementación del SMS, los 
cuales describan las políticas, procesos y procedimientos del Sistema de Gestión de Seguridad Operacional. 

6.1.5.1. El Manual SMS mencionado en el numeral 6.1.5, debe estar armonizado y en coordinación con 
otros ordenamientos aplicables y cumplir con lo establecido en el Apéndice “A” Normativo de la presente 
Norma Oficial Mexicana. 

6.1.5.2. El Plan de Implementación del SMS mencionado en el numeral 6.1.5, debe estar armonizado y en 
coordinación con otros ordenamientos aplicables y cumplir con lo establecido en el Apéndice “B” Normativo de 
la presente Norma Oficial Mexicana. 

6.1.5.3. El proveedor de servicio debe asegurarse de contar con información documentada en formato 
electrónico o en papel (Biblioteca de Seguridad Operacional), de lo siguiente: 

- Reglamentación aeronáutica aplicable. 

- Registros de peligros de Seguridad Operacional. 

- Objetivos, indicadores, metas de rendimiento en materia de Seguridad Operacional y gráficos 
relacionados. 

- Registros de la gestión de riesgos de Seguridad Operacional. 

- Registros de auditoría interna y externa de la Seguridad Operacional. 

- Registros de capacitación e instrucción en materia de la Seguridad Operacional. 
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- Registros de las reuniones de la junta de control de Seguridad Operacional. 

- Plan de Implementación del SMS (durante el período de certificación del SMS). 

- Registros de simulacros del Plan de Respuesta ante Emergencia. 

- Registros de procesos de Garantía de Seguridad Operacional. 

- Registros de la implementación del SMS distintos a los enunciados anteriormente. 

Dicha información debe estar disponible para consulta por cualquier persona de la organización e incluir la 
política de control de información (información confidencial e información de acceso libre a toda la 
organización) y tiempo de resguardo de registros, procedimientos, especificaciones, reportes y formatos que 
sirvan para la prevención de peligros relacionados con la Seguridad Operacional, debiendo conservar dichos 
documentos por un plazo de 5 años. 

6.2. Gestión del Riesgo de Seguridad Operacional. 

El proveedor de servicio debe desarrollar y mantener un sistema formal de registro de información sobre 
Seguridad Operacional, referente a la identificación de peligros en las operaciones o actividades aéreas, que 
permita actuar y generar retroalimentación con base en la evaluación y mitigación de los riesgos. 

6.2.1. Identificación de peligros. 

El proveedor de servicio debe desarrollar y mantener un proceso para identificar peligros asociados a sus 
productos o servicios de aviación, esta identificación de peligros se basará en métodos reactivos y proactivos. 

6.2.2. Evaluación y mitigación del riesgo. 

El proveedor de servicio definirá y mantendrá un proceso que garantice el análisis, la evaluación y el 
control de riesgos de Seguridad Operacional asociados a los peligros identificados. 

Nota: La Gestión del Riesgo de Seguridad Operacional mencionada en el numeral 6.2, debe estar 
armonizada y en coordinación con otros ordenamientos aplicables y cumplir con lo establecido en el Apéndice 
“A” Normativo, inciso j), Sección 5 de la presente Norma Oficial Mexicana. 

6.3. Garantía de la Seguridad Operacional. 

El proveedor de servicio debe desarrollar y mantener procesos de Garantía de la Seguridad Operacional, 
que asegure que los controles de riesgos desarrollados como consecuencia de la identificación de los peligros 
y de las actividades de gestión del riesgo, cumplan con los objetivos propuestos. Estos procesos de Garantía 
de la Seguridad Operacional deben aplicar para todas las operaciones o actividades aéreas de la 
organización, incluyendo, las realizadas de manera externa, en nombre de la organización. 

6.3.1. Observación y medición del rendimiento en materia de Seguridad Operacional. 

El proveedor de servicio debe desarrollar y mantener los medios necesarios para verificar el rendimiento 
en materia de Seguridad Operacional de la organización en relación con los indicadores y las metas de 
rendimiento en materia de Seguridad Operacional del SMS para contribuir a los objetivos de Seguridad 
Operacional aprobados, así como validar la efectividad de los controles de riesgos implementados. 

6.3.2. Gestión del Cambio. 

El proveedor de servicio debe definir y mantener un proceso para identificar los cambios que puedan 
afectar el nivel de riesgo de Seguridad Operacional asociado a sus productos o servicios de aviación, así 
como para identificar peligros y gestionar los riesgos de Seguridad Operacional que puedan derivarse de esos 
cambios. 

6.3.3. Mejora Continua del SMS. 

El proveedor de servicio observará y evaluará sus procesos SMS para mantener y mejorar continuamente 
la eficacia general del SMS. 

Nota: La Garantía de la Seguridad Operacional mencionada en el numeral 6.3, debe estar armonizada y 
en coordinación con otros ordenamientos aplicables y cumplir con lo establecido en el Apéndice “A” 
Normativo, inciso k), Sección 6 de la presente Norma Oficial Mexicana. 

6.4. Promoción de la Seguridad Operacional. 

El proveedor de servicio debe desarrollar y mantener de manera formal tanto la capacitación e instrucción 
de su personal, como las actividades de comunicación en materia de Seguridad Operacional, a fin de crear un 
ambiente donde los objetivos de Seguridad Operacional de la organización puedan ser alcanzados. 

6.4.1. Capacitación e instrucción en materia de Seguridad Operacional. 

El proveedor de servicio debe desarrollar y mantener un programa de capacitación e instrucción en 
materia de Seguridad Operacional, a fin de asegurar que todo el personal este entrenado y que es 
competente para llevar a cabo los deberes y funciones en el marco del SMS. 
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El alcance del programa de capacitación e instrucción debe ser apropiado para el tipo de participación que 
cada persona tenga en el SMS. 

Nota: El contenido del programa de capacitación e instrucción en materia de Seguridad Operacional se 
encuentra descrito en el Apéndice “A” Normativo numeral A4 inciso l) Sección 7 primera viñeta de la presente 
norma. 

6.4.2. Comunicación de la Seguridad Operacional. 

El proveedor de servicio deberá desarrollar y mantener medios formales de comunicación e información de 
Seguridad Operacional. 

Nota: El contenido del proceso de Comunicación de la Seguridad Operacional se encuentra descrito en el 
Apéndice “A” Normativo numeral A4 inciso l) Sección 7 segunda viñeta de la presente norma. 

7. Convalidación del Sistema de Gestión de Seguridad Operacional (SMS)  para proveedores de 
servicios extranjeros. 

7.1. Los certificados de aprobación o documentación equivalente, expedidos por Autoridades de Aviación 
Civil, que acrediten el Sistema de Gestión de Seguridad Operacional (SMS) para Proveedores de Servicios 
Extranjeros, serán convalidados por la Autoridad Aeronáutica; siempre y cuando esa Autoridad de Aviación 
Civil cumpla con los estándares y métodos recomendados por la Organización de Aviación Civil Internacional. 

7.2. El Proveedor de Servicios Extranjero debe cumplir con el numeral 11.9.5 de la presente Norma Oficial 
Mexicana para que la Autoridad Aeronáutica convalide su correspondiente SMS. 

8. Grado de concordancia con normas y lineamientos internacionales y con las  normas mexicanas 
tomadas como base para su elaboración. 

8.1. El presente Proyecto de Norma Oficial Mexicana concuerda en forma equivalente con los anexos al 
Convenio sobre Aviación Civil Internacional siguientes: Anexo 1, Capítulo 1, numeral 1.2.4.2 y Apéndice 2, 
numeral 4; Anexo 6, Parte I, Capítulo 3, numeral 3.3; Anexo 6, Parte II, Sección 3, Capítulo 3.3, numeral 3.3.2; 
Anexo 6, Parte III, Sección II, numeral 1.3 y Apéndice 4; Anexo 11, Capítulo 2, numeral 2.29; Anexo 14, 
Volumen I, Capítulo 1, numeral 1.4 y Anexo 19, lo anterior en relación con el artículo 37 del referido Convenio. 

8.2. No existen normas o lineamientos internacionales ni normas o regulaciones técnicas extranjeras que 
hayan servido de base para su elaboración. 
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10. Observancia de esta norma. 

10.1. La vigilancia del cumplimiento de esta Norma Oficial Mexicana le corresponde a la Autoridad 
Aeronáutica. 

11. De la evaluación de la conformidad. 

11.1. Es facultad de la Autoridad Aeronáutica verificar el cumplimiento de las disposiciones administrativas 
normativas, tanto nacionales como internacionales, que garanticen la Seguridad Operacional de las aeronaves 
civiles, así como también es su facultad verificar que se cumplan las especificaciones y procedimientos 
técnicos de la presente norma, que establece las especificaciones que debe tener un Sistema de Gestión de 
Seguridad Operacional. 

Nota 1: La evaluación de la conformidad no puede ser realizada por personas distintas a la Autoridad 
Aeronáutica. 

11.2. Serán sujetos de evaluación de la conformidad el proveedor de servicio, mediante la inspección y/o 
verificación del funcionamiento del SMS a que se refiere la presente norma; así como la revisión, y de 
proceder la autorización, de su Manual SMS y de su Plan de Implementación (cuando este último aplique). 

11.3. Para dar cumplimiento a lo establecido en el numeral anterior, el proveedor de servicio debe 
presentar ante la Autoridad Aeronáutica los siguientes documentos, así como sus respectivas enmiendas, 
conforme lo indicado en el numeral 11.5 de la presente Norma Oficial Mexicana: 

- El Manual SMS, conforme a lo establecido en el Apéndice “A” Normativo de la presente Norma 
Oficial Mexicana y 

- El Plan de Implementación del SMS, conforme a lo establecido en el Apéndice “B” Normativo de la 
presente Norma Oficial Mexicana. 

- La información que le sea requerida a efecto de verificar el funcionamiento del SMS, conforme a lo 
indicado en el Apéndice “A” Normativo, numeral A3.7. y/o el Apéndice “B” Normativo del numeral 
B3.8. de la presente Norma Oficial Mexicana. 

11.4. La Autoridad Aeronáutica tendrá la facultad de requerir al proveedor de servicio modificar su Manual 
SMS o Plan de Implementación, en caso de que éste no sea acorde al tamaño o dimensión de la 
organización, la naturaleza y/o complejidad de las operaciones o actividades aéreas que realicen. 

11.5. La solicitud para ser evaluado en los términos de esta norma debe prepararse en armonía con otros 
ordenamientos aplicables, y presentarse, ante la Dirección de Seguridad Aérea dependiente de la Dirección 
Ejecutiva de Seguridad Aérea de la Autoridad Aeronáutica, en escrito libre en términos de lo dispuesto en el 
artículo 17 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

11.6. Tiempo de respuesta. 

Tres meses contados a partir de la fecha en que se hubiere presentado la solicitud debidamente integrada. 

Si al término del plazo máximo de respuesta, la Autoridad Aeronáutica no ha dado contestación, se 
entenderá que la solicitud fue resuelta en sentido negativo. 

Fundamento jurídico: Artículo 17 Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

La Autoridad Aeronáutica cuenta con un plazo máximo de 30 días naturales a partir de la fecha de 
presentación de la solicitud para requerir al promovente la información faltante y este último cuenta con 10 
días naturales para subsanar las omisiones respectivas, contados a partir de que haya surtido efectos la 
notificación correspondiente. 

11.7. El proveedor de servicio notificará el reporte voluntario a la Autoridad Aeronáutica sobre información 
de eventos que puedan poner en riesgo la seguridad de las operaciones por medio de la plataforma digital 
“Reporte Voluntario” a través del enlace establecido en el sitio web de la Agencia Federal de Aviación Civil, 
con el fin de que sean tomadas las acciones pertinentes. 

11.8. El proveedor de servicio que tenga dos o más actividades referidas en el campo de aplicación de la 
presente Norma Oficial Mexicana, con la misma razón social y cuyo ejecutivo responsable sea el mismo, 
podrá presentarse en un Manual SMS y un solo Plan de Implementación del SMS. 

La persona que se desempeñe como titular del área de Seguridad Operacional no podrá servir en una 
posición similar en otra organización, a menos que obtenga autorización por escrito de la Autoridad 
Aeronáutica siempre y cuando se encuentre en la misma base de operaciones. 

Nota: El personal que conforma el área de Seguridad Operacional no podrá desempeñar un cargo o 
posición similar en otra organización, que se encuentren en distintas bases de operaciones. 
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11.9. La Autoridad Aeronáutica una vez que haya verificado la implementación del total de las fases del 
Plan de Implementación SMS emitirá un certificado de aprobación al sistema de gestión de Seguridad 
Operacional, el cual debe ser solicitado por el proveedor de servicio en un plazo no mayor a los 30 días 
naturales después de haber aprobado la fase IV; en el caso de no solicitarlo se suspenderá su proceso de 
certificación, debiendo iniciar nuevamente su proceso de certificación SMS. La vigencia del certificado está 
sujeta a la conservación de las condiciones que la motivaron, asegurándose de su cumplimiento por medio de 
visitas de verificación de vigilancia SMS. 

11.9.1. El certificado de aprobación al Sistema de Gestión de Seguridad Operacional (SMS) podrá ser 
suspendido o revocado en caso de no mantener las condiciones que motivaron dicha aprobación. 

11.9.2. El certificado de aprobación al Sistema de Gestión de Seguridad Operacional (SMS) será 
suspendido bajo las siguientes condiciones: 

- No atender la verificación. 

- No atender las no conformidades en el tiempo que designe la Autoridad Aeronáutica. 

- No realizar el pago por los derechos de la verificación. 

- Recurrencia de no conformidades que evidencien que algún proceso del SMS no es efectivo. 

- Por suspensión de operaciones del proveedor de servicio derivado de una verificación técnico 
administrativa. 

11.9.3. El certificado de aprobación al Sistema de Gestión de Seguridad Operacional (SMS) será revocado 
bajo las siguientes condiciones: 

- No atender las medidas de seguridad dictadas por la Autoridad Aeronáutica derivado de una 
suspensión. 

- Por el cierre de operaciones del proveedor de servicio. 

11.9.4. En el caso de que el certificado de aprobación al Sistema de Gestión de Seguridad Operacional 
(SMS) sea revocado deberá iniciar nuevamente su proceso de certificación SMS. 

11.9.5. El solicitante que requiera convalidar su certificado de aprobación o documentación equivalente 
expedido por la Autoridad de Aviación Civil, que acredite el Sistema de Gestión de Seguridad Operacional 
(SMS), debe presentar la siguiente documentación: 

- Escrito libre donde solicite la convalidación del SMS. 

- Copia simple del certificado de aprobación o documento equivalente expedido por la Autoridad de 
Aviación Civil, que acredite el Sistema de Gestión de Seguridad Operacional (SMS). 

- Copia simple en formato electrónico del Manual del Sistema de Gestión de Seguridad Operacional en 
idioma español. 

12. Vigencia. 

12.1. La presente Norma Oficial Mexicana entrará en vigor a los 60 días naturales posteriores a su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

13. Transitorio 

ÚNICO. De conformidad con el subinciso (1), inciso (a), numeral 5.4. de la Norma Oficial Mexicana NOM-
008-SCT3-2002, “Que establece los requisitos técnicos a cumplir por los concesionarios y permisionarios del 
servicio al público de transporte aéreo, para la obtención del Certificado de Explotador de Servicios Aéreos, 
así como los requisitos técnicos a cumplir por los permisionarios del servicio de transporte aéreo privado 
comercial”; con referencia a la vigencia del Certificado de Explotador de Servicios Aéreos (AOC), es un 
requisito a cumplir con lo establecido en el numeral 4.3. de la presente Norma Oficial Mexicana. 

APENDICE "A" NORMATIVO, 

CONTENIDO DEL MANUAL SMS 

A1. Introducción. 

Para la determinación del contenido y disposiciones generales del Manual SMS, el proveedor de servicio 
debe considerar diversos factores, tales como el tamaño o dimensión de la organización, la naturaleza y/o 
complejidad de las operaciones o actividades aéreas que realizan. 

Dicho Manual proporciona al proveedor de servicio, un medio para implementar todos los aspectos del 
SMS que correspondan a su organización. 

A2. Disposiciones generales. 

A2.1. Todo proveedor de servicio debe elaborar el Manual SMS, conforme a lo establecido en la presente 
norma y en este Apéndice. 
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A3. Requisitos de presentación del Manual SMS. 

A3.1. El Manual SMS no debe ser contrario a ninguna disposición aplicable, ningún permiso, concesión, 
aprobación o autorización emitida para el proveedor de servicio. 

A3.2. El proveedor de servicio es responsable de establecer y manifestar los derechos de autoría y 
protección de la información contenida en el Manual SMS, sin detrimento de lo establecido en la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental u otra disposición aplicable. 

A3.3. El Manual SMS y sus enmiendas debe: 

a) Debe estar estructurado por secciones que faciliten su revisión y consulta; 

b) Contar con un control de revisiones, índice(s), introducción o prefacio, definiciones y abreviaturas, 
capítulos, e indicar con una línea vertical (lado izquierdo o derecho del margen) el cambio realizado al párrafo 
o texto del documento; 

c) Ser en hoja de color blanco, además de que todas las hojas del manual deben estar numeradas y llevar 
la razón social o denominación, así como logotipo de la organización del proveedor de servicio. De ser el 
caso, la información que se requiera debe aparecer en el color indicado, por ejemplo, tablas de riesgo; 

d) Contener un control de distribuciones incluyendo: política, procedimientos, responsabilidades y 
limitaciones de la edición, impresión, distribución, uso y control de esta información entre su personal, así 
como de las personas o áreas encargadas de este documento en su distribución, actualización y/o vigencia; a 
través de los sistemas de red de área local o de forma individual por cada equipo de cómputo; y 

e) Elaborarse en idioma español, permitiéndose en general el uso de términos aeronáuticos, así como de 
tablas y/o gráficas en otro idioma con su respectiva traducción. 

A3.4. Las enmiendas que se efectúen al Manual SMS, debe presentarse a la Autoridad Aeronáutica en 
formato electrónico y por separado para su revisión, mismas que debe contener las hojas del manual que 
están siendo revisadas, además de una versión completa del manual con la revisión integrada al mismo, 
además de presentarse utilizando formatos de programas de cómputo "de sólo lectura", comercialmente 
disponibles y sin costo de adquisición, o de programas de cómputo compatibles con los que posea la 
Autoridad Aeronáutica. 

A3.5. El proveedor de servicio debe presentar: 

a) El Manual SMS en formato electrónico no editable en un dispositivo de almacenamiento óptico y 
extraíble. 

b) En caso de que el manual se componga de varios volúmenes, éstos deben ir debidamente 
identificados, de acuerdo con el número de volúmenes que contemple dicho manual. 

A3.6. El Manual SMS puede hacer referencia a la documentación técnica o de servicio de fabricantes, así 
como a otras fuentes o manuales y/o documentos autorizados del proveedor de servicio. Dicha información 
debe estar contenida en el dispositivo de almacenamiento que contiene la enmienda del Manual SMS, lo 
anterior para su pronta consulta. 

A4. Contenido del Manual SMS. 

La información que se establece a continuación se considera como ilustrativa mas no limitativa para la 
elaboración del Manual SMS, el cual debe contener y desarrollar lo siguiente: 

Nota: En caso de utilizar una organización diferente a la indicada en la presente norma, se debe señalar 
mediante una referencia cruzada a esta norma, la referencia a cada uno de los puntos señalados. 

a) Portada del Manual SMS; debe contener la base de operaciones y domicilio fiscal; 

b) Presentación del Manual SMS; debe contener fecha de revisión, número de revisión, membrete con 
razón social y/o logotipo del proveedor de servicio en cada página. 

c) Registro de enmiendas; debe contener tres columnas en las que se registre el número de revisión, 
fecha de la revisión, e iniciales del nombre del responsable de las enmiendas, este registro debe estar 
siempre disponible en el Manual SMS, para así mantener las firmas de quienes realizaron las inserciones. 

d) Lista de páginas efectivas; debe registrarse a manera de lista, los siguientes datos: 

- Número de página. 

- Número de revisión. 

- Fecha de revisión de páginas. 

e) Índice general. 



  DIARIO OFICIAL Martes 15 de noviembre de 2022 

f) Sección 1.- Generalidades. 

- Descripción del Contenido del Manual SMS; debe desarrollar para cada capítulo del Manual SMS 
una sinopsis del mismo. 

- Introducción; debe describir las bases, antecedentes y motivos generales para los que se elabora el 
Manual SMS. 

- Descripción del Sistema; debe desarrollar el contenido tomando en cuenta lo siguiente: 

 Las funciones del sistema. 

 Las interacciones del sistema con otros sistemas, en su entorno aeronáutico. 

 Los productos y servicios contratados y/o adquiridos. 

 Los componentes de soporte lógico (ej. reglamentos, manuales, listas de verificación, 
publicaciones, procesos y procedimientos, y soporte lógico de computadora, etc.). 

 Los componentes de soporte físico (ej. equipo, máquinas e instalaciones, etc.). 

 Los componentes de entorno (ej. temperatura, luz ambiental, ruido, vibraciones, calidad del aire, 
condiciones meteorológicas, infraestructura, terreno, etc.). 

 Los componentes de elemento humano y; 

 Los procedimientos que definen las guías para la operación y el uso del sistema. 

- Alcance del SMS; indicar los objetivos que espera alcanzar en cada una de las áreas involucradas en 
el que será aplicado el SMS, así como proveedor(es) subcontratado(s). 

- Política General de Seguridad Operacional. 

 La cual debe estar firmada de manera autógrafa por el Ejecutivo Responsable y ser revisada cada 
dos años; esta periodicidad puede ser menor a la señalada anteriormente por cambios 
organizacionales y/o normativos, así como describir el procedimiento de difusión de la misma. 

- Objetivos de Seguridad Operacional. 

 Incluir un procedimiento para el desarrollo y monitoreo de los indicadores y metas de desempeño de 
Seguridad Operacional; los cuales deben estar en términos de los objetivos de Seguridad 
Operacional que permitan la medición del rendimiento en materia de Seguridad Operacional. 

 El proveedor de servicio debe establecer Objetivos de Seguridad Operacional orientados a procesos 
y resultados; así como indicadores avanzados y de resultados. 

g)  Sección 2.- Distribución del Manual SMS. 

- Área responsable de la administración y control del Manual SMS. 

 Incluyendo la política de distribución interna y externa, agregar un listado de las áreas que 
mantendrán una copia autorizada y actualizada del manual. 

- Política de revisiones. 

 Indicar los motivos por los cuales se debe revisar el contenido del Manual SMS, así como la manera 
de señalar los cambios efectuados. 

- Control de revisiones. 

 Desarrollar las políticas para llevar a cabo las "revisiones" al Manual SMS, así como los 
procedimientos para que dichas revisiones sean del conocimiento del personal y de la Autoridad 
Aeronáutica; así como indicar el área responsable de llevar a cabo tal actividad. 

 El proveedor de servicio no debe hacer uso de boletines y/o revisiones temporales. 

- Documentación del SMS. 

 Desarrollar las políticas para la documentación del SMS (biblioteca de Seguridad Operacional), 
además los procedimientos para garantizar que se cuenta con la información de todos los registros 
de la implementación y mantenimiento del sistema, así como garantizar que el personal de la 
organización cuenta con acceso a ella. 

h)  Sección 3.- Organización del área de Seguridad Operacional. 

- Organigrama 

 Incluyendo un organigrama general de la organización que indique los puestos directivos y la 
ubicación del área de Seguridad Operacional, y otro organigrama específico del área de Seguridad 
Operacional con los nombres y puestos. 
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 El organigrama general debe estar en concordancia con el organigrama de otros Manuales de la 
organización aprobados por esta Autoridad Aeronáutica. 

- Deberes, funciones y responsabilidades. 

 Desarrollar los deberes, funciones y responsabilidades en materia de Seguridad Operacional de cada 
uno de los integrantes que conforman el área de Seguridad Operacional. 

- Personal. 

 Detallar la política de designación (criterios de selección) de cada uno de los integrantes que 
conforman el área de Seguridad Operacional. 

 Nota: Dicho personal puede provenir de diferentes áreas de la organización, considerando que en 
este rol debe poseer independencia y libertad para efectuar las investigaciones y recomendaciones 
que crea necesario en función de su misión, además de reportar directamente al nivel más alto de la 
organización. 

- Junta de Control de Seguridad Operacional y Grupo de Acción de Seguridad Operacional (según sea 
el caso). 

i) Objetivo. 

ii) Integrantes de la Junta de Control de Seguridad Operacional; citando nombres y puestos. 

iii) Periodicidad de reuniones. 

 Se realizarán como mínimo de forma trimestral, e incluir una política de reuniones extraordinarias. 

iv) Políticas de nombramiento. 

v) Políticas de tiempos de atención, a los acuerdos y asuntos generados en dichas reuniones. 

i)  Sección 4.- Plan de Respuesta ante Emergencias. 

i) Objetivo del Plan de Respuesta ante Emergencias. 

ii) Coordinador del Plan de Respuesta ante Emergencias. 

iii) Integrantes del grupo encargado de atender la emergencia. 

 Nombres de integrantes y suplentes, así como puestos. 

iv) Responsabilidades de cada uno de los integrantes, durante la emergencia. 

v) Los esfuerzos para enfrentar la emergencia. 

 Enlistar aquellas organizaciones y/o entidades de las cuales se apoyará para enfrentar la 
emergencia incluyendo directorio telefónico. 

 Enlistar los recursos materiales con los que cuenta para atender una emergencia. 

 Diagrama de flujo de comunicación para la atención de la emergencia. 

vi) Procedimientos para mantener las operaciones o actividades aéreas de manera segura; o de ser 
necesario para la transición de un estado de operación de emergencia a un estado normal 
ordenado y eficiente, tan pronto como sea posible. 

vii) Procedimientos para realizar declaraciones a la prensa y a familiares de las personas 
involucradas en el accidente o incidente, incluyendo los procedimientos para dar asistencia a los 
familiares. 

viii) Procedimientos para brindar asistencia post-evento (psicológica, stress, etc.) a las personas 
involucradas en el incidente o accidente. 

ix) Procedimientos para realizar simulacros a escala real y de gabinete con el grupo encargado de 
atender la emergencia. 

 El proveedor de servicio debe realizar un simulacro al año, el cual puede ser de gabinete o escala 
real, alternando el tipo de simulacro entre un año y otro, los cuales deben ser enfocados a escenarios 
de Seguridad Operacional 

 Nota: En el caso de que al proveedor de servicio no le aplique alguna de las disposiciones 
anteriormente señaladas, realizar la justificación en el apartado correspondiente. 

j)  Sección 5.- Gestión del riesgo de Seguridad Operacional. 

- Identificación de peligros. 

i) Enlistar las fuentes que utilizara la organización para identificar peligros, describiendo los 
procedimientos de cada uno de ellos, así mismo clasificarlas en los métodos reactivo y proactivo. 

 Debe incluir dentro del método proactivo el uso de análisis de Seguridad Operacional que 
permitan obtener relaciones, patrones y tendencias que identifiquen peligros. 
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ii) Debe de contar con un formato interno para notificar la ocurrencia de eventos que puedan poner 
en riesgo la seguridad de las operaciones o actividades aéreas de sus organizaciones, que de 
manera enunciativa y no limitativa contenga lo siguiente: 

 Nombre de la organización y/o persona que reporta; 

 Fecha del reporte; 

 Correo electrónico; 

 Lugar y fecha del evento; 

 Descripción del evento; 

 Riesgo (probabilidad y gravedad); 

 Posible(s) causa(s), y 

 Posible(s) acción(es) de mitigación. 

 Política de confidencialidad y no punitiva. 

 Debe incluir dentro de las fuentes el sistema de reportes obligatorios, reportes voluntarios y sistema 
de notificación a la Autoridad Aeronáutica (numeral 11.7 de la presente Norma Oficial Mexicana).  La 
persona que presente un reporte de Seguridad Operacional debe recibir información sobre la(s) 
decisión(es) o medida(s) que se han adoptado al respecto. 

- Procesos de evaluación y mitigación del riesgo. 

i) Procedimiento de la gestión de riesgo 

 Debe de comprender la identificación de peligros, el nivel de riesgo para cada una de las 
consecuencias, la determinación del índice de tolerabilidad, las medidas de mitigación de dichos 
riesgos y la obtención del riesgo residual. 

 Describir la matriz utilizada para evaluar los riesgos, en términos de probabilidad y gravedad, así 
como los criterios sugeridos para asignar su respectivo índice de tolerabilidad. 

ii) Control de Riesgo. 

 Desarrollar el procedimiento para la atención de cada riesgo evaluado como intolerable. 

 Definir los niveles directivos de la organización con autoridad para tomar decisiones respecto a la 
tolerabilidad de los riesgos. 

 Desarrollar el procedimiento para la distribución de la información obtenida, derivado del proceso de 
gestión de riesgos de Seguridad Operacional. 

k)  Sección 6.- Garantía de la Seguridad Operacional. 

- Observación del rendimiento en materia de Seguridad Operacional. 

 El proveedor de servicio debe respaldar la observación y la medición del rendimiento en materia de 
Seguridad Operacional y confirmar la eficacia de los controles de riesgo de Seguridad Operacional, 
las cuales deben llevarse a cabo, a través de las fuentes abajo descritas, así mismo describir el 
procedimiento de cómo los resultados de dichas fuentes se interpretarán con el fin de observar el 
rendimiento en materia de Seguridad Operacional: 

i) Auditorías de Seguridad Operacional. 

ii) Las constataciones y recomendaciones de investigaciones de Seguridad Operacional. 

iii) Análisis de Seguridad Operacional. 

 Adicionalmente el proveedor de servicio podrá considerar las siguientes fuentes: 

iv) Estudios de Seguridad Operacional. 

v) Programa de análisis de datos de vuelo. 

- Programa de auditorías de Seguridad Operacional. 

i) Objetivo de las auditorías. 

 Mismo que debe comprender lo siguiente, sin ser limitativo: 

 Supervisar el desempeño de Seguridad Operacional de la organización en comparación con 
las políticas, procesos y procedimientos de Seguridad Operacional aprobados. 

 Supervisar las regulaciones aplicables en materia de Seguridad Operacional. 

 Identificar peligros. 
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 La eficacia de las medidas correctivas. 

 Validar la efectividad de los controles de riesgos implementados. 

 La eficacia del SMS. 

ii) Alcance del programa de Auditoría. 

 Donde se incluyan las áreas internas de la organización y a los servicios contratados. 

iii) Programa calendarizado de auditoría. 

 Debe estar siempre disponible en caso de que sea requerido por la Autoridad Aeronáutica. 

iv) Procedimiento para la ejecución de las auditorias de Seguridad Operacional. 

 Mismo que debe comprender lo siguiente, sin ser limitativo: 

 Periodicidad. 

 Planeación de las auditorías de Seguridad Operacional. 

 Notificación. 

 Ejecución. 

 Informe de auditoría. 

 Metodología para la atención de los resultados obtenidos. 

 Cierre de auditoría. 

v) Guías y formularios de las auditorías. 

vi) Personal Auditor. 

 El auditor asignado por el proveedor de servicio debe de contar con curso de procesos de auditoría y 
un curso de SMS por un centro de capacitación y/o adiestramiento autorizado o reconocido por la 
Autoridad Aeronáutica. El proveedor de servicio debe asegurar la imparcialidad del auditor durante el 
proceso de auditoría interna. 

- Investigación interna de Seguridad Operacional. 

 El proceso para la investigación interna de Seguridad Operacional deberá contemplar lo siguiente: 

i) Establecer los criterios para la activación de una investigación de Seguridad Operacional. 

ii) Designación de un investigador: indicar la política para la designación de investigador o grupo de 
investigadores. 

 La investigación debe incluir lo siguiente: 

iii) Establecer cronogramas de sucesos clave, incluyendo las acciones de las personas 
involucradas. 

iv) Incluir análisis de las políticas y procedimientos relacionados con las actividades. 

v) Incluir análisis de las decisiones adoptadas con respecto al suceso. 

vi) Incluir la identificación de los controles de riesgos que estaban implementados y que deberían 
haber evitado que ocurriera el suceso. 

vii) Incluir el análisis de los datos de Seguridad Operacional de sucesos previos o similares. 

viii) Factores contribuyentes. 

ix) Conclusiones y recomendaciones. 

- Análisis de Seguridad Operacional. 

 El proveedor de servicio debe desarrollar un procedimiento para realizar un análisis de Seguridad 
Operacional que incluya algunas de las siguientes metodologías: análisis descriptivo, análisis 
inferencial, análisis predictivo o una combinación de las anteriores, sin ser limitativa, el cual debe 
contemplar lo siguiente: 

i) Especificar las herramientas y la metodología para recopilar y organizar los datos e información 
de Seguridad Operacional. 

ii) Realizar el informe derivado del análisis de los resultados el cual debe identificar uno o varios de 
los siguientes propósitos: 

 Establecer métricas de Seguridad Operacional efectivos. 

 Establecer los medios para la presentación de información de Seguridad Operacional para 
su fácil interpretación de los responsables de la toma de decisiones. 
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 Monitorear el rendimiento en materia de Seguridad Operacional de un determinado sector, 
organización, sistema o proceso. 

 Destacar tendencias y metas en materia de Seguridad Operacional. 

 Identificar factores que provoquen cambios. 

 Identificar conexiones o “correlaciones” entre diversos factores. 

 Comprobar hipótesis. 

 Mejora las capacidades del modelo predictivo. 

 Gestión de riesgos. 

iii) Definir los criterios por los cuales los resultados del informe del análisis de Seguridad 
Operacional serán utilizados para la toma de decisiones. 

iv) Definir los medios para comunicar los resultados de los análisis de datos realizados. 

- Gestión del cambio. 

 El proveedor de servicio debe desarrollar un proceso de gestión del cambio, analizando su impacto 
en materia de Seguridad Operacional antes, durante y después de su implementación para identificar 
peligros que no se visualizaron al inicio del proceso, el cual incluya lo siguiente: 

i) Comprensión y definición del cambio que considere quiénes y qué aspectos se verán afectados 
dentro de la organización. 

ii) Procedimiento para la identificación de peligros relacionados con el cambio y realización de 
evaluaciones de riesgos de Seguridad Operacional, además de considerar examinar las 
consecuencias sobre peligros y controles de riesgos existentes que puedan verse afectados por 
el cambio. 

iii) Plan de Acción, el cual defina qué es lo que deberá realizarse, quiénes serán los responsables 
de las medidas que se apliquen, así como la secuencia y programación de las tareas. 

iv) Aprobación del cambio, es el plan de acción con la firma del responsable con la autoridad para 
realización del cambio en donde garantiza que dicho cambio se efectuara de manera Segura; y 

v) Plan de garantía. 

- Mejora continua del SMS. 

 El proveedor de servicio deberá realizar evaluaciones proactivas (auditorias, encuestas, 
evaluaciones, sin ser limitativa) a instalaciones, equipamiento, documentación, procedimientos, el 
desempeño del personal, los sistemas de control y mitigación de riesgos de Seguridad Operacional, 
donde identifique las áreas o procesos donde se requiera mejorar su desempeño. 

 El procedimiento de mejora continua debe considerar lo siguiente: 

i) Se evalúe la efectividad del proceso donde se implementará la mejora, mismo que identifique las 
causas raíz del bajo desempeño. 

ii) La identificación de las posibles acciones donde se elimine las causas raíz del bajo desempeño 
y prevenga que vuelva a suceder. 

iii) La evaluación de las acciones, que permita corroborar que el bajo desempeño y sus causas raíz 
han sido eliminados o sus efectos disminuidos, que las acciones han funcionado, y que se ha 
logrado la meta de mejora. 

iv) La implementación, validación y documentación de las nuevas acciones implementadas para 
reducir la probabilidad de que vuelva a suceder el bajo desempeño o sus causas raíz. 

v) La reevaluación de la eficacia del proceso donde se implementó la mejora, mismo que permita 
corroborar que se han alcanzado los resultados planificados. 

vi) La comunicación de los resultados obtenidos de la implementación de la mejora a las partes 
involucradas. 

l)  Sección 7.- Promoción de la Seguridad Operacional. 

- Capacitación e Instrucción en materia de Seguridad Operacional. 

 El proveedor de servicio debe definir el proceso de capacitación e instrucción en materia de 
Seguridad Operacional adecuado al nivel de involucramiento y participación del personal en el 
Sistema de Gestión de Seguridad Operacional, el cual debe contar con lo siguiente: 

i) Objetivo. 

ii) Políticas para asegurar la actualización del contenido de los cursos en materia de Seguridad 
Operacional. 
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iii) El procedimiento para supervisar que las enseñanzas adquiridas se apliquen adecuadamente. 

iv) Lista de cursos (inicial y recurrente) y contenido en materia de Seguridad Operacional, así como 
la periodicidad de aplicación entre ellos, la cual no debe ser mayor a dos años. 

v) La política para la capacitación en materia de Seguridad Operacional para personal de nuevo 
ingreso. 

vi) Programa calendarizado de cursos (fechas, nombres del personal, etc.) debe estar actualizada y 
disponible, en caso de que sea requerido. 

vii) Procedimiento de evaluación de los programas de capacitación, en el que se indique el criterio 
para calificar la efectividad de los mismos. (Considerar el resultado de las evaluaciones, 
encuestas de satisfacción y la supervisión de las enseñanzas adquiridas). 

viii) Los procedimientos que se deben implementar para asegurar que el Ejecutivo Responsable y los 
responsables de los departamentos que conforman la organización reciban instrucción 
específica sobre: 

 Política, objetivos de Seguridad Operacional y monitoreo de indicadores. 

 Funciones y responsabilidades en el SMS. 

 Normatividad en materia de Seguridad Operacional. 

 Promoción de la cultura de Seguridad Operacional positiva y eficaz dentro de la 
organización. 

 Garantía de la Seguridad Operacional. 

 El proveedor de servicio que imparta la capacitación e instrucción al interior de la organización debe 
garantizar que el responsable de impartir la capacitación en Seguridad Operacional cuente con 
capacitación específica en formación de instructores y técnicas didácticas, así como un curso cada 
dos años en materia de Seguridad Operacional por un centro de capacitación y/o adiestramiento 
autorizado o reconocido por la Autoridad Aeronáutica. 

 En caso de que el proveedor de servicio se capacite por un Centro de Capacitación, debe garantizar 
que el instructor y el programa se encuentren vigentes y autorizados por la Autoridad Aeronáutica. 

- Comunicación de la Seguridad Operacional. 

 El proveedor de servicio debe desarrollar un proceso de comunicación el cual debe contar con lo 
siguiente: 

i) Los procedimientos para asegurar que todo el personal tiene conocimiento del SMS. 

ii) Los procedimientos para asegurar la difusión de información crítica sobre la Seguridad 
Operacional. 

iii) Los procedimientos para asegurar la difusión de los motivos por los cuales se toman acciones de 
Seguridad Operacional. 

iv) Los procedimientos para asegurar la difusión de las razones de por qué los procedimientos de 
Seguridad Operacional han sido incorporados o cambiados. 

v) Los procedimientos para asegurar la difusión información general en materia de Seguridad 
Operacional. 

vi) Los procedimientos para asegurar la promoción de una cultura de Seguridad Operacional 
positiva y alentar al personal a identificar y notificar peligros. 

vii) Los procedimientos donde se asegure proporcionar comentarios e información al personal que 
presenta notificaciones de Seguridad Operacional respecto de las medidas que se han adoptado 
para abordar las preocupaciones identificadas. 

viii) Los medios formales de comunicación de información de Seguridad Operacional son aquellos 
que se encuentran documentados en el Manual SMS de la organización, pudiendo ser entre 
otros los siguientes, sin ser limitativo: circulares internas, boletines, sitios web o carteles, 
garantizando mantener un registro de su utilización. 

 El proveedor de servicio debe garantizar la difusión de información en materia de Seguridad 
Operacional, se realizarán como mínimo de forma trimestral. 
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m)  Sección 8.- Apéndices. 

- Directorios. 

 Citar los nombres completos, puestos, teléfonos y correos electrónicos de todas las personas del 
Organigrama General, Organigrama de Seguridad Operacional, así como de aquellas dependencias 
de apoyo externo para casos de emergencia. 

- Definiciones y abreviaturas. 

- Bibliografía. 

 Citar todos los documentos empleados para la elaboración del Manual SMS y enunciar los artículos 
específicos en el caso de leyes y reglamentos. 

- Anexos. 

 Incluir aquellos documentos, referencias, formatos, guías, formularios, gráficas, estadísticas y/o algún 
otro elemento que por su importancia considere conveniente considerarlo en el Manual SMS, así 
como el instructivo de llenado. 

APENDICE "B" NORMATIVO, 

PLAN DE IMPLEMENTACION DEL SMS 

B1. Introducción. 

La implementación de un Sistema de Gestión de Seguridad Operacional en una organización es un 
proceso complicado; ya que, deben ser tomados en cuenta diversos factores, entre los cuales se pueden 
mencionar: el conocimiento del proveedor de servicio con respecto a dicho sistema y los recursos con los que 
cuenta la organización para poder implementarlo. 

Por lo que, al dividir la implementación del SMS por fases, permite que el SMS sea mucho más sólido a 
medida que se implementa cada fase; garantizando que la carga de trabajo sea más sencilla, transparente y 
que los recursos de la organización puedan ser asignados parcialmente; con el fin de que dicha organización 
tenga como objetivo una implementación realista del SMS. 

Por lo tanto, en este Apéndice se proponen cuatro fases de implementación del SMS, considerando que 
cada una de ellas esté relacionada con cada uno de los componentes que integran el sistema y los cuales se 
enuncian en el numeral 5.3. de la presente Norma Oficial Mexicana. 

B2. Disposiciones generales. 

B2.1. Todo proveedor de servicio debe elaborar el Plan de Implementación, conforme a lo establecido en 
la presente norma y en este Apéndice. 

B3. Requisitos de presentación del Plan de Implementación. 

B3.1. El Plan de Implementación no debe ser contrario a ninguna disposición aplicable, ningún permiso, 
concesión, aprobación o autorización emitida para el proveedor de servicio. 

B3.2. El proveedor de servicio es responsable de establecer y manifestar los derechos de autoría y 
protección de la información contenida en el Plan de Implementación, sin detrimento de lo establecido en la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental u otra disposición aplicable. 

B3.3. El Plan de Implementación no debe exceder un periodo de 48 meses para su aplicación total, 
garantizando así que la implementación del SMS en la organización sea efectiva. 

B3.4. El Plan de Implementación y sus enmiendas deben: 

a) Estar estructurado por secciones que faciliten su revisión y consulta. 

b) Contar con un control de revisiones, índice(s), capítulos y/o numerales, e indicar con una línea vertical 
(lado izquierdo o derecho del margen) el cambio realizado en el contenido del documento. 

c) Ser en hoja de color blanco, además de que todas las hojas del manual deben estar numeradas y llevar 
la razón social o denominación, así como logotipo de la organización del proveedor de servicio. De ser el 
caso, la información que se requiera debe aparecer en el color indicado, por ejemplo, tablas de riesgo. 

d) Contener un control de distribuciones incluyendo: política, procedimientos, responsabilidades y 
limitaciones de la edición, impresión, distribución, uso y control de esta información entre su personal, así 
como de las personas o áreas encargadas de este documento en su distribución, actualización y/o vigencia a 
través de los sistemas de red, de área local o de forma individual por cada equipo de cómputo; y 

e) Elaborarse en idioma español, permitiéndose en general el uso de términos aeronáuticos, así como de 
tablas y/o gráficas en otro idioma con su respectiva traducción. 
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B3.5. Las enmiendas que se efectúen al Plan de Implementación, deben presentarse a la Autoridad 
Aeronáutica en formato electrónico y por separado para su revisión, mismas que deben contener las hojas del 
Plan de Implementación que están siendo revisadas, además de una versión completa del Plan de 
Implementación con la revisión integrada al mismo, además de presentarse utilizando formatos de programas 
de cómputo "de sólo lectura", comercialmente disponibles y sin costo de adquisición, o de programas de 
cómputo compatibles con los que posea la Autoridad Aeronáutica. 

B3.6. El proveedor de servicio debe presentar: 

a) El Plan de Implementación en formato electrónico no editable en un dispositivo de almacenamiento 
óptico y extraíble. 

B3.7. El Plan de Implementación puede hacer referencia a la documentación técnica o de servicio de 
fabricantes, así como a otras fuentes o manuales y/o documentos autorizados del proveedor de servicio. 
Dicha información debe estar contenida en el dispositivo de almacenamiento que contiene la enmienda del 
Plan de Implementación, lo anterior para su pronta consulta. 

B4. Contenido del Plan de Implementación. 

La información que se establece a continuación se considera como ilustrativa mas no limitativa para la 
elaboración del Plan de Implementación, el cual debe contener y desarrollar la siguiente información: 

Nota: En caso de utilizar una organización diferente a la indicada en la presente norma, se debe indicar 
mediante una referencia cruzada a esta norma, la referencia a cada uno de los puntos señalados. 

a) Portada del Plan de Implementación; debe contener la base de operaciones y domicilio fiscal. 

b) Presentación del Plan de Implementación; debe contener fecha de revisión, número de revisión, 
membrete con razón social y/o logotipo del proveedor de servicio en cada página. 

c) Registro de enmiendas; debe contener tres columnas en las que se registre el número de revisión, 
fecha de la revisión, e iniciales del nombre del responsable de las enmiendas, este registro debe estar 
siempre disponible en el Plan de Implementación, para así mantener las firmas de quienes realizaron las 
inserciones. 

d) Lista de páginas efectivas; debe registrarse a manera de lista, los siguientes datos: 

- Número de página. 

- Número de revisión. 

- Fecha de revisión de páginas. 

e) Índice general. 

f) Sección 1.- Análisis de Faltante. 

Presentar un “análisis del faltante”; es decir, un análisis para identificar cuáles componentes y elementos 
del SMS ya están actualmente incorporados y funcionando en la organización, a fin de determinar qué 
componentes y elementos deben ser agregados, realineados o modificados para la implementación de su 
propio SMS. 

g) Sección 2.- Diagrama Gantt. 

Realizar un Diagrama Gantt, a partir de los resultados obtenidos del análisis del faltante, el Titular del Área 
de Seguridad Operacional desarrollará el Diagrama Gantt de la organización, de acuerdo con el tamaño y 
complejidad de la misma. 

El Plan de Implementación debe estar avalado y firmado por el Ejecutivo Responsable y ser actualizado 
previamente antes de solicitar una inspección por parte de la Autoridad Aeronáutica; esto con el fin que el 
proveedor de servicio verifique que las actividades se han implementado acorde a los tiempos establecidos en 
el Diagrama Gantt y el análisis del faltante esté reevaluado. 

B5. Fases de implementación. 

La información que se establece a continuación se considera como ilustrativa mas no limitativa para el 
Plan de Implementación, el cual debe desarrollarse en las siguientes fases: 

Fase I Planificación y documentación de la implementación del SMS. 

Fase II Procesos reactivos de Seguridad Operacional. 

Fase III Procesos proactivos de Seguridad Operacional. 

Fase IV Garantía de la Seguridad Operacional. 
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B5.1. Fase I Planificación y documentación de la implementación del SMS. 

Durante esta fase se deben establecer los principios básicos de planeación y las líneas de responsabilidad 
del personal involucrado en la implementación del SMS; dichos principios deben surgir del análisis de faltante 
realizado por el proveedor de servicio, permitiendo así, conocer la situación de los procesos de gestión de 
Seguridad Operacional existentes y los que se requieren implementar. 

Para dar cumplimiento a la Fase I, el proveedor de servicio debe presentar ante la Autoridad Aeronáutica 
lo siguiente: 

a) Plan de Implementación. 

b) Manual SMS. 

c) Entrevista y currículum vítae del Titular del Área de Seguridad Operacional. 

B5.2. Fase II Procesos reactivos de Seguridad Operacional. 

En la realización de esta Fase II, se debe poner en práctica aquellos elementos del Plan de 
Implementación, los cuales se refieran a los procesos reactivos; corrigiendo por otro lado los problemas 
detectados en el resultado del análisis de faltante. 

Los procesos contemplados en esta fase son: 

a) Gestión de Riesgo (identificación de peligros de manera reactiva). 

b) Junta de Control. 

c) Capacitación. 

d) Comunicación. 

e) Documentación. 

f) Objetivos, indicadores y metas de desempeño de Seguridad Operacional. 

g) Plan de Respuesta ante Emergencia. 

B5.3. Fase III Procesos proactivos de Seguridad Operacional. 

En la realización de esta Fase III, se debe poner en práctica aquellos elementos del Plan de 
Implementación, tomando en cuenta los puntos indicados en el numeral B5.2, anterior, corrigiendo por otro 
lado los problemas detectados del resultado de la implementación de los procesos de la Fase II e 
incorporando los procesos proactivos: 

a) Gestión de Riesgo (identificación de peligros de manera proactiva). 

Nota: El proveedor de servicio podrá solicitar a la Autoridad Aeronáutica en una inspección la revisión de 
los procesos de Fase II y III; siempre y cuando garantice la implementación de éstos en concordancia a lo 
establecido en el Diagrama de Gantt. 

B5.4. Fase IV Garantía de la Seguridad Operacional. 

En la realización de esta Fase IV, se debe poner en práctica aquellos elementos del Plan de 
Implementación, tomando en cuenta los puntos indicados en los numerales B5.2. y B5.3., anteriores, implica 
la madurez de la gestión de riesgos y la implementación de los procesos de Garantía de la Seguridad 
Operacional; corrigiendo por otro lado los problemas detectados del resultado de la implementación de los 
procesos de las Fases anteriores. 

Los procesos incorporados en esta Fase son: 

a) Observación y medición del rendimiento en materia de Seguridad Operacional. 

b) Gestión del Cambio. 

c) Mejora Continua. 

Las actividades del Plan de Respuesta ante Emergencia deben incluirse en el contenido del Diagrama 
Gantt conforme a la periodicidad establecida en el manual SMS; el proveedor de servicio debe garantizar la 
realización de un simulacro a escala real durante el proceso de Certificación SMS. 

________________________________ 



Martes 15 de noviembre de 2022 DIARIO OFICIAL  

CENTRO NACIONAL DE CONTROL DE ENERGIA 
AVISO mediante el cual se informa de la publicación del Manual de Integración y Funcionamiento del Subcomité 
Revisor de Convocatorias de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Centro Nacional de 
Control de Energía. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Centro Nacional de Control 
de Energía. 

GREGORIO GERARDO CORTÉS VIVEROS, Director de Administración y Finanzas del Centro Nacional 
de Control de Energía, con fundamento en los artículos 25, párrafo quinto, 27, párrafo sexto, 28, párrafos 
cuarto y quinto, 49, párrafo primero y 90, párrafos primero y segundo de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 1o, párrafos primero y tercero, 3o, párrafo primero, fracción I, y 45 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 1o., 2o., 6o., párrafo primero, 11, 12, 14, párrafo primero, 
fracción I, y 15, párrafos primero, segundo y tercero de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales; 1o, 
párrafo primero, 2o, párrafo primero, fracción III, y 3o del Reglamento de la Ley Federal de las Entidades 
Paraestatales; Apartado A, fracción I, numeral 17 de la Relación de Entidades Paraestatales de la 
Administración Pública Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de agosto de 2022; 4 de 
la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 107 y 108 de la Ley de la Industria Eléctrica; PRIMERO, 
párrafo primero, SEGUNDO, VIGÉSIMO SEGUNDO y VIGÉSIMO CUARTO del Decreto por el que se crea el 
Centro Nacional de Control de Energía; 1, párrafo primero, 3, párrafo primero, apartado B, fracción II, 13, 
párrafo primero, fracciones IV, XXII, XXVI y XXVII, y 37, párrafo primero, fracciones X y XXXIV del Estatuto 
Orgánico del Centro Nacional de Control de Energía; Segundo, párrafo primero, fracción II, y párrafo tercero 
del “Acuerdo por el que se instruye a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así 
como a la Procuraduría General de la República a abstenerse de emitir regulación en las materias que se 
indican”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de agosto de 2010, en relación con el “Acuerdo 
que modifica al diverso por el que se instruye a las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, así como a la Procuraduría General de la República a abstenerse de emitir regulación en las materias 
que se indican, publicado el 10 de agosto de 2010”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 21 de 
agosto de 2012; he tenido a bien expedir el siguiente: 

AVISO MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA DE LA PUBLICACIÓN DEL MANUAL DE INTEGRACIÓN Y 
FUNCIONAMIENTO DEL SUBCOMITÉ REVISOR DE CONVOCATORIAS DE OBRAS PÚBLICAS Y 

SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS DEL CENTRO NACIONAL DE CONTROL DE ENERGÍA 

 Denominación: Manual de Integración y Funcionamiento del Subcomité Revisor de Convocatorias 
de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Centro Nacional de Control de 
Energía. 

 Emisor: Comité de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas. 

 Fecha de emisión: 25 de enero de 2022. 

 Fecha de dictamen del Comité de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas: 
25 de enero de 2022. 

 Materia: Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas. 

 Medio de consulta: El documento se encuentra publicado para su difusión y consulta en el sitio de 
internet, en la siguiente liga: 

 https://www.cenace.gob.mx/Docs/Transparencia/Inf_Adm_Fin/Manual%20de%20Integraci%C3%B3n
%20y%20Funcionamiento%20del%20Subcomit%C3%A9%20Revisor%20de%20Convocatorias%20d
e%20Obras%20P%C3%BAblicas%20y%20Servicios%20Relacionados%20con%20las%20Mismas%
20del%20CENACE.pdf 

 Fundamento Jurídico por el que se Publica la Norma: Artículos 25, fracción IV de la Ley de Obras 
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; 27, fracción I de su Reglamento; y 4 de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo. 

 Datos de Identificación de la Norma: Normatividad Interna 

 Homoclave: CENACE-MIF-SURECOP 

 Liga adicional: www.dof.gob.mx/2022/CENACE/MIFSURECOP.pdf 

Ciudad de México, a 17 de octubre de dos mil veintidós.- El Director de Administración y Finanzas del 
Centro Nacional de Control de Energía, Gregorio Gerardo Cortés Viveros.- Rúbrica. 

(R.- 529064) 
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CONSEJO NACIONAL DE CIENCIA Y TECNOLOGIA 
ACUERDO por el que se señalan los días inhábiles correspondientes al ejercicio fiscal 2023 para el Centro de 
Investigación Científica y de Educación Superior de Ensenada, Baja California. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBIERNO DE MÉXICO.- 
Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología.- Centro de Investigación Científica y de Educación Superior de 
Ensenada, Baja California. 

ASUNTO: Días inhábiles del ejercicio 2023 para el Centro de Investigación Científica y de Educación 
Superior de Ensenada, Baja California (CICESE). 

L.C. Saúl Moisés López Medina, Representante Legal y Director Administrativo del Centro de Investigación 
Científica y de Educación Superior de Ensenada, Baja California, Centro Público de Investigación del Consejo 
Nacional de Ciencia y Tecnología, con fundamento en los artículos 28 y 30 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo; 74 de la Ley Federal del Trabajo; 1o., 3o., fracción I y 45 de la Ley Orgánica de 
la Administración Pública Federal; 1o., 2o., 3o., 12, 37 y 59 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales; 
47 de la Ley de Ciencia y Tecnología, así como lo establecido en artículo 12 fracción IV, 21, fracción I, II y V 
del Estatuto Orgánico del Centro de Investigación Científica y de Educación Superior de Ensenada, Baja 
California. 

CONSIDERANDO 

Que la Ley Federal de Procedimiento Administrativo es el ordenamiento legal que regula los actos, 
estableciendo en su artículo 28 que las actuaciones y diligencias deben ser practicadas en días y horas 
hábiles, y señalando como inhábiles los días sábados, domingos, el 1 de enero; 5 de febrero; 21 de marzo; 1 
de mayo; 5 de mayo; 1 y 16 de septiembre; 20 de noviembre; 1 de diciembre de cada seis años, cuando 
corresponda a la transmisión del Poder Ejecutivo Federal, y el 25 de diciembre, así como los días en que 
tengan vacaciones generales las autoridades competentes o aquellos en que se suspendan las labores, los 
que se harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular, que será publicado en el Diario Oficial de 
la Federación. 

Que la Ley Federal del Trabajo establece en su artículo 74 como días inhábiles el 1 de enero; el primer 
lunes de febrero en conmemoración del 5 de febrero; el tercer lunes de marzo en conmemoración del 21 de 
marzo; el 1o. de mayo; el 16 de septiembre; el tercer lunes de noviembre en conmemoración del 20 de 
noviembre; el 1 de diciembre de cada seis años, cuando corresponda a la transmisión del Poder Ejecutivo 
Federal; el 25 de diciembre, y el que determinen las leyes federales y locales electorales, en el caso de 
elecciones ordinarias, para efectuar la jornada electoral. 

Que se han tomado en consideración las disposiciones jurídicas aplicables en materia administrativa y 
laboral permitiendo con ello dar certeza jurídica respecto de los actos que realice el Centro de Investigación 
Científica y de Educación Superior de Ensenada, Baja California, por lo que he tenido a bien expedir el 
siguiente: 

ACUERDO POR EL QUE SE SEÑALAN LOS DÍAS INHÁBILES CORRESPONDIENTES AL  EJERCICIO 
FISCAL 2023 PARA EL CENTRO DE INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA Y DE  EDUCACIÓN SUPERIOR DE 

ENSENADA, BAJA CALIFORNIA 

Artículo 1.- Se establecen para el año 2023 como días de suspensión de labores del Centro de 
Investigación Científica y de Educación Superior de Ensenada, Baja California, durante los cuales no correrán 
plazos, ni vencerán términos legales, además de los sábados y domingos, los siguientes: 

a) 01 de enero del 2023. Año nuevo. 

b) 06 de febrero del 2023. En conmemoración del 05 de febrero por promulgación de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

c) 20 de marzo del 2023. En conmemoración al 21 de Marzo por natalicio de Don Benito Juárez García, 
Benemérito de las Américas. 

d) 01 de mayo del 2023. Día del Trabajo 

e) Periodo del 17 de Julio al 28 de Julio del 2023. Primer periodo vacacional. 

f) 16 de septiembre del 2023. Aniversario de la Independencia de México. 

g) 20 de noviembre del 2023. En conmemoración del 20 de noviembre por aniversario de Revolución 
Mexicana. 

h) Periodo del 18 de diciembre al 29 de diciembre del 2023. Segundo periodo vacacional. 

i) 25 de diciembre del 2023. Navidad 2023. 
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Articulo 2.- De acuerdo a la cláusula 55 del Contrato Colectivo del Trabajo, se establecen como días 
discrecionales para la suspensión de labores en el Centro de Investigación Científica y de Educación Superior 
de Ensenada, Baja California, para el año 2023, durante los cuales no correrán plazos, ni vencerán términos 
legales, los siguientes: 

a) Periodo del 02 de enero al 06 de enero del 2023. Periodo discrecional de descanso. 

b) Periodo del 03 al 07 de abril del 2023. Periodo discrecional de descanso. 

c) 05 de mayo del 2023. Descanso discrecional en conmemoración de la batalla de Puebla. 

d) 02 de noviembre del 2023. Descanso discrecional Día de Muertos. 

Artículo 3.- Se consideran como inhábiles, para todos los efectos legales, los días señalados en el  
artículo 1 del presente acuerdo, por lo que en esos periodos no correrán los plazos que establecen las leyes, 
ni vencerán términos legales. 

Respecto a los días establecidos en el artículo 2, se considerarán inhábiles para efectos de que, en esas 
fechas no correrán los plazos que establecen las leyes ni vencerán términos legales, sin embargo, 
conservarán el carácter de días de descanso discrecionales de conformidad a normativa interna del CICESE, 
es decir se disfrutarán siempre y cuando las tareas asignadas lo permitan y con consentimiento previo de 
área. 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Atentamente 

Ensenada, Baja California a 1 de noviembre de 2022.- Representante Legal y Director Administrativo,  L.C. 
Saúl Moisés López Medina.- Rúbrica. 
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INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS 
TRABAJADORES 

AVISO por el que se da a conocer la modificación a las Reglas para el Otorgamiento de Créditos a los 
Trabajadores Derechohabientes del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 

AVISO POR EL QUE SE DA A CONOCER MODIFICACIÓN A LAS REGLAS PARA EL OTORGAMIENTO DE 

CRÉDITOS A LOS TRABAJADORES DERECHOHABIENTES DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA 

PARA LOS TRABAJADORES. 

Con fundamento en los artículos 123, Apartado A, fracción XII de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y 16, fracción IX; 41, primer párrafo; 44, penúltimo párrafo; 47 y demás relativos y 

aplicables de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, el Consejo de 

Administración del Instituto, en su sesión ordinaria número 872 celebrada el 28 de septiembre de 2022, emitió 

la Resolución RCA-11398-09/22, mediante la cual aprobó la modificación a la fracción II de la Regla Décima 

Primera de las Reglas para el Otorgamiento de Créditos a los Trabajadores Derechohabientes del Instituto del 

Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, para quedar como sigue: 

REGLAS PARA EL OTORGAMIENTO DE CRÉDITOS A LOS TRABAJADORES DERECHOHABIENTES 

DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES 

“DÉCIMO PRIMERA: Características del Suelo destinado a la construcción de vivienda objeto del 

Crédito. 

El suelo que se pretenda adquirir y constituir como garantía a través de un crédito del Infonavit para ser 

destinado a la construcción de vivienda deberá: 

I. ... 

II. Contar a pie del lote objeto del crédito con acceso y/o factibilidad de conexión efectiva y definitiva a la 
provisión de los servicios públicos de energía eléctrica, abastecimiento de agua potable, desalojo de aguas 
residuales y pluviales, alumbrado público, telecomunicaciones y recolección y disposición de residuos sólidos, 
expedida por la autoridad competente de acuerdo con la normatividad estatal o municipal aplicable. 

III. al VII... 

Las Reglas de Negocio... 

El Instituto verificará... 

En el caso...” 

Ciudad de México, a 7 de noviembre de 2022.- El Secretario General y Jurídico, Rogerio Castro 
Vázquez.- Rúbrica. 

(R.- 529202) 

 

 

AVISO por el que se dan a conocer los montos máximos de crédito que otorga a sus derechohabientes el Instituto 
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 

AVISO POR EL QUE SE DAN A CONOCER LOS MONTOS MÁXIMOS DE CRÉDITO QUE OTORGA A SUS 

DERECHOHABIENTES EL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES. 

Con fundamento en el artículo 48 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores, las reglas Cuarta y Décimo Octava de las Reglas para el Otorgamiento de Créditos a los 
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Trabajadores Derechohabientes del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y el 

párrafo 8.4 de las Políticas de Crédito del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, 

en la sesiones ordinarias del H Consejo de Administración número 872 y 873, celebradas los días 28 de 

septiembre de 2022 y 26 de octubre de 2022, respectivamente, mediante las cuales se aprobaron las 

propuestas de modificaciones para otorgar Montos Máximos de Crédito en los productos de Segundo Crédito, 

Adquisición de Suelo, Crédito Tradicional, Infonavit Total y  Crédito Tradicional B, por lo que se hacen del 

conocimiento de las y los trabajadores derechohabientes del Instituto los siguientes: 

Montos máximos de crédito. 

1. Segundo Crédito: 

El monto máximo de Segundo Crédito es de 847 Unidades de Medida y Actualización. 

2. Crédito para Adquisición de Suelo: 

El monto máximo de Crédito para adquisición de Suelo es de 860 UMA para el Perfil A y de 739 UMA 

para el Perfil B; cuando se trate de Crédito para adquisición de Suelo en Cofinanciamiento  es de 325 

UMA. 

3. Crédito Tradicional, Infonavit Total y Crédito Tradicional B: 

El monto máximo de Crédito Tradicional, Crédito Tradicional B y de Crédito Infonavit Total  es de 823 

Unidades de Medida y Actualización. 

El monto máximo de crédito para adquisición de Vivienda en Cofinanciamiento es el publicado mediante el 

Aviso en el Diario Oficial de la Federación de fecha 2 de noviembre de 2022. 

Ciudad de México, a 7 de noviembre de 2022.- El Secretario General y Jurídico, Rogerio Castro 

Vázquez.- Rúbrica. 

(R.- 529201) 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Controversia 
Constitucional 20/2018, así como el Voto Particular y Concurrente de la señora Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Votos Particulares de los señores Ministros José Fernando Franco González Salas, Javier Laynez 
Potisek y Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 20/2018 

PROMOVENTE: MUNICIPIO DE GENERAL 

ESCOBEDO, ESTADO DE NUEVO LEÓN. 

MINISTRA PONENTE: YASMÍN ESQUIVEL MOSSA 

SECRETARIO: JOSÉ JUAN TORRES TLAHUIZO 

SECRETARIO AUXILIAR: RODRIGO ARTURO CUEVAS Y MEDINA 

VO.BO. 

MINISTRA: 

Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
correspondiente al once de febrero de dos mil veintiuno. 

Cotejó 

VISTOS; Y 

RESULTANDO: 

PRIMERO. Presentación de la demanda, poderes demandados y actos impugnados. Por escrito 
recibido el veintidós de enero de dos mil dieciocho1, en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia 
de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Clara Luz Flores Carrales y Lucía Aracely Hernández López, 
quienes se ostentaron como Presidente Municipal y Síndico Segunda, ambos del Municipio de General 
Escobedo, Estado de Nuevo León, promovieron controversia constitucional en contra del Poder Ejecutivo 
Federal, las Cámaras de Diputados y de Senadores del Congreso de la Unión, y de los Poderes Legislativo y 
Ejecutivo, estos últimos de la citada entidad federativa, en la que impugnan: 

“NORMAS, ACTOS U OMISIONES CUYA INVALIDEZ SE RECLAMA.- Se constituyen por 
los actos impugnados desde el escrito inicial de demanda, consistentes en: 

1.- La iniciativa, discusión, aprobación, refrendo, sanción, promulgación y publicación de 
la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (en 
adelante la LGAHOTDU), expedida por el Congreso de la Unión, con motivo del primer 
acto de aplicación en perjuicio del Municipio que representamos, a través del Decreto 
Legislativo 312 (trescientos doce), expedido por el Congreso del Estado de Nuevo León, 
que contiene la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano del Estado de Nuevo León (LAHOTDUNL), publicada en el Periódico Oficial del 
Estado el 27 (veintisiete) de noviembre del año 2017 (dos mil diecisiete). 

2.- La omisión por parte del Poder Ejecutivo Federal, de formular al Congreso General las 
observaciones (veto) a que se refiere el Apartado “A” del artículo 72 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, respecto a la referida ley impugnada; 

Asimismo, acudimos ante este Alto Tribunal a impugnar los siguientes actos y normas, 
con motivo de su publicación en el Periódico Oficial del Estado de Nuevo León: 

3.- La discusión, aprobación, refrendo, sanción, promulgación y publicación de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo 
León (LAHOTDUNL), contenida en el Decreto Legislativo 312 (trescientos doce) del 
Congreso del Estado de Nuevo León, publicado en el Periódico Oficial del Estado el día 
27 (veintisiete) de noviembre de 2017 (dos mil diecisiete). 

                                                 
1 Fojas 1 a 91 del expediente principal. 
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Se reclaman, además, las consecuencias directas o indirectas, mediatas o inmediatas, 
que de hecho o por derecho deriven o resulten de las normas y actos cuya invalidez se 
reclama, descritos con anterioridad.” 

SEGUNDO. Preceptos constitucionales que se estiman violados. La parte actora señaló como 
violentados los artículos 1o., 14, 16, párrafo primero; 17, 25, párrafos primero y tercero; 26, apartado A; 27, 
párrafos segundo y tercero; 29, 35, fracciones III y VIII; 36, fracción III; 39, 40, 41, párrafo primero; 49, 72, 73, 
fracción XXIX-C; 89, fracciones I y II; 90, 91, 92, 93, 115, párrafo primero y fracciones I, párrafo primero, II, 
párrafos segundo, tercero e incisos a), c), d) y e), III, incisos a), g), e i), V, VI y VIII; 116, párrafos primero y 
segundo, y fracciones III, V y VII; 124, 128, 133 y 136 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

TERCERO. Conceptos de invalidez. La parte actora formuló los conceptos de invalidez que estimó 
pertinentes, los cuales se sintetizan como sigue: 

Impugnaciones dirigidas a la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano. 

 PRIMERO. Falta de competencia del Congreso de la Unión para ampliar el objeto de la Ley 
General impugnada y regular de manera sustantiva lo relativo al ordenamiento territorial, uso 
del suelo y planificación urbana, en violación a los artículos 73, fracción XXIX-C, en relación con 
los diversos 40, 41, párrafo primero, 115, fracción V, incisos a), d), f) y h), y último párrafo, 124 y 133, 
todos de la Constitución Federal. 

 El Congreso de la Unión carece de competencia para regular el contenido de las normas y 
políticas públicas locales y municipales (fundación, crecimiento, mejoramiento, consolidación y 
conservación, así como movilidad urbana) para ordenar el uso del territorio y fijar los criterios 
aplicables. 

 A través de la Ley General impugnada, el Congreso de la Unión determina el contenido y alcance 
de las disposiciones locales en materia de planeación urbana, zonificación del territorio y la 
mezcla de usos de suelo, pues se arrogó la facultad de establecer que los Estados deben emitir 
disposiciones, por un lado, “para la asignación de usos de suelo y destinos compatibles”, 
“promoviendo la mezcla de usos de suelo del suelo mixtos”, y “procurando integrar las zonas 
residenciales, comerciales y centros de trabajo”; y por otro, “para la asignación de usos del 
suelo y destinos compatibles” y “para que se permitieran o consideraran compatibles los 
servicios públicos relacionados con la infraestructura de telecomunicaciones y de 
radiodifusión, con cualquier uso de suelo y para las zonas urbanizables y no urbanizables”. 

 Por otra parte, la Ley General impugnada ordena que la zonificación secundaria que se previera 
en los planes o programas de desarrollo urbano municipal, debía obedecer a los siguientes 
criterios: 1) Que solo en las zonas de conservación se puede regular la mezcla de usos de suelo y 
sus actividades; 2) Que en las zonas que no se determinaran como de conservación, se deben 
permitir y considerar compatibles los usos residenciales, comerciales y centros de trabajo, 
quedando prohibido establecer una separación entre los mismos, siempre y cuando éstos no 
amenacen la seguridad, salud e integridad de las personas, o rebasen la capacidad de los servicios 
de agua, drenaje y electricidad o la movilidad; y 3) Que en las zonas que no se determinaran como 
de conservación, se deberá permitir la densificación en las edificaciones, siempre y cuando no se 
rebase la capacidad de los servicios de agua, drenaje y electricidad o la movilidad; caso en el cual 
los promotores o desarrolladores deberán asumir el costo incremental de recibir estos servicios. El 
Congreso Federal llega al extremo de establecer que las políticas y programas de movilidad 
deberán promover los usos del suelo mixtos, la distribución jerárquica de equipamientos, 
favorecer una mayor flexibilidad en las alturas y densidades de las edificaciones y evitar la 
imposición de cajones de estacionamiento. 

Así, el Congreso de la Unión, de manera injustificada, amplió el objeto de la ley, pretendiendo 
imponer, bajo el principio de jerarquía normativa, la orientación y el contenido de las políticas 
públicas urbanas locales y municipales (crecimiento, conservación, mejoramiento y 
consolidación), así como reglas y prohibiciones específicas relacionadas con la forma en que 
las autoridades de esos niveles de gobierno, ejerzan sus atribuciones constitucionales al 
expedir las leyes estatales, así como los planes y programas de desarrollo urbano 
municipales, reduciendo con ello el ámbito de libertad necesario para desarrollar sus competencias 
constitucionales. 
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Las competencias constitucionales del Municipio, en su aspecto sustantivo, constituyen la 
existencia de un margen de libertad política suficiente para cumplir con el objeto de su 
existencia y, por ende, configurar, en términos democráticos, los aspectos fundamentales y 
características particulares de su modelo de desarrollo urbano, tanto en el ejercicio de su 
potestad reglamentaria, como en el ámbito de la actividad técnica de planeación urbana, así como la 
administración y control del ordenamiento territorial y desarrollo urbano. 

El Congreso de la Unión, al expedir la Ley General impugnada, no se limitó a distribuir competencias 
entre los distintos ámbitos de gobierno que conforman al Estado Mexicano, sino que extralimitó su 
función delegada al materialmente legislar en materia de ordenamiento del territorio y el 
desarrollo urbano de los Municipios y sus respectivos centros de población, anulando el 
ámbito de libertad política y técnica necesario para que los Estados y Municipios puedan 
configurar su régimen interior, bajo los principios democráticos que inspiran el pacto federal y el 
sistema distribución de competencias. 

Al respecto, el Pleno de esa Suprema Corte de Justicia, al resolver el amparo en revisión 120/2002, 
precisó que las leyes generales se encuentran por debajo de la Constitución Federal y los tratados 
internacionales, por lo cual debe tenerse en cuenta que así como los Estados y Municipios deben 
sujetar el ejercicio de sus funciones a los mandatos de la Carta Magna, también el Congreso de la 
Unión, por lo que, al expedir leyes generales, siempre debe respetar los principios o mandatos de 
optimización de ese Pacto Fundamental. 

El artículo 3 de la abrogada Ley General de Asentamientos Humanos, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el veintiuno de julio de mil novecientos noventa y tres, preveía un catálogo de 
políticas públicas mediante el cual Estados y Municipios, o bien, coordinados entre sí, podían 
elegir, mezclar y prioriza, el ejercicio de sus atribuciones constitucionales en materia de 
ordenamiento territorial y desarrollo urbano. La existencia de ese catálogo garantizaba el margen 
de libertad política y jurídica necesario y suficiente para que los Estados y Municipios 
eligieran la orientación y aspectos fundamentales, mediante los cuales procurarían mejorar la 
calidad de vida de la población rural y urbana dentro de sus jurisdicciones territoriales. Así, se 
reflejaba un auténtico federalismo, en cuanto parte de la premisa implícita de que las diferencias 
existentes entre Municipios o centros de población, inclusive entre los Estados, exige preservar una 
variedad de alternativas para lograr la meta de mejorar la calidad de vida de la población rural y 
urbana, cuya elección concreta o priorización no podía ni convenía predeterminarse en una Ley 
General. 

En cambio, en la Ley General impugnada, contrario a la postura de prever un catálogo de 
estrategias, el Congreso de la Unión, abandonó dicha postura. 

La elección de estrategias, criterios o políticas públicas a implementar en un determinado 
Municipio o centro de población escapa del ámbito competencial y de la representación 
política y jurídica del Congreso Federal, pues para ello existen autoridades estatales y, 
principalmente, municipales, las cuales tienen la obligación de prestar los servicios a que se refiere la 
fracción III del artículo 115 constitucional. 

El artículo 73, fracción XXIX-C, constitucional, circunscribe la facultad del Congreso de la 
Unión únicamente a la materia de asentamientos humanos, sin incluir de manera sustantiva y 
exclusiva las materias de ordenamiento territorial, uso de suelo, desarrollo urbano, ni mucho 
menos movilidad o servicios públicos municipales (transporte público, agua, drenaje, 
alcantarillado, alumbrado). 

Al ser el Estado Mexicano una Federación y no un Estado unitario, el ordenamiento territorial debe 
respetar los principios del sistema federal, motivo por el cual, para considerar que el ordenamiento 
territorial y/o planificación del uso de suelo pudiera ser competencia del Congreso de la 
Unión, tendría que existir una facultad constitucional expresa, en términos de los artículos 40, 
41, párrafo primero, 124 y 133 constitucionales. 

La Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura identificado, en 
términos generales, como elementos comunes en todas las definiciones de ordenamiento territorial o 
de planificación del uso de suelo: i) la finalidad de un desarrollo equilibrado y la transformación física 
del espacio de acuerdo a una estrategia común; ii) el planteamiento desde lo local hacia lo nacional; 
iii) la necesidad de un abordaje interdisciplinario e integrado; y iv) la consecuencia directa de la 
interrelación de competencias y potestades administrativas. Tales elementos coinciden con el espíritu 
del artículo 115 de la Constitución Federal y confirman la idea de que el Municipio es la piedra 
angular sobre la cual se construye la sociedad nacional, de manera que el planteamiento de las 
políticas públicas del desarrollo de los centros de población, deben partir desde lo local hacia 
lo nacional, bajo un esquema de articulación democrática efectiva de competencias 
constitucionales, que respete los principios del sistema federal y la autonomía municipal. 
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Aun cuando el artículo 115, fracción V, primer párrafo, de la Constitución Federal, establece que las 
facultades de los Municipios serán ejercidas en términos de las leyes federales y estatales relativas, 
no puede perderse de vista que tales competencias siguen teniendo un carácter sustantivo por 
esa misma previsión constitucional, pues tanto las leyes federales, como las generales y locales, 
tienen todas definidas su objeto material conforme a la Constitución. 

En términos de los artículos 124 y 133 constitucionales, al referirse al diverso 115, fracción V, primer 
párrafo, a “leyes federales”, no se refiere en estricto sentido a la “ley general” en materia de 
asentamientos humanos ni al resto de “leyes generales”, sino a las leyes federales a que se 
contraen las fracciones X, XIII, XVI, XVII, XVIII y XIX del artículo 73 constitucional, ello en la 
medida en que se relacionen en su aspecto sustantivo con las materias a que se refieren cada 
una de las competencias constitucionales a que se refiere el propio artículo 115, fracción V, del 
Magno Ordenamiento. 

En cambio, las leyes generales se relacionan de manera diferente con el ejercicio de las facultades 
establecidas en el artículo 115, fracción V, citado, pues éstas tienen por objeto articular las 
competencias constitucionales de los diferentes órdenes de gobierno, sin llegar al extremo de 
anular el aspecto sustantivo de las competencias constitucionales de los Estados y 
Municipios, en lo que corresponde a su jurisdicción territorial; es decir, sin cancelar el margen 
de libertad política necesaria para configurar su propio y particular contexto, ni la libertad para 
adoptar e implementar políticas públicas que estimen más convenientes en materia de ordenamiento 
territorial y desarrollo urbano de centros de población ubicados dentro de su jurisdicción. 

Por tanto, el objeto de la regulación de la Ley General impugnada resulta inconstitucional, por 
haber sido ampliado por el Congreso de la Unión, sin contar con facultades expresas para tal 
efecto, invadiendo, restringiendo y anulando el aspecto sustantivo de las competencias 
constitucionales expresamente conferidas a los Municipios, al grado de distorsionar el sistema 
federal de distribución de competencias y provocar un deficiente e incorrecto desempeño de los 
Ayuntamientos como órganos de representación política en el ámbito del gobierno municipal y de las 
comunidades locales, en lo que se refiere al ordenamiento territorial y uso del suelo, así como 
la planificación urbana. 

 SEGUNDO. La Ley General impugnada, expedida por el Congreso de la Unión, viola la forma 
del Estado Federal, al no dejar margen de libre apreciación a los Estados y Municipios para 
que, atendiendo a sus particularidades, apliquen sus propias políticas urbanas y establezcan 
las normas y actuaciones urbanísticas necesarias para cumplir con los fines esenciales de la 
materia, previstas en el párrafo tercero del artículo 27 de la Constitución Federal. 

El Congreso Federal no se limita al cumplimiento estricto de una función delegada por el Poder 
Constituyente, ni satisface los principios constitucionales de certeza y seguridad jurídica, para 
justificar la invasión de la competencia municipal en materia de ordenamiento territorial de los 
asentamientos humanos y de desarrollo urbano, en lo que concierne a su régimen interior y 
jurisdicción territorial. 

El ordenamiento territorial y la consecuente regulación del uso de suelo y sus compatibilidades, como 
instrumento de planificación del desarrollo, exige el ejercicio de una potestad administrativa 
previamente conferida a un determinado órgano o entidad; en la medida en que es necesario 
que el mismo sea resultado de un proceso técnico-administrativo que sirva para orientar el más 
adecuado desarrollo y localización de actividades económicas y sociales en un espacio 
determinado. 

En este esquema, existen diversas variables físicas, medioambientales y socioeconómicas que 
los urbanistas y otros especialistas requieren tomar en cuenta para sugerir las políticas públicas más 
adecuadas en un contexto particular específico, que, por lo mismo, no pueden aplicarse en forma 
generalizada para todos los Municipios o centros de población. 

Por ello es que, en el ámbito de concurrencia de los tres órdenes de gobierno en materia de 
asentamientos humanos, la ley que expide el Congreso de la Unión, en términos del artículo 73, 
fracción XXIX-C, constitucional, sólo puede establecer una regulación básica o estructural  (de 
eficacia delimitativa), para posibilitar que los órdenes de gobierno locales y municipales desarrollen 
sus propias potestades constitucionales. 
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 TERCERO. Las políticas de flexibilizar la mezcla de los usos de suelo y la densificación de los 
centros de población como medios para hacer más eficiente el aprovechamiento del territorio, 
contrario a lo que supuso la exposición de motivos de la iniciativa de la Ley General 
impugnada, no son nuevas ni eran incompatibles con la abrogada Ley General de 
Asentamientos Humanos. La Ley General impugnada establece criterios de la máxima 
flexibilización en la mezcla de usos de suelo y la máxima densificación de población y de 
construcciones que deben obedecerse, con lo cual impone y regula a detalle los criterios que 
deben imperar en la ordenamiento territorial de asentamientos humanos y la planeación del 
desarrollo urbano, coartando la libertad de los Poderes locales y los Ayuntamientos para 
configurar su respectivo régimen interior en el ámbito de sus competencias, sin considerar las 
necesidades particulares, preferencias y características políticas, sociales, históricas, económicas, 
biogeográficas, poblaciones y urbanísticas de cada Estado y Municipio. 

Lo anterior, siendo que definir y detallar objetivos específicos, políticas públicas individuales y 
estrategias particulares, implica el ejercicio de facultades administrativas discrecionales cuyo 
ejercicio debe estar orientado por la libre apreciación de las circunstancias y necesidades 
particulares de cada localidad. 

Por lo menos en lo que se refiere al Área Metropolitana de Monterrey y al centro de población 
localizado en el Municipio actor, los instrumentos normativos expedidos al amparo de la 
abrogada Ley General de Asentamientos Humanos, avanzaron bajo la línea de pensamiento de 
que resulta necesario hacer más eficiente el aprovechamiento del territorio, flexibilizando en 
algunas zonas o distritos la mezcla de los usos del suelo y la densificación de los centros de 
población. 

Los instrumentos normativos invocados procuran la implementación de políticas de flexibilización de 
la mezcla de los usos de suelo y la densificación de los centros de población como medios para 
hacer más eficiente el aprovechamiento del territorio, de manera racional y democrática, por 
zonas o áreas estratégicas, también llamados distritos o polígonos de actuación, con la 
participación directa de los ciudadanos interesados, bajo los principios que inspiran los 
modelos de democracia participativa y deliberativa. 

Asimismo, tampoco restringen ni anulan el margen de libertad necesario para que cada 
gobierno municipal pueda realizar por sí mismo la apreciación y evaluación de las 
circunstancias particulares de cada centro de población y de los intereses y/o preferencias de 
sus habitantes, para elección de las políticas públicas de desarrollo urbano que se estimen 
convenientes o necesarias en un momento determinado. 

La abrogada Ley General no excluía otras alternativas, ni imponía el criterio de que la única 
opción viable era permitir indiscriminadamente en todo el país la mezcla de todos los usos de 
suelo y la máxima densificación en todas las zonas o distritos de todos los centros de 
población. 

Con la Ley General impugnada, todas las políticas públicas deben tender a la consolidación 
de los centros de población y a la no restricción de la voluntad de los propietarios o 
poseedores de los predios, terrenos o lotos en el aprovechamiento de los mismos, sin 
importar los intereses y/o preferencias de los habitantes de cada centro de población o ciudad 
(criterio bajo el cual pretende diluir la función social que el artículo 27, párrafo tercero, de la 
Constitución Federal, le atribuye al derecho de propiedad privada). 

La Declaración de Estambul sobre Asentamientos Humanos y Programa de Hábitat, como la 
Declaración de Quito sobre Ciudades y Asentamientos Sostenibles para Todos; la Ley de Desarrollo 
Urbano del Estado de Nuevo León, el Plan Metropolitano 2000-2021 de Desarrollo de la Zona 
Conurbada de Monterrey y el Plan de Desarrollo Municipal del Municipio actor, permiten comprender 
que a nivel internacional, regional y local se ha considerado conveniente y oportuno adoptar 
políticas públicas que permiten flexibilizar las normas urbanísticas que regulan la mezcla de 
los usos de suelo y la densificación de centros de población. 

Así, en el ámbito local y municipal se han ejercido potestades públicas atendiendo a las 
particularidades y características propias de esta zona metropolitana y de los centros de 
población que la integran, siguiendo el mecanismos de participación ciudadana denominado 
“consulta pública” previsto por la propia Ley General abrogada, para la expedición de dicha 
clase de criterios normativos, y circunscribiendo la implementación de esa clase de políticas de 
flexibilización a “zonas o áreas estratégicas” o “distritos de desarrollo específicos o políticos 
de actuación”, para el crecimiento ordenado de cada una de esas categorías de asentamientos 
humanos. 
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Así, las impugnaciones hechas valer se relacionan estrechamente con las limitaciones 
impuestas en la Ley General impugnada a la participación ciudadana, que pretenden reducirla a 
meros actos testimoniales o de acompañamiento sin la fuerza política y jurídica suficiente para incidir 
positivamente en la toma de decisiones de las autoridades políticas democráticamente elegidas en 
los Estados y Municipios, en lo que al régimen interior del desarrollo urbano concierne. 

Debe analizarse el contenido y alcance de los artículos 1, en todas sus fracciones, especialmente la 
número IV, 2, fracciones VIII, XIV y XXI, 3, en todas sus fracciones, particularmente VI, VII, XV y 
XVIII, 5, fracciones I y V, 6 y 7, en todas sus fracciones, particularmente I y II, 8, fracciones III, XI y 
XII, 9, fracciones I, III, X, XII, XIII y XIV, 11, especialmente el segundo párrafo, 12, 14, 15, 16, 27, 28, 
31, 32, en todas sus fracciones, particularmente I y VII, 33, fracciones III y IV, 34, 35, en todas sus 
fracciones, particularmente I, II, III, IV, V y VI, 48, 49, en todas sus fracciones, especialmente I, II, III y 
VII, y 50 de la ahora abrogada Ley General de Asentamientos Humanos; y 1, especialmente la 
fracción IV, 3, fracciones XII, XIX, XXXVI, XXXVIII, XXXIX y XL, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, especialmente las 
fracciones II y XX, 11, especialmente las fracciones I, III, XI, XVII, XIX y XXI, 22, 23, 24, 25, 26, 28, 
29, 30, 32, último párrafo, 34, especialmente las fracciones IV y VI, 37, 38, 40, 41, 44, 47, 52, 
especialmente las fracciones I, II y VII, 53, especialmente las fracciones IV y VI, 54, fracción IV, 59, 
60, fracciones VII y IX, 71, fracciones I y II, 76, párrafo primero, y 93 de la Ley General impugnada. 

Mientras que la Ley General impugnada restringe y anula el ámbito de libertad política y jurídica de 
las autoridades locales y municipales para la construcción de sus respectivos ordenamientos 
jurídicos en materia de asentamientos humanos y de desarrollo urbano; por otro lado, reduce la 
participación ciudadana y vecinal al mero análisis y reflexión de la problemática urbana, por lo 
que ahora los ciudadanos y vecinos no pueden hacer ni exigir a las autoridades locales, propuestas 
significativas en aspectos relevantes como la determinación y control de la zonificación, a los usos y 
destinos de áreas y predios de los centros de población, ni la construcción y mejoramiento de la 
vivienda interés social y popular, en comparación con los derechos que comprendía la 
participación ciudadana en la abrogada Ley General de la materia. 

De tal suerte que, bajo la Ley General impugnada, los artículos 1, 39, 40, 41, 49, 115 y 133 
constitucionales carecerían de eficacia democrática, pues aún y cuando en los gobiernos locales y 
municipales existan autoridades políticas integradas por representantes elegidos democráticamente 
por los ciudadanos habitantes de cada entidad o Municipio; los principios, mandatos y obligaciones 
que derivan de dichos preceptos constitucionales y que deben regir la actuación de las autoridades 
estatales o municipales, quedarán sujetos a dicha Ley General. 

En el contexto normativo de la abrogada Ley General de la materia, en términos de su artículo 35, las 
competencias de los Municipios previstas en los incisos a) y d), y penúltimo párrafo de la fracción V 
del artículo 115 constitucional, significaban la obligación de determinar: 1) las áreas que integran y 
delimitan los centros de población; 2) los aprovechamientos predominantes en las distintas zonas de 
los centros de población; 3) los usos y destinos permitidos, condicionados y prohibidos; 4) las 
disposiciones aplicables a los usos y destinos condicionados; 5) la compatibilidad entre los usos y 
destinos permitidos, así como 6) las densidades de población y construcción, entre otras. 

Con la Ley General impugnada, conforme a su artículo 59, las facultades de planeación, zonificación, 
autorización de usos de suelo y de reglamentación, son reducidas y prácticamente anuladas 
mediante las obligaciones de: 1) regular la mezcla de usos de suelo en las zonas de conservación;  
2) de considerar compatibles y, por tanto, de “no separar” los usos de suelo residenciales, 
comerciales y centros de trabajo; 3) de permitir la densificación en las edificaciones; y 4) de 
garantizar la consolidación de una red coherente de vialidades primarias, dotación de espacios 
públicos y equipamientos suficientes y de calidad. 

Lo anterior, en el entendido de que a través de la abrogación de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, se eliminó la obligación a cargo de las legislaturas de expedir 
disposiciones para determinar la proporción que debía existir entre las áreas verdes y las 
edificaciones destinadas a la habitación, servicios urbanos y actividades productivas; es decir, 
de normas que salvaguardan la adecuada mezcla de usos de suelo que debían procurar los 
Municipios en el ejercicio de sus facultades de planeación, zonificación, asignación de usos de 
suelos o aprovechamientos predominantes para cada zona de los centros de población, y de 
reglamentación, mediante el establecimiento de usos y destinos permitidos, condicionados y 
prohibidos, de las disposiciones aplicables a los usos y destinos condicionados, a la compatibilidad 
entre los usos y destinos permitidos, así como a las densidades de población y construcción,  entre 
otras. 
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Tal eliminación obedece a la intención de que no exista más una separación o mezcla 
adecuada entre usos de suelo predominantes, compatibles, condicionados y prohibidos, no 
obstante que la existencia de estas categorías normativas no impide la mezcla de usos de suelo, ni 
son contrarias a los principios de derecho a la propiedad urbana, coherencia y racionalidad, 
productividad y eficiencia o accesibilidad universal y movilidad, que introduce la Ley General 
impugnada. 

 CUARTO. Violaciones al proceso legislativo de la Ley General impugnada, que derivan del 
principio democrático y del sistema de representación política. Las Cámaras de Diputados y de 
Senadores del Congreso de la Unión aprobaron los respectivos dictámenes de las Comisiones 
Legislativas sin observar las formalidades esenciales que exige el principio democrático 
contemplado en el artículo 72, en relación con los diversos 39, 40 y 41 de la Constitución Federal y 
que prescribe el Reglamento del Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, a fin de dar estudio y publicidad debidos para la auténtica discusión democrática a 
los dictámenes respectivos que contenía los proyectos de la Ley General impugnada. 

De la revisión del proceso legislativo se puede advertir que ninguna de las Cámaras del Congreso 
de la Unión turnó la iniciativa y minuta con proyecto de dicha Ley General a sus respectivas 
Comisiones de Puntos Constitucionales; de manear que los diputados y senadores encargados 
de estudiar y dictaminar no estuvieron en condiciones de participar en la discusión democrática del 
proyecto de ley respectivo. 

Además, no existe constancia de que los Presidentes de las Comisiones Legislativas de la 
Cámara de Diputados que sí participaron en el estudio y dictamen de la minuta con proyecto de la 
Ley General impugnada, hayan citado con la debida oportunidad a los integrantes de las 
Comisiones respectivas a la sesión donde finalmente se aprobó el dictamen correspondiente. 

Asimismo, es claro que tanto en la Cámara de Diputados, como en la de Senadores, se discutieron 
y aprobaron en las sesiones de doce y trece de octubre de dos mil dieciséis, los respectivos 
dictámenes con el proyecto de la Ley General impugnada, sin haberse remitido a todos los 
diputados y senadores tales dictámenes para su conocimiento y estudio, sin haberse 
publicado tales dictámenes con la anticipación debida en las gacetas parlamentarias 
correspondientes, y sin encontrarse listados en el orden del día de cada una de dichas 
sesiones públicas la lectura ni la discusión de los mismos. 

En el caso de la Cámara de Senadores, las Comisiones involucradas supuestamente 
sesionaron, sin que exista constancia fehaciente de ello, el trece de octubre de dos mil 
dieciséis, mismo día que les fue turnada con modificaciones la minuta con proyecto de ley remitida 
por la Cámara de Diputados, sin que mediara convocatoria o cita de sus respectivos 
presidentes, elaborando un supuesto dictamen sobre dicha minuta, respecto del cual no existe 
constancia de que fuera remitida por el Presidente de la Mesa Directiva de esa Cámara de 
Origen para que finalmente se discutiera y aprobara el mismo día trece de octubre de dos mil 
dieciséis. 

Así, los diputados y senadores que finalmente aprobaron la Ley General impugnada, no tuvieron ni 
se dieron tiempo suficiente para leer y comprender los alcances normativos de dicha ley, lo 
que irresponsablemente anuló cualquier posibilidad real de generar discusión pública y 
auténticamente democrática que exige el artículo 72 constitucional. 

Tan evidente fue la violación, que el doce de octubre de dos mil dieciséis, un integrante de la 
Cámara de Diputados, Juan Romero Tenorio, interpuso una moción suspensiva para que el 
dictamen que contenía el proyecto de la Ley General impugnada fuera devuelto a Comisiones y 
existiera la posibilidad de atender las omisiones y contradicciones de dicha ley; moción suspensiva 
donde con evidente razón se alegó que ninguno de los diputados presentes había tenido 
oportunidad de leer el dictamen que se pretendía aprobar sin mayor discusión ese mismo día, 
pues ese dictamen, se afirmó, había sido presentado ese mismo día doce de octubre de dos mil 
dieciséis a la Comisión Legislativa correspondiente, apenas a las nueve de la mañana. 

Ahora, la moción suspensiva señalada fue desechada por votación económica de la mayoría 
de los diputados presentes; sin embargo, no se brindaron razones para justificar esa decisión, 
no obstante que esa moción suspensiva se encontraba relacionada con el trámite del asunto 
(proyecto de la ley impugnada), que no se encontraba listado en el orden del día de esa sesión 
pública ni para su lectura ni discusión, y respecto del cual no se alegó ni se justificó que fuera un 
caso de urgente u obvia resolución, calificados por el voto de las dos terceras partes de los 
presentes, en términos de lo previsto en los artículos 59 y 60 del Reglamento Interior del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos. 
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Impugnaciones dirigidas a la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano del Estado de Nuevo León. 

 QUINTO. La facultad del Ejecutivo local para ordenar la publicación e inscripción de los 
planes de desarrollo urbano municipal y la zonificación de territorio, vulnera la autonomía 
municipal y subordina al Municipio a dicho Poder. Los artículos 9, fracción IX, 11, fracción I, y 56, 
de la Ley local impugnada establecen la facultad del Gobernador para ordenar la publicación en el 
Periódico Oficial local e inscripción en el Registro Público de la Propiedad, de los planes y programas 
de desarrollo urbano, incluidos los municipales, lo cual vulnera la autonomía de los Municipios en 
el ejercicio de su potestad de formular, aprobar y administrar sus planes de desarrollo urbano 
municipal y la zonificación de su territorio, así como para expedir los reglamentos y demás 
disposiciones administrativas de observancia general, en términos de la fracción V, inciso a), y último 
párrafo del artículo 115 constitucional; lo que conduciría a que el Municipio se viera impedido o 
entorpecido para concluir el proceso de expedición de las normas que integran el orden jurídico 
municipal en materia de desarrollo urbano. 

Lo anterior, siendo que ni la Constitución Federal ni la local de Nuevo León prevén competencia a 
favor del Ejecutivo de la entidad federativa que lo habilite para que emita ese tipo de órdenes, lo cual 
distorsiona el sistema de distribución de competencias constitucionales. 

El Pleno de esa Suprema Corte de Justicia de la Nación ha precisado que si con motivo de la 
distribución de funciones establecida por el Constituyente local se provoca un deficiente o incorrecto 
desempeño de uno de los poderes de la entidad federativa, tal situación transgrede el principio de 
división de poderes. 

 SEXTO. La previsión de que la etapa de verificación de congruencia de un proyecto de plan o 
programa de desarrollo urbano municipal y/o zonificación de territorio, sea anterior a su 
aprobación por parte del Ayuntamiento, viola la autonomía municipal y lo subordina al 
Gobierno local. Los artículos 10, fracción IV, 11, fracción I, 52 y 56, de la Ley local impugnada 
establecen que la etapa de verificación de congruencia por parte del Gobierno del Estado debe ser 
anterior a la etapa de aprobación definitiva del proyecto final de plan o programa de desarrollo 
urbano municipal por parte del Ayuntamiento, lo que viola la autonomía del Municipio en ejercicio 
de su potestad de formular, aprobar y administrar sus planes de desarrollo urbano municipal y 
zonificación de territorio, previsto en la fracción V, inciso a), último párrafo del artículo 115 
constitucional. 

Resulta ocioso e ilógico que la etapa de verificación de congruencia de un plan o programa de 
desarrollo urbano municipal y/o zonificación de territorio, con los demás instrumentos normativos que 
integren el sistema estatal de planeación urbana tenga lugar previo a la aprobación oficial y/o 
definitiva de tales instrumentos por parte del Ayuntamiento; ya que en ese supuesto no puede 
considerarse que exista una manifestación definitiva de voluntad por parte del órgano 
constitucionalmente facultado, respecto a su aprobación oficial y/o definitiva. 

Tal previsión viola el principio de división de poderes, puesto que representa una intromisión 
injustificada del Gobierno local en el desarrollo de una competencia del Municipio, que a su vez 
conduce a una dependencia y subordinación frente al pretendido dictamen de congruencia de un 
simple proyecto que no ha sido siquiera analizado por el Ayuntamiento a la luz de la participación 
ciudadana y vecinal. 

Además, con tal previsión se transgrede lo previsto en el artículo 44 de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, que establece que la etapa de verificación de congruencia es 
posterior a la aprobación del plan o desarrollo urbano municipal por parte de los 
Ayuntamientos. 

 SÉPTIMO. La previsión de que el Gobierno local califique que el programa de desarrollo 
urbano municipal y/o zonificación de territorio, cumple con la ley de la materia y el 
procedimiento de consulta popular, viola la autonomía municipal. El artículo 53, fracción IX, de 
la Ley local impugnada, establece que el objeto del dictamen de congruencia que emita el Gobierno 
local no solo implica la evaluación del proyecto de plan o programa de desarrollo urbano y/o 
zonificación del territorio municipal, en comparación con los planes o programas que integren el nivel 
superior de planeación en el Sistema Estatal de Planeación, sino también calificar si cumple con 
las normas contenidas en la ley de la materia y con el procedimiento de consulta popular; lo 
que vulnera la autonomía municipal en el desarrollo de sus facultades de formular aprobar y 
administrar tales planes, prevista en la fracción V, inciso a), y último párrafo del artículo 115 
constitucional. 
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Lo anterior es intromisión del Ejecutivo local en los procesos de planeación urbana municipal y 
genera dependencia y subordinación municipal, al permitir incluso al Gobierno estatal objetar la 
legitimidad del proceso de consulta pública o calificar la validez de las disposiciones de tales 
planes y programas. 

Conforme a la jurisprudencia P./J. 17/2011, de rubro: “ASENTAMIENTOS HUMANOS. LOS 
MUNICIPIOS GOZAN DE UNA INTERVENCIÓN REAL Y EFECTIVA DENTRO DEL CONTEXTO 
DE LA NATURALEZA CONSTITUCIONAL CONCURRENTE DE LA MATERIA”, el requisito 
concerniente a la obtención del dictamen de congruencia por parte de los Municipios como condición 
previa para estar en aptitud de ordenar la publicación e inscripción de un plan o programa de 
desarrollo urbano municipal que hubieren aprobado, se inscribe en el contexto del Sistema Nacional 
de Planeación del Desarrollo Nacional y, en particular, en el Sistema Estatal de Planeación 
Urbana; por tanto, el dictamen de congruencia debe circunscribirse a la verificación de la 
congruencia de los aspectos técnicos de las políticas públicas concernientes al ámbito de la 
planeación urbana, en la medida en que se relacionen con los niveles superior del sistema estatal 
de planeación urbana, pero únicamente bajo criterios de congruencia, coordinación y ajuste, no 
de validez. 

Además, tal previsión transgrede los artículos 10, fracción VII y 44 de la Ley General de la 
materia, que establece la delimitación del objeto del dictamen de congruencia, siendo que 
corresponde a las entidades federativas, analizar y calificar la congruencia y vinculación con la 
planeación estatal, a través de dictámenes de congruencia estatal; y al Ayuntamiento, una vez que 
apruebe el plan o programa de desarrollo urbano, debe consultar a la autoridad competente local 
sobre la apropiada congruencia, coordinación y ajuste de dicho instrumento con la planeación estatal 
y federal. 

 OCTAVO. La previsión de que los planes y programas de desarrollo urbano entren en vigor 
después de treinta días hábiles siguientes a su publicación en el Periódico Oficial local, viola 
la autonomía municipal, los principios de razonabilidad y proporcionalidad, y genera 
subordinación al Ejecutivo local. El artículo 57 de la Ley local impugnada establece que la entrada 
en vigor de los planes y programas de desarrollo urbano ocurrirá a los treinta días hábiles posteriores 
a su publicación en el Periódico Oficial de la entidad federativa, lo cual viola la autonomía 
municipal reconocida en la fracción V, inciso a), y último párrafo del artículo 115 constitucional, para 
fijar la fecha de entrada en vigor de dichos instrumentos normativos en sus artículos transitorios, 
siempre que no se disponga su aplicación retroactiva. 

Tal previsión conlleva a la intromisión del Congreso del Estado en la configuración del orden 
jurídico municipal y en el proceso de planeación y administración urbana del Municipio, y 
produce una dependencia y subordinación a una previsión no esencial que requiera ser 
homogeneizada en la totalidad del territorio local. 

Además, contraviene los principios de razonabilidad y proporcionalidad contenidos en los 
artículos 14 y 16 constitucionales, porque no existe motivo que justifique condicionar la eficacia 
jurídica de la publicación y el inicio de la vigencia normativa de los planes y programas de desarrollo 
urbano municipal. 

Máxime que el artículo 78 de la Constitución de Nuevo León, dispone que toda ley obliga desde el 
día de su publicación, sino es que la misma ley dispone otra cosa; en tanto que los diversos 3 y 4 del 
Código Civil local, señalan que las leyes, reglamentos, circulares o cualquiera otras disposiciones 
de observancia general, obligan y surten efectos tres días después de su publicación en el Periódico 
Oficial, sin perjuicio de que si la ley, reglamento, circular o disposición de observancia general, fija el 
día en que debe comenzar a regir, obliga desde ese día, con tal de que su publicación haya sido 
anterior. Inclusive, el artículo 222, párrafo tercero, de la Ley de Gobierno Municipal del Estado 
de Nuevo León, dispone que para que surtan efectos jurídicos los reglamentos y acuerdos de 
observancia general, aprobados por los Ayuntamientos, basta el simple hecho de que aparezcan 
publicados en el Periódico Oficial del Estado, y que si el documento publicado indica la fecha a partir 
de la cual debe entrar en vigor, los efectos jurídicos surten desde la fecha indicada. 

 NOVENO. Las facultades otorgadas a la Secretaría de Desarrollo Sustentable del Estado, 
transgreden la autonomía municipal y generan subordinación al Ejecutivo local. Los artículos 3, 
fracción LIV, 10, fracciones XX, XXI y XXVI, 50, último párrafo, y 328, de la Ley local impugnada 
facultan a la citada Secretaría para que: 1) expida normas técnicas en materia de patrimonio cultural 
inmueble; 2) emita criterios y normas técnicas de desarrollo urbano, normas sísmicas, planeación 
urbana, manejo de aguas pluviales, construcción, equipamiento, “entre otras”; y 3) establezca y vigile 
el cumplimiento de la normatividad técnica para regular el espacio público y la protección a la imagen 
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y estética urbana en acciones inherentes a la localización e instalación de anuncios fijos o móviles, 
pantallas electrónicas y estructuras para la colocación de publicidad en el espacio público y privado 
dentro del Estado; lo que viola las fracciones II, párrafo segundo, y V, inciso a), y último párrafo, del 
artículo 105 constitucional. 

Los preceptos impugnados rebasan el objeto constitucional del tipo de ordenamiento al que 
pertenecen, inclusive el delimitado por la Ley General de la materia, que es la de sentar las bases 
normativas, formalidades, principios, procedimientos y requisitos conforme a los cuales los 
Municipios desarrollarán sus potestades normativas y administrativas. 

Tales normas generan una distorsión en el sistema de competencias constitucional, así como 
la concentración o consolidación del poder en el Ejecutivo local, porque asigna a sus 
dependencias administrativas funciones normativas y administrativas no previstas en el orden 
constitucional ni en la Ley General de la materia; no obstante que se relacionan íntimamente con la 
competencia municipal que reconocen las fracciones II, párrafo segundo, y V, inciso a), y último 
párrafo del artículo 115 constitucional, lo que produce una intromisión, dependencia o 
subordinación municipal hacia ese poder. 

 DÉCIMO. La facultad del Congreso local para crear al Organismo de Planeación Urbana de la 
Zona Metropolitana (de Monterrey), viola la autonomía municipal. Los artículos 20, párrafo 
segundo, y Décimo Transitorio, párrafo segundo, de la Ley local impugnada prevén la creación de 
dicho organismo, lo cual vulnera la facultad del Municipio para acordar o convenir libremente 
esquemas de asociación, coordinación y/o colaboración con el Gobierno local y el resto de 
los Municipios de la zona metropolitana referida, para la creación y/o constitución de dicho 
organismo, o para el ejercicio conjunto de la función de planeación urbana, según lo previsto 
en los artículos 115, fracciones II, párrafo primero, III, párrafo tercero, y VI, y 116, fracción VII, 
segundo párrafo, de la Constitución Federal. 

Atendiendo a los referidos preceptos constitucionales, los Poderes Ejecutivos locales y los 
Ayuntamientos pueden celebrar convenios de asociación, coordinación y/o colaboración, para el 
ejercicio o gestión conjunta de determinadas funciones públicas o la prestación de ciertos servicios 
públicos, entre las cuales se encuentra la planeación urbana. 

Ni en la Constitución Federal ni en la local de Nuevo León, ni en la Ley General de la materia, se 
contempla en forma expresa la facultad de las legislaturas locales para crear organismos 
descentralizados que desarrollen la función pública de planeación urbana o de gestión de las demás 
funciones o servicios públicos municipales. 

Cabe destacar que el artículo 157 de la Ley de Gobierno Municipal local establece que el Municipio, 
previa aprobación de su Ayuntamiento, podrá convenir y acordar con otros Municipios, los 
gobiernos local y federal, la coordinación que se requiera, a efecto de participar en la planeación y 
programación del desarrollo municipal, en la ejecución de acciones conjuntas para cumplir con los 
fines de la administración pública municipal. 

A su vez, el diverso 158 del mismo ordenamiento, señala que el Municipio podrá celebrar 
convenios de coordinación o colaboración administrativa con otros o varios Municipios, con los 
gobiernos estatal y federal, para la constitución y el funcionamiento de Concejos Intermunicipales de 
Colaboración para la planeación y ejecución de programas y acciones de interés mutuo; para la 
adquisición en común de materiales, equipo e instalaciones para los servicios municipales, la 
adquisición de bienes y servicios por medio de convenios marco o compras consolidadas que le 
representen mejores condiciones de compra; la contratación en común de servicios de información, 
servicios de mantenimiento o de asesoría especializada; la ejecución y el mantenimiento de obra 
pública; y las demás que consideren convenientes, en cumplimiento de las disposiciones 
constitucionales y legales respectivos. 

Por su parte, el artículo 159 de la Ley de Gobierno Municipal citada, dispone que los Municipios 
podrán suscribir convenios de coordinación (que son aquellos que tienen por objeto la 
colaboración interinstitucional para mejorar la prestación de un servicio público o el ejercicio de una 
función, sin que ninguna de las partes ceda a la otra la atribución, en todo o en parte, respecto de la 
materia correspondiente); y convenios de asociación con objeto común (que son aquellos en los 
que las partes se proponen a prestar un servicio público o ejercer alguna de sus funciones de 
manera conjunta, creando para tal efecto un organismo paramunicipal en el cual las partes depositen 
la totalidad de las atribuciones que les correspondan, en términos del acuerdo que al  efecto 
adopten). 
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 DÉCIMO PRIMERO. El Congreso local viola la forma del Estado Federal y la autonomía 
municipal, pues al ampliar el objeto de la Ley local impugnada, no deja margen de libre 
apreciación a Municipios para que, atendiendo a sus particularidades, apliquen sus propias 
políticas urbanas y establezcan las normas y actuaciones urbanísticas necesarias para 
cumplir con los fines esenciales de la materia, previstas en el párrafo tercero del artículo 27 de 
la Constitución Federal. Los artículos 1, fracciones I, II, III y IV; 3, fracciones XXIII, XCV, XCVI y 
XCVII, 79, fracción III, 86 y 111 de la Ley local impugnada, violan el artículo 124 constitucional, en 
relación con los diversos 10, fracción I, y 52, fracciones I y VII, de la Ley General de la materia, así 
como el 115, fracción V, incisos a), d) y f) de la Constitución Federal, pues el Congreso de Nuevo 
León, al ampliar el objeto de la Ley, vulnera la forma de Estado Federal (descentralización del 
poder público). 

El objeto de la Ley local impugnada fue ampliado de manera novedosa y atribuye al Congreso local 
facultades de fijar normas para ordenar el uso del territorio y para fijas criterios que le 
permitieran intervenir de forma directa en la definición en el ámbito de la planeación urbana y 
políticas urbanas (fundación, crecimiento, mejoramiento, consolidación y conservación). Ese 
cambio de objeto llevó al Congreso local a regular aspectos y destalles nunca antes abordados en la 
historia de las leyes estatales en materia de asentamientos humanos. 

La ampliación del objeto llevó al Congreso estatal que podía determinar el contenido y alcance 
que los Municipios debían dar a las disposiciones concernientes a la planeación urbana, 
zonificación la del territorio y regulación de la mezcla de usos del suelo. 

El Congreso local se atribuyó competencia para establecer que la zonificación que se previera en los 
plantes o programas de desarrollo urbano municipal, debía obedecer a los criterios: 1) Que 
solamente en las zonas de conservación se puede regular la mezcla de usos de suelo y sus 
actividades; 2) Que en las zonas que no se determinaran como de conservación, se deben permitir 
y considerar compatibles los usos residenciales, comerciales y centros de trabajo, quedando 
prohibido establecer una separación entre los mismos, siempre y cuando éstos no amenacen la 
seguridad, salud e integridad de las personas, o rebasen la capacidad de los servicios de agua, 
drenaje y electricidad o la movilidad; y 3) Que en las zonas que no se determinaran como de 
conservación, se deberá permitir la densificación en las edificaciones. 

El Congreso local, con la ampliación del objeto de la ley, llega al extremo de establecer que las 
políticas y programas de movilidad deberán promover los usos del suelo mixtos, la 
distribución jerárquica de equipamientos, favorecer una mayor flexibilidad en las alturas y 
densidades de las edificaciones y evitar la imposición de cajones de estacionamiento 

Así, ignoró deliberadamente que actúa como poder constituido y no Constituyente, lo que le obliga a 
respetar los límites de su facultad legislativa, acorde con los artículos 40, 41, párrafo tercero, 115, 
fracción V, incisos a), d) f) y h), 124 y 133 de la Constitución Federal. 

El Poder Legislativo local no debió guiarse enteramente por la Ley General de la materia, 
porque su conducta debe siempre respetar los principios fundamentales o mandatos de optimización 
del pacto fundamental. 

Con lo anterior, se agotó y anuló el ámbito de libertad política y técnica para que los Municipios 
puedan configurar su régimen interior bajo los principios democráticos que inspiran el pacto 
federal y el sistema de distribución de competencia constitucionales; pues de manera 
injustificada amplió el objeto de la Ley estatal impugnada, pretendiendo imponer bajo el principio de 
jerarquía normativa, la orientación y contenido de las políticas públicas de ordenamiento territorial y 
urbanas (crecimiento, conservación, mejoramiento y consolidación), así como reglas y prohibiciones 
específicas relacionadas con la forma en que pretende que las autoridades municipales ejerzan sus 
atribuciones al expedir planes y programas de desarrollo urbano municipal, al grado de prescribir 
un único modelo de desarrollo urbano, de total flexibilización, para que prevalezca en todos y 
cada uno de los Municipios y centros de población, sin importar sus contextos particulares y 
la opinión de las comunidades locales y regionales. 

 DÉCIMO SEGUNDO. Falta de competencia del Congreso de Nuevo León para regular de 
manera sustantiva y fijar criterio en lo relativo al ordenamiento territorial, uso del suelo, 
desarrollo urbano, planificación urbana municipal (fundación, crecimiento, mejoramiento, 
consolidación y conservación), así como zonificación y movilidad urbana. 

El Congreso estatal no se encuentra constitucionalmente habilitado para establecer que las políticas 
y programas de movilidad deberán promover los usos de suelo mixtos, la distribución jerárquica de 
equipamientos, favorecer una mayor flexibilidad en las alturas y densidades de las edificaciones y 
evitar la imposición de cajones de estacionamiento. 
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Lo anterior, porque en el esquema del proceso técnico-administrativo existen diversas variables 
físicas, medioambientales y socioeconómicas que los urbanistas y otros especialistas requieren 
tomar en cuenta para sugerir las políticas públicas más adecuadas en un contexto particular 
específico, que por lo mismo no pueden aplicarse de forma generalizada para todos los Municipios o 
centros de población. 

 DÉCIMO TERCERO. El Congreso local se extralimito en su facultad legislativa, vulnerando la 
forma del Estado Federal, al imponer un único modelo de desarrollo urbano y establecer a 
detalle los contenidos y estrategias normativas que deberán seguir todos los Municipios de la 
entidad, quedando prácticamente sin libertad de elección en cuanto a las políticas públicas o 
estrategias que puedan emplear para la consecución de los fines establecidos en el artículo 
27, párrafo tercero, de la Constitución Federal, generando desregulación del sector 
inmobiliario y maximizar las utilidades de los inversores. Lo anterior, a diferencia del criterio bajo 
el cual se discutió y aprobó la expedición de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano del Estado de 
Nuevo León. 

La Ley local impugnada impone un único modelo de desarrollo urbano, donde, en consonancia 
con las posturas y el discurso que a lo largo de los años han manifestado los desarrolladores 
inmobiliarios, se produce la desregulación del sector inmobiliario, para maximizar las utilidades 
o beneficios económicos de las inversiones que se realizan en este sector de la economía, en 
perjuicio del orden público y el interés social. 

Los artículos 3, 11, 79, 86, 88 y 111 de la Ley local impugnada, no se limitan a desarrollar normas 
básicas para ordenar el uso del suelo ni los asentamientos humanos; por el contrario, bajo el pretexto 
de fijas criterios que garantice una efectiva congruencia, coordinación y ajuste entre los dos niveles 
de gobierno para la planeación de acciones en materia de ordenamiento territorial de los 
asentamientos humanos y del desarrollo urbano, se regula de forma amplia, detallada y 
sistemática la manera en que todos y cada uno de los Municipios deberán ejercer sus 
facultades de planeación; situación que produce vulnerabilidad política y jurídica en perjuicio de 
ente municipal, en cuanto al libre y responsable desarrollo de sus facultades constitucionales. 

Contrario a lo que se supuso en la exposición de motivos de la iniciativa de la Ley local impugnada, 
las políticas de flexibilizar la mezcla de usos de suelo y la densificación de centros de 
población no son nuevas ni constituyen por si mismas la solución a todos los problemas y desafíos 
en la planeación y regulación del desarrollo urbano; tampoco eran incompatibles con las 
prescripciones de la abrogada Ley General de Asentamientos Humanos. 

Por lo menos en lo que se refiere al Área Metropolitana de Monterrey y al centro de población 
localizado en el Municipio actor, los instrumentos normativos expedidos al amparo de la 
abrogada Ley de Desarrollo Urbano, avanzaron en la línea de que resulta necesario hacer más 
eficiente el aprovechamiento del territorio, flexibilizando en algunas zonas o distritos la 
mezcla de los usos de suelo y la densificación de los centros de población. 

 DÉCIMO CUARTO. La Ley local impugnada viola el principio de progresividad, en cuanto a 
descentralización política se refiere, la función democrática del régimen municipal y reduce la 
participación ciudadana. El Congreso de Nuevo León al expedir la Ley local impugnada, viola el 
artículo 23, punto 1, inciso a), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación 
con las Directrices Internacionales sobre Descentralización y Fortalecimiento de las Autoridades 
Locales, expedidas por el Consejo de Administración del Programa de las Naciones Unidas para los 
Asentamientos Humanos, así como la Declaración de Quito sobre Ciudades y Asentamientos 
Humanos Sostenibles, aprobada el veinte de octubre de dos mil dieciséis en la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre la Vivienda y el Desarrollo Urbano Sostenible (HABITAT III), en el marco del 
Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos (ONU-HÁBITAT). 

En comparación con los artículos 19, 20 y 22 de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano del Estado de 
Nuevo León, la Ley local impugnada elimina las disposiciones en las que se establecía que, en los 
procesos de actualización o modificación de los planes y programas de desarrollo urbano, la 
participación ciudadana constituía una forma de coadyuvancia entre vecinos y autoridades 
municipales, y que podía darse a través del ejercicio de derecho de petición previsto en el artículo 8 
de la Constitución Federal, o bien a través de la denuncia ciudadana o de la consulta pública. 

El artículo 426, fracción I, de la Ley local impugnada, establece que las materias comprendidas en la 
participación ciudadana son aquéllas que se relacionan con la formulación, seguimiento y evaluación 
del cumplimiento de los planes o programas de desarrollo urbano y sus modificaciones, que son 
formas de contraloría. En cambio, la Ley abrogada establecía que la participación ciudadana 
comprendía la vigilancia social como una forma de coadyuvancia directa y no solo como 
mecanismo de contraloría social. 
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Así, se reduce la participación ciudadana al mero análisis y reflexión de la problemática 
urbana, por lo que ahora los ciudadanos no pueden hacer, ni exigir, a las autoridades locales 
propuestas significativas en aspectos relevantes como la determinación y control de la zonificación, 
usos y destinos de áreas y predios de los centros de población, ni la construcción y mejoramiento de 
la vivienda de interés social y popular, en comparación con los derechos que comprendía la 
participación ciudadana en la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local. 

 DÉCIMO QUINTO. La previsión de que exista un decreto del gobierno federal o local para 
determinar áreas no urbanizables, las zonas de conservación ambiental o de preservación 
ecológica, viola la competencia municipal. El artículo 136, fracción III, inciso a), de la Ley local 
impugnada, restringe la facultad de los Municipios para determinar, a través de la zonificación 
primaria del territorio municipal, como áreas no urbanizables, las zonas de conservación ambiental o 
de preservación ecológica, al condicionar su constitución y delimitación a la previa existencia de un 
decreto del gobierno federal o local, lo que vulnera la fracción V, inciso a), y último párrafo, del 
artículo 115 de la Constitución Federal, en relación con lo previsto en los diversos 8, fracciones V, 
VIII, y XV, 10, 46, párrafo cuarto, y 77 Bis, fracción IV, de la Ley General de Equilibrio Ecológico y 
Protección al Ambiente. 

En el artículo 121, fracción III, inciso a), de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local, se establecía 
que correspondía a los Municipios formular, aprobar y administrar la zonificación de su territorio, la 
que deberá establecerse en los programas de desarrollo urbano de centros de población, en donde 
las áreas que integran y delimitan los centros de población o zonificación primaria se clasificarían 
como: I. Áreas urbanas o urbanizadas; II. Áreas de reserva para el crecimiento urbano o 
urbanizables; y III. Áreas no urbanizables, entre otras causas, por razones de preservación 
ecológica. 

El artículo 136 de la Ley local impugnada, ahora dispone que corresponde a los Municipios formular, 
aprobar y administrar la zonificación de su territorio, la que deberá establecerse en los programas de 
desarrollo urbano de centros de población, en donde las áreas que integran y delimitan los centros 
de población o zonificación primaria se clasifican como: I. Áreas urbanas o urbanizadas; II. Áreas de 
reserva para el crecimiento urbano o urbanizables; y III. Áreas no urbanizables, en los siguientes 
términos: a) por causa de preservación ecológica, decretadas por la Federación o el Estado 
conforme a la legislación aplicable. 

El agregado que se destaca en la Ley local impugnada viene a condicionar y restringir las 
razones por las cuales un área determinada pudiera clasificarse como área no urbanizable por 
causa de preservación ecológica, por cuanto exige que exista un decreto al respecto por el 
gobierno federal o local conforme a la legislación aplicable. 

 DÉCIMO SEXTO. Las previsiones relativas a la cesión de áreas municipales, viola la 
competencia del Municipio. El artículo 210, párrafos octavo y noveno, de la Ley local impugnada 
establece que la cesión de áreas municipales deberá realizarse por una sola ocasión y que no 
podrá exigirse cesión adicional a la realizada con la acción de crecimiento previamente 
autorizada, y que en la densificación en fraccionamientos autorizados que incluya el cambio 
de uso de suelo diferentes al habitacional, no será exigible área de cesión municipal, lo que 
vulnera los principios consagrados en los artículos 115, fracción IV, inciso a) y párrafo segundo, y 
133 de la Constitución Federal. 

Tal precepto desconoce la prerrogativa constitucional consistente en que la hacienda pública 
municipal se formará de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su 
favor, y que en todo caso percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que 
establezcan los Estados sobre propiedad inmobiliaria, su fraccionamiento, división, “consolidación”, 
traslación y mejora, así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles; y que las 
leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución 
alguna respecto de dichas contribuciones; puesto que sólo estarán exentos los bienes de 
domicilio público de la Federación, los Estados o Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados 
por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o 
propósitos distintos a los de su objeto público. 

Acorde con los artículos 10, fracciones XII y XXI, 57 y 76 de la Ley General de la materia, se advierte 
que es responsabilidad de la legislatura local establecer en favor de las haciendas 
municipales, sin exención alguna (salvo las autorizadas constitucionalmente), las contribuciones 
sobre propiedad inmobiliaria, su división, fraccionamiento y consolidación, y para el 
financiamiento e instrumentación del ordenamiento territorial, el desarrollo urbano y la recuperación 
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del incremento de valor de la propiedad inmobiliaria generado por la “consolidación” y el 
crecimiento urbano; además de prever las especificaciones que garanticen que se efectúen las 
donaciones y “cesiones” correspondientes a las vías públicas locales, “equipamientos” y 
“espacios públicos” que se requieran para el desarrollo y bien funcionamiento de los centros 
de población; así como establecer disposiciones tendentes a que los planes y programas de 
desarrollo urbano que implementen acciones de densificación, garanticen una dotación suficiente 
de espacios públicos por habitante y conectividad con base en las normas aplicables, por 
medio de la adquisición y habilitación de espacios públicos adicionales a los existentes 
dentro del “polígono sujeto a densificación”. 

Así, los preceptos impugnados contravienen la Ley General, cuando prevén que: 1) los 
fraccionadores y desarrolladores están obligados a ceder terreno al Municipio para ser destinados a 
áreas verdes y equipamientos; 2) las acciones que impliquen la densificación de los centros de 
población conllevan la necesidad de adecuar los espacios públicos e infraestructuras; 3) las leyes 
locales deben establecer disposiciones tendentes a que los planes y programas de desarrollo urbano 
que implementen acciones de densificación, garanticen una dotación suficiente de espacios públicos 
por habitante y conectividad con base en las normas aplicables, por medio de la adquisición y 
habilitación de espacios públicos adicionales a los existentes dentro del polígono sujeto a 
densificación; 4) el principio de protección y progresividad del espacio público implica, entre otras 
cosas, fomentar la creación de espacio públicos, los cuales podrán ampliarse o mejorarse, nunca 
verse disminuidos; 5) que los planes o programas municipales de desarrollo, de conurbaciones y de 
zonas metropolitanas, definirán la dotación de espacio público en cantidades no menores a lo 
establecido por las normas oficiales mexicanas aplicables, y que se deben privilegiar la dotación y 
preservación del espacio público para, entre otras cosas, el deporte, los parques y las plazas, de 
manera que cada colonia, barrio y localidad cuente con la dotación igual o mayor a la establecida en 
las normas mencionadas; 6) los planes o programas municipales de desarrollo urbano deben incluir 
los aspectos relacionados con la creación del espacio público y las alternativas para su expansión; y 
7) los Municipios deben vigilar y promover que el espacio público tenga una cobertura suficiente. 

 DÉCIMO SÉPTIMO. La previsión relativa al “área libre complementaria”, viola la competencia 
municipal en la prestación de los servicios públicos, así como el principio de protección y 
progresividad del espacio público. El artículo 210, párrafo décimo, de la Ley local impugnada, 
establece que en densificaciones ubicadas dentro de fraccionamientos previamente 
autorizados que impliquen nuevas construcciones, se dejará área libre complementaria a 
razón del 8% sobre el área del predio libre de afectaciones, excepto en construcciones 
habitacionales de cuatro unidades o menos; regla que no satisface los principios que orientan la 
política pública adoptada en la Ley General de la materia para la creación y ampliación del espacio 
público que servirá para calles, banquetas, parques y jardines, en los casos de zonas sujetas 
a políticas de densificación; lo cual vulnera los artículos 115, fracciones III, inciso g), y IV, inciso a), 
y párrafo segundo, y 133 de la Constitución Federal. 

El precepto impugnado conlleva que el Municipio no se encuentre en condiciones de prestar 
adecuadamente los servicios públicos que le corresponden por lo siguiente: 

1.  El “área libre complementaria” no es una figura jurídica que signifique la cesión de terreno 
en propiedad a los Municipios, ya que el dominio sobre el mismo se mantiene en el desarrollador, 
de tal manera que no es auténticamente un espacio público que pueda disponer el ente municipal 
para destinarlo a fines públicos, no obstante que la Ley General prevé que los fraccionadores y 
desarrolladores están obligados a ceder terreno al Municipio para ser destinados a áreas 
verdes y equipamientos; 

2.  Las acciones que impliquen la densificación de los centros de población conllevan la 
necesidad de adecuar los espacios públicos e infraestructuras, lo que no puede ocurrir si el 
derecho de propiedad sobre el “área libre complementaria” sigue bajo la titularidad del desarrollador; 

3. La ley estatal debe establecer las disposiciones que garanticen la dotación suficiente de 
espacios públicos por habitante, por medio de la adquisición y habilitación de espacios 
públicos adicionales a los existentes, lo que no se satisface con el “área libre complementaria”; 

4. La ley estatal, de acuerdo con el principio de protección y progresividad del espacio público, 
debe fomentar la creación y ampliación de los espacios públicos, evitando que puedan verse 
disminuidos; disminución que ocurre cuando se permite la densificación (incremento de la población 
o de la vivienda) sin el incremento proporcional del espacio público correspondiente; 
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5. No se garantiza la dotación de espacio público en cantidades no menores a lo que 
establezcan las normas internacionales u oficiales aplicables, de manera que cada colonia, 
barrio o localidad cuente con la dotación igual o mayor a la establecida en las mencionadas normas; 

6. No se permite que los planes o programas municipales de desarrollo urbano puedan 
incluir los aspectos relacionados con la creación de espacio público y las alternativas para su 
expansión, sin que ello impacte negativamente las finanzas públicas municipales; 

7. Se dificulta e impide promover eficazmente que el espacio público tenga una cobertura 
suficiente, no obstante que su creación constituye una causa de utilidad pública y un aspecto que 
debe fomentarse para cumplir con los principios de política pública que se enumeran en el artículo 4 
de la Ley General de la materia. 

 DÉCIMO OCTAVO. La previsión de que por lo menos el 30% del área de cesión municipal se 
destine a jardines, viola la autonomía municipal. Los artículos 210, párrafos cuarto y sexto, y 250, 
fracción I, de la Ley local impugnada, establecen que las áreas de cesión municipal podrán diseñarse 
como plazas, jardines “y lagunas”, con la única restricción que por lo menos el 30% deberán ser 
jardines; lo cual permitiría que el 70% de área de cesión municipal pudiera darse bajo el diseño de 
una “laguna”; lo cual viola los artículos 115, fracciones III, inciso g), IV, inciso a), y párrafo segundo, y 
V, último párrafo, y 133 de la Constitución Federal, en relación con los diversos 4, fracción VII, y 76, 
párrafo segundo, de la Ley General de la materia, que establecen como requisitos del espacio 
público (área de cesión municipal) su “habitabilidad” y que no sean residuales ni estén ubicados en 
“zonas inundables” o de riesgos. 

 Las previsiones impugnadas, no satisfacen los principios que orientan la política pública adoptada en 
la Ley General de la materia para la creación de espacio público que servirá para calles, banquetas, 
parques y jardines, que son servicios públicos que corresponde prestar al Municipio por disposición 
constitucional. 

 DÉCIMO NOVENO. La obligación de ceder áreas municipales para la constitución de parques, 
plazas, jardines viola los principios de certeza y seguridad jurídica en relación a su 
destinatario. Los artículos 210, fracción X, 230, fracción III y 234 de la Ley local impugnada, 
establecen la obligación de ceder áreas municipales para la constitución de parques, plazas, 
jardines, a cargo de quien solicite la autorización de subdivisión o parcelación de un predio no 
comprendido en fraccionamiento autorizado, lo cual no genera certeza y seguridad jurídica para 
determinar si esa obligación se actualiza a cargo de quien solicite la autorización de la 
subdivisión o parcelación de un predio no comprendido en fraccionamiento autorización. 

La ambigüedad de tales preceptos impide afirmar de forma categórica e indubitable que la 
subdivisión de un predio no comprendido en fraccionamiento autorizado genera realmente la 
obligación de ceder las áreas que corresponden al Municipio. 

Además, se limita esa obligación de ceder área municipal a aquellos predios con uso de suelo 
habitacional, excluyendo el resto de los predios con usos de suelo comercial, de servicios o 
industrial, lo cual no ocurría con la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local, y se vulneran los 
artículos 115, fracciones III, inciso g), y IV, inciso a), y párrafo segundo, y 133 de la Constitución 
Federal, en relación con los diversos 57 y 76 de la Ley General de la materia. 

 VIGÉSIMO. La previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial previa 
para ejecutar clausuras y suspensiones de obras, viola la autonomía municipal, el principio de 
autotutela administrativa y lo subordina al Poder Judicial local. Los artículos 367, párrafo 
segundo, 368, 370, 375, 376, y 382, párrafos primero, segundo, tercero y cuarto de la Ley local 
impugnada, establecen como condición para que los Municipios puedan ejecutar clausuras y 
suspensiones de obras que incumplan con las disposiciones legales y reglamentarias aplicables, 
de una autorización judicial previa, lo que vulnera la autonomía municipal. 

De lo resuelto por ese Alto Tribunal en la controversia constitucional 1/95, se desprende que en el 
ejercicio de su potestad de mando, la administración pública municipal no se encuentra sujeta a 
la jurisdicción de los Tribunales de Justicia Administrativa, mucho menos a la potestad 
jurisdiccional de los tribunales locales, puesto que opera bajo el principio de autotutela 
administrativa, y que la intervención de la jurisdicción administrativa solamente se actualiza 
cuando se suscita la impugnación por parte de los particulares que resulten afectados por el 
acto administrativo. 
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Por autotutela administrativa entendemos la capacidad de la administración pública de imponer su 
voluntad e incluso ejecutarla sin necesidad de acudir a los jueces y tribunales para imponer sus 
decisiones. Así, las normas impugnadas transgreden los principios de división de poderes, 
supremacía constitucional y de autonomía municipal, en su vertiente de autotutela 
administrativa, ya que desconocen que el Municipio, por conducto de su Ayuntamiento o de la 
administración pública municipal, constituyen un auténtico órgano de gobierno dotado de 
autonomía constitucional, siendo que tales previsiones lo colocan en una situación de 
subordinación frente al Poder Judicial, pues las autoridades administrativas ya no podrán imponer 
medidas de seguridad como suspensiones o clausuras, sino sólo cuando sea producto de una 
resolución judicial. 

Por tanto, las normas impugnadas impiden que, en materia de asentamientos humanos, el Municipio 
ejerza por sí y ante sí sus facultades administrativas y ejecutivas, para imponer medidas de 
seguridad y sanciones administrativas, como son las suspensiones y clausuras, a los particulares 
que infrinjan las disposiciones respectivas, sin necesidad de acudir previamente a los tribunales 
judiciales. 

 VIGÉSIMO PRIMERO. Las previsiones relativas al fraccionamiento del suelo y constricción de 
vivienda, que obligan al Municipio a cubrir el costo o gastos inherentes a los servicios de 
alumbrado público y recolección de basura en un fraccionamiento en proceso de 
urbanización, violan su autonomía hacendaria. Los artículos 208, fracciones V y XIV, 214, 
fracción VI, incisos a) y b), 258, fracciones V, VI, VII, VIII y IX, y 287, fracciones IV y V, de la Ley local 
impugnada, regulan de forma exhaustiva la regulación del momento y condiciones bajo las cuales, 
por un lado, los promotores pueden comenzar a recibir los beneficios económicos del proceso 
de urbanización aún inconcluso y, por otro, las circunstancias en que los Municipios deben 
asumir el costo financiero de los servicios de alumbrado público y recolección de basura de 
un fraccionamiento (a diferencia del resto de los servicios públicos municipales), aun cuando el 
promotor o desarrollador no haya obtenido la constancia de terminación de obras y liberación 
de garantías, y tampoco se haya materializado la municipalización de los servicios públicos. 

Lo anterior, siendo que el artículo 205, fracción VI, de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local, 
establecía que el titular de la autorización de un fraccionamiento habitacional de urbanización 
inmediata, estaría obligado a cubrir los gastos de los servicios de agua potable, drenaje, 
sanitario, alumbrado público, recolección de basura y mantenimiento de la arborización hasta la 
fecha de la recepción por el Municipio de las obras y servicios terminados del 
fraccionamiento; sin excluir, como ahora lo hacen las normas impugnadas, el alumbrado 
público y la recolección de basura. 

Por tanto, el Congreso local se arroga la facultad del Municipio de regular la forma y términos 
en que pueden celebrarse las operaciones de venta y administrar los servicios públicos de su 
competencia. 

 VIGÉSIMO SEGUNDO. La reducción de plazos para que el Municipio resuelvan las solicitudes 
de permisos, licencias o autorizaciones, viola su autonomía en la regulación de 
procedimientos administrativos y los plazos para resolver. Los artículos 259, 305, segundo 
párrafo, 309 y 319 de la Ley local impugnada, reducen prácticamente todos los plazos previstos en lo 
que se refiere al ejercicio del Ayuntamiento de sus potestades respecto a la determinación y 
regulación de los plazos previstos para que las autoridades resuelvan las solicitudes de 
permisos, licencias o autorizaciones en el ámbito de sus competencias, lo cual violan la 
autonomía municipal, la división de poderes y la supremacía constitucional, pues ello desconoce la 
competencia constitucional de los Municipios para regular las materias y procedimientos 
administrativos que le corresponden, pues no se consideran las capacidades institucionales ni la 
complejidad de revisar cada solicitud, para efectos de determinar los tiempos de revisión de 
papelería, trámite, autorización y expedición de licencias. 

La legislatura local distorsiona el sistema de competencias constitucional, porque agota de forma 
exhaustiva la regulación de todos los aspectos relacionados con procedimientos administrativos 
formales o constitutivos a partir de los cuales se conforma la voluntad oficial de la administración 
pública municipal, respecto a las pretensiones de autorización de los interesados para llevar a cabo 
acciones urbanas previstas en la ley de la materia. Lo anterior, coloca a los Municipios como 
meros ejecutores de normas, sin permitir que tengan un razonable margen de libertad para 
regular procedimientos administrativos y los plazos para resolver, conforme a sus necesidades 
y condiciones particulares. 
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 VIGÉSIMO TERCERO. La vigencia indefinida de permisos, autorizaciones y licencias viola la 
autonomía municipal y los principios de certeza y seguridad jurídica. Los artículos 291,  fracción 
I, 304, fracción I, y 313 de la Ley local impugnada, establecen para efectos prácticos que la 
factibilidad de urbanización, la fijación de lineamientos generales de diseño urbano, el 
proyecto urbanístico y el plano de restantes, licencias de uso de suelo y de construcción 
tendrán vigencia indefinida (solo para el proyecto ejecutivo se establece una vigencia de 4 años), 
violan la autonomía municipal, división de poderes y supremacía constitucional, teniendo en cuenta 
que la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local establecían vigencias definidas para todas las 
autorizaciones. 

Lo anterior genera incertidumbre e inseguridad jurídica respecto al momento o lapso de 
tiempo dentro del cual el titular del permiso, licencia, dictamen de factibilidad o autorización, 
puede ejercer la prerrogativa que en el mismo se consigne; no obstante que es un hecho notorio 
que las condiciones sociales, económicas, culturales, medioambientales, jurídica y de infraestructura 
en los centros de población no son estáticas, sino dinámicas. 

Tal regulación no es un medio adecuado que sirva a un fin constitucionalmente legítimo, pues 
distorsiona el ámbito de competencia constitucional del Municipio en materia de planeación, 
administración y urbana, al grado de que puede llegar a impedir que el desarrollo de las mismas 
surta el efecto útil deseado. Ello es así, pues si con motivo del desarrollo inadecuado de la función 
legislativa del Congreso local, se provoca un deficiente o incorrecto desempeño de los Municipios, 
ello transgrede el principio de división de poderes. 

Cualquier autorización incorpora una serie de prerrogativas en favor de su titular, motivo por el cual 
los jueces podrían llegar a considerar que la posterior entrada en vigor de una norma general no 
puede modificar o extinguir derechos o la situación jurídica particular surgida con anterioridad al plan 
o programa, aún a pesar de que el titular de la prerrogativa conferida a través del permiso, licencia o 
autorización de vigencia indefinida, aún no fuera ejercida. 

Los preceptos impugnados, además, resultan contradictorios con el artículo 93, último párrafo, 
de la propia Ley local impugnada, el cual establece que la modificación total o parcial de los planes 
o programas de desarrollo urbano se hará sin perjuicio de las vigencias de los permisos, licencias, 
autorizaciones o cualquier otro derecho adquirido, que hayan obtenido los particulares de 
conformidad con los planes o programas antes de su modificación o confirmación. 

 VIGÉSIMO CUARTO. El Congreso del Estado desarrollo deficientemente su función legislativa 
en lo que se refiere a la regulación de aspectos relacionados con la resiliencia urbana en 
materia de prevención de riesgos, en perjuicio del Municipio, la certeza y seguridad jurídica, la 
razonabilidad y proporcionalidad, la división de poderes y la supremacía constitucional. 
Aunque la Ley local impugnada tomo una parte de la estructura y contenido de la abrogada Ley de 
Desarrollo Urano local, dejó de recoger lo que establecía el artículo 195 de dicha Ley, que entre 
otras cosas establecía que los Municipios debían prever en sus programas de desarrollo urbano de 
los centros de población, que las áreas de reserva de suelo para el crecimiento urbano 
cumplieran con las siguientes características: a) Que no tuvieran pendientes mayores al 45%;  b) 
Que el suelo no tuviera fallas o fracturas geológicas; c) Que no fuera susceptible de derrumbes o 
deslizamientos; d) Que no sea colapsable, dispersivo, granular suelto o corrosivo; e) Que no sea 
expansivo; f) Que no sea inundable o pantanoso; g) Que no se encuentre dentro de la franja de 
protección de la cota de máximo crecimiento hidráulico indicado por las autoridades 
correspondientes; h) Que el área no esté contaminada o esté expuesta a la contaminación generada 
en sitios cercanos; i) Que no existan ecosistemas en equilibrio ecológico o recursos naturales 
endémicos, entre otras. 

Indica que se dejó de recoger lo establecido en el artículo 196, fracción I, de la abrogada Ley de 
Desarrollo Urbano local, que preveía una regla concreta para controlar acciones de crecimiento 
urbano en terrenos con pendiente natural, como medida tendiente a promover e incrementar la 
resiliencia urbana, consistente en la prohibición expresa y categórica del desarrollador de cualquier 
acción urbana en terrenos con pendiente natural mayor al 45%. 

De igual manera, la Ley local impugnada modificó sustancialmente el enfoque de lo que 
establecía el artículo 121, fracción III, inciso b), de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano 
estatal, que preveía un principio general de prevención en materia de planeación urbana por 
cuestiones de riesgo, como medida tendente a promover e incrementar la resiliencia urbana, al 
establecer que la zonificación primaria del territorio, debía considerar áreas no urbanizables por 
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“prevención de riesgos”; mientras que ahora el artículo 136, fracción III, inciso c), de la Ley local 
impugnada, establece que la zonificación primaria del territorio debe considerar áreas no 
urbanizables “por altos riesgos mitigables conforme lo determinen los atlas de riesgo federal, 
estatal o municipal”, puesto que la eficacia delimitativa de las eventuales medidas de mitigación no 
pueden prejuzgarse desde el nivel de planeación urbana, donde las políticas de zonificación se 
determinan en función de estudios generales o información a nivel de zona, no en estudios a nivel 
detalle de un predio o de una parte del mismo. 

El cambio de enfoque provoca que sea mucho más complicado y costoso justificar que en un plano 
de zonificación primaria se prevea una determinada área bajo la clasificación de área no urbanizable 
“por altos riesgos no mitigables”, cuando antes esa clasificación de área no urbanizable solo 
debía atender a la “prevención de riesgos”, lo que hacía más sencillo proteger desde el ámbito 
de la planeación urbana la seguridad e integridad físicas de las personas y sus bienes. 

 VIGÉSIMO QUINTO. La omisión de prever una partida presupuestal para el financiamiento de 
proyectos de alcance e interés metropolitano previstos en el plan o programa metropolitano 
de desarrollo urbano, viola la autonomía del Municipio, al no permitir ejercer sus funciones. El 
artículo 42, párrafos primero y quinto, de la Ley local impugnada, prevé la posibilidad de que el 
Ejecutivo local incluya en el Presupuesto de Egresos del Estado una partida presupuestal para 
financiar proyectos de alcance metropolitano previstos en el plan o programa metropolitano de 
desarrollo urbano, y que los Municipios que constituyan asociaciones intermunicipales, así 
como fondos e instrumentos financieros para ejecutar acciones, obras o servicios públicos de 
interés común para el desarrollo metropolitano, podrá ser con el apoyo y asistencia del Estado; 
sin embargo, la sola previsión de tales posibilidades es insuficiente para lograr los fines del 
artículo 27, párrafo tercero, de la Constitución Federal, lo cual, asimismo, vulnera la competencia 
del Municipio, los principios de certeza y seguridad jurídica, así como la supremacía constitucional. 

El Congreso local soslaya que la previsión de una partida presupuestal en el Presupuesto de 
Egresos del Estado para financiar los proyectos de alcance metropolitano previstos en el plan o 
programa metropolitano de desarrollo urbano, es una necesidad y obligación jurídica, es decir, 
una responsabilidad que deriva de un imperativo legal y constitucional, no una prerrogativa de 
ejercicio potestativo. 

En el artículo 27, párrafo tercero, constitucional, se establece como imperativo el dictado de 
“medidas necesarias” para ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas 
provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, “a efecto de ejecutar obras 
públicas y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los 
centros de población”, entre otras. 

Por su parte, el artículo 115 constitucional, fracciones V y VI, se dispone también que los 
Municipios, en términos de las leyes federales y locales, estarán facultades para participar en la 
formulación de planes de desarrollo regional, los cuales deberán estar en concordancia con los 
planes generales de la materia; y que cuando la Federación o los Estados elaboren proyectos de 
desarrollo regional deberán asegurar la participación de los Municipios; mientras que cuando 
dos o más centros urbanos situados en territorios municipales de dos o más entidades federativas 
formen o tiendan a formar una continuidad demográfica, la Federación, las entidades federativas y 
los Municipios respectivos, en el ámbito de sus competencias, planearán y regularán de manera 
conjunta y coordinada el desarrollo de dichos centros con apego a la ley federal de la materia. 

El artículo 33 de la Ley General de la materia señala que las zonas metropolitanas o conurbaciones 
ubicadas en el territorio de uno o más Municipios de una misma entidad federativa, serán reguladas 
por la legislación local y se coordinarán con las autoridades federales y estatales, atendiendo a 
los principios, políticas y lineamientos de esa ley, y que los gobiernos locales y municipales 
planearán de manera conjunta y coordinada su desarrollo, con la participación efectiva de la 
sociedad, así como para la más eficaz prestación de los servicios públicos. 

El artículo 36 de la citada Ley General, dispone que para lograr una eficaz gobernanza metropolitana, 
se establecerán mecanismos e instrumentos de carácter obligatorio que aseguren la acción 
coordinada institucional de los tres órdenes de gobierno y la participación de la sociedad; que 
la gestión de zonas metropolitanas o conurbaciones se efectuará a través de una comisión de 
ordenamiento metropolitano o de su conurbación, según se trate, quienes participarán en el ámbito 
de su competencia para cumplir con los objetos y principios de esa ley; que tendrán como 
atribuciones coordinar la formulación y aprobación de los programas metropolitanos, así como su 
gestión, evaluación y cumplimiento; y los mecanismos y fuentes de financiamientos de las 
acciones metropolitanas contemplando, entre otros, el fondo metropolitano. 
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Por su parte, el artículo 3 de la Ley de Gobierno Municipal local, establece que las relaciones entre 
los Poderes del Estado y los Municipios, deberán estar regidas por los principios de solidaridad, 
subsidiariedad, así como la coordinación, colaboración y respeto a la autonomía de los 
Municipios. 

Por tanto, si el Congreso del Estado no prescribió como obligación del Poder Ejecutivo el 
prever una partida presupuestal para financiar los proyectos de alcance metropolitano previstos en 
el plan o programa metropolitano de desarrollo urbano, desarrolló deficientemente la función 
legislativa que le concede el orden constitucional. 

El Congreso local ignoró el criterio de ese Alto Tribunal en el sentido de que los alcances de las 
atribuciones constitucionales de los poderes u órganos constituidos, deben interpretarse de tal 
manera que pueda garantizarse que cada nivel de gobierno esté en aptitud de llevar a cabo y agotar 
en sus términos, todas aquellas facultades que el sistema federal le otorga. 

CUARTO. Radicación, turno y admisión. Mediante proveído de Presidencia de veintidós de enero de 
dos mil dieciocho, se ordenó formar y registrar esta controversia constitucional bajo el número 20/2018 y se 
designó a la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos como instructora en el procedimiento2. 

Por auto de veintinueve de enero de dos mil dieciocho, la Ministra instructora admitió a trámite la 
demanda; ordenó emplazar como autoridades demandadas al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a 
las Cámaras de Diputados y de Senadores del Congreso de la Unión, los Poderes Legislativo y Ejecutivo del 
Estado de Nuevo León; y dar vista al Procurador General de la República3. 

QUINTO. Contestación del Poder Ejecutivo del Estado de Nuevo León. El veintiuno de marzo de 
dos mil dieciocho, el Subsecretario de Asuntos Jurídicos y Atención Ciudadana de la Secretaría General de 
Gobierno del Estado de Nuevo León, en representación del Gobernador Constitucional del Estado, dio 
contestación a la demanda4, la cual se tuvo por recibida mediante acuerdo del diez de abril de dos mil 
dieciocho. 

SEXTO. Contestación de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. El veintitrés de marzo 
de dos mil dieciocho, el Presidente de la Mesa Directiva y representante legal de la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, dio contestación a la demanda5, la cual se tuvo por recibida mediante acuerdo del diez 
de abril de dos mil dieciocho. 

SÉPTIMO. Contestación de la demanda del Poder Ejecutivo Federal. El veintitrés de marzo de dos 
mil dieciocho, el Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal, en representación del Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos, dio contestación a la demanda de mérito6, la cual se tuvo por recibida mediante acuerdo 
del diez de abril de dos mil dieciocho. 

OCTAVO. Contestación de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión. El veintitrés de 
marzo de dos mil dieciocho, el Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores del Congreso de 
la Unión, dio contestación a la demanda de cuenta7, la cual se tuvo por recibida mediante acuerdo del diez de 
abril de dos mil dieciocho. 

NOVENO. Contestación del Congreso del Estado de Nuevo León. El nueve de abril de dos mil 
dieciocho, la Presidenta del Congreso del Estado, dio contestación a la demanda de cuenta8, la cual se tuvo 
por recibida mediante acuerdo del diez de abril de dos mil dieciocho9. 

DÉCIMO. Opinión del Procurador General de la República. Este funcionario emitió su opinión el 
sentido de que debe sobreseer por una parte, y por otra, declarar la validez de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano10. 

DÉCIMO PRIMERO. Audiencia. Substanciado el procedimiento en la presente controversia 
constitucional, el veintinueve de agosto de dos mil dieciocho, se llevó a cabo la audiencia prevista en el 
artículo 29 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en la que, en términos del diverso 34 del mismo ordenamiento legal, se hizo 
relación de los autos, se tuvieron por exhibidas y admitidas las pruebas ofrecidas y se puso el expediente en 
estado de resolución11. 

                                                 
2 Fojas 138 a 139 del expediente principal. 
3 Fojas 140 a 142 del expediente principal. 
4 Fojas 188 a 191 del expediente principal. 
5 Fojas 427 a 516 del expediente principal. 
6 Fojas 520 a 612 del expediente principal. 
7 Fojas 628 a 681 del expediente principal. 
8 Fojas 686 a 744 del expediente principal. 
9 Fojas 763 a 764 del expediente principal. 
10 Fojas 876 a 958 del expediente principal. 
11 Fojas 984 a 987 del expediente principal. 
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DÉCIMO SEGUNDO. Returno. Por auto de catorce de marzo de dos mil diecinueve dictado por el 
Presidente de este Alto Tribunal, se returnó el presente asunto a la Ministra Yasmín Esquivel Mossa, al 
sustituir a la Ministra en retiro Margarita Beatriz Luna Ramos.12 

CONSIDERANDO: 

PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es 
competente para conocer de la presente controversia constitucional, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 105, fracción I, incisos b) e i), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos13; 10, 
fracción I14 y 11, fracción V15, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los 
Puntos Segundo, fracción I y Tercero, del Acuerdo General número 5/2013 del Tribunal Pleno, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece, toda vez que se plantea una controversia 
constitucional entre un Municipio, en contra de los Poderes Ejecutivo y Legislativo Federales y de la entidad 
federativa respectiva, en la que se impugna la constitucionalidad de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis; y de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial de la entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

SEGUNDO. Legitimación activa. Enseguida se aborda el estudio de la legitimación de quien 
promovió la controversia constitucional. 

En términos del artículo 105, fracción I, inciso i), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos16 prevé que este Tribunal Constitucional es competente para conocer de las controversias 
constitucionales que se susciten entre un Estado y uno de sus municipios, en relación con la 
constitucionalidad de sus actos. 

Por su parte, de acuerdo con los artículos 10, fracción I y 11, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria 
que rige a las controversias constitucionales17, el actor deberá comparecer a juicio por conducto de los 
funcionarios que, en términos de las normas que lo rigen, estén facultados para representarlo y, en 
todo caso, se presumirá que quien comparece a juicio goza de la representación legal y cuenta con la 
capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. 

En el caso, suscriben la demanda de controversia constitucional, Clara Luz Flores Carrales y Lucía 
Aracely Hernández López, en su carácter de Presidente Municipal y Síndico Segunda, respectivamente, del 
Ayuntamiento del Municipio actor, lo que acreditan mediante copias certificadas de sus constancias de 
mayoría respectivas, del acta de sesión solemne número 81 de treinta de octubre de dos mil quince, así como 
del acta de la sesión permanente de cómputo para la renovación de Ayuntamiento, publicada en el Periódico 
Oficial local el veinticuatro de junio de dos mil quince, de cuya lectura se desprende que los promoventes 
fueron electos para ocupar los cargos que ostentan en el período comprendido del treinta y uno de octubre de 
dos mil quince al treinta de octubre de dos mil dieciocho18. 

                                                 
12 Fojas 992 del expediente principal. 
13 Ley Reglamentaria de la materia. 
 “Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes:  
I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre [...]  
b) La Federación y un Municipio; [...]  
i) Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; [...]” 
14 “Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno:  
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; [...]” 
15 “Artículo 11. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia velará en todo momento por la autonomía de los órganos del Poder Judicial de la 
Federación y por la independencia de sus miembros, y tendrá las siguientes atribuciones: [...] 
V. Remitir para su resolución los asuntos de su competencia a las Salas a través de acuerdos generales. Si alguna de las Salas estima que el 
asunto remitido debe ser resuelto por la Suprema Corte de Justicia funcionando en Pleno, lo hará del conocimiento de este último para que 
determine lo que corresponda. [...]” 
16 Constitución Federal. 
“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: 
I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: (...) 
i). Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; (...)” 
17 Ley Reglamentaria de la materia. 
“Artículo 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales: 
I. Como actor, la entidad, poder u órgano que promueva la controversia; (...). 
Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en 
términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza 
de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. (...).” 
18 Fojas 92 a 137 del expediente principal. 
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Ahora, conforme al artículo 34, fracción I, de la Ley de Gobierno Municipal del Estado de Nuevo 
León19, la representan del Ayuntamiento será ejercida de manera mancomunada por el Presidente Municipal y 
el Síndico o Síndico Segundo según corresponda; por tanto, en el caso, quienes suscriben la demanda de 
esta controversia cuentan con legitimación activa para promoverla. 

Es aplicable la jurisprudencia P./J. 44/97, emitida por el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LEGITIMACIÓN PROCESAL PARA 
PROMOVERLA. LA TIENEN EL PRESIDENTE MUNICIPAL Y EL SÍNDICO DEL AYUNTAMIENTO 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).” (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo V, junio de mil novecientos noventa y siete, página 418, registro 198444). 

TERCERO. Legitimación pasiva. Ahora se procede al análisis de la legitimación de las autoridades 
demandadas, al ser un presupuesto necesario para la procedencia de este medio de impugnación. 

El artículo 105, fracción I, inciso i) 20, de la Constitución Federal dispone que esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de las controversias 
constitucionales que se susciten entre un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus 
actos o disposiciones generales. 

Por su parte, los artículos 10, fracción II y 11, párrafo primero21, de la mencionada Ley Reglamentaria, 
serán demandados en las controversias constitucionales, las entidades, poderes u órganos que hubiesen 
emitido y promulgado la norma general o pronunciado el acto impugnado, los cuales deberán comparecer a 
juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para 
representarlos. 

En este asunto son autoridades demandadas los Poderes Ejecutivo y Legislativo Federales y Locales a 
quienes se les atribuye la expedición, promulgación y publicación de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, así como de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León. 

Por el Poder Ejecutivo Federal compareció Misha Leonel Granados Fernández, en su carácter de 
Consejero Jurídico de dicho Poder, lo que acredita con la copia certificada de su nombramiento expedido por 
el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos el nueve de junio de dos mil diecisiete22; aunado a ello, cabe 
señalar que el nueve de enero de dos mil uno fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el “Acuerdo 
por el que se establece que el Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal tendrá la representación del 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos en los asuntos que se mencionan”23, dentro de los que se 
incluyen las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refiere el artículo 105 
de la Constitución Federal; por tanto, resulta claro que dicha autoridad cuenta legitimación pasiva  en este 
asunto. 

                                                 
19 Ley de Gobierno Municipal del Estado de Nuevo León. 
“Artículo 34. Para el ejercicio de la personalidad jurídica del Municipio, se atenderá a los siguientes supuestos: 
I. Representación del Ayuntamiento: Será ejercida de manera mancomunada por el Presidente Municipal y el Síndico o Síndico 
Segundo según corresponda; y podrá delegarse esta representación en favor de cualquier integrante del Ayuntamiento, en cuyo caso, se 
requiere acuerdo del propio Ayuntamiento; (...)” 
20 Constitución Federal. 
“Artículo 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes:  
I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: (...) 
i). Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; (...) 
21 Ley Reglamentaria de la materia. 
“Artículo 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales: (...) 
II. Como demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general o pronunciado el acto que sea objeto 
de la controversia; (...). 
“Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, 
en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio 
goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. (...)” 
22 Foja 164 del expediente principal. 
23 “ACUERDO 
ÚNICO.- El Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal tendrá la representación del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos ante la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refiere el artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en las que el titular del Ejecutivo Federal sea parte o requiera intervenir con 
cualquier carácter, salvo en las que expresamente se le otorgue dicha representación a algún otro servidor público. 
La representación citada se otorga con las más amplias facultades, incluyendo la de acreditar delegados que hagan promociones, concurran 
a audiencias, rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan incidentes y recursos, así como para que oigan y reciban toda clase de 
notificaciones, de acuerdo con los artículos 4o., tercer párrafo, y 11, segundo párrafo, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. 
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Respecto a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión compareció Edgar Romo García, 
quien se ostenta como Presidente de su Mesa Directiva, lo que acredita mediante copia certificada del Diario 
de Debates de dicho órgano legislativo, de primero de febrero de dos mil dieciocho, relativo a la toma de 
protesta de ese funcionario para ocupar dicho cargo24; además, ejerce su representación legal en términos del 
artículo 23, numeral 1, inciso l), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos25; 
por tanto, cuenta con la legitimación procesal para comparecer en el presente juicio constitucional en 
representación de la Cámara de Diputados. 

Por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, compareció Ernesto Javier Cordero Arroyo, 
con el carácter de Presidente de su Mesa Directiva, lo que acredita con la copia certificada del acta de la junta 
previa de dicho órgano legislativo, de treinta y uno de agosto de dos mil diecisiete, de la cual se desprende su 
designación para el cargo que ostenta26; y de conformidad con el artículo 67, numeral 1, de la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos27, ejerce su representación legal; por tanto, cuenta 
con legitimación procesal para comparecer en este asunto, en representación de la Cámara de 
Senadores. 

Ahora bien, el Poder Ejecutivo del Estado de Nuevo León, compareció por conducto de Homero 
Antonio Cantú Ochoa, en su carácter de Subsecretario de Asuntos Jurídicos y Atención Ciudadana de la 
Secretaría General de Gobierno local y en representación del Gobernador de la entidad federativa, lo cual 
acredita con la copia certificada del oficio 17-A/201528 de seis de octubre de dos mil quince, en el que se 
contiene su designación; y atento a lo dispuesto en el artículo 44, fracciones XVII y XVIII, del Reglamento 
Interior de la Secretaría General de Gobierno del Estado29, cuenta con facultades para representar tanto al 
Secretario General como al titular del Ejecutivo, ante esta instancia constitucional; por tanto, cuenta con 
legitimación pasiva para intervenir en esta controversia. 

Finalmente, por lo que respecta al Poder Legislativo del Estado de Nuevo León, compareció Karina 
Marlen Barrón Perales, quien se ostentó como Presidenta de su Diputación Permanente, lo que se acredita 
mediante copia certificada del Decreto 1004 de siete de febrero de dos mil dieciocho30, en el cual consta su 
designación para dicho cargo; y además, ejerce la representación legal de dicho órgano legislativo, de 
conformidad con los artículos 60, fracción I, inciso c) y 86 Bis de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado de Nuevo León31, por tanto, cuenta con la legitimación pasiva necesaria para comparecer en este 
procedimiento constitucional. 

                                                 
24 Fojas 517 a 519 del expediente principal. 
25 Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. 
“Artículo 23. 
1. Son atribuciones del Presidente de la Mesa Directiva las siguientes: (...) 
l) Tener la representación legal de la Cámara y delegarla en la persona o personas que resulte necesario; [...]” 
26 Fojas 682 a 685 del expediente principal. 
27 Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. 
“Artículo 67. 
1. El Presidente de la Mesa Directiva es el Presidente de la Cámara y su representante jurídico; en él se expresa la unidad de la 
Cámara de Senadores. En su desempeño, deberá hacer prevalecer el interés general de la Cámara por encima de los intereses particulares 
o de grupo, para lo cual, además de las facultades específicas que se le atribuyen en el artículo anterior, tendrá las siguientes atribuciones: 
(...)”. 
28 Foja 192 del expediente principal. 
29 Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno del Estado de Nuevo León. 
“Artículo 44. Corresponden al Subsecretario de Asuntos Jurídicos y Atención Ciudadana, las siguientes atribuciones: [...] 
XVII. Representar jurídicamente al Secretario y, sin perjuicio de los establecido en la fracción XXXIX del artículo 20 de la Ley Orgánica de 
la Administración Pública para el Estado de Nuevo León y en parte inicial del artículo 10 de este Reglamento, al Titular del poder Ejecutivo, 
en todo tipo de juicios, recursos y procedimientos ante cualquier autoridad judicial, administrativa o laboral, en que sea parte, tenga el 
carácter de tercero o le resulte algún interés jurídico, así como en asuntos de carácter extrajudicial. 
XVIII. Efectuar las acciones pertinentes para que, en términos de la fracción XXXIX, del artículo 20 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública para el Estado de Nuevo León y de la parte inicial del artículo 10 de este Reglamento, el Secretario represente jurídicamente al 
Titular del Poder Ejecutivo, en todo tipo de juicios, recursos y procedimientos ante cualquier autoridad judicial, administrativa o 
laboral, en que sea parte, tenga el carácter de tercero o le resulte algún interés jurídico; en asuntos de carácter extrajudicial, así como en las 
acciones de inconstitucionalidad y controversias constitucionales a que se refiere el artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y en los medios de control de la constitucionalidad local; sin perjuicio de la posibilidad de aplicar, en su caso, lo 
dispuesto en la fracción inmediata anterior. La representación a que se refiere esta fracción comprende el desahogo de todo tipo de 
pruebas. [...]” 
30 Fojas 752 a 760 del expediente principal. 
31 Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Nuevo León. 
“Artículo 60. Son atribuciones de los integrantes de la Directiva las siguientes: 
I.- Del Presidente: (...) 
c) Representar al Poder Legislativo en los asuntos de carácter legal y protocolario, pudiendo delegar dicha representación de acuerdo a lo 
dispuesto en el Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado; [...]” 
“Artículo 86 BIS. Durante los períodos de receso, el Presidente de la Diputación Permanente será el Presidente del Congreso, 
tendiendo para este efecto, las mismas atribuciones que para dicho cargo enuncian esta Ley y el Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso.” 
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CUARTO. Oportunidad. En torno a este aspecto, del escrito de demanda se advierte que el Municipio 
actor impugna, por un lado, la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintiocho de noviembre de dos mil 
dieciséis; y por otro, el Decreto 312, relativo a la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicado en el Periódico Oficial de dicha 
entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete, legislación esta última que el Municipio 
considera como primer acto de aplicación de la Ley General antes mencionada. 

De conformidad con la fracción II del artículo 21 de la Ley Reglamentaria de la materia32, tratándose 
de normas generales, la demanda deberá promoverse a partir del día siguiente de la fecha de su 
publicación, o del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé 
lugar a la controversia. 

Atento a ello, en cuanto a la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial local el veintiocho de 
noviembre de dos mil diecisiete, el plazo legal de treinta días hábiles transcurrió del martes veintiocho de 
noviembre de dos mil diecisiete al martes veintitrés de enero de dos mil dieciocho33; por lo que al haberse 
presentado la demanda respectiva el veintidós de enero de dos mil dieciocho, debe concluirse que fue 
promovida oportunamente respecto a la referida Ley local. 

Finalmente, por lo que respecta a la impugnación de las disposiciones contenidas en la Ley General 
de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, una mayoría de seis 
Ministras y Ministros integrantes de este Tribunal Pleno34 estima que su impugnación también resulta oportuna 
en esta instancia constitucional, pues la aplicación de esa legislación marco derivó en la expedición de la Ley 
de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, 
por parte del Congreso de dicha entidad federativa. 

Lo anterior, sin que pase desapercibido que el Municipio actor impugnó previamente en la diversa 
controversia constitucional 22/2017, diversas disposiciones y actos derivados de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano con motivo de su publicación el 
veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis, pues ello de ninguna manera desvirtúa la oportunidad en la 
impugnación de dicha legislación a través de la presente controversia constitucional, toda vez que, como se 
precisó, su acto de aplicación ha tenido lugar con la expedición de la Ley local impugnada en este 
asunto, lo que hace factible el análisis conjunto que, en su caso, se realice en el fondo del asunto. 

QUINTO. Causales de improcedencia. En este apartado se analizan las causales de improcedencia 
alegadas por las autoridades demandadas, así como aquellas que este Alto Tribunal advierta de oficio. 

En primer término, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación advierte de oficio 
que, en el caso, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 19, en relación 
con la fracción II del diverso 20, ambos de la Ley Reglamentaria que rige a las controversias 
constitucionales35, toda vez que las normas y actos impugnados por el Municipio de General Escobedo, 

                                                 
32 Ley Reglamentaria de la materia. 
“Artículo 21. El plazo para la interposición de la demanda será: [...] 
II. Tratándose de normas generales, de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o del día siguiente al en 
que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia, y [...]”. 
33 Se deben descontar del cómputo respectivo los días dos, tres, nueve y diez, de diciembre de dos mil diecisiete, seis, siete, trece, catorce, 
veinte y veintiuno de enero de dos mil dieciocho, por ser inhábiles, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 2° y 3° de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal en relación con el 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, así como del dieciséis de diciembre de dos mil diecisiete al primero de enero de dos mil dieciocho, por corresponder al 
segundo periodo de receso de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
34 Acorde con las votaciones emitidas al resolver la controversia constitucional 16/2017, en sesiones de veintiséis y veintiocho de enero de 
dos mil veintiuno, relativo al Considerando Quinto. Causales de Improcedencia, en su punto B.2.Causal de improcedencia advertida de oficio, 
en la que, por una mayoría de seis votos de las señoras Ministras y los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Aguilar Morales, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, se consideró que la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León constituye un acto de aplicación de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano. La señora Ministra y los señores Ministros González Alcántara Carrancá 
separándose de consideraciones, Esquivel Mossa, Franco González Salas separándose de algunos criterios y consideraciones, Pardo 
Rebolledo separándose de consideraciones, y Laynez Potisek con consideraciones adicionales, se pronunciaron a favor de la propuesta 
original, en el sentido de no considerar a la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de 
Nuevo León como un acto de aplicación de la Ley General que rige a esa materia. 
35 Ley Reglamentaria de la materia. 
“Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: (...) 
IV. Contra normas generales o actos que hubieren sido materia de una ejecutoria dictada en otra controversia, o contra las 
resoluciones dictadas con motivo de su ejecución, siempre que exista identidad de partes, normas generales o actos y conceptos de 
invalidez, en los casos a que se refiere el artículo 105, fracción I, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
(...) 
“Artículo 20. El sobreseimiento procederá en los casos siguientes: (...) 
II. Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior; 
(...)” 
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Estado de Nuevo León, contenidas y derivados de la Ley General de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, han sido objeto de análisis y resolución en la diversa 
controversia constitucional 22/201736, la cual fue promovida por el mismo Municipio, en contra de las 
mismas autoridades demandas, haciendo valer idénticos conceptos de invalidez, por lo que procede 
sobreseer en este aspecto. 

Finalmente, del escrito de demanda del Municipio actor se observa que, entre los actos que impugna, 
se encuentran “las consecuencias directas o indirectas, mediatas o inmediatas, que de hecho o por 
derecho deriven o resulten de las normas y actos cuya invalidez se reclama”. Lo anterior, referido a la 
Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León. 

En torno a ello, este Tribunal Pleno observa que se actualiza la causa de improcedencia prevista en el 
artículo 19, fracción VIII, en relación con el diverso 22, fracción IV, ambos de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puesto que ha 
sido una posición reiterada de este Alto Tribunal que para estar en posibilidad de estudiar los actos o 
normas impugnados en una controversia constitucional, es necesario que el actor exprese, por lo 
menos, el agravio que estime le causan los motivos que originaron éste, es decir, que se contenga la 
expresión clara de la causa de pedir, por lo que, ante una manifestación imprecisa o genérica como la que 
hace valer el Municipio actor, la Suprema Corte de Justicia de la Nación no puede analizar la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad de actos o normas generales que no se impugnaron específicamente, 
criterio que encuentra apoyo en la jurisprudencia P./J. 64/200937, de rubro: “CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL. EL ACTOR DEBE SEÑALAR EN SU DEMANDA DE MANERA ESPECÍFICA LOS 
ACTOS Y NORMAS QUE IMPUGNE Y NO REALIZAR UNA MANIFESTACIÓN GENÉRICA O IMPRECISA 
DE ELLOS.” (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, Julio 2009, 
página 1461, registro 166990). 

Atendiendo a lo anterior, y al no advertir de oficio la actualización de alguna otra causal de 
improcedencia, se procede a realizar el estudio de fondo del presente asunto. 

SEXTO. Cuestiones previas y catálogo de temas que serán analizados en esta resolución. Existe 
precedente de este Alto Tribunal en interpretación del artículo 115, fracción V de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en algunos aspectos de la Ley General de Asentamientos Humanos, Desarrollo 
Urbano y Ordenamiento Territorial, al resolver las controversias constitucionales 94/2009, 99/2009 y 
100/2009, promovidas respectivamente por los Municipios de San Pedro Garza García, Santa Catarina y San 
Nicolás de los Garza, todos del Estado de Nuevo León, en sesión de treinta y uno de marzo de dos mil once, 
que dieron lugar a las jurisprudencias P./J. 15/2011, P./J. 16/2011 y P./J. 17/2011, de rubro, texto y datos de 
identificación siguientes: 

“ASENTAMIENTOS HUMANOS. ES UNA MATERIA CONCURRENTE POR DISPOSICIÓN 
CONSTITUCIONAL. Con la adición al artículo 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos de la fracción XXIX-C, mediante decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 6 de febrero de 1976, la materia de asentamientos 
humanos se encuentra constitucionalmente regulada de manera concurrente, lo que 
significa que los tres niveles de gobierno intervienen en ella. En dicha materia las 
competencias se establecen a través de una ley general, pero con la particularidad de 
que, además de los principios de división competencial, cuenta con elementos 
materiales y mandatos de optimización establecidos en la propia Constitución, los que 
deben guiar la actuación de los órganos legislativos y ejecutivos de los distintos niveles 
de gobierno. La ley relativa es la Ley General de Asentamientos Humanos, cuyas 
disposiciones originales tenían por objeto establecer la concurrencia de los tres órdenes 
de gobierno para la ordenación y regulación de los asentamientos humanos en el 
territorio del país, fijar las normas básicas para planear la fundación, conservación, 
mejoramiento y crecimiento de los centros de población y definir los principios conforme 

                                                 
36 Resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de ocho de febrero de dos mil veintiuno. 
37 De texto: Si se tiene en cuenta que conforme al artículo 22 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en sus fracciones VI y VII, en el escrito de demanda deberá señalarse la norma 
general o acto cuya invalidez se pretende así como, en su caso, el medio oficial en que se publicó y los conceptos de invalidez, es indudable 
que ante una manifestación imprecisa o genérica en el sentido de que se impugnan "todos los demás actos o normas relacionados con la litis 
de la controversia", la Suprema Corte de Justicia de la Nación no puede analizar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de actos o 
normas generales que no se impugnaron específicamente. Lo anterior se corrobora con la jurisprudencia P./J. 135/2005, de rubro: 
"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. PARA QUE SE ESTUDIE LA CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA O ACTO BASTA CON 
EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA LA CAUSA DE PEDIR.", en la que este Tribunal en Pleno sostuvo que para estar en 
posibilidad de estudiar los actos o normas impugnados en una controversia constitucional, es necesario que el actor exprese, por lo menos, el 
agravio que estime le causan los motivos que originaron éste, es decir, que se contenga la expresión clara de la causa de pedir.” 
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a los cuales el Estado ejercería sus atribuciones para determinar las correspondientes 
provisiones, usos, reservas y destinos de áreas y predios. El indicado ordenamiento fue 
modificado en 1981 y 1984, a fin de incorporar regulaciones respecto de la tierra para el 
desarrollo urbano y la vivienda, así como para adecuarlo a las reformas del artículo 115 
de la Constitución General de la República. De este modo, la materia de asentamientos 
humanos fue absorbida por la Federación, y al mismo tiempo se delegó al legislador 
ordinario, al cual se mandató para que estableciera, a través de la Ley General, la 
concurrencia de la facultad entre los tres niveles de gobierno, pero manteniendo una 
homogeneidad material en cuanto a los objetivos establecidos directamente en el 
artículo 27 constitucional.” (Jurisprudencia P./J. 15/2011. Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 886, registro 
161384). 

“ASENTAMIENTOS HUMANOS. VÍAS DE ANÁLISIS DE LOS ÁMBITOS DE COMPETENCIA 
EN ESA MATERIA. La facultad constitucional concurrente en materia de asentamientos 
humanos prevista en el artículo 73, fracción XXIX-C, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, debe interpretarse en el contexto normativo que establece el 
sistema general de planeación del desarrollo nacional establecido en el artículo 11 de la 
Ley General de Asentamientos Humanos, ya que estas facultades de planeación de los 
distintos niveles de gobierno no funcionan en una relación jerárquico-normativa o de 
distribución competencial, sino que tienen una injerencia directa en las políticas públicas 
desarrolladas por aquéllos, cuya autonomía tiene un impacto directo en la relación de la 
planeación de las distintas jurisdicciones. En este sentido, existen dos vías de análisis 
de los ámbitos de competencia en esta materia que son paralelas y complementarias:  a) 
La normativa, que establece las relaciones jerárquicas o de división competencial de la 
que deriva la validez de las distintas disposiciones emitidas por los diferentes niveles de 
gobierno; y, b) La de los planes, programas y acciones relacionadas con la planeación 
que, si bien derivan y tienen una relación directa con la primera vertiente, se relacionan 
entre ellas de manera distinta a la validez, con criterios como congruencia, coordinación 
y ajuste.” (Jurisprudencia P./J. 16/2011. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 888, registro 161382). 

“ASENTAMIENTOS HUMANOS. LOS MUNICIPIOS GOZAN DE UNA INTERVENCIÓN REAL 
Y EFECTIVA DENTRO DEL CONTEXTO DE LA NATURALEZA CONSTITUCIONAL 
CONCURRENTE DE LA MATERIA. Las facultades de los Municipios en materia de 
asentamientos humanos previstas en la fracción V del artículo 115 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, entendidas en el sistema constitucional 
concurrente, no son normativas exclusivas ni definitivas, ya que el acápite de dicha 
fracción indica claramente que siempre se desarrollarán en los términos de las leyes 
federales y estatales relativas; así, aquéllas deben entenderse siempre en el contexto de 
las facultades concurrentes distribuidas constitucional y legalmente; sin embargo, en 
virtud de las reformas constitucionales destinadas a reforzar la autonomía municipal, 
concretamente las de 1983 y 1999, debe tenerse presente que el Municipio siempre goza 
de un grado de autonomía cierta frente a la planeación estatal, debiendo tener una 
intervención real y efectiva en ella y no ser un mero ejecutor.” (Jurisprudencia P./J. 
17/2011. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, 
agosto de 2011, página 887, registro 161383). 

Los criterios anteriores han sido replicados por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación al 
resolver, el seis de junio de dos mil dieciséis, la controversia constitucional 50/2012, promovida por el 
Municipio de Querétaro, Estado de Querétaro, en la cual se sostuvo, en esencia, lo siguiente: 

“(...) La materia de asentamientos humanos se encuentra constitucionalmente regulada 
de manera concurrente, lo que significa que los tres niveles de gobierno intervienen en la 
misma. En efecto, ello de conformidad con la adición al artículo 73 de la Constitución 
Federal de la fracción XXIX-C, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el seis de febrero de mil novecientos setenta y seis. 

El artículo 73, fracción XXIX-C de la Constitución Federal, establece que el Congreso 
tiene la facultad de expedir las leyes que establezcan la concurrencia del gobierno 
federal, de los estados y de los Municipios, en el ámbito de sus competencias, en materia 
de asentamientos humanos, con el objeto de cumplir la finalidad prevista en el artículo 27 
constitucional. 
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En esta materia de asentamientos humanos, las competencias se establecen a través de 
una ley general, pero con la particularidad de que además de los principios de división 
competencial cuenta con elementos materiales y mandatos de optimización establecidos 
en la propia Constitución, los que deben guiar la actuación de los órganos legislativos y 
ejecutivos de los distintos niveles de gobierno. 

La indicada Ley, constituye la Ley General de Asentamientos Humanos cuyas 
disposiciones inicialmente establecían la concurrencia de los tres órdenes de gobierno 
para la ordenación y regulación de los asentamientos humanos en el territorio del país, 
fijaba las normas básicas para planear la fundación, conservación, mejoramiento y 
crecimiento de los centros de población y definía los principios conforme a los cuales el 
Estado ejercería sus atribuciones para determinar las correspondientes provisiones, 
usos, reservas y destinos de áreas y predios; una vez modificada en mil novecientos 
ochenta y uno y mil novecientos ochenta y cuatro, se incorporaron regulaciones 
respecto de la tierra para el desarrollo urbano y la vivienda, así como para adecuarla a 
las reformas del artículo 115 constitucional. 

El artículo 115 en su fracción V, se dedica a enumerar las facultades municipales 
relacionadas, casi exclusivamente, con la materia de asentamientos humanos, pero 
estableciendo en su acápite que éstas siempre se desarrollarán en los términos de las 
leyes federales y estatales relativas. 

La intervención del Municipio en la zonificación y planes de desarrollo urbano goza de un 
grado de autonomía cierta frente a la planeación estatal, no pudiendo ser éste un mero 
ejecutor de la misma, sino tener una intervención real y efectiva en ella (...)”. 

Ahora bien, mediante Decreto publicado el veintinueve de enero de dos mil dieciséis, se reformó el 
precepto 73 constitucional en el aspecto siguiente: 

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad: (...) 

XXIX-C. Para expedir las leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, de 
las entidades federativas, de los Municipios y, en su caso, de las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, en 
materia de asentamientos humanos, con objeto de cumplir los fines previstos en el 
párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución”. 

La reforma citada dio paso a la expedición, por parte del Congreso de la Unión, de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano vigente a partir del veintiocho de 
noviembre de dos mil dieciséis. 

Al respecto, de manera particular, en torno a la facultad concurrente municipal en materia de 
asentamientos humanos, este Tribunal Pleno, al resolver la controversia constitucional 19/2017, en sesión 
de cuatro de febrero de dos mil veintiuno, observó que, frente al ámbito competencial del municipio en materia 
de asentamientos humanos, el Congreso de la Unión tiene dos atribuciones fundamentales al emitir la Ley 
General respectiva. La primera, consistente en distribuir competencias en materia de asentamientos 
humanos en los tres órdenes de gobierno, sin desconocer ni alterar las competencias municipales previstas 
en la fracción V del artículo 115 de la Constitución Federal. Y la segunda, regular mediante principios 
generales y normas básicas el ejercicio de estas atribuciones con el fin de preservar la homogeneidad 
material en cuanto a los objetivos establecidos en el párrafo tercero del diverso 27 de la Constitución General 
de la República, pero sin convertir al municipio en un mero ejecutor en su consecución al margen de 
los otros niveles de gobierno. Lo anterior fue sustentado con base en las consideraciones siguientes: 

“Ahora, desde el punto de vista del orden de gobierno municipal, el artículo 115, fracción 
V, de la Constitución Federal, establece las facultades del Municipio en materia de 
asentamientos humanos; fracción que, en particular, hay que subrayarlo, no se refiere ni 
a facultades normativas exclusivas del ente municipal, ni a servicios públicos que tiene 
encomendados, pues todo ello se encuentra previsto en las diversas fracciones II y III de 
dicho precepto constitucional, respectivamente. 

En efecto, el artículo 115, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, enumera las facultades municipales relacionadas, casi exclusivamente, a la 
materia de asentamientos humanos, pero estableciendo en su acápite que éstas siempre 
se desarrollarán en los términos de las leyes federales y estatales relativas. Dicho 
precepto constitucional dispone: 
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‘Art. 115.- Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno 
republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su 
división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, 
conforme a las bases siguientes: (...) 

V.- Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán 
facultados para: 

a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano 
municipal; 

b) Participar en la creación y administración de sus reservas territoriales; 

c) Participar en la formulación de planes de desarrollo regional, los cuales deberán estar 
en concordancia con los planes generales de la materia. Cuando la Federación o los 
Estados elaboren proyectos de desarrollo regional deberán asegurar la participación de 
los municipios; 

d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su competencia, 
en sus jurisdicciones territoriales; 

e) Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana; 

f) Otorgar licencias y permisos para construcciones; 

g) Participar en la creación y administración de zonas de reservas ecológicas y en la 
elaboración y aplicación de programas de ordenamiento en esta materia; 

h) Intervenir en la formulación y aplicación de programas de transporte público de 
pasajeros cuando aquellos afecten su ámbito territorial; e 

i) Celebrar convenios para la administración y custodia de las zonas federales. 

(REFORMADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 

En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el párrafo tercero del 
artículo 27 de esta Constitución, expedirán los reglamentos y disposiciones 
administrativas que fueren necesarios. Los bienes inmuebles de la Federación ubicados 
en los Municipios estarán exclusivamente bajo la jurisdicción de los poderes federales, 
sin perjuicio de los convenios que puedan celebrar en términos del inciso i) de esta 
fracción.’ 

Si bien esta fracción se reformó en diciembre de mil novecientos noventa y nueve, su 
contenido solamente se alteró de manera parcial, al agregarse como facultades la 
formulación de planes de desarrollo regional (actual inciso c)); control y vigilancia de la 
utilización de suelo (actual inciso d)); formulación y aplicación de programas de 
transporte público de pasajeros (actual inciso h)); y, celebración de convenios para 
administración y custodia de zonas federales (actual inciso i)). Por lo que la facultad 
concurrente municipal relativa a los asentamientos humanos ya se encontraba como tal 
desde mil novecientos ochenta y tres, siendo que la reforma de mil novecientos noventa 
y nueve simplemente tuvo como finalidad aclarar la redacción creando incisos, tal como 
se advierte del dictamen de la cámara de origen sobre las nueve iniciativas que se 
presentaron para la reforma al artículo 115 por parte de diversos grupos 
parlamentarios38. 

Fue entonces, en la reforma de dos de febrero de mil novecientos ochenta y tres, cuando 
se estableció de manera expresa la facultad municipal relacionada con la zonificación y 
planes de desarrollo urbano, pero sin la intención del constituyente de que esta facultad 
fuera más allá de una intervención por parte del municipio en las facultades estatales y 
federales en la materia, originarias desde la reforma de seis de febrero de mil 

                                                 
38 Dictamen de la cámara de origen: “4.5 Se corrige el actual modelo de redacción que contiene la fracción V del artículo 115 constitucional 
para abrirlo en incisos y dar mayor claridad a cada una de las materias concurrentes del municipio. En consecuencia, para atender al espíritu 
de las iniciativas, se faculta al municipio para no sólo controlar y vigilar el uso de suelo sino para autorizarlo; a la par que se le faculta 
constitucionalmente para intervenir en la elaboración y aplicación de programas de transporte urbano, y participar en lo relativo a la materia 
ecológica y de protección ambiental, así como en aquello que se vincule a la planeación regional”. 
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novecientos setenta y seis, como lo hemos referido anteriormente; tan es así, que el 
municipio en estos momentos históricos era todavía “administrado” y no “gobernado” 
por un ayuntamiento39. 

La reforma de mil novecientos noventa y nueve, si bien no tocó sustantivamente la 
fracción V más que para ordenar su redacción, si cambió el contexto normativo 
constitucional general en el cual debe enmarcarse la tendencia interpretativa de la 
facultad que ahora nos ocupa. Lo anterior significa que el texto analizado no puede 
significar exactamente lo mismo antes y después de la reforma de diciembre de mil 
novecientos noventa y nueve, ya que la misma otorgó una nueva posición constitucional 
al municipio frente al estado y a la misma Federación. 

Lo anterior, significa que la intervención del municipio en la zonificación y planes de 
desarrollo urbano no puede tener la misma intensidad antes y después de la reforma 
referida, y aun cuando la diferencia no puede ser sustantiva, sino sólo de grado, sí le 
debe otorgar al municipio una autonomía cierta frente a la planeación nacional y estatal, 
no pudiendo ser éste un mero ejecutor de la misma, sino tener una intervención real y 
efectiva en ella. 

Considerando lo anterior puede decirse que, frente al ámbito competencial del municipio 
en materia de asentamientos humanos, el Congreso de la Unión tiene dos atribuciones 
fundamentales al emitir la Ley General respectiva. La primera, consistente en distribuir 
competencias en materia de asentamientos humanos en los tres órdenes de gobierno, 
sin desconocer ni alterar las competencias municipales previstas en la fracción V del 
artículo 115 de la Constitución Federal. Y la segunda, regular mediante principios 
generales y normas básicas el ejercicio de estas atribuciones con el fin de preservar la 
homogeneidad material en cuanto a los objetivos establecidos en el párrafo tercero del 
artículo 27 de la Constitución General de la República, pero sin convertir al municipio en 
un mero ejecutor en su consecución al margen de los otros niveles de gobierno. Lo 
anterior tiene sustento en la jurisprudencia P./J. 17/2011, de rubro ASENTAMIENTOS 
HUMANOS. LOS MUNICIPIOS GOZAN DE UNA INTERVENCIÓN REAL Y EFECTIVA 
DENTRO DEL CONTEXTO DE LA NATURALEZA CONSTITUCIONAL CONCURRENTE DE 
LA MATERIA.40 

Así, mediante el ejercicio de estas atribuciones de distribución y regulación, el Congreso 
puede establecer una legislación sobre asentamientos humanos que prevea las líneas 
generales y objetivos comunes del desarrollo territorial a nivel nacional, con objeto de 
preservar la homogeneidad material en cuanto a los objetivos establecidos directamente 
en el artículo 27, párrafo tercero de la Constitución Federal, esto es, lograr el desarrollo 
equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y 
urbana, pero respetando un ámbito de autonomía efectiva para el municipio.” 41 

                                                 
39 La exposición de motivos de la reforma del dos de febrero de mil novecientos ochenta y tres, se refiere a la fracción estudiada solamente 
en el siguiente párrafo que se trascribe: “Otro importante aspecto en el que la reforma municipal y el Municipio libre habían venido quedando 
postergados, es el desarrollo urbano, tan necesario para su planeación y crecimiento racional, por lo que en la fracción V se faculta a los 
Municipios para intervenir en la zonificación y planes de desarrollo urbano municipales, en la creación y administración de sus reservas 
territoriales, en el control y vigilancia del uso del suelo, en la regularización de la tenencia de la tierra, y en su necesaria intervención como 
nivel de gobierno estrechamente vinculado con la evolución urbana en el otorgamiento de licencias y permisos para construcciones y para la 
creación y administración de zonas de reservas ecológicas, todo ello de conformidad con los fines y lineamientos generales señalados en el 
párrafo tercero del artículo 27 de la propia Constitución”; por su parte, el dictamen de la cámara de origen es aun más escueto ya que sólo 
precisó lo siguiente: “A juicio de los suscritos, la fracción V que se propone, enriquece notablemente la facultad de los municipios para 
intervenir en la planeación de su desarrollo urbano, en la creación y administración de sus reservas territoriales, en la vigilancia del uso del 
suelo y en la regularización de la tenencia de la tierra urbana. Crear y administrar zonas de reservas ecológicas y expedir la reglamentación 
necesaria, son facultades de un extraordinario alcance que ponen las bases para consolidar a los municipios como los más fuertes puntales 
del desarrollo nacional”. 
40 “ASENTAMIENTOS HUMANOS. LOS MUNICIPIOS GOZAN DE UNA INTERVENCIÓN REAL Y EFECTIVA DENTRO DEL CONTEXTO 
DE LA NATURALEZA CONSTITUCIONAL CONCURRENTE DE LA MATERIA. Las facultades de los Municipios en materia de 
asentamientos humanos previstas en la fracción V del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, entendidas 
en el sistema constitucional concurrente, no son normativas exclusivas ni definitivas, ya que el acápite de dicha fracción indica claramente 
que siempre se desarrollarán en los términos de las leyes federales y estatales relativas; así, aquéllas deben entenderse siempre en el 
contexto de las facultades concurrentes distribuidas constitucional y legalmente; sin embargo, en virtud de las reformas constitucionales 
destinadas a reforzar la autonomía municipal, concretamente las de 1983 y 1999, debe tenerse presente que el Municipio siempre goza de un 
grado de autonomía cierta frente a la planeación estatal, debiendo tener una intervención real y efectiva en ella y no ser un mero ejecutor.” 
(Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, Página 887, Registro 161383). 
41 Fojas 98 a 102 de la sentencia dictada en la controversia constitucional 19/2017. 
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En efecto, de lo transcrito se desprende que, con motivo de lo resuelto en la controversia 
constitucional 19/2017, es criterio de este Tribunal Pleno que, con motivo de la reforma constitucional de mil 
novecientos noventa y nueve al artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los 
Municipios, con base en la fracción V de ese precepto, cuentan con una autonomía frente a la planeación 
nacional y estatal, no pudiendo tener el carácter de un mero ejecutor, sino tener una intervención real 
y efectiva en ella, de manera que el Congreso de la Unión, como las legislaturas locales, al expedir una 
legislación sobre asentamientos humanos, a la luz de los objetivos establecidos en el artículo 27, párrafo 
tercero, de la Constitución Federal, a fin de lograr el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las 
condiciones de vida de la población rural y urbana, deben respetar un ámbito de autonomía efectiva para 
al orden de gobierno municipal. 

Atendiendo a lo expuesto, para efectos metodológicos, el análisis de fondo del presente asunto se 
centrará en los conceptos de invalidez formulados por el Municipio actor a través de los cuales cuestiona 
diversas previsiones normativas de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, lo cual se desarrollará conforme a los siguientes temas y 
subtemas: 

CONSIDERANDO TEMA 

SÉPTIMO 

Impugnaciones dirigidas a combatir la falta de competencia del Congreso de 
Nuevo León para emitir la Ley local impugnada, ampliar su objeto e imponer un 
único modelo de desarrollo urbano, en violación a la forma del Estado Federal, la 
descentralización política y la autonomía municipal. Análisis de los conceptos de 
invalidez décimo primero, décimo segundo y décimo tercero. 

OCTAVO 

Impugnaciones dirigidas a combatir las facultades del Ejecutivo local 
relacionadas con los planes y programas de desarrollo urbano municipal y la 
zonificación de territorio. Análisis de los conceptos de invalidez quinto, sexto, séptimo 
y octavo. 

A. La facultad del Ejecutivo local para ordenar la publicación e inscripción de 
los planes de desarrollo urbano municipal y la zonificación de territorio, 
vulnera la autonomía municipal y subordina al Municipio a dicho Poder 
(artículos 9, fracción IX, 11, fracción I, y 56, penúltimo párrafo, de la Ley local 
impugnada). Análisis del quinto concepto de invalidez. 

B. La previsión de que la etapa de verificación de congruencia de un proyecto 
de plan o programa de desarrollo urbano municipal y/o zonificación de 
territorio, sea anterior a su aprobación por parte del Ayuntamiento, viola la 
autonomía municipal y lo subordina al Gobierno local (artículo 52 de la Ley 
local impugnada). Análisis del sexto concepto de invalidez. 

C. La previsión de que el Gobierno local califique que el programa de desarrollo 
urbano municipal y/o zonificación de territorio, cumple con la ley de la 
materia y el procedimiento de consulta popular, viola la autonomía municipal 
(artículo 53, fracción IX, de la Ley local impugnada). Análisis del séptimo 
concepto de invalidez. 

D. La previsión de que los planes y programas de desarrollo urbano entren en 
vigor después de treinta días hábiles siguientes a su publicación en el 
periódico oficial local, viola la autonomía municipal, los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad, y genera subordinación al Ejecutivo local 
(artículo 57 de la Ley local impugnada). Análisis del octavo concepto de 
invalidez. 

NOVENO 

Las facultades otorgadas a la Secretaría de Desarrollo Sustentable del Estado 
para expedir normas técnicas estatales en materia de impacto, imagen y estética 
urbanas, así como la protección del patrimonio cultural inmueble, transgreden la 
autonomía municipal y generan subordinación al Ejecutivo local. (artículos 3, 
fracción LIV, 10, fracciones XX, XXI y XXVI, 50, último párrafo, y 328, de la Ley 
local impugnada). Análisis del noveno concepto de invalidez. 
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DÉCIMO 

La facultad del Congreso local para crear al Organismo de Planeación Urbana de 
la Zona Metropolitana (de Monterrey), viola la autonomía municipal (artículos 20, 
párrafo segundo, y Décimo Transitorio, párrafo segundo, de la Ley local 
impugnada). Análisis del décimo concepto de invalidez. 

DÉCIMO PRIMERO 

La previsión de que exista un decreto del gobierno federal o local para determinar 
áreas no urbanizables, las zonas de conservación ambiental o de preservación 
ecológica, viola la competencia municipal (artículo 136, fracción III, inciso a), de la 
Ley local impugnada). Análisis del décimo quinto concepto de invalidez. 

DÉCIMO 
SEGUNDO 

La previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial previa 
para ejecutar clausuras y suspensiones de obras, viola la autonomía municipal, el 
principio de autotutela administrativa y lo subordina al Poder Judicial local 
(artículos 367, párrafo segundo, 368, fracción I, 370, 375, 376, 382, párrafos 
primero, segundo, tercero y cuarto de la Ley local impugnada). Análisis del 
vigésimo concepto de invalidez. 

DÉCIMO 
TERCERO 

La reducción de plazos para que el Municipio resuelvan las solicitudes de 
permisos, licencias o autorizaciones, viola su autonomía en la regulación de 
procedimientos administrativos y los plazos para resolver (artículos 259, 305, 
segundo párrafo, 309 y 319 de la Ley local impugnada). Análisis del vigésimo 
segundo concepto de invalidez. 

DÉCIMO CUARTO 

La vigencia indefinida de permisos, autorizaciones y licencias viola la autonomía 
municipal y los principios de certeza y seguridad jurídica (artículos 291, fracción I, 
304, fracción I, y 313 de la Ley local impugnada). Análisis del vigésimo tercer 
concepto de invalidez. 

DÉCIMO QUINTO 

El Congreso del Estado desarrollo deficientemente la regulación de la resiliencia 
urbana en materia de prevención de riesgos, en perjuicio del Municipio, la certeza 
y seguridad jurídica, la razonabilidad y proporcionalidad, la división de poderes y 
la supremacía constitucional (artículo 136, fracción III, inciso c), de la Ley local 
impugnada). Análisis del vigésimo cuarto concepto de invalidez. 

DÉCIMO SEXTO 

La omisión de prever una partida presupuestal para el financiamiento de 
proyectos de alcance e interés metropolitano previstos en el plan o programa 
metropolitano de desarrollo urbano, viola la autonomía del Municipio, al no 
permitir ejercer sus funciones (artículo 42, párrafos primero y quinto, de la Ley 
local impugnada). Análisis del vigésimo quinto concepto de invalidez. 

DÉCIMO SÉPTIMO 

Impugnación de diversas previsiones relacionadas con la cesión de áreas 
municipales y área libre complementaria. Análisis de los conceptos de invalidez 
décimo sexto, décimo séptimo, décimo octavo y décimo noveno. 

A. Las previsiones relativas a la cesión de áreas municipales, viola la 
competencia del Municipio, en la medida en que restringe llevar a cabo una 
cesión adicional con motivo de la acción de crecimiento urbano previamente 
autorizada (artículo 210, párrafos octavo y noveno, de la Ley local 
impugnada). Análisis del décimo sexto concepto de invalidez. 

B. La previsión relativa al “área libre complementaria”, viola la competencia 
municipal en la prestación de los servicios públicos, así como el principio de 
protección y progresividad del espacio público (artículo 210, párrafo décimo, 
de la Ley local impugnada). Análisis del décimo séptimo concepto de invalidez. 

C. La previsión de que por lo menos el 30% del área de cesión municipal se 
destine a jardines, viola la autonomía municipal (artículos 210, párrafos 
cuarto y sexto, y 250, fracción I, de la Ley local impugnada). Análisis del 
décimo octavo concepto de invalidez. 

D. La obligación de ceder áreas municipales para la constitución de parques, 
plazas, jardines viola los principios de certeza y seguridad jurídica en 
relación a su destinatario (artículos 210, fracción X, 230, fracción III y 234 de 
la Ley local impugnada). Análisis del décimo noveno concepto de invalidez. 
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DÉCIMO OCTAVO 

Las previsiones relativas al fraccionamiento del suelo y construcción de vivienda, 
que obligan al Municipio a cubrir el costo o gastos inherentes a los servicios de 
alumbrado público y recolección de basura en un fraccionamiento en proceso de 
urbanización, violan su autonomía hacendaria (artículos 208, fracciones V y XIV, 
214, fracción VI, incisos a) y b), 258, fracciones V, VI, VII, VIII y IX, y 287, 
fracciones IV y V, de la Ley local impugnada). Análisis del vigésimo primer concepto 
de invalidez. 

DÉCIMO NOVENO 

La Ley local impugnada viola el principio de progresividad, en cuanto a 
descentralización política se refiere, la función democrática del régimen municipal 
y reduce la participación ciudadana (artículo 426, fracción I, de la Ley local 
impugnada). Análisis del décimo cuarto concepto de invalidez. 

 

SÉPTIMO. Impugnaciones dirigidas a combatir la falta de competencia del Congreso de Nuevo 
León para emitir la Ley local impugnada, ampliar su objeto e imponer un único modelo de desarrollo 
urbano, en violación a la forma del Estado Federal, la descentralización política y la autonomía 
municipal. El Municipio actor en sus conceptos de invalidez décimo primero, décimo segundo y décimo 
tercero, hace valer argumentos que se encuentran íntimamente relacionados entre sí, que se reducen a lo 
siguiente: 

 El Congreso local viola la forma del Estado Federal y la autonomía municipal, pues al ampliar el 
objeto de la Ley local impugnada, no deja margen de libre apreciación a Municipios para que, 
atendiendo a sus particularidades, apliquen sus propias políticas urbanas y establezcan las 
normas y actuaciones urbanísticas necesarias para cumplir con los fines esenciales de la 
materia, previstas en el párrafo tercero del artículo 27 de la Constitución Federal (décimo primer 
concepto de invalidez). Artículos 1, fracciones I, II, III y IV; 3, fracciones XXIII, XCV, XCVI y XCVII, 11, 
79, fracción III, 86, 88, y 111 de la Ley local impugnada. 

 Falta de competencia del Congreso de Nuevo León para regular de manera sustantiva y fijar 
criterio en lo relativo al ordenamiento territorial, uso del suelo, desarrollo urbano, planificación 
urbana municipal (fundación, crecimiento, mejoramiento, consolidación y conservación), así 
como zonificación y movilidad urbana (décimo segundo concepto de invalidez) 

 El Congreso local se extralimito en su facultad legislativa, vulnerando la forma del Estado 
Federal, al imponer un único modelo de desarrollo urbano y establecer a detalle los contenidos 
y estrategias normativas que deberán seguir todos los Municipios de la entidad, quedando 
prácticamente sin libertad de elección en cuanto a las políticas públicas o estrategias que 
puedan emplear para la consecución de los fines establecidos en el artículo 27, párrafo tercero, 
de la Constitución Federal, generando desregulación del sector inmobiliario y maximizar las 
utilidades de los inversores. (décimo tercero concepto de invalidez). Artículos 3, 11, 79, 86, 88 y 111 
de la Ley local impugnada. 

De lo anterior se desprende que el Municipio actor impugna, en esencia, la falta de competencia del 
Congreso local para cambiar el objeto de la Ley local impugnada, pues, a su parecer, con ello lleva cabo la 
imposición de un modelo único de desarrollo urbano a través de un marco normativo que, por el grado de 
detalle en que se regula, estima que restringe las competencias constitucionales del ente municipal en materia 
de asentamientos humanos y desarrollo urbano. 

Lo alegado por el Municipio actor, en torno a los preceptos que impugna en este apartado, resulta 
parcialmente fundado. 

Como se ha mencionado, este Tribunal Constitucional ha desarrollado una doctrina jurisprudencial en 
torno a la materia de asentamientos humanos, atendiendo, por una parte, a lo resuelto por este Pleno en las 
controversias constitucionales 94/2009, 99/2009 y 100/200942; pero, además, acorde con lo sustentado por 
la Segunda Sala de este Alto Tribunal al resolver la diversa controversia 62/2011.43 

                                                 
42 Promovidas, respectivamente, por los Municipios de San Pedro Garza García, Santa Catarina y San Nicolás de los Garza, todos del 
Estado de Nuevo León, resueltas en sesión de treinta y uno de marzo de dos mil once, por unanimidad de once votos. 
43 Promovida por el municipio de Xaltocan, del Estado de Tlaxcala, en su sesión celebrada el once de abril de dos mil doce, por unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, José Fernando Franco González Salas y 
Presidente Sergio A. Valls Hernández (ponente). Ausente la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos. 
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En primer término, se ha reconocido que la regulación del dominio del suelo tiene sustento en el 
artículo 27, párrafo tercero, de la Constitución Federal, del cual se desprende que la Nación tendrá, en todo 
tiempo, el derecho de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés público, así como el 
de regular, en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, 
con objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr el 
desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana, por 
lo que se deben dictar las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer 
adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras 
públicas y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de 
población. 

Dados los múltiples aspectos que intervienen en la materia de asentamientos humanos y desarrollo 
urbano, se ha hecho necesario que en la planeación para el crecimiento de los centros de población, 
intervengan los diversos órdenes de gobierno, para que, de forma coordinada y congruente, se regulen los 
aspectos relacionados con el control y desarrollo de los conjuntos demográficos que se asientan en una 
determinada área física, en la fundación, conservación, mejora y desenvolvimiento de las áreas urbanas que 
surgen como consecuencia de ellos. 

Tal situación ha sido considerada por el Poder Revisor de la Constitución para agregar un apartado C a 
la fracción XXIX del artículo 73, de la Constitución General, a través del Decreto publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el seis de febrero de mil novecientos setenta y seis, y con ello, establecer la concurrencia 
del Gobierno Federal, de las entidades federativas y de los Municipios, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, en materia de asentamientos humanos, con el objeto de cumplir los fines previstos en 
el párrafo tercero del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En efecto, de la exposición de motivos de la iniciativa que dio lugar a la citada reforma constitucional, 
así como del Dictamen relativo de la Cámara de Diputados, se desprende lo siguiente: 

Exposición de motivos: 

“Los elementos y acciones que inciden en los centros urbanos de población por parte 
del sector público corresponden a los tres niveles de gobierno previstos en el sistema 
constitucional mexicano, lo que implica que para la ordenación de los centros urbanos, 
las acciones de los ayuntamientos, gobiernos estatales y del propio Gobierno Federal 
deberán darse de acuerdo con las competencias que la Constitución General de la 
República les ha conferido, respondiendo a objetivos comunes en el marco de una visión 
de conjunto de la problemática urbana, debiendo por tanto fijarse dichas bases en la 
carta fundamental y en la Ley Reglamentaria correspondiente. 

En los sistemas de Gobierno Federal, lo que ha determinado el conferirle a la Federación 
una competencia, es la trascendencia nacional de una materia cuya atención rebasa el 
ámbito de una Entidad Federativa en lo particular; ese ha sido el sentido del sistema 
mexicano consagrado en diversas normas del texto constitucional y especialmente 
destacado por el artículo 117 de la Constitución en vigor. En este mismo sentido los 
problemas que pertenecen a dos o más Entidades Federativas en materias de nivel 
nacional deben de atenderse con la participación del Gobierno Federal, criterio general 
que sigue la Constitución al establecer la competencia de los tribunales federales para 
dirimir las controversias que se susciten entre dos Entidades Federativas. 

La Constitución de 1917 no contiene ninguna norma que establezca regulaciones en 
materia urbana, por tanto en los términos del artículo 124 se entiende en principios como 
una materia reservada a los Estados; sin embargo, es de señalarse que además de las 
razones históricas que explican la ausencia correspondiente, la problemática urbana se 
encuadra dentro de un conjunto de acciones que difícilmente podrían establecer una 
facultad exclusiva a cualquiera de los niveles de Gobierno por los múltiples elementos, 
materias y atribuciones, que concurren a la misma. 

En los términos de la vigente distribución de competencias del sistema federal mexicano, 
la Federación ejerce facultades decisivas en el desarrollo urbano, como las 
correspondientes a la tenencia de la tierra, agua, bosques, contaminación ambiental ,vías 
generales de comunicación, energía eléctrica, y en otras materias, así como lo relativo a 
la promoción económica, las inversiones públicas de la Federación, tienen impacto 
determinante en dicho proceso, condicionan las posibilidades del crecimiento agrícola e 
industrial, y dan origen a la creación de fuentes de trabajo, las que constituyen el 
elemento de atracción básica en la elección que los grupos humanos toman  para 
asentarse. 



Martes 15 de noviembre de 2022 DIARIO OFICIAL  

La multiplicidad de elementos y de competencias que inciden en el fenómeno urbano nos 
lleva al principio de que la estructura jurídica que dé regulación al mismo, deberá 
establecer la concurrencia de los tres niveles de Gobierno a través de nuevas formas de 
colaboración de las Entidades Federativas entre sí, y de éstas con la Federación, como 
única forma de ser congruente al federalismo, dentro de un cauce de responsabilidad 
institucional compartida. Federalizar estas acciones públicas, sería una posición 
conservadora, antihistórica, que escindiría responsabilidades y afectaría profundamente 
nuestro sistema federal; sólo la acción compartida entre la Federación y los Estados, 
permitirá una acción intergubernamental de amplia comunicación que dé atención al 
problema de manera integral. 

(...) 

Las autoridades deberán dictar las medidas necesarias para reglamentar los 
asentamientos humanos en el amplio sentido del término y establecer las provisiones, 
usos destinos y reservas de tierras, aguas y bosques, con objeto de planear y regular la 
fundación de las ciudades y demás centros de población; su conservación y 
mejoramiento. 

En consecuencia con lo anterior, se propone la adición de dos fracciones al artículo 115; 
en la primera de ellas y para los efectos de la reforma al párrafo tercero del artículo 27 de 
la propia Constitución, se reafirma la facultad de los Estados y de los Municipios para 
que dentro del ámbito de sus competencias expidan las leyes, los reglamentos y las 
disposiciones administrativas que correspondan a la observancia de la Ley Federal 
Reglamentaria de la materia; en la segunda se prevé la posibilidad y se establecen los 
mecanismos de solución para que en forma coordinada la Federación, las Entidades 
Federativas y los Municipios planeen y regulen de manera conjunta el desarrollo de los 
centros urbanos de población que estando situados en territorios municipales de dos o 
más entidades federativas formen o tiendan a formar una continuidad geográfica. 

Finalmente, en el artículo 73 se faculta al Congreso de la Unión para que expida las leyes 
que establezcan la adecuada concurrencia en las Entidades Federativas, de los 
Municipios y de la propia Federación en la solución de los problemas expresados”. 

Dictamen. Cámara de Diputados: 

“La adición de la fracción XXIX - C al artículo 73 constitucional, facultará al Congreso de 
la Unión para legislar en materia de asentamientos humanos. Esta disposición 
fundamentará la expedición de una Ley Federal que defina bases generales para regular 
y coordinar la incidencia de los tres niveles gubernamentales en el ordenamiento de los 
centros de población. 

Con esta estructura normativa, Gobierno Federal, Entidades Federativas y Municipios, en 
el ámbito de sus respectivas competencias, concurrirán al cumplimiento de los fines 
previstos en el párrafo tercero del artículo 27 constitucional. Se evitarán interferencias 
competenciales en materia urbana propiciadas por el actual régimen; se favorecerá el 
crecimiento controlado de las áreas, citadinas, una más adecuada distribución 
poblacional y un mejor aprovechamiento de nuestros recursos. 

Avance significativo en materia de coordinación constituye la adición al artículo 115 
constitucional con las fracciones IV y V. La primera estatuye la facultad de los Estados y 
Municipios para expedir leyes, reglamentos y disposiciones administrativas, a efecto de 
cumplir, en el ámbito de sus respectivas competencias, con la filosofía de esta reforma y 
con la Ley Federal de la materia. 

La nueva fracción V del citado precepto, permitirá afrontar eficazmente el problema de 
las megalópolis. La continuidad geográfica formada por varios centros urbanos, 
comprendidos en territorios municipales de dos o más Entidades Federativas, podrá 
enfocarse por los niveles competenciales federal, estatal y municipal. El desarrollo de 
estas áreas se plantará y regulará en acción conjunta y coordinada”. 

Con motivo de la reforma constitucional en comento, el veintiséis de mayo del referido año mil 
novecientos setenta y seis, fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de 
Asentamientos Humanos, cuyas disposiciones tenían por objeto establecer la concurrencia de los tres 
órdenes de Gobierno para la ordenación y regulación de los asentamientos humanos en el territorio 
del país; fijar las normas básicas para planear la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los 
centros de población; y definir los principios conforme a los cuales el Estado ejercería sus atribuciones para 
determinar las correspondientes provisiones, usos, reservas y destinos de áreas y predios. 
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Cabe mencionar que la referida Ley General fue modificada en los años de mil novecientos ochenta y 
uno, y mil novecientos ochenta y cuatro, a fin de incorporar regulaciones respecto de la tierra para el 
desarrollo urbano y la vivienda, así como para adecuarla a las reformas del artículo 115 de la Constitución 
Federal. 

Ahora bien, no fue sino hasta el veintiuno de julio de mil novecientos noventa y tres, en que se abrogó 
la citada Ley General de Asentamientos Humanos, con motivo de la expedición de una diversa, la cual, a su 
vez, fue abrogada por la Ley General de Asentamientos Humanos publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis, todo lo cual atendiendo a las facultades del 
Congreso de la Unión reconocidas en el artículo 73, fracción XXIX-C, de la Constitución Federal. 

Asimismo, se ha establecido que la facultad concurrente de los diferentes órdenes de gobierno en 
materia de asentamientos humanos debe interpretarse en el contexto normativo que establece el 
sistema general de planeación del desarrollo nacional, tal y como se encuentra previsto en el artículo 22 
de la Ley General de Asentamientos Humanos vigente, así como en el diverso 3 de la Ley de Planeación, 
cuyos textos disponen lo siguiente: 

Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano. 

“Artículo 22. La planeación, regulación y evaluación del Ordenamiento Territorial de los 
Asentamientos Humanos y del Desarrollo Urbano de los Centros de Población forman 
parte del Sistema Nacional de Planeación Democrática, como una política de carácter 
global, sectorial y regional que coadyuva al logro de los objetivos del Plan Nacional de 
Desarrollo, de los programas federales y planes estatales y municipales. 

La Planeación del Ordenamiento Territorial de los Asentamientos Humanos y del 
Desarrollo Urbano y de los Centros de Población estará a cargo, de manera concurrente, 
de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las Demarcaciones 
Territoriales, de acuerdo a la competencia que les determina la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y esta Ley.” 

Ley de Planeación 

“Artículo 3º. Para los efectos de esta Ley se entiende por planeación nacional de 
desarrollo la ordenación racional y sistemática de acciones que, en base al ejercicio de 
las atribuciones del Ejecutivo Federal en materia de regulación y promoción de la 
actividad económica, social, política, cultural, de protección al ambiente y 
aprovechamiento racional de los recursos naturales así como de ordenamiento territorial 
de los asentamientos humanos y desarrollo urbano, tiene como propósito la 
transformación de la realidad del país, de conformidad con las normas, principios y 
objetivos que la propia Constitución y la ley establecen. 

Mediante la planeación se fijarán objetivos, metas, estrategias y prioridades, así como 
criterios basados en estudios de factibilidad cultural; se asignarán recursos, 
responsabilidades y tiempos de ejecución, se coordinarán acciones y se evaluarán 
resultados.” 

Se debe destacar que las facultades de planeación de los distintos órdenes de gobierno no funcionan 
en una relación jerárquico-normativa o de distribución competencial, sino que tienen una injerencia directa 
en las políticas públicas que se desarrollan, cuya autonomía tiene un impacto directo en la relación de 
la planeación de las distintas jurisdicciones, de tal manera que entre mayor autonomía normativa tenga 
un nivel de gobierno frente a otro, menor posibilidad habrá para planear o coordinar la planeación 
entre ellos desde el nivel superior. 

Derivado de ello, como se adelantó, este Tribunal Constitucional ha establecido que, por tanto, existen 
dos vías de análisis de los ámbitos de competencia en materia de asentamientos humanos y desarrollo 
urbano que son paralelas y complementarias: la vía normativa, que es la que establece las relaciones 
jerárquicas o de división competencial de la que deriva la validez de las distintas disposiciones emitidas por 
los distintos niveles de gobierno; y la vía de los planes, programas y acciones relacionadas con la 
planeación que, si bien derivan y tienen una relación directa con la primera vertiente, se relacionan entre ellas 
de manera distinta a la validez, con criterios como: congruencia, coordinación y ajuste. 

Ahora, desde el punto de vista del orden de gobierno municipal, el artículo 115, fracción V, establece 
las facultades del Municipio en materia de asentamientos humanos; fracción en particular, hay que subrayarlo, 
no se refiere ni a facultades normativas exclusivas del ente municipal, ni a servicios públicos que tiene 
encomendados, pues todo ello se encuentra previsto en las diversas fracciones II y III de dicho precepto 
constitucional, respectivamente. 
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En efecto, el artículo 115, fracción V, enumera las facultades municipales relacionadas, casi 
exclusivamente, a la materia de asentamientos humanos, pero estableciendo en su acápite que éstas 
siempre se desarrollarán en los términos de las leyes federales y estatales relativas. Dicho precepto 
constitucional dispone: 

“Art. 115.- Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno 
republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su 
división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, 
conforme a las bases siguientes: (...) 

V.- Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán 
facultados para: 

a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano 
municipal; 

b) Participar en la creación y administración de sus reservas territoriales; 

c) Participar en la formulación de planes de desarrollo regional, los cuales deberán estar 
en concordancia con los planes generales de la materia. Cuando la Federación o los 
Estados elaboren proyectos de desarrollo regional deberán asegurar la participación de 
los municipios; 

d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su competencia, 
en sus jurisdicciones territoriales; 

e) Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana; 

f) Otorgar licencias y permisos para construcciones; 

g) Participar en la creación y administración de zonas de reservas ecológicas y en la 
elaboración y aplicación de programas de ordenamiento en esta materia; 

h) Intervenir en la formulación y aplicación de programas de transporte público de 
pasajeros cuando aquellos afecten su ámbito territorial; e 

i) Celebrar convenios para la administración y custodia de las zonas federales. 

(REFORMADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 

En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el párrafo tercero del 
artículo 27 de esta Constitución, expedirán los reglamentos y disposiciones 
administrativas que fueren necesarios. Los bienes inmuebles de la Federación ubicados 
en los Municipios estarán exclusivamente bajo la jurisdicción de los poderes federales, 
sin perjuicio de los convenios que puedan celebrar en términos del inciso i)  de esta 
fracción.” 

En este aspecto, al resolver la controversia constitucional 19/2017, en sesión de cuatro de febrero 
de dos mil veintiuno, este Tribunal Pleno observó que, mediante el ejercicio de estas atribuciones de 
distribución y regulación, el Congreso de la Unión puede establecer una legislación sobre asentamientos 
humanos que prevea las líneas generales y objetivos comunes del desarrollo territorial a nivel nacional, con 
objeto de preservar la homogeneidad material en cuanto a los objetivos establecidos directamente en el 
artículo 27, párrafo tercero, de la Constitución Federal, esto es, lograr el desarrollo equilibrado del país y el 
mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana, pero respetando un ámbito de 
autonomía efectiva para el municipio. 

En esta tesitura, se dijo que si bien el Congreso de la Unión tiene la facultad constitucional de 
dirigir la política nacional en materia de asentamientos humanos y desarrollo urbano, cuya 
manifestación primaria se expresa en la expedición de la ley en la que distribuya competencias y defina el tipo 
de relaciones de colaboración que habrán de entablar los distintos niveles de gobierno, esta no puede 
ejercerse de modo tal que se desconozca la necesaria participación que debe existir por parte de los 
Estados y los Municipios en esta materia, en tanto que ello es una condición indispensable para que, de 
forma coordinada, se pueda lograr el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de 
vida de la población rural y urbana desde el marco de una visión de conjunto de la problemática que implica el 
control y desarrollo de los conglomerados que se encuentran inmersos en una situación sedentaria dentro de 
un territorio específico (asentamientos humanos), así como del proceso que surge como consecuencia de 
dichos conglomerados, cuyo objetivo se traduce en el mejoramiento y crecimiento de los centros de población 
(desarrollo urbano). 
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Así, se reconoció que, en ejercicio de las facultades que derivan del artículo 73, fracción XXIX-C, de la 
Constitución General, el Congreso de la Unión determinó abrogar la Ley General de Asentamientos Humanos 
publicada el veintiuno de julio de mil novecientos noventa y tres, para dar paso a la vigente Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, donde se plasma un modelo de 
desarrollo urbano con una visión de planeación a largo plazo, basado en principios y objetivos 
distintos a los de la legislación anterior, en el que se promueven los usos de suelo mixtos, la densificación 
sustentable de las edificaciones, y el transporte público peatonal y no motorizado. 

De esta forma, al resolver la referida controversia 17/2018, este Tribunal Pleno observó que, en 
términos generales la Ley General de Asentamientos Humanos cumple con establecer bases normativas para 
lograr una efectiva congruencia y coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los 
municipios y las Demarcaciones Territoriales, en el ejercicio de sus facultades constitucionales en 
materia de asentamientos humanos, con el objetivo de que sus acciones resulten consistentes con el 
modelo de desarrollo urbano que el Congreso de la Unión ha establecido en la ley de la materia, en ejercicio 
de la facultad prevista en el artículo 73, fracción XXIX-C, de la Constitución Federal. 

No obstante, en ese estudio también se precisó que los artículos 59, párrafo tercero, fracción II; y 71, 
fracción III, en su porción normativa “y evitar la imposición de cajones de estacionamiento”, ambos de la 
Ley General de la materia, resultaban inconstitucionales44 por las razones siguientes: 

“A diferencia de las disposiciones antes analizadas donde, en términos generales, el 
Congreso de la Unión se limitó a establecer los principios y bases generales que deben 
orientar la regulación y planeación en materia de asentamientos humanos, los artículos 
59, párrafo tercero, fracción II; y 71, fracción III, en su porción normativa “y evitar la 
imposición de cajones de estacionamiento”, de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano sí ocasionan una vulneración a 
las competencias del municipio previstas en el artículo 115, fracción V de la Constitución 
Federal, pues en ellos se establecen mandatos expresos que prácticamente hacen 
nugatoria su facultad para decidir de manera real y efectiva la planeación y el desarrollo 
urbanístico atendiendo a las particularidades de su respectivo ámbito territorial. 

En esencia, el artículo 59, párrafo tercero, fracción II,45 de la Ley General de la materia 
establece que al llevarse a cabo la zonificación secundaria46 en las zonas que no se 
determinen de conservación, se deben: 

a) Considerar compatibles, y por lo tanto, no se podrá establecer una separación entre 
los usos de suelo residenciales, comerciales y centros de trabajo, siempre y cuando 
éstos no amenacen la seguridad, salud y la integridad de las personas, o se rebasen 
la capacidad de los servicios de agua, drenaje y electricidad o la movilidad; 

                                                 
44 Por mayoría de seis votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto del considerando octavo, denominado “El Congreso de la Unión impone un 
modelo único en materia de desarrollo urbano a través de la Ley General impugnada, que centraliza las facultades de los Poderes Federales 
en violación a la forma del Estado Federal y la descentralización política”, consistente en declarar la invalidez, con efectos únicamente entre 
las partes, de los artículos 59, párrafo tercero, fracción II, y 71, fracción III, en su porción normativa “y evitar la imposición de cajones de 
estacionamiento”, de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, expedida mediante el 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis. La señora Ministra y los señores 
Ministros Esquivel Mossa con reserva de criterio en cuanto a esta declaratoria de invalidez, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. El señor Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto concurrente. 
La señora Ministra Piña Hernández reservó su derecho de formular voto concurrente. Los señores Ministros Franco González Salas, Aguilar 
Morales y Pardo Rebolledo reservaron su derecho de formular sendos votos particulares 
45 Artículo 59. (...) 
II. En las zonas que no se determinen de Conservación: 
a) Se considerarán compatibles y, por lo tanto, no se podrá establecer una separación entre los Usos de suelo residenciales, comerciales y 
centros de trabajo, siempre y cuando éstos no amenacen la seguridad, salud y la integridad de las personas, o se rebasen la capacidad de los 
servicios de agua, drenaje y electricidad o la Movilidad; 
b) Se deberá permitir la Densificación en las edificaciones, siempre y cuando no se rebase la capacidad de los servicios de agua, drenaje y 
electricidad o la Movilidad. 
Los promotores o desarrolladores deberán asumir el costo incremental de recibir estos servicios. El gobierno establecerá mecanismos para 
aplicar dicho costo y ajustar la capacidad de infraestructuras y equipamientos que permita a promotores o desarrolladores incrementar la 
densidad de sus edificaciones y la mezcla de Usos del suelo, y 
c) Se garantizará que se consolide una red coherente de vialidades primarias, dotación de espacios públicos y equipamientos suficientes y de 
calidad. 
46 La zonificación secundaria se define en el artículo 3, fracción XL de la Ley General de Asentamientos Humanos, como la determinación de 
los usos de suelo en un espacio edificable y no edificable, así como la definición de los destinos específicos. 
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b) Permitir la densificación en las edificaciones, siempre y cuando no se rebase la 
capacidad de los servicios de agua, drenaje y electricidad o la movilidad; y 

c) Garantizar que se consolide una red coherente de vialidades primarias, dotación de 
espacios públicos y equipamientos suficientes y de calidad. 

Puede observarse que tales prescripciones, antes que ser principios o bases aplicables a 
la planeación urbana, constituyen auténticos mandatos que dejan poco margen al 
municipio para formular y administrar la zonificación secundaria de las zonas que se 
determinen de no conservación atendiendo a las particularidades que éstas presenten, 
las cuales pueden ser distintas a la mera capacidad para satisfacer los servicios de agua, 
drenaje y electricidad. Con ello, prácticamente se obliga al municipio a no separar los 
usos de suelo y densificar las edificaciones, sin permitirle llevar a cabo la planificación y 
administración de aquellas zonas que no se determinen de conservación de la manera 
que sea más acorde con las necesidades y la problemática poblacional de su territorio, 
vulnerando con ello la autonomía de decisión que en materia asentamientos humanos y 
desarrollo urbano le corresponde según lo previsto en el artículo 115, fracción V de la 
Constitución Federal. 

Por lo que corresponde al artículo 71, fracción III de la Ley General de Asentamientos 
Humanos ahí se establece que, en las políticas de movilidad que se lleven a cabo como 
parte del proceso de planeación de asentamientos humanos, se deben promover los 
usos de suelo mixtos, la distribución jerárquica de equipamientos, favorecer una mayor 
flexibilidad en las alturas y densidades de las edificaciones y evitar la imposición de 
cajones de estacionamiento. 

En términos generales en tal precepto se establece una directriz que los distintos 
órdenes de gobierno deben atender para garantizar la accesibilidad universal de las 
personas a los servicios y satisfactores urbanos, dejando que sean las autoridades de 
los distintos órdenes de gobierno encargadas de su implementación quienes determinen, 
de acuerdo con las peculiaridades del desarrollo urbano de su ámbito territorial, su 
concreta aplicación. 

No obstante, por lo que hace a la porción normativa de ese precepto que dice: “y evitar la 
imposición de cajones de estacionamiento”,47, se observa que se trata de un mandato 
concreto por el que, desde la Ley General de Asentamientos Humanos se obliga a los 
municipios a no establecer un número mínimo de espacios para el resguardo de 
vehículos automotores, a pesar de que así lo estimen conveniente atendiendo a las 
particularidades de su desarrollo urbano. De esta manera, se convierte al municipio en 
un mero ejecutor de las acciones urbanísticas establecidas en la citada Ley General, 
pasando por alto que las atribuciones regulatorias del Congreso de la Unión en materia 
de asentamientos humanos no pueden llegar al extremo de desconocer la participación 
real y efectiva que deben tener los municipios en la planeación del ordenamiento 
territorial y del desarrollo urbano dada la concurrencia propia de esta materia, razón que 
es suficiente para declarar su invalidez.” 

En ese sentido y teniendo en cuenta lo sustentado por este Pleno al resolver la controversia 
constitucional 19/2017, en el caso se observa que, en términos generales, los artículos 1, párrafo segundo, 
fracciones I, III, IV y V; 3, fracciones XXIII, XCV, XCVI y XCVII; 79, 86, y 111, todos de la Ley local impugnada, 
invocados por el accionante en su demanda, prácticamente reproducen los objetivos, definiciones y 
parámetros establecidos por el Congreso de la Unión en la materia que se analiza, aterrizándolos al 
ámbito local y municipal respectivo, como se aprecia a continuación: 

Ley General de la materia Ley local impugnada 

“Artículo 1. La presente Ley es de orden público e 
interés social y de observancia general en todo el 
territorio nacional. 

“Artículo 1. La presente Ley es de orden público e 
interés social y de observancia general en todo el 
territorio del Estado de Nuevo León. 

                                                 
47 Artículo 71. Las políticas y programas de Movilidad deberán: (...) 
III. Promover los Usos del suelo mixtos, la distribución jerárquica de equipamientos, favorecer una mayor flexibilidad en las alturas y 
densidades de las edificaciones y evitar la imposición de cajones de estacionamiento; (...) 
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Las disposiciones de esta Ley tienen por objeto: Las disposiciones de esta Ley tienen por objeto: 

I. Fijar las normas básicas e instrumentos de 
gestión de observancia general, para ordenar el 
uso del territorio y los Asentamientos Humanos 
en el país, con pleno respeto a los derechos 
humanos, así como el cumplimiento de las 
obligaciones que tiene el Estado para 
promoverlos, respetarlos, protegerlos y 
garantizarlos plenamente; 

I. Fijar las normas básicas e instrumentos de 
gestión de observancia general, para planear, 
regular y ordenar el uso del territorio y los 
Asentamientos Humanos en el Estado, con pleno 
respeto a los derechos humanos, así como el 
cumplimiento de las obligaciones que tiene el 
Estado para promoverlos, respetarlos, protegerlos 
y garantizarlos plenamente; 

II. Establecer la concurrencia de la Federación, de 
las entidades federativas, los municipios y las 
Demarcaciones Territoriales para la planeación, 
ordenación y regulación de los Asentamientos 
Humanos en el territorio nacional; 

II. Establecer la concurrencia del Estado y de los 
Municipios, para la ordenación y regulación de los 
Asentamientos Humanos en el territorio estatal; 

III. Fijar los criterios para que, en el ámbito de sus 
respectivas competencias exista una efectiva 
congruencia, coordinación y participación entre la 
Federación, las entidades federativas, los 
municipios y las Demarcaciones Territoriales para 
la planeación de la Fundación, Crecimiento, 
Mejoramiento, consolidación y Conservación de 
los Centros de Población y Asentamientos 
Humanos, garantizando en todo momento la 
protección y el acceso equitativo a los espacios 
públicos; 

III. Fijar los criterios para que, en el ámbito de sus 
respectivas competencias exista una efectiva 
congruencia, coordinación y participación entre el 
Estado y los Municipios para la planeación de la 
Fundación, Crecimiento, Mejoramiento, 
Consolidación y Conservación de los Centros de 
Población y Asentamientos Humanos, 
garantizando en todo momento la protección y el 
acceso equitativo a los Espacios Públicos y la 
cercanía de los ciudadanos con los bienes, 
servicios y fuentes de empleo que requieren para 
desempeñar sus actividades urbanas; 

IV. Definir los principios para determinar las 
Provisiones, Reservas, Usos del suelo y Destinos 
de áreas y predios que regulan la propiedad en los 
Centros de Población, y 

IV. Definir los principios para determinar las 
Provisiones, Reservas, Usos de suelo y Destinos 
de áreas y predios que regulan la propiedad en los 
Centros de Población; 

V. Propiciar mecanismos que permitan la 
participación ciudadana en particular para las 
mujeres, jóvenes y personas en situación de 
vulnerabilidad, en los procesos de planeación y 
gestión del territorio con base en el acceso a 
información transparente, completa y oportuna, 
así como la creación de espacios e instrumentos 
que garanticen la corresponsabilidad del gobierno 
y la ciudadanía en la formulación, seguimiento y 
evaluación de la política pública en la materia. 
(...)” 

V. Propiciar mecanismos que permitan la 
participación ciudadana en particular para las 
mujeres, jóvenes y personas en situación de 
vulnerabilidad, en los procesos de planeación y 
gestión del territorio con base en el acceso a 
información transparente, completa y oportuna, 
así como la creación de espacios e instrumentos 
que garanticen la corresponsabilidad del gobierno 
y la ciudadanía en la formulación, seguimiento y 
evaluación de la política pública en la materia.” 

Ley General de la materia Ley local impugnada 

“Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se 
entenderá por: (...) 

“Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se 
entenderá por: (...) 

XIX. Crecimiento: política o acción urbana 
tendiente a ordenar y regular las zonas para la 
expansión física de los Centros de Población; 

X. Crecimiento: acción tendente a ordenar y 
regular las zonas para la expansión física de los 
Centros de Población; 

(...) (...) 

XII. Densificación: Acción Urbanística cuya 
finalidad es incrementar el número de habitantes y 
la población flotante por unidad de superficie, 
considerando la capacidad de soporte del 
territorio y, en su caso, adecuando los espacios 
públicos y sus infraestructuras; 

XXIII. Densificación: acción urbanística cuya 
finalidad es incrementar el número de habitantes 
por unidad de superficie, considerando la 
capacidad de soporte del territorio y, en su caso, 
adecuando los Espacios Públicos y sus 
infraestructuras; 
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(...) (...) 

XXXVIII. Zonificación: la determinación de las 

áreas que integran y delimitan un territorio; sus 

aprovechamientos predominantes y las Reservas, 

Usos de suelo y Destinos, así como la 

delimitación de las áreas de Crecimiento, 

Conservación, consolidación y Mejoramiento; 

XCV. Zonificación: la determinación de las áreas 

que integran y delimitan un territorio; sus 

aprovechamientos predominantes y las Reservas, 

Usos y Destinos, así como la delimitación de las 

áreas de Crecimiento, Conservación, 

consolidación y Mejoramiento; 

XXXIX. Zonificación Primaria: la determinación de 

las áreas que integran y delimitan un centro de 

población; comprendiendo las Áreas Urbanizadas 

y Áreas Urbanizables, incluyendo las reservas de 

crecimiento, las áreas no urbanizables y las áreas 

naturales protegidas, así como la red de 

vialidades primarias, y 

XCVI. Zonificación Primaria: la determinación de 

las áreas que integran y delimitan un Centro de 

Población; comprendiendo las Áreas Urbanizadas 

y Áreas Urbanizables, incluyendo las Reservas de 

Crecimiento, las áreas no urbanizables y las áreas 

naturales protegidas, así como la red de 

vialidades primarias; y 

XL. Zonificación Secundaria: la determinación de 

los Usos de suelo en un Espacio Edificable y no 

edificable, así como la definición de los Destinos 

específicos.” 

XCVII. Zonificación Secundaria: la determinación 

de los Usos de suelo en un espacio edificable y no 

edificable, así como la definición de los Destinos 

específicos. 

Ley General de la materia Ley local impugnada 

“Artículo 71. Las políticas y programas de 

Movilidad deberán: (...) 

II. Fomentar la distribución equitativa del Espacio 

Público de vialidades que permita la máxima 

armonía entre los diferentes tipos de usuarios; 

(...)” 

“Artículo 79. Las políticas públicas para la 

movilidad urbana deberán cumplir con los 

principios establecidos en la presente Ley, así 

como contemplar los lineamientos siguientes: (...) 

II. Fomentar la distribución equitativa del Espacio 

público de vialidades que permita la máxima 

armonía entre los diferentes tipos de usuarios; 

(...)” 

Ley General de la materia Ley local impugnada 

“Artículo 76. Las leyes locales establecerán las 

disposiciones tendientes a que los planes y 

programas de Desarrollo Urbano que implementen 

acciones de Densificación, garanticen una 

dotación suficiente de espacios públicos por 

habitante y conectividad con base en las normas 

aplicables, por medio de la adquisición y 

habilitación de espacios públicos adicionales a 

los existentes dentro del polígono sujeto a 

Densificación. 

Igualmente establecerán que los predios que con 

base en la normatividad aplicable, los 

fraccionadores y desarrolladores estén obligados 

a ceder al municipio para ser destinados a áreas 

verdes y equipamientos, no puedan ser 

residuales, estar ubicados en zonas inundables o 

de riesgos, o presentar condiciones topográficas 

más complicadas que el promedio del 

fraccionamiento o conjunto urbano” 

“Artículo 86. Los programas de desarrollo urbano 

de centros de población son los instrumentos que 

integran el conjunto de disposiciones y normas 

para ordenar y regular su zonificación, reservas, 

usos y destinos del suelo y sus compatibilidades, 

las especificaciones de las densidades de 

población, construcción y ocupación, que tiendan 

a mejorar el funcionamiento y organización de sus 

áreas de conservación, mejoramiento y 

crecimiento, así como establecer las bases para la 

programación de acciones, obras y servicios. 

Los programas de desarrollo urbano de los 

centros de población deberán contener, además 

de lo estipulado en el artículo 56 de esta Ley, lo 

siguiente: 

(...)” 
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Ley General de la materia Ley local impugnada 

“Artículo 59. Corresponderá a los municipios 
formular, aprobar y administrar la Zonificación de 
los Centros de Población ubicados en su 
territorio. 

La Zonificación Primaria, con visión de mediano y 
largo plazo, deberá establecerse en los programas 
municipales de Desarrollo Urbano, en 
congruencia con los programas metropolitanos en 
su caso, en la que se determinarán: 

I. Las áreas que integran y delimitan los Centros 
de Población, previendo las secuencias y 
condicionantes del Crecimiento de la ciudad; 

II. Las áreas de valor ambiental y de alto riesgo no 
urbanizables, localizadas en los Centros de 
Población; 

III. La red de vialidades primarias que estructure la 
conectividad, la Movilidad y la accesibilidad 
universal, así como a los espacios públicos y 
equipamientos de mayor jerarquía; 

IV. Las zonas de Conservación, Mejoramiento y 
Crecimiento de los Centros de Población; 

V. La identificación y las medidas necesarias para 
la custodia, rescate y ampliación del Espacio 
Público, así como para la protección de los 
derechos de vía; 

VI. Las Reservas territoriales, priorizando las 
destinadas a la urbanización progresiva en los 
Centros de Población; 

VII. Las normas y disposiciones técnicas 
aplicables para el diseño o adecuación de 
Destinos específicos tales como para vialidades, 
parques, plazas, áreas verdes o equipamientos 
que garanticen las condiciones materiales de la 
vida comunitaria y la Movilidad; 

VIII. La identificación y medidas para la protección 
de las zonas de salvaguarda y derechos de vía, 
especialmente en áreas de instalaciones de riesgo 
o sean consideradas de seguridad nacional, 
compensando a los propietarios afectados por 
estas medidas, y 

IX. La identificación y medidas para la protección 
de los polígonos de amortiguamiento industrial 
que, en todo caso, deberán estar dentro del predio 
donde se realice la actividad sin afectar a 
terceros. En caso de ser indispensable dicha 
afectación, se deberá compensar a los 
propietarios afectados. 

La Zonificación Secundaria se establecerá en los 
planes o programas municipales de Desarrollo 
Urbano de acuerdo a los criterios siguientes: 

I. En las Zonas de Conservación se regulará la 
mezcla de Usos del suelo y sus actividades, y 

“Artículo 111. La zonificación que se establezca 
en los Planes y Programas de Desarrollo Urbano 
correspondientes, deberá observar lo siguiente: 

I. La zonificación primaria tendrá una visión de 
mediano y largo plazo, en la que se determinara: 

a) Las áreas conforme al artículo 136 de esta Ley; 

b) Las zonas de Conservación, Mejoramiento, 
Consolidación y Crecimiento; y 

c) Las Reservas territoriales, priorizando las 
destinadas a la urbanización progresiva. 

II. La Zonificación Secundaria, se determinará en 
las matrices de compatibilidad que se contemplen 
en los Planes y Programas Municipales de 
Desarrollo Urbano de acuerdo a los criterios 
siguientes: 

a) En las Zonas de Conservación se regulará la 
mezcla de Usos del suelo y sus actividades, 
estableciendo: 

1. Los usos y destinos del suelo permitidos, 
prohibidos y condicionados; 

2. La compatibilidad entre los usos y destinos 
permitidos; y 

3. Las disposiciones aplicables a los usos y 
destinos condicionados. 

b) En las zonas que no se determinen de 
Conservación: 

1. Se consideraran compatibles y, por lo tanto, no 
se podrá establecer una separación entre los 
Usos residenciales, los usos comerciales y 
centros de trabajo, siempre y cuando éstos no 
amenacen la seguridad, salud y la integridad de 
las personas, o se rebasen la capacidad de los 
servicios de agua, drenaje y electricidad o la 
movilidad urbana; 

2. Se permitirá la Densificación, siempre y cuando 
no se rebase la capacidad de los servicios de 
agua, drenaje y electricidad o la Movilidad urbana. 
Los interesados en densificar deberán asumir el 
costo que el incremento represente. La autoridad 
competente establecerá los mecanismos 
necesarios para aplicar dicho costo, el cual será 
utilizado en mejorar la capacidad de 
infraestructuras y equipamientos que permita una 
adecuada densificación y mezcla de usos; y 

3. Se garantizará que se consolide una red de 
vialidades operativa y funcional y una dotación de 
espacios públicos y equipamientos suficientes y 
de calidad.” 
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II. En las zonas que no se determinen de 
Conservación: 

a) Se considerarán compatibles y, por lo tanto, no 
se podrá establecer una separación entre los 
Usos de suelo residenciales, comerciales y 
centros de trabajo, siempre y cuando éstos no 
amenacen la seguridad, salud y la integridad de 
las personas, o se rebasen la capacidad de los 
servicios de agua, drenaje y electricidad o la 
Movilidad; 

b) Se deberá permitir la Densificación en las 
edificaciones, siempre y cuando no se rebase la 
capacidad de los servicios de agua, drenaje y 
electricidad o la Movilidad. 

Los promotores o desarrolladores deberán asumir 
el costo incremental de recibir estos servicios. El 
gobierno establecerá mecanismos para aplicar 
dicho costo y ajustar la capacidad de 
infraestructuras y equipamientos que permita a 
promotores o desarrolladores incrementar la 
densidad de sus edificaciones y la mezcla de 
Usos del suelo, y 

c) Se garantizará que se consolide una red 
coherente de vialidades primarias, dotación de 
espacios públicos y equipamientos suficientes y 
de calidad.” 

 

Conforme a lo expuesto, puede advertirse que las disposiciones emitidas por el Congreso del 
Estado de Nuevo León en la Ley local impugnada constituyen el desenvolvimiento normativo del 
modelo de desarrollo urbano determinado por el Congreso de la Unión, con base en el cual distribuyó las 
facultades concurrentes que, en materia de asentamientos humanos, comparten los tres órdenes de gobierno, 
con el objetivo de que en la planeación del desarrollo urbano, así como en la fundación, conservación, 
mejoramiento y crecimiento de los centros de población, se cumplieran los principios que orientan esta 
materia de forma congruente y coordinada. 

Lo anterior, máxime que, en concordancia con el artículo 1148 de la Ley General de la materia, los 
diversos 11 y 8849 de la Ley local impugnada prevén, respectivamente, las facultades de los Municipios en 
materia asentamientos humanos, destacadamente, elaborar, aprobar, administrar y ejecutar los planes o 
programas municipales de desarrollo urbano, de centros de población, parciales y los demás que de éstos 
deriven, así como formular, aprobar y administrar zonificación primaria y secundaria del territorio, así como 
vigilar su cumplimiento. 

                                                 
48 “Artículo 11. Corresponde a los municipios: 
I. Formular, aprobar, administrar y ejecutar los planes o programas municipales de Desarrollo Urbano, de Centros de Población y los demás 
que de éstos deriven, adoptando normas o criterios de congruencia, coordinación y ajuste con otros niveles superiores de planeación, las 
normas oficiales mexicanas, así como evaluar y vigilar su cumplimiento; (...)” 
49 “Artículo 11. Corresponde a los Municipios: 
I. Elaborar, aprobar, administrar y ejecutar los planes o programas municipales de desarrollo urbano, de centros de población, parciales y los 
demás que de éstos deriven, incluyendo la zonificación prevista en lo conducente, adoptando normas y criterios de congruencia, coordinación 
y ajuste con otros niveles superiores de planeación y las normas oficiales mexicanas que expida la Secretaría de Desarrollo Agrario, 
Territorial y Urbano del Gobierno Federal, así como aprobar los reglamentos y disposiciones de carácter general en materia de ordenamiento 
territorial, desarrollo urbano, zonificación, construcción, estacionamientos, así como vigilar su cumplimiento; tratándose de los planes o 
programas municipales antes citados, se deberá solicitar a la autoridad competente la dictaminación, análisis y calificación de la congruencia 
de dichos planes o programas con la planeación estatal, así mismo, posteriormente se deberá solicitar su inscripción en la Dirección del 
Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral del Estado y su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado, y su incorporación en el sistema de información territorial y urbano a cargo de la Secretaría antes citada; 
II. Formular, aprobar y administrar la zonificación prevista en los programas de desarrollo urbano, de centros de población, parciales y los 
demás que de éstos deriven, los reglamentos en materia de ordenamiento territorial, desarrollo urbano, zonificación y construcción; 
adoptando normas y criterios de congruencia, coordinación y ajuste con otros niveles superiores de planeación y las normas oficiales 
mexicanas, así como vigilar su cumplimiento; (...)” 
“Artículo 88. Corresponde a los Municipios formular, aprobar y administrar la zonificación de los centros de población ubicados en 
su territorio, mediante una zonificación primaria y una zonificación secundaria. 
Los planes o programas de desarrollo urbano municipal tienen por objeto el ordenamiento territorial y regulación de los procesos de 
conservación, mejoramiento, consolidación y crecimiento de los asentamientos humanos del territorio municipal, contemplaran, además de lo 
señalado en el artículo 60 de esta Ley, lo siguiente: (...)” 
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No obstante, atendiendo a lo resuelto en la controversia constitucional 19/2017, este Tribunal Pleno 
advierte, de manera específica, la inconstitucionalidad de los artículos 1, párrafo segundo, fracción II, 79, 
fracción III, en su porción normativa que dice: “y evitar la imposición de cajones de estacionamiento”,  
86, fracción II, inciso b), y 111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, de la Ley local impugnada, los 
cuales establecen: 

“Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés social y de observancia 
general en todo el territorio del Estado de Nuevo León. 

Las disposiciones de esta Ley tienen por objeto: 

(...) 

II. Establecer la concurrencia del Estado y de los Municipios, para la ordenación y 
regulación de los Asentamientos Humanos en el territorio estatal; 

Artículo 79. Las políticas públicas para la movilidad urbana deberán cumplir con los 
principios establecidos en la presente Ley, así como contemplar los lineamientos 
siguientes: (...) 

III. Promover los Usos de suelo mixtos, la distribución jerárquica de equipamientos, 
favorecer una mayor flexibilidad en las alturas y densidades de las edificaciones y evitar 
la imposición de cajones de estacionamiento; (...)” 

“Artículo 86. Los programas de desarrollo urbano de centros de población son los 
instrumentos que integran el conjunto de disposiciones y normas para ordenar y regular 
su zonificación, reservas, usos y destinos del suelo y sus compatibilidades, las 
especificaciones de las densidades de población, construcción y ocupación, que tiendan 
a mejorar el funcionamiento y organización de sus áreas de conservación, mejoramiento 
y crecimiento, así como establecer las bases para la programación de acciones, obras y 
servicios. 

(...) 

II. Los usos y destinos predominantes del suelo por zona o zonificación secundaria, de 
acuerdo a los criterios siguientes: 

(...) 

b) En las zonas que no se determinen de Conservación: 

1. Se considerarán compatibles y, por lo tanto, no se podrá establecer una separación 
entre los usos de suelo residenciales, comerciales y centros de trabajo, siempre y 
cuando éstos no amenacen la seguridad, salud y la integridad de las personas, o se 
rebasen la capacidad de los servicios de agua, drenaje y electricidad o la Movilidad, 
considerándose igualmente compatibles los servicios públicos y la infraestructura de 
telecomunicaciones y de radiodifusión, en cualquier uso de suelo, para zonas 
urbanizables y no urbanizables; por lo que se deberá de promover la mezcla de usos del 
suelo, procurando integrar las zonas residenciales con usos comerciales, de servicios y 
los centros de trabajo, para impedir una expansión física desordenada de los centros de 
población y buscar una adecuada estructura vial; 

2. Se deberá permitir la Densificación en las edificaciones, siempre y cuando no se 
rebase la capacidad de los servicios de agua, drenaje y electricidad o la Movilidad; 

3. Los promotores o desarrolladores deberán asumir el costo incremental de recibir 
estos servicios. El gobierno establecerá mecanismos para aplicar dicho costo y ajustar la 
capacidad de infraestructuras y equipamientos que permita a promotores o 
desarrolladores incrementar la densidad de sus edificaciones y la mezcla de Usos del 
suelo; 

4. Se garantizará que se consolide una red coherente de vialidades primarias, dotación 
de espacios públicos y equipamientos suficientes y de calidad; 

5. En el contenido de este apartado, las autoridades deberán expresar la permisibilidad 
de usos mixtos en los nuevos fraccionamientos y conjuntos urbanos habitacionales 
sujetos al régimen de propiedad en condominio horizontal, en los términos en lo 
dispuesto por el número 1, de éste inciso c), de ésta misma fracción; y 

6. Las disposiciones para la protección de los derechos de vías y las zonas de restricción 
de inmuebles de propiedad pública.” 
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“Artículo 111. La zonificación que se establezca en los Planes y Programas de Desarrollo 
Urbano correspondientes, deberá observar lo siguiente: 

(...) 

II. La Zonificación Secundaria, se determinará en las matrices de compatibilidad que se 
contemplen en los Planes y Programas Municipales de Desarrollo Urbano de acuerdo a 
los criterios siguientes: 

(...) 

b) En las zonas que no se determinen de Conservación: 

1. Se consideraran compatibles y, por lo tanto, no se podrá establecer una separación 
entre los Usos residenciales, los usos comerciales y centros de trabajo, siempre y 
cuando éstos no amenacen la seguridad, salud y la integridad de las personas, o se 
rebasen la capacidad de los servicios de agua, drenaje y electricidad o la movilidad 
urbana; 

2. Se permitirá la Densificación, siempre y cuando no se rebase la capacidad de los 
servicios de agua, drenaje y electricidad o la Movilidad urbana. Los interesados en 
densificar deberán asumir el costo que el incremento represente. La autoridad 
competente establecerá los mecanismos necesarios para aplicar dicho costo, el cual 
será utilizado en mejorar la capacidad de infraestructuras y equipamientos que permita 
una adecuada densificación y mezcla de usos; y 

3. Se garantizará que se consolide una red de vialidades operativa y funcional y una 
dotación de espacios públicos y equipamientos suficientes y de calidad.” 

Lo anterior es así, pues las porciones normativas destacadas de los preceptos transcritos, ocasionan 
una vulneración a las competencias del Municipio actor previstas en el artículo 115, fracción V, de la 
Constitución Federal, por establecer mandatos expresos que prácticamente hacen nugatoria su facultad 
municipal para decidir de manera real y efectiva la planeación y el desarrollo urbanístico atendiendo a las 
particularidades de su respectivo ámbito territorial. 

En efecto, los artículos 86, fracción II, inciso b), y 111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, de 
la Ley local impugnada, de la Ley local que se analiza, establecen coincidentemente que al llevarse a cabo la 
zonificación secundaria en las zonas que no se determinen de conservación, se debe observar, en esencia, lo 
siguiente: 

a) Considerar compatibles, y por lo tanto, no se podrá establecer una separación entre los usos de suelo 
residenciales, comerciales y centros de trabajo, siempre y cuando éstos no amenacen la seguridad, 
salud y la integridad de las personas, o se rebasen la capacidad de los servicios de agua, drenaje y 
electricidad o la movilidad; 

b) Permitir la densificación en las edificaciones, siempre y cuando no se rebase la capacidad de los 
servicios de agua, drenaje y electricidad o la movilidad; y 

c) Garantizar que se consolide una red coherente de vialidades primarias, dotación de espacios públicos 
y equipamientos suficientes y de calidad. 

Como se observa, antes de ser principios o bases aplicables a la planeación urbana, tales 
previsiones constituyen auténticos mandatos que dejan poco margen al Municipio para formular y 
administrar la zonificación secundaria de las zonas que se determinen de no conservación atendiendo 
a las particularidades que éstas presenten, las cuales pueden ser distintas a la mera capacidad para 
satisfacer los servicios de agua, drenaje y electricidad, con lo cual, prácticamente se obliga al ente municipal a 
no separar los usos de suelo y densificar las edificaciones, sin permitirle llevar a cabo la planificación y 
administración de aquellas zonas que no se determinen de conservación de la manera que sea más acorde 
con las necesidades y la problemática poblacional de su territorio, vulnerando con ello la autonomía de 
decisión que en materia asentamientos humanos y desarrollo urbano le corresponde según lo previsto en el 
artículo 115, fracción V, de la Constitución Federal. Acode con ello, debe declararse la invalidez de los 
artículos 86, fracción II, inciso b), y 111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, de la Ley local 
impugnada. 

Lo anterior es así, máxime que, como se destacó, los referidos artículos prevén de manera coincidente 
tales mandatos para el orden de gobierno municipal, sin que pase desapercibido que el artículo 86, fracción II, 
inciso b), contiene previsiones adicionales en sus numerales 3, 5 y 6; sin embargo, al formar parte del marco 
normativo que regula la zonificación secundaria en zonas que no se determinen de conservación, la invalidez 
de dichos numerales deriva de la inconstitucionalidad detectada por este Pleno en los términos señalados en 
el párrafo anterior. 
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Por lo que respecta al artículo 79, fracción III, de la Ley local impugnada, de dicha norma se 
desprende que, en las políticas de movilidad urbana que se lleven a cabo como parte del proceso de 
planeación de asentamientos humanos, se deben promover la distribución jerárquica de equipamientos, 
favorecer una mayor flexibilidad en las alturas y densidades de las edificaciones y evitar la imposición de 
cajones de estacionamiento. 

En términos generales, se advierte que tal precepto establece una directriz para garantizar la 
accesibilidad universal de las personas a los servicios y satisfactores urbanos; no obstante, por la porción que 
dice: “y evitar la imposición de cajones de estacionamiento”, se traduce en un mandato concreto que 
obliga a los Municipios a no establecer un número mínimo de espacios para el resguardo de vehículos 
automotores, a pesar de que así lo estimen conveniente atendiendo a las particularidades de su desarrollo 
urbano. De esta manera, el orden de gobierno municipal se convierte en un mero ejecutor de las acciones 
urbanísticas establecidos por el legislador local, lo cual desconoce la participación real y efectiva que 
deben tener los Municipios en la planeación del ordenamiento territorial y del desarrollo urbano dada 
la concurrencia propia de esta materia, razón que es suficiente para declarar su invalidez. 

Finalmente, este Pleno sostiene que, en el caso, resulta inconstitucional el artículo 1, párrafo 
segundo, fracción II, de la Ley local analizada, al determinar la concurrencia en la planeación, ordenación y 
regulación de los asentamientos humanos en el territorio estatal, pues ello se ve relacionado con los temas 
directamente regulados en los citados numerales 86, fracción II, inciso b), y 111, fracción II, inciso b), 
numerales 1, 2 y 3 del propio ordenamiento. 

Conforme a lo expuesto, lo procedente es, por un lado, reconocer la validez de los artículos 1, párrafo 
segundo, fracciones I, III y IV; 3, fracciones XXIII, XCV, XCVI y XCVII, 11, y 88, de la Ley local impugnada; y 
por otro, declarar la invalidez de los artículos 1, párrafo segundo, fracción II, 79, fracción III, en su porción 
normativa que dice: “y evitar la imposición de cajones de estacionamiento”, 86, fracción II, inciso b), y 
111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, de ese mismo ordenamiento. 

OCTAVO. Impugnaciones dirigidas a combatir las facultades del Ejecutivo local relacionadas 
con los planes y programas de desarrollo urbano municipal y la zonificación de territorio. Análisis de 
los conceptos de invalidez quinto, sexto, séptimo y octavo. El Municipio actor combate las facultades 
otorgadas al Ejecutivo del Estado de Nuevo León en relación con los planes y programas de desarrollo urbano 
municipal y zonificación del territorio, alegando que ello afecta su autonomía constitucional y lo subordinan a 
dicho Poder, conforme a lo siguiente: 

 En su quinto concepto de invalidez alega que la facultad del Ejecutivo local para ordenar la publicación 
e inscripción de los planes de desarrollo urbano municipal y la zonificación de territorio, vulnera la 
autonomía municipal y subordina al Municipio a dicho Poder (artículos 9, fracción IX, 11, fracción I, y 
56, penúltimo párrafo, de la Ley local impugnada). 

 En su sexto concepto de invalidez sostiene que la previsión de que la etapa de verificación de 
congruencia de un proyecto de plan o programa de desarrollo urbano municipal y/o zonificación de 
territorio, sea anterior a su aprobación por parte del Ayuntamiento, viola la autonomía municipal y lo 
subordina al Gobierno local (artículos 10, fracción IV, 11, fracción I, 52 y 56, de la Ley local 
impugnada). 

 En su séptimo concepto de invalidez aduce que la previsión de que el Gobierno local califique que el 
programa de desarrollo urbano municipal y/o zonificación de territorio, cumple con la ley de la materia y 
el procedimiento de consulta popular, viola la autonomía municipal (artículo 53, fracción IX, de la Ley 
local impugnada). 

 En su octavo concepto de invalidez considera que la previsión relativa a que los planes y programas de 
desarrollo urbano entren en vigor después de treinta días hábiles siguientes a su publicación en el 
periódico oficial local, viola la autonomía municipal, los principios de razonabilidad y proporcionalidad, y 
genera subordinación al Ejecutivo local (artículo 57 de la Ley local impugnada). 

Los artículos 9, fracción IX, 10, fracción IV, 11, fracción I, 52, 53, fracción IX, 56, penúltimo párrafo, y 
57, primer párrafo, de la Ley local impugnada a que alude el Municipio actor, son del tenor siguiente: 

“Artículo 9. Corresponde al Gobernador del Estado: (...) 

IX. Ordenar la publicación en el Periódico Oficial del Estado y la inscripción en la 
Dirección de Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y 
Catastral del Estado de Nuevo León de los distintos planes, así como de los programas 
de desarrollo urbano, a solicitud de las autoridades que corresponda;”. 
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“Artículo 10. Corresponde a la Secretaría: (...) 

IV. Analizar, verificar y calificar la congruencia y vinculación de los distintos planes y 
programas que integran el sistema estatal de planeación del desarrollo urbano, con el 
propósito de que exista apropiada congruencia, coordinación y ajuste con la planeación 
estatal y federal, incluyendo los de conurbaciones o zonas metropolitanas, a través del 
dictamen de congruencia estatal;”. 

“Artículo 11. Corresponde a los Municipios: (...) 

I. Elaborar, aprobar, administrar y ejecutar los planes o programas municipales de 
desarrollo urbano, de centros de población, parciales y los demás que de éstos deriven, 
incluyendo la zonificación prevista en lo conducente, adoptando normas y criterios de 
congruencia, coordinación y ajuste con otros niveles superiores de planeación y las 
normas oficiales mexicanas que expida la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano del Gobierno Federal, así como aprobar los reglamentos y disposiciones de 
carácter general en materia de ordenamiento territorial, desarrollo urbano, zonificación, 
construcción, estacionamientos, así como vigilar su cumplimiento; tratándose de los 
planes o programas municipales antes citados, se deberá solicitar a la autoridad 
competente la dictaminación, análisis y calificación de la congruencia de dichos planes o 
programas con la planeación estatal, así mismo, posteriormente se deberá solicitar su 
inscripción en la Dirección del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del 
Instituto Registral y Catastral del Estado y su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado, y su incorporación en el sistema de información territorial y urbano a cargo de la 
Secretaría antes citada;”. 

“Artículo 52. El Estado a través de la Secretaría, de oficio, en los casos de los planes o 
programas, o a petición expresa del Ayuntamiento, Presidente Municipal o de la 
Dependencia Municipal, tratándose de los programas referidos en las fracciones V, VI y 
VII del artículo 50 de ésta Ley, analizará y verificará que los proyectos de planes o 
programas de desarrollo urbano, terminada la consulta pública y analizado, en su caso, 
la procedencia o no de los planteamientos y las propuestas, antes de ser aprobados 
definitivamente por la autoridad estatal o por el Ayuntamiento, como requisito previo a 
su aprobación, publicación en el Periódico Oficial del Estado y su inscripción en la 
Dirección del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y 
Catastral del Estado, guarden apropiada congruencia, coordinación y ajuste entre los 
distintos niveles de planeación estatal, y en su caso, federal;”. 

Artículo 53. El análisis de la congruencia, entre los planes o programas de desarrollo 
urbano se realizará respecto a los siguientes temas: (...) 

IX. El cumplimiento del procedimiento para la consulta de los planes o programas 
municipales de desarrollo urbano, programas de desarrollo urbano de centros de 
población o programas parciales, conforme lo indica el artículo 56 de esta Ley. 

“Artículo 56. Para la aprobación, expedición, modificación o actualización de los planes y 
programas de desarrollo urbano, una vez que las autoridades competentes autoricen que 
sean sometidos a consulta pública, deberán seguir el siguiente procedimiento: 

I. La Autoridad Estatal o Municipal Competente dará aviso público del inicio del proceso 
de planeación y formulará el proyecto de plan o programa de Desarrollo Urbano o sus 
modificaciones, difundiéndolo ampliamente tratándose de una modificación parcial, el 
aviso se publicara en uno de los periódicos de mayor circulación en el Estado; 

II. Las autoridades correspondientes autorizarán que sean sometidos a consulta pública, 
en el caso de los Municipios esta autorización deberá será otorgada por sus 
Ayuntamientos, debiéndose enviar para su publicación estas autorizaciones en la Gaceta 
Municipal en un término de 5-cinco días; 

III. Una vez cumplido lo anterior, deberán dar aviso del inicio del proceso de la consulta 
pública y especificando los principales cambios y modificaciones y las zonas afectadas. 
Este aviso deberá ser publicado en cuando menos dos de los diarios de mayor 
circulación en la entidad, durante 3-tres días consecutivos y deberá cumplir con un 
tamaño mínimo de un octavo de página; 



  DIARIO OFICIAL Martes 15 de noviembre de 2022 

IV. Los proyectos de los planes o programas o las modificaciones a los vigentes estarán 
disponibles para la consulta pública durante un plazo de 30- treinta a 60-sesenta días 
hábiles según disponga la convocatoria, mínimo en las oficinas de la Secretaría o de la 
Dependencia Municipal competente en materia de desarrollo urbano, así como en sus 
respectivos portales de internet, durante dicho plazo los interesados podrán solicitar un 
ejemplar del proyecto y de sus anexos gráficos, así como presentar por escrito a las 
autoridades competentes, los planteamientos o propuestas que consideren respecto del 
proyecto del plan o programa de desarrollo urbano, o las modificaciones a los vigentes, a 
sus anexos y demás contenido del mismo. Los planteamientos deberán estar 
fundamentados y consignar domicilio para oír y recibir notificaciones. 

Previo al inicio del proceso de la consulta pública a que se refiere el párrafo que 
antecede, la autoridad estatal o municipal competente, mediante oficio, podrá solicitar 
que se verifique la congruencia del proyecto del plan o programa de desarrollo urbano o 
las modificaciones a los vigentes con las dependencias, entidades y empresas 
prestadoras de los servicios públicos relacionados. 

Estas dependencias, entidades o prestadoras de servicios públicos deberán contestar 
por escrito sus observaciones al plan o programa de desarrollo urbano en un término 
máximo de 30-treinta días hábiles, contados a partir del día hábil siguiente a la fecha de 
recepción del oficio; de no contestar la solicitud a que se refiere el párrafo anterior, 
dentro del término señalado, se entenderá que no hay observaciones al plan o programa 
de desarrollo urbano o a sus modificaciones y que existe congruencia entre este 
documento y los planes o programa sectorial que corresponda a la dependencia, entidad 
o prestadora de servicios públicos que fue omisa en dar respuesta; 

V. Dentro del plazo que refiere la fracción anterior, la o las autoridades competentes, 
según el caso, deberán: 

a) Celebrar al menos dos audiencias públicas para exponer de parte de la autoridad los 
proyectos de planes o programas o sus modificaciones. 

La primera audiencia pública se hará el primer día del plazo de la consulta pública, para 
dar inicio al proceso de participación social y tendrá el propósito de presentar el 
proyecto de plan o programa o sus modificaciones haciendo énfasis en la problemática 
urbana, en los objetivos y en las estrategias planteadas. Se informarán los principales 
cambios y modificaciones a las zonas afectadas; del procedimiento para presentar las 
propuestas, comentarios y observaciones, se responderá a las preguntas y se recibirán 
los planteamientos o propuestas de los asistentes a la audiencia, sea de manera verbal o 
por escrito, en este último caso, se firmarán y sellarán de recibido. 

La última audiencia pública se hará el último día del plazo fijado para la consulta pública 
y la participación social, siguiendo el mismo procedimiento de la primera audiencia, y 
tendrá como propósito recibir los planteamientos por escrito de los asistentes, los 
cuales se deberán sellar y firmar de recibido, sin perjuicio de que los planteamientos, 
propuestas u observaciones se presenten durante el plazo de la consulta pública, o bien 
en forma electrónica a través de los sitios web. 

De dichas audiencias se levantarán actas circunstanciadas que consignen la asistencia y 
las preguntas y planteamientos de los asistentes, mismos que serán utilizadas, en lo 
procedente, en los ajustes a los proyectos presentados junto con las propuestas que se 
hayan recibido a lo largo del periodo de consulta. 

b) También al inicio del plazo de consulta pública, en un término máximo de 5- cinco días 
hábiles posteriores a la primera audiencia, se (sic) deberá celebrarse un audiencia con 
los integrantes del Consejo Estatal de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, 
Consejo Municipal de Desarrollo Urbano, o con el Consejo Consultivo de Desarrollo 
Metropolitano o de la zona conurbada, según corresponda, con el propósito de exponer 
el proyecto de plan o programa o sus modificaciones al vigente. 

De dicha audiencia también se levantará un acta que consigne las preguntas y 
planteamientos de los asistentes, misma que será utilizada en lo procedente, en los 
ajustes o modificaciones a los proyectos presentados; y 
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c) Una vez concluido el proceso de consulta la autoridad competente verificará la 
congruencia del proyecto del plan o programa de desarrollo urbano o las modificaciones 
a los vigentes con las dependencias, entidades y empresas prestadoras de servicios 
públicos relacionadas; 

VI. La autoridad competente tendrá un plazo de 30-treinta días hábiles, prorrogables  a 
60-sesenta días hábiles, posteriores a la celebración de la última audiencia pública y de 
acuerdo a la complejidad de los planteamientos recibidos, para dar respuesta 
fundamentada y motivada a los planteamientos improcedentes, mismos que se deberán 
notificar al domicilio señalado para oír y recibir notificaciones. 

Las modificaciones del proyecto deberán fundamentarse; éstas y las respuestas por 
escrito a los planteamientos o propuestas improcedentes estarán en consulta pública en 
las oficinas de la Secretaría o de la Dependencia Municipal competente en materia de 
desarrollo urbano, según corresponda, en forma impresa en papel y en forma electrónica 
a través de los sitios web, durante un plazo de 20-veinte días hábiles, previamente a la 
aprobación del plan o programa de desarrollo urbano o de sus modificaciones; y 

VII. Cumplidas las formalidades para la participación social en la formulación o 
modificación de los planes o programas de desarrollo urbano, las autoridades 
competentes elaborarán la versión final de dichos planes o programas incorporando, en 
lo conducente, los resultados de dicha participación y los planteamientos o propuestas 
procedentes. 

Asimismo, tratándose de los planes a que se refieren las fracciones V, VI y VII del artículo 
50 de esta Ley, el Ayuntamiento, el Presidente Municipal, la Dependencia Municipal 
competente en materia de desarrollo urbano, o, en su caso, el Instituto Municipal de 
Planeación Urbana, deberá solicitar al Estado, a través de la Dependencia Estatal 
competente en materia de desarrollo urbano, que analice, verifique y califique que la 
versión final del proyecto del plan o programa de desarrollo urbano guarden la apropiada 
congruencia, coordinación y ajuste y vinculación entre los distintos niveles de 
planeación estatal y federal. 

La Secretaria procederá a analizar el documento que se le presente con respecto a cada 
uno de los temas o puntos de congruencia que establece (sic) los artículo (sic) 53 y 54 
segundo párrafo, de esta Ley, y en caso de detectar incongruencias, dentro de los 
siguientes 90-noventa días hábiles contados a partir del día siguiente al que fue recibida 
la solicitud, formulará las recomendaciones que considere procedentes para que el 
proyecto de que se trate sea revisado o modificado, y poder emitir el dictamen de 
congruencia correspondiente a efecto de proceder a su aprobación definitiva, a la 
publicación en el Periódico Oficial del Estado e inscripción en la Dirección del Registro 
Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral del Estado. 

Cuando la Secretaría realice observaciones al proyecto de plan o programa de desarrollo 
urbano presentado por la autoridad estatal o por el Municipio, estas tendrán un plazo de 
40-cuarenta días hábiles contados a partir del día siguiente al de la recepción del oficio, 
para hacer las aclaraciones o presentar las adecuaciones que correspondan. Si en dicho 
plazo no se emite aclaración alguna, se entenderá que se procedió a la adecuación del 
proyecto presentado, debiéndose presentar nuevamente a la Secretaría para que ésta 
emita el respectivo dictamen de congruencia, el que se deberá de expedir en un término 
no mayor a 20-veinte días hábiles. 

En el caso de que se tramiten diversos planes o programas de desarrollo urbano de un 
mismo Municipio, en un mismo periodo o procedimiento, el dictamen de congruencia se 
solicitará de forma simultánea. 

Concluida la etapa de congruencia, y realizadas las modificaciones que en su caso 
resultaron, la autoridad estatal o municipal competente en materia de desarrollo urbano, 
aprobará el plan o programa de desarrollo urbano o las modificaciones a los planes o 
programas vigentes, tratándose de los planes o programa de desarrollo urbano 
competencia de los Municipios se presentarán estos documentos conjuntamente con el 
dictamen de congruencia ante el Ayuntamiento para su aprobación. Para la validez y 
obligatoriedad de los planes o programas de desarrollo urbano se deberá realizar su 
publicación en forma íntegra en el Periódico Oficial del Estado, en los casos de los 
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planes o programas de nivel municipal se publicarán en la gaceta municipal, cuando el 
Municipio cuente con ese medio de difusión, y se procederá a realizar las solicitudes y 
gestiones necesarias para que se inscriban en la Dirección (sic) Registro Público de la 
Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral del Estado, en los términos 
que señala esta Ley. 

La autoridad que expida los planes o programas de desarrollo urbano, después de ser 
publicados en el Periódico Oficial del Estado, procurará su amplia difusión pública a 
través de los medios que estime convenientes, y podrán publicarse en forma abreviada 
en uno de los periódicos de mayor circulación de la entidad.” 

Artículo 57. Los planes o programas de desarrollo urbano, entrarán en vigor treinta días 
hábiles después de su publicación en el Periódico Oficial del Estado, y deberán ser 
inscritos en la Dirección del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto 
Registral Catastral del Estado, dentro de los 30-treinta días hábiles siguientes al de su 
publicación, a partir de este momento empezarán a surtir efectos contra terceros. 

(...).” 

A. La facultad del Ejecutivo local para ordenar la publicación e inscripción de los planes de 
desarrollo urbano municipal y la zonificación de territorio, vulnera la autonomía municipal y 
subordina al Municipio a dicho Poder (artículos 9, fracción IX, 11, fracción I, y 56, penúltimo 
párrafo, de la Ley local impugnada). Análisis del quinto concepto de invalidez. 

Atendiendo al parámetro constitucional expuesto y a la línea jurisprudencia que ha sostenido esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, resultan infundados los argumentos formulados por en su quinto 
concepto invalidez, donde alega que la facultad del Ejecutivo local para ordenar la publicación e inscripción de 
los planes de desarrollo urbano municipal y la zonificación de territorio, vulnera la autonomía municipal y 
subordina al Municipio a dicho Poder, como se explica a continuación: 

En primer término, se debe señalar que el artículo 115 de la Constitución Federal, en la parte que 
interesa a este estudio, dispone lo siguiente: 

“Artículo 115. (...) 

(REFORMADA, D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1999) 

V.- Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán 
facultados para: 

a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano 
municipal; (...) 

d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su competencia, 
en sus jurisdicciones territoriales; (...) 

(REFORMADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 

En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el párrafo tercero del 
artículo 27 de esta Constitución, expedirán los reglamentos y disposiciones 
administrativas que fueren necesarios. Los bienes inmuebles de la Federación ubicados 
en los Municipios estarán exclusivamente bajo la jurisdicción de los poderes federales, 
sin perjuicio de los convenios que puedan celebrar en términos del inciso i)  de esta 
fracción;” 

Al respecto, como se adelantó, este Alto Tribunal ha considerado facultades concurrentes las 
contenidas en la fracción V del precepto 115 constitucional. Asimismo, que en dicho precepto el 
Constituyente otorgó una mayor participación al Municipio, sin que se trate de una competencia exclusiva 
y excluyente de los demás niveles de planeación. 

Particularmente, las facultades de formulación, aprobación y administración de planes de desarrollo 
urbano municipal, previstas en el inciso a), así como autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, a que 
se refiere el inciso d), ambas de la fracción V del artículo 115 constitucional, que no son de ámbito exclusivo 
o aislado del Municipio, pues el propio numeral las sujeta a los lineamientos establecidos en las leyes 
federales y estatales en la materia, por lo tanto, deben guardar congruencia con la planeación realizada 
en los otros dos niveles de gobierno; ello, sin llegar al extremo de que el Municipio quede a merced de las 
decisiones del Estado, ya que éstas pudieran ser arbitrarias, de no contar con un control. 
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Por otra parte, el Tribunal Pleno ha determinado que es constitucional la inscripción y registro, 
así como su publicación en los medios de difusión oficial, de los planes y programas de desarrollo 
urbano y ordenamiento territorial; al igual que la existencia del dictamen de congruencia de los planes 
y programas municipales respecto de los de distintos niveles de gobierno, emitido por la autoridad 
competente del Ejecutivo estatal. 

Como se mencionó, al resolverse la controversia 94/2009, de la que derivaron las jurisprudencias 
P./J. 15/2011 y P./J. 16/2011, de rubros: "ASENTAMIENTOS HUMANOS. ES UNA MATERIA 
CONCURRENTE POR DISPOSICIÓN CONSTITUCIONAL." y "ASENTAMIENTOS HUMANOS. VÍAS DE 
ANÁLISIS DE LOS ÁMBITOS DE COMPETENCIA EN ESA MATERIA.", respectivamente, se estableció que 
al ser las materias de desarrollo urbano y asentamientos humanos concurrentes, los Municipios no cuentan 
con una facultad normativa exclusiva en dichas materias, por lo que al ejercer sus atribuciones lo deben 
hacer como lo señala el artículo 115, fracción V, de la Constitución Federal, esto es, siempre en los términos 
de las leyes federales y estatales relativas. 

En ese contexto, la Ley General de Asentamientos Humanos, Desarrollo Urbano y Ordenamiento 
Territorial dispone, en lo que interesa, lo siguiente: 

“Artículo 7. Las atribuciones en materia de ordenamiento territorial, asentamientos 
humanos, desarrollo urbano y desarrollo metropolitano, serán ejercidas de manera 
concurrente por la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
Demarcaciones Territoriales, en el ámbito de la competencia que les otorga la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y esta Ley, así como a través de 
los mecanismos de coordinación y concertación que se generen;” 

“Artículo 8. Corresponden a la Federación, a través de la Secretaría, las atribuciones 
siguientes: (...) 

II. Formular el proyecto de estrategia nacional de ordenamiento territorial con la 
participación de las dependencias del Poder Ejecutivo Federal, con las entidades 
federativas y los Municipios; (...);” 

“Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: (...) 

IV. Aplicar y ajustar sus procesos de planeación a la estrategia nacional de ordenamiento 
territorial; (...) 

VII. Analizar y calificar la congruencia y vinculación con la planeación estatal, que 
deberán observar los distintos programas municipales de Desarrollo Urbano, incluyendo 
los de conurbaciones o zonas metropolitanas, a través de dictámenes de congruencia 
estatal; 

VIII. Inscribir en el Registro Público de la Propiedad, a petición de parte, los planes y 
programas municipales en materia de Desarrollo Urbano, Reservas, Usos del suelo  y 
Destinos de áreas y predios, cuando éstos tengan congruencia y estén ajustados con la 
planeación estatal y federal; (...) 

XXVI. Atender las consultas que realicen los Municipios sobre la apropiada congruencia, 
coordinación y ajuste de sus planes y programas municipales en materia de Desarrollo 
Urbano, y (...);” 

“Artículo 11. Corresponde a los Municipios: 

I. Formular, aprobar, administrar y ejecutar los planes o programas municipales de 
Desarrollo Urbano, de Centros de Población y los demás que de éstos deriven, 
adoptando normas o criterios de congruencia, coordinación y ajuste con otros niveles 
superiores de planeación, las normas oficiales mexicanas, así como evaluar y vigilar su 
cumplimiento; 

(...) 

XII. Validar ante la autoridad competente de la entidad federativa, sobre la apropiada 
congruencia, coordinación y ajuste de sus planes y programas municipales en materia 
de Desarrollo Urbano, lo anterior en los términos previstos en el artículo 115, fracción V 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
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XIII. Solicitar a la autoridad competente de la entidad federativa, la inscripción 
oportunamente en el Registro Público de la Propiedad de la entidad los planes y 
programas que se citan en la fracción anterior, así como su publicación en la gaceta o 
periódico oficial de la entidad; 

XIV. Solicitar la incorporación de los planes y programas de Desarrollo Urbano y sus 
modificaciones en el sistema de información territorial y urbano a cargo de la Secretaría; 
(...);” 

 “Artículo 44. El ayuntamiento, una vez que apruebe el plan o programa de Desarrollo 
Urbano, y como requisito previo a su inscripción en el Registro Público de la Propiedad, 
deberá consultar a la autoridad competente de la entidad federativa de que se trate, 
sobre la apropiada congruencia, coordinación y ajuste de dicho instrumento con la 
planeación estatal y federal. La autoridad estatal tiene un plazo de noventa días hábiles 
para dar respuesta, contados a partir de que sea presentada la solicitud señalará con 
precisión si existe o no la congruencia y ajuste. Ante la omisión de respuesta opera la 
afirmativa ficta. 

En caso de no ser favorable, el dictamen deberá justificar de manera clara y expresa las 
recomendaciones que considere pertinentes para que el ayuntamiento efectúe las 
modificaciones correspondientes;” 

De lo visto, se obtiene que las entidades federativas tienen como deber ajustar sus procesos de 
planeación a la estrategia nacional de ordenamiento territorial; aunado ello los Municipios deben 
ajustar su plan o programa de desarrollo urbano, a los de niveles superiores. 

Asimismo, se desprende que, el nivel municipal tiene el deber de inscribir dicho instrumento en el 
Registro Público de la Propiedad, previa consulta a la autoridad competente de la entidad federativa 
sobre la apropiada congruencia, coordinación y ajuste a la planeación estatal y federal, de manera que 
el Municipio que registra y publica su programa correspondiente, se encuentra autorizado para proceder, en el 
ámbito de su jurisdicción, al ejercicio de las facultades previstas por la fracción V, del artículo 115 
constitucional, tales como expedición de licencias o autorizaciones de urbanización, de régimen de propiedad 
en condominio, fraccionamiento, subdivisión, construcción, reconstrucción, ampliación, acciones urbanas. 

Además, una vez el Municipio presenta solicitud de consulta ante la autoridad competente del Estado 
sobre la apropiada congruencia, coordinación y ajuste del programa municipal respecto de la 
planeación estatal y federal, la entidad federativa debe, en el plazo de noventa días hábiles, dar respuesta 
precisa de si existe congruencia y ajuste entre dicho programa municipal y el de aquellos otros órdenes 
gubernamentales, en la inteligencia que si omite pronunciamiento al respecto opera la afirmativa ficta; en 
tanto que si la autoridad estatal dictamina desfavorablemente, deberá justificar de manera clara y expresa 
las recomendaciones que considere pertinentes para que el ente municipal efectúe modificaciones y 
ajustes. 

De esta manera, el contenido de tales reglamentaciones será objeto del escrutinio en que la 
autoridad competente debe basar el dictamen de congruencia del programa municipal frente al del 
Estado y la Federación en la materia. 

Atendiendo a lo anterior, resulta infundado el quinto concepto de invalidez que formula el Municipio 
actor, donde aduce que la facultad del Ejecutivo local de ordenar la publicación del plan o programa de 
desarrollo urbano municipal y zonificación de suelo en el periódico local, así como su inscripción en el 
Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León, 
invade su competencia constitucional, entorpece el proceso de expedición de las normas que integran su 
orden jurídico municipal en materia de desarrollo urbano y lo subordinan al Poder Ejecutivo estatal, pues tales 
previsiones resultan acordes con los mandatos establecidos por el Congreso de la Unión en la Ley 
General de la materia. 

En efecto, queda a cargo del Municipio, como punto de partida para el ejercicio de sus facultades 
constitucionales, solicitar a la autoridad local competente la dictaminación, análisis y calificación de la 
congruencia de dichos planes o programas con la planeación estatal y, posteriormente se solicitar su 
inscripción en la Dirección del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y 
Catastral del Estado, así como su publicación en el Periódico Oficial de la entidad federativa, e 
incorporación en el sistema de información territorial y urbano local. 
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La anterior denominación no es distinta a la establecida por la Ley General, sin que se advierta que el 
legislador local ordene a cargo del Municipio un trámite invasor de las facultades constitucionales, siendo 
acorde a sus artículos 10, fracciones IV, VII, VIII y XXVI; 11, fracciones I, XII, XIII y XIV; y 44, siendo que este 
último precepto constriñe la coordinación de las autoridades municipales para que, una vez que el 
Ayuntamiento apruebe el plan o programa de Desarrollo Urbano, consulte a la autoridad local competente, 
sobre la apropiada congruencia, coordinación y ajuste de dicho instrumento con la planeación estatal y 
federal, ello como requisito previo a su inscripción en el Registro Público de la Propiedad. 

En los términos apunados, las previsiones normativas impugnadas resultan congruentes con lo 
establecido en la legislación general, rectora en la materia conforme al precepto 115, fracción V constitucional, 
sin que se advierta un trámite que invada las competencias que alega el actor; de manera que lo procedente 
es reconocer la validez de los artículos 9, fracción IX, 11, fracción I, y 56, penúltimo párrafo, de la  Ley local 
impugnada. 

B. La previsión de que la etapa de verificación de congruencia de un proyecto de plan o programa 
de desarrollo urbano municipal y/o zonificación de territorio, sea anterior a su aprobación por 
parte del Ayuntamiento, viola la autonomía municipal y lo subordina al Gobierno local (artículo 
52 de la Ley local impugnada). Análisis del sexto concepto de invalidez. 

Por otra parte, resulta infundado el sexto concepto de invalidez del actor, donde sostiene el artículo 
52 de la Ley local impugnada, invade su competencia y transgrede el diverso 44 de la Ley General de la 
materia, por establecer que la etapa de verificación de congruencia de un proyecto de plan o programa de 
desarrollo urbano municipal y/o zonificación de territorio, sea anterior a su aprobación por parte del 
Ayuntamiento. 

El artículo 52 impugnado por el demandante, establece lo siguiente: 

“Artículo 52. El Estado a través de la Secretaría, de oficio, en los casos de los planes o 
programas, o a petición expresa del Ayuntamiento, Presidente Municipal o de la 
Dependencia Municipal, tratándose de los programas referidos en las fracciones V, VI y 
VII del artículo 5050 de ésta Ley, analizará y verificará que los proyectos de planes o 
programas de desarrollo urbano, terminada la consulta pública y analizado, en su caso, 
la procedencia o no de los planteamientos y las propuestas, antes de ser aprobados 
definitivamente por la autoridad estatal o por el Ayuntamiento, como requisito previo a 
su aprobación, publicación en el Periódico Oficial del Estado y su inscripción en la 
Dirección del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y 
Catastral del Estado, guarden apropiada congruencia, coordinación y ajuste entre los 
distintos niveles de planeación estatal, y en su caso, federal;”. 

De lo anterior se advierte que, la autoridad estatal competente deberá, a petición expresa del 
Ayuntamiento, Presidente Municipal o de la Dependencia Municipal, analizar la apropiada congruencia, 
coordinación y ajuste de los planes o programas municipales de desarrollo urbano y de los centros de 
población, así como los programas parciales, con respecto a los distintos niveles de planeación estatal, y en 
su caso, federal, como requisito previo a su aprobación, publicación en el medio oficial respectivo y su 
inscripción en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral local. Lo 
anterior, una vez terminada la consulta pública respectiva, respecto de la cual se deberán analizar los 
planteamientos y propuestas que, en su caso, se hayan formulado, antes de ser aprobados definitivamente 
por la autoridad estatal o municipal correspondiente. 

Atendiendo a los mandatos de la legislación general en estudio, su artículo 10, fracción VII, determina 
que corresponde a las entidades federativas analizar y calificar la congruencia y vinculación con la planeación 
estatal, que deberán observar los distintos programas municipales de Desarrollo Urbano, incluyendo los de 

                                                 
50 “Artículo 50. El sistema estatal de planeación del desarrollo urbano es el conjunto de planes o programas tendientes al ordenamiento 
territorial de los asentamientos humanos y la regulación de las acciones de fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los 
centros de población en la entidad, y estará integrado por: 
I. El Programa Estatal de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano; 
II. Los programas regionales de desarrollo urbano; 
III. Los programas metropolitanos o de zonas conurbadas; 
IV. Los programas sectoriales; 
V. Los planes o programas municipales de desarrollo urbano; 
VI. Los programas de desarrollo urbano de centros de población; y 
VII. Los programas parciales. 
Los planes o programas citados en el párrafo anterior se regirán por las disposiciones de esta Ley, por las normas oficiales mexicanas que 
expida la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano del Gobierno Federal, y demás normas administrativas federales, estatales y 
municipales aplicables; serán obligatorios, deberán incorporarse al sistema de información territorial y urbano y, en su caso, deberán de 
contar con los dictámenes de validación y congruencia que deberán solicitar” 
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conurbaciones o zonas metropolitanas, a través de dictámenes de congruencia estatal; y conforme al diverso 
44 de ese propio ordenamiento, en caso de detectar inconsistencias, justificar clara y expresamente las 
recomendaciones que considere pertinentes. 

Por su parte, en términos del artículo 11, fracción XII, de la Ley General en estudio, corresponde a los 
Municipios, “validar ante la autoridad competente de la entidad federativa, sobre la apropiada 
congruencia, coordinación y ajuste de sus planes y programas municipales en materia de Desarrollo 
Urbano, lo anterior en los términos previstos en el artículo 115, fracción V de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.” 

En ese sentido, resulta claro que lo previsto en el artículo 52 impugnado resulta acorde con los 
mandatos de coordinación previstos en la Ley General de la materia, pues en tanto que no concluya 
definitivamente la etapa de verificación de congruencia que deberá realizar la autoridad local, el ente 
municipal se ve impedido para ejercer sus atribuciones constitucionales plasmados en sus planes y 
programas en materia de desarrollo urbano, al requerir la confirmación del Gobierno local para su validación, 
requisito con el Ayuntamiento podrá solicitar y llevar a cabo su divulgación a través de su publicación e 
inscripción en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio respectivo. 

Así, en la medida en que el Municipio no obtenga tal validación en la calificación de 
congruencia, sin atender, en su caso, a las observaciones y propuestas de ajuste que formula la autoridad 
local en torno a su programa o plan respectivo, es dable concluir que el ente municipal no se encuentra 
autorizado para ejercer sus atribuciones constitucionales, pues las mismas deben resultar congruentes 
con respecto a los distintos niveles de planeación tanto estatal como, en su caso, federal, cuya verificación 
queda a cargo del Gobierno de la entidad federativa. En esos términos, debe reconocerse la validez del 
artículo 52 de la Ley local impugnada. 

C. La previsión de que el Gobierno local califique que el programa de desarrollo urbano municipal 
y/o zonificación de territorio, cumple con la ley de la materia y el procedimiento de consulta 
popular, viola la autonomía municipal (artículo 53, fracción IX, de la Ley local impugnada). 
Análisis del séptimo concepto de invalidez. 

Siguiendo con estas ideas, es igualmente infundado el séptimo concepto de invalidez que formula 
Municipio actor, donde aduce que la previsión contenida en el artículo 53, fracción IX, de la Ley local 
impugnada, que autoriza al Gobierno local para calificar que el programa de desarrollo urbano municipal y/o 
zonificación de territorio, cumple con la ley de la materia y el procedimiento de consulta popular, viola los 
artículos resulta contraria a los artículos 10, fracción VII y 44 de la Ley General de la materia, así como la 
autonomía municipal reconocida en la fracción V, inciso a), y último párrafo del artículo 115 constitucional, 
traduciéndose en una intromisión del Ejecutivo en los procesos de planeación urbana municipal y generando 
subordinación del ente municipal, al permitir que objete la legitimidad del proceso de consulta o se califique la 
validez de las disposiciones de los planes y programas. 

El dispositivo impugnado establece lo siguiente: 

Artículo 53. El análisis de la congruencia, entre los planes o programas de desarrollo 
urbano se realizará respecto a los siguientes temas: (...) 

IX. El cumplimiento del procedimiento para la consulta de los planes o programas 
municipales de desarrollo urbano, programas de desarrollo urbano de centros de 
población o programas parciales, conforme lo indica el artículo 56 de esta Ley. 

Ahora bien, el artículo 10, fracción II51, y 11, fracción XXII52, de la Ley General de la materia, otorgan 
facultades a los Estados y Municipios, respectivamente, para que los primeros establezcan normas conforme 
a las cuales se promoverá y dará participación a la ciudadanía en los procesos de planeación, seguimiento y 
evaluación; y para que los segundos establezcan mecanismos de consulta ciudadana para la formulación, 
modificación y evaluación de los planes o programas municipales de desarrollo urbano. 

Por su parte, el numeral 30 de la referida Ley General, determina que la obligación de las entidades 
federativas de determinar la forma y procedimientos para que los sectores social y privado participen en la 
formulación, modificación, evaluación y vigilancia de los planes o programas de desarrollo urbano. 

                                                 
51 “Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: (...) 
II. Establecer normas conforme a las cuales se promoverá y dará participación a la ciudadanía en los procesos de planeación, 
seguimiento y evaluación a que se refiere esta Ley; 
52 “Artículo 11. Corresponde a los municipios: (...) 
XXII. Crear los mecanismos de consulta ciudadana para la formulación, modificación y evaluación de los planes o programas municipales 
de Desarrollo Urbano y los que de ellos emanen de conformidad con lo dispuesto por esta Ley; 
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“Artículo 30. La legislación estatal de Desarrollo Urbano determinará la forma y 
procedimientos para que los sectores social y privado participen en la formulación, 
modificación, evaluación y vigilancia de los planes o programas de Desarrollo Urbano. 

En la aprobación y modificación de los planes o programas se deberá contemplar el 
siguiente procedimiento: 

I. La autoridad estatal o municipal competente dará aviso público del inicio del proceso 
de planeación y formulará el proyecto de plan o programa de Desarrollo Urbano o sus 
modificaciones, difundiéndolo ampliamente; 

II. Se establecerá un plazo y un calendario de audiencias públicas para que los 
interesados presenten en forma impresa en papel y en forma electrónica a través de sus 
sitios web, a las autoridades competentes, los planteamientos que consideren respecto 
del proyecto del plan o programa de Desarrollo Urbano o de sus modificaciones; 

III. Las respuestas a los planteamientos improcedentes y las modificaciones del proyecto 
deberán fundamentarse y estarán a consulta pública en las oficinas de la autoridad 
estatal o municipal correspondiente, en forma impresa en papel y en forma electrónica a 
través de sus sitios web, durante el plazo que establezca la legislación estatal, 
previamente a la aprobación del plan o programa de Desarrollo Urbano o de sus 
modificaciones, y 

IV. Cumplidas las formalidades para su aprobación, el plan o programa respectivo o sus 
modificaciones podrán ser expedidos por la autoridad competente y para su validez y 
obligatoriedad deberán ser publicados en el órgano de difusión oficial del gobierno del 
estado correspondiente. Además, la autoridad que lo expide procurará su amplia difusión 
pública a través de los medios que estime convenientes.” 

En esos términos, el artículo 56 de la Ley local impugnada, regula el procedimiento de consulta pública 
en torno a la aprobación, expedición, modificación o actualización de los planes y programas de desarrollo 
urbano, en los términos siguientes: 

“Artículo 56. Para la aprobación, expedición, modificación o actualización de los planes y 
programas de desarrollo urbano, una vez que las autoridades competentes autoricen que 
sean sometidos a consulta pública, deberán seguir el siguiente procedimiento: 

I. La Autoridad Estatal o Municipal Competente dará aviso público del inicio del proceso 
de planeación y formulará el proyecto de plan o programa de Desarrollo Urbano o sus 
modificaciones, difundiéndolo ampliamente tratándose de una modificación parcial, el 
aviso se publicará en uno de los periódicos de mayor circulación en el Estado; 

II. Las autoridades correspondientes autorizarán que sean sometidos a consulta pública, 
en el caso de los Municipios esta autorización deberá será otorgada por sus 
Ayuntamientos, debiéndose enviar para su publicación estas autorizaciones en la Gaceta 
Municipal en un término de 5-cinco días; 

III. Una vez cumplido lo anterior, deberán dar aviso del inicio del proceso de la consulta 
pública y especificando los principales cambios y modificaciones y las zonas afectadas. 
Este aviso deberá ser publicado en cuando menos dos de los diarios de mayor 
circulación en la entidad, durante 3-tres días consecutivos y deberá cumplir con un 
tamaño mínimo de un octavo de página; 

IV. Los proyectos de los planes o programas o las modificaciones a los vigentes estarán 
disponibles para la consulta pública durante un plazo de 30- treinta a 60-sesenta días 
hábiles según disponga la convocatoria, mínimo en las oficinas de la Secretaría o de la 
Dependencia Municipal competente en materia de desarrollo urbano, así como en sus 
respectivos portales de internet, durante dicho plazo los interesados podrán solicitar un 
ejemplar del proyecto y de sus anexos gráficos, así como presentar por escrito a las 
autoridades competentes, los planteamientos o propuestas que consideren respecto del 
proyecto del plan o programa de desarrollo urbano, o las modificaciones a los vigentes, a 
sus anexos y demás contenido del mismo. Los planteamientos deberán estar 
fundamentados y consignar domicilio para oír y recibir notificaciones. 
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Previo al inicio del proceso de la consulta pública a que se refiere el párrafo que 
antecede, la autoridad estatal o municipal competente, mediante oficio, podrá solicitar 
que se verifique la congruencia del proyecto del plan o programa de desarrollo urbano o 
las modificaciones a los vigentes con las dependencias, entidades y empresas 
prestadoras de los servicios públicos relacionados. 

Estas dependencias, entidades o prestadoras de servicios públicos deberán contestar 
por escrito sus observaciones al plan o programa de desarrollo urbano en un término 
máximo de 30-treinta días hábiles, contados a partir del día hábil siguiente a la fecha de 
recepción del oficio; de no contestar la solicitud a que se refiere el párrafo anterior, 
dentro del término señalado, se entenderá que no hay observaciones al plan o programa 
de desarrollo urbano o a sus modificaciones y que existe congruencia entre este 
documento y los planes o programa sectorial que corresponda a la dependencia, entidad 
o prestadora de servicios públicos que fue omisa en dar respuesta; 

V. Dentro del plazo que refiere la fracción anterior, la o las autoridades competentes, 
según el caso, deberán: 

a) Celebrar al menos dos audiencias públicas para exponer de parte de la autoridad los 
proyectos de planes o programas o sus modificaciones. 

La primera audiencia pública se hará el primer día del plazo de la consulta pública, para 
dar inicio al proceso de participación social y tendrá el propósito de presentar el 
proyecto de plan o programa o sus modificaciones haciendo énfasis en la problemática 
urbana, en los objetivos y en las estrategias planteadas. Se informarán los principales 
cambios y modificaciones a las zonas afectadas; del procedimiento para presentar las 
propuestas, comentarios y observaciones, se responderá a las preguntas y se recibirán 
los planteamientos o propuestas de los asistentes a la audiencia, sea de manera verbal o 
por escrito, en este último caso, se firmarán y sellarán de recibido. 

La última audiencia pública se hará el último día del plazo fijado para la consulta pública 
y la participación social, siguiendo el mismo procedimiento de la primera audiencia, y 
tendrá como propósito recibir los planteamientos por escrito de los asistentes, los 
cuales se deberán sellar y firmar de recibido, sin perjuicio de que los planteamientos, 
propuestas u observaciones se presenten durante el plazo de la consulta pública, o bien 
en forma electrónica a través de los sitios web. 

De dichas audiencias se levantarán actas circunstanciadas que consignen la asistencia y 
las preguntas y planteamientos de los asistentes, mismos que serán utilizadas, en lo 
procedente, en los ajustes a los proyectos presentados junto con las propuestas que se 
hayan recibido a lo largo del periodo de consulta. 

b) También al inicio del plazo de consulta pública, en un término máximo de 5- cinco días 
hábiles posteriores a la primera audiencia, se (sic) deberá celebrarse un audiencia con 
los integrantes del Consejo Estatal de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, 
Consejo Municipal de Desarrollo Urbano, o con el Consejo Consultivo de Desarrollo 
Metropolitano o de la zona conurbada, según corresponda, con el propósito de exponer 
el proyecto de plan o programa o sus modificaciones al vigente. 

De dicha audiencia también se levantará un acta que consigne las preguntas y 
planteamientos de los asistentes, misma que será utilizada en lo procedente, en los 
ajustes o modificaciones a los proyectos presentados; y 

c) Una vez concluido el proceso de consulta la autoridad competente verificará la 
congruencia del proyecto del plan o programa de desarrollo urbano o las modificaciones 
a los vigentes con las dependencias, entidades y empresas prestadoras de servicios 
públicos relacionadas; 

VI. La autoridad competente tendrá un plazo de 30-treinta días hábiles, prorrogables a 60-
sesenta días hábiles, posteriores a la celebración de la última audiencia pública y de 
acuerdo a la complejidad de los planteamientos recibidos, para dar respuesta 
fundamentada y motivada a los planteamientos improcedentes, mismos que se deberán 
notificar al domicilio señalado para oír y recibir notificaciones. 
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Las modificaciones del proyecto deberán fundamentarse; éstas y las respuestas por 
escrito a los planteamientos o propuestas improcedentes estarán en consulta pública en 
las oficinas de la Secretaría o de la Dependencia Municipal competente en materia de 
desarrollo urbano, según corresponda, en forma impresa en papel y en forma electrónica 
a través de los sitios web, durante un plazo de 20-veinte días hábiles, previamente a la 
aprobación del plan o programa de desarrollo urbano o de sus modificaciones; y 

VII. Cumplidas las formalidades para la participación social en la formulación o 
modificación de los planes o programas de desarrollo urbano, las autoridades 
competentes elaborarán la versión final de dichos planes o programas incorporando, en 
lo conducente, los resultados de dicha participación y los planteamientos o propuestas 
procedentes. 

Asimismo, tratándose de los planes a que se refieren las fracciones V, VI y VII del artículo 
50 de esta Ley, el Ayuntamiento, el Presidente Municipal, la Dependencia Municipal 
competente en materia de desarrollo urbano, o, en su caso, el Instituto Municipal de 
Planeación Urbana, deberá solicitar al Estado, a través de la Dependencia Estatal 
competente en materia de desarrollo urbano, que analice, verifique y califique que la 
versión final del proyecto del plan o programa de desarrollo urbano guarden la apropiada 
congruencia, coordinación y ajuste y vinculación entre los distintos niveles de 
planeación estatal y federal. 

La Secretaria procederá a analizar el documento que se le presente con respecto a cada 
uno de los temas o puntos de congruencia que establece (sic) los artículo (sic) 53 y 54 
segundo párrafo, de esta Ley, y en caso de detectar incongruencias, dentro de los 
siguientes 90-noventa días hábiles contados a partir del día siguiente al que fue recibida 
la solicitud, formulará las recomendaciones que considere procedentes para que el 
proyecto de que se trate sea revisado o modificado, y poder emitir el dictamen de 
congruencia correspondiente a efecto de proceder a su aprobación definitiva, a la 
publicación en el Periódico Oficial del Estado e inscripción en la Dirección del Registro 
Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral del Estado. 

Cuando la Secretaría realice observaciones al proyecto de plan o programa de desarrollo 
urbano presentado por la autoridad estatal o por el Municipio, estas tendrán un plazo de 
40-cuarenta días hábiles contados a partir del día siguiente al de la recepción del oficio, 
para hacer las aclaraciones o presentar las adecuaciones que correspondan. Si en dicho 
plazo no se emite aclaración alguna, se entenderá que se procedió a la adecuación del 
proyecto presentado, debiéndose presentar nuevamente a la Secretaría para que ésta 
emita el respectivo dictamen de congruencia, el que se deberá de expedir en un término 
no mayor a 20-veinte días hábiles. 

En el caso de que se tramiten diversos planes o programas de desarrollo urbano de un 
mismo Municipio, en un mismo periodo o procedimiento, el dictamen de congruencia se 
solicitará de forma simultánea. 

Concluida la etapa de congruencia, y realizadas las modificaciones que en su caso 
resultaron, la autoridad estatal o municipal competente en materia de desarrollo urbano, 
aprobará el plan o programa de desarrollo urbano o las modificaciones a los planes o 
programas vigentes, tratándose de los planes o programa de desarrollo urbano 
competencia de los Municipios se presentarán estos documentos conjuntamente con el 
dictamen de congruencia ante el Ayuntamiento para su aprobación. Para la validez y 
obligatoriedad de los planes o programas de desarrollo urbano se deberá realizar su 
publicación en forma íntegra en el Periódico Oficial del Estado, en los casos de los 
planes o programas de nivel municipal se publicarán en la gaceta municipal, cuando el 
Municipio cuente con ese medio de difusión, y se procederá a realizar las solicitudes y 
gestiones necesarias para que se inscriban en la Dirección (sic) Registro Público de la 
Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral del Estado, en los términos 
que señala esta Ley. 

La autoridad que expida los planes o programas de desarrollo urbano, después de ser 
publicados en el Periódico Oficial del Estado, procurará su amplia difusión pública a 
través de los medios que estime convenientes, y podrán publicarse en forma abreviada 
en uno de los periódicos de mayor circulación de la entidad.” 
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En esos términos, en el procedimiento previsto en la legislación local impugnada se prevé la 
participación del público en general, siendo que los proyectos o las modificaciones respectivos deberán 
estar disponibles de manera pública durante un plazo de treinta a sesenta días hábiles, según disponga la 
convocatoria, mínimo en las oficinas de la Secretaría local o de la dependencia municipal competente, así 
como en sus respectivos portales de internet, a fin de que los interesados puedan solicitar un ejemplar del 
proyecto, así como de sus anexos gráficos, y presenten por escrito a las autoridades competentes, los 
planteamientos o propuestas que consideren, las cuales deberán estar fundamentados. 

Dentro de ese plazo se deberán celebrar, al menos, dos audiencias públicas, la primera con el 
propósito de presentar el proyecto del plan o programa o sus modificaciones haciendo énfasis en la 
problemática urbana, objetivos y estrategias planteadas; se responderán preguntas y se recibirán los 
planteamientos o propuestas de los asistentes, sea verbal o por escrito; la última, con el propósito recibir los 
planteamientos por escrito de los asistentes, sin perjuicio de que aquellos que se presenten durante el plazo 
de la consulta pública, o en forma electrónica a través de los sitios web. 

Además, se prevé que, previo al inicio del proceso de la consulta pública, la autoridad estatal o 
municipal competente, podrá solicitar la verificación de congruencia del proyecto del plan o programa de 
desarrollo urbano o las modificaciones a los vigentes con las dependencias, entidades y empresas 
prestadoras de los servicios públicos relacionados, las cuales cuentan con un plazo de treinta días 
hábiles, para formular por escrito sus observaciones; y en caso de no contestar, se entenderá que no hay 
observaciones y que existe congruencia entre este documento y los planes o programa sectorial que 
corresponda a la dependencia, entidad o prestadora de servicios públicos que fue omisa. 

Incluso, una vez concluido el proceso de consulta, la autoridad local competente, se encuentra 
vinculada a verificar la congruencia de los planes y programas de desarrollo urbano respectivos, contando con 
un plazo de treinta días hábiles, prorrogables a sesenta, posteriores a la celebración de la última audiencia 
pública y de acuerdo a la complejidad de los planteamientos recibidos, para dar respuesta fundamentada y 
motivada a los planteamientos improcedentes. 

En todo caso, las modificaciones al proyecto respectivo deberán fundamentarse, en tanto que éstas 
y las respuestas por escrito a los planteamientos o propuestas improcedentes estarán en consulta pública 
en las oficinas de la Secretaría o de la dependencia municipal competente en materia de desarrollo urbano, 
según corresponda, en forma impresa en papel y en forma electrónica a través de los sitios web, durante un 
plazo de veinte días hábiles, previamente a la aprobación del plan o programa de desarrollo urbano o de 
sus modificaciones. 

Atento a lo anterior, cabe recordar que corresponde a las entidades federativas verificar la congruencia 
del plan o programa de desarrollo urbano municipal con la planeación estatal y federal, a través de 
dictámenes de congruencia estatal; y al Ayuntamiento, una vez que apruebe el plan o programa de desarrollo 
urbano, debe consultar a la autoridad competente local sobre la apropiada congruencia, coordinación y ajuste 
de dicho instrumento con la planeación estatal y federal. 

De esta manera, es claro que el proceso de consulta pública constituye una parte del procedimiento 
previsto para para la aprobación, expedición, modificación o actualización de los planes y programas de 
desarrollo urbano municipal, a través del cual se da participación efectiva de la ciudadanía, en el cual la 
autoridad local competente tiene la obligación de verificar que se cumpla con la congruencia del proyecto 
respectivo, dando respuesta a las propuestas y ajustes ciudadanas, para, en su caso, llevar a cabo su 
modificación, fundando y motivando su determinación. 

En ese sentido, y siendo acorde con las previsiones de la Ley General de la materia, el proceso de 
consulta ciudadano debe resultar acorde con los distintos niveles de planeación tanto estatal y federal, cuya 
verificación queda a cargo del Gobierno de la entidad, hecho lo cual, para su validez y obligatoriedad deberán 
ser publicados en el órgano de difusión oficial local correspondiente, así como su inscripción en el Registro 
Público de la Propiedad y del Comercio respectivo. Por tanto, lo procedente es reconocer la validez del 
artículo 53, fracción IX, de la Ley local impugnada. 

D. La previsión de que los planes y programas de desarrollo urbano entren en vigor después de 
treinta días hábiles siguientes a su publicación en el Periódico Oficial local, viola la autonomía 
municipal, los principios de razonabilidad y proporcionalidad, y genera subordinación al 
Ejecutivo local (artículo 57 de la Ley local impugnada). Análisis del octavo concepto de invalidez. 

Continuando con el análisis de los argumentos desarrollados por el Municipio actor, en su octavo 
concepto de invalidez considera que la previsión contenido en el artículo 57, primer párrafo, de la Ley local 
impugnada, relativa a que los planes y programas de desarrollo urbano entren en vigor después de treinta 
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días hábiles siguientes a su publicación en el periódico oficial local, viola la autonomía municipal, los principios 
de razonabilidad y proporcionalidad, y genera subordinación al Ejecutivo local. El referido precepto establece 
lo siguiente: 

“Artículo 57. Los planes o programas de desarrollo urbano, entrarán en vigor treinta días 
hábiles después de su publicación en el Periódico Oficial del Estado, y deberán ser 
inscritos en la Dirección del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto 
Registral Catastral del Estado, dentro de los 30-treinta días hábiles siguientes al de su 
publicación, a partir de este momento empezaran a surtir efectos contra terceros. 

(...)” 

Lo alegado por el actor resulta infundado, toda vez que, como se ha explicado, aun cuando la materia 
de asentamientos humanos sea concurrente entre los diferentes órdenes de gobierno, los Municipios no 
cuentan con una facultad normativa exclusiva en dichas materias, por lo que, al ejercer sus atribuciones, 
lo deberán hacer como lo establece el artículo 115, fracción V, de la Constitución Federal, esto es, en los 
términos de las leyes federales y estatales relativas. 

La previsión impugnada sujeta la entrada en vigor de los planes y programas de desarrollo urbano a un 
plazo de treinta días después de su publicación en el Periódico Oficial local, transcurrido el cual deberán ser 
inscritos dentro de los siguientes treinta días a tal publicación, en el Registro Público de la Propiedad y del 
Comercio del Instituto Catastral local. 

Al respecto, cabe señalar que la vigencia de una norma general se halla íntimamente ligada a la noción 
de eficacia jurídica, en tanto se refiere, desde una perspectiva temporal o cronológica, a la generación de 
efectos jurídicos obligatorios por parte de la norma de la cual se predica; es decir, a su entrada en vigor. Así, 
se encuentra vinculada al lapso de tiempo durante el cual ésta habrá de surtir efectos jurídicos. La regla 
general en nuestro orden jurídico es que las normas comienzan a surtir efectos jurídicos con posterioridad a 
su promulgación y publicación, según lo determinen ellas mismas, o de conformidad con reglas 
particularmente establecidas. 

Si bien es cierto que el efecto inmediato de la vigencia de una norma encuentra sus límites en el 
principio de irretroactividad, el cual impide su aplicación a situaciones o relaciones jurídicas ya constituidas 
(creación, modificación o extinción), o a efectos ya producidos (hechos cumplidos o consumados), ninguna 
restricción existe cuando las consecuencias son posteriores a su vigencia, aun cuando hayan sido generados 
por una situación jurídica existente; por tanto, su efecto inmediato se presenta lógicamente ante hechos 
constitutivos o extintivos de situaciones o relaciones jurídicas, producidos con posterioridad al inicio de su 
vigencia. 

Es aplicable a estos razonamientos, la tesis de rubro y texto: “IRRETROACTIVIDAD. LAS NORMAS 
RIGEN EXCLUSIVAMENTE HECHOS ACONTECIDOS A PARTIR DE SU VIGENCIA. Aunque es verdad 
que es principio general de derecho que toda norma posterior viene a derogar a la anterior, aquélla no 
puede ejercer efectos retroactivos sobre situaciones jurídicas establecidas antes de esa vigencia, sino 
que la norma posterior rige precisa y exclusivamente los hechos acontecidos a partir de su vigencia” 
(Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Segunda Sala, Volumen CXXXV, Tercera Parte, página 
161). 

Ahora bien, este Tribunal Pleno observa que la previsión normativa impugnada se encuentra dentro del 
ámbito de libertad configurativa que corresponde a las entidades federativas para legislar los términos en que 
se desarrollarán las previsiones a nivel local en materia de asentamientos humanos, desarrollo urbano y 
ordenamiento territorial, acorde con la fracción I del artículo 10 de la Ley General de la materia53. 

Asimismo, la norma impugnada cumple, por un lado, con un objetivo de publicidad para conocimiento 
del plan o programa respectivo, otorgando un plazo de treinta días para su difusión entre la ciudadanía en 
general; y por otro, con una regla de oponibilidad frente a terceros respecto a su inscripción en el Registro 
Público de la Propiedad y del Comercio local. 

En esos términos, contrario a lo que afirma el Municipio actor, el plazo de treinta días previsto para la 
entrada en vigor del plan de desarrollo urbano resulta razonable y proporcional, para cumplir con los fines 
cometidos de publicidad, sin que ello limite o subordine en forma alguna el Municipio a los Poderes locales 
para el ejercicio de sus facultades, pues en todo caso el ordenamiento normativo respectivo adquirirá su 
eficacia, una vez transcurrido el plazo establecido. 

                                                 
53 “Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: (...) 
I. Legislar en materia de asentamientos humanos, Desarrollo Urbano y ordenamiento territorial, así como para la planeación, gestión, 
coordinación y desarrollo de las conurbaciones y zonas metropolitanas, en sus jurisdicciones territoriales, atendiendo a las facultades 
concurrentes previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en lo dispuesto por esta Ley; (...)” 
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Aunado a ello, la norma impugnada otorga seguridad jurídica, tanto a la administración pública local y 
municipal como a la ciudadanía en general, en la medida en que, a través de la previsión de un plazo, su 
efecto inmediato se difiere con motivo del nuevo plan o programa de desarrollo urbano o a sus modificaciones 
aprobadas en el ámbito local. En ese sentido, la seguridad jurídica requiere una previsión certera como 
principio rector, lo cual cumple la norma impugnada al prever un plazo cierto, el cual no resulta ni breve ni 
excesivo para la difusión pública del instrumento normativo. 

Por las razones expuestas, lo procedente es reconocer la validez del artículo 57, primer párrafo, de la 
Ley local impugnada. 

NOVENO. Las facultades otorgadas a la Secretaría de Desarrollo Sustentable del Estado para 
expedir normas técnicas estatales en materia de impacto, imagen y estética urbanas, así como la 
protección del patrimonio cultural inmueble, transgreden la autonomía municipal y generan 
subordinación al Ejecutivo local. En su noveno concepto de invalidez, el Municipio actor sostiene que los 
artículos 3, fracción LIV, 10, fracciones XX, XXI y XXVI, 50, último párrafo, y 328, de la Ley local impugnada 
facultan a la citada Secretaría para: 1) expedir normas técnicas en materia de patrimonio cultural inmueble; 2) 
emitir criterios y normas técnicas de desarrollo urbano, normas sísmicas, planeación urbana, manejo de aguas 
pluviales, construcción, equipamiento, entre otras; y 3) establezca y vigile el cumplimiento de la normatividad 
técnica para regular el espacio público y la protección a la imagen y estética urbana en acciones inherentes a 
la localización e instalación de anuncios fijos o móviles, pantallas electrónicas y estructuras para la colocación 
de publicidad en el espacio público y privado dentro del Estado; lo que viola las fracciones II, párrafo segundo, 
y V, inciso a), y último párrafo, del artículo 105 constitucional, pues rebasan el objeto constitucional del tipo de 
ordenamiento al que pertenecen, inclusive el delimitado por la Ley General de la materia, que es la de sentar 
las bases normativas, formalidades, principios, procedimientos y requisitos conforme a los cuales los 
Municipios desarrollarán sus potestades normativas y administrativas. 

Así, afirma que tales normas generan una distorsión en el sistema de competencias constitucional, así 
como la concentración o consolidación del poder en el Ejecutivo local, porque asigna a sus dependencias 
administrativas funciones normativas y administrativas no previstas en el orden constitucional ni en la Ley 
General de la materia; no obstante que, considera, se relacionan íntimamente con la competencia municipal 
que reconocen las fracciones II, párrafo segundo, y V, inciso a), y último párrafo del artículo 115 
constitucional, lo que se traduce en una intromisión, dependencia o subordinación municipal hacia ese Poder. 

Las normas impugnadas por el actor en este apartado, disponen lo siguiente: 

“Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: (...) 

LIV. Normas Técnicas Estatales: son las regulaciones técnicas que expide la Secretaría 
competente en materia de asentamientos humanos, ordenamiento territorial y desarrollo 
urbano, y que expresan la información, requisitos, especificaciones, procedimientos o 
metodología que debe utilizarse para la (sic) determinadas obras, peritajes o estudios;” 

“Artículo 10. Corresponde a la Secretaría: (...) 

XX. Formular y expedir los programas, lineamientos y normas técnicas en materia de 
patrimonio cultural inmueble, proponer al Gobernador del Estado las declaratorias 
respectivas, así como promover la participación de autoridades federales, estatales, 
municipales y de los sectores social y privado en la materia; 

XXI. Establecer y vigilar el cumplimiento de la normatividad técnica para regular el 
espacio público y la protección a la imagen y estética urbana en acciones inherentes a la 
localización e instalación de anuncios fijos o móviles, pantallas electrónicas y 
estructuras para la colocación de publicidad en el espacio público y privado dentro del 
territorio del Estado; (...) 

XXVI. Emitir criterios y normas técnicas de desarrollo urbano, normas sísmicas, 
planeación urbana, manejo de aguas pluviales, construcción, equipamiento, entre otras; 
(...)” 

“Artículo 50. El sistema estatal de planeación del desarrollo urbano es el conjunto de 
planes o programas tendientes al ordenamiento territorial de los asentamientos humanos 
y la regulación de las acciones de fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento 
de los centros de población en la entidad, y estará integrado por: (...) 

Los planes o programas citados en el párrafo anterior se regirán por las disposiciones de 
esta Ley, por las normas oficiales mexicanas que expida la Secretaría de Desarrollo 
Agrario, Territorial y Urbano del Gobierno Federal, y demás normas administrativas 
federales, estatales y municipales aplicables; serán obligatorios, deberán incorporarse al 
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sistema de información territorial y urbano y, en su caso, deberán de contar con los 
dictámenes de validación y congruencia que deberán solicitar y emitir los diferentes 
órdenes de gobierno, para su aplicación y cumplimiento.” 

“Artículo 328. Para procurar una mejor planeación del desarrollo urbano, proyectos 
urbanísticos, que atiendan una mejor convivencia de sus habitantes y para mejorar la 
seguridad de éstos, la Secretaría emitirá las normas, lineamientos o criterios técnicos 
que tiendan a este fin, mediante normas técnicas estatales. 

Para mejor aplicación y observancia de esta Ley, la Secretaría expedirá Normas Técnicas 
Estatales en las materias de: planeación urbana, ordenamiento territorial, impactos 
urbanos, hidrología, geología, geotecnia, movilidad, diseño de pavimentos, diseño vial, 
en manejo integral de aguas pluviales, ecotecnias, equipamiento, espacio público, 
imagen urbana, áreas verdes, y demás que se indiquen expresamente en esta Ley, que 
tendrán por objeto: 

I. Establecer los requisitos, especificaciones, condiciones, procedimientos, 
metodologías, parámetros o límites permisibles que deberán observarse en 
determinadas obras, peritajes, estudios y demás temas a que se refiere el  párrafo 
anterior; 

II. Conducir los actos de autoridades y particulares a la observancia de estas normas 
técnicas estatales a fin de que se estandaricen sus procedimientos y acciones 
urbanísticas que regulan; y 

III. Encausar las actividades del sector público y privado en un marco de eficiencia y 
sustentabilidad.” 

Resulta infundado lo alegado por el Municipio actor, toda vez que la emisión de normas técnicas 
estatales por parte de la Secretaría de Desarrollo Sustentable del Estado de Nuevo León, responde, tal y 
como establece el objeto de dichas normas, a la necesidad de uniformar y estandarizar los procedimientos y 
acciones urbanísticas en toda la entidad federativa, así como evaluar y vigilar su cumplimiento, facultad que 
deriva directamente de lo dispuesto en la Ley General de la materia. 

En efecto, de conformidad con el artículo 10, fracciones IX, X, XVIII, XXII y XXIII, de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano54, se dispone que las entidades 
federativas cuentan con competencia para: 

1)  Establecer las normas conforme a las cuales se efectuará la evaluación del impacto urbano y 
territorial de las obras o proyectos que generen efectos significativos en el territorio; las cuales deberán 
estar incluidas en los planes de desarrollo urbano; 

2)  Participar en la protección del patrimonio natural y cultural. 

3)  Evaluar y dar seguimiento, en los términos de las leyes locales relativas, al impacto urbano o 
regional de obras y proyectos que generen efectos en el territorio de uno o más municipios de la entidad 
federativa de que se trate; 

4)  Formular y aplicar las políticas, así como realizar las acciones en materia de estructuración 
urbana, gestión del suelo, conservación del patrimonio natural y cultural y accesibilidad universal, 
incluyendo la Movilidad; y 

5)  Evaluar y dar seguimiento, en los términos de las leyes locales aplicables al impacto territorial 
de obras y proyectos que generen efectos en el territorio de uno o más Municipios de la entidad federativa 
de que se trate; 

                                                 
54 “Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: (...) 
IX. Establecer las normas conforme a las cuales se efectuará la evaluación del impacto urbano y territorial de las obras o proyectos 
que generen efectos significativos en el territorio; las cuales deberán estar incluidas en los planes de Desarrollo Urbano; 
X. Participar, conforme a la legislación federal y local, en la constitución y administración de Reservas territoriales, la dotación de 
infraestructura, equipamiento y Servicios Urbanos, la salvaguarda de la población que se ubique en los polígonos de protección y 
amortiguamiento determinados por los planes de Desarrollo Urbano; así como en la protección del Patrimonio Natural y Cultural, y de las 
zonas de valor ambiental del equilibrio ecológico de los Centros de Población; (...) 
XVIII. Evaluar y dar seguimiento, en los términos de las leyes locales relativas, al impacto urbano o regional de obras y proyectos que 
generen efectos en el territorio de uno o más municipios de la entidad de que se trate; (...) 
XXII. Formular y aplicar las políticas, así como realizar las acciones en materia de estructuración urbana, gestión del suelo, 
Conservación del Patrimonio Natural y Cultural y accesibilidad universal, incluyendo la Movilidad; 
XXIII. Evaluar y dar seguimiento, en los términos de las leyes locales aplicables al impacto territorial de obras y proyectos que 
generen efectos en el territorio de uno o más municipios de la entidad de que se trate; (...)” 
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En ese sentido, no se advierte afectación alguna a la competencia constitucional del Municipio 
en torno a las facultades que las disposiciones impugnadas otorgan a la Secretaría de Desarrollo 
Sustentable local, en lo relativo a la regulación técnica del patrimonio cultural inmueble, así como la 
planeación urbana y el ordenamiento territorial relacionado con la imagen y estética urbana en la localización 
e instalación de anuncios fijos o móviles, pantallas electrónicas y estructuras para la colocación de publicidad 
en el espacio público y privado dentro del Estado, pues, como se indicó, ello se encuadra dentro del ámbito de 
sus atribuciones para regular y evaluar el al impacto urbano o regional de obras y proyectos, teniendo en 
cuenta aspectos técnicos de carácter hidrológico, geológico, geotécnico, entre otros, pues ello busca 
armonizar, unificar y estandarizar criterios aplicables en toda la entidad federativa, incluso por razones de 
seguridad e interés público. 

Por tanto, lo procedente es reconocer la validez de los artículos 3, fracción LIV, 10, fracciones XX, XXI 
y XXVI, 50, último párrafo, y 328, de la Ley local impugnada. 

DÉCIMO.   La facultad del Congreso local para crear al Organismo de Planeación Urbana de la 
Zona Metropolitana (de Monterrey), viola la autonomía municipal. En su décimo concepto de invalidez, el 
Municipio actor sostiene que los artículos 20, párrafo segundo, y Décimo Transitorio, párrafo segundo, de la 
Ley local impugnada prevén la creación de dicho organismo, lo cual vulnera la facultad municipal para acordar 
o convenir libremente esquemas de asociación, coordinación y/o colaboración con el Gobierno local y el resto 
de los Municipios de la zona metropolitana referida, para la creación y/o constitución de dicho organismo, o 
para el ejercicio conjunto de la función de planeación urbana, según lo previsto en los artículos 115, fracciones 
II, párrafo primero, III, párrafo tercero, y VI, y 116, fracción VII, segundo párrafo, de la Constitución Federal. 
Asimismo, aduce que ni en la Constitución Federal ni en la local de Nuevo León, ni en la Ley General de la 
materia, se contempla en forma expresa la facultad de las legislaturas locales para crear organismos 
descentralizados que desarrollen la función pública de planeación urbana o de gestión de las demás funciones 
o servicios públicos municipales. 

Refiere que de los artículos 157 y 158 de la Ley local impugnada se desprenden las facultades del 
Municipio para: 1) convenir y acordar con otros Municipios, así como con los gobiernos local y federal, la 
coordinación relacionada con la planeación y programación del desarrollo municipal, así como la ejecución de 
acciones conjuntas para cumplir con los fines de la administración pública municipal; y 2) celebrar convenios 
de coordinación o colaboración administrativa con otros Municipios, así como con los gobiernos local y 
federal, para la constitución y el funcionamiento de Concejos Intermunicipales de Colaboración. En tanto que 
el diverso 159 del propio ordenamiento dispone que los Municipios podrán suscribir convenios de coordinación 
(que son aquellos que tienen por objeto la colaboración interinstitucional para mejorar la prestación de un 
servicio público o el ejercicio de una función, sin que ninguna de las partes ceda a la otra la atribución, en todo 
o en parte, respecto de la materia correspondiente); y convenios de asociación con objeto común (que son 
aquellos en los que las partes se proponen a prestar un servicio público o ejercer alguna de sus funciones de 
manera conjunta, creando para tal efecto un organismo paramunicipal en el cual las partes depositen la 
totalidad de las atribuciones que les correspondan, en términos del acuerdo que al efecto adopten). 

“Artículo 20. El Estado, así como los Municipios crearán organismos de planeación 
urbana, como instancias técnicas para la planeación integral del territorio estatal, 
metropolitano o municipal. 

Para los efectos de coordinación y concertación de planes y programas, el Congreso del 
Estado legislará sobre la creación de un Organismo de Planeación Urbana de la Zona 
Metropolitana, respetando las facultades y obligaciones constitucionales otorgadas a los 
tres niveles de Gobierno.” 

“Décimo. En un plazo de que (sic) no mayor a 12-doce meses a la entrada en vigor del 
presente Decreto, el Estado y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, crearán los organismos metropolitanos señalados en esta Ley. 

Para tal efecto, remitirán al Congreso del Estado las iniciativas que resulten necesarias, 
las cuales deberán formularse atendiendo lo señalado en la Ley de Disciplina Financiera 
para las Entidades Federativas y Municipios; la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Nuevo León; Ley de Administración Financiera para el Estado de 
Nuevo León; Ley de Gobierno Municipal del Estado de Nuevo León y demás Leyes 
aplicables.” 

Son fundados lo argumentos del Municipio actor. 
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El artículo 115, fracciones III, párrafo tercero, y VI, así como el 116, fracción VII, párrafo segundo, 
ambos de la Constitución Federal, de los cuales se duele el Municipio actor, disponen lo siguiente: 

“Artículo 115.- (...) 

III.- Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: 

Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la 
prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán lo dispuesto por las 
leyes federales y estatales. 

(ADICIONADO [N. DE E. REFORMADO], D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1999) 

Los Municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y 
asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de 
las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de 
municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de las legislaturas 
de los Estados respectivas. Así mismo cuando a juicio del ayuntamiento respectivo sea 
necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o a 
través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de 
ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio municipio. 

(...) 

(REFORMADA, D.O.F. 3 DE FEBRERO DE 1983) 

VI.- Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales de dos o más 
entidades federativas formen o tiendan a formar una continuidad demográfica, la 
Federación, las entidades federativas y los Municipios respectivos, en el ámbito de sus 
competencias, planearán y regularán de manera conjunta y coordinada el desarrollo de 
dichos centros con apego a la ley federal de la materia. 

(...)” 

“Artículo 116.- (...) 

VII.- La Federación y los Estados, en los términos de ley, podrán convenir la asunción 
por parte de éstos del ejercicio de sus funciones, la ejecución y operación de obras y la 
prestación de servicios públicos, cuando el desarrollo económico y social lo haga 
necesario. 

Los Estados estarán facultados para celebrar esos convenios con sus Municipios, a 
efecto de que éstos asuman la prestación de los servicios o la atención de las funciones 
a las que se refiere el párrafo anterior. 

De lo transcrito se desprende que los Municipios cuentan con la competencia constitucional para, por 
un lado, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los 
servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan; asimismo, pueden celebrar 
convenio con el Estado al que pertenecen, a efecto de que éste último asuma la prestación de sus servicios y 
funciones públicas, cuando el desarrollo económico y social lo haga necesario; y por otro, que cuando dos o 
más centros urbanos situados en territorios municipales de dos o más entidades federativas formen o tiendan 
a formar una continuidad demográfica, la Federación, las entidades federativas y los Municipios 
respectivos, en el ámbito de sus competencias, planearán y regularán de manera conjunta y 
coordinada el desarrollo de dichos centros con apego a la ley federal de la materia. 

Ahora bien, los artículos 31, 32 y 33 de la Ley General de la materia55, regulan lo relativo a la 
constitución de programas metropolitanos y zonas conurbadas, a través de la coordinación de la 
Federación, las entidades federativas, los Municipios o las demarcaciones territoriales respectivas, 
atendiendo fundamentalmente a dos supuestos concretos: 

                                                 
55 “Artículo 31. Cuando uno o más centros urbanos situados en territorios municipales o demarcaciones territoriales de dos o más entidades 
federativas formen una continuidad física y demográfica, la Federación, las entidades federativas, los municipios o las Demarcaciones 
Territoriales respectivas, en el ámbito de sus competencias, planearán y regularán de manera conjunta y coordinada el desarrollo de dichos 
centros urbanos con apego a lo dispuesto por esta Ley, y constituirán una Zona Metropolitana o conurbada interestatal. 
Artículo 32. La Federación, las entidades federativas, los municipios y las Demarcaciones Territoriales deberán convenir la delimitación y 
constitución de una Zona Metropolitana o conurbada cuando sea procedente el estudio y planeación conjunta de dos o más Centros de 
Población, situados en el territorio de entidades federativas vecinas. 
En las zonas metropolitanas interestatales y conurbaciones interestatales se constituirá una comisión de ordenamiento, que tendrá carácter 
permanente y será integrada por un representante de cada entidad federativa y de cada municipio que lo integre, así como un representante 
de la Secretaría quien lo presidirá; funcionará como mecanismo de coordinación institucional y de concertación de acciones e inversiones con 
los sectores social y privado. 
Dicha comisión formulará y aprobará el programa de ordenación de la Zona Metropolitana o conurbada interestatal e intermunicipal, así como 
gestionará y evaluará su cumplimiento. 
Artículo 33. Las zonas metropolitanas o conurbaciones ubicadas en el territorio de uno o más municipios de una misma entidad federativa, 
serán reguladas por la legislación local y se coordinarán con las autoridades federales y estatales, atendiendo a los principios, políticas y 
lineamientos a que se refiere esta Ley. Los gobiernos Federal, estatales y municipales planearán de manera conjunta y coordinada su 
desarrollo, con la participación efectiva de la sociedad, así como para la más eficaz prestación de los servicios públicos.” 
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a) Zona Metropolitana o Conurbada interestatal, la cual comprende dos o más centros de población 
situados en los territorios de entidades federativas vecinas, la cual se regirá por una Comisión de 
Ordenamiento de carácter permanente, integrada por un representante de cada entidad federativa y de cada 
Municipio que lo integre, así como un representante de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano quien lo presidirá, y tendrá como facultades establecer mecanismos de coordinación institucional y de 
concertación de acciones e inversiones con los sectores social y privado; formular y aprobar el programa de 
ordenación de la Zona Metropolitana o Conurbada interestatal e intermunicipal, así como gestionar y evaluar 
su cumplimiento; y 

b) Zona Metropolitana o Conurbada estatal, las cuales se encuentran ubicadas en el territorio de dos 
o más Municipios de una misma entidad federativa, serán reguladas por la legislación local y se coordinarán 
con las autoridades federales y estatales para planearán de manera conjunta su desarrollo, con la 
participación efectiva de la sociedad, así como para la más eficaz prestación de los servicios públicos. 

Por su parte, el artículo 36 de la Ley General de la materia56, determina que la regulación para la 
gestión de zonas metropolitanas o conurbaciones, se llevará a cabo a través de las siguientes instancias: 

1) Una Comisión de Ordenamiento Metropolitano o de Conurbación, la cual se integrará por la 
Federación, las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la zona de que se 
trate; tendrá como atribuciones coordinar la formulación y aprobación de programas metropolitanos, así como 
su gestión, evaluación y cumplimiento; sesionará por lo menos trimestralmente; y podrá contar Subcomisiones 
o Consejos integrados por igual número de representantes de los tres órdenes de gobierno; 

2)  Un Consejo Consultivo de Desarrollo Metropolitano, que promoverá los procesos de consulta 
pública e interinstitucional en las diversas fases de la formulación, aprobación, ejecución y seguimiento de los 
programas; se integrará con perspectiva de género, por representantes de los tres órdenes de gobierno, así 
como de agrupaciones sociales legalmente constituidas, colegios de profesionistas, instituciones académicas 
y expertos en la materia, este último sector deberá conformar mayoría; sesionará por lo menos 
trimestralmente y de entre sus integrantes elegirán a quien los presida; 

3) Los mecanismos técnicos a cargo de los Estados y Municipios, bajo la figura que 
corresponda sesionarán permanentemente. Los instrumentos jurídicos, para su integración y 
funcionamiento, y su reglamento interior, estarán sujetos a lo señalado por la Ley General de la 
materia y la legislación estatal aplicable; 

4)  Las instancias que permitan la prestación de servicios públicos comunes; y 

5)  Los mecanismos y fuentes de financiamiento de las acciones metropolitanas contemplando, entre 
otros, el fondo metropolitano. 

En esos términos, este Tribunal Pleno observa que, atendiendo al marco constitucional, así como el 
establecido en la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, la 
constitución, planeación y gestión urbana de las zonas metropolitanas o conurbadas se lleva a cabo a 
través de la coordinación de los diferentes órdenes de gobierno, y en los términos de las instancias y 
mecanismos que prevé dicho instrumento normativo, sin que se desprenda habilitación alguna a las 
entidades federativas para la constitución de organismos que desarrollen de manera exclusiva y 
excluyente ese tipo facultades. 

                                                 
56 “Artículo 36. Para lograr una eficaz gobernanza metropolitana, se establecerán los mecanismos y los instrumentos de carácter 
obligatorio que aseguren la acción coordinada institucional de los tres órdenes de gobierno y la participación de la sociedad. 
La gestión de las zonas metropolitanas o conurbaciones se efectuará a través de las instancias siguientes: 
I. Una comisión de ordenamiento metropolitano o de Conurbación, según se trate, que se integrará por la Federación, las entidades 
federativas, los municipios y las Demarcaciones Territoriales de la zona de que se trate, quienes participarán en el ámbito de su competencia 
para cumplir con los objetivos y principios a que se refiere esta Ley. Tendrán como atribuciones coordinar la formulación y aprobación de los 
programas metropolitanos, así como su gestión, evaluación y cumplimiento. Esta Comisión podrá contar con subcomisiones o consejos 
integrados por igual número de representantes de los tres órdenes de gobierno; 
II. Un consejo consultivo de desarrollo metropolitano que promoverá los procesos de consulta pública e interinstitucional en las diversas 
fases de la formulación, aprobación, ejecución y seguimiento de los programas. 
Dicho Consejo se integrará con perspectiva de género, por representantes de los tres órdenes de gobierno y representantes de agrupaciones 
sociales legalmente constituidas, colegios de profesionistas, instituciones académicas y expertos en la materia, este último sector que deberá 
conformar mayoría en el consejo. Sus integrantes elegirán a quien los presida; 
III. Los mecanismos de carácter técnico a cargo de las entidades federativas y municipios, bajo la figura que corresponda 
sesionarán permanentemente. La comisión de ordenamiento metropolitano y el consejo consultivo de Desarrollo Metropolitano que 
sesionarán por lo menos trimestralmente. Los instrumentos jurídicos, para su integración y funcionamiento, y su reglamento interior, estarán 
sujetos a lo señalado por esta Ley y la legislación estatal aplicable; 
IV. Las instancias que permitan la prestación de servicios públicos comunes, y 
V. Los mecanismos y fuentes de financiamiento de las acciones metropolitanas contemplando, entre otros, el fondo metropolitano.” 
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En efecto, la circunstancia de que en el orden normativo local se prevea la facultad del Congreso local 
para crear una organismo encargado de la planeación urbana de zonas metropolitanas o conurbadas rompe 
con el sistema de coordinación establecido en la Ley General de la materia, siendo que, además, se dejaría 
de lado la intervención directa del ente municipal en el ejercicio de sus facultades constitucionales en materia 
de desarrollo urbano y gestión de ese tipo de zonas, en violación a lo dispuesto en el artículo 115,  fracciones 
III, párrafo tercero, y VI, así como en el 116, fracción VII, párrafo segundo, ambos de la Constitución Federal. 

Aunado a ello, este Pleno observa que la constitución de un organismo encaminado al desarrollo de las 
competencias constitucionales que corresponden al ente municipal en materia de desarrollo urbano, podría 
constituirse en una autoridad intermedia frente al Municipio con respecto al gobierno local, en términos de 
coordinación y gestión de zonas metropolitanas o conurbado, en violación al artículo 115, fracción I, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, teniendo en cuenta que las normas impugnadas no 
prevén lineamientos o parámetros en torno a su naturaleza, integración y facultades, pues aun y cuando se 
otorgue derecho de iniciativa ante el Congreso local a los Municipios de la entidad federativa, lo cierto es que 
la definición de tales aspectos queda sujeto a la discusión y deliberación en el seno de dicha autoridad 
legislativa. 

Es aplicable el criterio establecido en la jurisprudencia P./J. 10/200057, emitida por el Tribunal Pleno, 
de rubro: “AUTORIDAD INTERMEDIA. INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 115 DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL.” (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, 
febrero de 2000, página 509, registro 192326). 

Finalmente, es de hacer notar que el primer párrafo del artículo Décimo Transitorio impugnado, resulta 
igualmente inconstitucional, en la medida en que establece un plazo que vincula al Municipio actor, para la 
creación del organismo metropolitano a que se refiere el artículo 20, segundo párrafo, de la propia Ley local 
impugnada, siendo que, como se expresó, ello no encuentra sustento en la Ley General que rige a la materia. 

Por lo expuesto, lo procedente es declarar la invalidez de los artículos 20, párrafo segundo, y Décimo 
Transitorio de la Ley local impugnada. 

DÉCIMO PRIMERO. La previsión de que exista un decreto del gobierno federal o local para 
determinar áreas no urbanizables, las zonas de conservación ambiental o de preservación ecológica, 
viola la competencia municipal. En su décimo quinto concepto de invalidez, el Municipio actor aduce que el 
artículo 136, fracción III, inciso a), de la Ley local impugnada, restringe su facultad para determinar, a través 
de la zonificación primaria del territorio municipal, como áreas no urbanizables, las zonas de conservación 
ambiental o de preservación ecológica, al condicionar su constitución y delimitación a la previa existencia de 
un decreto del gobierno federal o local, en violación a la fracción V, inciso a), y último párrafo, del artículo 115 
de la Constitución Federal, en relación con lo previsto en los diversos 8, fracciones V, VIII, y XV, 10, 46, 
párrafo cuarto, y 77 Bis, fracción IV, de la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente. 

El artículo 136, fracción III, inciso a), impugnado, establece lo siguiente: 

“Artículo 136. A los Municipios corresponderá formular, aprobar y administrar la 
zonificación de su territorio, la que deberá establecerse en los programas de desarrollo 
urbano de centros de población, en donde las áreas que integran y delimitan los centros 
de población o zonificación primaria se clasifican como sigue: 

I. Áreas urbanas o urbanizadas; 

II. Áreas de reserva para el crecimiento urbano o urbanizables; y 

III. Áreas no urbanizables en los siguientes términos: 

a) Por causa de preservación ecológica; decretadas por la Federación o el Estado 
conforme la Legislación aplicable; 

b) Por mantenimiento de actividades productivas dentro de los límites de los centros de 
población; 

                                                 
57 De texto: “El artículo 115, fracción I, de la Constitución Federal, establece que cada Municipio será administrado por un Ayuntamiento y no 
habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado. El análisis de los antecedentes históricos, constitucionales y 
legislativos que motivaron la prohibición de la autoridad intermedia introducida por el Constituyente de mil novecientos diecisiete, lo cual 
obedeció a la existencia previa de los llamados jefes políticos o prefectos, que política y administrativamente se ubicaban entre el gobierno y 
los Ayuntamientos y tenían amplias facultades con respecto a estos últimos, puede llevar a diversas interpretaciones sobre lo que en la 
actualidad puede constituir una autoridad de esta naturaleza. Al respecto, los supuestos en que puede darse dicha figura son los siguientes: 
a) Cuando fuera del Gobierno Estatal y del Municipal se instituye una autoridad distinta o ajena a alguno de éstos; b) Cuando dicha autoridad, 
cualquiera que sea su origen o denominación, lesione la autonomía municipal, suplantando o mediatizando sus facultades constitucionales o 
invadiendo la esfera competencial del Ayuntamiento; y, c) Cuando esta autoridad se instituye como un órgano intermedio de enlace entre el 
Gobierno del Estado y del Municipio, impidiendo o interrumpiendo la comunicación directa que debe haber entre ambos niveles de gobierno.” 
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c) Por altos riesgos no mitigables previstas en los atlas de riesgo nacional, estatal y 
municipal; y 

d) Por pendientes mayores al 45%.” 

Es fundado el argumento del Municipio actor. 

En primer término, se debe mencionar que este Tribunal Pleno, al resolver la controversia 
constitucional 31/2010, en sesión de cinco de abril de dos mil once, ha establecido que tanto la materia de 
asentamientos humanos como la de protección al ambiente y de preservación y restauración del equilibrio 
ecológico son constitucionalmente concurrentes y sus disposiciones se desarrollan a través de leyes 
generales, esto es, los tres niveles de gobierno intervienen en ellas. 

Así, la Ley General de Asentamientos Humanos tiene por objeto fijar las normas conforme a las cuales 
los Estados y los Municipios participan en el ordenamiento y regulación de los asentamientos humanos; 
además, establece las normas bajo las que dichos órdenes de gobierno concurrirán, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, en el ordenamiento territorial de los asentamientos humanos y en el desarrollo 
sustentable de los centros de población. 

Por su parte, el objeto de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente es 
propiciar el desarrollo sustentable y establecer las bases para la concurrencia de los tres órdenes de gobierno 
para preservar y restaurar el equilibrio ecológico, así como la protección del medio ambiente en el territorio del 

país. 

En este sentido, cuando los planes de desarrollo urbano municipal incidan sobre áreas comprendidas 
en los programas de ordenamiento ecológico federales o locales, si bien es cierto que los Municipios cuentan 
con facultades para formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal, así 
como autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo en el ámbito de su competencia, interviniendo incluso 
en actos de planeación, ordenación, regulación, control, vigilancia y fomento del ordenamiento territorial de los 
asentamientos humanos y de desarrollo urbano de los centros de población en la entidad federativa, también 
lo es que los programas de desarrollo urbano municipal deben ser congruentes con los de ordenamiento 
ecológico federales y locales, pues no debe perderse de vista que los Municipios no cuentan con una facultad 
exclusiva y definitiva en las materias de asentamientos urbanos y de protección al ambiente, ya que ambas 
son de naturaleza constitucional concurrente, por lo que este tipo de facultades municipales deben entenderse 
sujetas a los lineamientos y a las formalidades que se señalan en las leyes federales y estatales, y nunca 
como un ámbito exclusivo y aislado del Municipio sin posibilidad de hacerlo congruente con la planeación 
realizada en los otros dos niveles de gobierno. 

Lo anterior se encuentra recogido en la jurisprudencia P./J. 38/2011 (9a.), de rubro: “FACULTADES 
CONCURRENTES EN MATERIA DE ASENTAMIENTOS HUMANOS Y DE PROTECCIÓN AL AMBIENTE Y 
DE PRESERVACIÓN Y RESTAURACIÓN DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO. LOS PROGRAMAS DE 
DESARROLLO URBANO MUNICIPAL DEBEN SER CONGRUENTES CON LOS DE ORDENAMIENTO 
ECOLÓGICO FEDERALES Y LOCALES.” (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Libro I, octubre de 2011, Tomo 1, página 288, registro 160856). 

Asimismo, se estableció que existen dos vías de análisis de los ámbitos de competencia en materia de 
protección al ambiente y de preservación y restauración del equilibrio ecológico prevista en el artículo 73, 
fracción XXIX-G, de la Constitución Federal, que son paralelas y complementarias: 

1) La normativa, que es la que establece las relaciones jerárquicas o de división competencial de la 
que deriva la validez de las distintas disposiciones emitidas por los diversos niveles de gobierno; y, 

2)  La de los planes, programas y acciones relacionadas con la planeación que, si bien derivan y 
tienen una relación directa con la primera vertiente, se relacionan entre ellas de manera distinta a la validez, 
con criterios como congruencia, coordinación y ajuste. 

Lo anterior tiene sustento en la jurisprudencia P./J. 37/2011 (9a.), de rubro: “PROTECCIÓN AL 
AMBIENTE Y PRESERVACIÓN Y RESTAURACIÓN DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO. VÍAS DE ANÁLISIS 
DE LOS ÁMBITOS DE COMPETENCIA EN ESA MATERIA.” (Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Libro I, octubre de 2011, Tomo 1, página 298, registro 160790). 
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Atendiendo a lo expuesto, los artículos 8, fracciones V, VIII y XV, 46, fracción X, y penúltimo y 
antepenúltimo párrafos, y 77 Bis, fracción IV, de la Ley General de Equilibro Ecológico y Protección al 
Ambiente disponen, en lo que interesa, lo siguiente: 

“Artículo 8o.- Corresponden a los Municipios, de conformidad con lo dispuesto en esta 
Ley y las leyes locales en la materia, las siguientes facultades: (...) 

V. La creación y administración de zonas de preservación ecológica de los centros de 
población, parques urbanos, jardines públicos y demás áreas análogas previstas por la 
legislación local; (...) 

VIII. La formulación y expedición de los programas de ordenamiento ecológico local del 
territorio a que se refiere el artículo 20 BIS 4 de esta Ley, en los términos en ella 
previstos, así como el control y la vigilancia del uso y cambio de uso del suelo, 
establecidos en dichos programas; (...) 

XV. La formulación, ejecución y evaluación del programa municipal de protección al 
ambiente; (...)” 

“Artículo 46.- Se consideran áreas naturales protegidas: (...) 

X. Zonas de conservación ecológica municipales, así como las demás categorías que 
establezcan las legislaciones locales, y 

XI. Áreas destinadas voluntariamente a la conservación. 

(...) 

Asimismo, corresponde a los municipios establecer las zonas de conservación ecológica 
municipales así como las demás categorías, conforme a lo previsto en la legislación 
local. 

En las áreas naturales protegidas no podrá autorizarse la fundación de nuevos centros 
de población. 

(...)” 

“Artículo 77 Bis.- Los pueblos indígenas, organizaciones sociales, personas morales, 
públicas o privadas, y demás personas interesadas en destinar voluntariamente a la 
conservación predios de su propiedad, establecerán, administrarán y manejarán dichas 
áreas conforme a lo siguiente: (...) 

IV.- Las áreas destinadas voluntariamente a la conservación se administrarán por su 
propietario y se manejarán conforme a la estrategia de manejo definida en el certificado. 
Cuando dichas áreas se ubiquen dentro del polígono de otras áreas naturales protegidas 
previamente declarada (sic) como tales por la Federación, las entidades federativas, los 
Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, la estrategia de 
manejo observará lo dispuesto en las declaratorias y los programas de manejo 
correspondientes. 

Asimismo, cuando el Ejecutivo Federal, los gobiernos de las entidades federativas, los 
Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México establezcan un área 
natural protegida cuya superficie incluya total o parcialmente una o varias áreas 
destinadas voluntariamente a la conservación, tomarán en consideración las estrategias 
de manejo determinadas en los certificados que expida la Secretaría; (...)” 

De los preceptos transcritos se advierte claramente que los Municipios cuentan con facultades para 
la creación y administración de zonas de preservación ecológica de los centros de población, zonas 
de conservación ecológica municipales, las cuales tienen el carácter de áreas naturales protegidas. 

En ese sentido, la norma impugnada por el actor, al prever que corresponde a los Municipios la 
determinación de zonas de conservación ambiental o de preservación ecológica como áreas no urbanizables, 
a través de la zonificación primaria del territorio municipal, únicamente por causa de preservación ecológica 
decretadas por la Federación o el Estado, desconoce y restringe la referida facultad concurrente municipal 
reconocida en la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, para la creación de áreas 
naturales protegidas, vulnerando con ello, además, el artículo 115, fracción V, inciso a), de la Constitución 
Federal, que reconoce expresamente su competencia para formular, aprobar y administrar la zonificación y 
planes de desarrollo urbano municipal. 
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En esa medida, lo precedente es declarar la invalidez de la porción normativa “decretadas por la 
Federación o el Estado conforme la Legislación aplicable;”, contenida en el inciso a), de la fracción III del 
artículo 136 de la Ley local impugnada, la cual, con motivo de ello, deberá leerse: “a) Por causa de 
preservación ecológica;”. 

DÉCIMO SEGUNDO. La previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial 
previa para ejecutar clausuras y suspensiones de obras, viola la autonomía municipal, el principio de 
autotutela administrativa y lo subordina al Poder Judicial local. En su vigésimo concepto de invalidez, el 
Municipio actor alega que los artículos 367, párrafo segundo, 368, fracción I, 370, 375, 376, 382, párrafos 
primero, segundo, tercero y cuarto de la Ley local impugnada, establecen como condición para que los 
Municipios puedan ejecutar clausuras y suspensiones de obras que incumplan con las disposiciones legales y 
reglamentarias aplicables, de una autorización judicial previa, lo que vulnera la autonomía municipal, el 
principio de autotutela administrativa y lo subordina al Poder Judicial, ya que con ello se impide que ejerza por 
sí y ante sí sus facultades administrativas y ejecutivas, para imponer medidas de seguridad y sanciones 
administrativas: 

Aduce que de acuerdo con lo resuelto por ese Alto Tribunal en la controversia constitucional 1/95, se 
desprende que en el ejercicio de su potestad de mando, la administración pública municipal no se encuentra 
sujeta a la jurisdicción de los Tribunales de Justicia Administrativa, mucho menos a la potestad jurisdiccional 
de los tribunales locales, puesto que opera bajo el principio de autotutela administrativa, y que la intervención 
de la jurisdicción administrativa solamente se actualiza cuando se suscita la impugnación por parte de los 
particulares que resulten afectados por el acto administrativo. 

Así, sostiene que las normas impugnadas transgreden los principios de división de poderes, 
supremacía constitucional y de autonomía municipal, en su vertiente de autotutela administrativa, ya que 
desconocen que el Municipio, por conducto de su Ayuntamiento o de la administración pública municipal, 
constituyen un auténtico órgano de gobierno dotado de autonomía constitucional, siendo que tales previsiones 
lo colocan en una situación de subordinación frente al Poder Judicial, pues las autoridades administrativas ya 
no podrán imponer medidas de seguridad como suspensiones o clausuras, sino sólo cuando sea producto de 
una resolución judicial. 

Los artículos impugnados en este apartado establecen lo siguiente: 

“Artículo 367. Para los efectos de esta Ley se considerarán medidas cautelares de 
seguridad la ejecución de ordenamientos que con fundamento en preceptos legales 
dicten las autoridades municipales a fin de evitar daños que puedan causar 
excavaciones, instalaciones, construcciones y obras en edificaciones tanto públicas 
como privadas. 

La medida prevista en la fracción I del artículo 368 tendrá la duración de 5-cinco días 
hábiles, mismo término que tendrá la autoridad municipal para presentar ante la 
autoridad judicial la solicitud para ratificar la medida mediante una suspensión o 
clausura. 

Las medidas de seguridad son de inmediata ejecución, tienen carácter preventivo y se 
aplicarán sin perjuicio de las sanciones que para cada caso correspondan. 

En materia de aplicación, ejecución de medidas cautelares de seguridad y de sanciones 
los Municipios serán responsables de elaborar los reglamentos o disposiciones 
administrativas correspondientes.” 

“Artículo 368. Son medidas cautelares de seguridad las siguientes: 

I. Interrupción inmediata de trabajos cuya ejecución provoque o esté provocando riesgos 
a la integridad personal o patrimonial de las personas, o a quienes carezcan del permiso 
correspondiente; (...)” 

“Artículo 370. Para la aplicación de medidas de seguridad y sanciones que establece esta 
Ley, las autoridades municipales y judiciales harán uso de los medios legales 
necesarios, incluyendo el auxilio de la fuerza pública y el arresto.” 

“Artículo 375. Serán sanciones administrativas: 

I. La rescisión de convenios; 

II. La demolición o retiro parcial o total de escombros; 

III. La revocación de las licencias, permisos y autorizaciones otorgados; 

IV. El arresto administrativo hasta por treinta y seis horas; y 

V. El retiro de los anuncios y sus estructuras.” 
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“Artículo 376. Serán sanciones judiciales: 

I. La suspensión de los trabajos; y 

II. La clausura, parcial o total de obra;” 

“Artículo 382. Se sancionará con la suspensión o clausura definitiva total o parcial de 
excavaciones, instalaciones, construcciones, obras de urbanización y construcción 
relativa a fraccionamientos y venta de lotes, obras para edificaciones o para soportar 
anuncios o servicios en los siguientes casos: (...) 

La Autoridad Judicial competente, a solicitud del Municipio interesado ratificará la 
medida cautelar de seguridad impuesta por la autoridad municipal en el término  de 5-
cinco días a partir de recibida la solicitud, en todos los casos. 

En el caso de las suspensiones se considerará medida cautelar judicial, y por tanto no es 
necesario el derecho de audiencia. 

En el caso de las clausuras, se seguirá el procedimiento de juicio ordinario previsto en el 
Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo León.” 

Lo alegado por el Municipio actor, en torno a las normas que impugna, resulta parcialmente fundado, 
por lo siguiente: 

Este Tribunal Pleno, al resolver la controversia constitucional 19/2017, en sesión de cuatro de 
febrero de dos mil veintiuno, analizó el artículo 60, fracción VII, de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, y se observó que dicho precepto resultaba 
inconstitucional58, por violentar la competencia prevista a favor de los Municipios en el artículo 115, fracción V, 
inciso d), de la Constitución Federal, al subordinar el ejercicio de su función de autotutela administrativa 
para controlar y vigilar la utilización el uso, a la decisión de una autoridad distinta, en este caso, a una 
perteneciente al poder judicial local, bajo las siguientes consideraciones: 

“Este Tribunal Constitucional ha sostenido que el carácter concurrente de la materia de 
asentamiento humanos no implica que la facultad otorgada al Congreso de la Unión para 
distribuir competencias entre los distintos órdenes de gobierno y regular mediante 
principios y bases generales el ejercicio de éstas, resulte omnímoda o ilimitada, pues no 
puede desconocer ni alterar las competencias municipales previstas en la fracción V del 
artículo 115 de la Constitución Federal, conclusión que encuentra sustento en la 
jurisprudencia P./J. 17/201159, de rubro: “ASENTAMIENTOS HUMANOS. LOS MUNICIPIOS 
GOZAN DE UNA INTERVENCIÓN REAL Y EFECTIVA DENTRO DEL CONTEXTO DE LA 
NATURALEZA CONSTITUCIONAL CONCURRENTE DE LA MATERIA.” (Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, 
página 887, registro 161383). 

Entre las atribuciones enlistadas en el artículo 115, fracción V de la Constitución Federal 
se encuentra la señalada con el inciso d), por la que se faculta al municipio a autorizar, 
controlar y vigilar la utilización del uso del suelo, en el ámbito de su competencia, en sus 
jurisdicciones territoriales. 

Tales atribuciones exigen que sea el municipio quien directamente se encargue de 
revisar la legalidad de las acciones urbanísticas que se lleven a cabo en su espacio 
territorial. En este sentido puede decirse que las facultades descritas en el inciso d) de la 
fracción V del artículo 115 constitucional, constituyen el fundamento de los mecanismos 

                                                 
58 Por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del considerando décimo quinto, denominado “La previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial previa para 
ejecutar clausuras y suspensiones de obras, viola la autonomía municipal, el principio de autotutela administrativa y lo subordina al Poder 
Judicial”, consistente en declarar la invalidez del artículo 60, fracción VII, en su porción normativa “que, en todo caso, deberán ser producto de 
resolución judicial”, de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, expedida mediante el 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis. La señora Ministra Piña Hernández y 
el señor Ministro Laynez Potisek votaron por la invalidez de la totalidad de la referida fracción. 
59 De texto: “Las facultades de los Municipios en materia de asentamientos humanos previstas en la fracción V del artículo 115 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, entendidas en el sistema constitucional concurrente, no son normativas exclusivas ni 
definitivas, ya que el acápite de dicha fracción indica claramente que siempre se desarrollarán en los términos de las leyes federales y 
estatales relativas; así, aquéllas deben entenderse siempre en el contexto de las facultades concurrentes distribuidas constitucional y 
legalmente; sin embargo, en virtud de las reformas constitucionales destinadas a reforzar la autonomía municipal, concretamente las de 1983 
y 1999, debe tenerse presente que el Municipio siempre goza de un grado de autonomía cierta frente a la planeación estatal, debiendo tener 
una intervención real y efectiva en ella y no ser un mero ejecutor.” 
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de autotutela administrativa de los que puede hacer uso el municipio para verificar la 
legalidad de las acciones urbanísticas que se realicen en su territorio, así como su apego 
a los planes municipales de desarrollo urbano. 

Ahora bien, en el artículo 60, fracción VII de la Ley General de Asentamientos Humanos 
se establecen dos mandatos específicos: el primero ordena que sea en la legislación 
local donde se definan los casos y condiciones para la suspensión y clausura de las 
obras en ejecución. Esta prescripción es consistente con la facultad conferida al 
Congreso de la Unión en el artículo 73, fracción XXIX-C de la Constitución Federal para 
distribuir competencias en esta materia, la que en este caso se traduce en la atribución 
que se confiere a los Congresos de los Estados para que establezcan en la ley los 
supuestos normativos que pueden dar lugar a la suspensión y clausura de obras en 
ejecución. 

El segundo mandato ordena que en las leyes locales se establezca que la suspensión y 
clausura de obras en ejecución sea producto de resolución judicial. 

Esta última disposición transgrede la competencia de los municipios prevista en el 
artículo 115, fracción V, inciso d), de la Constitución Federal, porque subordina el 
ejercicio de su función de autotutela administrativa para controlar y vigilar la utilización 
el uso, a la decisión de una autoridad distinta, en este caso, a una perteneciente al poder 
judicial local, la cual carece de atribuciones constitucionales para intervenir en el control 
y vigilancia de uso de suelo. 

Por lo anterior, se declara la invalidez del artículo 60, fracción VII de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, en su porción normativa “que, en todo caso, deberán ser 
producto de resolución judicial” 

Atento al precedente citado, este Tribunal Pleno observa que, en el caso, los artículos 367, párrafo 
segundo, en su porción normativa “mismo término que tendrá la autoridad municipal para presentar ante 
la autoridad judicial la solicitud para ratificar la medida mediante una suspensión o clausura”, 370, en 
su porción normativa “y judiciales”, 376, párrafo primero, en su porción normativa “judiciales”, y 382, 
párrafos segundo, tercero y cuarto, que impugna el Municipio actor resultan inconstitucionales, toda vez que 
el control judicial que establece el legislador local, afecta su competencia para decretar suspensiones o 
clausuras como medidas de seguridad, lo cual subordina su función de tutela administrativa en materia 
de asentamientos humanos a la decisión de una autoridad distinta que carece de atribuciones 
constitucionales para intervenir en la vigilancia del uso de suelo. 

Por tanto, lo procedente es reconocer la validez de los artículos 368, fracción I, 375 y 382, párrafo 
primero, de la Ley local impugnada; y declarar la invalidez de los artículos 367, párrafo segundo, en su 
porción normativa “, mismo término que tendrá la autoridad municipal para presentar ante la autoridad 
judicial la solicitud para ratificar la medida mediante una suspensión o clausura”, 370, en su porción 
normativa “y judiciales”, 376, párrafo primero, en su porción normativa “judiciales”, y 382, párrafos 
segundo, tercero y cuarto, a fin de que éstos últimos preceptos lean como sigue: 

“Artículo 367. Para los efectos de esta Ley se considerarán medidas cautelares de 
seguridad la ejecución de ordenamientos que con fundamento en preceptos legales 
dicten las autoridades municipales a fin de evitar daños que puedan causar 
excavaciones, instalaciones, construcciones y obras en edificaciones tanto públicas 
como privadas. 

La medida prevista en la fracción I del artículo 368 tendrá la duración de 5-cinco días 
hábiles. 

(...).” 

“Artículo 370. Para la aplicación de medidas de seguridad y sanciones que establece esta 
Ley, las autoridades municipales harán uso de los medios legales necesarios, incluyendo 
el auxilio de la fuerza pública y el arresto” 

“Artículo 376. Serán sanciones: 

I. La suspensión de los trabajos; y 

II. La clausura, parcial o total de obra;” 
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“Artículo 382. Se sancionará con la suspensión o clausura definitiva total o parcial de 
excavaciones, instalaciones, construcciones, obras de urbanización y construcción 
relativa a fraccionamientos y venta de lotes, obras para edificaciones o para soportar 
anuncios o servicios en los siguientes casos: 

I. Cuando sin contar con permiso o autorización, el o los propietarios, ordenen, contraten 
o permitan la realización de alguna excavación, instalación, construcción, demolición, 
movimiento de tierra, desmonte o tala de árboles en un predio de su propiedad; 

II. Cuando sin contar con permiso o autorización se realice una excavación, 
construcción, instalación, o se depositen materiales o escombros que afecten la vía 
pública, terreno del dominio público o afecto a destino común; 

III. Cuando el alineamiento establezca, al predio, restricciones o afectaciones y éstas no 
se respeten; 

IV. Cuando el o los propietarios de un predio realicen una construcción sin contar con 
las constancias o licencias necesarias; 

V. Cuando el o los propietarios den a un predio o construcción un uso o destino diferente 
al autorizado o incumplan con la densidad, los coeficientes de ocupación y utilización del 
suelo aplicable; 

VI. Cuando el o los propietarios de un predio o construcción no respeten las 
disposiciones de la Ley, su reglamentación o los planes de desarrollo urbano; 

VII. Cuando se ejecuten obras, instalaciones o edificaciones en lugares prohibidos por la 
Ley, su reglamentación o los planes y programas de desarrollo urbano; 

VIII. Cuando se utilicen, sin las autorizaciones correspondientes, explosivos para 
excavaciones o demoliciones; 

IX. Cuando se realicen obras de construcción, urbanización y similares relativas a un 
fraccionamiento, sin contar con la factibilidad, licencia, permiso, o autorización 
correspondiente; 

X. Cuando se obstaculice o impida en alguna forma el cumplimiento de las ordenes de 
inspección expedidas por la autoridad competente; 

XI. Cuando se realice o promueva la venta de lotes, predios y edificaciones de un 
fraccionamiento, sin contar con la licencia, permiso o autorización correspondiente; 

XII. Cuando se promueva o permita la ocupación de un predio o edificación sin contar 
con las licencias, permisos y autorizaciones correspondientes o violando el uso de suelo 
que le corresponde; y 

XIII. Cuando el propietario, poseedor o responsable de obras que se lleven a cabo en 
inmuebles ubicados en zonas de riesgo establecidas en el Atlas de riesgos, realice obras 
o instalaciones o actos sin permiso o autorizaciones, o teniéndolo no cumpla con el 
mismo.” 

DÉCIMO TERCERO. La reducción de plazos para que el Municipio resuelvan las solicitudes de 
permisos, licencias o autorizaciones, viola su autonomía en la regulación de procedimientos 
administrativos y los plazos para resolver. En su vigésimo segundo concepto de invalidez, el Municipio 
actor alega que los artículos 259, 305, segundo párrafo, 309 y 319 de la Ley local impugnada, reducen 
prácticamente todos los plazos previstos en lo que se refiere al ejercicio del Ayuntamiento de sus potestades 
respecto a la determinación y regulación de los plazos previstos para que las autoridades resuelvan las 
solicitudes de permisos, licencias o autorizaciones en el ámbito de sus competencias, lo cual, a su parecer, 
desconoce su competencia constitucional para regular las materias y procedimientos administrativos que le 
corresponden, pues no se consideran las capacidades institucionales ni la complejidad de revisar cada 
solicitud, para efectos de determinar los tiempos de revisión de papelería, trámite, autorización y expedición 
de licencias. 

Asimismo, aduce que la legislatura local distorsiona el sistema de competencias constitucional, porque 
agota de forma exhaustiva la regulación de todos los aspectos relacionados con procedimientos 
administrativos formales o constitutivos a partir de los cuales se conforma la voluntad oficial de la 
administración pública municipal, respecto a las pretensiones de autorización de los interesados para llevar a 
cabo acciones urbanas previstas en la ley de la materia, lo cual coloca a los Municipios como meros 
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ejecutores de normas, sin permitir que tengan un razonable margen de libertad para regular procedimientos 
administrativos y los plazos para resolver, conforme a sus necesidades y condiciones particulares. Las 
normas impugnadas a que alude el Municipio actor son del tenor siguiente: 

“Artículo 259. A partir de la fecha de presentación de la solicitud de los trámites 
enumerados en el artículo anterior y estando debidamente acompañadas de la 
documentación requerida, completa y correcta, la autoridad deberá dar respuesta a la 
misma en los términos máximos siguientes: 

I. Factibilidad de fraccionar y urbanizar; Constituye la factibilidad de uso de suelo: 10-
diez días hábiles; 

II. Lineamientos generales de diseño urbano: 10-diez días hábiles; 

III. Proyecto urbanístico o su modificación; Constituye la licencia de uso de suelo: 20-
veinte días hábiles; 

IV. Plano de rasantes: 5-cinco días hábiles; 

V. Proyecto ejecutivo urbanístico o su modificación; constituye la licencia de 
construcción: 20-veinte días hábiles; 

VI. Autorización de Proyecto de ventas y garantía suficiente: 10-diez días hábiles; 

VII. Prórrogas para terminación de obras y reducción de garantías: 15-quince días 
hábiles; 

VIII. Constancia de terminación de obras, y liberación de garantías: 40-cuarenta días 
hábiles; y 

IX. Municipalización: 10-diez días hábiles. 

En caso de que la autoridad competente sea omisa y no notifique personalmente la 
respuesta al trámite solicitado en los términos arriba señalados para cada caso y 
siempre que no se involucren situaciones ilícitas ni sea contraria a la presente Ley, 
planes, programas u otras disposiciones de carácter general en materia de desarrollo 
urbano, ordenamiento territorial y asentamientos humanos, se considerará negada la 
solicitud planteada. La resolución negativa deberá ser notificada al interesado en el 
término de 3-tres días hábiles para que en su caso haga uso del derecho de interponer 
los recursos administrativos presentes en esta Ley. 

En los reglamentos municipales u otras disposiciones de carácter general expedidos por 
el Ayuntamiento correspondiente, podrá establecerse un término menor al señalado en el 
primer párrafo de este artículo, el cual en ningún caso podrá ser mayor.” 

“Artículo 305. Las autorizaciones de subdivisiones, fusiones, relotificaciones y 
parcelaciones serán expedidas por la autoridad municipal competente y tendrán por 
objeto aprobar el número, superficie y dimensiones de los lotes resultantes. 

Las autorizaciones a que se refiere este artículo serán expedidas en el término de 10-diez 
días hábiles contados a partir de que sean satisfechos los requisitos establecidos en el 
presente capítulo para su obtención, y tendrán una vigencia de 150-ciento cincuenta días 
hábiles a partir de su expedición, para la inscripción del predio correspondiente ante el 
Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León.” 

“Artículo 309. A partir de la fecha de presentación de la solicitud de los trámites 
enumerados, estando debidamente acompañados de la documentación requerida, 
completa y correcta, la autoridad deberá dar respuesta a la misma en los términos 
máximos siguientes: 

I. Factibilidad de uso de suelo: 5-cinco días hábiles; 

II. Fijación de lineamientos: 5-cinco días hábiles; 

III. Licencia de uso de suelo; o su modificación: 10-diez días hábiles; 

IV. Licencia de Construcción; o su modificación: 10-diez días hábiles; 

V. Prórrogas para terminación de obras: 5-cinco días hábiles; 

VI. Constancia de terminación de obras: 5-cinco días hábiles; 
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VII. Proyecto de ventas en condominio, cuando así se requiera y garantía suficiente:  10-
diez días hábiles; 

VIII. Prórrogas para terminación de obras en condominio y reducción de garantías:  10-
diez días hábiles; 

IX. Constancia de terminación de obras en condominio y liberación de garantías:  10-diez 
días hábiles; y 

X. Licencia de uso de edificación: 10-diez días hábiles.” 

“Artículo 319. La autoridad municipal competente, una vez que reciba la solicitud del 
proyecto ejecutivo arquitectónico o licencia de construcción, la revisará y dictaminará en 
un plazo no mayor de 10 -diez días hábiles. En el caso de las personas físicas 
poseedoras o propietarias de vivienda unifamiliar se dictaminará en un plazo no mayor a 
3-tres días. Si el dictamen descalifica el proyecto de construcción, se notificará al 
solicitante para los efectos que establezcan esta Ley y demás disposiciones de carácter 
general expedidas por el Ayuntamiento. Si el dictamen recomienda autorizar el proyecto 
de construcción, de inmediato se expedirá la autorización del proyecto ejecutivo 
arquitectónico o la licencia o permiso de construcción, previo pago del derecho que fije 
la Ley de Hacienda aplicable: 

(...)” 

Lo alegado por el Municipio actor, respecto de los artículos 259, 305, párrafo segundo, y 309 de la Ley 
local impugnada, resulta infundado, pues, como se ha explicado, la fijación de los plazos para que las 
autoridades locales y municipales den respuesta a las solicitudes de permisos, licencias o autorizaciones de 
los particulares en la materia que se analiza, de ninguna manera incide en el ámbito de la competencia 
municipal que alega, toda vez que ello se encuentra dentro del ámbito de libertad configurativa que 
corresponde a las entidades federativas para legislar los términos en que se desarrollarán las previsiones a 
nivel local en materia de asentamientos humanos, desarrollo urbano y ordenamiento territorial, acorde con las 
fracciones I y XXV del artículo 10 de la Ley General de la materia60, cuya última fracción determina la 
obligación de prever en la legislación los tiempos de respuesta relativos a las autorizaciones, licencias o 
permisos relacionados con las diferentes acciones urbanísticas. 

No obstante, este Tribunal Pleno advierte que el artículo 319 impugnado resulta inconstitucional, 
en la medida en que no se limita a establecer un plazo para dar respuesta a una solicitud de proyecto 
ejecutivo arquitectónico o licencia de construcción, sino que vincula al Municipio actor para que ejerza las 
facultades que tiene reconocidas en el artículo 115, fracción V, de la Constitución Federal, y emita un 
dictamen en un plazo no mayor a diez días hábiles, y en el caso de personas físicas poseedoras o 
propietarias de vivienda unifamiliar, dicho plazo se reduce a no más de tres días. 

En efecto, a diferencia del resto de los preceptos impugnados, el artículo 319 incide directamente en la 
competencia constitucional del ente municipal, pues el legislador local no se limita a establecer un plazo de 
respuesta, sino que lo obliga a emitir a dar su opinión entorno la viabilidad de un proyecto de construcción en 
determinado tiempo establecido por el propio gobierno local, y a realizar ciertos actos posteriores en el caso 
de que el dictamen respectivo resulte favorable para el solicitante, caso en el cual se obliga al Municipio a 
expedir la autorización del proyecto ejecutivo arquitectónico o la licencia o permiso de construcción. 

Lo anterior, claramente afecta la autonomía del ente municipal, pues, como órgano de gobierno, cuenta 
con la autonomía para decidir cuándo ejercer sus facultades constitucionales y, en su caso, autorizar o no un 
respectivo proyecto de obra en materia de asentamientos humanos, desarrollo urbano u ordenamiento 
territorial, siendo que en el caso concreto, el plazo respectivo obliga al Municipio a emitir un dictamen y, 
siendo favorable, se le obliga a expedir la autorización solicitada, lo cual lo convierte en un mero ejecutor 
de las reglas establecidas por el legislador local, vulnerando su competencia constitucional. 

Por tanto, lo procedente es reconocer la validez de los artículos 259, 305, segundo párrafo, y 309 de la 
Ley local impugnada; y declarar la invalidez del artículo 319 del propio ordenamiento. 

                                                 
60 “Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: 
I. Legislar en materia de asentamientos humanos, Desarrollo Urbano y ordenamiento territorial, así como para la planeación, gestión, 
coordinación y desarrollo de las conurbaciones y zonas metropolitanas, en sus jurisdicciones territoriales, atendiendo a las facultades 
concurrentes previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en lo dispuesto por esta Ley; (...) 
XXV. Establecer en las leyes y reglamentos de la materia, los lineamientos a los que habrán de sujetarse las autorizaciones, licencias o 
permisos relacionados con las diferentes acciones urbanísticas, en las cuales se debe prever por lo menos las formalidades y requisitos, 
procedimientos, causas de improcedencia, tiempos de respuesta, medios de impugnación, medidas de seguridad y sanciones, causas de 
revocación y efectos para la aplicación de afirmativas o negativas fictas, tendientes a garantizar la seguridad jurídica y la máxima 
transparencia en los actos de autoridad en la materia; (...)” 
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DÉCIMO CUARTO. La vigencia indefinida de permisos, autorizaciones y licencias viola la 
autonomía municipal y los principios de certeza y seguridad jurídica. En su vigésimo tercer concepto de 
invalidez, el Municipio actor alega que los artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313 de la Ley local 
impugnada, establecen para efectos prácticos que la factibilidad de urbanización, la fijación de lineamientos 
generales de diseño urbano, el proyecto urbanístico y el plano de restantes, licencias de uso de suelo y de 
construcción tendrán vigencia indefinida (solo para el proyecto ejecutivo se establece una vigencia de 4 años), 
lo cual viola la autonomía municipal, división de poderes y supremacía constitucional, teniendo en cuenta que 
la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local establecían vigencias definidas para todas las autorizaciones. 
Tales previsiones, a su parecer, generan incertidumbre e inseguridad jurídica respecto al momento o lapso de 
tiempo dentro del cual el titular del permiso, licencia, dictamen de factibilidad o autorización, puede ejercer la 
prerrogativa que en el mismo se consigne; no obstante que es un hecho notorio que las condiciones sociales, 
económicas, culturales, medioambientales, jurídica y de infraestructura en los centros de población no son 
estáticas, sino dinámicas. 

Agrega que cualquier autorización incorpora una serie de prerrogativas en favor de su titular, motivo 
por el cual los jueces podrían llegar a considerar que la posterior entrada en vigor de una norma general no 
puede modificar o extinguir derechos o la situación jurídica particular surgida con anterioridad al plan o 
programa, aún a pesar de que el titular de la prerrogativa conferida a través del permiso, licencia o 
autorización de vigencia indefinida, aún no fuera ejercida. 

Además, señala que los preceptos impugnados resultan contradictorios con el artículo 93, último 
párrafo, de la propia Ley local impugnada, el cual establece que la modificación total o parcial de los planes o 
programas de desarrollo urbano se hará sin perjuicio de las vigencias de los permisos, licencias, 
autorizaciones o cualquier otro derecho adquirido, que hayan obtenido los particulares de conformidad con los 
planes o programas antes de su modificación o confirmación. 

Los preceptos impugnados por el Municipio actor, establecen lo siguiente: 

“Artículo 291. Las autorizaciones a que se refiere este capítulo, tendrán las siguientes 
vigencias: 

I. En fraccionamientos que se desarrollen en una etapa, la factibilidad de urbanización, la 
fijación de lineamientos generales de diseño urbano, el proyecto urbanístico y el plano 
de rasantes, estarán vigentes hasta en tanto lo establecido en nuevos planes o 
programas de desarrollo urbano, atlas de riesgo, y demás disposiciones legales 
aplicables, no las contravengan; (...)” 

“Artículo 304. Las autorizaciones a que se refiere este capítulo, tendrán las siguientes 
vigencias: 

I. En conjuntos urbanos que se desarrollen en una etapa, la factibilidad de urbanizar y/o 
factibilidad de uso de suelo, la fijación de lineamientos generales de diseño urbano y/o 
diseño arquitectónico, el proyecto urbanístico y/o proyecto arquitectónico, y el plano de 
rasantes, no generarán derechos adquiridos y estarán vigentes hasta en tanto lo 
establecido en nuevos planes o programas de desarrollo Urbano, atlas de riesgo, y 
demás disposiciones legales aplicables, no las contravengan; (...)” 

“Artículo 313. Las factibilidades de uso de suelo, los lineamientos generales de diseño 
arquitectónico y el proyecto arquitectónico o licencia de uso de suelo, no tendrán 
vencimiento. 

En caso de que una nueva legislación o reforma modifique las normas técnicas 
autorizadas en materia de vialidad, los proyectos arquitectónicos, que no formen parte 
del proyecto ejecutivo arquitectónico iniciado para trámite de autorización, deberán ser 
adecuados a las nuevas disposiciones.” 

Los preceptos anteriores establecen los siguientes supuestos en relación con la vigencia de ciertas 
autorizaciones: 

a) La regla general dispone que las factibilidades de uso de suelo, los lineamientos generales de 
diseño arquitectónico y el proyecto arquitectónico o licencia de uso de suelo, no tendrán vencimiento 
(artículo 313, párrafo primero). 

b) En fraccionamientos que se desarrollen en una etapa, la factibilidad de urbanización, la fijación 
de lineamientos generales de diseño urbano, el proyecto urbanístico y el plano de rasantes, estarán vigentes 
hasta en tanto los nuevos planes o programas de desarrollo urbano, atlas de riesgo, y demás disposiciones 
legales aplicables, no las contravengan (artículo 291, fracción I). 
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c)  En conjuntos urbanos que se desarrollen en una etapa, la factibilidad de urbanizar y/o 
factibilidad de uso de suelo, la fijación de lineamientos generales de diseño urbano y/o diseño arquitectónico, 
el proyecto urbanístico y/o proyecto arquitectónico, y el plano de rasantes, estarán vigentes hasta en tanto 
los nuevos planes o programas de desarrollo Urbano, atlas de riesgo, y demás disposiciones legales 
aplicables, no las contravengan (artículo 304, fracción I); y 

d)  En caso de que una nueva legislación o reforma modifique las normas técnicas autorizadas 
en materia de vialidad, los proyectos arquitectónicos, que no formen parte del proyecto ejecutivo 
arquitectónico iniciado para trámite de autorización, deberán ser adecuados a las nuevas disposiciones. 

Por su parte, el diverso numeral 93, último párrafo, invocado por el Municipio actor, del cual aduce que 
resulta contradictorio con los preceptos mencionados, dispone lo siguiente: 

“Artículo 93. La modificación de los planes o programas de desarrollo urbano podrá 
realizarse en cualquier tiempo por la autoridad competente, cuando ocurra alguna de las 
siguientes circunstancias: 

I. La variación sustancial de las condiciones y circunstancias que le dieron origen; 

II. Cambios en los aspectos financiero, social y político que los vuelva irrealizables u 
onerosos para la comunidad o a (sic) los particulares; 

III. Surjan alternativas más favorables por condiciones que no existían o se desconocían 
en el momento de ser aprobados o por nuevas técnicas que determinen que lo planeado 
resulta contrario al principio de sustentabilidad, esto avalado por los estudios 
especializados correspondientes realizados por instituciones oficiales reconocidas en la 
materia; 

IV. Para incluir proyectos urbanísticos estratégicos no previstos en el programa; y 

V. Cuando sobrevengan circunstancias que impidan su ejecución. 

La modificación total o parcial de los planes o programas de desarrollo urbano se hará 
sin perjuicio de las vigencias de los permisos, licencias, autorizaciones o cualesquier 
otro derecho adquirido que hayan obtenido los particulares de conformidad con los 
planes o programas antes de su modificación o confirmación.” 

Este Tribunal Pleno considera fundado lo alegado por el Municipio actor, pues las normas impugnadas 
violan el principio de seguridad jurídica, reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, 
impactando en la posibilidad de que el ente municipal ejerza con certidumbre sus facultades en materia de 
zonificación, planeación y, primordialmente, control y vigilancia del uso del suelo, reconocidas en el diverso 
115, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En efecto, la circunstancia de que el legislador local establezca en los artículos 291, fracción I y 304, 
fracción I, que las autorizaciones relacionadas con la factibilidad de urbanización y/o factibilidad de uso de 
suelo, la fijación de lineamientos generales de diseño urbano y/o diseño arquitectónico, el proyecto urbanístico 
y/o proyecto arquitectónico, y el plano de rasantes, “estarán vigentes hasta en tanto lo establecido en 
nuevos planes o programas de desarrollo urbano, atlas de riesgo, y demás disposiciones legales 
aplicables, no las contravengan”, y por su parte, el determinar en el diverso 313 que las autorizaciones 
referidas, “no tendrán vencimiento”, impide al Municipio tener certeza sobre cuándo dejan de tener 
vigencia tales instrumentos, lo que se traduce en la imposibilidad del ente municipal para realizar una 
planeación, zonificación, así como un control y vigilancia adecuada del uso del suelo, pues tales atribuciones 
dependen, en forma relevante, de la vigencia de los distintos permisos de las autorizaciones y licencias. 

Aunado a ello, el hecho de que el término de la vigencia de esos instrumentos se haga depender de la 
contravención del resto de las disposiciones aplicables, con motivo de “una nueva legislación o reforma 
modifique las normas técnicas autorizadas”, hacen posible que, a través de reformas a leyes, normas 
técnicas, así como a programas o planes de las entidades federativas o, incluso, de la Federación, se dejen 
sin efectos actos administrativos que el ente municipal realizó legalmente y en ejercicio de sus 
facultades constitucionales, afectando, en consecuencia, su autonomía constitucional, en tanto que, a 
través de las normas impugnadas, se impide al Municipio contar con certeza para ejercer sus atribuciones 
constitucionales en materia de desarrollo urbano y ordenamiento territorial, toda vez que, con las previsiones 
impugnadas, ello se hace depender de circunstancias ajenas a su voluntad. 
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Además, como alega el demandante, los preceptos impugnados entran en contradicción con el artículo 
93, último párrafo, que invoca, pues la vigencia indefinida de las autorizaciones, se hace depender de la 
modificación total o parcial de los planes o programas de desarrollo urbano, lo genera inseguridad jurídica, 
incluso, a los titulares con derechos adquiridos. 

Por tanto, lo procedente es declarar la invalidez de los artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313 
de la Ley local impugnada. 

DÉCIMO QUINTO. El Congreso del Estado desarrollo deficientemente la regulación de la 
resiliencia urbana en materia de prevención de riesgos, en perjuicio del Municipio, la certeza y 
seguridad jurídica, la razonabilidad y proporcionalidad, la división de poderes y la supremacía 
constitucional. En su vigésimo cuarto concepto de invalidez, el Municipio actor explica que la Ley local 
impugnada dejó de recoger lo que establecía el artículo 195 de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local, 
que entre otras cosas establecía que los Municipios debían prever en sus programas de desarrollo urbano de 
los centros de población, que las áreas de reserva de suelo para el crecimiento urbano cumplieran con las 
siguientes características: a) Que no tuvieran pendientes mayores al 45%; b) Que el suelo no tuviera fallas o 
fracturas geológicas; c) Que no fuera susceptible de derrumbes o deslizamientos; d) Que no sea colapsable, 
dispersivo, granular suelto o corrosivo; e) Que no sea expansivo; f) Que no sea inundable o pantanoso;  g) 
Que no se encuentre dentro de la franja de protección de la cota de máximo crecimiento hidráulico indicado 
por las autoridades correspondientes; h) Que el área no esté contaminada o esté expuesta a la contaminación 
generada en sitios cercanos; i) Que no existan ecosistemas en equilibrio ecológico o recursos naturales 
endémicos, entre otras. 

Indica que se dejó de recoger lo establecido en el artículo 196, fracción I, de la abrogada Ley de 
Desarrollo Urbano local, que preveía una regla concreta para controlar acciones de crecimiento urbano en 
terrenos con pendiente natural, como medida tendiente a promover e incrementar la resiliencia urbana, 
consistente en la prohibición expresa y categórica del desarrollador de cualquier acción urbana en terrenos 
con pendiente natural mayor al 45%. 

Además, señala que la Ley local impugnada modificó sustancialmente el enfoque de lo que establecía 
el artículo 121, fracción III, inciso b), de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano estatal, que preveía un principio 
general de prevención en materia de planeación urbana por cuestiones de riesgo, como medida tendente a 
promover e incrementar la resiliencia urbana, al establecer que la zonificación primaria del territorio, debía 
considerar áreas no urbanizables por “prevención de riesgos”; mientras que ahora el artículo 136, fracción III, 
inciso c), de la Ley local impugnada, establece que la zonificación primaria del territorio debe considerar áreas 
no urbanizables “por altos riesgos mitigables conforme lo determinen los atlas de riesgo federal, estatal 
o municipal”, puesto que la eficacia delimitativa de las eventuales medidas de mitigación no pueden 
prejuzgarse desde el nivel de planeación urbana, donde las políticas de zonificación se determinan en función 
de estudios generales o información a nivel de zona, no en estudios a nivel detalle de un predio o de una parte 
del mismo. 

Así, considera que el cambio de enfoque provoca que sea mucho más complicado y costoso justificar 
que en un plano de zonificación primaria se prevea una determinada área bajo la clasificación de área no 
urbanizable “por altos riesgos no mitigables”, cuando antes esa clasificación de área no urbanizable solo 
debía atender a la “prevención de riesgos”, lo que, a su parecer, hacía más sencillo proteger desde el 
ámbito de la planeación urbana la seguridad e integridad físicas de las personas y sus bienes. 

El artículo 136 de la Ley local impugnada, a que hace referencia el Municipio actor, establece lo 
siguiente: 

“Artículo 136. A los Municipios corresponderá formular, aprobar y administrar la 
zonificación de su territorio, la que deberá establecerse en los programas de desarrollo 
urbano de centros de población, en donde las áreas que integran y delimitan los centros 
de población o zonificación primaria se clasifican como sigue: 

I. Áreas urbanas o urbanizadas; 

II. Áreas de reserva para el crecimiento urbano o urbanizables; y 

III. Áreas no urbanizables en los siguientes términos: 

a) Por causa de preservación ecológica; decretadas por la Federación o el Estado 
conforme la Legislación aplicable; 

b) Por mantenimiento de actividades productivas dentro de los límites de los centros de 
población; 
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c) Por altos riesgos no mitigables previstas en los atlas de riesgo nacional, estatal y 
municipal; y 

d) Por pendientes mayores al 45%.” 

Los argumentos del Municipio actor son infundados, pues, por un lado, independientemente de que el 
Congreso local haya o no contemplado ciertos supuestos relacionados con la resiliencia urbana en materia de 
prevención de riesgos, de ninguna forma con ello se acredita una afectación directa a la competencia que la 
Constitución Federal le reconoce al Municipio. 

En primer término, en cuanto al alegato relativo a que la Ley local impugnada dejó de recoger lo que 
establecía el artículo 195 de la abrogada Ley de Desarrollo Urano local61, que entre otras cosas establecía la 
obligación de los Municipios de prever en sus programas de desarrollo urbano de los centros de población, 
que las áreas de reserva de suelo para el crecimiento urbano tuvieran ciertas características, es de destacar 
que, de conformidad con el artículo 11, fracción XXIV, de la Ley General de la materia62, corresponde a los 
Municipios promover y ejecutar acciones para prevenir y, mitigar el riesgo de los asentamientos 
humanos y aumentar la resiliencia de los mismos ante fenómenos naturales y antropogénicos, de 
manera que, independientemente de que el legislador local haya previsto o no la obligación del Municipio para 
abarcar ciertos aspectos en materia de resiliencia relacionados con las áreas de reserva de suelo, queda al 
ámbito municipal el regular esos aspectos, atendiendo a las particularidades que se le presenten, lo cual 
válidamente puede hacer al momento de formular y ejecutar sus planes o programas de desarrollo urbano de 
los centros de población. 

Por otra parte, si bien el artículo 196, fracción I, de la anterior Ley de Desarrollo Urbano Municipal 
local63, establecía la prohibición del desarrollo de cualquier acción urbana en terrenos con pendiente natural 
mayor al 45% (cuarenta y cinco por ciento), lo cierto es que el diverso 136, fracción III, inciso d), del propio 
ordenamiento, declara como áreas no urbanizables, precisamente, aquellas zonas con pendientes mayores al 
45% (cuarenta y cinco por ciento). 

Finalmente, en relación con el argumento del Municipio actor consistente en que el artículo 136, 
fracción III, inciso c), de la Ley local impugnada, considera como áreas no urbanizables, aquellas zonas “por 
altos riesgos mitigables conforme lo determinen los atlas de riesgo federal, estatal o municipal”; 
cuando antes, en el 121, fracción III, inciso b), de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano estatal64, esa 
clasificación solo debía atender a la “prevención de riesgos”, ello responde los mandatos contenidos en los 
artículos 10, fracción XXIV, 11, fracción XXIV y 46 de la Ley General de la Materia, los cuales disponen: 

                                                 
61 “Artículo 195. Los municipios preverán en sus programas de desarrollo urbano de los centros de población, que las áreas de reserva de 
suelo para el crecimiento urbano tengan las siguientes características: 
I. Que las pendientes del suelo sean menores al 45%; 
II. Que el suelo no tenga fallas o fracturas geológicas activas; 
III. Que el suelo no sea susceptible a derrumbes o deslizamientos; 
IV. Que el suelo no sea colapsable, dispersivo, granular suelto, corrosivo o con alto contenido de materia orgánica; 
V. Que el suelo no sea expansivo, a menos que se mejore la capacidad portante o de resistencia del mismo mediante estabilizaciones 
mecánicas, físicas y fisicoquímicas, indicadas por un laboratorio de mecánica de suelos, avalado por la autoridad municipal, y/o se retire 
totalmente el material contaminado que por acción química cause daños personales y materiales; 
VI. Que el suelo no sea inundable o pantanoso, a menos que se ejecuten las obras necesarias de saneamiento; 
VII. Que no se encuentren dentro de la franja de protección de la cota de máximo crecimiento hidráulico indicado por las autoridades 
correspondientes; 
VIII. Que el área no esté contaminada o esté expuesta a la contaminación generada en sitios cercanos; 
IX. Que en el área no existan ecosistemas en equilibrio ecológico o recursos naturales endémicos; 
X. Que el suelo no tenga usos agropecuarios de alta productividad, bancos de material o actividades extractivas en producción; 
XI. Que el área no sea de recarga acuífera; 
XII. Que el área pueda integrarse al área urbana existente mediante la vialidad y el transporte urbano; y 
XIII. Que el área pueda ser dotada de infraestructura y los servicios públicos de agua potable, drenaje sanitario, energía eléctrica y alumbrado 
público.” 
62 “Artículo 11. Corresponde a los municipios: (...) 
XXIV. Promover y ejecutar acciones para prevenir y, mitigar el riesgo de los asentamientos humanos y aumentar la Resiliencia de 
los mismos ante fenómenos naturales y antropogénicos, y (...)” 
63 “Artículo 196. Las acciones de crecimiento que se pretendan llevar a cabo en terrenos con pendiente natural, se sujetarán a las siguientes 
disposiciones: 
I. En terrenos con pendiente natural mayor al 45% -cuarenta y cinco queda prohibido el desarrollo de cualquier acción urbana; (...)” 
64 “Artículo 121. A los municipios corresponderá formular, aprobar y administrar la zonificación de su territorio, la que deberá establecerse en 
los programas de desarrollo urbano de centros de población, en donde las áreas que integran y delimitan los centros de población o 
zonificación primaria se clasifican como sigue: (...) 
I. Áreas urbanas o urbanizadas; 
II. Áreas de reserva para el crecimiento urbano o urbanizables; y 
III. Áreas no urbanizables: 
a) Por causa de preservación ecológica; 
b) Por prevención de riesgo; 
c) Por mantenimiento de actividades productivas dentro de los límites de los centros de población; y 
d) Por tener pendientes mayores al 45%.” 
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“Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: (...) 

XXIV. Prevenir y evitar la ocupación por asentamientos humanos en zonas de alto riesgo, 
de conformidad con los atlas de riesgo y en los términos de la legislación aplicable; (...)” 

“Artículo 11. Corresponde a los municipios: (...) 

XXIV. Promover y ejecutar acciones para prevenir y, mitigar el riesgo de los 
asentamientos humanos y aumentar la Resiliencia de los mismos ante fenómenos 
naturales y antropogénicos, y (...)” 

“Artículo 46. Los planes o programas de Desarrollo Urbano deberán considerar las 
normas oficiales mexicanas emitidas en la materia, las medidas y criterios en materia de 
Resiliencia previstos en el programa nacional de ordenamiento territorial y desarrollo 
urbano y en los atlas de riesgos para la definición de los Usos del suelo, Destinos y 
Reservas. Las autorizaciones de construcción, edificación, realización de obras de 
infraestructura que otorgue la Secretaría o las entidades federativas y los municipios 
deberán realizar un análisis de riesgo y en su caso definir las medidas de mitigación para 
su reducción en el marco de la Ley General de Protección Civil.” 

De los preceptos transcritos, se desprende, por un lado, la obligación de las entidades federativas de 
prevenir y evitar la ocupación de asentamientos humanos en zonas de alto riesgo, de conformidad con los 
atlas de riesgo y en los términos de la legislación aplicable; y por otro, la obligación de los Municipios de 
promover y ejecutar acciones para prevenir y, mitigar el riesgo de los asentamientos humanos y 
aumentar la Resiliencia de los mismos ante fenómenos naturales y antropogénicos, así como 
considerar en sus planes o programas de desarrollo urbano las medidas y criterios en materia de 
Resiliencia previstos, tanto en el Programa Nacional de Ordenamiento Territorial y Urbano, como en 
los atlas de riesgos para la definición de los Usos del suelo, Destinos y Reservas, siendo que en el 
otorgamiento de autorizaciones en materia de construcciones, edificaciones y realización de obras de 
infraestructura, tanto la Federación, como las entidades federales y los Municipios deberán un análisis de 
riesgo y en su caso definir las medidas de mitigación para su reducción en el marco de la Ley General 
de Protección Civil. 

De esta manera, el alegato del Municipio actor relativo a que, conforme a la legislación anterior, era 
más sencillo atender a la categoría abierta de “prevención de riesgos” y que conforme a la legislación que 
impugna, le resulta más complicado y costoso justificar que en un plano de zonificación primaria se prevea 
una determinada área bajo la clasificación de área no urbanizable “por altos riesgos no mitigables”, con 
ello no desvirtúa en forma alguna la obligación que se desprende directamente de la Ley General de la 
materia, en la cual debe realizar un análisis de riesgo y definir las medidas de mitigación respectivas. 

Por tanto, en la medida en que el Municipio actor no acredita en este aspecto una afectación a su 
competencia constitucional en materia de asentamientos humanos y ordenamiento territorial, lo procedente es 
reconocer la validez del artículo 136, fracción III, inciso c), de la Ley local impugnada. 

DÉCIMO SEXTO. La omisión de prever una partida presupuestal para el financiamiento de 
proyectos de alcance e interés metropolitano previstos en el plan o programa metropolitano de 
desarrollo urbano, viola la autonomía del Municipio, al no permitir ejercer sus funciones. Análisis del 
vigésimo quinto concepto de invalidez. En su vigésimo quinto concepto de invalidez, el Municipio actor se 
explica que el artículo 42, párrafos primero y quinto, de la Ley local impugnada, prevé la posibilidad de que el 
Ejecutivo local incluya en el Presupuesto de Egresos del Estado una partida presupuestal para financiar 
proyectos de alcance metropolitano previstos en el plan o programa metropolitano de desarrollo urbano, y que 
los Municipios que constituyan asociaciones intermunicipales, así como fondos e instrumentos financieros 
para ejecutar acciones, obras o servicios públicos de interés común para el desarrollo metropolitano, podrá 
ser con el apoyo y asistencia del Estado; sin embargo, considera que la sola previsión de tales posibilidades 
es insuficiente para lograr los fines del artículo 27, párrafo tercero, de la Constitución Federal, lo cual, 
asimismo, vulnera la competencia del Municipio, los principios de certeza y seguridad jurídica, así como la 
supremacía constitucional. 

Asimismo, sostiene que el Congreso local soslaya que la previsión de una partida presupuestal en el 
Presupuesto de Egresos del Estado para financiar los proyectos de alcance metropolitano previstos en el plan 
o programa metropolitano de desarrollo urbano, es una necesidad y obligación jurídica, y no una prerrogativa 
de ejercicio potestativo, pues acorde con en el artículo 27, párrafo tercero, constitucional, se establece como 
imperativo el dictado de “medidas necesarias” para ordenar los asentamientos humanos y establecer 
adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, “a efecto de ejecutar obras 
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públicas y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros 
de población”, entre otras. Por tanto, concluye que si el Congreso del Estado no prescribió como obligación 
del Poder Ejecutivo el prever una partida presupuestal para financiar los proyectos de alcance metropolitano 
previstos en el plan o programa metropolitano de desarrollo urbano, desarrolló deficientemente la función 
legislativa que le concede el orden constitucional. 

Ahora bien, el artículo 42 de la Ley local impugnada, a que hace referencia el Municipio actor, dispone 
lo siguiente: 

“Artículo 42. Los Municipios podrán constituir asociaciones intermunicipales, así como 
fondos e instrumentos financieros para ejecutar acciones, obras o servicios públicos de 
interés común para el desarrollo metropolitano, lo que podrá ser con el apoyo y 
asistencia del Estado. 

Los fondos e instrumentos a que alude el párrafo anterior podrán dirigirse a: 

I. Apoyar, mediante garantías o avales, el desarrollo de acciones, obras o servicios 
públicos municipales; 

II. Apoyar o complementar a los Municipios o a los organismos o asociaciones 
intermunicipales, mediante el financiamiento correspondiente, el desarrollo de acciones, 
obras o servicios públicos de interés metropolitano, así como de los proyectos, 
información, investigación, consultoría, capacitación, divulgación y asistencia técnica 
necesarios; y 

III. Apoyar y desarrollar programas de adquisición, habilitación y venta de suelo para las 
distintas necesidades del desarrollo urbano, proveyendo capital de riesgo a los mismos 
o mediante la gestión, promoción e intermediación financiera que resulte necesaria. 

Asimismo, mediante el diseño y operación de instrumentos financieros, se podrá 
promover una red de fondos de inversión metropolitana, que integre alianzas 
estratégicas con organismos empresariales, gobiernos, instituciones financieras, 
inversionistas privados Nacionales y extranjeros, y que permita multiplicar los recursos 
de inversión para el desarrollo metropolitano. 

Los convenios de asociación intermunicipal establecerán las reglas particulares para la 
integración y operación de dichos fondos, así como para la gestión común de las 
acciones, obras y servicios de interés metropolitano. 

Con independencia de que se suscriban o no convenios de asociación intermunicipal 
entre los Municipios que conforman una zona metropolitana, el Ejecutivo del Estado 
podrá incluir en el Presupuesto de Egresos correspondiente a cada ejercicio fiscal, una 
partida para financiar proyectos de alcance metropolitano, previstos en los planes o 
programas cuyo destino será decidido por la Comisión de Desarrollo Metropolitano 
corresponderá al del Congreso del Estado aprobarla o modificarla e incluirlo en la Ley de 
Egresos respectiva. 

Los recursos de la partida señalada en el párrafo segundo y el párrafo anterior, se 
destinarán a proyectos de alcance metropolitano, que pueden incluir estudios, planes 
evaluaciones, programas, acciones, obras de infraestructura y su equipamiento, en 
cualquiera de sus componentes, ya sean nuevos, en proceso o para complementar el 
financiamiento de aquellos que no hubiesen contado con los recursos necesarios para 
su ejecución. 

Los estudios, planes, evaluaciones, programas, proyectos, acciones y obras de 
infraestructura y su equipamiento, a que se refiere el párrafo anterior, deberán ser 
viables y sustentables.” 

Del artículo que precede se desprende que, a través de celebración de convenios de asociación, los 
Municipios podrán, a través de la celebración de convenios de asociación, constituir asociaciones 
intermunicipales, así como fondos e instrumentos financieros para ejecutar acciones, obras o servicios 
públicos de interés común para el desarrollo metropolitano, lo que podrá ser con el apoyo y asistencia del 
Estado; además, de que, con independencia de que los Municipios celebren ese tipo de convenio, el 
Ejecutivo local podrá incluir en el Presupuesto de Egresos correspondiente a cada ejercicio fiscal, una 
partida para financiar proyectos de alcance metropolitano, previstos en los planes o programas cuyo 
destino será decidido por la Comisión de Desarrollo Metropolitano, siendo que corresponderá al del 
Congreso del Estado aprobarla o modificarla e incluirlo en la Ley de Egresos respectiva. 
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Ahora bien, el artículo 27, párrafo tercero, de la Constitución Federal, dispone lo siguiente: 

“Art. 27.- (...) 

(...) 

(REFORMADO, D.O.F. 6 DE ENERO DE 1992) 

La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las 
modalidades que dicte el interés público, así como el de regular, en beneficio social, el 
aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, con objeto de 
hacer una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr 
el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la 
población rural y urbana. En consecuencia, se dictarán las medidas necesarias para 
ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas provisiones, usos, reservas 
y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y 
regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de 
población; para preservar y restaurar el equilibrio ecológico; para el fraccionamiento de 
los latifundios; para disponer, en los términos de la ley reglamentaria, la organización y 
explotación colectiva de los ejidos y comunidades; para el desarrollo de la pequeña 
propiedad rural; para el fomento de la agricultura, de la ganadería, de la silvicultura y de 
las demás actividades económicas en el medio rural, y para evitar la destrucción de los 
elementos naturales y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio  de la 
sociedad. 

(...)” 

Es infundado lo alegado por el Municipio actor, pues contrario a lo que afirma, no existe obligación 
constitucional del Gobierno local para establecer una partida que financie proyectos de alcance metropolitano, 
pues, atendiendo al marco general que se analiza, para llevar a cabo ese tipo de proyecto, se requiere el 
acuerdo de los tres órdenes de gobierno, en el cual, precisamente, determinen el reconocimiento e integración 
de una zona metropolitana y la forma de llevar su gestión; y por otro, la disponibilidad presupuestal para 
llevarla a cabo. 

En efecto, el artículo 101, fracción II, de la Ley General de la materia65 dispone que la Federación, las 
entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales, sujetos a disponibilidad 
presupuestaria, fomentarán la coordinación y la concertación de acciones e inversiones entre los sectores 
público, social y privado para, el establecimiento de mecanismos e instrumentos para el desarrollo urbano y 
ordenamiento territorial, regional, así como de conurbación o Zona Metropolitana. 

Por otra parte, de conformidad con el artículo 33 de la Ley General de la materia66, las zonas 
metropolitanas o conurbaciones ubicadas en el territorio de uno o más Municipios de una misma 
entidad federativa, se regulan por la legislación local y se coordinarán con las autoridades federales y 
estatales, los cuales planearán de manera coordinada su desarrollo, con la participación efectiva de la 
sociedad, así como para la más eficaz prestación de los servicios públicos. Por su parte, el artículo 36, 
fracción V, del mismo ordenamiento67 determina que, para la gestión de zonas metropolitanas o 
conurbaciones, se deberán prever los mecanismos o fuentes de financiamiento de las acciones 
metropolitanas, entre otros, el fondo metropolitano. 

De esta forma, la posibilidad de constitución de zonas metropolitanas o conurbadas se hace depender, 
por un lado, de la disponibilidad presupuestaria de cada orden de gobierno y, por otro, del convenio de 
coordinación que al efecto se celebre, en el que se acuerde la forma y términos en que se integrará un 

                                                 
65 “Artículo 101. La Federación, las entidades federativas, los municipios y las Demarcaciones Territoriales, sujetos a disponibilidad 
presupuestaria, fomentarán la coordinación y la concertación de acciones e inversiones entre los sectores público, social y privado para: 
I. La aplicación de los planes o programas de Desarrollo Urbano y ordenamiento territorial, regional, de Conurbación o Zona Metropolitana; 
II. El establecimiento de mecanismos e instrumentos para el Desarrollo Urbano y ordenamiento territorial, regional, de Conurbación 
o Zona Metropolitana; (...).” 
66 “Artículo 33. Las zonas metropolitanas o conurbaciones ubicadas en el territorio de uno o más municipios de una misma entidad 
federativa, serán reguladas por la legislación local y se coordinarán con las autoridades federales y estatales, atendiendo a los principios, 
políticas y lineamientos a que se refiere esta Ley. Los gobiernos Federal, estatales y municipales planearán de manera conjunta y coordinada 
su desarrollo, con la participación efectiva de la sociedad, así como para la más eficaz prestación de los servicios públicos.” 
67 “Artículo 36. Para lograr una eficaz gobernanza metropolitana, se establecerán los mecanismos y los instrumentos de carácter obligatorio 
que aseguren la acción coordinada institucional de los tres órdenes de gobierno y la participación de la sociedad. 
La gestión de las zonas metropolitanas o conurbaciones se efectuará a través de las instancias siguientes: (...) 
V. Los mecanismos y fuentes de financiamiento de las acciones metropolitanas contemplando, entre otros, el fondo metropolitano.” 
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fondo metropolitano para su gestión, siendo que en los planes y programas municipales emitidos al efecto, se 
deberán establecer los objetivos y estrategias para los diferentes temas o materias, priorizando aquellos que 
sean de interés metropolitano, acorde con las previsiones en el artículo 37 de la Ley General de la materia.68 

Lo anterior es así, máxime que el artículo 42 impugnado, reconoce que los Municipios de la entidad 
federativa pueden constituir fondos e instrumentos financieros para ejecutar acciones, obras o 
servicios públicos de interés común para el desarrollo metropolitano, incluso garantías o avales, así 
como programas de adquisición, habilitación y venta de suelo para las distintas necesidades del desarrollo 
urbano, proveyendo capital de riesgo a los mismos o mediante la gestión, promoción e intermediación 
financiera que resulte necesaria, de donde resulta una potestad municipal para la constitución y gestión de 
zonas metropolitanas. 

Ello, en consonancia con lo dispuesto por el diverso numeral 60, fracción VII, de la Ley local 
impugnada, en el que se dispone que los planes y programas incluidos en el sistema estatal de planeación 
deberán estructurarse y contener, entre otras cosas, los mecanismos de instrumentación financiera a 
utilizarse para sufragar las obras, acciones e inversiones propuestas en el plan o programa, conforme 
a las disposiciones fiscales y presupuestales aplicables. 

Asimismo, el artículo 96, cuarto párrafo, de la Ley citada, dispone que los mecanismos financieros y 
fiscales atenderán a las prioridades que establezcan los planes de desarrollo urbano, y podrán dirigirse, 
entre otros, para apoyar y desarrollar programas de adquisición, habilitación y venta de suelo para lograr 
zonas metropolitanas o conurbaciones más organizadas y compactas, y para atender las distintas 
necesidades del desarrollo urbano. 

Por su parte, el diverso 97 del mismo ordenamiento, determina que todas las acciones, inversiones y 
obras relativas al aprovechamiento del territorio que realicen el Estado y los Municipios deberán sujetarse a lo 
dispuesto en los planes o programas de desarrollo urbano respectivos, siendo que sin este requisito la 
autoridad competente no podrá otorgar la autorización presupuestal o de financiamiento o las 
autorizaciones administrativas para efectuarlas. Para tal efecto, la solicitud presupuestal correspondiente 
deberá incluir una exposición de la relación entre las acciones, inversiones y obras de que se trate con 
fundamento en los objetivos y metas de los planes de desarrollo urbano. 

En esos términos, se observa que el legislador local estableció reglas para el financiamiento y 
gestión de zonas metropolitanas o conurbanas de la entidad federativa, ajustándose a los parámetros 
establecidos en la Ley General de la materia, reconociendo que el ente municipal cuenta con la 
competencia para su constitución y financiamiento, siempre que exista disponibilidad presupuestal y el 
acuerdo de coordinación celebrado con los diferentes órdenes de gobierno, lo cual puede tener sustento, 
incluso, con una partida presupuestal incorporada en el Presupuesto de Egresos del Estado, dirigida, 
precisamente, a financiar proyectos de alcance metropolitano. 

Con las consideraciones anteriores no se pretende desconocer la importancia de garantizar el 
financiamiento de zonas metropolitanas o conurbadas. El artículo 27 de la Constitución Federal, en su párrafo 
tercero, prevé la obligación de dictar las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y 
establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos, “a efecto de ejecutar obras públicas y de 
planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población”; y en 

                                                 
68 “Artículo 37. Los programas de las zonas metropolitanas o conurbaciones, deberán tener: 
I. Congruencia con la estrategia nacional de ordenamiento territorial; 
II. Un diagnóstico integral que incluya una visión prospectiva de corto, mediano y largo plazo; 
III. Estrategias y proyectos para el desarrollo integral de la Zona Metropolitana o Conurbación, que articulen los distintos ordenamientos, 
planes o programas de desarrollo social, económico, urbano, turístico, ambiental y de cambio climático que impactan en su territorio; 
IV. La delimitación de los Centros de Población con espacios geográficos de reserva para una expansión ordenada a largo plazo, que 
considere estimaciones técnicas del crecimiento; 
V. Las prioridades para la ocupación de suelo urbano vacante, la urbanización ordenada de la expansión periférica y la localización adecuada 
con relación al área urbana consolidada de suelo apto para la urbanización progresiva; 
VI. Las políticas e instrumentos para la reestructuración, localización, Mejoramiento de la infraestructura y los equipamientos del ámbito 
metropolitano; 
VII. Las acciones y las previsiones de inversión para la dotación de infraestructura, equipamiento y Servicios Urbanos que sean comunes a 
los Centros de Población de la zona conurbada; 
VIII. Las acciones de Movilidad, incluyendo los medios de transporte público masivo, los sistemas no motorizados y aquellos de bajo impacto 
ambiental; 
IX. Las previsiones y acciones para mejorar las condiciones ambientales y el manejo integral de agua; 
X. Las previsiones y acciones prioritarias para conservar, proteger, acrecentar y mejorar el Espacio Público; 
XI. Las estrategias para la Conservación y el Mejoramiento de la imagen urbana y del Patrimonio Natural y Cultural; 
XII. Las estrategias de seguridad, prevención del riesgo y Resiliencia, y 
XIII. Metodología o indicadores para dar seguimiento y evaluar la aplicación y el cumplimiento de los objetivos del programa de la Zona 
Metropolitana o Conurbación. 
Adicionalmente, los municipios y, en su caso, las Demarcaciones Territoriales, podrán formular y aprobar programas parciales que 
establecerán el diagnóstico, los objetivos y las estrategias gubernamentales para los diferentes temas o materias, priorizando los temas de 
interés metropolitano establecidos en esta Ley.” 
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sintonía con este mandato de optimización, se facultó al Congreso de la Unión para emitir una ley general en 
materia de asentamientos humanos que establecería la competencia entre los distintos órdenes, “con objeto 
de cumplir los fines previstos en el párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución”. Cumpliendo este 
mandato, la Ley General de la materia estableció la concurrencia entre los distintos órdenes para la 
constitución, financiamiento y gestión de zonas metropolitanas, sin embargo, ello se encuentra sujeto a los 
diversos objetivos, estrategias y proyectos para su desarrollo integral, atendiendo, sobre todo, a la 
disponibilidad presupuestal de cada orden de gobierno. 

Por lo tanto, lo procedente es reconocer la validez del artículo 42, párrafos primero y quinto, de la Ley 
local impugnada. 

DÉCIMO SÉPTIMO. Impugnación de diversas previsiones relacionadas con la cesión de áreas 
municipales y área libre complementaria. En este considerando se analizan los conceptos de invalidez 
décimo sexto, décimo séptimo, décimo octavo y décimo noveno que formula el Municipio actor, los cuales se 
relacionan con diversas previsiones contenidas en la Ley local impugnada relativas a la cesión de áreas 
municipales y el área libre complementaria, conforme a lo siguiente: 

 En su décimo sexto concepto de invalidez alega que las previsiones relativas a la cesión de áreas 
municipales, viola la competencia del Municipio, en la medida en que restringe llevar a cabo una cesión 
adicional con motivo de la acción de crecimiento urbano previamente autorizada (artículo 210, párrafos 
octavo y noveno, de la Ley local impugnada); 

 En su décimo séptimo concepto de invalidez aduce que la previsión relativa al “área libre 
complementaria”, viola la competencia municipal en la prestación de los servicios públicos, así como el 
principio de protección y progresividad del espacio público (artículo 210, párrafo décimo, de la Ley  
local impugnada); 

 En su décimo octavo concepto de invalidez sostiene que la previsión de que por lo menos el 30% del 
área de cesión municipal se destine a jardines, viola la autonomía municipal (artículos 210, párrafos 
cuarto y sexto, y 250, fracción I, de la Ley local impugnada); y 

 En su décimo noveno concepto de invalidez considera que la obligación de ceder áreas municipales 
para la constitución de parques, plazas, jardines viola los principios de certeza y seguridad jurídica en 
relación a su destinatario (artículos 210, fracción X, 230, fracción III y 234 de la Ley local impugnada). 

Los artículos impugnados por el Municipio actor, establecen lo que se transcribe a continuación, 
resaltando las porciones normativas a que alude el demandante de manera específica: 

“Artículo 210.- Quienes lleven a cabo cualquiera de las acciones de crecimiento urbano 
de las señaladas por el presente artículo deberán ceder gratuitamente al Municipio sin 
condición, reserva o limitación alguna para destinos y equipamiento urbano público, las 
siguientes superficies de suelo, denominadas Áreas de Cesión Municipal: (...) 

(...) 

X. Parcelaciones o subdivisiones en predios habitacionales que no forman parte de 
fraccionamiento autorizado: se deberá ceder el 17% -diecisiete por ciento de la superficie 
total del predio, menos vialidades públicas y privadas, así como áreas de afectación, 
únicamente cuando se trate de parcelaciones de predios de 5,000-cinco mil metros 
cuadrados o más de superficie; tratándose de predios menores a 5,000-cinco mil metros 
cuadrados, si el área no es adecuada a las funciones públicas del Municipio se podrá 
hacer la cesión o el pago correspondiente en cuyo caso se tomará como base el valor 
comercial del predio que expida la Secretaría de Finanzas y Tesorería General del Estado, 
el cual tendrá una vigencia de 3-tres meses; y se diferirá ésta obligación conforme al 
Artículo 234 de esta Ley; 

(...) 

Las construcciones y edificaciones de tipo mixto que se desarrollen en terrenos no 
comprendidos en fraccionamiento autorizado, cederán en forma proporcional  el 17%-
diecisiete por ciento del área libre de afectaciones, o 22 -veintidós metros cuadrados por 
unidad de vivienda, lo que resulte mayor. 

En los conjuntos urbanos de cualquier tipo, así como las construcciones y edificaciones 
no comprendidas en fraccionamiento autorizado, las áreas de cesión municipal 
resultantes se cederán sobre el terreno natural de acceso libre para el público. 

Las áreas de cesión para destinos serán clasificadas conforme al artículo 143 de esta 
Ley, como áreas verdes formadas por plazas, jardines y lagunas. 



Martes 15 de noviembre de 2022 DIARIO OFICIAL  

El manejo de las aguas pluviales, indistintamente sobre el terreno natural o sobre losas, 
deberá captarse y conducirse a la red pública o al subsuelo mediante pozos de 
absorción. 

Estas áreas de cesión, podrán diseñarse como plazas, jardines y lagunas, con la única 
restricción que, por lo menos el 30% deberán ser jardines. 

Las áreas de cesión para destinos, serán transmitidas al Municipio al momento de 
inscribir en el Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León el Régimen de 
Condominio correspondiente. 

La Cesión a la que se refiere el presente artículo solo se hará por una sola ocasión y no 
podrá exigirse al propietario del predio cesión adicional a la realizada al haber llevado a 
cabo la acción de crecimiento urbano previamente autorizada. 

En las densificaciones en fraccionamientos previamente autorizados, cuando se realicen 
cambios de uso de suelo diferente al habitacional, no será exigible el área de cesión. 

En densificaciones ubicadas dentro de fraccionamientos previamente autorizados que 
impliquen nuevas construcciones se dejará área libre complementaria a razón del 8% -
ocho por ciento sobre el área del predio libre de afectaciones, excepto en construcciones 
habitacionales de cuatro unidades o menos. El Área Libre Complementaria-ALC podrá 
ser de manera indistinta sobre terreno natural de acceso libre para el público. El Área 
Libre Complementaria-ALC no contará para el cálculo del área libre del Coeficiente de 
Ocupación de Suelo-COS y/o Coeficiente de Absorción y Área Verde-CAAV; Será área 
abierta fuera de construcción cerrada, pudiendo tener cubiertas. 

“Artículo 230. La subdivisión es la partición de un predio ubicado dentro del área urbana 
y que no requiere del trazo de una o más vías públicas y deberá observar las siguientes 
normas básicas: (...) 

III. Los predios sujetos a parcelación ubicados fuera de fraccionamientos autorizados, 
deberán ceder al Municipio el área municipal correspondiente conforme a lo dispuesto 
por el artículo 212 de esta Ley; en concordancia con el artículo 234 de esta Ley; (...)” 

“Artículo 234. En el caso de parcelación o subdivisiones fuera de fraccionamiento 
autorizado, se deberá diferir la obligación de ceder áreas en favor del Municipio hasta 
que se autorice el uso, destino o incorporación del predio a que se refieren dichos 
preceptos.” 

“Artículo 250. El espacio público producto de cesión municipal conforme al artículo 210 
de ésta Ley, será para la formación de áreas verdes, áreas recreativas y de convivencia. 

Estas áreas deberán destinarse para la construcción o habilitación de: 

I. Parques, plazas, lagunas y jardines; (...)” 

A. Las previsiones relativas a la cesión de áreas municipales, viola la competencia del Municipio, 
en la medida en que restringe llevar a cabo una cesión adicional con motivo de la acción de 
crecimiento urbano previamente autorizada (artículo 210, párrafos octavo y noveno, de la Ley 
local impugnada). Análisis del décimo sexto concepto de invalidez. 

En su décimo sexto concepto de invalidez el Municipio actor menciona que el artículo 210, párrafos 
octavo y noveno, de la Ley local impugnada establecen que la cesión de áreas municipales deberá realizarse 
por una sola ocasión y no podrá exigirse cesión adicional a la realizada con la acción de crecimiento 
previamente autorizada, y que en la densificación en fraccionamientos autorizados que incluya el cambio de 
uso de suelo diferentes al habitacional, no será exigible área de cesión municipal, lo que vulnera los principios 
consagrados en los artículos 115, fracción IV, inciso a) y párrafo segundo, y 133 de la Constitución Federal, 
pues, a su parecer, desconocen la prerrogativa constitucional consistente en que la hacienda pública 
municipal se formará de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y que 
en todo caso percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre 
propiedad inmobiliaria, su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora, así como las que 
tengan por base el cambio de valor de los inmuebles; y que las leyes estatales no establecerán exenciones o 
subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones; puesto que sólo estarán 
exentos los bienes de domicilio público de la Federación, los Estados o Municipios, salvo que tales bienes 
sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos 
o propósitos distintos a los de su objeto público 
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Sostiene que de conformidad con los artículos 10, fracciones XII y XXI, 57 y 76 de la Ley General de la 
materia, es responsabilidad de la legislatura local establecer en favor de las haciendas municipales, sin 
exención alguna (salvo las autorizadas constitucionalmente), las contribuciones sobre propiedad inmobiliaria, 
su división, fraccionamiento y consolidación, y para el financiamiento e instrumentación del ordenamiento 
territorial, el desarrollo urbano y la recuperación del incremento de valor de la propiedad inmobiliaria generado 
por la consolidación y el crecimiento urbano; además de prever las especificaciones que garanticen que se 
efectúen las donaciones y cesiones correspondientes a las vías públicas locales, equipamientos y espacios 
públicos que se requieran para el desarrollo y bien funcionamiento de los centros de población; así como 
establecer disposiciones tendentes a que los planes y programas de desarrollo urbano que implementen 
acciones de densificación, garanticen una dotación suficiente de espacios públicos por habitante y 
conectividad con base en las normas aplicables, por medio de la adquisición y habilitación de espacios 
públicos adicionales a los existentes dentro del polígono sujeto a densificación. 

Con lo anterior pretende evidenciar que los preceptos impugnados contravienen la Ley General, 
cuando prevén que: 1) los fraccionadores y desarrolladores están obligados a ceder terreno al Municipio para 
ser destinados a áreas verdes y equipamientos; 2) las acciones que impliquen la densificación de centros de 
población conllevan la necesidad de adecuar los espacios públicos e infraestructuras; 3) las leyes locales 
deben establecer disposiciones tendentes a que los planes y programas de desarrollo urbano que 
implementen acciones de densificación, garanticen una dotación suficiente de espacios públicos por habitante 
y conectividad con base en las normas aplicables, por medio de la adquisición y habilitación de espacios 
públicos adicionales a los existentes dentro del polígono sujeto a densificación; 4) el principio de protección y 
progresividad del espacio público implica, entre otras cosas, fomentar la creación de espacio públicos, los 
cuales podrán ampliarse o mejorarse, nunca verse disminuidos; 5) que los planes o programas municipales de 
desarrollo, de conurbaciones y de zonas metropolitanas, definirán la dotación de espacio público en 
cantidades no menores a lo establecido por las normas oficiales mexicanas aplicables, y que se deben 
privilegiar la dotación y preservación del espacio público para, entre otras cosas, el deporte, los parques y las 
plazas, de manera que cada colonia, barrio y localidad cuente con la dotación igual o mayor a la establecida 
en las normas mencionadas; 6) los planes o programas municipales de desarrollo urbano deben incluir los 
aspectos relacionados con la creación del espacio público y las alternativas para su expansión; y 7) los 
Municipios deben vigilar y promover que el espacio público tenga una cobertura suficiente. 

Este Tribunal Pleno considera, por un parte, infundados los alegatos del Municipio actor en lo que se 
refiere al párrafo octavo del artículo 210 impugnado; y por otra, fundados, respecto a las impugnaciones que 
hace en torno al párrafo noveno del citado numeral. 

En primer término, el octavo párrafo del referido artículo 210 de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, establece lo siguiente: 

“Artículo 210.- Quienes lleven a cabo cualquiera de las acciones de crecimiento urbano 
de las señaladas por el presente artículo deberán ceder gratuitamente al Municipio sin 
condición, reserva o limitación alguna para destinos y equipamiento urbano público, las 
siguientes superficies de suelo, denominadas Áreas de Cesión Municipal: (...) 

La Cesión a la que se refiere el presente artículo solo se hará por una sola ocasión y no 
podrá exigirse al propietario del predio cesión adicional a la realizada al haber llevado a 
cabo la acción de crecimiento urbano previamente autorizada. 

(...).” 

En torno al precepto que antecede, resultan infundados los argumentos que formula el Municipio 
actor, toda vez que, de la revisión del marco constitucional y general establecido por el Congreso de la Unión, 
el legislador local, en este aspecto, estableció las previsiones necesarias para cumplir acciones de 
densificación tendientes a garantizar dotación suficiente de espacios públicos, así como para ser destinados a 
áreas verdes y equipamientos, sin que se advierta una afectación o restricción a las facultades que 
corresponden al orden de gobierno municipal. 

En efecto, los artículos 57 y 76 de la Ley General de la materia, disponen lo siguiente: 

“Artículo 57. La legislación local en la materia, deberá contener las especificaciones a fin 
de garantizar que se efectúen las donaciones y cesiones correspondientes a vías 
públicas locales, equipamientos y espacios públicos que se requieran para el desarrollo 
y buen funcionamiento de los Centros de Población, en favor de las entidades 
federativas, de los municipios y de las Demarcaciones Territoriales en localización, 
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superficie y proporción adecuadas, así como, para asegurar la factibilidad, 
sustentabilidad y prestación de los servicios públicos, el diseño y construcción de una 
red de vialidades primarias, como partes de una retícula, que faciliten la conectividad, la 
Movilidad y el desarrollo de infraestructura. 

Asimismo se deberá establecer la obligación de las autoridades municipales, de 
asegurarse, previamente, a la expedición de las autorizaciones para el uso, edificación o 
aprovechamiento urbano, del cumplimiento de las leyes estatales y federales, así como, 
de las normas para el uso, aprovechamiento y custodia del Espacio Público, en 
particular, las afectaciones y Destinos para construcción de infraestructura vial, 
equipamientos y otros servicios de carácter urbano y metropolitano de carácter público. 

Para acciones urbanísticas que impliquen la expansión del área urbana, para el 
fraccionamiento de terrenos o para la subdivisión o parcelación de la tierra, las 
autoridades locales deberán asegurarse de que existe congruencia con las normas de 
Zonificación y planeación urbana vigentes, la viabilidad y factibilidad para brindar los 
servicios públicos y extender o ampliar las redes de agua, drenaje, energía, alumbrado 
público y el manejo de desechos sólidos de manera segura y sustentable, sin afectar los 
asentamientos colindantes, sin ocupar áreas de riesgo o no urbanizables y garantizando 
la suficiencia financiera para brindar los servicios públicos que se generen.” 

“Artículo 76. Las leyes locales establecerán las disposiciones tendientes a que los 
planes y programas de Desarrollo Urbano que implementen acciones de Densificación, 
garanticen una dotación suficiente de espacios públicos por habitante y conectividad 
con base en las normas aplicables, por medio de la adquisición y habilitación de 
espacios públicos adicionales a los existentes dentro del polígono sujeto a 
Densificación. 

Igualmente establecerán que los predios que con base en la normatividad aplicable, los 
fraccionadores y desarrolladores estén obligados a ceder al municipio para ser 
destinados a áreas verdes y equipamientos, no puedan ser residuales, estar ubicados en 
zonas inundables o de riesgos, o presentar condiciones topográficas más complicadas 
que el promedio del fraccionamiento o conjunto urbano.” 

De los artículos anteriores se desprende que las legislaturas locales tienen el deber de garantizar que 
se efectúen las donaciones y cesiones correspondientes a vías públicas locales, equipamientos y espacios 
públicos que se requieran para el desarrollo y buen funcionamiento de los Centros de Población, en favor, 
entre otros, de los Municipios, en localización, superficie y proporción adecuadas, así como para asegurar la 
factibilidad, sustentabilidad y prestación de los servicios públicos; aunado a ello, deben garantizar dotación 
suficiente de espacios públicos por habitante y conectividad con base en las normas aplicables, por medio de 
la adquisición y habilitación de espacios públicos adicionales a los existentes dentro del polígono 
sujeto a densificación. 

Por su parte, del artículo 210 impugnado, se advierte que las áreas de cesión municipal son aquellas 
superficies de suelo que deben cederse gratuitamente al Municipio para destinos y equipamiento urbano 
público, por quienes lleven a cabo las acciones de crecimiento urbano señaladas en dicho precepto, sin 
condición, reserva o limitación alguna. 

Asimismo, se determina que las áreas de cesión municipal serán clasificadas conforme al artículo 143 
de la Ley local impugnada69, como áreas verdes formadas por plazas, jardines y lagunas, estableciéndose 
como restricción que, por lo menos, el 30% (treinta por ciento) deberán ser jardines. 

                                                 
69 “Artículo 143. Los destinos de equipamiento urbano, se clasifican en espacios abiertos y/o áreas verdes, equipamiento e 
infraestructura. 
Los espacios abiertos y/o áreas verdes se clasifican a su vez en: 
I. Parques y/o espacios abiertos: 
a) Parques Nacionales; 
b) Parques Estatales y Regionales; 
c) Parques Metropolitanos; 
d) Parques Comunitarios; 
e) Parques vecinales o de barrio; 
f) Corredores sustentables; 
g) Plazas, explanadas; 
h) Especiales; y 
i) Otros 
III (SIC). Jardines, parques públicos y otras áreas preservación ecológica; 
IV. Presas, estanques, lagos y lagunas; y 
IV (SIC). Ríos, arroyos, veneros, escurrimientos.” 
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En esos términos, si bien es cierto que el legislador local estableció restricciones para efectuar una 
segunda cesión de área municipal, también lo es que dicha cesión tiene lugar con motivo de densificaciones 
urbanas previamente autorizadas; de donde se desprende una relación entre el trámite de la cesión de área 
municipal y el crecimiento urbano respectivo. 

Ello es así, pues la cesión de área municipal responde a un crecimiento poblacional en un área 
determinada, acorde con estudios técnicos específicos, de los cuales se desprenda su factibilidad y 
sustentabilidad para garantizar dotación suficiente de espacios públicos por habitante, así como la debida 
prestación de los servicios públicos. 

En ese orden, se observa que la norma impugnada, cumple con el mandato previsto en la Ley General 
de la materia, consistente en garantizar que se efectúen las donaciones y cesiones correspondientes a 
vías públicas locales, equipamientos y espacios públicos que se requieran para el desarrollo y buen 
funcionamiento de los centros de población, siendo que, para llevar a cabo donaciones o cesiones 
adicionales, la norma impugnada prevé que ello dependerá, en todo caso, una acción de crecimiento 
urbano previamente autorizada. 

Ahora, al artículo 210, en su párrafo noveno, dispone lo siguiente: 

“Artículo 210.- Quienes lleven a cabo cualquiera de las acciones de crecimiento urbano 
de las señaladas por el presente artículo deberán ceder gratuitamente al Municipio sin 
condición, reserva o limitación alguna para destinos y equipamiento urbano público, las 
siguientes superficies de suelo, denominadas Áreas de Cesión Municipal: (...) 

En las densificaciones en fraccionamientos previamente autorizados, cuando se realicen 
cambios de uso de suelo diferente al habitacional, no será exigible el área de cesión. 

(...).” 

En relación con dicho precepto, este Tribunal Pleno considera fundado lo alegado por el Municipio 
actor, toda vez que dicha previsión, al establecer que en las densificaciones en fraccionamientos previamente 
autorizados, cuando se realicen cambios de uso de suelo diferente al habitacional, no será exigible el área de 
cesión, ello, conforme a lo expuesto, frustra el objetivo relativo a la creación, recuperación, 
mantenimiento y defensa del espacio público en términos de la Ley General de la materia; y en segundo 
lugar, se desatiende el mandato consistente en que las leyes locales deben garantizar que se efectúen 
las cesiones correspondientes de espacios públicos en proporción adecuada, pues se impide al 
Municipio obtener las superficies necesarias para crear y adecuar espacios públicos ante una acción de 
densificación y un cambio de uso de suelo distinto al habitacional, todo lo cual incide negativamente en el 
ámbito de competencia que le confiere el artículo 115, fracción V, de la Constitución General. 

Por tanto, lo procedente es reconocer la validez del párrafo octavo del artículo 210, de la Ley local 
impugnada; y declarar la invalidez del párrafo noveno de ese mismo precepto. 

B. La previsión relativa al “área libre complementaria”, viola la competencia municipal en la 
prestación de los servicios públicos, así como el principio de protección y progresividad del 
espacio público (artículo 210, párrafo décimo, de la Ley local impugnada). Análisis del décimo 
séptimo concepto de invalidez. 

Ahora bien, en su décimo séptimo concepto de invalidez, el Municipio actor alega que el artículo 
210, párrafo décimo, de la Ley local impugnada, establece que, en densificaciones ubicadas dentro de 
fraccionamientos previamente autorizados que impliquen nuevas construcciones, se dejará área libre 
complementaria a razón del 8% sobre el área del predio libre de afectaciones, excepto en construcciones 
habitacionales de cuatro unidades o menos; regla que considera no satisface los principios que orientan la 
política pública adoptada en la Ley General de la materia para la creación y ampliación del espacio público 
que servirá para calles, banquetas, parques y jardines, en los casos de zonas sujetas a políticas de 
densificación; por lo que, a su parecer, ello resulta violatorio de los artículos 115, fracciones III, inciso g), y IV, 
inciso a), y párrafo segundo, y 133 de la Constitución Federal. 

El precepto impugnado, artículo 210, párrafo décimo, de la Ley local impugnada, establece lo que se 
transcribe a continuación: 

“Artículo 210. (...) 

En densificaciones ubicadas dentro de fraccionamientos previamente autorizados que 
impliquen nuevas construcciones se dejará área libre complementaria a razón  del 8% -
ocho por ciento sobre el área del predio libre de afectaciones, excepto en construcciones 
habitacionales de cuatro unidades o menos. El Área Libre Complementaria-ALC podrá 
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ser de manera indistinta sobre terreno natural de acceso libre para el público. El Área 
Libre Complementaria-ALC no contará para el cálculo del área libre del Coeficiente de 
Ocupación de Suelo-COS y/o Coeficiente de Absorción y Área Verde-CAAV; Será área 
abierta fuera de construcción cerrada, pudiendo tener cubiertas. (...).” 

Dicho lo anterior, el Municipio actor sostiene que la previsión que impugna conlleva a que el Municipio 
no se encuentre en condiciones de prestar adecuadamente los servicios públicos que le corresponden por lo 
siguiente: 

1.  El “área libre complementaria” no es una figura jurídica que signifique la cesión de 
terreno en propiedad a los Municipios, ya que el dominio sobre el mismo se mantiene en el 
desarrollador, de tal manera que no es auténticamente un espacio público que pueda disponer 
el ente municipal para destinarlo a fines públicos, no obstante que la Ley General prevé que 
los fraccionadores y desarrolladores están obligados a ceder terreno al Municipio para 
ser destinados a áreas verdes y equipamientos; 

2.  Las acciones que impliquen la densificación de los centros de población conllevan la 
necesidad de adecuar los espacios públicos e infraestructuras, lo que no puede ocurrir si 
el derecho de propiedad sobre el “área libre complementaria” sigue bajo la titularidad del 
desarrollador; 

3. La ley estatal debe establecer las disposiciones que garanticen la dotación suficiente 
de espacios públicos por habitante, por medio de la adquisición y habilitación de 
espacios públicos adicionales a los existentes, lo que no se satisface con el “área libre 
complementaria”; 

4. La ley estatal, de acuerdo con el principio de protección y progresividad del espacio 
público, debe fomentar la creación y ampliación de los espacios públicos, evitando que 
puedan verse disminuidos; disminución que ocurre cuando se permite la densificación 
(incremento de la población o de la vivienda) sin el incremento proporcional del espacio público 
correspondiente; 

5. No se garantiza la dotación de espacio público en cantidades no menores a lo que 
establezcan las normas internacionales u oficiales aplicables, de manera que cada colonia, 
barrio o localidad cuente con la dotación igual o mayor a la establecida en las mencionadas 
normas; 

6. No se permite que los planes o programas municipales de desarrollo urbano puedan 
incluir los aspectos relacionados con la creación de espacio público y las alternativas 
para su expansión, sin que ello impacte negativamente las finanzas públicas 
municipales; 

7. Se dificulta e impide promover eficazmente que el espacio público tenga una 
cobertura suficiente, no obstante que su creación constituye una causa de utilidad pública y 
un aspecto que debe fomentarse para cumplir con los principios de política pública que se 
enumeran en el artículo 4 de la Ley General de la materia. 

Son infundados los argumentos del Municipio actor en este aspecto, toda vez que el “área libre 
complementaria” establecida por el legislador local, únicamente se prevé con motivo de densificaciones 
ubicadas dentro de fraccionamientos previamente autorizados que impliquen nuevas construcciones, 
lo cual implica el desarrollo de obras e infraestructura dentro de un polígono en el que se autorizó un 
determinado crecimiento urbano, sin que ello abarque nuevas áreas ubicadas fuera de ese polígono de 
densificación. 

Bajo esa lógica, precisamente, el legislador local estableció que el “área libre complementaria” no 
cuenta para el cálculo del área libre del Coeficiente de Ocupación de Suelo-COS y/o Coeficiente de Absorción 
y Área Verde-CAAV, indicando que será área abierta fuera de construcción cerrada, pudiendo tener cubiertas, 
pudiendo ser de manera indistinta sobre terreno natural de acceso libre para el público, todo ello dentro del 
área urbana objeto de densificación previamente autorizado. 

En ese sentido, consideró conveniente, atendiendo a las factibilidades de las obras desarrolladas en un 
fraccionamiento, que el área libre complementaria fuera razón del 8% (ocho por ciento) sobre el área del 
predio libre de afectaciones, excepto en construcciones habitacionales de cuatro unidades o menos. 
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Así, no se advierte afectación alguna a la competencia del Municipio actor, cuando alega que la Ley 
General prevé que los fraccionadores y desarrolladores están obligados a ceder terreno al Municipio para ser 
destinados a áreas verdes y equipamientos; pues, como se explicó, el “área libre complementaria” prevista en 
la Ley local impugnada, no entra dentro de las cesiones de áreas municipales nuevas o adicionales, sino que 
en “densificaciones ubicadas dentro de fraccionamientos previamente autorizados que impliquen 
nuevas construcciones”, de manera que ello no restringe en forma alguna sus atribuciones para desarrollar 
sus planes o programas municipales de desarrollo urbano relacionados con la creación de espacio público, las 
alternativas para su expansión, sin que ello impacte negativamente las finanzas públicas municipales; ni 
mucho menos se le impide promover eficazmente que el espacio público tenga una cobertura suficiente. 

Por tanto, atendiendo a lo infundado de los argumentos contenidos en el décimo séptimo concepto de 
invalidez que formula el Municipio actor, lo procedente es reconocer la validez del artículo 210, párrafo 
décimo, de la Ley local impugnada. 

C. La previsión de que por lo menos el 30% del área de cesión municipal se destine a jardines, 
viola la autonomía municipal (artículos 210, párrafos cuarto y sexto, y 250, fracción I, de la Ley 
local impugnada). Análisis del décimo octavo concepto de invalidez. 

Continuando con el análisis de las alegaciones del demandante en este considerando, en su décimo 
octavo concepto de invalidez, explica que los artículos 210, párrafos cuarto y sexto70, y 250, fracción I71, de 
la Ley local impugnada, establecen que las áreas de cesión municipal podrán diseñarse como plazas, jardines 
“y lagunas”, con la única restricción que por lo menos el 30% deberán ser jardines; lo cual en determinado 
caso permitiría que 70% de área de cesión municipal pudiera darse bajo el diseño de una “laguna”; lo cual, a 
su parecer, viola los artículos 115, fracciones III, inciso g), y IV, inciso a), y párrafo segundo, V, último párrafo, 
y 133 de la Constitución Federal, en relación con los diversos 4, fracción VII, y 76, párrafo segundo, de la Ley 
General de la materia, que establecen como requisitos del espacio público (área de cesión municipal) su 
“habitabilidad” y que no sean residuales ni estén ubicados en zonas inundables o de riesgos. Así, afirma que 
no se satisfacen los principios que orientan la política pública adoptada en la referida Ley General para la 
creación de espacio público que servirá para calles, banquetas, parques y jardines, que son servicios públicos 
que corresponde prestar al Municipio por disposición constitucional. 

Es fundado lo alegado por el Municipio actor, toda vez que las previsiones relativas a que las áreas de 
cesión municipal podrán ser destinada a “lagunas”, escapan del marco previsto en la Ley General  de la 
materia. 

En efecto, los artículos 74, párrafo tercero, fracción IV; 75, fracciones V y VI; y 76 de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, establecen lo siguiente: 

“Artículo 74. (...) 

Los planes o programas municipales de Desarrollo Urbano incluirán los aspectos 
relacionados con el uso, aprovechamiento y custodia del Espacio Público, contemplando 
la participación social efectiva a través de la consulta, la opinión y la deliberación con las 
personas y sus organizaciones e instituciones, para determinar las prioridades y los 
proyectos sobre Espacio Público y para dar seguimiento a la ejecución de obras, la 
evaluación de los programas y la operación y funcionamiento de dichos espacios y entre 
otras acciones, las siguientes: (...) 

IV. Definir la mejor localización y dimensiones de los equipamientos colectivos de interés 
público o social en cada Barrio con relación a la función que tendrán y a la ubicación de 
los beneficiarios, como centros docentes y de salud, Espacios Públicos para la 
recreación, el deporte y zonas verdes destinados a parques, plazas, jardines o zonas de 
esparcimiento, respetando las normas y lineamientos vigentes, y (...)” 

                                                 
70 “Artículo 210. (...) 
Las áreas de cesión para destinos serán clasificadas conforme al artículo 143 de esta Ley, como áreas verdes formadas por plazas, jardines y 
lagunas. 
El manejo de las aguas pluviales, indistintamente sobre el terreno natural o sobre losas, deberá captarse y conducirse a la red pública o al 
subsuelo mediante pozos de absorción. 
Estas áreas de cesión, podrán diseñarse como plazas, jardines y lagunas, con la única restricción que, por lo menos el 30% deberán ser 
jardines. (...) 
71 ““Artículo 250. El espacio público producto de cesión municipal conforme al artículo 210 de ésta Ley, será para la formación de áreas 
verdes, áreas recreativas y de convivencia. 
Estas áreas deberán destinarse para la construcción o habilitación de: 
I. Parques, plazas, lagunas y jardines; (...)” 
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“Artículo 75. El uso, aprovechamiento y custodia del Espacio Público se sujetará a lo 
siguiente: (...) 

V. Se procurará mantener el equilibrio entre las áreas verdes y la construcción de la 
infraestructura, tomando como base de cálculo las normas nacionales en la materia; 

VI. Los espacios públicos originalmente destinados a la recreación, el deporte y zonas 
verdes destinados a parques, jardines o zonas de esparcimiento, no podrán ser 
destinados a otro uso;” 

“Artículo 76. Las leyes locales establecerán las disposiciones tendientes a que los 
planes y programas de Desarrollo Urbano que implementen acciones de Densificación, 
garanticen una dotación suficiente de espacios públicos por habitante y conectividad 
con base en las normas aplicables, por medio de la adquisición y habilitación de 
espacios públicos adicionales a los existentes dentro del polígono sujeto a 
Densificación. 

Igualmente establecerán que los predios que con base en la normatividad aplicable, los 
fraccionadores y desarrolladores estén obligados a ceder al municipio para ser 
destinados a áreas verdes y equipamientos, no puedan ser residuales, estar ubicados en 
zonas inundables o de riesgos, o presentar condiciones topográficas más complicadas 
que el promedio del fraccionamiento o conjunto urbano. 

De los preceptos que anteceden se desprende que, con el uso, aprovechamiento y custodia del 
espacio público: 

a) Los Municipios cuentan con la facultad de definir, en sus planes o programas municipales de 
desarrollo urbano, la mejor localización y dimensiones de los equipamientos colectivos de interés público o 
social, como son las zonas verdes destinados a parques, plazas, jardines o zonas de esparcimiento; 

b) Se debe procurar mantener el equilibrio entre las áreas verdes y la construcción de la 
infraestructura; siendo que los espacios públicos originalmente destinados a zonas verdes destinados a 
parques, jardines o zonas de esparcimiento, no podrán ser destinados a otro uso; y 

c)  Las leyes locales deben establecer que disposiciones a través de las cuales los fraccionadores y 
desarrolladores estén obligados a ceder al municipio para ser destinados a áreas verdes y 
equipamientos, las que no puedan ser residuales, estar ubicados en zonas inundables o de riesgos, o 
presentar condiciones topográficas más complicadas que el promedio del fraccionamiento o conjunto 
urbano. 

En esos términos, resulta claro que la previsión relativa a que las áreas de cesión municipal puedan 
ser destinadas como “lagunas”, rompe el esquema previsto por la Ley General de la materia, pues ello 
implica que una parte de la cesión o donación a favor del Municipio se destine a un área residual, una 
zona inundable o con condiciones topográficas complicadas con relación al promedio del 
fraccionamiento conjunto urbano. 

Asimismo, al considerar el legislador local que las áreas verdes que contemple un área de cesión 
municipal puedan ser destinadas a “lagunas”, se vulnera el principio de protección y progresividad del 
espacio, previsto en el la fracción VII, del artículo 4 de la Ley General de la materia72, el cual se traduce 
en la obligación de los tres ordenes de gobierno de crear condiciones de habitabilidad de los espacios 
públicos, para una vida sana, la convivencia, recreación y seguridad ciudadana que considere las 
necesidades diferenciada por personas y grupos. Lo anterior, en relación con la competencia constitucional 
reconocida al ente municipal para la prestación y cumplimiento de las funciones y servicios públicos que tiene 
a su cargo, de conformidad con el artículo 115, fracciones III y IV, de la Constitución Federal. 

                                                 
72 ““Artículo 4. La planeación, regulación y gestión de los asentamientos humanos, Centros de Población y la ordenación territorial, deben 
conducirse en apego a los siguientes principios de política pública: (...) 
VII. Protección y progresividad del Espacio Público. Crear condiciones de habitabilidad de los espacios públicos, como elementos 
fundamentales para el derecho a una vida sana, la convivencia, recreación y seguridad ciudadana que considere las necesidades 
diferenciada por personas y grupos. Se fomentará el rescate, la creación y el mantenimiento de los espacios públicos que podrán ampliarse, o 
mejorarse pero nunca destruirse o verse disminuidos. En caso de utilidad pública, estos espacios deberán ser sustituidos por otros que 
generen beneficios equivalentes; (...)” 



  DIARIO OFICIAL Martes 15 de noviembre de 2022 

Por tanto, lo procedente es declarar la invalidez de las porciones normativas “y lagunas”, contenidas 
en los párrafos cuarto y sexto del artículo 210, así como la diversa “, lagunas”, contenida en la fracción I del 
artículo 250, ambos de la Ley local impugnada; de manera que tales preceptos, en esas partes, deberán 
leerse como sigue: 

“Artículo 210. (...) 

Las áreas de cesión para destinos serán clasificadas conforme al artículo 143 de esta 
Ley, como áreas verdes formadas por plazas, jardines. 

(...) 

Estas áreas de cesión, podrán diseñarse como plazas, jardines, con la única restricción 
que, por lo menos el 30% deberán ser jardines. (...) 

“Artículo 250. El espacio público producto de cesión municipal conforme al artículo 210 
de ésta Ley, será para la formación de áreas verdes, áreas recreativas y de convivencia. 

Estas áreas deberán destinarse para la construcción o habilitación de: 

I. Parques, plazas y jardines (...) 

D. La obligación de ceder áreas municipales para la constitución de parques, plazas, jardines viola 
los principios de certeza y seguridad jurídica en relación a su destinatario (artículos 210, 
fracción X, 230, fracción III y 234 de la Ley local impugnada). Análisis del décimo noveno concepto 
de invalidez. 

Finalmente, en su décimo noveno concepto de invalidez, el Municipio demandante manifiesta que 
los artículos 210, fracción X, 230, fracción III y 234 de la Ley local impugnada, establecen la obligación de 
ceder áreas municipales para la constitución de parques, plazas, jardines, a cargo de quien solicite la 
autorización de subdivisión o parcelación de un predio no comprendido en fraccionamiento autorizado; sin 
embargo, considera que la ambigüedad de tales preceptos impiden afirmar de forma categórica e indubitable 
que la subdivisión de un predio no comprendido en fraccionamiento autorizado genera realmente la obligación 
de ceder las áreas que corresponden al Municipio; esto es, no se genera certeza para determinar con 
precisión si esa obligación se actualiza a cargo de quien solicite la autorización de la subdivisión o parcelación 
de un predio no comprendido en fraccionamiento autorización. Aunado a ello, indica que esa obligación se 
limita a ceder área municipal a aquellos predios con uso de suelo habitacional, excluyendo el resto de predios 
con usos de suelo comercial, de servicios o industrial, lo cual no ocurría con la abrogada Ley de Desarrollo 
Urbano local, y que con ello se vulneran los artículos 115, fracciones III, inciso g), y IV, inciso a), y párrafo 
segundo, y 133 de la Constitución Federal, en relación con los diversos 57 y 76 de la Ley General de la 
materia. 

Los artículos impugnados por el Municipio actor en estos aspectos, se transcriben como sigue: 

“Artículo 210.- Quienes lleven a cabo cualquiera de las acciones de crecimiento urbano 
de las señaladas por el presente artículo deberán ceder gratuitamente al Municipio sin 
condición, reserva o limitación alguna para destinos y equipamiento urbano público, las 
siguientes superficies de suelo, denominadas Áreas de Cesión Municipal: (...) 

X. Parcelaciones o subdivisiones en predios habitacionales que no forman parte de 
fraccionamiento autorizado: se deberá ceder el 17% -diecisiete por ciento de la superficie 
total del predio, menos vialidades públicas y privadas, así como áreas de afectación, 
únicamente cuando se trate de parcelaciones de predios de 5,000-cinco mil metros 
cuadrados o más de superficie; tratándose de predios menores a 5,000-cinco mil metros 
cuadrados, si el área no es adecuada a las funciones públicas del Municipio se podrá 
hacer la cesión o el pago correspondiente en cuyo caso se tomará como base el valor 
comercial del predio que expida la Secretaría de Finanzas y Tesorería General del Estado, 
el cual tendrá una vigencia de 3-tres meses; y se diferirá ésta obligación conforme al 
Artículo 234 de esta Ley; (...)” 

“Artículo 230. La subdivisión es la partición de un predio ubicado dentro del área urbana 
y que no requiere del trazo de una o más vías públicas y deberá observar las siguientes 
normas básicas: (...) 



Martes 15 de noviembre de 2022 DIARIO OFICIAL  

III. Los predios sujetos a parcelación ubicados fuera de fraccionamientos autorizados, 

deberán ceder al Municipio el área municipal correspondiente conforme a lo dispuesto 

por el artículo 21273 de esta Ley; en concordancia con el artículo 234 de esta Ley; (...)” 

“Artículo 234. En el caso de parcelación o subdivisiones fuera de fraccionamiento 

autorizado, se deberá diferir la obligación de ceder áreas en favor del Municipio hasta 

que se autorice el uso, destino o incorporación del predio a que se refieren dichos 

preceptos.” 

Son infundados los argumentos que formula el Municipio actor, toda vez que no se advierte que los 

preceptos que impugna afecten o restrinjan en forma alguna su competencia constitucional, aunado a 

que de su sola lectura conjunta, sistemática y teleológica de los numerales que refiere, se desprende que la 

obligación de ceder áreas municipales en parcelaciones o subdivisiones en predios habitacionales que no 

forman parte de fraccionamiento autorizado, corresponde, precisamente como menciona el demandante, a 

cargo de quien solicite la autorización de la subdivisión o parcelación de un predio no comprendido en 

fraccionamiento autorización. 

Si bien es cierto que el artículo 230, en su fracción III, determina que “los predios” sujetos a 

parcelación ubicados fuera de fraccionamientos autorizados, “deberán ceder” al Municipio el área municipal 

correspondiente conforme lo disponen los artículos 212 y 234 de la Ley local impugnada, lo cierto es que ello 

no lleva generar inseguridad jurídica alguna a sus destinatarios, puesto resulta claro que la obligación de 

ceder el área municipal respectiva, corre a cargo del titular del predio sujeto a parcelación que se ubique 

fuera de fraccionamientos autorizados, quien en su caso deberá solicitar la autorización para la subdivisión 

o parcelación respectiva. 

Por otra parte, el artículo 210, fracción X, de la Ley local impugnada, establece, dos supuestos 

claramente diferenciados: 

a) En predios de cinco mil metros cuadrados o más, se deberá ceder el 17% (diecisiete por ciento), 

menos vialidades públicas y privadas, así como áreas de afectación; 

b)  En predios menores a cinco mil metros cuadrados, si el área no es adecuada a las funciones del 

Municipio, se podrá hacer cesión o el pago correspondiente, tomando en cuenta el valor comercial del predio 

que expida la Secretaría de Finanzas y Tesorería General del Estado, el cual tendrá una vigencia de tres 

meses; y defiriéndose esa obligación conforme al artículo 234, esto es, hasta que se autorice el uso, destino o 

incorporación del predio. 

De manera que no existe la falta de certeza o seguridad jurídica que alega el demandante en torno a 

las disposiciones normativas que impugna; siendo que este Tribunal Pleno no advierte afectación alguna a su 

competencia constitucional con tales previsiones. 

Ahora bien, en cuanto a que tales preceptos únicamente se refieren a la cesión de áreas municipales 
respecto de predios con uso de suelo habitacional, excluyendo los de uso comercial, de servicios e industrial, 
resulta igualmente infundado que ello afecte su competencia reconocida en el artículo 115 de la Constitución 
Federal, máxime que lo que impugna se encuentra comprendido en el artículo 212, en sus fracciones IV y V, 

                                                 
73 Artículo 212. En construcciones para nuevas edificaciones en terrenos no comprendidos en fraccionamiento autorizado, se deberá ceder 
una superficie a favor del Municipio conforme a lo siguiente: 
I. Los predios habitacionales unifamiliares, cederán el 17% -diecisiete por ciento del área libre de afectaciones, o 22-veintidós metros 
cuadrados por unidad de vivienda, lo que resulte mayor. 
En el caso de habitación unifamiliar o que la cesión del área no sea mayor de 300 –trescientos metros cuadrados, podrá hacerse la cesión o 
el pago correspondiente; 
II. Los predios habitacionales multifamiliares, cederán el 17% -diecisiete por ciento del área libre de afectaciones, o 22-veintidós metros 
cuadrados por unidad de vivienda, lo que resulte mayor; 
III. Los predios no habitacionales cederán o pagarán el 7% -siete por ciento del área libre de afectaciones; 
IV. Los predios mixtos cederán en forma proporcional conforme al artículo 210 de esta Ley; y 
V. Las demás consideraciones sobre las áreas de cesión, se estará a lo previsto en el artículo 210 de esta Ley. 
Cuando se opte por el pago, se tomará como base el valor comercial del predio que expida la Secretaría de Finanzas y Tesorería General del 
Estado, el cual tendrá vigencia de tres meses. 
Tratándose de cesión, esta deberá ser destinada para la formación de áreas verdes, equipamiento urbano público y reservas territoriales; en 
el caso de pago en efectivo, este deberá ser destinado a la adquisición de áreas verdes. 
La violación a lo dispuesto en este precepto será sancionada de conformidad con lo establecido en el artículo 50, fracción XXII, y demás 
aplicables de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de Nuevo León.” 
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de la propia Ley local impugnada, los cuales disponen, por una parte, que “Los predios mixtos cederán en 
forma proporcional conforme al artículo 210 de esta Ley” y “Las demás consideraciones sobre las 

áreas de cesión, se estará a lo previsto en el artículo 210 de esta Ley”. 

De esta manera, la cesión de áreas municipales que alega el Municipio no se restringe a los predios 
habitacionales, sino también aquellos que tengan usos de suelo mixtos y, en todo caso, respecto a las demás 
consideraciones sobre las áreas de cesión, se deberá estar a las reglas de cesión que dispone el referido 
artículo 210, cuyas fracciones III y IV, contemplan lo relativo a fraccionamientos comerciales y de servicios, 

así como de parques industriales, respectivamente, en los términos siguientes: 

“Artículo 210. Quienes lleven a cabo cualquiera de las acciones de crecimiento urbano de 
las señaladas por el presente artículo deberán ceder gratuitamente al Municipio sin 
condición, reserva o limitación alguna para destinos y equipamiento urbano público, las 
siguientes superficies de suelo, denominadas Áreas de Cesión Municipal: (...) 

III. Fraccionamientos comerciales y de servicios: el 7%-siete por ciento del área vendible, 
dichas superficies se destinarán a la formación de jardines, parques, plazas y similares; 

IV. Fraccionamientos o parques industriales: el 7%-siete por ciento del área vendible, 
dichas superficies se destinarán a la formación de áreas verdes y deportivas dentro del 
propio fraccionamiento; (...) 

En los conjuntos urbanos de cualquier tipo, así como las construcciones y edificaciones 
no comprendidas en fraccionamiento autorizado, las áreas de cesión municipal 
resultantes se cederán sobre el terreno natural de acceso libre para el público. 

(...)” 

Por tanto, atendiendo a lo infundado de los argumentos contenidos en el décimo noveno concepto de 
invalidez que formula el actor, lo procedente es reconocer la validez de los artículos 210, fracción X, 230, 
fracción III y 234 de la Ley local impugnada. 

DÉCIMO OCTAVO. Las previsiones relativas al fraccionamiento del suelo y construcción de 
vivienda, que obligan al Municipio a cubrir el costo o gastos inherentes a los servicios de alumbrado 
público y recolección de basura en un fraccionamiento en proceso de urbanización, violan su 
autonomía hacendaria. En su vigésimo primer concepto de invalidez, el Municipio actor aduce que los 
artículos 208, fracciones V y XIV, 214, fracción VI, incisos a) y b), y 258, fracciones V, VI, VII, VIII y IX, 287, 
fracciones IV y V, de la Ley local impugnada, regulan de forma exhaustiva la regulación del momento y 
condiciones bajo las cuales, por un lado, los promotores pueden comenzar a recibir los beneficios económicos 
del proceso de urbanización aún inconcluso y, por otro, que los Municipios deben asumir el costo financiero de 
los servicios de alumbrado público y recolección de basura de un fraccionamiento (a diferencia del resto de los 
servicios públicos municipales), aun cuando el promotor o desarrollador no haya obtenido la constancia de 
terminación de obras y liberación de garantías, y tampoco se haya materializado la municipalización de los 
servicios públicos. 

Al respecto, menciona que el artículo 205, fracción VI, de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano 
local74, establecía que el titular de la autorización de un fraccionamiento habitacional de urbanización 
inmediata, estaría obligado a cubrir los gastos de los servicios de agua potable, drenaje, sanitario, alumbrado 
público, recolección de basura y mantenimiento de la arborización hasta la fecha de la recepción por el 
Municipio de las obras y servicios terminados del fraccionamiento; sin excluir, como ahora lo hacen las 
normas impugnadas, el alumbrado público y la recolección de basura. 

En ese sentido, considera que el Congreso local se arroga la facultad del Municipio de regular la forma 
y términos en que pueden celebrarse las operaciones de venta y administrar los servicios públicos de su 
competencia. 

                                                 
74 “Artículo 205. El titular de la autorización de un fraccionamiento habitacional de urbanización inmediata, además de lo dispuesto en los 
artículos anteriores, estará afecto a las obligaciones siguientes: (...) 
IV. Cumplir con la obligación de terminar la construcción de las obras de urbanización, otorgando al municipio la garantía hipotecaria o fianza 
suficiente la cual deberá redactarse en la forma y términos que sea solicitado por dicha autoridad, misma que será liberada al cumplirse las 
obligaciones respectivas; (...)” 
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Las normas a que alude el Municipio actor, artículos 208, fracciones V y XIV, 214, fracción VI, incisos 
a) y b), y 258, fracciones V, VI, VII, VIII y IX, 287, fracciones IV y V, de la Ley local impugnada, establecen lo 
siguiente: 

“Artículo 208. Quienes lleven a cabo alguno de los fraccionamientos señalados en las 
fracciones I al V del artículo 20675 de esta Ley, estarán obligados a realizar las siguientes 
obras de urbanización: (...) 

V. El alumbrado público, el cual deberá contar con un sistema ahorrador de energía y ser 
conforme a las especificaciones municipales; 

(...) 

XIV. Las obras de urbanización mencionadas anteriormente, deberán ejecutarse 
conforme al proyecto ejecutivo urbanístico y calendario de obra que se acuerde con la 
Autoridad Municipal, y no podrá excederse de cinco años a partir de la fecha de 
autorización, pudiéndose solicitar una prórroga para su cumplimiento; y 

(...)” 

“Artículo 214. El titular de la autorización de un fraccionamiento habitacional de 
urbanización inmediata, además de lo dispuesto en los artículos anteriores, estará afecto 
a las obligaciones siguientes: (...) 

VI. Cubrir los gastos de los servicios públicos municipales, en los siguientes términos: 

a) El alumbrado público y la recolección de basura, hasta por 6-seis meses después de la 
inscripción del proyecto de ventas, en el Instituto Registral y Catastral del Estado de 
Nuevo León. 

El titular del fraccionamiento autorizado deberá presentar al Municipio correspondiente, 
el proyecto de ventas debidamente inscrito en el Instituto Registral y Catastral del Estado 
de Nuevo León y la autoridad municipal competente, en el término máximo de 5 días 
hábiles posteriores, expedirá y entregará al titular, la carta dirigida a la compañía 
prestadora del servicio del alumbrado público y la carta dirigida a la compañía 
prestadora del servicio de recolección de basura, donde les informa de la fecha en que la 
factura correspondiente será elaborada con cargo al Municipio, la cual será a los 6 meses 
posteriores a la fecha de inscripción mencionada; y 

b) Los servicios de agua potable, drenaje sanitario y electricidad de los equipamientos, 
mantenimiento de la arborización y vigilancia, hasta la municipalización del 
fraccionamiento. (...)” 

“Artículo 258. El fraccionamiento y la urbanización del suelo se sujetarán a las siguientes 
etapas: (...) 

I. Factibilidad de fraccionar y urbanizar el suelo; Constituye La Factibilidad de Uso de 
Suelo; 

II. Fijación de lineamientos generales de diseño urbano; 

III. Proyecto urbanístico o su modificación; Constituye la Licencia de Uso de Suelo; 

IV. Plano de rasantes; 

V. Proyecto ejecutivo urbanístico o su modificación; Constituye la Licencia de 
Construcción; 

VI. Autorización de Proyecto de ventas y garantía suficiente; 

VII. Prórrogas para terminación de obras; 

VIII. Constancia de terminación de obras y liberación de garantías; y 

IX. Municipalización.” 

                                                 
75 “Artículo 206. El fraccionamiento y la urbanización del suelo deberán cumplir con lo dispuesto en los planes o programas de desarrollo 
urbano, asentamientos humanos u ordenamiento territorial aplicables, además de lo que determinen las disposiciones de carácter general que 
expida la autoridad municipal correspondiente. 
Para los efectos de esta Ley los fraccionamientos se clasifican en: 
I. Fraccionamientos habitacionales de urbanización inmediata; 
II. Fraccionamientos habitacionales de urbanización progresiva; 
III. Fraccionamientos comerciales y de servicios; 
IV. Fraccionamientos o parques Industriales; 
V. Fraccionamientos funerarios o cementerios; (...)” 
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“Artículo 287. Las resoluciones que emita la autoridad municipal competente en las 
diferentes etapas dentro del procedimiento para el desarrollo de un fraccionamiento, 
autorizarán a los desarrolladores a: (...) 

IV. En el caso de la autorización del proyecto de ventas o enajenación: después de la 
inscripción del plano, y el acuerdo en el Instituto Registral y Catastral del Estado de 
Nuevo León, establecer relaciones con terceros con el propósito de transmitir la 
propiedad de los diferentes lotes que componen el fraccionamiento; y 

V. En el caso de la constancia de terminación de obras y el levantamiento del acta 
correspondiente: tendrán como consecuencia la liberación de las garantías otorgadas y 
de los compromisos contraídos a cargo del desarrollador; subsistiendo solo las 
garantías necesarias contra vicios ocultos de pavimento, cordones, banquetas y drenaje 
pluvial por un periodo de 3-tres años.” 

Es infundado lo que hace valer el Municipio actor, pues el hecho de que el legislador local disponga 
que el costo financiero de los servicios municipales de alumbrado público y recolección de basura, en 
tratándose de fraccionamiento habitacionales de urbanización inmediata, pasará al Municipio seis meses 
después de la inscripción del proyecto de ventas en el Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo 
León, no implica en forma alguna que se vulnere su competencia constitucional, ni que el legislador 
local se arrogue la forma y términos en que pueden celebrarse las operaciones de venta o la forma en que el 
Municipio debe administrar los servicios públicos de su competencia. 

Ello es así, pues en los artículos 271 y 272 de la Ley local impugnada se establece como potestad del 
Municipio la aprobación del proyecto de ventas respectivo, disposición que reconoce la posibilidad que puede 
ser aprobado aun cuando no se hayan concluido las obras de urbanización e instalación de servicios públicos. 
Dichos dispositivos establecen lo siguiente: 

“Artículo 258. El fraccionamiento y la urbanización del suelo se sujetarán a las siguientes 
etapas: 

I. Factibilidad de fraccionar y urbanizar el suelo; Constituye La Factibilidad de Uso de 
Suelo; 

II. Fijación de lineamientos generales de diseño urbano; 

III. Proyecto urbanístico o su modificación; Constituye la Licencia de Uso de Suelo; 

IV. Plano de rasantes; 

V. Proyecto ejecutivo urbanístico o su modificación; Constituye la Licencia de 
Construcción; 

VI. Autorización de Proyecto de ventas y garantía suficiente; 

VII. Prórrogas para terminación de obras; 

VIII. Constancia de terminación de obras y liberación de garantías; y 

IX. Municipalización.” 

“Artículo 271. Aun cuando no se hayan concluido las obras de urbanización e instalación 
de servicios públicos en un fraccionamiento, la autoridad municipal podrá autorizar el 
proyecto de ventas, para la celebración de operaciones tendientes a la transmisión de la 
propiedad o posesión de lotes o superficies previstas para su venta, siempre y cuando 
se cuente con el Proyecto Ejecutivo Urbanístico autorizado e inscrito en el Instituto 
Registral y Catastral del Estado de Nuevo León, y haya cumplido con: 

I. La transmisión de las áreas destinadas a vías, servicios y demás funciones públicas, 
según lo establece esta Ley y la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de 
Nuevo León; y 

II. El otorgamiento de la garantía hipotecaria o fianza suficiente a favor del Municipio la 
cual deberá redactarse en la forma y términos que sea solicitado por dicha autoridad, 
sobre el cumplimiento de las obligaciones faltantes por realizarse más un 20%. La 
duración de esta garantía, será conforme al programa de obras por ejecutar. 
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Se consideran fiscales los créditos a favor del Municipio derivados del incumplimiento 
de obligaciones referentes a la realización de obras o infraestructuras de urbanización e 
instalaciones de servicios públicos, en toda clase de fraccionamientos o conjuntos.” 

“Artículo 272. Una vez expedida la autorización del proyecto de ventas, para celebrar 
operaciones tendientes a la transmisión de la propiedad, el fraccionador deberá inscribir 
los planos autorizados ante el Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León. 
Con este acto se tendrán por transmitidas o cedidas las áreas correspondientes al 
Municipio, quedando pendiente la prestación de los servicios públicos que corresponden 
al Municipio, conforme el artículo 214 de esta Ley.” 

“Artículo 282. Para solicitar la municipalización de un fraccionamiento, el interesado 
deberá presentar a la autoridad municipal competente la siguiente documentación: 

I. Solicitud de municipalización del fraccionamiento; 

II. Copia de la constancia de terminación de obras y liberación de garantías; 

III. Documento que acredite el pago de las contribuciones correspondientes; y 

IV. Recibos actualizados del pago de los servicios públicos correspondientes.” 

“Artículo 283. La municipalización de un fraccionamiento tendrá por objeto que el 
Municipio se haga cargo de la prestación de los servicios públicos que le correspondan 
en concordancia con el artículo 213 de la presente Ley y se formalizará mediante un acta 
de entrega recepción que será firmada por el interesado y el Municipio en un término no 
mayor de 10-diez días hábiles contados a partir de la presentación de la solicitud 
correspondiente.” 

De lo transcrito se desprende que, en términos de la Ley local impugnada, el proceso de 
fraccionamiento y urbanización se constituye por diversas etapas, dentro de las cuales se encuentra, por un 
lado, la autorización del proyecto de ventas y garantía suficiente; y por otro, la municipalización. 

La municipalización constituye la última fase del proceso de fraccionamiento y urbanización, y tiene por 
objeto que el Municipio se haga cargo de la prestación de los servicios públicos que le corresponden y se 
formaliza mediante un acta de entrega recepción firmada por el interesado y el ente municipal en un término 
no mayor de diez días hábiles contados a partir de la presentación de la solicitud correspondiente. 

Ahora bien, de conformidad con los preceptos en cita, la etapa de aprobación del proyecto de 
ventas y garantía, queda a cargo de la autoridad municipal competente, la cual cuenta con la potestad de 
autorizar dicho proyecto, aun cuando no se hayan concluido las obras de urbanización e instalación de 
servicios públicos en un fraccionamiento, sin que en forma alguna se advierta que el legislador local lo 
someta a realizar dicha aprobación, cuando el desarrollador no haya obtenido la constancia de 
terminación de obras y liberación de garantías, ni se haya materializado la municipalización de los 
servicios públicos. 

En efecto, el proyecto de ventas una vez autorizado, permite al desarrollador la celebración de 
operaciones tendientes a la transmisión de la propiedad o posesión de lotes o superficies previstas para su 
venta, siempre y cuando se cuente con el Proyecto Ejecutivo Urbanístico autorizado e inscrito en el 
Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León. Asimismo, de conformidad con la fracción II del 
artículo 271 de la Ley local citada, ello se encuentra sujeto al otorgamiento de una garantía hipotecaria o 
fianza suficiente a favor del Municipio la cual deberá redactarse en la forma y términos que sea 
solicitado por dicha autoridad, sobre el cumplimiento de las obligaciones faltantes por realizarse más 
un 20%, y cuya duración, será conforme al programa de obras por ejecutar. 

Aunado a ello, contrario a lo que aduce el Municipio actor, el Congreso local no restringe ni obliga 
en forma alguna la potestad del Municipio para determinar el momento en que el desarrollador, 
atendiendo a los avances de las obras de infraestructura urbana, deberá trasladar al ente municipal los 
servicios relativos al alumbrado público y recolección de basura, puesto que, en todo caso, para llevar a 
cabo su inscripción en el Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León, el proyecto de 
ventas respectivo deberá ser aprobado por el Municipio, cumpliendo los requisitos legales previstos para 
tal efecto, dentro de los cuales se establece la garantía hipotecaria o fianza citada; momento a partir del cual 
contarán seis meses para el traslado de los servicios públicos referidos, lo cual, se reitera, queda a potestad 
del orden de gobierno municipal. 
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Por tanto, las disposiciones impugnadas no obligan en forma alguna al Municipio actor a asumir 
el costo financiero de los servicios de alumbrado público y recolección de basura de un 
fraccionamiento, cuando el promotor o desarrollador no haya obtenido la constancia de terminación de obras 
y liberación de garantías, y tampoco se haya materializado la municipalización de los servicios públicos 

En esos términos, no se advierte que el legislador local restrinja o limite en forma alguna la 
competencia que tiene el Municipio actor para la prestación de los servicios públicos que tiene a su 
cargo, ni se le restringe en forma alguna su facultad que determine el momento en que deberá asumir 
el costo financiero de los mismos; por tanto lo procedente es reconocer la validez de los artículos 208, 
fracciones V y XIV, 214, fracción VI, incisos a) y b), 258, fracciones V, VI, VII, VIII y IX, y 287, fracciones IV y 
V, de la Ley local impugnada. 

DÉCIMO NOVENO. La Ley local impugnada viola el principio de progresividad, en cuanto a 
descentralización política se refiere, la función democrática del régimen municipal y reduce la 
participación ciudadana (artículo 426, fracción I, de la Ley local impugnada). En su décimo cuarto 
concepto de invalidez, el Municipio actor alega que el Congreso de Nuevo León al expedir la Ley local 
impugnada, viola el artículo 23, punto 1, inciso a), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en 
relación con las Directrices Internacionales sobre Descentralización y Fortalecimiento de las Autoridades 
Locales, expedidas por el Consejo de Administración del Programa de las Naciones Unidas para los 
Asentamientos Humanos, así como la Declaración de Quito sobre Ciudades y Asentamientos Humanos 
Sostenibles, aprobada el veinte de octubre de dos mil dieciséis en la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre la Vivienda y el Desarrollo Urbano Sostenible (HABITAT III), en el marco del Programa de las Naciones 
Unidas para los Asentamientos Humanos (ONU-HÁBITAT) 

Sostiene que en comparación con los artículos 19, 20 y 22 de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano 
del Estado de Nuevo León, la Ley local impugnada elimina las disposiciones en las que se establecía que, en 
los procesos de actualización o modificación de los planes y programas de desarrollo urbano, la participación 
ciudadana constituía una forma de coadyuvancia entre vecinos y autoridades municipales, y que podía darse 
a través del ejercicio de derecho de petición previsto en el artículo 8 de la Constitución Federal, o bien a 
través de la denuncia ciudadana o de la consulta pública. 

Así, explica que el artículo 426, fracción I,76 de la Ley local impugnada, establece que las materias 
comprendidas en la participación ciudadana son aquéllas que se relacionan con la formulación, seguimiento y 
evaluación del cumplimiento de los planes o programas de desarrollo urbano y sus modificaciones, que son 
formas de contraloría; en cambio, la Ley abrogada establecía que la participación ciudadana comprendía la 
vigilancia social como una forma de coadyuvancia directa y no solo como mecanismo de contraloría social. 

Con ello pretende el Municipio actor pretende evidenciar que se reduce la participación ciudadana al 
mero análisis y reflexión de la problemática urbana, por lo que ahora los ciudadanos no pueden hacer, ni 
exigir, a las autoridades locales propuestas significativas en aspectos relevantes como la determinación y 
control de la zonificación, usos y destinos de áreas y predios de los centros de población, ni la construcción y 
mejoramiento de la vivienda de interés social y popular, en comparación con los derechos que comprendía la 
participación ciudadana en la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local. 

Ahora bien, en atención a lo alegado por el Municipio actor, basta mencionar que el artículo 56 de la 
Ley local impugnada, prevé que el procedimiento de consulta pública a seguir por las autoridades 
competentes, en relación a la aprobación, expedición, modificación o actualización de los planes y programas 
de desarrollo urbano, el cual, incluso queda a instancia del orden de gobierno municipal el lleva a cabo su 
inicio, como ya fue analizado en este fallo, sin que se advierta en forma alguna afectación o restricción a la 
competencia del ente municipal. 

No obstante, se debe precisar que los argumentos que formula el Municipio, en torno a la reducción de 
la participación ciudadana, resultan inatendibles en esta instancia constitucional, pues ha sido criterio de este 
Tribunal Pleno que las violaciones a derechos fundamentales de las personas no se pueden reclamar a través 
de la controversia constitucional, toda vez que no constituye la vía idónea para hacerlo. 

                                                 
76 “Artículo 426. Las autoridades deberán promover la participación social al menos en las materias siguientes: 
I. La formulación, seguimiento y evaluación del cumplimiento de los planes o programas de Desarrollo Urbano y sus modificaciones, así como 
en aquellos mecanismos de planeación simplificada, en los términos de esta Ley; 
II. La supervisión del financiamiento, construcción y operación de proyectos de infraestructura, equipamiento y prestación de servicios 
públicos urbanos; 
III. El financiamiento y operación de proyectos estratégicos urbanos, habitacionales, industriales, comerciales, recreativos y turísticos; 
IV. La ejecución de acciones y obras urbanas para el Mejoramiento y Conservación de zonas populares de los Centros de Población y de las 
comunidades rurales e indígenas; 
V. La protección del patrimonio natural y cultural de los Centros de Población; 
VI. La preservación del ambiente en los Centros de Población; y 
VII. La prevención, control y atención de riesgos y contingencias ambientales y urbanas en los Centros de Población.” 
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Al resolver las controversias constitucionales 21/2006 y 54/2009, se reconoció que el criterio contenido 
en la tesis P./J. 101/99, de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA FINALIDAD DEL CONTROL 
DE LA REGULARIDAD CONSTITUCIONAL A CARGO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN INCLUYE TAMBIÉN DE MANERA RELEVANTE EL BIENESTAR DE LA PERSONA HUMANA 
SUJETA AL IMPERIO DE LOS ENTES U ÓRGANOS DE PODER” (Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo X, septiembre de 1999, página 708, registro 193257) ha sido matizado. Es 
decir, la finalidad de la controversia constitucional no consiste en analizar posibles violaciones a 
derechos fundamentales de manera desvinculada a algún problema de probable invasión de esferas 
de competencia. 

Los reclamos del Municipio actor, relativos esencialmente a que la Ley local impugnada reduce la 
participación ciudadana al mero análisis y reflexión de la problemática urbana, en comparación con los 
derechos que reconocía la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local, en modo alguno se relacionan con 
alguna violación competencial, sino que versan exclusivamente sobre violaciones a derechos 
fundamentales de los gobernados. 

Por este motivo, son inatendibles las alegaciones del Municipio demandante, pues con ello no hace 
referencia alguna a violaciones a facultades constitucionales conferidas al ente municipal, sino que 
únicamente alegan violaciones a derechos fundamentales de las personas. 

Como se sostuvo en los precedentes ya citados, si se realizara el estudio de constitucionalidad 
solicitado por la parte actora, se desnaturalizaría el sistema procesal de las controversias constitucionales, 
pues éste se encamina, primordialmente, a preservar las competencias de cada orden de gobierno previstas 
en la Constitución federal. 

Similares consideraciones fueron sustentadas por el Tribunal Pleno al resolver las controversias 
constitucionales 62/200977 y 104/200978, en sesión de dos de mayo de dos mil trece, así como en la diversa 
controversia 19/201779, resuelta el cuatro de febrero de dos mil veintiuno. 

Por tanto, debe reconocerse la validez del artículo 426, fracción I, de la Ley local impugnada. 

VIGÉSIMO. Efectos. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 41, fracciones IV y V y 45, en 
relación con el numeral 73 de la Ley Reglamentaria de la materia, esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación está facultada para determinar los órganos obligados a cumplirla, el término para el cumplimiento y la 
fecha en la que producirán sus efectos la sentencia que dicte en este medio de control constitucional. 

Atendiendo a ello, en términos de lo determinado en la parte final del considerando séptimo, procede 
declarar la invalidez de los artículos 1, párrafo segundo, fracción II, 79, fracción III, en su porción 
normativa que dice: “y evitar la imposición de cajones de estacionamiento”, 86, fracción II, inciso b), y 
111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial de la entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

Por otra parte, acorde con lo determinado en el considerando décimo de este fallo, lo procedente es 
declarar la invalidez de los artículos 20, párrafo segundo, y Décimo Transitorio, ambos de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada 
en el Periódico Oficial de la entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

                                                 
77 Por mayoría de siete votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Pardo 
Rebolledo, Pérez Dayán, y Presidente Silva Meza, se aprobó la determinación consistente en declarar infundados los conceptos de invalidez 
en los que se aducen violaciones a derechos fundamentales. Los señores Ministros Zaldívar Lelo de Larrea y Aguilar Morales votaron en 
contra (La señora Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas no asistió a la sesión celebrada el dos de mayo de dos mil trece previo 
aviso a la Presidencia. El señor Ministro Sergio A. Valls Hernández no participó en esta votación). 
78 Por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Pardo 
Rebolledo, Valls Hernández, con reserva; Pérez Dayán y Presidente Silva Meza, se determinó declarar infundados los conceptos de invalidez 
en los que se aducen violaciones a derechos fundamentales. Los señores Ministros Zaldívar Lelo de Larrea y Aguilar Morales votaron en 
contra (La señora Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas no asistió a la sesión celebrada el dos de mayo de dos mil trece previo 
aviso a la Presidencia). 
79 Por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las consideraciones, respecto del considerando décimo octavo, denominado “Exclusión de la 
participación ciudadana en materia de asentamientos humanos y de la denuncia administrativa como mecanismo de coadyuvancia entre la 
ciudadanía y las autoridades municipales competentes”, consistente en reconocer la validez de los artículos 104, 105, 106 y 108 de la Ley 
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, expedida mediante el decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis. El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto 
concurrente. 
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Además, derivado de lo determinado en el considerando décimo primero de esta ejecutoria, debe 
declararse la invalidez de la porción normativa “decretadas por la Federación o el Estado conforme la 
Legislación aplicable;”, contenida en el inciso a), de la fracción III del artículo 136 de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada 
en el Periódico Oficial de la entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete, de manera que 
dicho precepto, en la parte conducente, deberá leerse como sigue: 

“Artículo 136. A los Municipios corresponderá formular, aprobar y administrar la 
zonificación de su territorio, la que deberá establecerse en los programas de desarrollo 
urbano de centros de población, en donde las áreas que integran y delimitan los centros 
de población o zonificación primaria se clasifican como sigue: 

I. Áreas urbanas o urbanizadas; 

II. Áreas de reserva para el crecimiento urbano o urbanizables; y 

III. Áreas no urbanizables en los siguientes términos: 

a) Por causa de preservación ecológica; 

b) Por mantenimiento de actividades productivas dentro de los límites de los centros de 
población; 

c) Por altos riesgos no mitigables previstas en los atlas de riesgo nacional, estatal y 
municipal; y 

d) Por pendientes mayores al 45%.” 

Acorde con lo establecido en el considerando décimo segundo, procede declarar la invalidez de los 
artículos 367, párrafo segundo, en su porción normativa “, mismo término que tendrá la autoridad 
municipal para presentar ante la autoridad judicial la solicitud para ratificar la medida mediante una 
suspensión o clausura”, 370, en su porción normativa “y judiciales”, 376, párrafo primero, en su porción 
normativa “judiciales”, y 382, párrafos segundo, tercero y cuarto, de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial de 
la entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete, a fin de que éstos preceptos lean como 
sigue: 

“Artículo 367. Para los efectos de esta Ley se considerarán medidas cautelares de 
seguridad la ejecución de ordenamientos que con fundamento en preceptos legales 
dicten las autoridades municipales a fin de evitar daños que puedan causar 
excavaciones, instalaciones, construcciones y obras en edificaciones tanto públicas 
como privadas. 

La medida prevista en la fracción I del artículo 368 tendrá la duración de 5-cinco días 
hábiles. 

(...).” 

“Artículo 370. Para la aplicación de medidas de seguridad y sanciones que establece esta 
Ley, las autoridades municipales harán uso de los medios legales necesarios, incluyendo 
el auxilio de la fuerza pública y el arresto” 

“Artículo 376. Serán sanciones: 

I. La suspensión de los trabajos; y 

II. La clausura, parcial o total de obra;” 

“Artículo 382. Se sancionará con la suspensión o clausura definitiva total o parcial de 
excavaciones, instalaciones, construcciones, obras de urbanización y construcción 
relativa a fraccionamientos y venta de lotes, obras para edificaciones o para soportar 
anuncios o servicios en los siguientes casos: 

I. Cuando sin contar con permiso o autorización, el o los propietarios, ordenen, contraten 
o permitan la realización de alguna excavación, instalación, construcción, demolición, 
movimiento de tierra, desmonte o tala de árboles en un predio de su propiedad; 

II. Cuando sin contar con permiso o autorización se realice una excavación, 
construcción, instalación, o se depositen materiales o escombros que afecten la vía 
pública, terreno del dominio público o afecto a destino común; 
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III. Cuando el alineamiento establezca, al predio, restricciones o afectaciones y éstas no 
se respeten; 

IV. Cuando el o los propietarios de un predio realicen una construcción sin contar con 
las constancias o licencias necesarias; 

V. Cuando el o los propietarios den a un predio o construcción un uso o destino diferente 
al autorizado o incumplan con la densidad, los coeficientes de ocupación y utilización del 
suelo aplicable; 

VI. Cuando el o los propietarios de un predio o construcción no respeten las 
disposiciones de la Ley, su reglamentación o los planes de desarrollo urbano; 

VII. Cuando se ejecuten obras, instalaciones o edificaciones en lugares prohibidos por la 
Ley, su reglamentación o los planes y programas de desarrollo urbano; 

VIII. Cuando se utilicen, sin las autorizaciones correspondientes, explosivos para 
excavaciones o demoliciones; 

IX. Cuando se realicen obras de construcción, urbanización y similares relativas a un 
fraccionamiento, sin contar con la factibilidad, licencia, permiso, o autorización 
correspondiente; 

X. Cuando se obstaculice o impida en alguna forma el cumplimiento de las ordenes de 
inspección expedidas por la autoridad competente; 

XI. Cuando se realice o promueva la venta de lotes, predios y edificaciones de un 
fraccionamiento, sin contar con la licencia, permiso o autorización correspondiente; 

XII. Cuando se promueva o permita la ocupación de un predio o edificación sin contar 
con las licencias, permisos y autorizaciones correspondientes o violando el uso de suelo 
que le corresponde; y 

XIII. Cuando el propietario, poseedor o responsable de obras que se lleven a cabo en 
inmuebles ubicados en zonas de riesgo establecidas en el Atlas de riesgos, realice obras 
o instalaciones o actos sin permiso o autorizaciones, o teniéndolo no cumpla con el 
mismo.” 

De conformidad con la parte final del considerando décimo tercero, debe declararse la invalidez del 
artículo 319 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado 
de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial de la entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos 
mil diecisiete. 

En términos del análisis efectuado en el considerando décimo cuarto, debe declararse la invalidez 
de los artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial de la entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

De acuerdo con la parte final del considerando décimo séptimo, apartado A, debe declararse la 
invalidez del artículo 210, párrafo noveno, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial 
y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial de la entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

Finalmente, conforme a lo determinado en el considerando décimo séptimo, apartado C, de este 
fallo, debe declararse la invalidez de las porciones normativas “y lagunas”, contenidas en los párrafos 
cuarto y sexto del artículo 210, así como la diversa “, lagunas”, contenida en la fracción I del artículo 250, 
ambos de la multicitada Ley local; de manera que tales preceptos, deberán leerse como sigue: 

“Artículo 210. (...) 

Las áreas de cesión para destinos serán clasificadas conforme al artículo 143 de esta 
Ley, como áreas verdes formadas por plazas, jardines. 

(...) 

Estas áreas de cesión, podrán diseñarse como plazas, jardines, con la única restricción 
que, por lo menos el 30% deberán ser jardines. (...) 
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“Artículo 250. El espacio público producto de cesión municipal conforme al artículo 210 

de ésta Ley, será para la formación de áreas verdes, áreas recreativas y de convivencia. 

Estas áreas deberán destinarse para la construcción o habilitación de: 

I. Parques, plazas y jardines (...).” 

En esos términos, las declaratorias de invalidez decretadas por virtud de este fallo surtirán sus 
efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos del presente fallo al Congreso del Estado 
de Nuevo León y de acuerdo con lo establecido en el artículo 105, fracción I, penúltimo y último párrafo, de la 
Constitución Federal, se limitan a la esfera jurídica del Municipio actor.80 

Por lo expuesto y fundado, se 

RESUELVE: 

PRIMERO. Es parcialmente procedente y parcialmente fundada la presente controversia constitucional. 

SEGUNDO. Se sobresee respecto de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano, expedida mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis, así como de las referidas “consecuencias directas o 
indirectas, mediatas o inmediatas, que de hecho o por derecho deriven o resulten de las normas y 
actos cuya invalidez se reclama”, en los términos del considerando quinto de esta decisión. 

TERCERO. Se reconoce la validez de los artículos 1, párrafo segundo, fracciones I, III y IV, 3, 
fracciones XXIII, LIV, XCV, XCVI y XCVII, 9, fracción IX, 10, fracciones XX, XXI y XXVI, 11, 42, párrafos 
primero y quinto, 50, último párrafo, 52, 53, fracción IX, 56, penúltimo párrafo, 57, primer párrafo, 79 –con la 
salvedad precisada en el punto resolutivo cuarto–, 86 –con la salvedad precisada en el punto resolutivo 
cuarto–, 88, 111 –con la salvedad precisada en el punto resolutivo cuarto–, 136, fracción III, inciso c), 208, 
fracciones V y XIV, 210, fracción X, y párrafos octavo y décimo, 214, fracción VI, incisos a) y b), 230, fracción 
III, 234, 258, fracciones de la V a la IX, 259, 287, fracciones IV y V, 305, párrafo segundo, 309, 328, 368, 
fracción I, 375, 382, párrafo primero, y 426, fracción I, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, 
publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete, 
en atención a los considerandos séptimo, octavo, noveno, décimo segundo, décimo tercero, décimo quinto, 
décimo sexto, décimo séptimo, apartados B y D, décimo octavo y décimo noveno de esta determinación. 

CUARTO. Se declara la invalidez de los artículos 1, párrafo segundo, fracción II, 20, párrafo segundo, 
79, fracción III, en su porción normativa “y evitar la imposición de cajones de estacionamiento”; 86, 
fracción II, inciso b), 111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, 136, fracción III, inciso a), en su porción 
normativa “decretadas por la Federación o el Estado conforme la Legislación aplicable”, 210, párrafos 
cuarto, sexto, en sendas porciones normativas “y lagunas”; y noveno, 250, párrafo segundo, fracción I, en su 
porción normativa “lagunas”, 291, fracción I, 304, fracción I, 313, 319, 367, párrafo segundo, en su porción 
normativa “mismo término que tendrá la autoridad municipal para presentar ante la autoridad judicial la 
solicitud de ratificar la medida mediante una suspensión o clausura”, 370, en su porción normativa “y 
judiciales”, 376, párrafo primero, en su porción normativa “judiciales”, y 382, párrafos segundo, tercero y 
cuarto, así como transitorio décimo de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el 
Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete, lo cual surtirá 
sus efectos únicamente entre las partes a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del 
Estado de Nuevo León, en términos de los considerandos séptimo, del décimo al décimo cuarto, décimo 
séptimo, apartados A y C, y vigésimo de esta ejecutoria. 

QUINTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del 
Estado de Nuevo León, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente. 

                                                 
80 Véase la tesis jurisprudencial 9/99, emitida por este Tribunal Pleno, de rubro “CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. LOS EFECTOS 
GENERALES DE LA DECLARACIÓN DE INVALIDEZ DE NORMAS GENERALES, DEPENDEN DE LA CATEGORÍA DE LAS PARTES 
ACTORA Y DEMANDADA”, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, Tomo IX, abril de 1999, 
página 281. 
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Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto de los considerandos primero, segundo, tercero, cuarto y sexto relativos, respectivamente, a la 
competencia, a la legitimación activa, a la legitimación pasiva, a la oportunidad (tener como oportunamente 
impugnada la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado 
de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete) y a las cuestiones previas y al catálogo de temas 
que serán analizados en el fondo del asunto. 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa con reserva de criterio, Franco González Salas 
con precisiones, Aguilar Morales con precisiones, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán 
y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando quinto, relativo a las causales de 
improcedencia, consistente en determinar innecesario el estudio de las causas de improcedencia hechas valer 
por el Poder Ejecutivo Federal y las Cámaras del Congreso de la Unión, atinentes a la litispendencia de la 
controversia constitucional 22/2017 y la falta de interés legítimo del municipio actor. La señora Ministra Piña 
Hernández votó en contra y anunció voto particular. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa por consideraciones diversas, Franco González 
Salas con reserva de criterio, Aguilar Morales con reserva de criterio, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos 
Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando quinto, 
relativo a las causales de improcedencia, consistente en sobreseer respecto de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, expedida mediante el decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis, al actualizarse 
la causa de improcedencia por cosa juzgada. 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa con reserva de criterio, Franco González Salas 
con precisiones, Aguilar Morales con precisiones, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán 
y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando quinto, relativo a las causales de 
improcedencia, consistente en sobreseer, de oficio, respecto de las referidas “consecuencias directas o 
indirectas, mediatas o inmediatas, que de hecho o por derecho deriven o resulten de las normas y actos cuya 
invalidez se reclama”. La señora Ministra Piña Hernández votó en contra y anunció voto particular. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas con reserva de criterio, 
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente 
Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando séptimo, denominado “Impugnaciones dirigidas a combatir 
la falta de competencia del Congreso de Nuevo León para emitir la Ley local impugnada, ampliar su objeto e 
imponer un único modelo de desarrollo urbano, en violación a la forma del Estado Federal, la 
descentralización política y la autonomía municipal”, consistente en reconocer la validez de los artículos 1, 
párrafo segundo, fracciones I, III y IV, 3, fracciones XXIII, XCV, XCVI y XCVII, 11, 79, salvo su fracción III, en 
su porción normativa “y evitar la imposición de cajones de estacionamiento”, 86, salvo su fracción II, inciso b), 
88 y 111, salvo su fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto 
Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil 
diecisiete. La señora Ministra Piña Hernández anunció voto concurrente. 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández en 
contra de las consideraciones, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del considerando noveno, denominado “Las facultades otorgadas a la Secretaría de Desarrollo 
Sustentable del Estado para expedir normas técnicas estatales en materia de impacto, imagen y estética 
urbanas, así como la protección del patrimonio cultural inmueble, transgreden la autonomía municipal y 
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generan subordinación al Ejecutivo local”, consistente en reconocer la validez de los artículos 3, fracción LIV, 
y 328 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de 
Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. El señor Ministro González Alcántara Carrancá 
votó por la invalidez de los artículos 3, fracción LIV, y 328, párrafo segundo, fracción I. La señora Ministra Piña 
Hernández anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández en contra de las consideraciones, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando noveno, denominado “Las facultades otorgadas 
a la Secretaría de Desarrollo Sustentable del Estado para expedir normas técnicas estatales en materia de 
impacto, imagen y estética urbanas, así como la protección del patrimonio cultural inmueble, transgreden la 
autonomía municipal y generan subordinación al Ejecutivo local”, consistente en reconocer la validez de los 
artículos 10, fracciones XX, XXI y XXVI, y 50, párrafo último, de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto 
Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil 
diecisiete. La señora Ministra Piña Hernández anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto de los considerandos octavo, en su apartado A, denominado “La facultad del Ejecutivo local para 
ordenar la publicación e inscripción de los planes de desarrollo urbano municipal y la zonificación de territorio, 
vulnera la autonomía municipal y subordina al Municipio a dicho Poder”, décimo sexto, denominado “La 
omisión de prever una partida presupuestal para el financiamiento de proyectos de alcance e interés 
metropolitano previstos en el plan o programa metropolitano de desarrollo urbano, viola la autonomía del 
Municipio, al no permitir ejercer sus funciones”, y décimo séptimo, en su apartado D, denominado “La 
obligación de ceder áreas municipales para la constitución de parques, plazas, jardines viola los principios de 
certeza y seguridad jurídica en relación a su destinatario”, consistentes, respectivamente, en reconocer la 
validez de los artículos 9, fracción IX, 11, fracción I, 42, párrafos primero y quinto, 56, párrafo penúltimo, y 
210, fracción X, 230, fracción III, y 234 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial  y 
Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el 
periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá por la invalidez adicional del artículo 56, fracciones IV, párrafos 
segundo y tercero, y V, inciso c), Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto del considerando octavo, en su apartado B, denominado 
“La previsión de que la etapa de verificación de congruencia de un proyecto de plan o programa de desarrollo 
urbano municipal y/o zonificación de territorio, sea anterior a su aprobación por parte del Ayuntamiento, viola 
la autonomía municipal y lo subordina al Gobierno local”, consistente en reconocer la validez del artículo 52 de 
la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo 
León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Piña Hernández votó por la invalidez del 
artículo 52, en sus porciones normativas “proyectos de”, “terminada la consulta pública y analizado, en su 
caso, la procedencia o no de los planteamientos y las propuestas, antes de ser aprobados definitivamente por 
la autoridad estatal o por el Ayuntamiento” y “su aprobación, publicación en el Periódico Oficial del Estado y”, 
por la invalidez adicional del artículo 56, fracción VII, párrafos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, en sus 
porciones normativas “Concluida la etapa de congruencia, y realizadas las modificaciones que en su caso 
resultaron” y “conjuntamente con el dictamen de congruencia”, y por la validez adicional de los artículos 10, 
fracción IV, y 11, fracción I, y anunció votos concurrente y particular. El señor Ministro Presidente Zaldívar 
Lelo de Larrea votó en contra, por la invalidez adicional del artículo 56, párrafo penúltimo, y anunció voto 
particular. 

Se aprobó por mayoría de seis votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Pérez Dayán, 
respecto del considerando octavo, en su apartado C, denominado “La previsión de que el Gobierno local 
califique que el programa de desarrollo urbano municipal y/o zonificación de territorio, cumple con la ley de la 
materia y el procedimiento de consulta popular, viola la autonomía municipal”, consistente en reconocer la 
validez del artículo 53, fracción IX, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
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Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el 
periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Las señoras 
Ministras y los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Piña Hernández por la 
invalidez adicional del artículo 3, fracción XXIX, Ríos Farjat, y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron en 
contra. Los señores Ministros González Alcántara Carrancá y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunciaron 
sendos votos particulares. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas con consideraciones adicionales, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del 
considerando octavo, en su apartado D, denominado “La previsión de que los planes y programas de 
desarrollo urbano entren en vigor después de treinta días hábiles siguientes a su publicación en el periódico 
oficial local, viola la autonomía municipal, los principios de razonabilidad y proporcionalidad, y genera 
subordinación al Ejecutivo local”, consistente en reconocer la validez del artículo 57, párrafo primero, de la Ley 
de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. El señor Ministro González Alcántara Carrancá votó por la 
invalidez de su porción normativa “treinta días hábiles”. La señora Ministra Piña Hernández votó en contra y 
anunció voto particular. El señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández por consideraciones distintas, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando décimo quinto, denominado “El Congreso del 
Estado desarrollo deficientemente la regulación de la resiliencia urbana en materia de prevención de riesgos, 
en perjuicio del Municipio, la certeza y seguridad jurídica, la razonabilidad y proporcionalidad, la división de 
poderes y la supremacía constitucional”, consistente en reconocer la validez del artículo 136, fracción III, 
inciso c), de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado 
de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Piña Hernández anunció voto 
concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea 
por razones adicionales, respecto del considerando décimo octavo, denominado “Las previsiones relativas al 
fraccionamiento del suelo y construcción de vivienda, que obligan al Municipio a cubrir el costo o gastos 
inherentes a los servicios de alumbrado público y recolección de basura en un fraccionamiento en proceso de 
urbanización, violan su autonomía hacendaria”, consistente en reconocer la validez de los artículos 208, 
fracciones V y XIV, 214, fracción VI, inciso b), 258, fracciones de la V a la IX, y 287, fracciones IV y V, de la 
Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Piña Hernández anunció voto concurrente. 

Se aprobó por mayoría de seis votos de la señora Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo 
de Larrea, respecto del considerando décimo séptimo, en su apartado A, denominado “Las previsiones 
relativas a la cesión de áreas municipales, viola la competencia del Municipio, en la medida en que restringe 
llevar a cabo una cesión adicional con motivo de la acción de crecimiento urbano previamente autorizada”, 
consistente en reconocer la validez del artículo 210, párrafo octavo, de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto 
Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil 
diecisiete. Las señoras Ministras y los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Piña Hernández, Ríos 
Farjat, Laynez Potisek por la invalidez de todo el precepto y Pérez Dayán votaron en contra. 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, respecto del 
considerando décimo séptimo, en su apartado B, denominado “La previsión relativa al ‘área libre 
complementaria’, viola la competencia municipal en la prestación de los servicios públicos, así como el 
principio de protección y progresividad del espacio público”, consistente en reconocer la validez del artículo 
210, párrafo décimo, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 
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para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de 
dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Las señoras Ministras Piña 
Hernández y Ríos Farjat y el señor Ministro Laynez Potisek votaron en contra. El señor Ministro Laynez 
Potisek anunció voto particular, al cual se adhirió la señora Ministra Piña Hernández para conformar uno de 
minoría, con la anuencia de aquél. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, 
respecto del considerando décimo octavo, denominado “Las previsiones relativas al fraccionamiento del suelo 
y construcción de vivienda, que obligan al Municipio a cubrir el costo o gastos inherentes a los servicios de 
alumbrado público y recolección de basura en un fraccionamiento en proceso de urbanización, violan su 
autonomía hacendaria”, consistente en reconocer la validez del artículo 214, fracción VI, inciso a), de la Ley 
de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Piña Hernández votó en contra y anunció 
voto particular. La señora Ministra Ríos Farjat votó por la invalidez del artículo 214, fracción VI, inciso a), 
párrafo primero. 

Se aprobó por mayoría de seis votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá en contra de las consideraciones, Esquivel Mossa, Franco 
González Salas, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando décimo 
tercero, denominado “La reducción de plazos para que el Municipio resuelvan las solicitudes de permisos, 
licencias o autorizaciones, viola su autonomía en la regulación de procedimientos administrativos y los plazos 
para resolver”, consistente en reconocer la validez de los artículos 259, 305, párrafo segundo, y 309 de la Ley 
de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Las señoras Ministras y los señores Ministros Aguilar Morales, 
Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán votaron en contra. El señor Ministro Laynez 
Potisek anunció voto particular, al cual se adhirió la señora Ministra Piña Hernández para conformar uno de 
minoría, con la anuencia de aquél. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando décimo segundo, 
denominado “La previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial previa para ejecutar 
clausuras y suspensiones de obras, viola la autonomía municipal, el principio de autotutela administrativa y lo 
subordina al Poder Judicial local”, consistente en reconocer la validez de los artículos 368, fracción I y 382, 
párrafo primero, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el 
Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha 
entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Los señores Ministros González Alcántara 
Carrancá y Aguilar Morales votaron en contra. El señor Ministro Franco González Salas reservó su derecho de 
formular voto concurrente. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando 
décimo segundo, denominado “La previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial 
previa para ejecutar clausuras y suspensiones de obras, viola la autonomía municipal, el principio de 
autotutela administrativa y lo subordina al Poder Judicial local”, consistente en reconocer la validez del artículo 
375 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de 
Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. El señor Ministro Aguilar Morales y la señora 
Ministra Ríos Farjat votaron en contra. El señor Ministro Franco González Salas reservó su derecho de 
formular voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea 
en contra de las consideraciones, respecto del considerando décimo noveno, denominado “La Ley local 
impugnada viola el principio de progresividad, en cuanto a descentralización política se refiere, la función 
democrática del régimen municipal y reduce la participación ciudadana”, consistente en reconocer la validez 
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del artículo 426, fracción I, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico 
oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

Se aprobó por mayoría de siete votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas con reserva de criterio, Piña Hernández, 
Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto del considerando séptimo, denominado “Impugnaciones 
dirigidas a combatir la falta de competencia del Congreso de Nuevo León para emitir la Ley local impugnada, 
ampliar su objeto e imponer un único modelo de desarrollo urbano, en violación a la forma del Estado Federal, 
la descentralización política y la autonomía municipal”, consistente en declarar la invalidez de los artículos 1, 
párrafo segundo, fracción II, 79, fracción III, en su porción normativa “y evitar la imposición de cajones de 
estacionamiento”, 86, fracción II, inciso b), y 111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Esquivel Mossa y los señores Ministros 
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. La señora Ministra 
Piña Hernández anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del considerando décimo, denominado “La facultad del Congreso local para crear al Organismo de 
Planeación Urbana de la Zona Metropolitana (de Monterrey), viola la autonomía municipal”, consistente en 
declarar la invalidez de los artículos 20, párrafo segundo, y transitorio décimo de la Ley de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el 
Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de 
dos mil diecisiete. El señor Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del considerando décimo primero, denominado “La previsión de que exista un decreto del gobierno 
federal o local para determinar áreas no urbanizables, las zonas de conservación ambiental o de preservación 
ecológica, viola la competencia municipal”, consistente en declarar la invalidez del artículo 136, fracción III, 
inciso a), en su porción normativa “decretadas por la Federación o el Estado conforme la Legislación 
aplicable”, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado 
de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

Se aprobó por mayoría de siete votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Esquivel 
Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández por razones distintas, Ríos Farjat, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, respecto del considerando décimo séptimo, en su 
apartado C, denominado “La previsión de que por lo menos el 30% del área de cesión municipal se destine a 
jardines, viola la autonomía municipal”, consistente en declarar la invalidez de los artículos 210, párrafos 
cuarto y sexto, en sendas porciones normativas “y lagunas”, y 250, párrafo segundo, fracción I, en su porción 
normativa “lagunas”, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 
para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de 
dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas y Laynez Potisek votaron en contra. 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, 
Ríos Farjat, Laynez Potisek por la invalidez de todo el precepto, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea, respecto del considerando décimo séptimo, en su apartado A, denominado “Las previsiones relativas a 
la cesión de áreas municipales, viola la competencia del Municipio, en la medida en que restringe llevar a 
cabo una cesión adicional con motivo de la acción de crecimiento urbano previamente autorizada”, consistente 
en declarar la invalidez del artículo 210, párrafo noveno, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, 
publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. El 
señor Ministro González Alcántara Carrancá votó en contra. 
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Se aprobó por mayoría de siete votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y 
Pérez Dayán, respecto del considerando décimo cuarto, denominado “La vigencia indefinida de permisos, 
autorizaciones y licencias viola la autonomía municipal y los principios de certeza y seguridad jurídica”, 
consistente en declarar la invalidez de los artículos 291, fracción I, y 304, fracción I, de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Esquivel Mossa y los señores Ministros 
Franco González Salas, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. El señor 
Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto concurrente. El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea anunció voto particular. 

Se aprobó por mayoría de seis votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán, 
respecto del considerando décimo cuarto, denominado “La vigencia indefinida de permisos, autorizaciones y 
licencias viola la autonomía municipal y los principios de certeza y seguridad jurídica”, consistente en declarar 
la invalidez del artículo 313 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico 
oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Esquivel 
Mossa y los señores Ministros Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo y Presidente 
Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. El señor Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto 
concurrente. El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto particular. 

Se aprobó por mayoría de seis votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros González 
Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto 
del considerando décimo tercero, denominado “La reducción de plazos para que el Municipio resuelvan las 
solicitudes de permisos, licencias o autorizaciones, viola su autonomía en la regulación de procedimientos 
administrativos y los plazos para resolver”, consistente en declarar la invalidez del artículo 319 de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Las señoras Ministras y los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron 
en contra. 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Laynez Potisek, 
Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando décimo segundo, denominado 
“La previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial previa para ejecutar clausuras y 
suspensiones de obras, viola la autonomía municipal, el principio de autotutela administrativa y lo subordina al 
Poder Judicial local”, consistente en declarar la invalidez del artículo 367, párrafo segundo, en su porción 
normativa “mismo término que tendrá la autoridad municipal para presentar ante la autoridad judicial la 
solicitud para ratificar la medida mediante una suspensión o clausura”, de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto 
Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil 
diecisiete. La señora Ministra y los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Ríos 
Farjat votaron por la invalidez de la totalidad del referido párrafo segundo. El señor Ministro Franco González 
Salas reservó su derecho de formular voto concurrente. 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Laynez Potisek, 
Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando décimo segundo, denominado 
“La previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial previa para ejecutar clausuras y 
suspensiones de obras, viola la autonomía municipal, el principio de autotutela administrativa y lo subordina al 
Poder Judicial local”, consistente en declarar la invalidez del artículo 370, en su porción normativa “y 
judiciales”, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el 
Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha 
entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra y los señores Ministros 
González Alcántara Carrancá, Pardo Rebolledo y Ríos Farjat votaron en contra. El señor Ministro Franco 
González Salas reservó su derecho de formular voto concurrente. 
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Se aprobó por mayoría de siete votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando décimo segundo, denominado “La previsión 
relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial previa para ejecutar clausuras y suspensiones de 
obras, viola la autonomía municipal, el principio de autotutela administrativa y lo subordina al Poder Judicial 
local”, consistente en declarar la invalidez del artículo 376, párrafo primero, en su porción normativa 
“judiciales”, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el 
Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha 
entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Las señoras Ministras y los señores 
Ministros González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Piña Hernández y Ríos Farjat votaron por la 
invalidez total del referido párrafo. El señor Ministro Franco González Salas reservó su derecho de formular 
voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del considerando décimo segundo, denominado “La previsión relativa a que el Municipio requiera 
una autorización judicial previa para ejecutar clausuras y suspensiones de obras, viola la autonomía 
municipal, el principio de autotutela administrativa y lo subordina al Poder Judicial local”, consistente en 
declarar la invalidez del artículo 382, párrafos segundo, tercero y cuarto, de la Ley de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el 
Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de 
dos mil diecisiete. El señor Ministro Franco González Salas reservó su derecho de formular voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del considerando vigésimo, relativo a los efectos, consistente en determinar que la declaratoria de 
invalidez decretada en este fallo surta sus efectos únicamente entre las partes a partir de la notificación de los 
puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Nuevo León. 

En relación con el punto resolutivo quinto: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 

Votación que no se refleja en los puntos resolutivos: 

Se expresó una mayoría de seis votos de la señora Ministra y de los señores Ministros Esquivel 
Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Pérez Dayán en el 
sentido de que, para la validez del decreto impugnado, no se requería la consulta previa a las personas con 
discapacidad y a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas. Las señoras Ministras y los señores 
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Piña Hernández, Ríos Farjat y Presidente 
Zaldívar Lelo de Larrea votaron en el sentido de que, para su validez, el decreto impugnado requería de dicha 
consulta. 

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los términos 
precisados. 

Firman el señor Ministro Presidente y la señora Ministra Ponente con el Secretario General de 
Acuerdos que da fe. 

Presidente, Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministra 
Yasmín Esquivel Mossa.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Licenciado Rafael 
Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA 

CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de ciento dieciséis 
fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en 
la controversia constitucional 20/2018, promovida por el Municipio General Escobedo, Estado de Nuevo León, 
dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del once de febrero de dos mil 
veintiuno. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de 
México, a veintidós de septiembre de dos mil veintidós.- Rúbrica. 
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VOTO PARTICULAR Y CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA ANA MARGARITA RÍOS FARJAT EN LA 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 20/2018. 

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión celebrada el once de febrero 

de dos mil veintiuno, resolvió la controversia constitucional citada al rubro. Ésta fue promovida por el Municipio 

de General Escobedo, Estado de Nuevo León, en contra de los Poderes Ejecutivo y Legislativo de esa entidad 

federativa, con motivo de la expedición de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 

Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada en el periódico oficial local el veintisiete de noviembre 

de dos mil diecisiete1. 

El presente voto tiene como objeto, en primer lugar, fijar una posición respecto a diversos temas que no 

compartí de la decisión de la mayoría del Tribunal Pleno y, en segundo lugar, explicar mi concurrencia sobre 

otro aspecto analizado en este asunto. 

A. Voto particular. 

I. Facultad de la autoridad estatal para calificar el cumplimiento del procedimiento de consulta de 

los programas de desarrollo urbano municipales. 

El Municipio de General Escobedo, Estado de Nuevo León, cuestionó la validez del artículo 53, fracción IX, 

de la Ley de Asentamientos Humanos local2, el cual le otorga facultades a la autoridad estatal de la materia 

para que verifique, en análisis de congruencia, si el municipio cumplió con el procedimiento de consulta 

pública de sus planes o programas de desarrollo urbano. Para el municipio esta facultad representa una 

intromisión del ejecutivo estatal en la planeación urbana municipal y genera la subordinación del municipio a la 

autoridad estatal en esta materia. 

En la resolución, aprobada por mayoría3, se sostiene que los artículos 10, fracción II, y 30, de la Ley 

General, asignan a las autoridades estatales la facultad de establecer las normas conforme a las cuales se 

dará la participación ciudadana en los procesos de planeación; y que la ley estatal impugnada regula en su 

numeral 56 la forma en la que debe realizarse el procedimiento de consulta ciudadana para la aprobación de 

los planes de desarrollo urbano municipales. A partir de esas consideraciones, la mayoría sostiene que, al ser 

el procedimiento de consulta ciudadana una parte del procedimiento de aprobación de los planes o programas 

de desarrollo urbano municipal, aquél debe resultar acorde con la planeación estatal y federal, lo que 

corresponde verificar a la autoridad estatal. 

No compartí ese criterio pues considero que, como lo alegó el municipio actor, dicha disposición invade la 

autonomía municipal en materia de desarrollo urbano, dado que la competencia asignada a la autoridad 

estatal no encuentra sustento en la Constitución ni en la Ley General. El artículo 115, fracción V, inciso a), 

constitucional establece que es competencia de los municipios el formular, aprobar y administrar la 

zonificación y planes de desarrollo urbano municipal4. De este precepto no se desprende que el procedimiento 

de aprobación de dichos planes esté sujeta a la revisión y calificación de las autoridades estatales. 

                                                 
1  En lo sucesivo “Ley de Asentamientos Humanos local” o “ley local impugnada”. El municipio actor también expresó conceptos de 

invalidez respecto de diversos artículos de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (en 
lo sucesivo “Ley General”), sin embargo, por unanimidad, se resolvió sobreseer respecto de este ordenamiento. 

2  Artículo 53. El análisis de la congruencia, entre los planes o programas de desarrollo urbano se realizará respecto a los siguientes 
temas: (...) 

 IX. El cumplimiento del procedimiento para la consulta de los planes o programas municipales de desarrollo urbano, programas de 
desarrollo urbano de centros de población o programas parciales, conforme lo indica el artículo 56 de esta Ley.  

3  El reconocimiento de validez fue aprobado por mayoría de seis votos de la señora Ministra Esquivel Mossa y de los señores Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Pérez Dayán; con voto en contra de las señoras 
Ministras Piña Hernández y Ríos Farjat y de los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales y Presidente Zaldívar 
Lelo de Larrea. 

4  Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y 
popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las 
bases siguientes: (...) 

 V. Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán facultados para: 
 a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal, así como los planes en materia de movilidad y 

seguridad vial; (...) 
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Es verdad que los artículos 11, fracción I, 23 y 44 de la Ley General5, señalan que los planes y programas 
de desarrollo urbano municipales deben guardar congruencia y coordinación con los niveles superiores de 
planeación (como lo son el Programa Nacional de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano y los planes 
estatales) y las normas oficiales mexicanas. Sin embargo, considero que el espíritu de esas disposiciones es 
garantizar una congruencia sustantiva, es decir respecto del contenido de los planes municipales con los 
niveles superiores de planeación y las normas oficiales, pero ello no habilita a las autoridades estatales a 
ejercer un control de regularidad sobre aspectos procedimentales de la elaboración y aprobación de esos 
planes y programas, como lo es la etapa de consulta ciudadana. 

Al tratarse de una facultad concurrente, el legislador local debe respetar la distribución competencial 
realizada tanto por la Constitución como por la Ley General de la materia. Por lo que, si estos ordenamientos 
no le asignan expresamente a la autoridad estatal la facultad de verificar el procedimiento que se siga para 
elaboración y aprobación de los planes y programas de desarrollo urbano municipales, el legislador estatal no 
lo puede hacer, pues ello supondría una indebida interferencia en el ejercicio de la facultad que la Constitución 
Política del país asigna a los municipios en el artículo 115, fracción V, para la aprobación de sus planes y 
programas de desarrollo urbano. 

Contrario a lo que se señala en la resolución, considero que del hecho de que la Ley General confiera a 
los Congresos locales la facultad para establecer las bases del procedimiento de participación ciudadana, no 
supone que le otorgue también atribuciones para controlar el cumplimiento de esas bases a través de los 
dictámenes de congruencia, por lo que me parece insuficiente para sostener que de ahí se deriva la validez 
del precepto impugnado. 

Por lo anterior, me parece que el artículo 53, fracción IX, de la ley impugnada es inconstitucional, pues 
asigna a la autoridad estatal una facultad de control sobre el procedimiento de aprobación de los planes de 
desarrollo urbano municipales que no encuentra sustento ni en la Constitución ni en la Ley General. 

II. Autorización judicial previa para que los municipios ejecuten clausuras y suspensiones de 
obras. 

El Municipio de General Escobedo, Estado de Nuevo León, también impugnó los artículos 367, párrafo 
segundo, 368, fracción I, 370, 375, 376 y 382, párrafos segundo, tercero y cuarto, de la Ley de Asentamientos 
Humanos local, de los cuales se desprende que los municipios requerían de una autorización judicial previa 
para ejecutar clausuras y suspensiones de obras. Alegó que con ello se impide que la autoridad municipal 
ejerza por sí misma sus facultades administrativas y ejecutivas para imponer medidas de seguridad y 
sanciones administrativas, lo cual vulnera la autonomía municipal en materia de desarrollo urbano y el 
principio de autotutela administrativa e implica una subordinación del municipio hacia el poder judicial. 

                                                 
5  Artículo 11. Corresponde a los municipios: 
 I. Formular, aprobar, administrar y ejecutar los planes o programas municipales de Desarrollo Urbano, de Centros de Población y los 

demás que de éstos deriven, adoptando normas o criterios de congruencia, coordinación y ajuste con otros niveles superiores de 
planeación, las normas oficiales mexicanas, así como evaluar y vigilar su cumplimiento; (...) 

 Artículo 23. La planeación y regulación del Ordenamiento Territorial de los Asentamientos Humanos y del Desarrollo Urbano de los 
Centros de Población, se llevarán a cabo sujetándose al Programa Nacional de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, a través 
de: 

 I. La estrategia nacional de ordenamiento territorial; 
 II. Los programas estatales de ordenamiento territorial y Desarrollo Urbano; 
 III. Los programas de zonas metropolitanas o conurbaciones; 
 IV. Los planes o programas municipales de Desarrollo Urbano, y 
 V. Los planes o programas de Desarrollo Urbano derivados de los señalados en las fracciones anteriores y que determinen esta Ley y la 

legislación estatal de Desarrollo Urbano, tales como los de Centros de Población, parciales, sectoriales, esquemas de planeación 
simplificada y de centros de servicios rurales. 

 Los planes o programas a que se refiere este artículo, se regirán por las disposiciones de esta Ley y, en su caso, por la legislación estatal 
de Desarrollo Urbano y por los reglamentos y normas administrativas federales, estatales y municipales aplicables. Son de carácter 
obligatorio, y deberán incorporarse al sistema de información territorial y urbano. 

 La Federación y las entidades federativas podrán convenir mecanismos de planeación de las zonas metropolitanas para coordinar 
acciones e inversiones que propicien el desarrollo y regulación de los asentamientos humanos, con la participación que corresponda a 
los municipios de acuerdo con la legislación local. 

 Los instrumentos de planeación referidos, deberán guardar congruencia entre sí, sujetándose al orden jerárquico que establece su 
ámbito territorial, y contando con los dictámenes de validación y congruencia que para ese fin serán solicitados y emitidos por los 
diferentes órdenes de gobierno, para su aplicación y cumplimiento. 

 Artículo 44. El ayuntamiento, una vez que apruebe el plan o programa de Desarrollo Urbano, y como requisito previo a su inscripción en 
el Registro Público de la Propiedad, deberá consultar a la autoridad competente de la entidad federativa de que se trate, sobre la 
apropiada congruencia, coordinación y ajuste de dicho instrumento con la planeación estatal y federal. La autoridad estatal tiene un plazo 
de noventa días hábiles para dar respuesta, contados a partir de que sea presentada la solicitud señalará con precisión si existe o no la 
congruencia y ajuste. Ante la omisión de respuesta opera la afirmativa ficta. 

 En caso de no ser favorable, el dictamen deberá justificar de manera clara y expresa las recomendaciones que considere pertinentes 
para que el ayuntamiento efectúe las modificaciones correspondientes. 
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Este requisito guardaba congruencia con lo que establecía el artículo 60, fracción VII, de la Ley General6. 
Sin embargo, previamente a la resolución de la presente controversia, el Pleno resolvió la controversia 
constitucional 19/2017 promovida por el Municipio de Guadalupe, Estado de Nuevo León, en contra de la Ley 
General7, en la cual declaró la invalidez de la porción normativa de ese precepto que señalaba la obligación 
para que en las leyes locales se estableciera que las suspensiones y clausuras de obras requerían de una 
resolución judicial. 

El proyecto original que se sometió a nuestra consideración proponía reconocer la validez de todos los 
preceptos impugnados por el Municipio de General Escobedo. Sin embargo, considerando lo resuelto 
previamente en la controversia constitucional 19/2017, durante la sesión la Ministra ponente propuso la 
invalidez de los artículos 367, párrafo segundo, en la porción “mismo término que tendrá la autoridad 
municipal para presentar ante la autoridad judicial la solicitud para ratificar la medida mediante una 
suspensión o clausura”, 370, en la porción “y judiciales”, 376, primer párrafo, en la porción “judiciales” y 382, 
párrafos segundo, tercero y cuarto; pero sostuvo la propuesta de reconocer la validez de los artículos 367, 
368, fracción I, 375 y 382, párrafo primero, al considerar que no se referían al control judicial. No compartí del 
todo esta propuesta, como lo explico a continuación. 

En primer lugar, considero que se debió declarar la invalidez completa del párrafo segundo del artículo 
367. De la redacción de este párrafo se puede apreciar que también se refiere al control judicial sobre la 
ejecución de clausuras y suspensiones de obras por parte de las autoridades municipales, el cual, como ya se 
mencionó, fue declarado inconstitucional en la controversia constitucional 19/2017, así como en el presente 
asunto al declararse la invalidez de las porciones normativas señaladas de los artículos 370, 376 y 382. 

En segundo lugar, la mayoría reconoció la validez del artículo 375 y declaró la invalidez sólo de la porción 
normativa “judiciales” del diverso 376, quedando de la siguiente manera: 

Artículo 375. Serán sanciones administrativas: 

I. La rescisión de convenios; 

II. La demolición o retiro parcial o total de escombros; 

III. La revocación de las licencias, permisos y autorizaciones otorgados; 

IV. El arresto administrativo hasta por treinta y seis horas; y 

V. El retiro de los anuncios y sus estructuras. 

Artículo 376. Serán sanciones judiciales: 

I. La suspensión de los trabajos; y 

II. La clausura, parcial o total de obra; 

Ello tiene como resultado un listado de sanciones administrativas dividido en dos artículos, lo cual no 
resulta congruente y puede generar confusión tanto en las autoridades aplicadoras como en la ciudadanía 
sobre la naturaleza de las sanciones a las que se refiere el artículo 376, si las sanciones administrativas ya 
están señaladas en el diverso 375. 

Considero que hubiera sido una mejor solución declarar la invalidez total del artículo 376 y señalar la 
existencia de una omisión legislativa en el diverso 375, forzando con ello al legislador a modificar este 
precepto para incluir en el catálogo de sanciones administrativas a la suspensión y la clausura. Lo cual daría 
mayor claridad y seguridad jurídica en cuanto al tipo de sanciones que la autoridad administrativa puede 
aplicar. 

En tercer lugar, considero que no debió invalidarse la porción normativa “y judiciales” del artículo 370, toda 
vez que este precepto no se refiere al control judicial sobre la ejecución de clausuras y suspensiones de obras 
por parte de las autoridades municipales y, por lo tanto, no está afectado del mismo vicio de invalidez de los 
anteriores preceptos. Sino que se refiere, simplemente, a la posibilidad de que las autoridades hagan uso de 
la fuerza pública y el arresto en la aplicación de medidas de seguridad y sanciones, lo cual aplica para las 
autoridades judiciales en un amplio espectro de casos e, incluso, está amparado por otros ordenamientos. 

                                                 
6  Artículo 60. La legislación local, en las materias objeto de esta Ley, establecerá los requisitos para las autorizaciones, licencias o 

permisos de uso del suelo, construcción, fraccionamientos, subdivisiones, fusiones, relotificaciones, condominios y para cualquier otra 
acción urbanística, en los siguientes términos: (...) 
VII. Deberá definir los casos y condiciones para la suspensión y clausura de las obras en ejecución, que, en todo caso, deberán ser 
producto de resolución judicial; (...) 

7  Resuelta en las sesiones de los días dos y cuatro de febrero de dos mil veintiuno. La declaración de invalidez de esta porción normativa 
fue aprobada por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras Esquivel Mossa y Ríos Farjat y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Presidente 
Zaldívar Lelo de Larrea; la señora Ministra Piña Hernández y el señor Ministro Pérez Dayán votaron por la invalidez de toda la fracción. 
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III. Regulación de plazos para resolver procedimientos administrativos municipales. 

Los artículos 259, 305, segundo párrafo y 309, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, también fueron impugnados por el Municipio de 
General Escobedo, al considerar que el legislador local violó la autonomía municipal para regular los 
procedimientos administrativos en materia de desarrollo urbano, lo que incluye los plazos para resolverlos. 

La mayoría reconoció la validez de estos preceptos8. En la resolución se sostiene que ello no invade las 
competencias municipales, sino que el legislador local actuó en el ámbito de libertad configurativa para legislar 
en materia de asentamientos humanos, desarrollo urbano y ordenamiento territorial y que el artículo 10, 
fracción XXV, de la Ley General establece la obligación de que la legislación local prevea los tiempos de 
respuesta relativos a las autorizaciones, licencias o permisos relacionados con las diferentes acciones 
urbanísticas9. 

No compartí lo resuelto por la mayoría. Estos preceptos establecen plazos para que las autoridades 
resuelvan las solicitudes de permisos, licencias o autorizaciones en el ámbito de sus competencias, lo cual 
considero contrario a la competencia constitucional de la que gozan los municipios para regular las materias y 
procedimientos administrativos que le corresponden que, desde luego, incluyen los plazos en los que deben 
resolverse. 

El artículo 115, fracción V, incisos a), d) y f), de la Constitución Federal, otorga competencia a los 
municipios para administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano, autorizar la utilización de uso de 
suelo y otorgar licencias y permisos para construcciones. En tanto que el último párrafo de esa fracción les 
otorga competencia para expedir los reglamentos y disposiciones administrativas que fueren necesarios para 
ello10. 

Como lo señalé previamente, al tratarse de una competencia concurrente, el legislador local debe respetar 
la distribución competencial realizada por la Constitución y la Ley General. De ninguno de los dos 
ordenamientos advierto que se le otorgue competencia al legislador estatal para regular una cuestión tan 
particular de los procedimientos de permisos y autorizaciones a cargo de los municipios, como lo son los 
plazos para resolver. 

Ni siquiera de lo previsto en el artículo 10, fracción XXV, de la Ley General considero que se desprenda 
una facultad de los legisladores locales tan amplia como para que abarque la posibilidad de establecer los 
plazos en los que todos los municipios deben resolver los procedimientos señalados. Me parece que este 
precepto debe leerse en armonía con el diverso 115, fracción V, incisos a), d) y f), de la Constitución Federal, 
lo que necesariamente me lleva a considerar que sólo tiene el alcance de otorgar facultad al legislador local 
para establecer los plazos de respuesta a los procedimientos de competencia de la autoridad estatal. 

Corresponde a cada municipio definir, en función de su propia realidad y capacidades institucionales, los 
plazos apropiados para la resolución de los procedimientos administrativos en materia urbanística de su 
competencia. El que el legislador local regule cuestiones tan específicas, como los plazos de resolución de 
trámites municipales, menoscaba la facultad municipal para otorgar dichos permisos y autorizaciones, pues 
convierte a los municipios en una instancia de mera aplicación de las reglas definidas por el legislador estatal, 
mermando su autonomía constitucional, no sólo para otorgarlos o negarlos, sino también para definir las 
reglas específicas para hacerlo. 

                                                 
8  La validez de los artículos 259, 305, segundo párrafo y 309, fue aprobada por mayoría de seis votos de la señora Ministra Esquivel 

Mossa y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Pardo Rebolledo y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea; con voto en contra de las señoras Ministras Piña Hernández y Ríos Farjat y de los señores Ministros 
Laynez Potisek, Aguilar Morales y Pérez Dayán. 

9  Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: (...) 
 XXV. Establecer en las leyes y reglamentos de la materia, los lineamientos a los que habrán de sujetarse las autorizaciones, licencias o 

permisos relacionados con las diferentes acciones urbanísticas, en las cuales se debe prever por lo menos las formalidades y requisitos, 
procedimientos, causas de improcedencia, tiempos de respuesta, medios de impugnación, medidas de seguridad y sanciones, causas de 
revocación y efectos para la aplicación de afirmativas o negativas fictas, tendientes a garantizar la seguridad jurídica y la máxima 
transparencia en los actos de autoridad en la materia; (...) 

10  Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y 
popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las 
bases siguientes: (...) 

 V. Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán facultados para: 
 a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal, así como los planes en materia de movilidad y 

seguridad vial; (...) 
 d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su competencia, en sus jurisdicciones territoriales; (...) 
 f) Otorgar licencias y permisos para construcciones; (...) 
 En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución, expedirán los 

reglamentos y disposiciones administrativas que fueren necesarios. Los bienes inmuebles de la Federación ubicados en los Municipios 
estarán exclusivamente bajo la jurisdicción de los poderes federales, sin perjuicio de los convenios que puedan celebrar en términos del 
inciso i) de esta fracción; (...) 
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Reconozco que el objetivo de la ley en estos artículos es establecer una homologación de los plazos de 
resolución de los trámites que ahí se señalan. Sin embargo, esta decisión, incluso si fuera razonable o 
deseable, no corresponde adoptarla al legislador local, al carecer de facultades expresas otorgadas por la 
Constitución Política del país o la Ley General para establecer los plazos de respuesta de trámites 
municipales. De ahí que no comparta el reconocimiento de validez de estos preceptos. 

IV. Límites para el establecimiento de áreas de cesión municipal. 

Otro de los preceptos combatidos por el Municipio de General Escobedo fue el artículo 210 en sus 
párrafos octavo, noveno y décimo11. En su planteamiento el municipio alegó que el Congreso de Nuevo León 
incumplió las obligaciones establecidas en la Ley General consistentes en prever las disposiciones que 
garanticen donaciones y cesiones correspondientes a las vías públicas locales, equipamientos y espacios 
públicos que se requieran para el desarrollo y bien funcionamiento de los centros de población; y garanticen 
una dotación suficiente de espacios públicos por habitante y conectividad. 

El Pleno, por mayoría12, reconoció la validez de este precepto, salvo su párrafo noveno, al considerar que, 
contrario a lo alegado por el Municipio de General Escobedo, el legislador del Estado de Nuevo León sí 
estableció las previsiones necesarias para cumplir acciones de densificación tendientes a garantizar dotación 
suficiente de espacios públicos, así como para ser destinados a áreas verdes y equipamientos. 

En relación con los párrafos octavo y décimo del artículo 210, no compartí su reconocimiento de validez. El 
párrafo octavo, al igual que el noveno (que sí fue declarado invalidó por el Pleno) prevé limitantes para el 
establecimiento de áreas de cesión municipal que no encuentran sustento y, por el contrario, resultan 
contrarias al espíritu de esta figura que se desprende, particularmente, de los artículos 57 y 76 de la Ley 
General13. 

De dichos preceptos se advierte que con estas áreas se busca garantizar la correcta prestación de los 
servicios públicos y su tamaño debe estar en función del número de habitantes. Sin embargo, los párrafos 
impugnados disponen que esa cesión sólo se debe realizar en una sola ocasión, con independencia de que 

                                                 
11  Artículo 210. (...) 
 La Cesión a la que se refiere el presente artículo solo se hará por una sola ocasión y no podrá exigirse al propietario del predio cesión 

adicional a la realizada al haber llevado a cabo la acción de crecimiento urbano previamente autorizada. 
 En las densificaciones en fraccionamientos previamente autorizados, cuando se realicen cambios de uso de suelo diferente al 

habitacional, no será exigible el área de cesión. 
 En densificaciones ubicadas dentro de fraccionamientos previamente autorizados que impliquen nuevas construcciones se dejará área 

libre complementaria a razón del 8%-ocho por ciento sobre el área del predio libre de afectaciones, excepto en construcciones 
habitacionales de cuatro unidades o menos. El Área Libre Complementaria-ALC podrá ser de manera indistinta sobre terreno natural de 
acceso libre para el público. El Área Libre Complementaria-ALC no contará para el cálculo del área libre del Coeficiente de Ocupación de 
Suelo-COS y/o Coeficiente de Absorción y Área Verde-CAAV; Será área abierta fuera de construcción cerrada, pudiendo tener cubiertas. 
(...) 

12  La validez del párrafo octavo fue aprobada por mayoría de seis votos de la señora Ministra Esquivel Mossa y de los señores Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea; con voto en contra 
de las señoras Ministras Ríos Farjat y Piña Hernández y de los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Laynez Potisek y Pérez 
Dayán. La invalidez del párrafo noveno fue aprobada por mayoría de diez votos de las señoras Ministras Esquivel Mossa, Piña 
Hernández y Ríos Farjat y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. El señor Ministro González Alcántara Carrancá votó en contra. La 
validez del párrafo décimo fue aprobada por mayoría de ocho votos de la señora Ministra Esquivel Mossa y de los señores Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea; con voto en contra de las señoras Ministras Ríos Farjat y Piña Hernández y del señor Ministro Laynez 
Potisek. 

13  Artículo 57. La legislación local en la materia, deberá contener las especificaciones a fin de garantizar que se efectúen las donaciones y 
cesiones correspondientes a vías públicas locales, equipamientos y espacios públicos que se requieran para el desarrollo y buen 
funcionamiento de los Centros de Población, en favor de las entidades federativas, de los municipios y de las Demarcaciones 
Territoriales en localización, superficie y proporción adecuadas, así como, para asegurar la factibilidad, sustentabilidad y prestación de 
los servicios públicos, el diseño y construcción de una red de vialidades primarias, como partes de una retícula, que faciliten la 
conectividad, la Movilidad y el desarrollo de infraestructura. 

 Asimismo se deberá establecer la obligación de las autoridades municipales, de asegurarse, previamente, a la expedición de las 
autorizaciones para el uso, edificación o aprovechamiento urbano, del cumplimiento de las leyes estatales y federales, así como, de las 
normas para el uso, aprovechamiento y custodia del Espacio Público, en particular, las afectaciones y Destinos para construcción de 
infraestructura vial, equipamientos y otros servicios de carácter urbano y metropolitano de carácter público. 

 Para acciones urbanísticas que impliquen la expansión del área urbana, para el fraccionamiento de terrenos o para la subdivisión o 
parcelación de la tierra, las autoridades locales deberán asegurarse de que existe congruencia con las normas de Zonificación y 
planeación urbana vigentes, la viabilidad y factibilidad para brindar los servicios públicos y extender o ampliar las redes de agua, drenaje, 
energía, alumbrado público y el manejo de desechos sólidos de manera segura y sustentable, sin afectar los asentamientos colindantes, 
sin ocupar áreas de riesgo o no urbanizables y garantizando la suficiencia financiera para brindar los servicios públicos que se generen.  

 Artículo 76. Las leyes locales establecerán las disposiciones tendientes a que los planes y programas de Desarrollo Urbano que 
implementen acciones de Densificación, garanticen una dotación suficiente de espacios públicos por habitante y conectividad con base 
en las normas aplicables, por medio de la adquisición y habilitación de espacios públicos adicionales a los existentes dentro del polígono 
sujeto a Densificación. 

 Igualmente establecerán que los predios que, con base en la normatividad aplicable, los fraccionadores y desarrolladores estén 
obligados a ceder al municipio para ser destinados a áreas verdes y equipamientos, no puedan ser residuales, estar ubicados en zonas 
inundables o de riesgos, o presentar condiciones topográficas más complicadas que el promedio del fraccionamiento o conjunto urbano. 
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con posterioridad aumente la densidad de población o haya cambios en el uso de suelo, situaciones que, 
naturalmente, pueden requerir la ampliación de espacios públicos. Esto deja lugar a conductas fraudulentas 
para socavar lo que en realidad corresponde ser cedido en aras de procurar legítimamente espacios públicos. 

Nuevamente estamos ante una restricción que no encuentra sustento en la Constitución Federal ni en la 
Ley General. Por ello, considero que deben ser los propios municipios los que determinen, con base en sus 
necesidades, si pueden ser exigibles futuras ampliaciones de los espacios de cesión municipal ante cambios 
de densidad o de uso de suelo y, en su caso, la forma en cómo se realizarían dichas ampliaciones. Por tanto, 
el párrafo octavo del artículo cuestionado también debía declararse inválido. 

En congruencia con lo anterior, considero también que debía ser invalidado el párrafo décimo del artículo 
210, pues la regla que contiene restringe las atribuciones municipales para desarrollar sus planes o 
programas de desarrollo urbano relacionados con la creación de espacio público y las alternativas para su 
expansión. 

De ahí que no comparta el reconocimiento de validez de los párrafos octavo y décimo del artículo 210, de 
la ley local impugnada. 

V. Temporalidad de la obligación de cubrir los gastos por servicios públicos municipales de 
fraccionamientos no municipalizados. 

Finalmente, me refiero al artículo 214 fracción VI, inciso a), de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León14. El Municipio de General Escobedo 
alegó que este precepto resultaba inconstitucional debido a que el Congreso local invadió la competencia del 
municipio para regular la forma y términos en que pueden celebrarse las operaciones de venta y administrar 
los servicios públicos de su competencia. 

Sin embargo, la mayoría del Pleno consideró valido dicho precepto15. De acuerdo con el criterio 
mayoritario, la norma impugnada no impone al municipio el momento en que el desarrollador trasladará al 
municipio los servicios de alumbrado público y recolección de basura, puesto que para el inicio del plazo de 
seis meses al fin del cual el municipio se hará cargo de ellos, se requiere que el municipio apruebe el proyecto 
de ventas. Por lo que, no se le restringe en forma alguna su facultad de determinar el momento en que deberá 
asumir el costo financiero de los mismos. 

Contrario a lo sostenido en la sentencia, considero que el precepto impugnado es inconstitucional por 
vulnerar el principio de libre hacienda municipal. Este principio encuentra reconocimiento en el artículo 115, 
fracción IV, de la Constitución Federal, el cual en su inciso c), dispone que forman parte de la hacienda 
municipal los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo16. 

La norma impugnada vulnera este principio toda vez que el titular de la autorización de un fraccionamiento 
sólo deberá cubrir los gastos por la prestación de los servicios municipales de alumbrado público y recolección 
de basura por un plazo de seis meses posteriores a la inscripción del proyecto de ventas. Es decir, establece 
una limitante a los ingresos que perciba el municipio por este concepto, toda vez que después de dicho 
periodo el municipio tendrá que hacerse cargo de ellos, dejando de percibir los pagos realizados por el titular 
de la autorización para el fraccionamiento, no obstante que el fraccionamiento no se encuentre todavía 
municipalizado. 

Ello, además, resulta contrario a la propia figura de la municipalización de los fraccionamientos, la cual, de 
conformidad con el artículo 283 de la ley local impugnada, precisamente, tiene por objeto que el municipio se 
haga cargo de la prestación de los servicios públicos que le correspondan. Sin embargo, al sujetar la duración 
de la obligación del titular de una autorización para fraccionamiento de cubrir los gastos por esos servicios a 

                                                 
14  Artículo 214. El titular de la autorización de un fraccionamiento habitacional de urbanización inmediata, además de lo dispuesto en los 

artículos anteriores, estará afecto a las obligaciones siguientes: (...) 
 VI. Cubrir los gastos de los servicios públicos municipales, en los siguientes términos: 
 a) El alumbrado público y la recolección de basura, hasta por 6-seis meses después de la inscripción del proyecto de ventas, en el 

Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León. 
15  Aprobado por mayoría de nueve votos de la señora Ministra Esquivel Mosa y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 

Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo 
de Larrea; con voto en contra de las señoras Ministras Ríos Farjat y Piña Hernández.  

16  Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y 
popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las 
bases siguientes: (...) 

 IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así 
como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso: (...) 

 c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo. (...) 
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una temporalidad de seis meses y no a la municipalización del fraccionamiento, supone una afectación 
injustificada y carente de razonabilidad a la hacienda municipal. De ahí que considere que este precepto 
también debió ser invalidado. 

No es obstáculo para considerar lo anterior el que, como se sostiene en la resolución, el municipio controle 
el momento en el cual inicie el periodo de seis meses al fin del cual se hará cargo del costo de los servicios de 
alumbrado público y recolección de basura. Pues ello no garantiza que el fin de dicho plazo coincida con el 
momento de la municipalización, el cual debe ser el que rija el momento para determinar que el municipio se 
haga cargo de esos servicios. 

B. Voto concurrente. 

En otro orden de ideas, a continuación me permito explicar mi concurrencia respecto a las razones que 
sostienen la declaratoria de invalidez de los artículos que regulan la vigencia indefinida de permisos, 
autorizaciones y licencias municipales en materia de desarrollo humano. 

Los artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León establecen que la factibilidad de urbanización, la 
fijación de lineamientos generales de diseño urbano, el proyecto urbanístico y el plano de rasantes, licencias 
de uso de suelo y de construcción tendrán vigencia indefinida. El Municipio de General Escobedo cuestionó la 
validez de estos preceptos al considerar que vulneran la autonomía municipal y generan inseguridad jurídica 
respecto del lapso dentro el cual se puede gozar el permiso, licencia, dictamen de factibilidad o autorización. 

La mayoría del Pleno declaró la invalidez de estos preceptos17. De acuerdo con la resolución, dichos 
artículos sí generan inseguridad jurídica al impactar en la posibilidad de que el ente municipal ejerza con 
certidumbre sus facultades en materia de zonificación, planeación, así como control y vigilancia del uso del 
suelo, reconocidas en el artículo 115, fracción V, de la Constitución Política del país. 

Si bien coincidí con la declaratoria de invalidez antes señalada, comparto reflexiones adicionales que me 
llevaron a concluir que los artículos cuestionados por el Municipio actor son inconstitucionales. 

Los artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León vulneran la autonomía municipal en materia 
zonificación, planeación, control y vigilancia del uso del suelo porque no respetan el régimen de distribución 
de competencias contenido en la Constitución Federal y la Ley General en materia de desarrollo urbano. De 
estos ordenamientos no se desprende alguna facultad para que el legislador local defina la vigencia de las 
licencias, permisos y autorizaciones que otorgan las autoridades municipales en materia de desarrollo urbano. 

Además, al quedar sujeta esa vigencia a que no se contravengan las disposiciones aplicables, se abre la 
puerta a que a través de la modificación de ordenamientos federales o estatales se puedan dejar sin efectos 
actos que el municipio autorizó con base en sus facultades constitucionales y legales. Lo cual, además de 
constituir una afectación a la autonomía constitucional del municipio en esta materia, produce inseguridad 
jurídica en las ciudadanas y los ciudadanos. Razones que, considero, fortalecen el razonamiento plasmado en 
la sentencia. 

Por lo anterior es que, no obstante haber estado de acuerdo con buena parte de lo resuelto por el Tribunal 
Pleno, me permito formular el presente voto en el que expreso mi disenso y concurrencia respecto de la 
conclusión a la que arribó la mayoría sobre la validez e invalidez de los artículos a los que me he referido. 

Ministra Ana Margarita Ríos Farjat.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. 
Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de ocho fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular y concurrente 
formulado por la señora Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, en relación con la sentencia del once de febrero 
de dos mil veintiuno, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la controversia 
constitucional 20/2018, promovida por el Municipio de General Escobedo, Estado de Nuevo León. Se certifica 
con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación. Ciudad de México, a veintidós de 
septiembre de dos mil veintidós.- Rúbrica. 

                                                 
17  Respecto de los artículos 291, fracción I y 304, fracción I, se registraron cuatro votos a favor de la validez de la señora Ministra Esquivel 

Mossa y de los señores Ministros Franco González Salas, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea; y siete votos en contra 
y por la invalidez de las señoras Ministras Piña Hernández y Ríos Farjat y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Laynez Potisek y Pérez Dayán. Sobre el artículo 313, se registraron cinco votos por la validez de la 
señora Ministra Esquivel Mossa y de los señores Ministros Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo y Presidente 
Zaldívar Lelo de Larrea; y seis votos por la invalidez de las señoras Ministras Piña Hernández y Ríos Farjat y de los señores Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Laynez Potisek y Pérez Dayán. 
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO JOSÉ FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SALAS, EN LA 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 20/2018, RESUELTA EN SESIÓN PÚBLICA DE ONCE DE FEBRERO DE DOS 

MIL VEINTIUNO. 

La presente controversia constitucional fue promovida por el Municipio de General Escobedo, Estado de 
Nuevo León en la que demandó la invalidez de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintiocho de noviembre de 
dos mil dieciséis, así como la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 
del Estado de Nuevo León, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de 
noviembre de dos mil diecisiete, legislación esta última considerada por el Municipio demandante como el 
primer acto de aplicación de la Ley General antes mencionada. 

En la sentencia se determinó, entre otras cuestiones, que la presentación de la demanda fue oportuna en 
contra de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, para lo 
cual se retomó lo determinado en la diversa controversia constitucional 16/2017 en la que, por una mayoría de 
seis Ministras y Ministros, el Tribunal Pleno1 estimó que la impugnación de dicha ley resultaba oportuna en 
esta instancia constitucional, pues la aplicación de esa legislación marco derivó en la expedición de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, por parte 
del Congreso de dicha entidad federativa. 

Hago notar que la sentencia decreta el sobreseimiento de oficio respecto a las impugnaciones contra la 
Ley General de Asentamientos Humanos, debido a que éstas fueron materia de análisis y resolución en la 
diversa controversia 22/20172, promovida por el mismo municipio en contra de las mismas autoridades y 
haciendo valer los mismos conceptos de invalidez. 

Sin embargo, tal y como lo manifesté en la sesión de ocho de febrero de dos mil veintiuno en la que se 
resolvió la controversia constitucional 17/2018 (precedente a partir del cual se resuelve el presente asunto), si 
bien mi voto fue a favor del sobreseimiento de la Ley General de Asentamiento Humanos con el objeto de 
estandarizar la votación, también lo es que fui enfático en precisar que mi postura es en contra de que se 
considere a la ley local de asentamientos humanos como un acto de aplicación de la ley general de la materia. 

Lo anterior con base en las razones que expondré a continuación. 

Primeramente, es importante destacar que el municipio demandante sostiene que la ley local es un acto 
de aplicación en su perjuicio de la ley general de la materia, debido a que ello obedeció en términos del 
párrafo primero de su artículo tercero transitorio3. 

Considero incorrecto que la Ley de Asentamientos Humanos del Estado de Nuevo León se le dé el trato 
de un acto de aplicación de la Ley General de la materia, pues no obstante que el artículo tercero transitorio 
de esta última ley establece el plazo de un año para que las autoridades de los tres órdenes de gobierno 
emitan o adecuen todas las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con los contenidos de este 
instrumento, lo cierto es que no debe perderse de vista que la concurrencia en materia de asentamientos 
humanos deriva de un mandato constitucional. 

En efecto, mediante publicación en el Diario Oficial de la Federación del seis de febrero de mil novecientos 
setenta y seis, se reformó el párrafo tercero del artículo 27, y se adicionó fracción la XXIX-C del artículo 73 y 
las fracciones IV y V del artículo 115, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Dichos preceptos constitucionales establecían lo siguiente: 

Artículo 27.- La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio 
nacional, corresponde originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir 
el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad privada. 

Las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y mediante indemnización. 

                                                 
1 En sesiones de veintiséis y veintiocho de enero de dos mil veintiuno, al estudiar el apartado de causas de improcedencia advertidas de 
oficio, las señoras Ministras Piña Hernández y Ríos Farjat, así como los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Aguilar Morales, Pérez 
Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, consideraron que la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano del Estado de Nuevo León constituye un acto de aplicación de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano. 
2 Resuelta el ocho de febrero de dos mil veintiuno. 
3 TERCERO. En un plazo de un año contado a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las autoridades de los tres órdenes de 
gobierno deberán crear o adecuar todas las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con los contenidos de este instrumento. 
En el caso de la Ciudad de México, la Legislatura de la Ciudad de México, las autoridades del gobierno central y de las Demarcaciones 
Territoriales correspondientes, deberán efectuar las adecuaciones legislativas y reglamentarias de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con las disposiciones de la Constitución de la Ciudad de México una vez 
que entren en vigor. 
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(REFORMADO, D.O.F. 6 DE FEBRERO DE 1976) 

La Nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las modalidades 
que dicte el interés público, así como el de regular, en beneficio social, el aprovechamiento de los 
elementos naturales susceptibles de apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de 
la riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr el desarrollo equilibrado del país y el 
mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana. En consecuencia, se 
dictarán las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas 
provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras 
públicas y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los 
centros de población; para el fraccionamiento de los latifundios; para disponer, en los términos de 
la Ley Reglamentaria, la organización y explotación colectiva de los ejidos y comunidades; para el 
desarrollo de la pequeña propiedad agrícola en explotación; para la creación de nuevos centros de 
población agrícola con tierras y aguas que les sean indispensables; para el fomento de la 
agricultura y para evitar la destrucción de los elementos naturales y los daños que la propiedad 
pueda sufrir en perjuicio de la sociedad. Los núcleos de población que carezcan de tierras y aguas 
o no las tengan en cantidad suficiente para las necesidades de su población, tendrán derecho a 
que se les dote de ellas, tomándolas de las propiedades inmediatas, respetando siempre la 
pequeña propiedad agrícola en explotación. 

[...] 

(REFORMADO PRIMER PARRAFO, D.O.F. 10 DE FEBRERO DE 1944) 

Artículo 73.- El Congreso tiene facultad: 

(ADICIONADA, D.O.F. 6 DE FEBRERO DE 1976) 

XXIX-C.- Para expedir las leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, de los 
Estados y de los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de 
asentamientos humanos, con objeto de cumplir los fines previstos en el párrafo tercero del artículo 
27 de esta Constitución. 

Artículo 115.- Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, 
representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y 
administrativa, el Municipio Libre conforme a las bases siguientes: 

[...] 

IV.- Los Estados y Municipios, en el ámbito de sus competencias, expedirán las leyes, reglamentos 
y disposiciones administrativas que sean necesarias para cumplir con los fines señalados en el 
párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución en lo que se refiere a los centros urbanos y de 
acuerdo con la Ley Federal de la materia. 

(ADICIONADA, D.O.F. 6 DE FEBRERO DE 1976) 

V.- Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales de dos o más Entidades 
Federativas formen o tiendan a formar una continuidad geográfica, la Federación,  las Entidades 
Federativas y los Municipios respectivos, en el ámbito de sus competencias, planearán y regularán 
de manera conjunta y coordinada el desarrollo de dichos centros con apego a la Ley Federal de la 
materia. 

[...] 

La anterior reforma introdujo en nuestro sistema jurídico la concurrencia en materia de asentamientos 
humanos con la finalidad de cumplir con los objetivos establecidos en el artículo 27 constitucional 
relacionados con la distribución equitativa de la riqueza pública y cuidad de su conservación, el desarrollo 
equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana. 

En consecuencia, no es difícil advertir que en el texto constitucional obliga al Estado mexicano a 
establecer de las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas 
provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de 
planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población. 
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Para lograr la consecución de tales fines constitucionales, la reforma que se ha venido comentando otorgó 
al Congreso de la Unión la facultad de emitir las leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, 
de los Estados y de los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de 
asentamientos humanos. 

Por otra parte, resulta importante destacar el contenido del artículo segundo transitorio de la reforma 
constitucional referida, en el cual fue establecido lo siguiente. 

SEGUNDO.- El Congreso Federal y las Legislaturas Locales, deberán expedir en el plazo de un 
año, las leyes reglamentarias previstas en las anteriores reformas y adiciones. 

De lo anterior se advierte que la reforma constitucional de mil novecientos setenta y cuatro estableció el 
mandato para que el Congreso Federal y las legislaturas locales expidieran sus ordenamientos en materia de 
asentamientos humanos, con la particularidad de que la facultad de establecer la ley marco que regulara la 
concurrencia entre los distintos órdenes de gobierno, corresponde al Congreso de la Unión. 

En ese sentido, estimo que en el caso concreto no es dable considerar a la Ley de Asentamientos 
Humanos del Estado de Nuevo León como un acto de aplicación de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, pues dicho mandato deriva de la propia Constitución General, es decir, es la propia fuerza 
normativa de la Constitución la que faculta a las legislaturas locales la obligación de expedir y ajustar sus 
legislaciones conforme a la Ley General de Asentamientos Humanos. 

Así pues, estimo que la legislación local de asentamientos humanos no debe considerarse como un acto 
de aplicación de la ley general de la materia, pues cada legislación fue emitida por órdenes de gobierno 
distintos cuyo origen nace de la propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como ya se ha 
visto. 

Por tanto, si el artículo tercero transitorio de la ley general de la materia establece que las autoridades de 
los tres órdenes de gobierno deberán crear o adecuar todas las disposiciones legales y reglamentarias 
relacionadas con los contenidos de la propia ley general, ello obedece al mandato establecido en el artículo 
73, fracción XXIX-C, de la Constitución General, que precisamente tuvo su origen en la reforma constitucional 
de mil novecientos setenta y seis. 

Conforme a lo antes expuesto, respetuosamente estimo que el sobreseimiento de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis, debió atender a que su presentación fue 
extemporánea, toda vez que dicho ordenamiento se publicó en el Diario Oficial de la Federación el veintiocho 
de noviembre de dos mil dieciséis, mientras que el escrito de demanda se presentó en esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación hasta el veintidós de enero de dos mil dieciocho, de modo que el plazo legal de treinta 
días previsto en la Ley Reglamentaria de la materia transcurrió en exceso. 

Finalmente, hago notar que el presente asunto fue resuelto conforme al precedente emitido en la diversa 
controversia constitucional 11/2018 fallada el ocho de febrero de dos mil veintiuno (que a su vez se resolvió 
conforme a la controversia constitucional 17/2018, fallada el ocho de febrero de dos mil veintiuno), en tanto 
que las impugnaciones que en ambos asuntos se hicieron valer en contra de la Ley General y Local de 
Asentamientos Humanos fueron idénticas. 

Por ello, las razones sustentadas en el voto aquí emitido son coincidentes con el que formulé en el 
precedente de la controversia constitucional 17/2018. 

RESPETUOSAMENTE, 

Ministro José Fernando Franco González Salas.- Rúbrica. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cuatro fojas útiles, en 
las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado del voto particular 
formulado por el señor Ministro José Fernando Franco González Salas, en relación con la sentencia del once 
de febrero de dos mil veintiuno, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
controversia constitucional 20/2018, promovida por el Municipio de General Escobedo, Estado de Nuevo 
León. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, 
a veintidós de septiembre de dos mil veintidós.- Rúbrica. 
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO JAVIER LAYNEZ POTISEK EN LA CONTROVERSIA 

CONSTITUCIONAL 20/2018. 

En sesión de once de febrero de dos mil veintiuno, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación resolvió la controversia constitucional citada al rubro promovida por el Municipio de General Escobedo, 

Estado de Nuevo León, en contra de ciertos artículos de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 

Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León (en adelante “Ley de Asentamientos Humanos” o 

“Ley local reclamada”) por contravenir los principios de división de poderes, autonomía municipal y 

supremacía constitucional. 

En lo que interesa al presente voto, la mayoría reconoció la validez de los artículos 259, 305, párrafo 

segundo, y 309 de la Ley reclamada.1 Se estimó que la fijación de los plazos para que las autoridades locales 

y municipales den respuesta a las solicitudes de los particulares no incide en el ámbito de competencia 

municipal, puesto que se encuentra en el ámbito de libertad de configuración de las entidades federativas, de 

acuerdo con las fracciones I y XXV del artículo 10 de la Ley General en la materia. 

Por otro lado, la mayoría reconoció la validez del artículo 210, párrafos octavo2 y décimo.3 Se consideró 

que dicha exigencia resulta constitucional, puesto que el Congreso local estableció las previsiones necesarias 

para cumplir con acciones de densificación tendientes a garantizar dotación suficiente de espacios públicos, 

así como para ser destinados a áreas verdes y equipamientos. Lo anterior no representa una afectación o 

restricción a las facultades del gobierno municipal. Por lo que hace al párrafo décimo del artículo 210, el 

Tribunal Pleno determinó que su constitucionalidad deriva de que el área libre complementaria establecida 

únicamente se prevé con motivo de densificaciones ubicadas dentro de fraccionamientos previamente 

autorizados que impliquen nuevas construcciones. Esto implica, según el mismo razonamiento, que el 

desarrollo de obras e infraestructura se realiza dentro de un polígono en el que se autorizó un determinado 

crecimiento urbano, sin abarcar nuevas áreas ubicadas fuera de ese polígono de densificación. 

Asimismo, el Pleno invalidó los párrafos cuarto y sexto, en las porciones normativas “y lagunas”, del 

artículo 210 y la porción normativa “laguna” del artículo 250, párrafo segundo, fracción I, de la Ley reclamada.4 

El Pleno concluyó que lo anterior resulta inconstitucional, ya que la regulación de las lagunas escapa el marco 

previsto en la Ley General y se vulnera el principio de protección y progresividad del espacio, siendo las 

lagunas una zona inundable o con condiciones topográficas complicadas en relación con el promedio de 

fraccionamiento del conjunto urbano. 

A continuación, precisaré los motivos por los que me aparto de estas conclusiones de la sentencia. 

Específicamente, mi voto es: (I) en contra del reconocimiento de validez de los artículos 259, 305 párrafo 

segundo, y 309 de la Ley reclamada; (II) en contra y por la invalidez de todo el artículo 210 y no solo algunos 

párrafos; y, (III) en contra y por la validez del artículo 250, fracción I, en su porción normativa “lagunas”. 

                                                 
1 Considerando décimo tercero “La reducción de plazos para que el Municipio resuelvan las solicitudes de permisos, licencias o 
autorizaciones viola su autonomía en la regulación de procedimientos administrativos y los plazos para resolver”. 
2 Considerando décimo séptimo “Impugnación de diversas previsiones relacionadas con la cesión de áreas municipales y área libre 
complementaria”, apartado A “Las previsiones relativas a la cesión de áreas municipales violan la competencia del Municipio en la medida en 
que restringen llevar a cabo una cesión adicional con motivo de la acción de crecimiento urbano previamente autorizada (artículo 210, 
párrafos octavo y noveno, de la Ley local impugnada)”. 
3 Considerando décimo séptimo “Impugnación de diversas previsiones relacionadas con la cesión de áreas municipales y área libre 
complementaria”, apartado B “La previsión relativa al “área libre complementaria” viola la competencia municipal en la prestación de los 
servicios públicos, así como el principio de protección y progresividad del espacio público (artículo 210, párrafo décimo, de la Ley local 
impugnada)”. 
4 Considerando décimo séptimo “Impugnación de diversas previsiones relacionadas con la cesión de áreas municipales y área libre 
complementaria”, apartado C “La previsión de que por lo menos el 30% del área de cesión municipal se destine a jardines viola la autonomía 
municipal (artículos 210, párrafos cuarto y sexto, y 250, fracción I, de la Ley local impugnada)”. 
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I. Invalidez de los artículos 259, 305, párrafo segundo, y 309, de la Ley reclamada. 

Los preceptos hacen referencia a distintos trámites que tiene a su cargo el municipio. El artículo 259 
señala el plazo para que el municipio dé respuesta a trámites relativos a los permisos de fraccionamientos y 
urbanización de uso de suelo.5 El artículo 305 establece el plazo para que el municipio responda a las 
solicitudes de autorizaciones de subdivisiones, fusiones, relotificaciones y parcelaciones.6 El artículo 309, por 
último, prescribe los plazos para otorgar los permisos, factibilidades o licencias de construcción y de 
edificación de acuerdo con los planes y programas de desarrollo urbano aplicables y al reglamento Municipal 
de Construcción.7 

Estimo que los preceptos contravienen el artículo 115, fracción II, de la Constitución Federal el cual faculta 
a los municipios para emitir disposiciones con la finalidad de reglamentar los servicios, funciones y facultades 
a su cargo. 

Asimismo, que transgreden la fracción V del artículo 115 constitucional, que establece que los municipios 
expedirán la reglamentación para cumplir con los propósitos del diverso 27 de la Carta Magna. Estos 
preceptos reconocen la competencia municipal para regular, controlar y administrar el programa de desarrollo 
urbano de distintos usos de suelo. En ese sentido, considero que los artículos 259, 305, párrafo segundo y 
309 de la Ley reclamada son inválidos bajo la lógica de que la materia de asentamientos humanos, desarrollo 
urbano y ordenamiento territorial es concurrente. Si bien la legislación debe articular la política de la materia, 
no puede vaciar de contenido las facultades constitucionales de los municipios. 

Los numerales en cita no solamente crean y detallan las exigencias de los trámites, sino que establecen el 
plazo y la vigencia en que deben ser emitidos y los requisitos que las personas ciudadanas deben cumplir 
para obtenerlos. Así, las disposiciones imponen condiciones que los municipios tienen la atribución de decidir 
y, por tanto, vacían de contenido su facultad para establecer y detallar los lineamientos de los trámites a su 
cargo en los Reglamentos de Zonificación y Uso de Suelo respectivos. 

Con lo anterior, no ignoro que los reglamentos municipales deberán ajustarse a los programas de 
desarrollo urbano estatales o federales. Lo que es inadmisible es que la entidad federativa establezca 
lineamientos que, más allá de ser mandatos de optimización, conviertan al municipio en un mero ejecutor de 
las facultades que constitucionalmente se le conceden. 

                                                 
5 Artículo 259. A partir de la fecha de presentación de la solicitud de los trámites enumerados en el artículo anterior y estando debidamente 
acompañadas de la documentación requerida, completa y correcta, la autoridad deberá dar respuesta a la misma en los términos máximos 
siguientes: 
I. Factibilidad de fraccionar y urbanizar; Constituye la factibilidad de uso de suelo: 10-diez días hábiles; 
II. Lineamientos generales de diseño urbano: 10-diez días hábiles; 
III. Proyecto urbanístico o su modificación; Constituye la licencia de uso de suelo: 20-veinte días hábiles; 
IV. Plano de rasantes: 5-cinco días hábiles; 
V. Proyecto ejecutivo urbanístico o su modificación; constituye la licencia de construcción: 20-veinte días hábiles; 
VI. Autorización de Proyecto de ventas y garantía suficiente: 10-diez días hábiles; 
VII. Prórrogas para terminación de obras y reducción de garantías: 15-quince días hábiles; 
VIII. Constancia de terminación de obras, y liberación de garantías: 40-cuarenta días hábiles; y 
IX. Municipalización: 10-diez días hábiles. 
En caso de que la autoridad competente sea omisa y no notifique personalmente la respuesta al trámite solicitado en los términos arriba 
señalados para cada caso y siempre que no se involucren situaciones ilícitas ni sea contraria a la presente Ley, planes, programas u otras 
disposiciones de carácter general en materia de desarrollo urbano, ordenamiento territorial y asentamientos humanos, se considerará negada 
la solicitud planteada. La resolución negativa deberá ser notificada al interesado en el término de 3-tres días hábiles para que en su caso 
haga uso del derecho de interponer los recursos administrativos presentes en esta Ley. 
En los reglamentos municipales u otras disposiciones de carácter general expedidos por el Ayuntamiento correspondiente, podrá establecerse 
un término menor al señalado en el primer párrafo de este artículo, el cual en ningún caso podrá ser mayor. 
6 Artículo 305. Las autorizaciones de subdivisiones, fusiones, relotificaciones y parcelaciones serán expedidas por la autoridad municipal 
competente y tendrán por objeto aprobar el número, superficie y dimensiones de los lotes resultantes. 
Las autorizaciones a que se refiere este artículo serán expedidas en el término de 10-diez días hábiles contados a partir de que sean 
satisfechos los requisitos establecidos en el presente capítulo para su obtención, y tendrán una vigencia de 150-ciento cincuenta días hábiles 
a partir de su expedición, para la inscripción del predio correspondiente ante el Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León. 
7 Artículo 309. A partir de la fecha de presentación de la solicitud de los trámites enumerados, estando debidamente acompañados de la 
documentación requerida, completa y correcta, la autoridad deberá dar respuesta a la misma en los términos máximos siguientes: 
I. Factibilidad de uso de suelo: 5-cinco días hábiles; 
II. Fijación de lineamientos: 5-cinco días hábiles; 
III. Licencia de uso de suelo; o su modificación: 10-diez días hábiles; 
IV. Licencia de Construcción; o su modificación: 10-diez días hábiles; 
V. Prórrogas para terminación de obras: 5-cinco días hábiles; 
VI. Constancia de terminación de obras: 5-cinco días hábiles; 
VII. Proyecto de ventas en condominio, cuando así se requiera y garantía suficiente: 10-diez días hábiles; 
VIII. Prórrogas para terminación de obras en condominio y reducción de garantías: 10-diez días hábiles; 
IX. Constancia de terminación de obras en condominio y liberación de garantías: 10-diez días hábiles; y 
X. Licencia de uso de edificación: 10-diez días hábiles. 
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II. Invalidez del artículo 210 de la Ley local impugnada. 

Estimo que el artículo 210 es inconstitucional en su totalidad.8 En mi concepto, la inconstitucionalidad del 
precepto reclamado se debe a que establece de manera detallada sin dejar campo para que el municipio 

                                                 
8 Artículo 210. Quienes lleven a cabo cualquiera de las acciones de crecimiento urbano de las señaladas por el presente artículo deberán 
ceder gratuitamente al Municipio sin condición, reserva o limitación alguna para destinos y equipamiento urbano público, las siguientes 
superficies de suelo, denominadas Áreas de Cesión Municipal: 
I. Fraccionamientos habitacionales unifamiliares de urbanización inmediata y progresiva: el 17%-diecisiete por ciento del área vendible  
o 22-veintidós metros cuadrados de suelo por unidad de vivienda, lo que resulte mayor. 
El 60%-sesenta por ciento del suelo cedido deberá destinarse para jardines, parques o plazas públicas; de lo anterior, un 30%-treinta por 
ciento en fraccionamientos habitacionales de urbanización inmediata se podrá destinar para jardines ubicados en camellones y rotondas  
de 4-cuatro metros de ancho o de diámetro como mínimo, o anchuras adicionales en las aceras, y hasta un 30%-treinta por ciento de lo 
anterior en jardines menores, siempre y cuando esto sea en vías colectoras o menores, y no podrá ser contabilizado como parte de su 
derecho de vía. 
El otro 40%-cuarenta por ciento del suelo cedido deberá destinarse al mismo uso o a la construcción del equipamiento educativo público de 
nivel básico, áreas deportivas públicas, caseta de vigilancia y asistencia pública. 
En los fraccionamientos habitacionales unifamiliares de urbanización inmediata de más de 50-cincuenta viviendas, las áreas de cesión 
deberán ser polígonos de terrenos mayores a 1,000 metros. 
El análisis de áreas de cesión se hará sobre el proyecto urbanístico; 
II. Fraccionamientos habitacionales multifamiliares de urbanización inmediata y progresiva: el 17%-diecisiete por ciento del área vendible o 
22-veintidós metros cuadrados de suelo por unidad de vivienda, lo que resulte mayor. 
El 60%-sesenta por ciento del suelo cedido deberá destinarse para jardines, parques o plazas públicas; el otro 40% -cuarenta por ciento 
deberá destinarse al mismo uso o a la construcción del equipamiento educativo público del nivel básico, áreas deportivas públicas, caseta de 
vigilancia y asistencia pública. 
El 30% de suelo cedido en fraccionamientos habitacionales de urbanización inmediata se podrá destinar para jardines ubicados en 
camellones y rotondas de 4 -cuatro metros de ancho o de diámetro como mínimo, o anchuras adicionales en las aceras, siempre y cuando 
esto sea en vías colectoras o menores, y no podrá ser contabilizado como parte de su derecho de vía. 
En conjuntos urbanos multifamiliares de urbanización inmediata de más de 50-cincuenta viviendas, se procurará que las áreas de cesión sean 
de polígonos de terrenos mayores a 1,000 metros cuadrados. 
El análisis de áreas de cesión se hará sobre el proyecto urbanístico; 
III. Fraccionamientos comerciales y de servicios: el 7%-siete por ciento del área vendible, dichas superficies se destinarán a la formación de 
jardines, parques, plazas y similares; 
IV. Fraccionamientos o parques industriales: el 7%-siete por ciento del área vendible, dichas superficies se destinarán a la formación de áreas 
verdes y deportivas dentro del propio fraccionamiento; 
V. Fraccionamientos campestres, agropecuarios, recreativos y turísticos: el 17%-diecisiete por ciento del área vendible; dichas superficies se 
destinarán a la formación de jardines, parques, áreas recreativa (sic), y similares; 
VI. Conjuntos urbanos habitacionales unifamiliares: el 17% -diecisiete por ciento del área vendible o 22-veintidós metros cuadrados de suelo 
por lote privativo o por unidad de vivienda a construir, la cantidad que resulte mayor. 
El 60%-sesenta por ciento del suelo cedido deberá destinarse para jardines, parques o plazas públicas, las cuales podrán estar ubicadas 
dentro del área privada sujeta a régimen de propiedad en condominio; el otro 40% -cuarenta por ciento podrá destinarse para la construcción 
del equipamiento educativo público del nivel básico, áreas deportivas, caseta de vigilancia y asistencia pública y deberá ubicarse fuera del 
área privada sujeta a régimen de propiedad en condominio con frente a vía pública; 
VII. Conjuntos urbanos habitacionales multifamiliares: el 17%-diecisiete por ciento del área vendible o 22-veintidós metros cuadrados de suelo 
por unidad de vivienda a construir, la cantidad que resulte mayor. 
El 60%-sesenta por ciento del suelo cedido deberá destinarse para jardines, parques o plazas públicas, las cuales podrán estar ubicadas 
dentro del área privada sujeta a régimen de propiedad en condominio; el otro 40%-cuarenta por ciento el Municipio podrá destinarse para la 
construcción del equipamiento educativo público del nivel básico, áreas deportivas, caseta de vigilancia y asistencia pública y deberá ubicarse 
fuera del área privada sujeta a régimen de propiedad en condominio con frente a vía pública; 
VIII. Conjuntos urbanos no habitacionales, el 7% -siete por ciento del área que resulte de restar a la superficie total del polígono a desarrollar, 
el área de las vialidades públicas y privadas, así como las áreas de afectación; 
IX. Fraccionamientos funerarios o cementerios: el 15% -quince por ciento del área total del predio a desarrollar; 
X. Parcelaciones o subdivisiones en predios habitacionales que no forman parte de fraccionamiento autorizado: se deberá ceder  
el 17% -diecisiete por ciento de la superficie total del predio, menos vialidades públicas y privadas, así como áreas de afectación, únicamente 
cuando se trate de parcelaciones de predios de 5,000-cinco mil metros cuadrados o más de superficie; tratándose de predios menores a 
5,000-cinco mil metros cuadrados, si el área no es adecuada a las funciones públicas del Municipio se podrá hacer la cesión o el pago 
correspondiente en cuyo caso se tomará como base el valor comercial del predio que expida la Secretaría de Finanzas y Tesorería General 
del Estado, el cual tendrá una vigencia de 3-tres meses; y se diferirá ésta obligación conforme al Artículo 234 de esta Ley; 
XI. Los usos complementarios no habitacionales cederán el 7% -siete por ciento del área vendible correspondiente, sin considerar las 
afectaciones correspondientes; y 
XII. Conjuntos urbanos mixtos: cederán en forma proporcional el 17% -diecisiete por ciento del área vendible, o 22 -veintidós metros 
cuadrados por unidad de vivienda, lo que resulte mayor. 
Las construcciones y edificaciones de tipo mixto que se desarrollen en terrenos no comprendidos en fraccionamiento autorizado, cederán en 
forma proporcional el 17%-diecisiete por ciento del área libre de afectaciones, o 22 -veintidós metros cuadrados por unidad de vivienda, lo que 
resulte mayor. 
En los conjuntos urbanos de cualquier tipo, así como las construcciones y edificaciones no comprendidas en fraccionamiento autorizado, las 
áreas de cesión municipal resultantes se cederán sobre el terreno natural de acceso libre para el público. 
Las áreas de cesión para destinos serán clasificadas conforme al artículo 143 de esta Ley, como áreas verdes formadas por plazas, jardines y 
lagunas. 
El manejo de las aguas pluviales, indistintamente sobre el terreno natural o sobre losas, deberá captarse y conducirse a la red pública o al 
subsuelo mediante pozos de absorción. 
Estas áreas de cesión, podrán diseñarse como plazas, jardines y lagunas, con la única restricción que, por lo menos el 30% deberán ser 
jardines. 
Las áreas de cesión para destinos, serán transmitidas al Municipio al momento de inscribir en el Instituto Registral y Catastral del Estado de 
Nuevo León el Régimen de Condominio correspondiente. 
La Cesión a la que se refiere el presente artículo solo se hará por una sola ocasión y no podrá exigirse al propietario del predio cesión 
adicional a la realizada al haber llevado a cabo la acción de crecimiento urbano previamente autorizada. 
En las densificaciones en fraccionamientos previamente autorizados, cuando se realicen cambios de uso de suelo diferente al habitacional, no 
será exigible el área de cesión. 



Martes 15 de noviembre de 2022 DIARIO OFICIAL  

establezca y defina características del crecimiento urbano. Por ejemplo, el precepto detalla los destinos de las 
áreas cedidas y el porcentaje mínimo y máximo de las urbanizaciones que deben ceder los particulares. Al no 
tratarse de principios generales, el precepto vulnera la autonomía municipal. 

Asimismo, la Ley ordena al municipio, de manera detallada, los destinos de los predios cedidos. En este 
sentido, el destino de los predios debe responder a las necesidades de cada municipio, las cuales no son 
homogéneas. En cambio, la Ley estatal fija el contenido concreto de estos parámetros y no se limita a 
establecer parámetros transversales generales. Además, señala que éstos serán imprescriptibles e 
inalienables, elemento que trasciende las facultades de las entidades federativas en materia de asentamientos 
humanos, desarrollo urbano y ordenamiento territorial, puesto que no deja margen de maniobra para que, 
atendiendo a las circunstancias específicas de cada uno, los municipios ejerzan sus atribuciones en materia 
de desarrollo territorial y urbano. 

III. Validez del artículo 250, fracción I, en su porción normativa “lagunas”, de la Ley Local. 
El artículo 250, fracción I,9 pertenece al mismo sistema normativo que el diverso 210. En mi concepto, de 

haberse declarado la invalidez del último precepto –como he argumentado ya– también debió de haberse 
invalidado el numeral 250 por extensión. Sin embargo, obligado por la mayoría, considero que la porción 
normativa “lagunas” del artículo 250, fracción I, es válida. En primer lugar, estimo que las lagunas podrían ser 
consideradas como áreas verdes, que constituyen zonas de esparcimiento conforme a los artículos 74 y 75 de 
la Ley General en la materia. Asimismo, en segundo lugar, considero que el hecho de que el municipio pueda 
destinar hasta el setenta por ciento (70%) de las áreas verdes a lagunas, de ninguna manera implica que las 
áreas de cesión municipal sean zonas inundables o de riesgo o que presenten condiciones topográficas más 
complicadas. Esto es así, en mi concepto, porque de forma previa a determinar el destino específico de estas 
áreas verdes, las autoridades deben cerciorarse de que se cumplen los requisitos que prevé el artículo 76 de 
la Ley General10 para que sean susceptibles de constituir áreas de cesión. De acuerdo con este precepto las 
zonas inundables o de riesgos no pueden ser cedidas al municipio. Por ello, la porción normativa “lagunas” 
resulta válida pues debe ser entendida como un cuerpo de agua que no constituye una zona de riesgo. 

Ministro Javier Laynez Potisek.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael 
Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cinco fojas útiles, en las 
que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado del voto particular 
formulado por el señor Ministro Javier Laynez Potisek, en relación con la sentencia del once de febrero de dos 
mil veintiuno, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la controversia 
constitucional 20/2018, promovida por el Municipio de General Escobedo. Se certifica con la finalidad de que 
se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veintidós de septiembre de dos mil 
veintidós.- Rúbrica. 

                                                                                                                                                     
En densificaciones ubicadas dentro de fraccionamientos previamente autorizados que impliquen nuevas construcciones se dejará área libre 
complementaria a razón del 8% -ocho por ciento sobre el área del predio libre de afectaciones, excepto en construcciones habitacionales de 
cuatro unidades o menos. El Área Libre Complementaria-ALC podrá ser de manera indistinta sobre terreno natural de acceso libre para el 
público. El Área Libre Complementaria-ALC no contará para el cálculo del área libre del Coeficiente de Ocupación de Suelo-COS y/o 
Coeficiente de Absorción y Área Verde-CAAV; Será área abierta fuera de construcción cerrada, pudiendo tener cubiertas. 
Salvo las excepciones previstas de manera expresa en la Ley, las áreas de cesión serán inalienables, imprescriptibles e inembargables, no 
estarán sujetas a acción reivindicatoria, no podrán ser cubiertas en efectivo, no podrán ser objeto de enajenación o gravamen y sólo podrán 
utilizarse para los fines descritos en este artículo, y dependiendo el tipo de fraccionamiento de que se trate, por lo que no se deberá cambiar 
su destino, salvo cuando sea necesario realizar afectaciones con fines de utilidad pública, en cuyo caso la Autoridad Municipal deberá contar 
con el acuerdo respectivo del Cabildo, aprobado cuando menos por las dos terceras partes de sus integrantes. 
Cuando el Municipio pretenda otorgar alguna concesión sobre áreas para su uso, aprovechamiento o explotación a particulares o instituciones 
de derecho público o privado, además de lo establecido en el párrafo que antecede, será necesario contar con la aprobación del Congreso del 
Estado. Las áreas de cesión de fraccionamientos industriales podrán ser enajenadas o permutadas por los Municipios para el fin que resulte 
de mayor beneficio para el propio Municipio y sus habitantes, sin el requisito de aprobación del Congreso del Estado. 
Las áreas municipales que no provengan de las cesiones enumeradas por este artículo y que pretendan ser enajenadas, el Municipio podrá 
realizar dicha enajenación en la plena autonomía que le confiere el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
el artículo 132 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León. 
Quienes lleven a cabo cualquiera de las acciones de crecimiento urbano de las señaladas en el presente artículo que cedan gratuitamente al 
municipio sin condición, reserva o limitación alguna para destinos y equipamiento urbano público parte de su inmueble, tendrán derecho 
conforme a las disposiciones fiscales federales aplicables, a acreditar el impuesto al valor agregado proporcional al porcentaje del área 
cedida. 
9 Artículo 250. El espacio público producto de cesión municipal conforme al artículo 210 de ésta Ley, será para la formación de áreas verdes, 
áreas recreativas y de convivencia. 
Estas áreas deberán destinarse para la construcción o habilitación de: 
I. Parques, plazas, lagunas y jardines; 
[...] 
10 Artículo 76. Las leyes locales establecerán las disposiciones tendientes a que los planes y programas de Desarrollo Urbano que 
implementen acciones de Densificación, garanticen una dotación suficiente de espacios públicos por habitante y conectividad con base en las 
normas aplicables, por medio de la adquisición y habilitación de espacios públicos adicionales a los existentes dentro del polígono sujeto a 
Densificación. 
Igualmente establecerán que los predios que con base en la normatividad aplicable, los fraccionadores y desarrolladores estén obligados a 
ceder al municipio para ser destinados a áreas verdes y equipamientos, no puedan ser residuales, estar ubicados en zonas inundables o de 
riesgos, o presentar condiciones topográficas más complicadas que el promedio del fraccionamiento o conjunto urbano. 
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO PRESIDENTE ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA EN LA 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 20/2018, PROMOVIDA POR EL MUNICIPIO DE GENERAL ESCOBEDO, ESTADO 

DE NUEVO LEÓN. 

En sesión de once de febrero de dos mil veintiuno, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de 

la Nación discutió y resolvió la presente controversia constitucional promovida por el Municipio de General 

Escobedo, Estado de Nuevo León, en contra de diversas disposiciones de la Ley de Asentamientos Humanos, 

Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano de dicha entidad federativa. 

Presento este voto particular, pues si bien en términos generales concuerdo con la sentencia, en relación 

con algunos puntos respetuosamente difiero de las determinaciones alcanzadas por la mayoría de los 

Ministros y Ministras. 

I. Artículos 52 y 56, penúltimo párrafo, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 

Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León (considerando Octavo,  apartado 

B). 

a) Fallo mayoritario. 

En este apartado de la sentencia, el Tribunal Pleno reconoció la validez del artículo 52 y omitió 

pronunciarse por lo que se refiere al diverso 56, penúltimo párrafo, de la Ley de Asentamientos Humanos, 

Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León1. De la lectura de la sentencia se 

desprende que el reconocimiento de validez se sustenta en las consideraciones siguientes: 

En primer lugar, se expone que, conforme a la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 

Territorial y Desarrollo Urbano, corresponde a las entidades federativas analizar la congruencia de los 

distintos programas municipales de desarrollo urbano con la planeación de los distintos niveles de gobierno 

mediante dictámenes de congruencia. De manera paralela, concierne a los municipios validar ante la 

autoridad competente local la congruencia de sus planes y programas municipales de desarrollo urbano. 

En segundo lugar, se señala que conforme al artículo 52 impugnado la autoridad estatal competente 

deberá, a petición expresa del ayuntamiento, presidente o dependencia municipales, analizar la 

apropiada congruencia de los programas municipales de desarrollo urbano con respecto a los distintos niveles 

de planeación, como requisito previo a su aprobación, publicación e inscripción. 

De ahí, concluye que lo previsto en la norma impugnada es acorde con los mandatos de coordinación 

previstos en la Ley General de la materia. Lo anterior, en virtud de que, mientras no concluya definitivamente 

la etapa de verificación de congruencia que deberá realizar la autoridad local, el ente municipal se ve 

impedido para ejercer sus atribuciones constitucionales. 

b) Razones de disenso. 

Respetuosamente, disiento del reconocimiento de validez del artículo 52 y considero que se debió estudiar 

y declarar la invalidez del diverso 56, penúltimo párrafo, ambos de la Ley de Asentamientos Humanos, 

Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León. 

                                                 
1 Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León 
Artículo 52. El Estado a través de la Secretaría, de oficio, en los casos de los planes o programas, o a petición expresa del Ayuntamiento, 
Presidente Municipal o de la Dependencia Municipal, tratándose de los programas referidos en las fracciones V, VI y VII del artículo 50 de 
ésta Ley, analizará y verificará que los proyectos de planes o programas de desarrollo urbano, terminada la consulta pública y analizado, en 
su caso, la procedencia o no de los planteamientos y las propuestas, antes de ser aprobados definitivamente por la autoridad estatal o por el 
Ayuntamiento, como requisito previo a su aprobación, publicación en el Periódico Oficial del Estado y su inscripción en la Dirección del 
Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral del Estado, guarden apropiada congruencia, coordinación y 
ajuste entre los distintos niveles de planeación estatal, y en su caso, federal. 
Artículo 56. (penúltimo párrafo) 
Concluida la etapa de congruencia, y realizadas las modificaciones que en su caso resultaron, la autoridad estatal o municipal competente 
en materia de desarrollo urbano, aprobará el plan o programa de desarrollo urbano o las modificaciones a los planes o programas vigentes, 
tratándose de los planes o programa de desarrollo urbano competencia de los Municipios se presentarán estos documentos 
conjuntamente con el dictamen de congruencia ante el Ayuntamiento para su aprobación. Para la validez y obligatoriedad de los planes 
o programas de desarrollo urbano se deberá realizar su publicación en forma íntegra en el Periódico Oficial del Estado, en los casos de los 
planes o programas de nivel municipal se publicarán en la gaceta municipal, cuando el Municipio cuente con ese medio de difusión, y se 
procederá a realizar las solicitudes y gestiones necesarias para que se inscriban en la Dirección (sic) Registro Público de la Propiedad y del 
Comercio del Instituto Registral y Catastral del Estado, en los términos que señala esta Ley. 
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El artículo 44 de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 

Urbano2 establece que el ayuntamiento deberá consultar a la autoridad local competente sobre la apropiada 

congruencia, coordinación y ajuste de su programa de desarrollo urbano con la planeación estatal y federal, 

una vez aprobado y como requisito previo a su inscripción en el registro público de la propiedad. 

Sin embargo, los artículos 52 y 56, penúltimo párrafo, de la Ley de Asentamientos Humanos, 

Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León disponen que la Secretaría 

estatal analizará la congruencia de los planes y programas de desarrollo urbano “antes de ser aprobados” 

definitivamente por la autoridad estatal. 

De esta manera, es claro que se alteran los criterios establecidos por la Ley General de la materia para 

garantizar que exista debida congruencia entre la Federación, las entidades federativas y los municipios. Lo 

anterior, pues en la norma emitida por el Congreso de la Unión, la verificación de congruencia es un requisito 

posterior a la aprobación del municipio, necesaria para la inscripción del instrumento en el registro público que 

no incide en las facultades previstas en el inciso a) de la fracción V del artículo 115 de la Constitución 

General3. Sin embargo, en las normas de que se trata, esta etapa es previa a la aprobación por parte del 

Ayuntamiento, lo que afecta su esfera de competencias. 

Por estos motivos, considero que los artículos 52 y 56, penúltimo párrafo, de la Ley de Asentamientos 

Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León son inconstitucionales, 

por lo que debió declararse su invalidez. 

II. Artículo 53, fracción IX, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 

Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León (considerando Octavo, apartado C). 

a) Fallo mayoritario. 

En este apartado, el Tribunal Pleno reconoció la validez del artículo 53, fracción IX, de la Ley de 

Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León4, por 

las razones que se sintetizan a continuación: 

En primer lugar, la sentencia expone que la Ley General en la materia otorga facultades a los Estados 

para que establezcan normas conforme a las cuales se promueva y garantice la participación ciudadana en 

los procedimientos de planeación, seguimiento y evaluación de los programas de desarrollo urbano, así como 

para verificar la congruencia de los planes municipales. Además, la ley en cuestión vincula a los municipios a 

instaurar los mecanismos de consulta pública y verificar con la autoridad estatal la congruencia de los 

instrumentos de que se trata. 

Posteriormente, la sentencia señala que la Ley local en la materia regula el mecanismo de consulta 

pública que forma parte del procedimiento previsto para la emisión de los programas de desarrollo urbano. Por 

ello, es acorde con las previsiones de la Ley General de la materia que el Gobierno de la entidad verifique que 

el proceso de consulta pública sea acorde con los distintos niveles de planeación. En esas condiciones, se 

reconoce la validez de la norma impugnada que lo faculta para analizar este tema. 

                                                 
2 Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 
Artículo 44. El ayuntamiento, una vez que apruebe el plan o programa de Desarrollo Urbano, y como requisito previo a su inscripción en 
el Registro Público de la Propiedad, deberá consultar a la autoridad competente de la entidad federativa de que se trate, sobre la apropiada 
congruencia, coordinación y ajuste de dicho instrumento con la planeación estatal y federal. La autoridad estatal tiene un plazo de noventa 
días hábiles para dar respuesta, contados a partir de que sea presentada la solicitud señalará con precisión si existe o no la congruencia y 
ajuste. Ante la omisión de respuesta opera la afirmativa ficta. 
En caso de no ser favorable, el dictamen deberá justificar de manera clara y expresa las recomendaciones que considere pertinentes para 
que el ayuntamiento efectúe las modificaciones correspondientes. 
3 Constitución General 
Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, 
teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes: 
[...] 
V.- Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán facultados para: 
a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal, así como los planes en materia de movilidad y 
seguridad vial; 
4 Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León: 
Artículo 53. El análisis de la congruencia, entre los planes o programas de desarrollo urbano se realizará respecto a los siguientes temas: 
[...] 
IX. El cumplimiento del procedimiento para la consulta de los planes o programas municipales de desarrollo urbano, programas de 
desarrollo urbano de centros de población o programas parciales, conforme lo indica el artículo 56 de esta Ley. 
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b) Razones de disenso. 

Respetuosamente, disiento del reconocimiento de validez del artículo 53, fracción IX, de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, por las 
siguientes razones: 

En términos del artículo 10, fracciones VII y VIII, así como en el diverso 44, ambos de la Ley General de la 
materia5, las entidades federativas deben verificar que los distintos programas municipales de desarrollo 
urbano guarden congruencia y estén ajustados tanto a la planeación estatal como federal. Por su parte, el 
artículo impugnado dispone que el análisis de congruencia verificará el cumplimiento del procedimiento para 
la consulta de los planes de desarrollo urbanos, de centros de población o programas parciales. 

Luego entonces, el artículo impugnado excede el parámetro establecido por la Ley General de la materia, 
pues ésta faculta a los Gobiernos locales para verificar la congruencia con la planeación estatal y federal, 
mientras que la Ley local autoriza a la Secretaría respectiva a comprobar el procedimiento de consulta, lo que 
implica revisar la legalidad de las actuaciones del propio municipio. Ello, en detrimento de la facultad del actor 
para formular y aprobar sus planes de desarrollo urbano, contenida en el artículo 115, fracción V, inciso a), de 
la Constitución General. 

Por estas razones, considero que el artículo 53, fracción IX, de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León es inconstitucional. 

III. Artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313 de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León (considerando 
Décimo Cuarto). 

a) Fallo mayoritario. 

En este considerando, la sentencia analizó los conceptos de invalidez señalados por el Municipio, 
consistentes en que los artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313 de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León6 generan incertidumbre e 
inseguridad jurídica respecto al momento o lapso de tiempo dentro del cual el titular del permiso puede ejercer 
la prerrogativa contenida en la licencia, dictamen de factibilidad o autorización. 

Además, se argumentó que los preceptos impugnados resultan contradictorios con el artículo 93, último 
párrafo, de la propia Ley local impugnada, el cual establece que la modificación total o parcial de los planes o 
programas de desarrollo urbano se hará sin perjuicio de las vigencias de los permisos, licencias, 
autorizaciones o cualquier otro derecho adquirido, que hayan obtenido los particulares de conformidad con los 
planes o programas antes de su modificación o confirmación. 

                                                 
5 Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 
Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: 
[...] 
VII. Analizar y calificar la congruencia y vinculación con la planeación estatal, que deberán observar los distintos programas municipales 
de Desarrollo Urbano, incluyendo los de conurbaciones o zonas metropolitanas, a través de dictámenes de congruencia estatal; 
VIII. Inscribir en el Registro Público de la Propiedad, a petición de parte, los planes y programas municipales en materia de Desarrollo Urbano, 
Reservas, Usos del suelo y Destinos de áreas y predios, cuando éstos tengan congruencia y estén ajustados con la planeación estatal y 
federal; 
Artículo 44. El ayuntamiento, una vez que apruebe el plan o programa de Desarrollo Urbano, y como requisito previo a su inscripción en el 
Registro Público de la Propiedad, deberá consultar a la autoridad competente de la entidad federativa de que se trate, sobre la apropiada 
congruencia, coordinación y ajuste de dicho instrumento con la planeación estatal y federal. La autoridad estatal tiene un plazo de 
noventa días hábiles para dar respuesta, contados a partir de que sea presentada la solicitud señalará con precisión si existe o no la 
congruencia y ajuste. Ante la omisión de respuesta opera la afirmativa ficta. 
6 Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León 
Artículo 291. Las autorizaciones a que se refiere este capítulo tendrán las siguientes vigencias: 
I. En fraccionamientos que se desarrollen en una etapa, la factibilidad de urbanización, la fijación de lineamientos generales de diseño urbano, 
el proyecto urbanístico y el plano de rasantes, estarán vigentes hasta en tanto lo establecido en nuevos planes o programas de desarrollo 
urbano, atlas de riesgo, y demás disposiciones legales aplicables, no las contravengan; 
[...] 
Artículo 304. Las autorizaciones a que se refiere este capítulo, tendrán las siguientes vigencias: 
I. En conjuntos urbanos que se desarrollen en una etapa, la factibilidad de urbanizar y/o factibilidad de uso de suelo, la fijación de 
lineamientos generales de diseño urbano y/o diseño arquitectónico, el proyecto urbanístico y/o proyecto arquitectónico, y el plano de rasantes, 
no generarán derechos adquiridos y estarán vigentes hasta en tanto lo establecido en nuevos planes o programas de desarrollo Urbano, atlas 
de riesgo, y demás disposiciones legales aplicables, no las contravengan; 
[...] 
Artículo 313. Las factibilidades de uso de suelo, los lineamientos generales de diseño arquitectónico y el proyecto arquitectónico o licencia de 
uso de suelo, no tendrán vencimiento. En caso de que una nueva legislación o reforma modifique las normas técnicas autorizadas en materia 
de vialidad, los proyectos arquitectónicos, que no formen parte del proyecto ejecutivo arquitectónico iniciado para trámite de autorización, 
deberán ser adecuados a las nuevas disposiciones. 
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La sentencia declara fundados dichos conceptos de invalidez, pues menciona que las normas vulneran el 
principio de seguridad jurídica reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución General, ya que impactan 
en la posibilidad de que el ente municipal ejerza con certidumbre sus facultades en materia de zonificación, 
planeación y, primordialmente, control y vigilancia del uso del suelo, reconocidas en el diverso 115, fracción V, 
de la Constitución General. 

En efecto, se menciona que los artículos 291, fracción I, y 304, fracción I, de la Ley de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León refieren que las 
autorizaciones relacionadas con la factibilidad de urbanización y/o factibilidad de uso de suelo, la fijación de 
lineamientos generales de diseño urbano y/o diseño arquitectónico, el proyecto urbanístico y/o proyecto 
arquitectónico y el plano de rasantes “estarán vigentes hasta en tanto lo establecido en nuevos planes o 
programas de desarrollo urbano, atlas de riesgo, y demás disposiciones legales aplicables, no las 
contravengan”. En cambio, el diverso 313 establece que las autorizaciones referidas “no tendrán 
vencimiento”; lo que impide al Municipio tener certeza sobre cuándo dejan de tener vigencia tales 
instrumentos y se traduce en la imposibilidad del ente municipal para realizar una planeación, zonificación, así 
como un control y vigilancia adecuados del uso del suelo, pues tales atribuciones dependen, en forma 
relevante, de la vigencia de los distintos permisos de las autorizaciones y licencias. 

b) Razones de disenso. 

Respetuosamente me aparto del criterio mayoritario expuesto en la sentencia, consistente en invalidar los 
artículos 291, fracción I, 304, fracción I y 313 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial 
y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León. Lo anterior, pues considero que dichos artículos no 
vulneran las potestades normativas ni administrativas del Municipio, no generan incertidumbre o inseguridad 
jurídica y tampoco resultan contradictorios con lo establecido en el último párrafo del artículo 93 de la propia 
Ley impugnada. Me explico. 

De una simple lectura a los artículos impugnados, puede desprenderse que: 1. Sujetan la vigencia de 
determinadas autorizaciones en materia de fraccionamientos (artículo 291, fracción I) y conjuntos urbanos 
(artículo 304, fracción I) que se desarrollen en una etapa, a que lo establecido en nuevos planes o programas 
de desarrollo urbano, atlas de riesgo y demás disposiciones aplicables no las contravengan; y 2. Establecen 
que no tendrán vencimiento determinadas autorizaciones en materia de construcción y edificación. 

Ahora bien, en su concepto de invalidez vigésimo tercero, el Municipio actor argumentó en esencia que: 1. 
El hecho de que el Congreso local no estableciera una vigencia definida para este tipo de autorizaciones 
vulnera sus potestades normativas y administrativas en materia de planeación, administración y control del 
desarrollo urbano, pues genera un ámbito de incertidumbre e inseguridad jurídica respecto al lapso de tiempo 
en el que el titular de la autorización puede ejercer las prerrogativas que le corresponden; y 2. Si bien para 
algunas autorizaciones se establecen condiciones de vigencia vinculadas con las modificaciones que pudieran 
sufrir planes y programas de desarrollo urbano, considera que ello es contradictorio con lo que establece el 
último párrafo del artículo 93 de la propia Ley local impugnada. 

En primer término, debe destacarse que el artículo 10, fracciones I y XXV, de la Ley General de la materia 
autoriza a las entidades federativas para legislar en materia de asentamientos humanos, desarrollo urbano y 
ordenamiento territorial y, específicamente, para establecer en las leyes los lineamientos a los que habrán de 
sujetarse las autorizaciones, licencias o permisos relacionados con las diferentes acciones urbanísticas. De tal 
manera que, aunque no se haya alegado una falta de competencia, considero que la legislatura local se 
encontraba facultada para regular estas cuestiones. 

Ahora bien, por lo que respecta a los artículos 291, fracción I y 304, fracción I, de la Ley impugnada, 
advierto que efectivamente el Congreso local dispuso una regla especial en cuanto a que tratándose de 
fraccionamientos o conjuntos urbanos que se desarrollen en una etapa, la vigencia de determinadas 
autorizaciones se extenderá “hasta en tanto lo establecido en nuevos planes o programas de desarrollo 
urbano, atlas de riesgo, y demás disposiciones legales no las contravengan”. En específico, se refiere a las 
autorizaciones consistentes en: 1. La factibilidad de urbanización, factibilidad de urbanizar y/o factibilidad de 
uso de suelo; 2. La fijación de lineamientos generales de diseño urbano y/o diseño arquitectónico; 3. El 
proyecto urbanístico y/o el proyecto arquitectónico; y 4. El plano de rasantes. 

Al respecto, las autorizaciones a que hacen referencia los artículos impugnados son todas aquellas que se 
emiten de manera previa al proyecto urbanístico o licencia de construcción; de tal manera que se trata de 
autorizaciones emitidas durante etapas previas y en las que se busca determinar con precisión la 
factibilidad y los alcances del proyecto que se pretende realizar. Ello con base en los planes o programas de 
desarrollo urbano aplicables, atlas de riesgos y demás disposiciones aplicables. 
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De esta manera, desde mi perspectiva resulta clara la lógica de la vigencia indefinida de este tipo de 
autorizaciones, sujeta a la modificación de los planes o programas de desarrollo urbano, atlas de riesgo o 
demás disposiciones aplicables; pues dichas autorizaciones preliminares no perderán su vigencia hasta en 
tanto surja un motivo justificado que detone la modificación de la planeación de desarrollo urbano —en 
términos de lo que dispone el artículo 93 de la propia Ley impugnada—, supuesto en el que el particular 
deberá reiniciar los procedimientos de autorización correspondientes si es que así lo considera. 

Lo anterior permite dotar de seguridad a los particulares de que las autorizaciones en cuestión no 
perderán su vigencia en tanto continúen siendo acordes a lo establecido en nuevos planes o programas de 
desarrollo urbano, atlas de riesgo u otras disposiciones aplicables; al tiempo que permite a la autoridad volver 
a analizar estas autorizaciones si llegase a existir una modificación en las normas técnicas respectivas que 
impacten en alguno de los supuestos previstos por la norma. Por tanto, contrario a lo argumentado por la 
mayoría de los integrantes de este Tribunal Pleno, considero que los artículos 291, fracción I y 304, fracción I, 
de la Ley impugnada no suponen incertidumbre o inseguridad jurídica. 

Por otra parte, en lo relativo al argumento del Municipio actor en el sentido de que dichas disposiciones 
son contrarias a lo establecido en el último párrafo del artículo 93 de la propia Ley local impugnada, advierto 
que el artículo 93 de la Ley local impugnada regula los supuestos en la que las autoridades competentes 
podrán modificar los planes o programas de desarrollo urbano y su último párrafo señala que “[l]a modificación 
total o parcial de los planes o programas de desarrollo urbano se hará sin perjuicio de las vigencias de los 
permisos, licencias, autorizaciones o cualesquier otro derecho adquirido que hayan obtenido los particulares 
de conformidad con los planes o programas antes de su modificación o confirmación”. 

Desde mi perspectiva, la contradicción alegada por el municipio actor es inexistente dado que el último 
párrafo del artículo 93 establece una regla general en cuanto a que las modificaciones a planes y programas 
de desarrollo urbano no afectarán permisos, licencias autorizaciones o derechos adquiridos; sin embargo, en 
los artículos 291, fracción I y 304, fracción I, de la Ley impugnada encontramos una excepción a esta regla 
general que se justifica por las razones de interés público expuestas en párrafos anteriores. De esta manera, 
se entiende que permisos o autorizaciones cuya vigencia no dependa de su adecuación con nuevos planes o 
programas de desarrollo urbano, no se verán afectados por la modificación de éstos. 

Finalmente, por lo que hace al artículo 313 de la Ley impugnada, advierto que el Congreso local dispuso 
que en materia de factibilidades y licencias de uso de suelo para la construcción y edificación las factibilidades 
de uso de suelo los lineamientos generales de diseño arquitectónico y el proyecto arquitectónico o licencia de 
uso de suelo, no tendrán vencimiento. Al respecto, al igual que sucedía en los supuestos anteriores, las 
autorizaciones que carecen de vencimiento son todas aquellas que se emiten de manera previa al proyecto 
ejecutivo arquitectónico o licencia de construcción; de tal manera que se trata de autorizaciones emitidas 
durante etapas previas y cuyo objeto es determinar con precisión la factibilidad y los alcances del proyecto 
que se pretende realizar. 

La excepción a esta regla se encuentra en el segundo párrafo del propio numeral 313, el cual establece 
que en caso de que una nueva legislación o reforma modifique las normas técnicas autorizadas en materia de 
vialidad, los proyectos arquitectónicos —que no formen parte del proyecto ejecutivo arquitectónico iniciado 
para trámite de autorización— deberán ser adecuados a las nuevas disposiciones. De esta manera, estimo 
que el artículo 313 de la Ley impugnada tampoco supone incertidumbre o inseguridad jurídica dado que el 
legislador fue inequívoco en cuanto a que en estos casos no habrá vencimientos. 

Por las razones expuestas, considero que debió declararse infundado el concepto de invalidez del 
Municipio y, por ende, reconocerse la validez de los artículos 291, fracción I, 304, fracción I y 313 de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 
Acuerdo, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de ocho fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular formulado por el 
señor Ministro Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en relación con la sentencia del once de febrero de 
dos mil veintiuno, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la controversia 
constitucional 20/2018, promovida por el Municipio de General Escobedo, Estado de Nuevo León. Se certifica 
con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación. Ciudad de México, a veintidós de 
septiembre de dos mil veintidós.- Rúbrica. 
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CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
ACUERDO General 26/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la creación, denominación e 
inicio de funciones del Tribunal Colegiado de Apelación del Decimotercer Circuito, con residencia en San Bartolo 
Coyotepec, así como su competencia, jurisdicción territorial y domicilio; y que reforma el similar 3/2013, relativo a 
la determinación del número y límites territoriales de los circuitos judiciales en que se divide la República 
Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y especialización por materia de los Tribunales de Circuito, los 
Tribunales Colegiados de Apelación y de los Juzgados de Distrito. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL 26/2022, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, RELATIVO A LA 

CREACIÓN, DENOMINACIÓN E INICIO DE FUNCIONES DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE APELACIÓN DEL 

DECIMOTERCER CIRCUITO, CON RESIDENCIA EN SAN BARTOLO COYOTEPEC, ASÍ COMO SU COMPETENCIA, 

JURISDICCIÓN TERRITORIAL Y DOMICILIO; Y QUE REFORMA EL SIMILAR 3/2013, RELATIVO A LA DETERMINACIÓN 

DEL NÚMERO Y LÍMITES TERRITORIALES DE LOS CIRCUITOS JUDICIALES EN QUE SE DIVIDE LA REPÚBLICA 

MEXICANA; Y AL NÚMERO, A LA JURISDICCIÓN TERRITORIAL Y ESPECIALIZACIÓN POR MATERIA DE LOS 

TRIBUNALES DE CIRCUITO, LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE APELACIÓN Y DE LOS JUZGADOS DE DISTRITO. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo segundo, 100, párrafos primero y 
noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 73 y 86, fracción II, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de la 
administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial del Poder Judicial de la Federación, con independencia 
técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones; además, está facultado para expedir acuerdos generales 
que permitan el adecuado ejercicio de sus funciones; 

SEGUNDO. Los artículos 94, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 
86, fracciones III y IV de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación establecen que son atribuciones 
del Consejo de la Judicatura Federal determinar el número, límites territoriales de los circuitos en que se 
divida el territorio de la República Mexicana y, en su caso, especialización por materia de los Tribunales 
Colegiados de Apelación en cada uno de los circuitos; 

TERCERO. El artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos 
para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes; 

CUARTO. El 11 de marzo de 2021 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se 
declara reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, relativos al Poder Judicial de la Federación. Entre otras cosas, el artículo quinto transitorio de 
dicho Decreto señala que el Consejo de la Judicatura Federal, en ejercicio de sus facultades regulatorias, 
adoptará las medidas necesarias para convertir los Tribunales Unitarios de Circuito en Tribunales Colegiados 
de Apelación, considerando que en cada entidad federativa debe haber al menos uno de éstos. 

QUINTO. Para instrumentar la mencionada transformación, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal 
aprobó, en sesión del 22 de junio de 2022, el Estudio relativo a la transformación de los Tribunales Unitarios 
de Circuito en Tribunales Colegiados de Apelación y, en sesión del 13 de octubre de 2022, aprobó el Acuerdo 
General 24/2022, que reglamenta la integración, organización y funcionamiento de los Tribunales Colegiados 
de Apelación. 

Al aprobar estos documentos, entre otras cuestiones, el Pleno consideró que solo habría un Tribunal 
Colegiado de Apelación en el Decimotercer Circuito, por lo que, para conocer de los juicios de amparo que se 
promuevan para combatir sus actos, será competente el tribunal más próximo a la residencia del que haya 
emitido el acto reclamado, en términos del artículo 36 de la Ley de Amparo. Al respecto, se estimó importante 
que las personas promoventes de amparo tengan conocimiento acerca del órgano ante el cual tienen que 
presentar la demanda de amparo, cuando pretendan combatir la determinación de un Tribunal Colegiado de 
Apelación único en su circuito, pues esto no resulta evidente, dada la geografía del país. Para tomar en 
cuenta la cercanía, no solo se toma en cuenta la distancia entre las sedes, sino también la accesibilidad entre 
los Tribunales y un equilibrio entre cargas de trabajo. Por ello, se aclara que el Tribunal Colegiado  de 
Apelación del Decimotercer Circuito tendrá jurisdicción para conocer de los juicios de amparo que se 
promuevan en contra de actos de su homólogo del Sexto Circuito, por ser el más próximo, y con el objeto de 
dar certeza a las personas justiciables acerca del órgano ante el cual tienen que presentar la demanda 
correspondiente; y 
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SEXTO. El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, en sesión de 26 de octubre de 2022, aprobó el 

Dictamen relativo a la creación del Tribunal Colegiado de Apelación del Decimotercer Circuito, con sede en 

San Bartolo, Coyotepec. 

Por lo anterior, se expide el siguiente 

ACUERDO 

Artículo 1. Se crea el Tribunal Colegiado de Apelación del Decimotercer Circuito, con residencia en San 

Bartolo Coyotepec. 

Artículo 2. El Tribunal Colegiado de Apelación del Decimotercer Circuito iniciará funciones el 16 de 

noviembre de 2022. 

Artículo 3. El Tribunal Colegiado de Apelación del Decimotercer Circuito, con residencia en San Bartolo 

Coyotepec, en el Estado de Oaxaca tendrá competencia mixta conforme a lo dispuesto en los artículos 35, 36 

y 49 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y ejercerá jurisdicción territorial en el 

Decimotercer Circuito, que comprende el estado de Oaxaca. 

Asimismo, el Tribunal Colegiado de Apelación de nueva creación ejercerá jurisdicción para conocer de los 

juicios de amparo indirecto promovidos en contra de actos del Tribunal Colegiado de Apelación del Sexto 

Circuito, que comprende el estado de Puebla, al tratarse del Tribunal más cercano a la residencia. 

Artículo 4. El Tribunal Colegiado de Apelación del Decimotercer Circuito tendrá su domicilio en el Edificio 

Sede del Poder Judicial de la Federación, ubicado en Privada de Aldama número 106, código postal 71256, 

San Bartolo Coyotepec, Oaxaca. 

Todos los trámites relacionados con los asuntos de su competencia deberán dirigirse y realizarse en el 

domicilio indicado. 

Artículo 5. La Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados en Materias Penal y de 

Trabajo del Decimotercer Circuito auxiliará al Tribunal Colegiado de Apelación del mismo circuito en la 

recepción de asuntos de término en los horarios y en los términos que señala el artículo 29 del Acuerdo 

General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de 

actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales. 

Artículo 6. La persona Presidenta o Presidente del Tribunal Colegiado de Apelación verificará el 

adecuado uso de los libros de control electrónicos, en términos del Acuerdo General del Pleno del Consejo de 

la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos 

jurisdiccionales y la normatividad aplicable. 

Asimismo, levantará por duplicado un acta administrativa del inicio de funciones, en el formato 

proporcionado por la Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos, remitiendo un ejemplar a ésta 

para su archivo. 

Artículo 7. El Tribunal Colegiado de Apelación del Decimotercer Circuito remitirá, dentro de los primeros 

cinco días naturales de cada mes, un reporte estadístico a la Dirección General de Estadística Judicial. 

Artículo 8. El Pleno y las Comisiones de Creación de Nuevos Órganos; de Carrera Judicial; de 

Adscripción; y de Administración del Consejo de la Judicatura Federal estarán facultados para interpretar y 

resolver las cuestiones administrativas que se susciten con motivo de la aplicación del presente Acuerdo en el 

ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 9. Se reforma el numeral SEGUNDO, fracción XIII, número 2; y se adiciona un segundo párrafo a 

la fracción XIII del numeral TERCERO del Acuerdo General 3/2013 del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal, relativo a la determinación del número y límites territoriales de los Circuitos Judiciales en que se 

divide la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y especialización por Materia de los 

Tribunales de Circuito, los Tribunales Colegiados de Apelación y de los Juzgados de Distrito, para quedar 

como sigue: 
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“SEGUNDO. … 

I. a XII. … 

XIII. … 

1. ... 

2. Un tribunal colegiado de apelación, con residencia en San Bartolo Coyotepec, Oaxaca. 

3. … 

XIV. a XXXII. … 

TERCERO. … 

I. a XII. … 

XIII. DECIMOTERCER CIRCUITO. Estado de Oaxaca. 

El tribunal colegiado de apelación también ejercerá jurisdicción para conocer de los juicios de amparo 
indirecto promovidos en contra de actos del Tribunal Colegiado de Apelación del Sexto Circuito, que 
comprende el estado de Puebla, al tratarse del tribunal más cercano a la residencia. 

XIV. a XXXIII. …” 

Artículo 10. Se reforman los artículos 2, fracción VIII; y 18, segundo párrafo y se deroga el penúltimo 
párrafo del artículo 17 del Acuerdo General 46/2015 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que crea 
el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Oaxaca, con residencia en San Bartolo Coyotepec, para 
quedar como sigue: 

“Artículo 2. … 

I. a VII. … 

VIII. Tribunal de Alzada: Tribunal Colegiado de Apelación del Decimotercer Circuito, con residencia 
en San Bartolo, Coyotepec. 

Artículo 17. … 

I. a II. … 

(Derogado). 

… 

Artículo 18. … 

El personal de la Administración del Centro disfrutará de los periodos vacacionales en términos del 
párrafo anterior. La persona Administradora deberá tomar las medidas necesarias para que haya 
servidoras y servidores públicos de guardia en el Centro durante dicho periodo vacacional, a fin de 
que este no detenga su actividad. 

…” 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su aprobación. 

SEGUNDO. Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; así como en el portal del Consejo de la Judicatura Federal en Intranet e Internet. 

TERCERO. Los procedimientos iniciados con anterioridad al inicio de funciones del Tribunal Colegiado de 
Apelación continuarán tramitándose hasta su resolución final de conformidad con las disposiciones vigentes al 
momento de su inicio, para lo cual: 

I. Los Tribunales Unitarios de Circuito que concluirán funciones remitirán los asuntos de su índice al 
Tribunal Colegiado de Apelación de nueva creación, de forma que se reciban el día de su inicio de 
funciones, para continuar con el trámite hasta su conclusión, cumplimentación, en su caso, y archivo 
definitivo; 
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II. La Presidenta o Presidente del Tribunal Colegiado de Apelación registrará en sus libros electrónicos 
de control los asuntos que se encuentren en trámite o cumplimiento, señalando en el rubro de 
observaciones el número de expediente originalmente asignado, el Tribunal Unitario de Circuito de 
origen y que derivan de la remisión de asuntos ordenada en el presente Acuerdo. Asimismo, los 
distribuirá de manera equitativa entre las tres Magistradas y Magistrados integrantes del Tribunal, 
mediante el uso del sistema que determine el Consejo para ello; 

III. Con el objeto de llevar a cabo adecuadamente la recepción y distribución de asuntos, los días del 16 
al 18 de noviembre de 2022 serán inhábiles pero laborables, sin perjuicio de que se recibirán asuntos 
nuevos urgentes y se dará seguimiento a los asuntos ya radicados que tengan esa misma calidad; 

IV. No se registrarán los asuntos en archivo definitivo, pero el Tribunal Colegiado de Apelación 
continuará con su resguardo y trámites archivísticos que correspondan, en términos de la 
normatividad aplicable, para lo cual las áreas administrativas dependientes de la Secretaría Ejecutiva 
de Administración habilitarán espacios suficientes para que el archivo de cada Tribunal Unitario de 
Circuito se traslade al Tribunal Colegiado de Apelación que dé seguimiento a sus asuntos. Si es 
necesario acordar alguna petición en un asunto en archivo definitivo, entonces será registrado y 
turnado por la Presidencia del Tribunal, entre las tres personas que lo integran; y 

V. Una vez que algún procedimiento iniciado con anterioridad al inicio de funciones del Tribunal 
Colegiado de Apelación sea turnado a alguna Magistrada o Magistrado integrante del órgano, ésta o 
éste continuará su trámite, resolución y, en su caso ejecución y archivo, de manera unitaria, 
conforme a la legislación procesal aplicable al momento de su inicio. 

CUARTO. Las Secretarías Ejecutivas de Administración, y de Creación de Nuevos Órganos; la 
Coordinación de Administración Regional; la Dirección General de Gestión Judicial; y la Dirección General de 
Tecnologías de la Información llevarán a cabo las acciones necesarias para la ejecución del presente 
Acuerdo, incluyendo las relativas al traslado de mobiliario, equipo y demás insumos. 

QUINTO. Las Direcciones Generales de Tecnologías de la Información, y Gestión Judicial realizarán las 
modificaciones necesarias a la configuración del sistema computarizado de recepción y distribución de 
asuntos que se presenten en la Oficialía de partes del Tribunal Colegiado de Apelación del Decimotercer 
Circuito que inicia funciones. 

SEXTO. El Instituto Federal de Defensoría Pública, en el ámbito de sus competencias, adoptará las 
medidas necesarias que se relacionen con el cumplimiento de este Acuerdo. 

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA 

JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General 26/2022, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la creación, denominación e inicio de funciones del Tribunal Colegiado de Apelación del 
Decimotercer Circuito, con residencia en San Bartolo Coyotepec, así como su competencia, jurisdicción 
territorial y domicilio; y que reforma el similar 3/2013, relativo a la determinación del número y límites 
territoriales de los circuitos judiciales en que se divide la república mexicana; y al número, a la jurisdicción 
territorial y especialización por materia de los tribunales de Circuito, los tribunales colegiados de apelación y 
de los juzgados de Distrito, fue aprobado por el Pleno del propio Consejo, en sesión ordinaria de 26 de 
octubre de 2022, por unanimidad de votos de los señores Consejeros: Presidente Ministro Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Bernardo Bátiz Vázquez, Eva Verónica de Gyvés Zárate, Alejandro Sergio González Bernabé y 
Lilia Mónica López Benítez.- Ciudad de México, a 7 de noviembre de 2022.- Conste.- Rúbrica. 

 

 

ACUERDO General 29/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la creación, denominación e 
inicio de funciones de los Tribunales Colegiados de Apelación Primero y Segundo en Materia Penal del Primer 
Circuito, así como su competencia, jurisdicción territorial y domicilio; y que reforma diversos acuerdos generales. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL 29/2022, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, RELATIVO A LA 

CREACIÓN, DENOMINACIÓN E INICIO DE FUNCIONES DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE APELACIÓN 

PRIMERO Y SEGUNDO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO, ASÍ COMO SU COMPETENCIA, JURISDICCIÓN 

TERRITORIAL Y DOMICILIO; Y QUE REFORMA DIVERSOS ACUERDOS GENERALES. 
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CONSIDERANDO 

PRIMERO. En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo segundo, 100, párrafos primero y 
noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 73 y 86, fracción II, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de la 
administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial del Poder Judicial de la Federación, con independencia 
técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones; además, está facultado para expedir acuerdos generales 
que permitan el adecuado ejercicio de sus funciones; 

SEGUNDO. Los artículos 94, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 
86, fracciones III y IV de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación establecen que son atribuciones 
del Consejo de la Judicatura Federal determinar el número, límites territoriales de los circuitos en que se 
divida el territorio de la República Mexicana y, en su caso, especialización por materia de los Tribunales 
Colegiados de Apelación en cada uno de los circuitos; 

TERCERO. El artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos 
para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes; 

CUARTO. El 11 de marzo de 2021 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se 
declara reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, relativos al Poder Judicial de la Federación. Entre otras cosas, el artículo quinto transitorio de 
dicho Decreto señala que el Consejo de la Judicatura Federal, en ejercicio de sus facultades regulatorias, 
adoptará las medidas necesarias para convertir los Tribunales Unitarios de Circuito en Tribunales Colegiados 
de Apelación, considerando que en cada entidad federativa debe haber al menos uno de éstos; 

QUINTO. Para instrumentar la mencionada transformación, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal 
aprobó, en sesión del 22 de junio de 2022, el Estudio relativo a la transformación de los Tribunales Unitarios 
de Circuito en Tribunales Colegiados de Apelación y, en sesión del 13 de octubre de 2022, aprobó el Acuerdo 
General 24/2022, que reglamenta la integración, organización y funcionamiento de los Tribunales Colegiados 
de Apelación. 

Al aprobar estos documentos, entre otras cuestiones, el Pleno consideró que habría dos Tribunales 
Colegiados de Apelación especializados en materia penal en el Primer Circuito. Por ello, en términos del 
artículo 36 de la Ley de Amparo, uno de estos Tribunales Colegiados de Apelación conocerá de los amparos 
que se promuevan en contra de los actos del otro, y viceversa; y 

SEXTO. El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, en sesión de 26 de octubre de 2022, aprobó el 
Dictamen relativo a la creación de los Tribunales Colegiados de Apelación en Materias Penal y los Tribunales 
Colegiados de Apelación en Materias Civil, Administrativa y Especializados en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones del Primer Circuito. 

Por lo anterior, se expide el siguiente 

ACUERDO 

Artículo 1. Se crean el Primer y Segundo Tribunales Colegiados de Apelación en Materia Penal del Primer 
Circuito. 

Artículo 2. Los Tribunales Colegiados de Apelación en Materia Penal del Primer Circuito iniciarán 
funciones el 16 de noviembre de 2022. 

Artículo 3. Los Tribunales Colegiados de Apelación en Materia Penal del Primer Circuito conocerán de los 
asuntos a que se refieren los artículos 35, 36, y 51 a 56 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación y tendrán jurisdicción en la Ciudad de México. 

Asimismo, los Tribunales Colegiados de Apelación en Materia Penal del Primer Circuito son los órganos 
que, en su carácter de tribunal de alzada, tendrán competencia en toda la República Mexicana y conocerán de 
todos los asuntos y procedimientos que se tramiten en el Centro Nacional de Justicia Especializado en Control 
de Técnicas de Investigación, Arraigo e Intervención de Comunicaciones; los Centros de Justicia Penal 
Federal con residencia en la Ciudad de México; y los Juzgados de Distrito Especializados en Ejecución de 
Penas, en la Ciudad de México. 
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Artículo 4. Los Tribunales Colegiados de Apelación en Materia Penal tienen su domicilio en el Reclusorio 
Sur, ubicado en Avenida Antonio Martínez Castro y Javier Piña y Palacios, Colonia San Mateo Xalpa, código 
postal 16800, alcaldía Xochimilco, Ciudad de México. 

Todos los trámites relacionados con los asuntos de su competencia deberán dirigirse y realizarse en el 
domicilio indicado. 

Artículo 5. A partir de la fecha precisada en el artículo 2, la oficina de correspondencia común que les 
prestará servicios se denominará Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados de 

Apelación en Materia Penal y tendrá el mismo domicilio que los órganos jurisdiccionales a los que presta 
servicio. 

Los nuevos asuntos que se presenten en la referida oficina de correspondencia común se distribuirán a 
través del sistema computarizado de recepción y distribución que se utiliza para esos efectos. 

Artículo 6. Para el turno de asuntos urgentes en días y horas inhábiles, los Tribunales Colegiados de 
Apelación en Materia Penal observarán el calendario siguiente: 

TURNO Y PERIODO DE GUARDIA ÓRGANO JURISDICCIONAL AL QUE CORRESPONDE LA 

GUARDIA 

16 al 29 de noviembre de 2022 Primer Tribunal Colegiado de Apelación en Materia Penal del 

Primer Circuito 

29 de noviembre al 13 de diciembre de 2022 Segundo Tribunal Colegiado de Apelación en Materia Penal 

del Primer Circuito 

13 al 27 de diciembre de 2022 Primer Tribunal Colegiado de Apelación en Materia Penal del 

Primer Circuito 

27 de diciembre de 2022 al 10 de enero de 2023 Segundo Tribunal Colegiado de Apelación en Materia Penal 

del Primer Circuito 

 

Y así sucesivamente en ese orden. 

Los turnos de guardia iniciarán a las ocho horas con treinta minutos del martes y concluirán el segundo 
martes siguiente, a las ocho horas con veintinueve minutos. 

Artículo 7. La persona Presidenta o Presidente de los Tribunales Colegiados de Apelación verificarán el 
adecuado uso de los libros de control electrónicos, en términos del Acuerdo General del Pleno del Consejo de 
la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos 
jurisdiccionales y la normatividad aplicable. 

Asimismo, levantará por duplicado un acta administrativa del inicio de funciones, en el formato 
proporcionado por la Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos, remitiendo un ejemplar a ésta 
para su archivo. 

Artículo 8. Los Tribunales Colegiados de Apelación en Materia Penal del Primer Circuito remitirán, dentro 
de los primeros cinco días naturales de cada mes, un reporte estadístico a la Dirección General de Estadística 

Judicial. 

Artículo 9. El Pleno y las Comisiones de Creación de Nuevos Órganos; de Carrera Judicial; de 
Adscripción; y de Administración del Consejo de la Judicatura Federal estarán facultados para interpretar y 
resolver las cuestiones administrativas que se susciten con motivo de la aplicación del presente Acuerdo en el 
ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 10. Se reforma el segundo párrafo del artículo QUINTO QUATER del Acuerdo General 3/2013 del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y límites territoriales de los 
Circuitos Judiciales en que se divide la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y 
especialización por Materia de los Tribunales de Circuito, los Tribunales Colegiados de Apelación y de los 
Juzgados de Distrito, para quedar como sigue: 
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“QUINTO QUATER. … 

Los Tribunales Colegiados de Apelación en Materia Penal del Primer Circuito son los órganos que, 
en su carácter de tribunal de alzada, conocerán todos los asuntos y procedimientos que se tramiten 
en el Centro Nacional de Justicia Especializado en Control de Técnicas de Investigación, Arraigo e 
Intervención de Comunicaciones.” 

Artículo 11. Se reforman los artículos 1, párrafo primero e incisos a) y c); y 4, párrafo primero; se adiciona 
un último párrafo al artículo 1; y se derogan el inciso b) del artículo 1; el artículo 2; y los párrafos segundo, 
cuarto, quinto, sexto y último del artículo 3; y se modifica la denominación del Acuerdo General 28/2019 del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la conclusión de funciones de la oficina de 
correspondencia común de los Juzgados de Distrito de Procesos Penales Federales con residencia en la 
Ciudad de México y la de los Tribunales Unitarios en Materia Penal del Primer Circuito; y al inicio de funciones 
de las oficinas de correspondencia común de los Juzgados de Distrito de Procesos Penales Federales y 
Tribunales Unitarios en Materia Penal del Primer Circuito; con sede en los Reclusorios Norte, Sur y Oriente en 
la Ciudad de México; y que reforma el similar 3/2016, que crea los Centros de Justicia Penal Federal en la 
Ciudad de México, con sede en los Reclusorios Oriente, Sur y Norte y el Acuerdo General del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los 
órganos jurisdiccionales, para quedar como sigue: 

“ACUERDO General 28/2019 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la 
conclusión de funciones de la oficina de correspondencia común de los Juzgados de Distrito 
de Procesos Penales Federales con residencia en la Ciudad de México y la de los Tribunales 
Unitarios en Materia Penal del Primer Circuito; y al inicio de funciones de las oficinas de 
correspondencia común de los Juzgados de Distrito de Procesos Penales Federales y de los 
Tribunales Colegiados de Apelación en Materia Penal del Primer Circuito; y que reforma el 
similar 3/2016, que crea los Centros de Justicia Penal Federal en la Ciudad de México, con 
sede en los Reclusorios Oriente, Sur y Norte y el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de 
los órganos jurisdiccionales. 

Artículo 1. A partir de la entrada en vigor del presente acuerdo, concluye funciones la Oficina de 
Correspondencia Común de los juzgados de Distrito de Procesos Penales Federales con residencia 
en la Ciudad de México e inician funciones como: 

a) Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito de Procesos Penales 
Federales, con sede en el Reclusorio Norte y domicilio en Jaime Nunó número 175, 
colonia Chalma de Guadalupe (Cuautepec Barrio Bajo), código postal 07210, alcaldía 
Gustavo A. Madero; y 

b) (Derogado). 

c) Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito de Procesos Penales 
Federales, con sede en el Reclusorio Oriente y domicilio en Avenida Reforma número 80, 
colonia Lomas de San Lorenzo Tezonco, código postal 09780, alcaldía Iztapalapa. 

Dichas oficinas operarán conforme a lo establecido por el Acuerdo General del Pleno del Consejo de 
la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los 
órganos jurisdiccionales. 

Artículo 2. (Derogado). 

Articulo 3. … 

(Derogado). 

… 

(Derogado). 

(Derogado). 

(Derogado). 

(Derogado). 
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Artículo 4. La Dirección General de Gestión Judicial, en coordinación con la Dirección General de 
Tecnologías de la Información, instrumentarán los cambios necesarios en el sistema de cómputo  de 
las citadas oficinas y trasladarán la información relativa a los antecedentes de asuntos de procesos 
penales federales registrados en su oportunidad en las Oficinas de Correspondencia Común que 
concluyen funciones, a las ahora denominadas Oficinas de Correspondencia Común para los 
Juzgados de Distrito de Procesos Penales Federales en la Ciudad de México. 

…” 

Artículo 12. Se reforman los artículos 2, fracción IV; 4, segundo párrafo y 21; y se deroga el artículo 9 del 
Acuerdo General 3/2017 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se crea el Centro Nacional 
de Justicia Especializado en Control de Técnicas de Investigación, Arraigo e Intervención de Comunicaciones, 
para quedar como sigue: 

“Artículo 2. … 

I. a III. 

IV. Juzgadoras y Juzgadores: Juezas y Jueces de Control y Tribunales Colegiados de Apelación del 
Centro; y 

V. … 

Artículo 4. … 

Los Tribunales Colegiados de Apelación en Materia Penal del Primer Circuito son órganos que, en su 
carácter de tribunal de alzada, conocerán todos los asuntos y procedimientos que se tramiten en el 
Centro. 

Artículo 9. (Derogado). 

Artículo 21. Con el objeto de que el Tribunal Colegiado de Apelación correspondiente cuente con la 
información suficiente para substanciar los recursos que se interpongan, la Jueza o el Juez deberá 
remitirle conforme a la legislación aplicable, el expediente a que alude el último párrafo del artículo 18 
de este Acuerdo, así como en formato electrónico, todas las constancias que por ese medio haya 
presentado la autoridad ministerial.” 

Artículo 13. Se reforman los artículos 2, fracción VIII; y 18, segundo párrafo; y se deroga el antepenúltimo 
párrafo del artículo 17 del Acuerdo General 3/2016 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que crea 
los Centros de Justicia Penal Federal en la Ciudad de México, con sede en los reclusorios Oriente, Sur y 
Norte, para quedar como sigue: 

Artículo 2… 

I. a VII. … 

VIII. Tribunal de Alzada: Tribunales Colegiados de Apelación en Materia Penal del Primer Circuito. 

Artículo 17. … 

I. a II. … 

(Derogado). 

… 

Artículo 18. … 

El personal de la Administración de los Centros disfrutará de los periodos vacacionales en términos 
del párrafo anterior. Las personas Administradoras deberán tomar las medidas necesarias para que 
haya servidoras y servidores públicos de guardia en el Centro durante dicho periodo vacacional, a fin 
de que este no detenga su actividad. 

…” 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su aprobación. 

SEGUNDO. Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; así como en el portal del Consejo de la Judicatura Federal en Intranet e Internet. 
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TERCERO. Los procedimientos iniciados con anterioridad al inicio de funciones de los Tribunales 
Colegiados de Apelación continuarán tramitándose hasta su resolución final de conformidad con las 
disposiciones vigentes al momento de su inicio, para lo cual: 

I. Del 9 al 14 de noviembre de 2022, los Tribunales Unitarios de Circuito que concluyen funciones 
enviarán a la Dirección General de Gestión Judicial la relación de los asuntos de su índice, con el 
objeto de que la haga del conocimiento del personal que vaya a integrar la Oficina de 
Correspondencia Común y, una vez que inicie funciones, los distribuya de forma equitativa entre los 
dos Tribunales Colegiados de Apelación. 

II. Para la distribución de los asuntos en trámite, la Oficina de Correspondencia común, con apoyo de la 
Dirección General de Gestión Judicial, deberá considerar la complejidad de los asuntos establecida 
por los propios Tribunales Unitarios de Circuito que se extinguen, para lo cual éstos atenderán de 
manera enunciativa al número de personas imputadas en cada causa penal, el número de delitos 
involucrados en la causa, el tipo de delitos de que se trate, el número de recursos que se han 
presentado, el número de tomos que integren el expediente o las características en general de la 
apelación o amparo. 

 Se cuidará que los expedientes relacionados materia de la distribución se repartan a un mismo 
Tribunal Colegiado de Apelación, de conformidad con lo previsto en los artículos 45 y 46 del Acuerdo 
General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia 
de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales. 

III. La Presidenta o Presidente de cada uno de los Tribunales Colegiados de Apelación registrará en sus 
libros electrónicos de control los asuntos que se encuentren en trámite o cumplimiento, señalando en 
el rubro de observaciones el número de expediente originalmente asignado, el Tribunal Unitario de 
Circuito de origen y que derivan de la remisión de asuntos ordenada en el presente Acuerdo. 
Asimismo, los distribuirá de manera equitativa entre las tres Magistradas y Magistrados integrantes 
del Tribunal, mediante el uso del sistema que determine el Consejo para ello; 

IV. Con el objeto de llevar a cabo adecuadamente la recepción y distribución de asuntos, los días 16 al 
25 de noviembre de 2022, serán inhábiles pero laborables, sin perjuicio de que se recibirán asuntos 
nuevos urgentes y se dará seguimiento a los asuntos ya radicados que tengan esa misma calidad; 

V. No se registrarán los asuntos en archivo definitivo, pero el Tribunal Colegiado de Apelación 
continuará con su resguardo y trámites archivísticos que correspondan, en términos de la 
normatividad aplicable, para lo cual las áreas administrativas dependientes de la Secretaría Ejecutiva 
de Administración habilitarán espacios suficientes para que el archivo de cada Tribunal Unitario de 
Circuito se traslade al Tribunal Colegiado de Apelación que dé seguimiento a sus asuntos. Si es 
necesario acordar alguna petición en un asunto en archivo definitivo, entonces será registrado y 
turnado por la Presidencia del Tribunal, entre las tres personas que lo integran; y 

VI. Una vez que algún procedimiento iniciado con anterioridad al inicio de funciones de los Tribunales 
Colegiados de Apelación sea turnado a alguna Magistrada o Magistrado integrante del órgano, ésta o 
éste continuará su trámite, resolución y, en su caso ejecución y archivo, de manera unitaria, 
conforme a la legislación procesal aplicable al momento de su inicio. 

CUARTO. La Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos; la Dirección General de Servicios 
Generales; la Dirección General de Gestión Judicial; y la Dirección General de Tecnologías de la Información 
llevarán a cabo las acciones necesarias para la ejecución del presente Acuerdo, incluyendo las relativas al 
traslado de mobiliario, equipo y demás insumos. 

QUINTO. Las Direcciones Generales de Tecnologías de la Información, y de Gestión Judicial realizarán 
las modificaciones necesarias a la configuración del sistema computarizado de recepción y distribución de 
asuntos que se presenten en las Oficinas de Correspondencia Común que darán servicio a los Tribunales 
Colegiados de Apelación del Primer Circuito que inician funciones. 

SEXTO. Las referencias hechas en otros ordenamientos a los Tribunales Unitarios en Materia Penal del 
Primer Circuito se entenderán realizadas a los Tribunales Colegiados de Apelación a que se refiere este 
Acuerdo. 

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General 29/2022, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la creación, denominación e inicio de funciones de los Tribunales Colegiados de Apelación 
Primero y Segundo en Materia Penal del Primer Circuito, así como su competencia, jurisdicción territorial y 
domicilio; y que reforma diversos acuerdos generales, fue aprobado por el Pleno del propio Consejo, en 
sesión ordinaria de 26 de octubre de 2022, por unanimidad de votos de los señores Consejeros: Presidente 
Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Bernardo Bátiz Vázquez, Eva Verónica de Gyvés Zárate, Alejandro 
Sergio González Bernabé y Lilia Mónica López Benítez.- Ciudad de México, a 7 de noviembre de 2022.- 
Conste.- Rúbrica. 
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ACUERDO General 30/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la creación, denominación e 
inicio de funciones de los Tribunales Colegiados de Apelación Primero y Segundo en Materias Civil, 
Administrativa y Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones del Primer 
Circuito, así como su competencia, jurisdicción territorial y domicilio; y que reforma el similar 3/2013, relativo a la 
determinación del número y límites territoriales de los circuitos judiciales en que se divide la República Mexicana; 
y al número, a la jurisdicción territorial y especialización por materia de los Tribunales de Circuito y de los 
Juzgados de Distrito. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL 30/2022, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, RELATIVO A LA 
CREACIÓN, DENOMINACIÓN E INICIO DE FUNCIONES DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE APELACIÓN 
PRIMERO Y SEGUNDO EN MATERIAS CIVIL, ADMINISTRATIVA Y ESPECIALIZADOS EN COMPETENCIA 
ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES DEL PRIMER CIRCUITO, ASÍ COMO SU COMPETENCIA, 
JURISDICCIÓN TERRITORIAL Y DOMICILIO; Y QUE REFORMA EL SIMILAR 3/2013, RELATIVO A LA DETERMINACIÓN 
DEL NÚMERO Y LÍMITES TERRITORIALES DE LOS CIRCUITOS JUDICIALES EN QUE SE DIVIDE LA REPÚBLICA 
MEXICANA; Y AL NÚMERO, A LA JURISDICCIÓN TERRITORIAL Y ESPECIALIZACIÓN POR MATERIA DE LOS 
TRIBUNALES DE CIRCUITO Y DE LOS JUZGADOS DE DISTRITO. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo segundo, 100, párrafos primero y 
noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 73 y 86, fracción II, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de la 
administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial del Poder Judicial de la Federación, con independencia 
técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones; además, está facultado para expedir acuerdos generales 
que permitan el adecuado ejercicio de sus funciones; 

SEGUNDO. Los artículos 94, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 
86, fracciones III y IV de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación establecen que son atribuciones 
del Consejo de la Judicatura Federal determinar el número, límites territoriales de los circuitos en que se 
divida el territorio de la República Mexicana y, en su caso, especialización por materia de los Tribunales 
Colegiados de Apelación en cada uno de los circuitos; 

TERCERO. El artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos 
para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes; 

CUARTO. El 11 de marzo de 2021 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se 
declara reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, relativos al Poder Judicial de la Federación. Entre otras cosas, el artículo quinto transitorio de 
dicho Decreto señala que el Consejo de la Judicatura Federal, en ejercicio de sus facultades regulatorias, 
adoptará las medidas necesarias para convertir los Tribunales Unitarios de Circuito en Tribunales Colegiados 
de Apelación, considerando que en cada entidad debe haber al menos uno de éstos; 

QUINTO. Para instrumentar la mencionada transformación, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal 
aprobó, en sesión del 22 de junio de 2022, el Estudio relativo a la transformación de los Tribunales Unitarios 
de Circuito en Tribunales Colegiados de Apelación y, en sesión del 13 de octubre de 2022, aprobó el Acuerdo 
General 24/2022, que reglamenta la integración, organización y funcionamiento de los Tribunales Colegiados 
de Apelación. 

Al aprobar estos documentos, entre otras cuestiones, el Pleno consideró que habría dos Tribunales 
Colegiados especializados en materia civil, administrativa y de competencia económica, radiodifusión y 
telecomunicaciones en el Primer Circuito. Por ello, en términos del artículo 36 de la Ley de Amparo, uno de 
estos Tribunales Colegiados de Apelación conocerá de los amparos que se promuevan en contra de los actos 
del otro, y viceversa; y 

SEXTO. El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, en sesión de 26 de octubre de 2022, aprobó el 
Dictamen relativo a la creación de los Tribunales Colegiados de Apelación en Materias Penal y los Tribunales 
Colegiados de Apelación en Materias Civil, Administrativa y Especializados en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones del Primer Circuito. 

Por lo anterior, se expide el siguiente 

ACUERDO 

Artículo 1. Se crean el Primer y Segundo Tribunales Colegiados de Apelación en Materias Civil, 
Administrativa y Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones del Primer 
Circuito. 
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Artículo 2. Los Tribunales Colegiados de Apelación en Materias Civil, Administrativa y Especializados en 
Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones del Primer Circuito iniciarán funciones el 16 de 
noviembre de 2022. 

Artículo 3. Los Tribunales Colegiados de Apelación en Materias Civil, Administrativa y Especializado en 
Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones del Primer Circuito conocerán de los asuntos a 
que se refieren los artículos 35, 36, y 57 a 60 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y tendrán 
jurisdicción en la Ciudad de México. 

Asimismo, tendrán jurisdicción en toda la República Mexicana para conocer de los medios de impugnación 
a las acciones judiciales previstas en la Ley Federal de Competencia Económica. 

Artículo 4. Los Tribunales Colegiados de Apelación en Materias Civil, Administrativa y Especializados en 
Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones del Primer Circuito tienen su domicilio en 
Avenida Revolución 366, colonia San Pedro de Los Pinos, Alcaldía Benito Juárez, código postal 03800, en la 
Ciudad de México. 

Todos los trámites relacionados con los asuntos de su competencia deberán dirigirse y realizarse en el 
domicilio indicado. 

Artículo 5. A partir de la fecha precisada en el artículo 2, la oficina de correspondencia común que les 
prestará servicios se denominará Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados de 
Apelación en Materias Civil, Administrativa y Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones del Primer Circuito y tendrá el mismo domicilio que los órganos jurisdiccionales a los que 
presta servicio. 

Los nuevos asuntos que se presenten en la referida oficina de correspondencia común se distribuirán a 
través del sistema computarizado de recepción y distribución que se utiliza para esos efectos. 

Artículo 6. Para el turno de asuntos urgentes en días y horas inhábiles, los Tribunales Colegiados de 
Apelación en Materias Civil, Administrativa y Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones del Primer Circuito observarán el calendario siguiente: 

TURNO Y PERIODO DE GUARDIA ÓRGANO JURISDICCIONAL AL QUE CORRESPONDE LA 
GUARDIA 

16 al 29 de noviembre de 2022 Primer Tribunal Colegiado de Apelación en Materias Civil, 
Administrativa y Especializados en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones del Primer Circuito 

29 de noviembre al 13 de diciembre de 2022 Segundo Tribunal Colegiado de Apelación en Materias Civil, 
Administrativa y Especializados en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones del Primer Circuito 

13 al 27 de diciembre de 2022 Primer Tribunal Colegiado de Apelación en Materias Civil, 
Administrativa y Especializados en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones del Primer Circuito 

27 de diciembre de 2022 al 10 de enero de 2023 Segundo Tribunal Colegiado de Apelación en Materias Civil, 
Administrativa y Especializados en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones del Primer Circuito 

 

Y así sucesivamente en ese orden. 

Los turnos de guardia iniciarán a las ocho horas con treinta minutos del martes y concluirán el segundo 
martes siguiente, a las ocho horas con veintinueve minutos. 

Artículo 7. La persona Presidenta o Presidente de los Tribunales Colegiados de Apelación verificarán el 
adecuado uso de los libros de control electrónicos, en términos del Acuerdo General del Pleno del Consejo de 
la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos 
jurisdiccionales y la normatividad aplicable. 

Asimismo, levantará por duplicado un acta administrativa del inicio de funciones, en el formato 
proporcionado por la Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos, remitiendo un ejemplar a ésta 
para su archivo. 

Artículo 8. Los Tribunales Colegiados de Apelación en Materias Civil, Administrativa y Especializados en 
Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones del Primer Circuito remitirán, dentro de los 
primeros cinco días naturales de cada mes, un reporte estadístico a la Dirección General de Estadística 
Judicial. 
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Artículo 9. El Pleno y las Comisiones de Creación de Nuevos Órganos; de Carrera Judicial; de 
Adscripción; y de Administración del Consejo de la Judicatura Federal estarán facultados para interpretar y 
resolver las cuestiones administrativas que se susciten con motivo de la aplicación del presente Acuerdo en el 
ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 10. Se reforman los numerales SEGUNDO, primer párrafo y fracción I, número 2, TERCERO, 
primer párrafo, y SEXTO, así como la denominación del Acuerdo General 3/2013 del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y límites territoriales de los Circuitos Judiciales en 
que se divide la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y especialización por Materia de 
los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, para quedar como sigue: 

“ACUERDO GENERAL 3/2013 DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, RELATIVO A LA 

DETERMINACIÓN DEL NÚMERO Y LÍMITES TERRITORIALES DE LOS CIRCUITOS JUDICIALES EN QUE SE DIVIDE 

LA REPÚBLICA MEXICANA; Y AL NÚMERO, LA JURISDICCIÓN TERRITORIAL Y ESPECIALIZACIÓN POR MATERIA 

DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE APELACIÓN Y LOS 

JUZGADOS DE DISTRITO 

SEGUNDO. Cada uno de los Circuitos a que se refiere el punto primero comprenderá los tribunales 
colegiados de circuito y de apelación y los juzgados de Distrito que a continuación se precisan: 

I. … 

1. ... 

2. Cuatro tribunales colegiados de apelación especializados: dos en materia penal y dos en materias 
civil, administrativa y especializados en competencia económica, radiodifusión y telecomunicaciones, 
todos con residencia en la Ciudad de México. 

3. a 7. … 

II. a XXXII. … 

TERCERO. La jurisdicción territorial de los tribunales colegiados de circuito y de apelación es la que 
enseguida se indica: 

I. a XXXIII. … 

SEXTO. Órganos jurisdiccionales en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 
República, integrado por: dos tribunales colegiados de circuito, dos tribunales colegiados de apelación y tres 
juzgados de Distrito.” 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su aprobación. 

SEGUNDO. Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; así como en el portal del Consejo de la Judicatura Federal en Intranet e Internet. 

TERCERO. Los procedimientos iniciados con anterioridad al inicio de funciones de los Tribunales 
Colegiados de Apelación continuarán tramitándose hasta su resolución final de conformidad con las 
disposiciones vigentes al momento de su inicio, para lo cual: 

I. Del 9 al 14 de noviembre de 2022, los Tribunales Unitarios de Circuito que concluyen funciones 
enviarán a la Dirección General de Gestión Judicial la relación de los asuntos de su índice, con el 
objeto de que la haga del conocimiento del personal que vaya a integrar la Oficina de 
Correspondencia Común y, una vez que inicie funciones, los distribuya de forma equitativa entre los 
dos Tribunales Colegiados de Apelación. 

II. Para la distribución de los asuntos en trámite, la Oficina de Correspondencia común, con apoyo de la 
Dirección General de Gestión Judicial, deberá considerar la complejidad de los asuntos establecida 
por los propios Tribunales Unitarios de Circuito que se extinguen, para lo cual éstos atenderán de 
manera enunciativa al número de recursos que se han presentado, el número de tomos que integren 
el expediente o las características en general de la apelación o amparo. 

 Se cuidará que los expedientes relacionados materia de la distribución se repartan a un mismo 
Tribunal Colegiado de Apelación, de conformidad con lo previsto en los artículos 45 y 46 del Acuerdo 
General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia 
de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales. 
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III. La Presidenta o Presidente de cada uno de los Tribunales Colegiados de Apelación registrará en sus 
libros electrónicos de control los asuntos que se encuentren en trámite o cumplimiento, señalando en 
el rubro de observaciones el número de expediente originalmente asignado, el Tribunal Unitario de 
Circuito de origen y que derivan de la remisión de asuntos ordenada en el presente Acuerdo. 
Asimismo, los distribuirá de manera equitativa entre las tres Magistradas y Magistrados integrantes 
del Tribunal, mediante el uso del sistema que determine el Consejo para ello; 

IV. Con el objeto de llevar a cabo adecuadamente la recepción y distribución de asuntos, los días 16 al 
25 de noviembre de 2022, serán inhábiles pero laborables, sin perjuicio de que se recibirán asuntos 
nuevos urgentes y se dará seguimiento a los asuntos ya radicados que tengan esa misma calidad; 

V. No se registrarán los asuntos en archivo definitivo, pero el Tribunal Colegiado de Apelación 
continuará con su resguardo y trámites archivísticos que correspondan, en términos de la 
normatividad aplicable, para lo cual las áreas administrativas dependientes de la Secretaría Ejecutiva 
de Administración habilitarán espacios suficientes para que el archivo de cada Tribunal Unitario de 
Circuito se traslade al Tribunal Colegiado de Apelación que dé seguimiento a sus asuntos. Si es 
necesario acordar alguna petición en un asunto en archivo definitivo, entonces será registrado y 
turnado por la Presidencia del Tribunal, entre las tres personas que lo integran; y 

VI. Una vez que algún procedimiento iniciado con anterioridad al inicio de funciones de los Tribunales 
Colegiados de Apelación sea turnado a alguna Magistrada o Magistrado integrante del órgano, ésta o 
éste continuará su trámite, resolución y, en su caso ejecución y archivo, de manera unitaria, 
conforme a la legislación procesal aplicable al momento de su inicio. 

CUARTO. La Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos; la Dirección General de Servicios 
Generales; la Dirección General de Gestión Judicial; y la Dirección General de Tecnologías de la Información 
llevarán a cabo las acciones necesarias para la ejecución del presente Acuerdo, incluyendo las relativas al 
traslado de mobiliario, equipo y demás insumos. 

QUINTO. Las Direcciones Generales de Tecnologías de la Información y de Gestión Judicial realizarán las 
modificaciones necesarias a la configuración del sistema computarizado de recepción y distribución de 
asuntos que se presenten en las Oficinas de Correspondencia Común que darán servicio a los Tribunales 
Colegiados de Apelación del Primer Circuito que inician funciones. 

SEXTO. Las referencias hechas en otros ordenamientos a los Tribunales Unitarios en Materias Civil, 
Administrativa y Especializados Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones se entenderán 
realizadas a los Tribunales Colegiados de Apelación a que se refiere este Acuerdo. 

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General 30/2022, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la creación, denominación e inicio de funciones de los Tribunales Colegiados de Apelación 
Primero y Segundo en Materias Civil, Administrativa y Especializados en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones del Primer circuito, así como su competencia, jurisdicción territorial y 
domicilio; y que reforma el similar 3/2013, relativo a la determinación del número y límites territoriales de los 
circuitos judiciales en que se divide la república mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y 
especialización por materia de los tribunales de Circuito y de los juzgados de Distrito, fue aprobado por el 
Pleno del propio Consejo, en sesión ordinaria de 26 de octubre de 2022, por unanimidad de votos de los 
señores Consejeros: Presidente Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Bernardo Bátiz Vázquez, Eva 
Verónica de Gyvés Zárate, Alejandro Sergio González Bernabé y Lilia Mónica López Benítez.- Ciudad de 
México, a 7 de noviembre de 2022.- Conste.- Rúbrica. 

 

 

ACUERDO General 41/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la conclusión de funciones 
de los Tribunales Unitarios Primero, Segundo, Séptimo, y Décimo del Decimoquinto Circuito, con residencia en 
Mexicali, Baja California; y de los Tribunales Unitarios Tercero, Cuarto, Quinto, Sexto y Octavo del mismo 
Circuito, con residencia en Tijuana, Baja California, y de las oficinas de correspondencia común que les prestan 
servicio. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL 41/2022, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, RELATIVO A LA 
CONCLUSIÓN DE FUNCIONES DE LOS TRIBUNALES UNITARIOS PRIMERO, SEGUNDO, SÉPTIMO, Y DÉCIMO DEL 
DECIMOQUINTO CIRCUITO, CON RESIDENCIA EN MEXICALI, BAJA CALIFORNIA; Y DE LOS TRIBUNALES 
UNITARIOS TERCERO, CUARTO, QUINTO, SEXTO Y OCTAVO DEL MISMO CIRCUITO, CON RESIDENCIA EN 
TIJUANA, BAJA CALIFORNIA, Y DE LAS OFICINAS DE CORRESPONDENCIA COMÚN QUE LES PRESTAN SERVICIO. 
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CONSIDERANDO 

PRIMERO. En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo segundo, 100, párrafos primero y 
noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 73 y 86, fracción II, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de la 
administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial del Poder Judicial de la Federación, con independencia 
técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones; además, está facultado para expedir acuerdos generales 
que permitan el adecuado ejercicio de sus funciones; 

SEGUNDO. Los artículos 94, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 
86, fracciones III y IV de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación establecen que son atribuciones 
del Consejo de la Judicatura Federal determinar el número, límites territoriales de los circuitos en que se 
divida la República Mexicana y, en su caso, especialización por materia de los Tribunales Colegiados de 
Apelación en cada uno de los circuitos; 

TERCERO. El artículo 17 párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos 
para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes; 

CUARTO. El 11 de marzo de 2021 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se 
declara reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, relativos al Poder Judicial de la Federación. Entre otras cosas, el artículo quinto transitorio de 
dicho Decreto señala que el Consejo de la Judicatura Federal, en ejercicio de sus facultades regulatorias, 
adoptará las medidas necesarias para convertir los Tribunales Unitarios de Circuito en Tribunales Colegiados 
de Apelación, considerando que en cada entidad federativa debe haber al menos uno de éstos. 

QUINTO. Para instrumentar la mencionada transformación, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal 
aprobó, en sesión del 22 de junio de 2022, el Estudio relativo a la transformación de los Tribunales Unitarios 
de Circuito en Tribunales Colegiados de Apelación y, en sesión del 13 de octubre de 2022, aprobó el Acuerdo 
General 24/2022, que reglamenta la integración, organización y funcionamiento de los Tribunales Colegiados 
de Apelación. 

SEXTO. El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, en sesión de 26 de octubre de 2022, aprobó el 
Dictamen relativo a la conclusión de funciones de los Tribunales Unitarios del Decimoquinto Circuito, con 
residencias en Tijuana y Mexicali. 

Por lo anterior, se expide el siguiente 

ACUERDO 

Artículo 1. Concluyen funciones los Tribunales Unitarios Primero, Segundo, Séptimo y Décimo del 
Decimoquinto Circuito, con residencia en Mexicali, Baja California; así como los Tribunales Unitarios Tercero, 
Cuarto, Quinto, Sexto y Octavo del Decimoquinto Circuito, con residencia en Tijuana, Baja California, a las 
veinticuatro horas del 15 de noviembre de 2022. 

Artículo 2. Las personas titulares de los órganos jurisdiccionales que concluyen funciones designarán a la 
o el servidor público encargado de elaborar una relación de los asuntos de su competencia, en las que se 
enumeren los expedientes de forma consecutiva, por tipo de asunto y por orden de antigüedad y se señale el 
estado procesal en que se encuentran. De igual forma, deben describirse los anexos, bienes, billetes de 
depósito, fianzas, valores y demás documentos. También deberá elaborar el acta de entrega-recepción de los 
expedientes y sus anexos, y entregará un tanto a la Dirección General de Gestión Judicial y otro lo enviará al 
Tribunal Colegiado de Apelación del Decimoquinto Circuito, con residencia en Tijuana, para su recepción una 
vez que inicie funciones. 

Asimismo, la referida servidora o servidor público deberá levantar, por duplicado, un acta administrativa 
con motivo de la conclusión de funciones, en el formato proporcionado por la Secretaría Ejecutiva de Creación 
de Nuevos Órganos, remitiendo un ejemplar a ésta y a la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia para su archivo. 

Artículo 3. Los Tribunales Unitarios de Circuito que concluyen funciones remitirán los asuntos de su índice 
al Tribunal Colegiado de Apelación en el Decimoquinto Circuito, de forma que se reciban el día de su inicio de 
funciones, para continuar con el trámite hasta su conclusión, cumplimentación, en su caso, y archivo definitivo. 

Artículo 4. Con el objeto de llevar a cabo adecuadamente el envío de asuntos de Mexicali a Tijuana, los 
días del 8 al 15 de noviembre de 2022 serán inhábiles pero laborables para los Tribunales Unitarios Primero, 
Segundo, Séptimo y Décimo del Decimoquinto Circuito, con residencia en Mexicali, Baja California, sin 
perjuicio de que se recibirán asuntos nuevos urgentes y se dará seguimiento a los asuntos ya radicados que 
tengan esa misma calidad. 
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Artículo 5. A partir de la fecha señalada en el artículo 1 de este Acuerdo, concluyen funciones las Oficinas 
de Correspondencia Común de los Tribunales Unitarios del Decimoquinto Circuito, con residencias en Tijuana 
y Mexicali. La Dirección General de Gestión Judicial determinará lo relativo al destino del personal, 
documentación y archivo de las citadas oficinas, cuya jefa o jefe levantará un acta con motivo de su 
conclusión, remitiéndola a la citada Dirección General para su archivo y efectos conducentes. El mobiliario y 
equipo informático quedará en resguardo de la Administración Regional y de la Dirección General de 
Tecnologías de la Información, según corresponda, las que determinarán su destino. 

Artículo 6. El Pleno y las Comisiones de Creación de Nuevos Órganos; de Carrera Judicial; y de 
Administración del Consejo de la Judicatura Federal, interpretarán y resolverán las cuestiones administrativas 
que se susciten con motivo de la aplicación del presente Acuerdo, en el ámbito de sus respectivas 
competencias. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su aprobación. 

SEGUNDO. Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; así como en el portal del Consejo de la Judicatura Federal en Intranet e Internet. 

TERCERO. La Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos; la Coordinación de Administración 
Regional; la Dirección General de Gestión Judicial; y la Dirección General de Tecnologías de la Información 
llevarán a cabo las acciones necesarias para la ejecución del presente Acuerdo, incluyendo las relativas al 
traslado de mobiliario, equipo y demás insumos. 

CUARTO. El personal que, conforme al análisis que emprenda la Dirección General de Recursos 
Humanos, con apoyo de la Secretaría Ejecutiva de Adscripción, deba trasladarse de residencia, podrá hacerlo 
a partir del lunes 7 de noviembre de 2022. 

QUINTO. Los Tribunales Unitarios del Decimoquinto Circuito publicarán en lugares visibles, para 
conocimiento del público en general, un aviso donde se informe al público lo determinado en el presente 
Acuerdo, que de manera relevante señale su conclusión de funciones, la creación del Tribunal Colegiado de 
Apelación con residencia en Tijuana, Baja California, así como el órgano que conocerá de los juicios  de 
amparo indirecto que se promuevan en contra de actos de aquel. La administración correspondiente 
mantendrá los avisos hasta dos meses después de la conclusión de funciones de los Tribunales Unitarios de 
que se trata. 

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA 

JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General 41/2022, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la conclusión de funciones de los Tribunales Unitarios Primero, Segundo, Séptimo, y 
Décimo del Decimoquinto Circuito, con residencia en Mexicali, Baja California; y de los Tribunales Unitarios 
Tercero, Cuarto, Quinto, Sexto y Octavo del mismo Circuito, con residencia en Tijuana, Baja California, y de 
las oficinas de correspondencia común que les prestan servicio, fue aprobado por el Pleno del propio Consejo, 
en sesión ordinaria de 26 de octubre de 2022, por unanimidad de votos de los señores Consejeros: Presidente 
Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Bernardo Bátiz Vázquez, Eva Verónica de Gyvés Zárate, Alejandro 
Sergio González Bernabé y Lilia Mónica López Benítez.- Ciudad de México, a 7 de noviembre de 2022.- 
Conste.- Rúbrica. 

 

 

ACUERDO General 43/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la conclusión de funciones 
de los Tribunales Unitarios Primero y Segundo del Sexto Circuito, con residencia en San Andrés Cholula, y de la 
oficina de correspondencia común que les presta servicio. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL 43/2022, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, RELATIVO A LA 

CONCLUSIÓN DE FUNCIONES DE LOS TRIBUNALES UNITARIOS PRIMERO Y SEGUNDO DEL SEXTO CIRCUITO, 

CON RESIDENCIA EN SAN ANDRÉS CHOLULA, Y DE LA OFICINA DE CORRESPONDENCIA COMÚN QUE LES 

PRESTA SERVICIO. 
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CONSIDERANDO 

PRIMERO. En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo segundo, 100, párrafos primero y 
noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 73 y 86, fracción II, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de la 
administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial del Poder Judicial de la Federación, con independencia 
técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones; además, está facultado para expedir acuerdos generales 
que permitan el adecuado ejercicio de sus funciones; 

SEGUNDO. Los artículos 94, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 
86, fracciones III y IV de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación establecen que son atribuciones 
del Consejo de la Judicatura Federal determinar el número, límites territoriales de los circuitos en que se 
divida el territorio de la República Mexicana y, en su caso, especialización por materia de los Tribunales 
Colegiados de Apelación en cada uno de los circuitos; 

TERCERO. El artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos 
para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes; 

CUARTO. El 11 de marzo de 2021 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se 
declara reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, relativos al Poder Judicial de la Federación. Entre otras cosas, el artículo quinto transitorio de 
dicho Decreto señala que el Consejo de la Judicatura Federal, en ejercicio de sus facultades regulatorias, 
adoptará las medidas necesarias para convertir los Tribunales Unitarios de Circuito en Tribunales Colegiados 
de Apelación, considerando que en cada entidad federativa debe haber al menos uno de éstos; 

QUINTO. Para instrumentar la mencionada transformación, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal 
aprobó, en sesión del 22 de junio de 2022, el Estudio relativo a la transformación de los Tribunales Unitarios 
de Circuito en Tribunales Colegiados de Apelación y, en sesión del 13 de octubre de 2022, aprobó el Acuerdo 
General 24/2022, que reglamenta la integración, organización y funcionamiento de los Tribunales Colegiados 
de Apelación; y 

SEXTO. El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, en sesión de 26 de octubre de 2022, aprobó el 
Dictamen relativo a la conclusión de funciones de los Tribunales Unitarios Primero y Segundo del Sexto 
Circuito, con residencia en San Andrés, Cholula, y de la oficina de correspondencia común que les presta 
servicio. 

Por lo anterior, se expide el siguiente 

ACUERDO 

Artículo 1. Concluyen funciones los Tribunales Unitarios Primero y Segundo del Sexto Circuito, con 
residencia en San Andrés Cholula, a las veinticuatro horas del 15 de noviembre de 2022. 

Artículo 2. Las personas titulares de los órganos jurisdiccionales que concluyen funciones designarán a la 
o el servidor público encargado de elaborar una relación de los asuntos de su competencia, en las que se 
enumeren los expedientes de forma consecutiva, por tipo de asunto y por orden de antigüedad y se señale el 
estado procesal en que se encuentran. De igual forma, deben describirse los anexos, bienes, billetes de 
depósito, fianzas, valores y demás documentos. También deberá elaborar el acta de entrega-recepción de los 
expedientes y sus anexos, y entregará un tanto a la Dirección General de Gestión Judicial y otro lo enviará al 
Tribunal Colegiado de Apelación del Sexto Circuito, con residencia en San Andrés, Cholula, para su recepción 
una vez que inicie funciones. 

Asimismo, la referida servidora o servidor público deberá levantar, por duplicado, un acta administrativa 
con motivo de la conclusión de funciones, en el formato proporcionado por la Secretaría Ejecutiva de Creación 
de Nuevos Órganos, remitiendo un ejemplar a ésta y a la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia para su archivo. 

Artículo 3. Los Tribunales Unitarios de Circuito que concluyen funciones remitirán los asuntos de su índice 
al Tribunal Colegiado de Apelación en el Sexto Circuito, de forma que se reciban el día de su inicio de 
funciones, para continuar con el trámite hasta su conclusión, cumplimentación, en su caso, y archivo definitivo. 

Artículo 4. A partir de la fecha señalada en el artículo 1 de este Acuerdo, concluye funciones la Oficina de 
Correspondencia Común de los Tribunales Unitarios del Sexto Circuito, con residencia en San Andrés, 
Cholula. La Dirección General de Gestión Judicial determinará lo relativo al destino del personal, 
documentación y archivo de la citada oficina, cuya jefa o jefe levantará un acta con motivo de su conclusión, 
remitiéndola a la citada Dirección General para su archivo y efectos conducentes. El mobiliario y equipo 
informático quedará en resguardo de la Administración Regional y de la Dirección General de Tecnologías de 
la Información, según corresponda, las que determinarán su destino. 
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Artículo 5. El Pleno y las Comisiones de Creación de Nuevos Órganos; de Carrera Judicial; y de 
Administración del Consejo de la Judicatura Federal, interpretarán y resolverán las cuestiones administrativas 
que se susciten con motivo de la aplicación del presente Acuerdo, en el ámbito de sus respectivas 
competencias. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su aprobación. 

SEGUNDO. Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; así como en el portal del Consejo de la Judicatura Federal en Intranet e Internet. 

TERCERO. La Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos; la Coordinación de Administración 
Regional; la Dirección General de Gestión Judicial; y la Dirección General de Tecnologías de la Información 
llevarán a cabo las acciones necesarias para la ejecución del presente Acuerdo, incluyendo las relativas al 
traslado de mobiliario, equipo y demás insumos. 

CUARTO. Los Tribunales Unitarios del Sexto Circuito publicarán en lugares visibles, así como en la oficina 
de correspondencia común, para conocimiento del público en general, un aviso donde se informe lo 
determinado en el presente acuerdo, que de manera relevante señale su conclusión de funciones, la creación 
del Tribunal Colegiado de Apelación con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, así como el órgano que 
conocerá de los juicios de amparo indirecto que se promuevan en contra de actos de aquel. La administración 
correspondiente mantendrá los avisos hasta dos meses después de la conclusión de funciones de los 
Tribunales Unitarios de que se trata. 

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General 43/2022, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la conclusión de funciones de los Tribunales Unitarios Primero y Segundo del Sexto 
Circuito, con residencia en San Andrés Cholula, y de la oficina de correspondencia común que les presta 
servicio, fue aprobado por el Pleno del propio Consejo, en sesión ordinaria de 26 de octubre de 2022, por 
unanimidad de votos de los señores Consejeros: Presidente Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Bernardo 
Bátiz Vázquez, Eva Verónica de Gyvés Zárate, Alejandro Sergio González Bernabé y Lilia Mónica López 
Benítez.- Ciudad de México, a 7 de noviembre de 2022.- Conste.- Rúbrica. 

 
 

AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del magistrado de Circuito 
Gerardo Ortiz Pérez de los Reyes. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL MAGISTRADO DE CIRCUITO GERARDO ORTIZ PÉREZ DE LOS REYES 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 
noviembre de 2021, se informa al público en general que, por acuerdo del cinco de octubre de dos mil 
veintidós, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del magistrado de 
Circuito Gerardo Ortiz Pérez de los Reyes. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 
días hábiles, contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el referido inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de 
manera respetuosa, las OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con 
dicho procedimiento; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial, con domicilio 
en Insurgentes Sur número 2417, Colonia San Ángel, Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México, Código 
Postal 01000; o bien, al correo electrónico de la citada Secretaría Ejecutiva 
secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2022.- Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Luis Francisco 
Trejo Sánchez.- Rúbrica. 

(R.- 528919) 
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AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la jueza de Distrito Karina 
Juárez Benavides. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DE LA JUEZA DE DISTRITO KARINA JUÁREZ BENAVIDES 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 

noviembre de 2021, se informa al público en general que, por acuerdo del cinco de octubre de dos mil 

veintidós, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la jueza de 

Distrito Karina Juárez Benavides. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días 

hábiles, contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

referido inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera 

respetuosa, las OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho 

procedimiento; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial, con domicilio en 

Insurgentes Sur número 2417, Colonia San Ángel, Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México, Código Postal 

01000; o bien, al correo electrónico de la citada Secretaría Ejecutiva secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2022.- Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Luis Francisco 

Trejo Sánchez.- Rúbrica. 

(R.- 528921) 

 

 

AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la jueza de Distrito Grissell 
Rodríguez Febles. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DE LA JUEZA DE DISTRITO GRISSELL RODRÍGUEZ FEBLES 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 

noviembre de 2021, se informa al público en general que, por acuerdo del cinco de octubre de dos mil 

veintidós, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la jueza de 

Distrito Grissell Rodríguez Febles. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días 

hábiles, contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

referido inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera 

respetuosa, las OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho 

procedimiento; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial, con domicilio en 

Insurgentes Sur número 2417, Colonia San Ángel, Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México, Código Postal 

01000; o bien, al correo electrónico de la citada Secretaría Ejecutiva secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2022.- Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Luis Francisco 

Trejo Sánchez.- Rúbrica. 

(R.- 528923) 
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AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Sergio 
Santamaría Chamú. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO SERGIO SANTAMARÍA CHAMÚ 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 

noviembre de 2021, se informa al público en general que, por acuerdo del cinco de octubre de dos mil 

veintidós, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito 

Sergio Santamaría Chamú. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, 

contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el referido 

inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera respetuosa, las 

OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho procedimiento; escrito 

que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial, con domicilio en Insurgentes Sur número 

2417, Colonia San Ángel, Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México, Código Postal 01000; o bien, al correo 

electrónico de la citada Secretaría Ejecutiva secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2022.- Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Luis Francisco 

Trejo Sánchez.- Rúbrica. 

(R.- 528925) 

 
 

AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito José 
Arquímedes Gregorio Loranca Luna. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO JOSÉ ARQUÍMEDES GREGORIO LORANCA LUNA 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 

noviembre de 2021, se informa al público en general que, por acuerdo del cinco de octubre de dos mil 

veintidós, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito 

José Arquímedes Gregorio Loranca Luna. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 

días hábiles, contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el referido inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de 

manera respetuosa, las OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con 

dicho procedimiento; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial, con domicilio 

en Insurgentes Sur número 2417, Colonia San Ángel, Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México, Código 

Postal 01000; o bien, al correo electrónico de la citada Secretaría Ejecutiva 

secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2022.- Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Luis Francisco 

Trejo Sánchez.- Rúbrica. 

(R.- 528926) 
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AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Rigoberto 
González Ochoa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO RIGOBERTO GONZÁLEZ OCHOA 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 

noviembre de 2021, se informa al público en general que, por acuerdo del cinco de octubre de dos mil 

veintidós, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito 

Rigoberto González Ochoa. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, 

contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el referido 

inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera respetuosa, las 

OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho procedimiento; escrito 

que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial, con domicilio en Insurgentes Sur número 

2417, Colonia San Ángel, Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México, Código Postal 01000; o bien, al correo 

electrónico de la citada Secretaría Ejecutiva secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2022.- Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Luis Francisco 

Trejo Sánchez.- Rúbrica. 

(R.- 528927) 

 

 

AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la magistrada de Circuito 
María de Lourdes Margarita García Galicia. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DE LA MAGISTRADA DE CIRCUITO MARÍA DE LOURDES MARGARITA 

GARCÍA GALICIA 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 
noviembre de 2021, se informa al público en general que, por acuerdo del cinco de octubre de dos mil 
veintidós, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la magistrada 
de Circuito María de Lourdes Margarita García Galicia. Lo anterior, para que dentro del improrrogable 
plazo de 30 días hábiles, contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el referido inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de 
manera respetuosa, las OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con 
dicho procedimiento; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial, con domicilio 
en Insurgentes Sur número 2417, Colonia San Ángel, Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México, Código 
Postal 01000; o bien, al correo electrónico de la citada Secretaría Ejecutiva 
secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2022.- Secretario Ejecutivo de Carrera Judicial, Luis Francisco 
Trejo Sánchez.- Rúbrica. 

(R.- 528929) 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la República 
Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2022, Año de Ricardo Flores Magón”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA EXTRANJERA PAGADERAS EN 

LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $19.4015 M.N. (diecinueve pesos con cuatro mil quince diezmilésimos 
moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 14 de noviembre de 2022.- BANCO DE MÉXICO: Directora de Disposiciones de 
Banca Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- Gerente de Análisis de Mercados Nacionales, 
Lic. Dafne Ramos Ruiz.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2022, Año de Ricardo Flores Magón”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 10.2350 y 10.4875 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: Banco Santander (México), S.A., HSBC México, S.A., Banco Nacional de 
México, S.A., Banco Inbursa, S.A., Banca Mifel, S.A., Banco Invex, S.A. y ScotiaBank Inverlat, S.A. 

Ciudad de México, a 14 de noviembre de 2022.- BANCO DE MÉXICO: Directora de Disposiciones de 
Banca Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- Gerente de Análisis de Mercados Nacionales, 
Lic. Dafne Ramos Ruiz.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2022, Año de Ricardo Flores Magón”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en 
moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 10.05 por ciento. 

Ciudad de México, a 11 de noviembre de 2022.- BANCO DE MÉXICO: Directora de Disposiciones de 
Banca Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- Gerente de Análisis de Mercados Nacionales, 
Lic. Dafne Ramos Ruiz.- Rúbrica. 
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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se aprueba la demarcación territorial 
de los distritos electorales uninominales locales en que se divide el Estado de Nayarit y sus respectivas cabeceras 
distritales, a propuesta de la Junta General Ejecutiva. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG610/2022. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE APRUEBA LA 

DEMARCACIÓN TERRITORIAL DE LOS DISTRITOS ELECTORALES UNINOMINALES LOCALES EN QUE SE DIVIDE 

EL ESTADO DE NAYARIT Y SUS RESPECTIVAS CABECERAS DISTRITALES, A PROPUESTA DE LA JUNTA 

GENERAL EJECUTIVA 

GLOSARIO 

CLV Comisión(es) Local(es) de Vigilancia. 

CNV Comisión Nacional de Vigilancia. 

Consejo General Consejo General del Instituto Nacional Electoral. 

Consulta Indígena 
y Afromexicana 

Consulta Previa, Libre e Informada a Pueblos y Comunidades Indígenas y 
Afromexicanas en materia de Distritación Electoral. 

Convención 
Convención Internacional para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
Racial. 

Convenio 169 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas 
y Tribales en Países Independientes. 

CPELSN Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit.  

CPEUM Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

CRFE Comisión del Registro Federal de Electores. 

CTD 
Comité Técnico para el Seguimiento y Evaluación de los Trabajos de Distritación 
Nacional. 

DADPI Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

DERFE Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores. 

Distritación  
Nacional 

Proyecto de la Demarcación Territorial de los Distritos Electorales uninominales 
federales y locales, con base en el Censo de Población y Vivienda 2020. 

DNUDPI Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

DOF Diario Oficial de la Federación. 

GTDEFL 
Grupo de Trabajo Temporal “Distritaciones Electorales Federal y Locales” de la 
Comisión Nacional de Vigilancia. 

INALI Instituto Nacional de Lenguas Indígenas. 

INE/Instituto Instituto Nacional Electoral. 

INEGI Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 

INPI Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas. 

JDC Juicio(s) para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano. 

JDE Junta(s) Distrital(es) Ejecutiva(s) del Instituto Nacional Electoral.  

JGE Junta General Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral. 

JLE Junta(s) Local(es) Ejecutiva(s) del Instituto Nacional Electoral. 

LAMGE Lineamientos para la Actualización del Marco Geográfico Electoral. 

LGIPE Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

LINPI Ley del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas. 

OPL Organismo(s) Público(s) Local(es). 
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PAN Partido Acción Nacional. 

PRI Partido Revolucionario Institucional. 

PRD Partido de la Revolución Democrática. 

PT Partido del Trabajo. 

PVEM Partido Verde Ecologista de México. 

MC Movimiento Ciudadano. 

MORENA MORENA. 

FPM Fuerza por México Nayarit. 

LN Levántate para Nayarit. 

RSPN Redes Sociales Progresistas Nayarit. 

PNA Partido Nueva Alianza Nayarit. 

Protocolo 
Protocolo para la Consulta Previa, Libre e Informada a Pueblos y Comunidades 
Indígenas y Afromexicanas en materia de Distritación Electoral. 

PTDN21-23 Plan de Trabajo del proyecto de la Distritación Nacional 2021-2023. 

RIINE Reglamento Interior del Instituto Nacional Electoral. 

TEPJF Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

UNAM Universidad Nacional Autónoma de México. 

VRFE Vocalía(s) del Registro Federal de Electores. 

 

ANTECEDENTES 

1. Demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales en las 32 entidades 
federativas. Del 24 de junio de 2015 al 28 de agosto de 2017, este Consejo General aprobó la 
demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales de las 32 entidades 
federativas, a propuesta de la JGE. 

2. Convenio de colaboración con el INPI. El 12 de octubre de 2020, el INE suscribió con el INPI un 
convenio de colaboración a efecto de llevar a cabo acciones conjuntas que permitieran coadyuvar en 
la coordinación y realización de la Consulta Indígena y Afromexicana en las 32 entidades federativas. 

3. Publicación del Censo de Población y Vivienda 2020. El 25 de enero de 2021, el INEGI publicó 
los resultados del Censo de Población y Vivienda 2020. 

4. Instrucción para realizar las actividades necesarias para presentar el proyecto de la 
Distritación Nacional. El 26 de febrero de 2021, mediante Acuerdo INE/CG152/2021, este Consejo 
General instruyó a la JGE para que, a través de la DERFE, realizara las actividades necesarias para 
presentar el proyecto de la Distritación Nacional. 

5. Creación e integración del CTD. El 26 de febrero de 2021, mediante Acuerdo INE/CG153/2021, 
este Consejo General aprobó la creación e integración del CTD. 

6. Instalación del CTD. El 3 de marzo de 2021, en cumplimiento del punto Tercero del Acuerdo 
INE/CG153/2021, se efectuó la sesión de instalación del CTD. 

7. Creación del GTDEFL. El 9 de marzo de 2021, mediante Acuerdo INE/CNV09/MAR/2021, la CNV 
aprobó la creación del GTDEFL. 

8. Aprobación del PTDN21-23. El 26 de abril de 2021, mediante acuerdo INE/CRFE14/02SE/2021, la 
CRFE aprobó el PTDN21-23, el cual fue informado a la JGE el 28 de abril de 2021 y publicado en el 
DOF el 2 de junio de 2021. 

9. Convenio de colaboración con el INALI. El 6 de julio de 2021, el INE firmó un convenio de 
colaboración con el INALI, con la finalidad de que proporcionara el acceso al Padrón Nacional de 
Intérpretes y Traductores en Lenguas Indígenas y ofreciera el acompañamiento para realizar 
traducciones de materiales a lenguas indígenas. 

10. Modificaciones al PTDN21-23. El 24 de agosto de 2021, la CRFE aprobó, mediante Acuerdo 
INE/CRFE40/04SE/2021, las modificaciones al PTDN21-23, aprobado mediante diverso 
INE/CRFE14/02SE/2021, el cual fue informado a la JGE el 27 de agosto de 2021 y publicado en el 
DOF el 29 de octubre de 2021. 



 DIARIO OFICIAL Martes 15 de noviembre de 2022 

11. Adecuación del Marco Geográfico Electoral de diversas secciones con discontinuidad 
geográfica (secciones multipolígono). El 27 de agosto de 2021, mediante Acuerdo 
INE/CG1461/2021, este Consejo General aprobó la adecuación de diversas secciones electorales 
con discontinuidad geográfica (secciones multipolígono). 

12. Aprobación de los criterios y reglas operativas para la Distritación Nacional, así como la 
matriz que establece su jerarquización. El 27 de agosto de 2021, este Consejo General aprobó, 
mediante Acuerdo INE/CG1466/2021, los criterios y reglas operativas para la Distritación Nacional, 
así como la matriz que establece su jerarquización. 

13. Aprobación del Protocolo. El 27 de agosto de 2021, este Consejo General aprobó, mediante 
Acuerdo INE/CG1467/2021, el Protocolo. 

14. Aspectos metodológicos y técnico-operativos para la aplicación de criterios y reglas 
operativas para la Distritación Nacional. El 30 de septiembre de 2021, este Consejo General 
aprobó, mediante Acuerdo INE/CG1548/2021, los aspectos metodológicos y técnico-operativos para 
la aplicación de criterios y reglas operativas para la Distritación Nacional. 

15. Sentencias de la Sala Superior del TEPJF. Los días 14 y 20 de octubre de 2021, la Sala Superior 
del TEPJF dictó las siguientes sentencias relacionadas con acuerdos aprobados por este Consejo 
General en materia del proyecto de la Distritación Nacional: 

SENTENCIA FECHA SENTIDO 

SUP-JDC-1291/2021 y 
acumulados 

14.10.2021 Desechar de plano las demandas interpuestas en 
contra del Consejo General en el Acuerdo 
INE/CG1466/2021, por el que se aprobaron los 
criterios y reglas operativas para la Distritación 
Nacional, así como la matriz que establece su 
jerarquización. 

SUP-JDC-1296/2021 y 
acumulados 

20.10.2021 Confirmar el Acuerdo INE/CG1467/2021, por el que 
se aprobó el Protocolo.  

SUP-JDC-1321/2021 y 
acumulados 

20.10.2021 Desechar los juicios por falta de interés jurídico y 
confirmar, en cuanto es materia de impugnación, el 
Acuerdo INE/CG1548/2021, por el que se aprobaron 
los aspectos metodológicos y técnico-operativos para 
la aplicación de criterios y reglas operativas para la 
Distritación Nacional. 

 

16. Emisión de las reglas para la conformación de una propuesta de escenario de distritación 
electoral local o federal y criterios de evaluación de dichas propuestas. El 18 de octubre de 
2021, mediante oficio INE/DERFE/1350/2021, dirigido a las VRFE de las JLE, emitió las “Reglas para 
la conformación de una propuesta de escenario de Distritación Electoral Local o Federal y Criterios 
de evaluación de dichas propuestas”. 

 Cabe señalar que, el documento referido en el párrafo precedente fue definido conjuntamente entre 
la DERFE y el CTD; además, fue sometido para las observaciones, comentarios y sugerencias de las 
representaciones de los partidos políticos ante la CNV. 

17. Órgano Garante de la Consulta Indígena y Afromexicana. El 16 de noviembre de 2021, mediante 
el Convenio Específico de Colaboración entre el INE y la UNAM, se formalizó la invitación al Instituto 
de Geografía de la UNAM para participar como la institución académica de nivel superior que fungirá 
como Órgano Garante de la Consulta Indígena y Afromexicana, en términos del Protocolo. 

18. Presentación de ajustes al PTDN21-23. Los días 22 de noviembre de 2021, así como 23 de febrero 
y 18 de marzo de 2022, la DERFE presentó a la CRFE los ajustes al PTDN21-23, los cuales se 
hicieron del conocimiento previo del CTD, el GTDEFL y la CNV, y consistieron en ajustes de fechas y 
periodos en el cronograma general, que no modificaron en lo sustantivo el alcance, las etapas o las 
actividades del proyecto. 

19. Recomendación de criterios y reglas operativas para la definición de cabeceras distritales 
federales y locales para la Distritación Nacional. El 26 de noviembre de 2021, la CNV recomendó 
a la DERFE, mediante Acuerdo INE/CNV44/NOV/2021, la emisión de los “Criterios y reglas 
operativas para la definición de cabeceras distritales federales y locales para la Distritación Nacional 
2021-2023”. 
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20. Emisión de criterios y reglas operativas para la definición de cabeceras distritales federales y 
locales para la Distritación Nacional. El 30 de noviembre de 2021, mediante oficio 
INE/DERFE/1586/2021, dirigido a los CC. Dr. Lorenzo Córdova Vianello, Consejero Presidente, Lic. 
Edmundo Jacobo Molina, Secretario Ejecutivo y Dr. Ciro Murayama Rendón, Consejero Electoral y 
Presidente de la CRFE, la DERFE emitió los “Criterios y reglas operativas para la definición de 
cabeceras distritales federales y locales para la Distritación Nacional 2021-2023”. 

 Cabe señalar que, el documento referido en el párrafo precedente fue definido conjuntamente entre 
la DERFE y el CTD; además, fue sometido para las observaciones, comentarios y sugerencias de las 
personas integrantes de las JLE y la JGE, así como de las representaciones de los partidos políticos 
ante la CNV. 

21. Aprobación de los catálogos de municipios y secciones que conforman el Marco Geográfico 
Electoral de las entidades federativas de México, Nayarit, Querétaro, Tlaxcala y Veracruz, 
como insumo para la realización de los trabajos de la Distritación Nacional. El 17 de diciembre 
de 2021, este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo INE/CG1761/2021, los catálogos de 
municipios y de secciones que conforman el Marco Geográfico Electoral de las entidades federativas 
de México, Nayarit, Querétaro, Tlaxcala y Veracruz, como insumo para la realización de los trabajos 
de la Distritación Nacional. 

22. Resultados del proyecto de Reseccionamiento 2021. El 26 de enero de 2022, este Consejo 
General aprobó, mediante Acuerdo INE/CG31/2022, los resultados del proyecto de 
Reseccionamiento 2021. 

23. Emisión de las reglas para la presentación y publicación de las propuestas realizadas por los 
partidos políticos a los escenarios de distritación electoral federal y locales. El 14 de febrero de 
2022, mediante oficio INE/DERFE/0293/2022, dirigido a las VRFE de las JLE, emitió las “Reglas para 
la presentación y publicación de las propuestas realizadas por los partidos políticos a los escenarios 
de distritación electoral federal y locales”. 

 Cabe señalar que, a través del oficio referido en el párrafo precedente, la DERFE instruyó a las 
VRFE de las JLE, remitir las “Reglas para la presentación y publicación de las propuestas realizadas 
por los partidos políticos a los escenarios de distritación electoral federal y locales” a las Presidencias 
de las CLV y de los OPL de las diversas entidades federativas, con el objeto de que las hicieran del 
conocimiento de las representaciones de los partidos políticos acreditadas ante dichos órganos. 

24. Foro estatal de distritación electoral local. El 24 de febrero de 2022, se llevó a cabo el foro estatal 
de distritación electoral local, para el estado de Nayarit. 

25. Compilación del sistema, generación y entrega del primer escenario de distritación local. El 11 
de marzo de 2022, la DERFE realizó la compilación del sistema, así como la generación y entrega 
del primer escenario de distritación local del estado de Nayarit a la CLV, la CNV y al OPL. 

26. Entrega del primer escenario de distritación local para la Consulta Indígena y Afromexicana. 
Del 14 al 18 de marzo de 2022, la DERFE realizó la entrega del primer escenario de distritación local 
del estado de Nayarit, para la Consulta Indígena y Afromexicana. 

27. Entrega de observaciones sobre el primer escenario de distritación local. Entre los días 22 de 
marzo y 22 de abril de 2022, se realizó la entrega a la DERFE de las observaciones del OPL, la CLV, 
la CNV, así como las opiniones de las autoridades indígenas y afromexicanas, al primer escenario de 
distritación local del estado de Nayarit. 

28. Entrega del dictamen técnico del CTD sobre las observaciones al primer escenario de 
distritación local. El 17 de mayo de 2022, se realizó la entrega del dictamen técnico del CTD sobre 
las observaciones de los partidos políticos al primer escenario de distritación local del estado de 
Nayarit, así como sobre las opiniones de las autoridades indígenas y afromexicanas representativas. 

29. Publicación del segundo escenario de distritación local. El 24 de mayo de 2022, se publicó el 
segundo escenario de distritación local del estado de Nayarit, para su análisis por las 
representaciones de los partidos políticos ante la CLV, la CNV y el OPL. 

30. Entrega de observaciones al segundo escenario de distritación local. Entre los días 25 de mayo 
y 22 de junio de 2022, se realizó la entrega de observaciones al segundo escenario de distritación 
local del estado de Nayarit, por parte de la CLV, la CNV y el OPL. 

31. Ajustes al PTDN21-23. El 26 de mayo de 2022, la CRFE aprobó, mediante Acuerdo 
INE/CRFE26/04SE/2022, nuevos ajustes al PTDN21-23 aprobado y modificado mediante diversos 
INE/CRFE14/02SE/2021 e INE/CRFE40/04SE/2021, respectivamente, el cual fue informado a la JGE 
el 27 de mayo de 2022 y publicado en el DOF el 20 de julio de 2022. 
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32. Entrega del dictamen técnico del CTD sobre las observaciones al segundo escenario de 
distritación local. El 30 de junio de 2022, se realizó la entrega del dictamen técnico del CTD sobre 
las observaciones de las representaciones de los partidos políticos al segundo escenario de 
distritación local del estado de Nayarit. 

33. Publicación del tercer escenario de distritación con propuesta de cabeceras distritales. El 6 de 
julio de 2022, se publicó el tercer escenario de distritación junto con la propuesta de cabeceras 
distritales para el estado de Nayarit. 

34. Entrega de observaciones al tercer escenario de distritación local. El 13 de julio de 2022, se 
realizó la entrega de observaciones al tercer escenario de distritación local del estado de Nayarit, por 
parte de la CLV, la CNV y el OPL. 

35. Presentación de ajustes adicionales al PTDN21-23. El 15 de julio de 2022, la DERFE presentó a la 
CRFE ajustes adicionales al PTDN21-23, aprobado y modificado mediante acuerdos 
INE/CRFE14/02SE/2021, INE/CREFE40/04SE/2021 e INE/CRFE26/04SE/2022, los cuales se 
hicieron del conocimiento previo del CTD, el GTDEFL y la CNV, y consistieron en ajustes de fechas y 
periodos en el cronograma general, que no modificaron en lo sustantivo el alcance, las etapas o las 
actividades del proyecto. 

36. Presentación del tercer escenario local a la CNV. El 18 de julio de 2022, se presentó a la CNV el 
tercer escenario de la demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales en que 
se divide el estado de Nayarit. 

37. Entrega del dictamen técnico del CTD sobre las observaciones al tercer escenario de 
distritación local. El 9 de agosto de 2022, se realizó la entrega del dictamen técnico del CTD sobre 
las observaciones de los partidos políticos al tercer escenario de distritación local del estado de 
Nayarit. 

38. Presentación del anteproyecto de acuerdo en la CRFE. El 17 de agosto de 2022, en su sexta 
sesión extraordinaria, la DERFE presentó a las personas integrantes de la CRFE el anteproyecto de 
acuerdo del Consejo General por el que se aprueba la demarcación territorial de los distritos 
electorales uninominales locales en que se divide el estado de Nayarit y sus respectivas cabeceras 
distritales, a propuesta de la JGE y, mediante acuerdo INE/CRFE39/06SE/2022, la CRFE aprobó que 
se presente el correspondiente proyecto de acuerdo a la JGE, con las observaciones y comentarios 
que fueron formulados en la sesión. 

39. Aprobación del proyecto de acuerdo por la JGE. El 19 de agosto de 2022, la JGE aprobó someter 
a consideración de este Consejo General, mediante Acuerdo INE/JGE156/2022, la demarcación 
territorial de los distritos electorales uninominales locales en que se divide el estado de Nayarit y sus 
respectivas cabeceras distritales. 

CONSIDERANDOS 

PRIMERO. Competencia. 

Este Consejo General es competente para aprobar la demarcación territorial de los distritos 
electorales uninominales locales en que se divide el estado de Nayarit y sus respectivas cabeceras 
distritales, a propuesta de la JGE, conforme a lo dispuesto por los artículos 41, párrafo tercero, Base 
V, Apartado A, párrafos primero y segundo, y Apartado B, inciso a), numeral 2; 53 de la CPEUM; 30, 
párrafo 1, incisos a), e) y f); 31, párrafo 1; 32, párrafo 1, inciso a), fracción II; 34, párrafo 1, inciso a); 
35; 44, párrafo 1, incisos l), gg), hh) y jj); 214, párrafos 1 y 2 de la LGIPE; 4, párrafo 1, fracción I, 
apartado A, inciso a); 5, párrafo 1, inciso x) del RIINE; 64 de los LAMGE; acuerdo INE/CG152/2021; 
así como, actividad 6.21 del PTDN21-23. 

SEGUNDO. Disposiciones normativas que sustentan la determinación. 

Acorde a lo establecido en el artículo 1º, párrafo primero de la CPEUM, todas las personas gozarán 
de los derechos humanos reconocidos en la propia Carta Magna y en los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio 
no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la misma 
establece. 

En términos del párrafo segundo de la disposición aludida, las normas relativas a los derechos 
humanos se interpretarán de conformidad con la CPEUM y con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 
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El párrafo tercero del artículo referido dispone que todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Asimismo, el artículo 2, párrafos 4 y 5 de la CPEUM, establece que son comunidades integrantes de 
un pueblo indígena, aquellas que formen una unidad social, económica y cultural, asentadas en un 
territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres, cuyo 
reconocimiento se hará en las constituciones y leyes de las entidades federativas, las que deberán 
tomar en cuenta, entre otros criterios, el de asentamiento físico. 

Además, el Apartado C del mencionado artículo 2 de la CPEUM, establece que los pueblos y 
comunidades afromexicanas, cualquiera que sea su autodenominación, son reconocidas como parte 
de la composición pluricultural de la Nación y tendrán, en lo conducente, los mismos derechos 
señalados para los pueblos y las comunidades indígenas, a fin de garantizar su libre determinación, 
autonomía, desarrollo e inclusión social. 

Por otra parte, el artículo 26, Apartado B, primer párrafo de la CPEUM, dispone que el Estado 
contará con un Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica cuyos datos serán 
considerados oficiales para la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. Los datos contenidos en ese sistema serán de 
uso obligatorio en los términos que establezca la ley. 

El artículo 41, párrafo tercero, Base V, Apartado A, párrafo primero de la CPEUM, en relación con los 
diversos 29; 30, párrafo 2 y 31, párrafo 1 de la LGIPE, disponen que el INE es un organismo público 
autónomo dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integración participan el 
Poder Legislativo de la Unión, los partidos políticos nacionales y las ciudadanas y los ciudadanos, en 
los términos que ordene la ley. En el ejercicio de esta función estatal, la certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad y paridad serán principios rectores, y 
sus actividades se realizarán con perspectiva de género. 

Asimismo, el artículo 41, párrafo tercero, Base V, Apartado B, inciso a), numeral 2 de la CPEUM, en 
relación con el diverso 32, párrafo 1, inciso a), fracción II de la LGIPE, señalan que, para los 
procesos electorales federales y locales, corresponde al INE definir la geografía electoral, que 
incluirá el diseño y determinación de los distritos electorales y su división en secciones electorales, 
así como la delimitación de las circunscripciones plurinominales y el establecimiento de cabeceras. 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 53, párrafo primero de la CPEUM, la demarcación territorial 
de los 300 distritos electorales uninominales será la que resulte de dividir la población total del país 
entre los distritos señalados. La distribución de los distritos electorales uninominales entre las 
entidades federativas se hará teniendo en cuenta el último censo general de población, sin que en 
ningún caso la representación de un estado pueda ser menor de dos diputadas y/o diputados de 
mayoría. 

Asimismo, el artículo 116, fracción II, párrafo tercero de la CPEUM, alude que las legislaturas de las 
entidades federativas se integrarán con diputadas y diputados electos, según los principios de 
mayoría relativa y representación proporcional, en los términos que señalen sus leyes. 

Por su parte, el artículo 133 de la CPEUM, expone que la propia Constitución, las leyes del Congreso 
de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados 
y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley 
Suprema de toda la Unión. 

En consecuencia, los tratados internacionales tienen fuerza de ley y son de observancia obligatoria 
porque forman parte de nuestro sistema jurídico; en esa medida, deben ser cumplidos y aplicados a 
todas y todos quienes se encuentren bajo su tutela. 

I. Marco convencional internacional de derechos de pueblos indígenas y afrodescendientes. 

De conformidad con el artículo 1º de la Convención, la expresión “discriminación racial” denotará toda 
distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen 
nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce 
o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las 
esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública. 
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El artículo 2 de la Convención, señala que los Estados parte condenan la discriminación racial y se 
comprometen a seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a 
eliminar la discriminación en todas sus formas y a promover el entendimiento entre todas las razas. 
Los Estados parte tomarán, cuando las circunstancias lo aconsejen, medidas especiales y concretas, 
en las esferas social, económica, cultural y en otras esferas, para asegurar el adecuado 
desenvolvimiento y protección de ciertos grupos raciales o de personas pertenecientes a estos 
grupos, con el fin de garantizar en condiciones de igualdad el pleno disfrute por dichas personas de 
los derechos humanos y de las libertades fundamentales. 

El artículo 5, inciso c) de la Convención, establece, de conformidad con las obligaciones 
fundamentales estipuladas en su artículo 2, que los Estados partes se comprometen a prohibir y 
eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a garantizar el derecho de toda persona a la 
igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color y origen nacional o étnico, particularmente en el 
goce de, entre otros, los derechos políticos, en particular el de tomar parte en elecciones, elegir y ser 
elegido, por medio del sufragio universal e igual, el de participar en el gobierno y en la dirección de 
los asuntos públicos en cualquier nivel, y el de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones 
públicas. 

Por su parte, el artículo 3 de la DNUDPI, ordena que los pueblos indígenas tienen derecho a la libre 
determinación. En virtud de ese derecho, determinan libremente su condición política y persiguen 
libremente su desarrollo económico, social y cultural. 

El artículo 4 de la DNUDPI, determina que los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre 
determinación, tienen derecho a la autonomía o al autogobierno en las cuestiones relacionadas con 
sus asuntos internos y locales, así como a disponer de medios para financiar sus funciones 
autónomas. 

Asimismo, en términos del artículo 5 de la DNUDPI, los pueblos indígenas tienen derecho a 
conservar y reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, 
manteniendo a la vez su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, 
económica, social y cultural del Estado. 

En ese sentido, el artículo 8, numeral 2, inciso d) de la DNUDPI, instruye que los Estados deberán 
establecer mecanismos eficaces preventivos de toda forma de asimilación o integración forzada. 

Con base en el artículo 9 de la DNUDPI, los pueblos y los individuos indígenas tienen derecho a 
pertenecer a una comunidad o nación indígena, de conformidad con las tradiciones y costumbres de 
la comunidad o nación que se trate. Del ejercicio de ese derecho no puede resultar discriminación de 
ningún tipo. 

El artículo 19 de la DNUDPI, dispone que los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe 
con los pueblos indígenas interesados por medio de sus instituciones representativas, antes de 
adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas que los afecten, a fin de obtener su 
consentimiento libre, previo e informado. 

En este orden de ideas, y en atención a las medidas que debe adoptar el Estado mexicano para 
combatir el racismo y la discriminación, el Convenio 169, es el principal instrumento internacional que 
permite exigir el reconocimiento constitucional de las personas, pueblos y comunidades indígenas y 
afrodescendientes, así como su inclusión institucional, en términos de lo previsto en su artículo 1. 

Además, el artículo 2, párrafo 1 del Convenio 169, expone que los gobiernos deberán asumir la 
responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción 
coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto 
de su integridad. El párrafo 2, inciso a) del artículo en cita, establece que la acción coordinada y 
sistemática incluirá, entre otras medidas, las que aseguren a los miembros de dichos pueblos a 
gozar, en pie de igualdad, de los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los 
demás miembros de la población. 

De igual manera, el artículo 3 del Convenio 169, advierte que los pueblos indígenas y tribales 
deberán gozar plenamente de los derechos humanos y libertades fundamentales, sin obstáculos ni 
discriminación. Las disposiciones de ese Convenio se aplicarán sin discriminación a los hombres y 
mujeres de esos pueblos. No deberá emplearse ninguna forma de fuerza o de coerción que viole los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos interesados, incluidos los derechos 
contenidos en el multicitado Convenio. 
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El artículo 4 del Convenio 169, refiere que deberán adoptarse las medidas especiales que se 
precisen para salvaguardar las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el 
medio ambiente de los pueblos interesados. Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a 
los deseos expresados libremente por los pueblos interesados. El goce sin discriminación de los 
derechos generales de la ciudadanía no deberá sufrir menoscabo alguno como consecuencia de 
tales medidas especiales. 

En esa tesitura, el artículo 6, párrafo 1 del Convenio 169, señala que, al aplicar las disposiciones del 
Convenio, los gobiernos deberán consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos 
apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean 
medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente; establecer los medios 
a través de los cuales, los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la 
misma medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones 
en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y 
programas que les conciernan, y establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e 
iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para ese 
fin. El numeral 2 del mismo artículo, indica que las consultas llevadas a cabo en aplicación del 
multicitado Convenio 169, deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las 
circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las 
medidas propuestas. 

Con base en el artículo 7, párrafo 3 del Convenio 169, los gobiernos deberán velar por que, siempre 
que haya lugar, se efectúen estudios en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la 
incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo 
previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser 
considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas. 

La Carta Democrática Interamericana, en su artículo 9, señala que la eliminación de toda forma de 
discriminación, especialmente la discriminación de género, étnica y racial, y de las diversas formas 
de intolerancia, así como la promoción y protección de los derechos humanos de los pueblos 
indígenas y los migrantes y el respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa en las Américas, 
contribuyen al fortalecimiento de la democracia y la participación ciudadana. 

Por su parte, la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas 
Conexas de Intolerancia, considera que las víctimas del racismo, la discriminación racial y otras 
formas conexas de intolerancia en las Américas son, entre otros, las y los afrodescendientes, los 
pueblos indígenas, así como otros grupos y minorías raciales, étnicas o que por su linaje u origen 
nacional o étnico son afectados por tales manifestaciones. 

En este sentido, su artículo 5 prevé que los Estados Parte se comprometen a adoptar las políticas 
especiales y acciones afirmativas para garantizar el goce o ejercicio de los derechos y libertades 
fundamentales de personas o grupos que sean sujetos de racismo, discriminación racial o formas 
conexas de intolerancia con el objetivo de promover condiciones equitativas de igualdad de 
oportunidades, inclusión y progreso para estas personas o grupos. 

El artículo I, párrafo 2 de la DADPI, expone que la autoidentificación como pueblos indígenas será un 
criterio fundamental para determinar a quiénes se aplica esa Declaración. Los Estados respetarán el 
derecho a dicha autoidentificación como indígena en forma individual o colectiva, conforme a las 
prácticas e instituciones propias de cada pueblo indígena. 

En sus artículos II y III, la DADPI dispone la obligación convencional de los Estados de reconocer y 
respetar el carácter pluricultural y multilingüe de los pueblos indígenas quienes forman parte integral 
de sus sociedades. Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese 
derecho determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, 
social y cultural. 

El artículo VI de la DADPI, protege los derechos colectivos de los pueblos indígenas entendidos 
como aquellos indispensables para su existencia, bienestar y desarrollo integral como pueblos e 
integra el deber de los Estados para reconocer y respetar, el derecho de los pueblos indígenas a su 
actuar colectivo; a sus sistemas o instituciones jurídicos, sociales, políticos y económicos; a sus 
propias culturas; así como la obligación de los Estados de promover la coexistencia armónica de los 
derechos y sistemas de los grupos poblacionales y culturas, con la participación plena y efectiva de 
los pueblos indígenas. 
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Además, el artículo IX de la DADPI, indica que los Estados reconocerán plenamente la personalidad 
jurídica de los pueblos indígenas, respetando las formas de organización indígenas y promoviendo el 
ejercicio pleno de los derechos reconocidos en esa Declaración. 

El derecho a la no asimilación es protegido por el referido instrumento interamericano, en su artículo 
X, párrafos 1 y 2, al disponer que los pueblos indígenas tienen derecho a mantener, expresar y 
desarrollar libremente su identidad cultural en todos sus aspectos, libre de todo intento externo de 
asimilación, acorde con ello, los Estados tiene el deber convencional de no desarrollar, adoptar, 
apoyar o favorecer política alguna de asimilación de los pueblos indígenas ni destrucción de sus 
culturas. 

El artículo XXI, párrafo 1 de la DADPI, protege la dimensión externa de los derechos políticos de los 
pueblos indígenas en cuanto a su participación dentro de los sistemas político constitucionales del 
Estado Parte al establecer que los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar sus 
propias instituciones indígenas de decisión, así como a participar en la adopción de decisiones en las 
cuestiones que afecten sus derechos, pudiendo hacerlo directamente o a través de sus 
representantes, de acuerdo con sus propias normas, procedimientos y tradiciones. De igual forma, en 
dicho precepto se reconoce el derecho a la igualdad de oportunidades para los miembros de los 
pueblos indígenas para acceder y participar plena y efectivamente como pueblos en todas las 
instituciones y foros nacionales, incluyendo los cuerpos deliberantes. 

En complementariedad, el artículo XXIII, párrafo 1 de la DADPI, tutela que los pueblos indígenas 
tienen derecho a la participación plena y efectiva, por conducto de representantes elegidos por ellos 
de conformidad con sus propias instituciones, en la adopción de decisiones en las cuestiones que 
afecten sus derechos y que tengan relación con la elaboración y ejecución de leyes, políticas 
públicas, programas, planes y acciones relacionadas con los asuntos indígenas. 

El artículo XXIII, párrafo 2 de la DADPI, protege el derecho a la consulta al imponer el deber de los 
Estados para celebrar consultas y cooperar de buena fe con los pueblos indígenas interesados por 
medios de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o 
administrativas que los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, previo e informado. 

Cabe destacar que, en la Declaración de la Conferencia de Santiago y en la Declaración de la 
Conferencia de Durban, el sistema interamericano reconoció que las personas afrodescendientes y 
sus pueblos tienen que hacer frente a obstáculos como resultado de prejuicios y discriminaciones 
sociales que prevalecen en las instituciones públicas y privadas, reconociendo además, que esto se 
debe a los siglos de esclavitud, racismo, discriminación racial, y la denegación histórica de muchos 
de sus derechos, que genera además una falta de reconocimiento del aporte de este colectivo al 
patrimonio cultural de los países. 

En este sentido, a partir de la reforma constitucional publicada en el DOF el 9 de agosto de 2019, 
relativa a la adición del Apartado C al artículo segundo de la CPEUM, se reconoció a las personas 
afrodescendientes mexicanas, a sus pueblos, comunidades y reagrupamientos sociales y culturales, 
cualquiera que sea su autodenominación, como se reconocen por equiparación los mismos derechos 
a las personas, pueblos y comunidades indígenas. 

II. Marco convencional internacional de derechos humanos en materia político-electoral. 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 21, apartado 3, indica que la 
voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará 
mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e 
igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto. 

Por su parte, la Declaración sobre el Derecho y el Deber de los Individuos, los Grupos y las 
Instituciones de Promover y Proteger los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales 
Universalmente Reconocidos, en su artículo 2, dispone que los Estados tienen la responsabilidad 
primordial y el deber de proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos y las 
libertades fundamentales, entre otras cosas, adoptando las medidas necesarias para crear las 
condiciones sociales, económicas, políticas y de otra índole, así como las garantías jurídicas 
requeridas para que toda persona sometida a su jurisdicción, individual o colectivamente, pueda 
disfrutar en la práctica de todos esos derechos y libertades. 

Acorde a lo previsto por el artículo 2, párrafos 1 y 2 del Pacto Internacional de Derechos Políticos y 
Civiles, los Estados parte se comprometen a respetar y a garantizar a todas y todos los individuos 
que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en dicho 
Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social; así 
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también, a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del Pacto 
referido, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos y que no estuviesen ya 
garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter. 

El propio Pacto invocado en su artículo 25, incisos a) y b), establece la obligación de los Estados 
Parte para proteger que toda la ciudadanía goce, sin ninguna distinción y sin restricciones indebidas, 
del derecho y oportunidad a participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 
medio de representantes libremente elegidos y, consecuentemente, del derecho a votar y ser 
elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual, y por voto 
secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de las y los electores. 

En el sistema interamericano, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en sus artículos 23, apartado 1, incisos a) y b), y 
XX, respectivamente, protegen que todas las ciudadanas y ciudadanos puedan tomar parte en el 
gobierno de su país y gocen de los derechos y oportunidades de participar en la dirección de los 
asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos, así como de 
votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y 
por voto secreto que garantice la libertad del voto. 

Dichas obligaciones y deberes convencionales del Estado Mexicano son reconocidas y regladas en 
cuanto a su protección y formas de ejercicio en la CPEUM y desarrollados en un marco normativo 
que comprende la legislación electoral nacional. 

III. Marco legal nacional. 

El artículo 1, párrafo 2 de la LGIPE, instituye que las disposiciones de dicha ley son aplicables a las 
elecciones en el ámbito federal y en el ámbito local respecto de las materias que establece la 
CPEUM. 

El artículo 5, párrafo 1 de la LGIPE, prevé que su aplicación corresponde, en sus respectivos ámbitos 
de competencia, al INE, al TEPJF, a los OPL y a las autoridades jurisdiccionales locales en la 
materia, a la Cámara de Diputadas y Diputados y al Senado de la República. 

A su vez, el artículo 9, párrafo 2 de la LGIPE, establece que en cada distrito electoral el sufragio se 
emitirá en la sección electoral que comprenda el domicilio de las ciudadanas y los ciudadanos, salvo 
los casos de excepción expresamente señalados por la misma ley. 

Asimismo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 30, párrafo 1, incisos a), d), e) y f) de la LGIPE, 
son fines del INE, entre otros, contribuir al desarrollo de la vida democrática; garantizar la celebración 
periódica y pacífica de las elecciones para renovar a las personas integrantes de los Poderes 
Legislativo y Ejecutivo de la Unión y ejercer las funciones que la CPEUM le otorga en los procesos 
electorales locales; así como, velar por la autenticidad y efectividad del sufragio. 

El artículo 32, párrafo 1, inciso a), fracción II de la LGIPE, mandata que el INE tendrá como 
atribución, entre otras, la geografía electoral, que incluirá la determinación de los distritos electorales 
y su división en secciones electorales, así como la delimitación de las circunscripciones 
plurinominales y el establecimiento de cabeceras. 

A su vez, el artículo 43, párrafos 1 y 2 de la LGIPE, dispone en lo conducente que, este Consejo 
General ordenará la publicación en el DOF de los acuerdos y resoluciones de carácter general que 
pronuncie. El Secretario Ejecutivo establecerá los acuerdos para asegurar su oportuna publicación 
en ese medio oficial. 

El artículo 44, párrafo 1, incisos l), gg) y hh) de la LGIPE, advierte que este Consejo General tiene, 
entre otras atribuciones, la de dictar los lineamientos relativos al Registro Federal de Electores y 
ordenar a la JGE hacer los estudios y formular los proyectos para la división del territorio nacional en 
300 distritos electorales uninominales y su cabecera, su división en secciones electorales, para 
determinar el ámbito territorial de las cinco circunscripciones electorales plurinominales y la capital de 
la entidad federativa que será cabecera de cada una de ellas; así como la división territorial de los 
distritos en el ámbito local y, en su caso, aprobarlos. Asimismo, tiene la atribución de aprobar y 
expedir, entre otros, los acuerdos para ejercer las facultades previstas en el Apartado B de la Base V 
del artículo 41 de la CPEUM; así como, aprobar la geografía electoral federal y de las entidades 
federativas, de conformidad con los resultados del censo nacional de población. 

Con fundamento en el artículo 54, párrafo 1, incisos g) y h) de la LGIPE, corresponde a la DERFE 
formular, con base en los estudios que realice, el proyecto de división del territorio nacional en 300 
distritos electorales uninominales, así como el de las cinco circunscripciones plurinominales y 
mantener actualizada la cartografía electoral del país, clasificada por entidad, distrito electoral 
federal, distrito electoral local, municipio y sección electoral. 



 DIARIO OFICIAL Martes 15 de noviembre de 2022 

Así, el artículo 71, párrafos 1 y 2 de la LGIPE, prescribe que, en cada uno de los distritos electorales, 
el INE contará con la JDE, la Vocalía Ejecutiva y el Consejo Distrital. En este tenor, los órganos 
distritales tendrán su sede en la cabecera de cada uno de los distritos electorales. 

Con base en lo dispuesto por los artículos 147, párrafos 2, 3 y 4 y 253, párrafo 2 de la LGIPE, la 
sección electoral es la fracción territorial de los distritos electorales uninominales para la inscripción 
de las ciudadanas y los ciudadanos en el Padrón Electoral y en las Listas Nominales de Electores. 
Las secciones en que se dividen los distritos electorales uninominales tendrán como mínimo 100 
electores y como máximo 3,000.  El fraccionamiento en secciones electorales estará sujeto a la 
revisión de la división del territorio nacional en distritos electorales, en los términos del artículo 53 de 
la CPEUM. 

De conformidad con el artículo 158, párrafo 2 de la LGIPE, la CNV conocerá y podrá emitir opiniones 
respecto de los trabajos que la DERFE realice en materia de demarcación territorial. 

Tal como lo disponen los párrafos 1 y 2 del artículo 214 de la LGIPE, la demarcación de los distritos 
electorales federales y locales será realizada por el INE con base en el último censo general de 
población y los criterios generales determinados por este Consejo General, mismo que ordenará a la 
JGE realizar los estudios conducentes y aprobará los criterios generales. La distritación deberá, en 
su caso, aprobarse antes del inicio del proceso electoral en que vaya a aplicarse. 

De igual forma, el párrafo 3 del artículo 214 de la LGIPE, establece que, conforme a lo dispuesto por 
el diverso 53 de la CPEUM, una vez establecida la demarcación territorial de los 300 distritos 
electorales uninominales federales basada en el último censo general de población, este Consejo 
General aprobará, en su caso, la distribución de los distritos electorales entre las entidades 
federativas, asegurando que la representación de un estado sea al menos de dos diputaciones de 
mayoría. 

Por otra parte, en términos de lo establecido en el artículo 2 de la LINPI, el INPI es la autoridad del 
Poder Ejecutivo Federal en los asuntos relacionados con los pueblos indígenas y afromexicano, que 
tiene como objeto definir, normar, diseñar, establecer, ejecutar, orientar, coordinar, promover, dar 
seguimiento y evaluar las políticas, programas, proyectos, estrategias y acciones públicas, para 
garantizar el ejercicio y la implementación de los derechos de los pueblos indígenas y afromexicano, 
así como su desarrollo integral y sostenible y el fortalecimiento de sus culturas e identidades, de 
conformidad con lo dispuesto en la CPEUM y en los instrumentos jurídicos internacionales de los que 
el país es parte. 

En esa tesitura, el artículo 4, fracciones III, XIV, XXIII y XXXIII de la LINPI, señala las atribuciones y 
funciones que tendrá el INPI para el cumplimiento de su objeto. 

El artículo 5 de la LINPI, prevé que, para dar cumplimiento a la fracción XXIII del diverso 4 de esa 
ley, el INPI diseñará y operará un sistema de consulta y participación indígenas, en el que se 
establecerán las bases y los procedimientos metodológicos para promover los derechos y la 
participación de las autoridades, representantes e instituciones de los pueblos y comunidades 
indígenas y afromexicanas en la formulación, ejecución y evaluación del Plan Nacional de Desarrollo 
y demás planes y programas de desarrollo, así como para el reconocimiento e implementación de 
sus derechos. De igual manera, el INPI podrá llevar a cabo los estudios técnicos necesarios para la 
efectiva realización de los procesos de consulta. 

Por su parte, el artículo 6, fracciones I, II y VIII de la LINPI, establece los principios por los que se 
regirá el INPI en el marco del desarrollo de sus atribuciones. 

El artículo 7 de la LINPI, señala que, en el ejercicio de sus atribuciones y facultades, el INPI 
respetará las instituciones, órganos, normas, procedimientos y formas de organización con que cada 
pueblo y comunidad cuente para la toma de decisiones, en el marco del pluralismo jurídico. 

A su vez, el artículo 8 de la LINPI, instituye que, en su relación con los órganos y autoridades 
representativas de los pueblos y comunidades indígenas, el INPI reconocerá y respetará las 
formalidades propias establecidas por los sistemas normativos indígenas, debiendo surtir los efectos 
legales correspondientes. 

Conforme a lo dispuesto en su artículo 9, la LINPI se interpretará de conformidad con la CPEUM y 
con los instrumentos internacionales en la materia, favoreciendo en todo tiempo la protección más 
amplia de los derechos colectivos de los pueblos y comunidades indígenas, así como los derechos 
individuales de las personas indígenas. 

Por otra parte, el artículo 26, párrafo 1 de la CPELSN indica que el Congreso del estado de Nayarit 
se integrará por dieciocho personas diputadas electas por mayoría relativa y doce personas 
diputadas electas por representación proporcional, quienes podrán ser electas hasta por cuatro 
períodos consecutivos. 
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El artículo 26, párrafo 4 de la CPELSN, señala que la delimitación territorial de los distritos 
electorales será aprobada por el INE tomando en consideración la legislación aplicable. 

Ahora bien, en términos del artículo 45, párrafo 1, incisos d) y q) del RIINE, para el cumplimiento de 
las atribuciones que la LGIPE le confiere, corresponde a la DERFE, entre otras, solicitar y realizar las 
gestiones necesarias a efecto de que el Secretario Ejecutivo publique en el DOF la determinación de 
la geografía electoral; así como, definir las reglas y procedimientos para la elaboración de los 
estudios tendientes a la formulación del proyecto de demarcación de los distritos electorales 
federales y locales, así como las circunscripciones plurinominales que la CPEUM y la propia LGIPE 
prevén. Lo anterior se hará del conocimiento de la CNV. 

En esa misma línea, el artículo 45, párrafo 1, incisos t), u) y bb) del RIINE, ordena a la DERFE 
informar a la CNV los trabajos de demarcación territorial, incluyendo la redistritación, el 
reseccionamiento y la integración seccional; proponer a este Consejo General, por conducto de la 
CRFE, para su aprobación, los proyectos de acuerdo que tengan por objeto la actualización a la 
cartografía electoral; así como, las demás atribuciones que le confieran la LGIPE y otras 
disposiciones aplicables. 

En este sentido, el numeral 16 de los LAMGE, apunta que la actualización cartográfica electoral 
deberá realizarse con apego a los principios rectores y de actuación del INE, garantizando en todo 
momento el respeto y protección de los derechos político-electorales de las ciudadanas y los 
ciudadanos. 

El numeral 18 de los LAMGE, alude que, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 41, párrafo 
tercero, Base V, Apartado B, inciso a), numeral 2, de la CPEUM, le corresponde al INE la geografía 
electoral tanto en el ámbito federal como en el ámbito local. 

Al respecto, el numeral 61 de los LAMGE, indica que, en términos del artículo 214 de la LGIPE, este 
Consejo General ordenará a la JGE realizar los estudios conducentes y aprobará los criterios 
generales para la determinación de los distritos electorales federales y locales, en cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 53 de la CPEUM. 

Por su parte, el numeral 62 de los LAMGE, prevé que este Consejo General emitirá los criterios, 
determinará las reglas operativas, reglas procedimentales y cualquier otro ordenamiento para que la 
DERFE realice el proyecto de la demarcación distrital federal y local, así como de las 
circunscripciones plurinominales. 

De conformidad con lo señalado en el numeral 63 de los LAMGE, para la determinación de los límites 
distritales y los correspondientes a las circunscripciones plurinominales, también se tomarán en 
consideración los criterios que, en su caso, emita el TEPJF. 

El numeral 64 de los LAMGE, apunta que este Consejo General, a propuesta de la JGE, aprobará el 
escenario definitivo de distritación federal y local, así como la demarcación de las circunscripciones 
plurinominales. 

Por su parte, la actividad 6.21 del PTDN21-23 establece que este Consejo General deberá aprobar la 
distritación local de la entidad de Nayarit a más tardar en el mes de agosto de 2022. 

Cabe señalar que, en la Jurisprudencia 12/2013, la Sala Superior del TEPJF se pronunció en el 
sentido que se expone a continuación: 

COMUNIDADES INDÍGENAS. EL CRITERIO DE AUTOADSCRIPCIÓN ES 
SUFICIENTE PARA RECONOCER A SUS INTEGRANTES. De la interpretación 
sistemática de los artículos 2º, párrafo quinto de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 1, apartado 2 del Convenio número 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes; 3, 4, 9 y 32 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, se desprende que este tipo de comunidades 
tienen el derecho individual y colectivo a mantener y desarrollar sus propias 
características e identidades, así como a reconocer a sus integrantes como 
indígenas y a ser reconocidas como tales. Por tanto, el hecho de que una persona o 
grupo de personas se identifiquen y autoadscriban con el carácter de indígenas, es 
suficiente para considerar que existe un vínculo cultural, histórico, político, lingüístico 
o de otra índole con su comunidad y que, por tanto, deben regirse por las normas 
especiales que las regulan. Por ello, la autoadscripción constituye el criterio que 
permite reconocer la identidad indígena de los integrantes de las comunidades y así 
gozar de los derechos que de esa pertenencia se derivan. 
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También, la Jurisprudencia 37/2015 de la Sala Superior del TEPJF, precisa lo siguiente: 

CONSULTA PREVIA A COMUNIDADES INDÍGENAS. DEBE REALIZARSE POR 
AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS ELECTORALES DE CUALQUIER ORDEN 
DE GOBIERNO, CUANDO EMITAN ACTOS SUSCEPTIBLES DE AFECTAR SUS 
DERECHOS.- De la interpretación de los artículos 1° y 2° Apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el numeral 6 
del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en Países Independientes, se advierte que la Federación, las 
entidades federativas y los Municipios, para promover la igualdad de oportunidades 
de los indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, determinarán las 
políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el 
desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas 
y operadas conjuntamente con ellos. En ese sentido, las autoridades administrativas 
electorales de cualquier orden de gobierno, tienen el deber de consultar a la 
comunidad interesada, mediante mecanismos eficaces que garanticen su 
conocimiento, y por conducto de sus instituciones representativas, cada vez que 
pretendan emitir alguna medida susceptible de afectarles directamente, con el objeto 
de garantizar la vigencia de sus derechos indígenas y el desarrollo integral de 
pueblos y comunidades; sin que la opinión que al efecto se emita vincule a la 
autoridad administrativa, porque se trata de una consulta para determinar si los 
intereses de los pueblos indígenas serían agraviados. 

Igualmente, se tiene en consideración que, en materia constitucional, la doctrina judicial de 
Tribunales Colegiados de Circuito ha sostenido que las personas y pueblos indígenas, por su 
particular situación social, económica o política, se han visto históricamente impedidos o limitados en 
la participación de las decisiones estatales; por ello, el reconocimiento, promoción y protección de su 
derecho humano a la consulta previa contenido en los artículos 2, Apartado B, fracciones II y IX de la 
CPEUM; así como, 1; 6, numeral 1; 15, numeral 2; 22, numeral 3; 27, numeral 3, y 28 del Convenio 
169, emana de la conciencia y necesidad de abogar de manera especial por los intereses de las 
poblaciones humanas de base indígena, ligadas a su identidad étnico-cultural, mediante un proceso 
sistemático de negociación que implique un genuino diálogo con sus representantes, de manera que, 
la dimensión y relevancia del derecho a la consulta previa respecto de medidas administrativas o 
legislativas de impacto significativo se erigen como un mecanismo de equiparación para garantizar 
su participación en las decisiones políticas que puedan afectarlos. Esta doctrina judicial se encuentra 
recogida en la tesis con clave de identificación XXVII.3o.20 CS (10a.), con número de registro 
2019077, sustentada por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, de la Décima 
Época, en Materia Constitucional, de rubro: DERECHO HUMANO A LA CONSULTA PREVIA A LAS PERSONAS Y 

PUEBLOS INDÍGENAS. SU DIMENSIÓN Y RELEVANCIA.1 

Por su parte, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la acción de 
inconstitucionalidad 13/2014 y acumuladas 14/2014, 15/2014 y 16/2014, resuelta el 11 de septiembre 
de 2014, y en la acción de inconstitucionalidad 51/2014 y acumuladas 77/2014 y 79/2014, resuelta el 
29 de septiembre de 2014, precisó que, con fundamento en una interpretación sistemática y funcional 
de los artículos 41, Base V y 116, fracción II de la CPEUM, respecto a la geografía electoral de los 
procesos electorales federales y locales, el poder para diseñar y determinar la totalidad de los 
distritos electorales y la división del territorio en secciones electorales le corresponde en única 
instancia al INE. 

Finalmente, es pertinente señalar que la Sala Superior del TEPJF dictó las siguientes sentencias 
relacionadas con acuerdos aprobados por este Consejo General en materia del proyecto de la 
Distritación Nacional: 

SENTENCIA FECHA SENTIDO 

SUP-JDC-1291/2021 y 
acumulados 

14.10.2021 Desechar de plano las demandas interpuestas en 
contra de este Consejo General en el Acuerdo 
INE/CG1466/2021, por el que se aprobaron los criterios 
y reglas operativas para la Distritación Nacional, así 
como la matriz que establece su jerarquización. 

                                                 
1 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 62, Tomo IV, enero 2019, p. 2,267. 
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SENTENCIA FECHA SENTIDO 

SUP-JDC-1296/2021 y 
acumulados 

20.10.2021 Confirmar el Acuerdo INE/CG1467/2021, por el que se 
aprobó el Protocolo.  

SUP-JDC-1321/2021 y 
acumulados 

20.10.2021 Desechar los juicios por falta de interés jurídico y 
confirmar, en cuanto es materia de impugnación, el 
Acuerdo INE/CG1548/2021, por el que se aprobaron 
los aspectos metodológicos y técnico-operativos para 
la aplicación de criterios y reglas operativas para la 
Distritación Nacional. 

 

Con base en los preceptos normativos anteriormente enunciados, se considera que válidamente este 
Consejo General se encuentra facultado para aprobar la demarcación territorial de los distritos 
electorales uninominales locales en que se divide el estado de Nayarit y sus respectivas cabeceras 
distritales, a propuesta de la JGE. 

TERCERO. Consulta Indígena y Afromexicana. 

En primera instancia, es oportuno mencionar que la CPEUM define a los pueblos indígenas como 
aquellas personas que descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al 
iniciarse la colonización y que conservan de manera total o parcial sus propias instituciones sociales, 
económicas, culturales y políticas. 

Asimismo, se consideran comunidades indígenas integrantes de un pueblo indígena aquellas que 
forman una unidad social, económica y cultural, que están asentadas en un territorio y que reconocen 
autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres. 

También, se establece que la conciencia de su identidad indígena es el criterio fundamental para 
determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas. 

De igual manera, se reconoce a los pueblos y comunidades afromexicanas, cualquiera que sea su 
autodenominación, como parte de la composición pluricultural de la Nación. 

De esta manera, es imprescindible señalar que la población indígena se ubica a lo largo y ancho del 
todo país. 

En ese sentido, los pueblos indígenas son culturas diferentes, hablan unas 68 lenguas diversas, con 
364 variantes, tienen sus propios rituales, tradiciones y formas diversas de entender la vida, la 
naturaleza y formas de organización. 

Igualmente, cuentan con sistemas normativos y sociales propios, mediante los cuales se organizan 
para la toma de decisiones y para el ejercicio de sus derechos y obligaciones. Tienen derechos 
colectivos reconocidos, a diferencia de las personas no indígenas. 

Entre los derechos que se incluyen en la CPEUM, se encuentra la libre determinación y autonomía 
para elegir de acuerdo con sus normas, principios, instituciones y procedimientos, a la no 
discriminación, al respeto de sus sistemas normativos, a la conservación y protección de sus 
culturas, a ser consultados siempre que una acción administrativa o legislativa sea susceptible de 
afectarles. 

En el caso de la distritación electoral, esta influye en su derecho a la participación y representación 
política. Los pueblos indígenas reconocen autoridades propias de acuerdo con sus sistemas 
normativos, también llamados usos y costumbres, expresados en sus sistemas de gobierno y de 
cargos conforme sus sistemas normativos políticos, civiles, religiosos y formas de trabajo colectivo. 

Las formas de gobierno de los pueblos y las comunidades indígenas y afromexicanas cuentan con 
diferentes tipos de instituciones representativas tradicionales y constitucionales como son los 
gobiernos y autoridades tradicionales, consejos indígenas, presidencias y cabildos municipales, 
autoridades comunitarias y agrarias, representantes de pueblos indígenas en instituciones públicas 
federales y estatales, consejos consultivos, organizaciones culturales y políticas, así como líderes 
sociales y políticos. 

Dicho lo anterior, es necesario tomar en cuenta que, de conformidad con la Jurisprudencia 37/2015 
de la Sala Superior del TEPJF, el INE tiene la obligación de consultar a los pueblos y comunidades 
indígenas mediante mecanismos eficaces que garanticen su conocimiento y, por conducto de sus 
instituciones representativas, cada vez que pretenda emitir medidas susceptibles de afectarles 
directamente, con la intención de garantizar la vigencia de sus derechos y el desarrollo integral de 
sus pueblos y comunidades, sin que la opinión que al efecto se emita vincule a esta autoridad 
administrativa. 
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En tal virtud, en el desarrollo de las actividades para la definición de la nueva demarcación territorial 
de los distritos electorales uninominales federales y locales, el INE debe asegurar la correcta 
consulta a los pueblos y las comunidades indígenas y afromexicanas, con la finalidad de que 
contribuyan en la conformación de los distritos que cuentan con municipios de esta población, 
garantizando su integridad y unidad, con la intención de mejorar su participación política. 

Es por ello que, la DERFE definió el Protocolo con la asesoría del INPI, en su carácter de Órgano 
Técnico coadyuvante que tiene a su cargo la atención de los asuntos concernientes a los pueblos y 
comunidades indígenas y afromexicanas, mismo que fue aprobado por este Consejo General a 
través del Acuerdo INE/CG1467/2021, y confirmado por la Sala Superior del TEPJF dentro de la 
sentencia recaída en el expediente SUP-JDC-1296/2021 y acumulados. 

De esta manera, es oportuno señalar que en el Protocolo se define que la Consulta Indígena y 
Afromexicana tiene por objeto recibir las opiniones, propuestas y planteamientos sobre la forma 
como podrían quedar agrupados los municipios en donde se ubican los pueblos y comunidades 
indígenas y afromexicanas dentro de los distritos electorales federales y locales y sobre la ubicación 
de las cabeceras distritales. 

Además, el Protocolo garantiza que se cumplan con las características que debe revestir este 
ejercicio de participación democrática, contenidos en el Convenio 169, así como en la sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos de fecha 27 de junio de 2012, con relación al caso del 
Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador; es decir, la consulta que se formula será libre, 
previa, culturalmente adecuada, informada y de buena fe. 

De la misma forma, en el Protocolo quedó establecido que el INE invitaría a una institución 
académica pública de nivel superior para que fungiera como Órgano Garante, a fin de que la 
Consulta Indígena y Afromexicana se realice con apego a la normatividad que regula estos ejercicios 
y, con ello, se respete el derecho a la consulta de las personas participantes en la misma. 

En este contexto, el 16 de noviembre de 2021, se formalizó el Convenio Específico de Colaboración 
celebrado entre el INE y la UNAM con el objetivo de que el Instituto de Geografía de la UNAM llevara 
a cabo la observación de la Consulta Indígena y Afromexicana como su Órgano Garante. 

Para la realización de las labores del Órgano Garante, el Instituto de Geografía de la UNAM 
determinó la incorporación de personal del Instituto de Investigaciones Sociales y del Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la propia UNAM, a efecto de que la observación realizada para las 
diferentes etapas del Protocolo abarcara perspectivas de especialistas en diferentes disciplinas, lo 
cual enriquecería aún más sus trabajos. Producto de ello fue el desarrollo de una metodología de 
observación en campo y análisis documental con altos estándares académicos que permite realizar 
una valoración integral del proceso de consulta. 

Asimismo, conviene señalar que, previo a la instrumentación del Protocolo, la DERFE trabajó en 
coordinación con el INALI para traducir a las diferentes lenguas indígenas nacionales los documentos 
utilizados en la Consulta Indígena y Afromexicana de conformidad con el principio de interculturalidad 
plasmado en el Protocolo. 

Por tanto, en cumplimento al contenido del Protocolo, previo a la conformación del proyecto de la 
demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales del estado de Nayarit, se llevó 
a cabo la consulta a las instituciones representativas de las comunidades y pueblos indígenas y 
afromexicanos en esa entidad federativa, a través de la ejecución de las cinco etapas que se 
exponen a continuación: 

I. Etapa de actos y acuerdos previos. 

El INE, en coadyuvancia con el INPI, definieron el objeto de la Consulta Indígena y 
Afromexicana, la identificación de los actores de la consulta, los sujetos a consultar y el método 
para desahogar el proceso de consulta. 

Previo a la realización de la etapa informativa, se pusieron a consideración de los pueblos y 
comunidades en el estado, por conducto de sus autoridades, la metodología propuesta para el 
desahogo del proceso de consulta. 

II. Etapa informativa. 

En esta fase se proporcionó a las autoridades indígenas, tradicionales, comunitarias y 
representaciones indígenas y afromexicanas consultadas, toda la información dispuesta 
respecto de la distritación electoral y la ubicación de los pueblos indígenas y afromexicanos en 
los distritos electorales, a fin de propiciar la reflexión, debate y consenso de las propuestas. 
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Para el desahogo de esta etapa se llevaron a cabo reuniones informativas distritales en donde 
se presentó el proyecto de la distritación local de la entidad, su procedimiento, su tipo y sus 
alcances. 

En el desarrollo de las reuniones participaron traductores de lenguas para facilitar la 
comprensión de la información transmitida, de conformidad con el protocolo sanitario definido 
por el INE para la realización de reuniones de trabajo. 

Además, se entregó el Protocolo a todas y todos los participantes de la consulta, un cuadernillo 
en materia de distritación electoral, en español y en las diferentes lenguas indígenas de la 
región, así como mapas de los distritos electorales vigentes para ejemplificar el objeto de la 
Consulta Indígena y Afromexicana. 

Las personas participantes tuvieron la oportunidad de solicitar información adicional específica a 
la JLE y las JDE antes y después de la realización de las respectivas reuniones informativas, así 
como información específica, respecto de los temas consultados. 

Como parte del Protocolo, se buscó dar la mayor difusión que fuera posible al primer escenario 
de distritación local con la finalidad que los pueblos y comunidades consultadas tuvieran 
oportunidad de analizar, reflexionar y valorar sus propuestas y sugerencias. 

De esta forma, el INE en coordinación con el INPI, realizaron la difusión del proceso de 
distritación electoral y de la consulta a través de los medios de comunicación, de manera previa 
al inicio de las reuniones informativas distritales en el país. Para este fin, el INPI utilizó su 
Sistema de Radiodifusoras Culturales Indígenas. 

III. Etapa deliberativa. 

En el desahogo de esta etapa, las comunidades consultadas a través de sus autoridades 
indígenas, tradicionales y/o comunitarias, de conformidad con sus propias formas de 
deliberación y toma de decisión, reflexionaron la información brindada para construir sus 
decisiones respecto del proyecto de Distritación Nacional. Cada pueblo o comunidad quedó en 
plena libertad de realizar su proceso de deliberación en reuniones en su propia comunidad. 

IV. Etapa consultiva. 

En esta etapa, se estableció diálogo entre el INE y las comunidades consultadas a través de 
reuniones consultivas distritales de autoridades indígenas, tradicionales y/o comunitarias, con la 
finalidad de lograr acuerdos para alcanzar el objeto de la consulta. 

En cada reunión se levantó el acta correspondiente que contiene los principales acuerdos 
alcanzados. Asimismo, se videograbaron las sesiones y se generó evidencia fotográfica. 

Adicionalmente, se abrió un plazo de siete días, posteriores a la realización de la última reunión 
consultiva distrital en el estado de Nayarit, durante el cual se recibieron, en las JDE y en la JLE, 
las opiniones, propuestas, sugerencias y observaciones generadas en las reuniones respectivas, 
formuladas por las personas participantes. 

V. Etapa de valoración de las opiniones y sugerencias. 

El INE, a través de la DERFE, procedió a realizar el análisis de las propuestas, sugerencias, 
observaciones y contenidos normativos, tomando como base los criterios técnicos y reglas 
operativas, así como los criterios de evaluación de propuestas de escenario. 

Posteriormente, el CTD emitió el dictamen técnico sobre las opiniones de las autoridades 
indígenas y afromexicanas representativas al primer escenario de distritación local del estado de 
Nayarit, en el cual se determinó la procedencia o improcedencia de las mismas. 

Luego entonces, y una vez que fue generado el segundo escenario de distritación para esa 
entidad federativa, se realizaron las acciones necesarias para poner a disposición en la JLE y las 
JDE correspondientes, el referido escenario, para que, en su caso, las instituciones indígenas y 
afromexicanas representativas, lo conocieran y pudieran, si así lo estimaran pertinente, emitir 
sus opiniones. 

Esta situación fue replicada para el tercer escenario de demarcación territorial de los distritos del 
estado de Nayarit. 

Por su parte, las opiniones a la propuesta de cabeceras distritales que se emitieron fueron 
analizadas por la DERFE con la opinión del CTD, previo a la publicación del tercer escenario de 
distritación para el estado referido. 
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Con base en lo expuesto, puede advertirse que se cumplieron todas y cada una de las etapas 
comprendidas en el Protocolo, a través de las cuales se garantizó, en la medida de lo posible, que la 
conformación de los distritos que contarán con municipios de esta población, que conservarán su 
integridad y unidad, con la intención de mejorar su participación política. 

Asimismo, con la aplicación de las actividades descritas en el Protocolo, se reforzaron las medidas 
tendientes a la salvaguarda de los derechos político-electorales de los pueblos y comunidades 
indígenas y afromexicanas, tomando en cuenta su lengua y su identidad cultural, poblacional y 
territorial en la conformación de los distritos electorales del país. 

También conviene señalar que, en el desarrollo de la Consulta Indígena y Afromexicana en el estado 
de Nayarit, se contó con el acompañamiento del INPI, quien tiene el carácter de Órgano Técnico de 
la consulta, de acuerdo con la LINPI y el Protocolo, mismo apoyó al INE en las siguientes 
actividades: 

a) Coordinó con la DERFE la realización de reuniones preparatorias con las y los funcionarios 
y organizaciones indígenas con la finalidad de informarles los objetivos de la consulta, la 
metodología y entregar materiales informativos; 

b) Colaboró en la logística para la organización de las reuniones informativas y en las 
reuniones consultivas distritales sobre la Consulta Indígena y Afromexicana; 

c) Apoyó en la construcción de la lista de instituciones indígenas representativas de la entidad 
federativa que definió la DERFE; en este proceso, tuvo la oportunidad de proponer 
adecuaciones a la par de otras instancias especializadas, y 

d) Otorgó los apoyos que se requerían para llevar a cabo la traducción de información, así 
como la difusión de la Consulta Indígena y Afromexicana a través del Sistema de 
Radiodifusoras Culturales Indigenistas, de conformidad con los contenidos definidos por la 
DERFE. 

De esta manera, a continuación, se expone la síntesis de la información generada sobre las 
reuniones informativas y consultivas, así como de las personas participantes y las opiniones 
recabadas en la Consulta Indígena y Afromexicana realizada en el estado de Nayarit: 

1. Reuniones informativas: 

ENTIDAD 
REUNIONES 

INFORMATIVAS 

ASISTENTES A REUNIONES INFORMATIVAS 

TOTAL HOMBRES % MUJERES % 

Nayarit 2 143 122 85.31 21 14.69 

 

2. Reuniones consultivas: 

ENTIDAD 
REUNIONES 

CONSULTIVAS 

ASISTENTES A REUNIONES CONSULTIVAS 

TOTAL HOMBRES % MUJERES % 

Nayarit 2 140 113 80.71 27 19.29 

 

3. Opiniones recabadas en la Consulta Indígena y Afromexicana con respecto a la pregunta sobre 
la ubicación de su municipio en un distrito electoral: 

ENTIDAD 

NÚMERO DE AUTORIDADES 
Y REPRESENTANTES QUE 

RESPONDIERON A LOS 
CUESTIONARIOS DE LA 

CONSULTA 

NÚMERO DE REPRESENTANTES 
QUE MANIFESTARON SU 

ACUERDO SOBRE LA 
UBICACIÓN DE SU COMUNIDAD 
EN LA INTEGRACIÓN DISTRITAL 

DEL PRIMER ESCENARIO 

NÚMERO DE REPRESENTANTES 
QUE MANIFESTARON SU 
DESACUERDO CON LA 

UBICACIÓN DE SU COMUNIDAD 
EN LA INTEGRACIÓN DISTRITAL 

DEL PRIMER ESCENARIO 

Nayarit 129 71 53 

Nota: En 5 cuestionarios no se contó con información suficiente para identificar una opinión en acuerdo o 
en desacuerdo. 
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4. Propuestas recabadas en la Consulta Indígena y Afromexicana con respecto a señalar una 
cabecera distrital: 

ENTIDAD 

NÚMERO DE AUTORIDADES Y 

REPRESENTANTES QUE 

RESPONDIERON A LOS 

CUESTIONARIOS DE LA 

CONSULTA 

NÚMERO DE 

REPRESENTANTES QUE 

HICIERON UNA PROPUESTA 

DE CABECERA DISTRITAL 

NÚMERO DE 

REPRESENTANTES QUE NO 

HICIERON UNA PROPUESTA 

DE CABECERA DISTRITAL 

Nayarit 129 125 4 

 

Finalmente, se destaca que la información específica de la Consulta Indígena y Afromexicana de la 
entidad se localiza en el anexo 1 del presente acuerdo, mismo que forma parte integral del mismo. 

En virtud de los argumentos citados, este Consejo General considera que el proyecto de la 
demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales en que se divide el estado de 
Nayarit y sus respectivas cabeceras distritales, propuesto por la JGE, se ajusta a la normatividad en 
materia de protección de derechos de los pueblos y las comunidades indígenas y afromexicanas. 

CUARTO. Motivos para aprobar el proyecto de la demarcación territorial de los distritos electorales 
uninominales locales en que se divide el estado de Nayarit y sus respectivas cabeceras distritales. 

La CPEUM y la LGIPE, así como la demás normatividad y acuerdos en la materia, revisten al INE de 
atribuciones para la organización de las elecciones populares y los mecanismos de participación 
ciudadana, entre las cuales destaca la definición de la geografía electoral del país, así como la 
responsabilidad para elaborar y mantener actualizada la cartografía electoral a través del diseño y 
determinación de los distritos electorales y la división del territorio nacional en secciones electorales. 

Es oportuno destacar que el Marco Geográfico Electoral constituye un elemento dinámico de 
actualización constante, como consecuencia de la integración de nuevos asentamientos humanos, la 
creación de nuevos municipios, la modificación de límites territoriales y el decremento o incremento 
del número de personas ciudadanas en las secciones electorales. 

Bajo esa línea, es necesario que el INE cuente con un Marco Geográfico Electoral actualizado que 
permita garantizar la correcta asignación de cada ciudadana y ciudadano a la sección electoral que 
corresponda a su domicilio, previendo en todo momento el crecimiento natural de la población. 

De ahí, se advierte la necesidad de mantener debidamente actualizado el Marco Geográfico 
Electoral, ya que es obligación del INE asegurar que el voto de las ciudadanas y los ciudadanos 
cuente con el mismo valor, lo cual se logra con la debida distribución poblacional a través de la 
geografía electoral. 

No sobra mencionar que, la delimitación de la geografía electoral es un acto complejo cuya 
determinación implica la realización de diversos trabajos y actividades, con un alto grado de dificultad 
técnica, que requiere estudios de carácter multidisciplinario, la existencia de una metodología, la 
planeación de un programa de actividades, información y la participación cercana de los partidos 
políticos y de los OPL de las entidades federativas que se van a distritar, como observadores y 
críticos del proceso de distritación. 

En ese sentido, es preciso señalar que, de conformidad con los artículos 53, de la CPEUM y 214 de 
la LGIPE, la distribución de los distritos electorales uninominales federales y locales será realizada 
por el INE con base en el último censo general de población que publicó el INEGI y los criterios 
generales que determine este Consejo General. 

Por lo anterior, en uso de las facultades constitucionales y legales conferidas al INE en esta materia, 
mediante Acuerdo INE/CG152/2021, este Consejo General instruyó a la JGE para que, a través de la 
DERFE, se realizaran las actividades necesarias para presentar el proyecto de la Distritación 
Nacional, con base en el Censo de Población y Vivienda 2020. 

De esta manera, mediante Acuerdo INE/CRFE14/02SE/2021, la CRFE aprobó el PTDN21-23, mismo 
que ha sido ajustado mediante diversos INE/CRFE40/04SE/2021 e INE/CRFE26/04SE/2022, 
respectivamente, en el cual se establecen las diversas tareas tendientes a la nueva conformación 
territorial de los distritos electorales uninominales federales y locales, con base en los resultados del 
Censo de Población y Vivienda 2020; así como un cronograma de actividades que incorpora las 
fechas y periodos en que se desarrollarán dichos trabajos. 
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Asimismo, este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo NE/CG1466/2021, los criterios y reglas 
operativas para la Distritación Nacional, así como la matriz en la que se establece la jerarquía de los 
criterios y su participación en el modelo matemático para su aplicación integral en la delimitación de 
los distritos electorales federales y locales. 

Por su parte, mediante Acuerdo INE/CG1467/2021, este Consejo General aprobó el Protocolo, que 
es el instrumento normativo para aplicar la Consulta Indígena y Afromexicana, con el objetivo de 
recibir las opiniones, propuestas y planteamientos sobre la forma como podrían quedar agrupados 
los municipios en donde se ubican los pueblos y las comunidades indígenas y afromexicanas dentro 
de los distritos electorales federales y locales y sobre la ubicación de las cabeceras distritales. 

Los criterios y reglas operativas, la matriz que establece su jerarquización y el Protocolo, constituyen 
herramientas fundamentales en los trabajos del proyecto de la Distritación Nacional, a través de 
indicadores avalados científicamente por el CTD, y respecto del cual se contó con el conocimiento y 
la opinión de las personas integrantes de ese órgano técnico y de las representaciones partidistas 
ante la CNV. 

De igual manera, mediante Acuerdo INE/CG1548/2021, este Consejo General aprobó los aspectos 
metodológicos y técnico-operativos para la aplicación de criterios y reglas operativas para la 
Distritación Nacional, correspondientes a los siguientes insumos técnicos: las Estadísticas Censales 
a Escalas Geoelectorales 2020, la información sobre el número de población indígena y 
afromexicana y la información sobre los tiempos de traslado, elementos que son necesarios para 
realizar los trabajos de Distritación Nacional. 

En ese sentido, como se puede advertir, los citados aspectos metodológicos y técnico-operativos son 
un conjunto de datos que corresponden a insumos técnicos indispensables para poder aplicar los 
criterios y reglas operativas para la Distritación Nacional durante la generación de los escenarios, a 
fin de generar certeza en el proceso. 

Asimismo, en el desarrollo de las actividades contenidas en el PTDN21-23, se contó con la asesoría, 
análisis y evaluación del CTD, de tal forma que se robusteciera la objetividad, imparcialidad y 
confiabilidad de la nueva geografía electoral en el ámbito local. 

Dicho lo anterior, es preciso señalar que los criterios y reglas operativas constituyen una herramienta 
fundamental en los trabajos del proyecto de la Distritación Nacional, a través de indicadores avalados 
científicamente por el CTD, y respecto del cual se contó con el conocimiento y la opinión de las 
personas integrantes de ese órgano técnico y de las representaciones partidistas ante la CNV. 

Por tanto, resulta indispensable mencionar que los criterios y reglas operativas observados en la 
conformación del proyecto de la demarcación territorial de los distritos electorales uninominales 
locales en que se divide el estado de Nayarit son los siguientes: 

Criterio 1 

En la determinación del número de los distritos electorales locales, se debe observar lo dispuesto en 
la CPELSN. 

Regla operativa del criterio 1: 

En la demarcación territorial de los distritos electorales se deben utilizar los resultados del Censo de 
Población y Vivienda 2020. 

Criterio 2 

Se tiene que observar que el método para la distribución de los distritos al interior de la entidad 
federativa sea el que garantice mejor equilibrio poblacional. 

El número de distritos electorales locales para esta entidad federativa debe ser igual al número de 
diputaciones locales por el principio de mayoría relativa que define la CPELSN. 

Regla operativa del criterio 2: 

Se permite que la desviación poblacional de cada uno de sus distritos electorales locales sea como 
máximo de ±15% con respecto a la población media estatal. Se debe procurar que esta desviación 
se acerque a cero. 

Criterio 3 

Para atender este criterio, se debe buscar garantizar la integridad y unidad de las comunidades 
indígenas y afromexicanas, con la intención de mejorar su participación política, de acuerdo con la 
información provista y las definiciones establecidas por el INPI y, cuando sea factible, se delimitarán 
los distritos electorales locales con municipios que cuenten con 40% o más de población indígena y/o 
afromexicana. 
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Regla operativa del criterio 3: 

a. Se identifican los municipios con 40% o más de población indígena y/o afromexicana en la 
información provista por el INPI. 

b. Se procura agrupar a los municipios con 40% o más de población indígena y/o afromexicana que 
sean colindantes entre sí. 

c. Se busca que las agrupaciones fueran con municipios que compartan la misma lengua o con 
autoadscripción afromexicana o indígena. 

d. En caso de que la suma de la población de la agrupación fuera mayor a la población media 
estatal en más de 15%, se debe dividir a la agrupación municipal para integrar distritos dentro 
del margen permitido. 

e. En los casos en que es necesario integrar a la agrupación indígena y/o afromexicana uno o más 
municipios no indígenas o no afromexicanos, se tienen que preferir los municipios con mayor 
población indígena y/o población afromexicana. 

Criterio 4 

Los distritos electorales locales se deben construir, preferentemente, con municipios o 
demarcaciones territoriales completas. 

Regla operativa del criterio 4: 

a. Para delimitar los distritos electorales locales se utilizará la división municipal vigente de acuerdo 
con el marco geoelectoral aprobado por este Consejo General. 

b. La unidad de agregación mínima es la sección electoral. 

c. Se deben identificar aquellos municipios o demarcaciones territoriales cuya población sea 
suficiente para delimitar uno o más distritos enteros, respetando la desviación máxima 
poblacional de ±15% respecto a la población media estatal. 

d. Se tienen que unir los municipios o demarcaciones territoriales que excedan el +15% de 
desviación poblacional respecto a la población media estatal y que, agrupados con un solo 
municipio o demarcación territorial vecina, conformen un número entero de distritos. 

e. Se deben agrupar los municipios o demarcaciones territoriales vecinas para delimitar distritos, 
sin que se comprometa el rango máximo de ±15% de desviación poblacional respecto a la 
población media estatal. 

f. En los casos en que se delimiten distritos electorales locales a partir de fracciones de municipios 
o demarcaciones territoriales, se debe procurar que contengan el menor número de fracciones. 

Criterio 5 

En la delimitación de los distritos electorales locales se debe procurar obtener la mayor compacidad, 
esto es, que los distritos electorales tengan una forma geométrica lo más cercana a un polígono 
regular. 

Regla operativa del criterio 5: 

Se debe aplicar una fórmula matemática para calificar la compacidad de los distritos a delimitar. 

Criterio 6 

Se deben construir distritos electorales locales buscando facilitar el traslado en su interior, tomando 
en consideración los tiempos de traslado entre las cabeceras municipales, entre localidades de más 
de 2,500 habitantes y entre estas localidades y las cabeceras municipales. 

Regla operativa del criterio 6: 

a. Se toman en cuenta los tiempos de traslado estimados a partir de la Red Nacional de Caminos 
del INEGI. 

b. Se aplica una fórmula matemática que califique los tiempos de traslado al interior de los distritos 
a delimitar. 

Criterio 7 

Se debe procurar que los distritos electorales locales tengan continuidad geográfica tomando en 
consideración los límites geoelectorales aprobados por el INE. 
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Regla operativa del criterio 7: 

En la medida de lo posible, se deben agrupar territorialmente las unidades geográficas que presenten 
discontinuidad, salvo que dicho agrupamiento impida formar distritos dentro del rango de desviación 
poblacional permisible. Cualquier excepción a esta regla, tiene que ser fundada y motivada, además, 
de hacerse del conocimiento de la CNV. 

Criterio 8 

Los anteriores siete criterios permiten conformar distritos de manera lo más cercana posible a lo 
óptimo en términos de equilibrio poblacional, inclusión indígena y afromexicana, regularidad 
geométrica, integridad municipal, continuidad geográfica, facilidad de comunicaciones; no obstante, 
en ocasiones es indispensable visualizar otros aspectos como aquellos socioeconómicos, culturales 
y los accidentes geográficos. 

Por tanto, este criterio define que, sobre los escenarios propuestos por la DERFE, podrán 
considerarse factores socioeconómicos y accidentes geográficos que generen escenarios distintos, 
que mejoren la operatividad, siempre y cuando: 

a. Se cumplan todos los criterios anteriores. 

b. Se cuente con el consenso de la CNV. 

Cabe precisar que los citados criterios son aplicados en el siguiente orden: equilibrio poblacional; 
distritos integrados con municipios de población indígena y afromexicana; integridad municipal; 
compacidad; tiempos de traslado; continuidad geográfica y, en algunos casos, se consideran los 
factores socioeconómicos y accidentes geográficos. 

De esta forma, se procuró la aplicación integral de los mismos. Lo anterior es así, ya que, por 
mandato constitucional, el número de habitantes de cada uno de los distritos es el que resulte de 
dividir la población total entre las demarcaciones a distritar, teniendo en cuenta el último censo 
general de población; no obstante, se requiere también la aplicación del resto de los criterios, para 
lograr la integración entre las comunidades, facilitar los trabajos de capacitación electoral y 
educación cívica, así como las campañas políticas y organización electoral dentro de cada distrito. 

Además, el fin último de la distritación es lograr el equilibrio poblacional de los distritos electorales; 
sin embargo, la preservación de los municipios con población indígena y afromexicana, la 
preservación de la integridad municipal, la compacidad y los tiempos de traslado, son variables que 
pueden interactuar en sentido opuesto al equilibrio poblacional óptimo. 

En razón de ello, los criterios y sus reglas operativas fueron aplicados para el análisis y la 
delimitación territorial de los distritos en que se divide el estado de Nayarit, en un orden concatenado, 
en donde cada grado constituyó el límite del anterior, teniendo como elemento principal en esa 
jerarquización, el elemento poblacional. 

De igual forma, los criterios referidos tuvieron una participación importante respecto del modelo 
matemático, el cual se traduce en una función objetivo y un conjunto de restricciones, los cuales 
permitieron generar distritos a partir de principios matemáticos y técnicos neutros. A través de la 
función objetivo, los criterios en cita fueron expresados mediante una fórmula matemática para la 
construcción de cada uno de los escenarios de distritación. 

En virtud de lo expuesto, y de acuerdo con el PTDN21-23, se realizaron las actividades para la 
generación del proyecto de demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales en 
que se divide el estado de Nayarit y sus respectivas cabeceras distritales, a propuesta de la JGE. 

Al respecto, es pertinente señalar que, por lo que respecta al primer escenario de distritación local, 
de manera oficial se recibieron dos propuestas: 

1. La primera propuesta fue integrada por las representaciones de MORENA, FPM, LN, RSPN, 
PNA, PVEM y MC ante el OPL. 

2. La segunda propuesta fue integrada por las representaciones del PAN ante la CNV y la 
CLV. 

En ese contexto, derivado del análisis realizado por el CTD, se concluyó que el primer escenario de 
distritación, es el que presenta menor función de costo, además de que cumple de manera puntual 
con todos los criterios y reglas operativas aprobados por este Consejo General; motivo por el cual, y 
tomando en consideración que ninguna de las opiniones captadas en la Consulta Indígena y 
Afromexicana resultó técnicamente procedente, se recomendó a la DERFE que sea considerado 
como segundo escenario de distritación local de la entidad de Nayarit. 



Martes 15 de noviembre de 2022 DIARIO OFICIAL  

Ahora bien, por lo que respecta al segundo escenario de distritación local, de manera oficial se 
recibió una propuesta integrada por las representaciones del PAN, PRI y PRD ante la CNV, así como 
del PAN, PRI, PRD, PT, PVEM, MC, MORENA, PNA, LN, FPM y RSPN ante el OPL. 

Bajo esa misma línea, del análisis efectuado por el CTD, se concluyó que la propuesta presentada 
por las citadas representaciones de los partidos políticos, es la que presenta en total dos distritos con 
el 40% o más de población indígena y/o afromexicana, además de que cumple de manera puntual 
con todos los criterios y reglas operativas aprobados por este Consejo General; motivo por el cual, se 
recomendó a la DERFE que sea considerado como tercer escenario (escenario final) de distritación 
local del estado de Nayarit. 

En esa tesitura, en el siguiente cuadro se presentan los datos que describen las características del 
tercer escenario (escenario final) de distritación local del estado de Nayarit: 

DISTRITOS 
DESVIACIÓN 

POBLACIONAL 

COMPACIDAD 

GEOMÉTRICA 

TIEMPOS DE 

TRASLADO 

FUNCIÓN DE 

COSTO 

DISTRITOS 

FUERA DE 

RANGO 

DISTRITOS 

INDÍGENAS- 

AFROMEXICANOS 

FRACCIONES 

MUNICIPALES 

18 4.765129 6.090976 1.569422 12.425526 0 2 6 

 

Así, derivado del análisis y valoración del tercer escenario de distritación electoral local del estado de 
Nayarit, el CTD expuso lo siguiente: 

1. Se comprobó que la construcción del tercer escenario cumplió con el criterio 1, toda vez que se 
integra con polígonos de 18 demarcaciones distritales, tal y como lo establecen el Acuerdo 
INE/CG1466/2021, por el que este Consejo General aprobó los criterios y reglas operativas para 
la Distritación Nacional, y el artículo 26, párrafo 1 de la CPELSN. 

2. Se verificó que numéricamente todas las delimitaciones territoriales cumplieran con el criterio 2; 
es decir, que la desviación poblacional de cada distrito con respecto a la población media estatal 
estuviera dentro del rango de ±15%. Las desviaciones poblacionales de los polígonos 
propuestos oscilan entre +13.84% como máxima y -11.74% como mínima. 

3. Se confirmó que cumple con el principio del criterio 3, toda vez que presenta dos distritos que 
integran la entidad con el porcentaje de población indígena y/o afromexicana (40% o más) que 
señala dicho criterio. 

4. El tercer escenario cumple a cabalidad con lo que se señala en el criterio 4, al observarse que 
en el desarrollo de la propuesta se llevaron a cabo las siguientes acciones: 

a) Delimitación de distritos con municipios o demarcaciones territoriales cuya población 
fue suficiente para delimitar uno o más distritos enteros respetando el rango de 
desviación poblacional de ±15%. 

b) Unión de los municipios o demarcaciones territoriales que excedan el +15% de 
desviación poblacional permitido y que, agrupados con un solo municipio o 
demarcación territorial vecina, conformen un número entero de distritos. 

c) Se agruparon municipios o demarcaciones territoriales vecinas para delimitar distritos, 
sin comprometer el rango máximo de ±15% de desviación poblacional permitido. 

5. El criterio 5 hace referencia a que el componente de compacidad es favorable mientras más se 
acerque a cero. Los datos del escenario consignan que la compacidad va desde 0.057485, en el 
distrito número 17, hasta 0.806244 que corresponde al distrito número 2. 

6. Con relación a los tiempos de traslado al interior de los distritos, tal como lo enuncia el criterio 6, 
se observó que el escenario cumpliera con dicho criterio. 

7. En la composición de las demarcaciones distritales propuestas, se observó que todos los casos 
presentan la característica de ser colindantes en sus diferentes unidades geográficas que los 
conforman. Por tal motivo, el principio de continuidad geográfica señalado en el criterio 7, se 
cumple. 

Es importante señalar que, el dictamen del CTD se localiza como anexo 2 del presente acuerdo y 
que forma parte integral del mismo. 
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Al respecto, se destaca que con el citado escenario final se busca que la demarcación territorial de 
los distritos electorales uninominales locales del estado de Nayarit genere certidumbre en las y los 
actores políticos, así como en las personas gobernadas, sobre las actuaciones que realiza esta 
autoridad nacional electoral, para lo cual, es de suma importancia resaltar que, en los trabajos para la 
generación del citado escenario, se ciñó estrictamente a lo dispuesto en los acuerdos aprobados por 
este Consejo General en materia del proyecto de la Distritación Nacional, así como el PTDN21-23 
aprobado por la CRFE, a efecto de cumplir cabalmente con los principios rectores de certeza, 
legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad y paridad. 

Así también, con la aprobación del escenario que la JGE sometió a consideración de este Consejo 
General, se garantiza una representación política equilibrada de las personas habitantes en cada 
distrito electoral uninominal local en que se divide el estado de Nayarit. 

De igual manera, en las actividades realizadas para la conformación del proyecto de demarcación 
territorial de los distritos electorales locales del referido estado, se realizaron todas aquellas para la 
correcta ejecución del Protocolo, dando cumplimiento a lo estrictamente señalado por este Consejo 
General en lo tocante a la Consulta Indígena y Afromexicana. 

También, conviene manifestar que, en cada una de las actividades referidas, existió el 
acompañamiento por parte de las representaciones de los partidos políticos acreditadas ante la CNV, 
la CLV y el OPL, mismos que coadyuvaron en la realización de los diagnósticos técnicos y jurídicos; 
la determinación de los insumos a utilizar en este ejercicio; la construcción de la propuesta de 
criterios de distritación; la formulación de observaciones al modelo de optimización y al sistema de 
distritación; finalmente, pero no menos importante, la generación de observaciones y construcción de 
escenarios de distritación, con el objetivo de contar con aquellos que tuvieran una mejor evaluación 
de acuerdo con los criterios y ponderación de los mismos que previamente definió esta autoridad 
electoral. 

Adicionalmente, es importante resaltar que algunas de las secciones que integran el escenario final 
que se aprueba a través del presente acuerdo, son resultado del proyecto de Reseccionamiento 
2021, aprobado por este Consejo General mediante Acuerdo INE/CG31/2022. Al respecto, cabe 
destacar que las secciones nuevas que resultaron de ese reseccionamiento participaron en el 
proceso de construcción de escenarios, al estar integradas territorialmente en la sección que les dio 
origen, como se indica a continuación: 

ENTIDAD MUNICIPIO SECCIÓN 

ORIGEN 

SECCIONES 

NUEVAS 

RANGO 

CVE NOMBRE CVE NOMBRE 

18 Nayarit 017 Tepic 0598 2 0992-0993 

18 Nayarit 019 Xalisco 0845 2 0994-0995 

 

Por su parte, en la construcción del escenario final, se incluyó lo relativo a las cabeceras distritales. 
Para la determinación de éstas se tomaron en consideración los parámetros siguientes: la mayor 
población, las mejores vías de comunicación y los mejores servicios públicos. Ello es así, porque una 
cabecera distrital realiza funciones administrativas y de logística electoral para las que requiere 
contar con vías de comunicación eficientes hacia la mayoría de los puntos de su ámbito distrital, en 
este mismo sentido la cabecera distrital requiere contar con la mayor gama de servicios públicos para 
el desempeño de sus actividades. 

Asimismo, de ubicarse la cabecera distrital en una localidad con un número relevante de población 
facilita la atención a la misma y beneficia a un núcleo importante de ciudadanas y ciudadanos para la 
realización de los trámites relacionados con la inscripción al Padrón Electoral y la tramitación de la 
Credencial para Votar. 

En caso de que existieran dos o más localidades semejantes y una de ellas fuere cabecera distrital, 
se determinó que debería prevalecer esta última para evitar erogaciones innecesarias, por toda la 
infraestructura que habría que poner a disposición de la nueva sede. 

En virtud de lo anterior, mediante Acuerdo INE/JGE156/2022, la JGE aprobó someter a 
consideración de este Consejo General, el proyecto de la demarcación territorial de los distritos 
electorales uninominales locales en que se divide el estado de Nayarit y sus respectivas cabeceras 
distritales. 
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Por las consideraciones expuestas, resulta oportuno que este Consejo General apruebe la 
demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales en que se divide el estado de 
Nayarit y sus respectivas cabeceras distritales, a propuesta de la JGE, con base en el escenario 
definitivo cuya función de costo es de 12.425526. 

La demarcación territorial de los 18 distritos electorales uninominales locales en que se divide el 
estado de Nayarit y sus respectivas cabeceras distritales queda conformada de acuerdo con el mapa 
y el descriptivo de distritos y cabeceras que se encuentran contenidos en el anexo 3, el cual 
acompaña al presente acuerdo como parte integral del mismo. 

Asimismo, resulta procedente que la nueva demarcación territorial de los distritos electorales 
uninominales locales en que se divide el estado de Nayarit y sus respectivas cabeceras distritales se 
utilice a partir del Proceso Electoral Local coincidente con el Proceso Electoral Federal 2023-2024. 

En razón de lo expuesto en las consideraciones de hecho y de derecho, este Consejo General en ejercicio 
de sus facultades emite los siguientes: 

ACUERDOS 

PRIMERO. Se aprueba la demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales en que 
se divide el estado de Nayarit y sus respectivas cabeceras distritales, a propuesta de la Junta General 
Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral, con base en el escenario definitivo cuya función de costo es de 
12.425526, de conformidad con el mapa y el descriptivo de distritos y cabeceras que contiene el anexo 3 que 
se acompaña al presente acuerdo y forma parte integral del mismo. 

SEGUNDO. Se aprueba que la nueva demarcación territorial de los distritos electorales uninominales 
locales en que se divide el estado de Nayarit y sus respectivas cabeceras distritales, a que se refiere el punto 
primero del presente acuerdo, será utilizada a partir del Proceso Electoral Local coincidente con el Proceso 
Electoral Federal 2023-2024. 

TERCERO. Se instruye a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, a hacer del 
conocimiento del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas, lo aprobado en el presente acuerdo. 

CUARTO. Se instruye a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, a informar a las personas 
integrantes de la Comisión Nacional de Vigilancia, así como de las Comisiones Local y Distritales de Vigilancia 
en el estado de Nayarit, lo aprobado por este órgano superior de dirección. 

QUINTO. Se instruye a la Unidad Técnica de Vinculación con los Organismos Públicos Locales, a informar 
al Instituto Estatal Electoral de Nayarit, lo aprobado en el presente acuerdo. 

SEXTO. El presente acuerdo y su anexo entrarán en vigor a partir del día de su aprobación por parte de 
este Consejo General. 

SÉPTIMO. Publíquense el presente acuerdo y su anexo en el portal de Internet y en la Gaceta Electoral 
del Instituto Nacional Electoral, así como en el Diario Oficial de la Federación. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 22 de agosto 
de 2022, por votación unánime de las y los Consejeros Electorales, Maestra Norma Irene De La Cruz Magaña, 
Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Maestro José Martín Fernando 
Faz Mora, Carla Astrid Humphrey Jordán, Doctor Ciro Murayama Rendón, Maestra Dania Paola Ravel 
Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Maestra Beatriz Claudia Zavala 
Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Dr. Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 
Consejo General, Lic. Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 

 

El Acuerdo y los anexos pueden ser consultados en las siguientes direcciones electrónicas: 

Página INE: 

https://portal.ine.mx/sesion-extraordinaria-del-consejo-general-22-de-agosto-de-2022/ 

Página DOF 

www.dof.gob.mx/2022/INE/CGext202208_22_ap_1_2.pdf 
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ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se aprueba la demarcación territorial 
de los distritos electorales uninominales locales en que se divide el Estado de Querétaro y sus respectivas cabeceras 
distritales, a propuesta de la Junta General Ejecutiva. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG611/2022. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE APRUEBA LA 

DEMARCACIÓN TERRITORIAL DE LOS DISTRITOS ELECTORALES UNINOMINALES LOCALES EN QUE SE DIVIDE 

EL ESTADO DE QUERÉTARO Y SUS RESPECTIVAS CABECERAS DISTRITALES, A PROPUESTA DE LA JUNTA 

GENERAL EJECUTIVA 

GLOSARIO 

CLV Comisión(es) Local(es) de Vigilancia. 

CNV Comisión Nacional de Vigilancia. 

Consejo General Consejo General del Instituto Nacional Electoral. 

Consulta Indígena 
y Afromexicana 

Consulta Previa, Libre e Informada a Pueblos y Comunidades Indígenas y 
Afromexicanas en materia de Distritación Electoral. 

Convención 
Convención Internacional para la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Racial. 

Convenio 169 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en Países Independientes. 

CPELSQ Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Querétaro.  

CPEUM Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

CRFE Comisión del Registro Federal de Electores. 

CTD 
Comité Técnico para el Seguimiento y Evaluación de los Trabajos de Distritación 
Nacional. 

DADPI Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

DERFE Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores. 

Distritación 
Nacional 

Proyecto de la Demarcación Territorial de los Distritos Electorales uninominales 
federales y locales, con base en el Censo de Población y Vivienda 2020. 

DNUDPI Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

DOF Diario Oficial de la Federación. 

GTDEFL 
Grupo de Trabajo Temporal “Distritaciones Electorales Federal y Locales” de la 
Comisión Nacional de Vigilancia. 

INALI Instituto Nacional de Lenguas Indígenas. 

INE/Instituto Instituto Nacional Electoral. 

INEGI Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 

INPI Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas. 

JDC Juicio(s) para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano. 

JDE Junta(s) Distrital(es) Ejecutiva(s) del Instituto Nacional Electoral.  

JGE Junta General Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral. 

JLE Junta(s) Local(es) Ejecutiva(s) del Instituto Nacional Electoral. 

LAMGE Lineamientos para la Actualización del Marco Geográfico Electoral. 

LGIPE Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

LINPI Ley del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas. 

OPL Organismo(s) Público(s) Local(es). 



 DIARIO OFICIAL Martes 15 de noviembre de 2022 

P
A

R
T

ID
O

S
 P

O
L

ÍT
IC

O
S

 PAN Partido Acción Nacional. 

PRI Partido Revolucionario Institucional. 

PRD Partido de la Revolución Democrática. 

PT Partido del Trabajo. 

PVEM Partido Verde Ecologista de México. 

MC Movimiento Ciudadano. 

MORENA MORENA. 

Protocolo 
Protocolo para la Consulta Previa, Libre e Informada a Pueblos y Comunidades 
Indígenas y Afromexicanas en materia de Distritación Electoral. 

PTDN21-23 Plan de Trabajo del proyecto de la Distritación Nacional 2021-2023. 

RIINE Reglamento Interior del Instituto Nacional Electoral. 

TEPJF Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

UNAM Universidad Nacional Autónoma de México. 

VRFE Vocalía(s) del Registro Federal de Electores. 

 

ANTECEDENTES 

1. Demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales en las 32 entidades 
federativas. Del 24 de junio de 2015 al 28 de agosto de 2017, este Consejo General aprobó la 
demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales de las 32 entidades 
federativas, a propuesta de la JGE. 

2. Convenio de colaboración con el INPI. El 12 de octubre de 2020, el INE suscribió con el INPI un 
convenio de colaboración a efecto de llevar a cabo acciones conjuntas que permitieran coadyuvar en 
la coordinación y realización de la Consulta Indígena y Afromexicana en las 32 entidades federativas. 

3. Publicación del Censo de Población y Vivienda 2020. El 25 de enero de 2021, el INEGI publicó 
los resultados del Censo de Población y Vivienda 2020. 

4. Instrucción para realizar las actividades necesarias para presentar el proyecto de la 
Distritación Nacional. El 26 de febrero de 2021, mediante Acuerdo INE/CG152/2021, este Consejo 
General instruyó a la JGE para que, a través de la DERFE, realizara las actividades necesarias para 
presentar el proyecto de la Distritación Nacional. 

5. Creación e integración del CTD. El 26 de febrero de 2021, mediante Acuerdo INE/CG153/2021, 
este Consejo General aprobó la creación e integración del CTD. 

6. Instalación del CTD. El 3 de marzo de 2021, en cumplimiento del punto Tercero del Acuerdo 
INE/CG153/2021, se efectuó la sesión de instalación del CTD. 

7. Creación del GTDEFL. El 9 de marzo de 2021, mediante Acuerdo INE/CNV09/MAR/2021, la CNV 
aprobó la creación del GTDEFL. 

8. Aprobación del PTDN21-23. El 26 de abril de 2021, mediante acuerdo INE/CRFE14/02SE/2021, la 
CRFE aprobó el PTDN21-23, el cual fue informado a la JGE el 28 de abril de 2021 y publicado en el 
DOF el 2 de junio de 2021. 

9. Convenio de colaboración con el INALI. El 6 de julio de 2021, el INE firmó un convenio de 
colaboración con el INALI, con la finalidad de que proporcionara el acceso al Padrón Nacional de 
Intérpretes y Traductores en Lenguas Indígenas y ofreciera el acompañamiento para realizar 
traducciones de materiales a lenguas indígenas. 

10. Modificaciones al PTDN21-23. El 24 de agosto de 2021, la CRFE aprobó, mediante Acuerdo 
INE/CRFE40/04SE/2021, las modificaciones al PTDN21-23, aprobado mediante diverso 
INE/CRFE14/02SE/2021, el cual fue informado a la JGE el 27 de agosto de 2021 y publicado en el 
DOF el 29 de octubre de 2021. 
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11. Adecuación del Marco Geográfico Electoral de diversas secciones con discontinuidad 
geográfica (secciones multipolígono). El 27 de agosto de 2021, mediante Acuerdo 
INE/CG1461/2021, este Consejo General aprobó la adecuación de diversas secciones electorales 
con discontinuidad geográfica (secciones multipolígono). 

12. Aprobación de los criterios y reglas operativas para la Distritación Nacional, así como la 
matriz que establece su jerarquización. El 27 de agosto de 2021, este Consejo General aprobó, 
mediante Acuerdo INE/CG1466/2021, los criterios y reglas operativas para la Distritación Nacional, 
así como la matriz que establece su jerarquización. 

13. Aprobación del Protocolo. El 27 de agosto de 2021, este Consejo General aprobó, mediante 
Acuerdo INE/CG1467/2021, el Protocolo. 

14. Aspectos metodológicos y técnico-operativos para la aplicación de criterios y reglas 
operativas para la Distritación Nacional. El 30 de septiembre de 2021, este Consejo General 
aprobó, mediante Acuerdo INE/CG1548/2021, los aspectos metodológicos y técnico-operativos para 
la aplicación de criterios y reglas operativas para la Distritación Nacional. 

15. Sentencias de la Sala Superior del TEPJF. Los días 14 y 20 de octubre de 2021, la Sala Superior 
del TEPJF dictó las siguientes sentencias relacionadas con acuerdos aprobados por este Consejo 
General en materia del proyecto de la Distritación Nacional: 

SENTENCIA FECHA SENTIDO 

SUP-JDC-1291/2021 y 

acumulados 

14.10.2021 Desechar de plano las demandas interpuestas en contra del 

Consejo General en el Acuerdo INE/CG1466/2021, por el que se 

aprobaron los criterios y reglas operativas para la Distritación 

Nacional, así como la matriz que establece su jerarquización. 

SUP-JDC-1296/2021 y 

acumulados 

20.10.2021 Confirmar el Acuerdo INE/CG1467/2021, por el que se aprobó el 

Protocolo.  

SUP-JDC-1321/2021 y 

acumulados 

20.10.2021 Desechar los juicios por falta de interés jurídico y confirmar, en 

cuanto es materia de impugnación, el Acuerdo 

INE/CG1548/2021, por el que se aprobaron los aspectos 

metodológicos y técnico-operativos para la aplicación de criterios 

y reglas operativas para la Distritación Nacional. 

 

16. Emisión de las reglas para la conformación de una propuesta de escenario de distritación 
electoral local o federal y criterios de evaluación de dichas propuestas. El 18 de octubre de 
2021, mediante oficio INE/DERFE/1350/2021, dirigido a las VRFE de las JLE, emitió las “Reglas para 
la conformación de una propuesta de escenario de Distritación Electoral Local o Federal y Criterios 
de evaluación de dichas propuestas”. 

 Cabe señalar que, el documento referido en el párrafo precedente fue definido conjuntamente entre 
la DERFE y el CTD; además, fue sometido para las observaciones, comentarios y sugerencias de las 
representaciones de los partidos políticos ante la CNV. 

17. Órgano Garante de la Consulta Indígena y Afromexicana. El 16 de noviembre de 2021, mediante 
el Convenio Específico de Colaboración entre el INE y la UNAM, se formalizó la invitación al Instituto 
de Geografía de la UNAM para participar como la institución académica de nivel superior que fungirá 
como Órgano Garante de la Consulta Indígena y Afromexicana, en términos del Protocolo. 

18. Presentación de ajustes al PTDN21-23. Los días 22 de noviembre de 2021, así como 23 de febrero 
y 18 de marzo de 2022, la DERFE presentó a la CRFE los ajustes al PTDN21-23, los cuales se 
hicieron del conocimiento previo del CTD, el GTDEFL y la CNV, y consistieron en ajustes de fechas y 
periodos en el cronograma general, que no modificaron en lo sustantivo el alcance, las etapas o las 
actividades del proyecto. 

19. Recomendación de criterios y reglas operativas para la definición de cabeceras distritales 
federales y locales para la Distritación Nacional. El 26 de noviembre de 2021, la CNV recomendó 
a la DERFE, mediante Acuerdo INE/CNV44/NOV/2021, la emisión de los “Criterios y reglas 
operativas para la definición de cabeceras distritales federales y locales para la Distritación Nacional 
2021-2023”. 
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20. Emisión de criterios y reglas operativas para la definición de cabeceras distritales federales y 
locales para la Distritación Nacional. El 30 de noviembre de 2021, mediante oficio 
INE/DERFE/1586/2021, dirigido a los CC. Dr. Lorenzo Córdova Vianello, Consejero Presidente, Lic. 
Edmundo Jacobo Molina, Secretario Ejecutivo y Dr. Ciro Murayama Rendón, Consejero Electoral y 
Presidente de la CRFE, la DERFE emitió los “Criterios y reglas operativas para la definición de 
cabeceras distritales federales y locales para la Distritación Nacional 2021-2023”. 

 Cabe señalar que, el documento referido en el párrafo precedente fue definido conjuntamente entre 
la DERFE y el CTD; además, fue sometido para las observaciones, comentarios y sugerencias de las 
personas integrantes de las JLE y la JGE, así como de las representaciones de los partidos políticos 
ante la CNV. 

21. Aprobación de los catálogos de municipios y secciones que conforman el Marco Geográfico 
Electoral de las entidades federativas de México, Nayarit, Querétaro, Tlaxcala y Veracruz, 
como insumo para la realización de los trabajos de la Distritación Nacional. El 17 de diciembre 
de 2021, este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo INE/CG1761/2021, los catálogos de 
municipios y de secciones que conforman el Marco Geográfico Electoral de las entidades federativas 
de México, Nayarit, Querétaro, Tlaxcala y Veracruz, como insumo para la realización de los trabajos 
de la Distritación Nacional. 

22. Resultados del proyecto de Reseccionamiento 2021. El 26 de enero de 2022, este Consejo 
General aprobó, mediante Acuerdo INE/CG31/2022, los resultados del proyecto de 
Reseccionamiento 2021. 

23. Emisión de las reglas para la presentación y publicación de las propuestas realizadas por los 
partidos políticos a los escenarios de distritación electoral federal y locales. El 14 de febrero de 
2022, mediante oficio INE/DERFE/0293/2022, dirigido a las VRFE de las JLE, emitió las “Reglas para 
la presentación y publicación de las propuestas realizadas por los partidos políticos a los escenarios 
de distritación electoral federal y locales”. 

 Cabe señalar que, a través del oficio referido en el párrafo precedente, la DERFE instruyó a las 
VRFE de las JLE, remitir las “Reglas para la presentación y publicación de las propuestas realizadas 
por los partidos políticos a los escenarios de distritación electoral federal y locales” a las Presidencias 
de las CLV y de los OPL de las diversas entidades federativas, con el objeto de que las hicieran del 
conocimiento de las representaciones de los partidos políticos acreditadas ante dichos órganos. 

24. Foro estatal de distritación electoral local. El 1° de marzo de 2022, se llevó a cabo el foro estatal 
de distritación electoral local, para el estado de Querétaro. 

25. Compilación del sistema, generación y entrega del primer escenario de distritación local. El 11 
de marzo de 2022, la DERFE realizó la compilación del sistema, así como la generación y entrega 
del primer escenario de distritación local del estado de Querétaro a la CLV, la CNV y al OPL. 

26. Entrega del primer escenario de distritación local para la Consulta Indígena y Afromexicana. 
Del 14 al 18 de marzo de 2022, la DERFE realizó la entrega del primer escenario de distritación local 
del estado de Querétaro, para la Consulta Indígena y Afromexicana. 

27. Entrega de observaciones sobre el primer escenario de distritación local. Entre los días 22 de 
marzo y 22 de abril de 2022, se realizó la entrega a la DERFE de las observaciones del OPL, la CLV, 
la CNV, así como las opiniones de las autoridades indígenas y afromexicanas, al primer escenario de 
distritación local del estado de Querétaro. 

28. Entrega del dictamen técnico del CTD sobre las observaciones al primer escenario de 
distritación local. El 17 de mayo de 2022, se realizó la entrega del dictamen técnico del CTD sobre 
las observaciones de los partidos políticos al primer escenario de distritación local del estado de 
Querétaro, así como sobre las opiniones de las autoridades indígenas y afromexicanas 
representativas. 

29. Publicación del segundo escenario de distritación local. El 24 de mayo de 2022, se publicó el 
segundo escenario de distritación local del estado de Querétaro, para su análisis por las 
representaciones de los partidos políticos ante la CLV, la CNV y el OPL. 

30. Entrega de observaciones al segundo escenario de distritación local. Entre los días 25 de mayo 
y 22 de junio de 2022, se realizó la entrega de observaciones al segundo escenario de distritación 
local del estado de Querétaro, por parte de la CLV, la CNV y el OPL. 

31. Ajustes al PTDN21-23. El 26 de mayo de 2022, la CRFE aprobó, mediante Acuerdo 
INE/CRFE26/04SE/2022, nuevos ajustes al PTDN21-23 aprobado y modificado mediante diversos 
INE/CRFE14/02SE/2021 e INE/CRFE40/04SE/2021, respectivamente, el cual fue informado a la JGE 
el 27 de mayo de 2022 y publicado en el DOF el 20 de julio de 2022. 
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32. Entrega del dictamen técnico del CTD sobre las observaciones al segundo escenario de 
distritación local. El 30 de junio de 2022, se realizó la entrega del dictamen técnico del CTD sobre 
las observaciones de las representaciones de los partidos políticos al segundo escenario de 
distritación local del estado de Querétaro. 

33. Publicación del tercer escenario de distritación con propuesta de cabeceras distritales. El 6 de 
julio de 2022, se publicó el tercer escenario de distritación junto con la propuesta de cabeceras 
distritales para el estado de Querétaro. 

34. Entrega de observaciones al tercer escenario de distritación local. El 13 de julio de 2022, se 
realizó la entrega de observaciones al tercer escenario de distritación local del estado de Querétaro, 
por parte de la CLV, la CNV y el OPL. 

35. Presentación de ajustes adicionales al PTDN21-23. El 15 de julio de 2022, la DERFE presentó a la 
CRFE ajustes adicionales al PTDN21-23, aprobado y modificado mediante acuerdos 
INE/CRFE14/02SE/2021, INE/CREFE40/04SE/2021 e INE/CRFE26/04SE/2022, los cuales se 
hicieron del conocimiento previo del CTD, el GTDEFL y la CNV, y consistieron en ajustes de fechas y 
periodos en el cronograma general, que no modificaron en lo sustantivo el alcance, las etapas o las 
actividades del proyecto. 

36. Presentación del tercer escenario local a la CNV. El 18 de julio de 2022, se presentó a la CNV el 
tercer escenario de la demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales en que 
se divide el estado de Querétaro. 

37. Entrega del dictamen técnico del CTD sobre las observaciones al tercer escenario de 
distritación local. El 9 de agosto de 2022, se realizó la entrega del dictamen técnico del CTD sobre 
las observaciones de los partidos políticos al tercer escenario de distritación local del estado de 
Querétaro. 

38. Presentación del anteproyecto de acuerdo en la CRFE. El 17 de agosto de 2022, en su sexta 
sesión extraordinaria, la DERFE presentó a las personas integrantes de la CRFE el anteproyecto de 
acuerdo del Consejo General por el que se aprueba la demarcación territorial de los distritos 
electorales uninominales locales en que se divide el estado de Querétaro y sus respectivas 
cabeceras distritales, a propuesta de la JGE y, mediante acuerdo INE/CRFE39/06SE/2022, la CRFE 
aprobó que se presente el correspondiente proyecto de acuerdo a la JGE, con las observaciones y 
comentarios que fueron formulados en la sesión. 

39. Aprobación del proyecto de acuerdo por la JGE. El 19 de agosto de 2022, la JGE aprobó someter 
a consideración de este Consejo General, mediante Acuerdo INE/JGE157/2022, la demarcación 
territorial de los distritos electorales uninominales locales en que se divide el estado de Querétaro y 
sus respectivas cabeceras distritales. 

CONSIDERANDOS 

PRIMERO. Competencia. 

 Este Consejo General es competente para aprobar la demarcación territorial de los distritos 
electorales uninominales locales en que se divide el estado de Querétaro y sus respectivas 
cabeceras distritales, a propuesta de la JGE, conforme a lo dispuesto por los artículos 41, párrafo 
tercero, Base V, Apartado A, párrafos primero y segundo, y Apartado B, inciso a), numeral 2; 53 de la 
CPEUM; 30, párrafo 1, incisos a), e) y f); 31, párrafo 1; 32, párrafo 1, inciso a), fracción II; 34, párrafo 
1, inciso a); 35; 44, párrafo 1, incisos l), gg), hh) y jj); 214, párrafos 1 y 2 de la LGIPE; 4, párrafo 1, 
fracción I, apartado A, inciso a); 5, párrafo 1, inciso x) del RIINE; 64 de los LAMGE; acuerdo 
INE/CG152/2021; así como, actividad 6.21 del PTDN21-23. 

SEGUNDO. Disposiciones normativas que sustentan la determinación. 

Acorde a lo establecido en el artículo 1º, párrafo primero de la CPEUM, todas las personas gozarán 
de los derechos humanos reconocidos en la propia Carta Magna y en los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio 
no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la misma 
establece. 

En términos del párrafo segundo de la disposición aludida, las normas relativas a los derechos 
humanos se interpretarán de conformidad con la CPEUM y con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 
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El párrafo tercero del artículo referido dispone que todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Asimismo, el artículo 2, párrafos 4 y 5 de la CPEUM, establece que son comunidades integrantes de 
un pueblo indígena, aquellas que formen una unidad social, económica y cultural, asentadas en un 
territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres, cuyo 
reconocimiento se hará en las constituciones y leyes de las entidades federativas, las que deberán 
tomar en cuenta, entre otros criterios, el de asentamiento físico. 

Además, el Apartado C del mencionado artículo 2 de la CPEUM, establece que los pueblos y 
comunidades afromexicanas, cualquiera que sea su autodenominación, son reconocidas como parte 
de la composición pluricultural de la Nación y tendrán, en lo conducente, los mismos derechos 
señalados para los pueblos y las comunidades indígenas, a fin de garantizar su libre determinación, 
autonomía, desarrollo e inclusión social. 

Por otra parte, el artículo 26, Apartado B, primer párrafo de la CPEUM, dispone que el Estado 
contará con un Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica cuyos datos serán 
considerados oficiales para la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. Los datos contenidos en ese sistema serán de 
uso obligatorio en los términos que establezca la ley. 

El artículo 41, párrafo tercero, Base V, Apartado A, párrafo primero de la CPEUM, en relación con los 
diversos 29; 30, párrafo 2 y 31, párrafo 1 de la LGIPE, disponen que el INE es un organismo público 
autónomo dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integración participan el 
Poder Legislativo de la Unión, los partidos políticos nacionales y las ciudadanas y los ciudadanos, en 
los términos que ordene la ley. En el ejercicio de esta función estatal, la certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad y paridad serán principios rectores, y 
sus actividades se realizarán con perspectiva de género. 

Asimismo, el artículo 41, párrafo tercero, Base V, Apartado B, inciso a), numeral 2 de la CPEUM, en 
relación con el diverso 32, párrafo 1, inciso a), fracción II de la LGIPE, señalan que, para los 
procesos electorales federales y locales, corresponde al INE definir la geografía electoral, que 
incluirá el diseño y determinación de los distritos electorales y su división en secciones electorales, 
así como la delimitación de las circunscripciones plurinominales y el establecimiento de cabeceras. 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 53, párrafo primero de la CPEUM, la demarcación territorial 
de los 300 distritos electorales uninominales será la que resulte de dividir la población total del país 
entre los distritos señalados. La distribución de los distritos electorales uninominales entre las 
entidades federativas se hará teniendo en cuenta el último censo general de población, sin que en 
ningún caso la representación de un estado pueda ser menor de dos diputadas y/o diputados de 
mayoría. 

Asimismo, el artículo 116, fracción II, párrafo tercero de la CPEUM, alude que las legislaturas de las 
entidades federativas se integrarán con diputadas y diputados electos, según los principios de 
mayoría relativa y representación proporcional, en los términos que señalen sus leyes. 

Por su parte, el artículo 133 de la CPEUM, expone que la propia Constitución, las leyes del Congreso 
de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados 
y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley 
Suprema de toda la Unión. 

En consecuencia, los tratados internacionales tienen fuerza de ley y son de observancia obligatoria 
porque forman parte de nuestro sistema jurídico; en esa medida, deben ser cumplidos y aplicados a 
todas y todos quienes se encuentren bajo su tutela. 

I. Marco convencional internacional de derechos de pueblos indígenas y afrodescendientes. 

De conformidad con el artículo 1º de la Convención, la expresión “discriminación racial” denotará toda 
distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen 
nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce 
o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las 
esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública. 
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El artículo 2 de la Convención, señala que los Estados parte condenan la discriminación racial y se 
comprometen a seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a 
eliminar la discriminación en todas sus formas y a promover el entendimiento entre todas las razas. 
Los Estados parte tomarán, cuando las circunstancias lo aconsejen, medidas especiales y concretas, 
en las esferas social, económica, cultural y en otras esferas, para asegurar el adecuado 
desenvolvimiento y protección de ciertos grupos raciales o de personas pertenecientes a estos 
grupos, con el fin de garantizar en condiciones de igualdad el pleno disfrute por dichas personas de 
los derechos humanos y de las libertades fundamentales. 

El artículo 5, inciso c) de la Convención, establece, de conformidad con las obligaciones 
fundamentales estipuladas en su artículo 2, que los Estados partes se comprometen a prohibir y 
eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a garantizar el derecho de toda persona a la 
igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color y origen nacional o étnico, particularmente en el 
goce de, entre otros, los derechos políticos, en particular el de tomar parte en elecciones, elegir y ser 
elegido, por medio del sufragio universal e igual, el de participar en el gobierno y en la dirección de 
los asuntos públicos en cualquier nivel, y el de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones 
públicas. 

Por su parte, el artículo 3 de la DNUDPI, ordena que los pueblos indígenas tienen derecho a la libre 
determinación. En virtud de ese derecho, determinan libremente su condición política y persiguen 
libremente su desarrollo económico, social y cultural. 

El artículo 4 de la DNUDPI, determina que los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre 
determinación, tienen derecho a la autonomía o al autogobierno en las cuestiones relacionadas con 
sus asuntos internos y locales, así como a disponer de medios para financiar sus funciones 
autónomas. 

Asimismo, en términos del artículo 5 de la DNUDPI, los pueblos indígenas tienen derecho a 
conservar y reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, 
manteniendo a la vez su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, 
económica, social y cultural del Estado. 

En ese sentido, el artículo 8, numeral 2, inciso d) de la DNUDPI, instruye que los Estados deberán 
establecer mecanismos eficaces preventivos de toda forma de asimilación o integración forzada. 

Con base en el artículo 9 de la DNUDPI, los pueblos y los individuos indígenas tienen derecho a 
pertenecer a una comunidad o nación indígena, de conformidad con las tradiciones y costumbres de 
la comunidad o nación que se trate. Del ejercicio de ese derecho no puede resultar discriminación de 
ningún tipo. 

El artículo 19 de la DNUDPI, dispone que los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe 
con los pueblos indígenas interesados por medio de sus instituciones representativas, antes de 
adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas que los afecten, a fin de obtener su 
consentimiento libre, previo e informado. 

En este orden de ideas, y en atención a las medidas que debe adoptar el Estado mexicano para 
combatir el racismo y la discriminación, el Convenio 169, es el principal instrumento internacional que 
permite exigir el reconocimiento constitucional de las personas, pueblos y comunidades indígenas y 
afrodescendientes, así como su inclusión institucional, en términos de lo previsto en su artículo 1. 

Además, el artículo 2, párrafo 1 del Convenio 169, expone que los gobiernos deberán asumir la 
responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción 
coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto 
de su integridad. El párrafo 2, inciso a) del artículo en cita, establece que la acción coordinada y 
sistemática incluirá, entre otras medidas, las que aseguren a los miembros de dichos pueblos a 
gozar, en pie de igualdad, de los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los 
demás miembros de la población. 

De igual manera, el artículo 3 del Convenio 169, advierte que los pueblos indígenas y tribales 
deberán gozar plenamente de los derechos humanos y libertades fundamentales, sin obstáculos ni 
discriminación. Las disposiciones de ese Convenio se aplicarán sin discriminación a los hombres y 
mujeres de esos pueblos. No deberá emplearse ninguna forma de fuerza o de coerción que viole los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos interesados, incluidos los derechos 
contenidos en el multicitado Convenio. 
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El artículo 4 del Convenio 169, refiere que deberán adoptarse las medidas especiales que se 
precisen para salvaguardar las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el 
medio ambiente de los pueblos interesados. Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a 
los deseos expresados libremente por los pueblos interesados. El goce sin discriminación de los 
derechos generales de la ciudadanía no deberá sufrir menoscabo alguno como consecuencia de 
tales medidas especiales. 

En esa tesitura, el artículo 6, párrafo 1 del Convenio 169, señala que, al aplicar las disposiciones del 
Convenio, los gobiernos deberán consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos 
apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean 
medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente; establecer los medios 
a través de los cuales, los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la 
misma medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones 
en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y 
programas que les conciernan, y establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e 
iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para ese 
fin. El numeral 2 del mismo artículo, indica que las consultas llevadas a cabo en aplicación del 
multicitado Convenio 169, deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las 
circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las 
medidas propuestas. 

Con base en el artículo 7, párrafo 3 del Convenio 169, los gobiernos deberán velar por que, siempre 
que haya lugar, se efectúen estudios en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la 
incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo 
previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser 
considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas. 

La Carta Democrática Interamericana, en su artículo 9, señala que la eliminación de toda forma de 
discriminación, especialmente la discriminación de género, étnica y racial, y de las diversas formas 
de intolerancia, así como la promoción y protección de los derechos humanos de los pueblos 
indígenas y los migrantes y el respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa en las Américas, 
contribuyen al fortalecimiento de la democracia y la participación ciudadana. 

Por su parte, la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas 
Conexas de Intolerancia, considera que las víctimas del racismo, la discriminación racial y otras 
formas conexas de intolerancia en las Américas son, entre otros, las y los afrodescendientes, los 
pueblos indígenas, así como otros grupos y minorías raciales, étnicas o que por su linaje u origen 
nacional o étnico son afectados por tales manifestaciones. 

En este sentido, su artículo 5 prevé que los Estados Parte se comprometen a adoptar las políticas 
especiales y acciones afirmativas para garantizar el goce o ejercicio de los derechos y libertades 
fundamentales de personas o grupos que sean sujetos de racismo, discriminación racial o formas 
conexas de intolerancia con el objetivo de promover condiciones equitativas de igualdad de 
oportunidades, inclusión y progreso para estas personas o grupos. 

El artículo I, párrafo 2 de la DADPI, expone que la autoidentificación como pueblos indígenas será un 
criterio fundamental para determinar a quiénes se aplica esa Declaración. Los Estados respetarán el 
derecho a dicha autoidentificación como indígena en forma individual o colectiva, conforme a las 
prácticas e instituciones propias de cada pueblo indígena. 

En sus artículos II y III, la DADPI dispone la obligación convencional de los Estados de reconocer y 
respetar el carácter pluricultural y multilingüe de los pueblos indígenas quienes forman parte integral 
de sus sociedades. Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese 
derecho determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, 
social y cultural. 

El artículo VI de la DADPI, protege los derechos colectivos de los pueblos indígenas entendidos 
como aquellos indispensables para su existencia, bienestar y desarrollo integral como pueblos e 
integra el deber de los Estados para reconocer y respetar, el derecho de los pueblos indígenas a su 
actuar colectivo; a sus sistemas o instituciones jurídicos, sociales, políticos y económicos; a sus 
propias culturas; así como la obligación de los Estados de promover la coexistencia armónica de los 
derechos y sistemas de los grupos poblacionales y culturas, con la participación plena y efectiva de 
los pueblos indígenas. 

Además, el artículo IX de la DADPI, indica que los Estados reconocerán plenamente la personalidad 
jurídica de los pueblos indígenas, respetando las formas de organización indígenas y promoviendo el 
ejercicio pleno de los derechos reconocidos en esa Declaración. 
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El derecho a la no asimilación es protegido por el referido instrumento interamericano, en su artículo 
X, párrafos 1 y 2, al disponer que los pueblos indígenas tienen derecho a mantener, expresar y 
desarrollar libremente su identidad cultural en todos sus aspectos, libre de todo intento externo de 
asimilación, acorde con ello, los Estados tiene el deber convencional de no desarrollar, adoptar, 
apoyar o favorecer política alguna de asimilación de los pueblos indígenas ni destrucción de sus 
culturas. 

El artículo XXI, párrafo 1 de la DADPI, protege la dimensión externa de los derechos políticos de los 
pueblos indígenas en cuanto a su participación dentro de los sistemas político constitucionales del 
Estado Parte al establecer que los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar sus 
propias instituciones indígenas de decisión, así como a participar en la adopción de decisiones en las 
cuestiones que afecten sus derechos, pudiendo hacerlo directamente o a través de sus 
representantes, de acuerdo con sus propias normas, procedimientos y tradiciones. De igual forma, en 
dicho precepto se reconoce el derecho a la igualdad de oportunidades para los miembros de los 
pueblos indígenas para acceder y participar plena y efectivamente como pueblos en todas las 
instituciones y foros nacionales, incluyendo los cuerpos deliberantes. 

En complementariedad, el artículo XXIII, párrafo 1 de la DADPI, tutela que los pueblos indígenas 
tienen derecho a la participación plena y efectiva, por conducto de representantes elegidos por ellos 
de conformidad con sus propias instituciones, en la adopción de decisiones en las cuestiones que 
afecten sus derechos y que tengan relación con la elaboración y ejecución de leyes, políticas 
públicas, programas, planes y acciones relacionadas con los asuntos indígenas. 

El artículo XXIII, párrafo 2 de la DADPI, protege el derecho a la consulta al imponer el deber de los 
Estados para celebrar consultas y cooperar de buena fe con los pueblos indígenas interesados por 
medios de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o 
administrativas que los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, previo e informado. 

Cabe destacar que, en la Declaración de la Conferencia de Santiago y en la Declaración de la 
Conferencia de Durban, el sistema interamericano reconoció que las personas afrodescendientes y 
sus pueblos tienen que hacer frente a obstáculos como resultado de prejuicios y discriminaciones 
sociales que prevalecen en las instituciones públicas y privadas, reconociendo además, que esto se 
debe a los siglos de esclavitud, racismo, discriminación racial, y la denegación histórica de muchos 
de sus derechos, que genera además una falta de reconocimiento del aporte de este colectivo al 
patrimonio cultural de los países. 

En este sentido, a partir de la reforma constitucional publicada en el DOF el 9 de agosto de 2019, 
relativa a la adición del Apartado C al artículo segundo de la CPEUM, se reconoció a las personas 
afrodescendientes mexicanas, a sus pueblos, comunidades y reagrupamientos sociales y culturales, 
cualquiera que sea su autodenominación, como se reconocen por equiparación los mismos derechos 
a las personas, pueblos y comunidades indígenas. 

II. Marco convencional internacional de derechos humanos en materia político-electoral. 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 21, apartado 3, indica que la 
voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará 
mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e 
igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto. 

Por su parte, la Declaración sobre el Derecho y el Deber de los Individuos, los Grupos y las 
Instituciones de Promover y Proteger los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales 
Universalmente Reconocidos, en su artículo 2, dispone que los Estados tienen la responsabilidad 
primordial y el deber de proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos y las 
libertades fundamentales, entre otras cosas, adoptando las medidas necesarias para crear las 
condiciones sociales, económicas, políticas y de otra índole, así como las garantías jurídicas 
requeridas para que toda persona sometida a su jurisdicción, individual o colectivamente, pueda 
disfrutar en la práctica de todos esos derechos y libertades. 

Acorde a lo previsto por el artículo 2, párrafos 1 y 2 del Pacto Internacional de Derechos Políticos y 
Civiles, los Estados parte se comprometen a respetar y a garantizar a todas y todos los individuos 
que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en dicho 
Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social; así 
también, a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del Pacto 
referido, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos y que no estuviesen ya 
garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter. 
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El propio Pacto invocado en su artículo 25, incisos a) y b), establece la obligación de los Estados 
Parte para proteger que toda la ciudadanía goce, sin ninguna distinción y sin restricciones indebidas, 
del derecho y oportunidad a participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 
medio de representantes libremente elegidos y, consecuentemente, del derecho a votar y ser 
elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual, y por voto 
secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de las y los electores. 

En el sistema interamericano, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en sus artículos 23, apartado 1, incisos a) y b), y 
XX, respectivamente, protegen que todas las ciudadanas y ciudadanos puedan tomar parte en el 
gobierno de su país y gocen de los derechos y oportunidades de participar en la dirección de los 
asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos, así como de 
votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y 
por voto secreto que garantice la libertad del voto. 

Dichas obligaciones y deberes convencionales del Estado Mexicano son reconocidas y regladas en 
cuanto a su protección y formas de ejercicio en la CPEUM y desarrollados en un marco normativo 
que comprende la legislación electoral nacional. 

III. Marco legal nacional. 

El artículo 1, párrafo 2 de la LGIPE, instituye que las disposiciones de dicha ley son aplicables a las 
elecciones en el ámbito federal y en el ámbito local respecto de las materias que establece la 
CPEUM. 

El artículo 5, párrafo 1 de la LGIPE, prevé que su aplicación corresponde, en sus respectivos ámbitos 
de competencia, al INE, al TEPJF, a los OPL y a las autoridades jurisdiccionales locales en la 
materia, a la Cámara de Diputadas y Diputados y al Senado de la República. 

A su vez, el artículo 9, párrafo 2 de la LGIPE, establece que en cada distrito electoral el sufragio se 
emitirá en la sección electoral que comprenda el domicilio de las ciudadanas y los ciudadanos, salvo 
los casos de excepción expresamente señalados por la misma ley. 

Asimismo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 30, párrafo 1, incisos a), d), e) y f) de la LGIPE, 
son fines del INE, entre otros, contribuir al desarrollo de la vida democrática; garantizar la celebración 
periódica y pacífica de las elecciones para renovar a las personas integrantes de los Poderes 
Legislativo y Ejecutivo de la Unión y ejercer las funciones que la CPEUM le otorga en los procesos 
electorales locales; así como, velar por la autenticidad y efectividad del sufragio. 

El artículo 32, párrafo 1, inciso a), fracción II de la LGIPE, mandata que el INE tendrá como 
atribución, entre otras, la geografía electoral, que incluirá la determinación de los distritos electorales 
y su división en secciones electorales, así como la delimitación de las circunscripciones 
plurinominales y el establecimiento de cabeceras. 

A su vez, el artículo 43, párrafos 1 y 2 de la LGIPE, dispone en lo conducente que, este Consejo 
General ordenará la publicación en el DOF de los acuerdos y resoluciones de carácter general que 
pronuncie. El Secretario Ejecutivo establecerá los acuerdos para asegurar su oportuna publicación 
en ese medio oficial. 

El artículo 44, párrafo 1, incisos l), gg) y hh) de la LGIPE, advierte que este Consejo General tiene, 
entre otras atribuciones, la de dictar los lineamientos relativos al Registro Federal de Electores y 
ordenar a la JGE hacer los estudios y formular los proyectos para la división del territorio nacional en 
300 distritos electorales uninominales y su cabecera, su división en secciones electorales, para 
determinar el ámbito territorial de las cinco circunscripciones electorales plurinominales y la capital de 
la entidad federativa que será cabecera de cada una de ellas; así como la división territorial de los 
distritos en el ámbito local y, en su caso, aprobarlos. Asimismo, tiene la atribución de aprobar y 
expedir, entre otros, los acuerdos para ejercer las facultades previstas en el Apartado B de la Base V 
del artículo 41 de la CPEUM; así como, aprobar la geografía electoral federal y de las entidades 
federativas, de conformidad con los resultados del censo nacional de población. 

Con fundamento en el artículo 54, párrafo 1, incisos g) y h) de la LGIPE, corresponde a la DERFE 
formular, con base en los estudios que realice, el proyecto de división del territorio nacional en 300 
distritos electorales uninominales, así como el de las cinco circunscripciones plurinominales y 
mantener actualizada la cartografía electoral del país, clasificada por entidad, distrito electoral 
federal, distrito electoral local, municipio y sección electoral. 

Así, el artículo 71, párrafos 1 y 2 de la LGIPE, prescribe que, en cada uno de los distritos electorales, 
el INE contará con la JDE, la Vocalía Ejecutiva y el Consejo Distrital. En este tenor, los órganos 
distritales tendrán su sede en la cabecera de cada uno de los distritos electorales. 
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Con base en lo dispuesto por los artículos 147, párrafos 2, 3 y 4 y 253, párrafo 2 de la LGIPE, la 
sección electoral es la fracción territorial de los distritos electorales uninominales para la inscripción 
de las ciudadanas y los ciudadanos en el Padrón Electoral y en las Listas Nominales de Electores. 
Las secciones en que se dividen los distritos electorales uninominales tendrán como mínimo 100 
electores y como máximo 3,000.  El fraccionamiento en secciones electorales estará sujeto a la 
revisión de la división del territorio nacional en distritos electorales, en los términos del artículo 53 de 
la CPEUM. 

De conformidad con el artículo 158, párrafo 2 de la LGIPE, la CNV conocerá y podrá emitir opiniones 
respecto de los trabajos que la DERFE realice en materia de demarcación territorial. 

Tal como lo disponen los párrafos 1 y 2 del artículo 214 de la LGIPE, la demarcación de los distritos 
electorales federales y locales será realizada por el INE con base en el último censo general de 
población y los criterios generales determinados por este Consejo General, mismo que ordenará a la 
JGE realizar los estudios conducentes y aprobará los criterios generales. La distritación deberá, en 
su caso, aprobarse antes del inicio del proceso electoral en que vaya a aplicarse. 

De igual forma, el párrafo 3 del artículo 214 de la LGIPE, establece que, conforme a lo dispuesto por 
el diverso 53 de la CPEUM, una vez establecida la demarcación territorial de los 300 distritos 
electorales uninominales federales basada en el último censo general de población, este Consejo 
General aprobará, en su caso, la distribución de los distritos electorales entre las entidades 
federativas, asegurando que la representación de un estado sea al menos de dos diputaciones de 
mayoría. 

Por otra parte, en términos de lo establecido en el artículo 2 de la LINPI, el INPI es la autoridad del 
Poder Ejecutivo Federal en los asuntos relacionados con los pueblos indígenas y afromexicano, que 
tiene como objeto definir, normar, diseñar, establecer, ejecutar, orientar, coordinar, promover, dar 
seguimiento y evaluar las políticas, programas, proyectos, estrategias y acciones públicas, para 
garantizar el ejercicio y la implementación de los derechos de los pueblos indígenas y afromexicano, 
así como su desarrollo integral y sostenible y el fortalecimiento de sus culturas e identidades, de 
conformidad con lo dispuesto en la CPEUM y en los instrumentos jurídicos internacionales de los que 
el país es parte. 

En esa tesitura, el artículo 4, fracciones III, XIV, XXIII y XXXIII de la LINPI, señala las atribuciones y 
funciones que tendrá el INPI para el cumplimiento de su objeto. 

El artículo 5 de la LINPI, prevé que, para dar cumplimiento a la fracción XXIII del diverso 4 de esa 
ley, el INPI diseñará y operará un sistema de consulta y participación indígenas, en el que se 
establecerán las bases y los procedimientos metodológicos para promover los derechos y la 
participación de las autoridades, representantes e instituciones de los pueblos y comunidades 
indígenas y afromexicanas en la formulación, ejecución y evaluación del Plan Nacional de Desarrollo 
y demás planes y programas de desarrollo, así como para el reconocimiento e implementación de 
sus derechos. De igual manera, el INPI podrá llevar a cabo los estudios técnicos necesarios para la 
efectiva realización de los procesos de consulta. 

Por su parte, el artículo 6, fracciones I, II y VIII de la LINPI, establece los principios por los que se 
regirá el INPI en el marco del desarrollo de sus atribuciones. 

El artículo 7 de la LINPI, señala que, en el ejercicio de sus atribuciones y facultades, el INPI 
respetará las instituciones, órganos, normas, procedimientos y formas de organización con que cada 
pueblo y comunidad cuente para la toma de decisiones, en el marco del pluralismo jurídico. 

A su vez, el artículo 8 de la LINPI, instituye que, en su relación con los órganos y autoridades 
representativas de los pueblos y comunidades indígenas, el INPI reconocerá y respetará las 
formalidades propias establecidas por los sistemas normativos indígenas, debiendo surtir los efectos 
legales correspondientes. 

Conforme a lo dispuesto en su artículo 9, la LINPI se interpretará de conformidad con la CPEUM y 
con los instrumentos internacionales en la materia, favoreciendo en todo tiempo la protección más 
amplia de los derechos colectivos de los pueblos y comunidades indígenas, así como los derechos 
individuales de las personas indígenas. 

Por otra parte, en términos del artículo 16 de la CPELSQ, el Poder Legislativo del estado de 
Querétaro se deposita en una asamblea que se nombrará Legislatura del Estado, integrada por 
personas representantes populares denominadas diputadas, las cuales serán electas cada tres años 
y podrán ser electas consecutivamente hasta por cuatro periodos, en los términos de la ley de la 
materia. Habrá quince según el principio de mayoría relativa y diez según el principio de 
representación proporcional. 
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El artículo 16, párrafo 4 de la CPELSQ, señala que la delimitación territorial de los distritos 
electorales será aprobada por el INE tomando en consideración la legislación aplicable. 

Ahora bien, en términos del artículo 45, párrafo 1, incisos d) y q) del RIINE, para el cumplimiento de 
las atribuciones que la LGIPE le confiere, corresponde a la DERFE, entre otras, solicitar y realizar las 
gestiones necesarias a efecto de que el Secretario Ejecutivo publique en el DOF la determinación de 
la geografía electoral; así como, definir las reglas y procedimientos para la elaboración de los 
estudios tendientes a la formulación del proyecto de demarcación de los distritos electorales 
federales y locales, así como las circunscripciones plurinominales que la CPEUM y la propia LGIPE 
prevén. Lo anterior se hará del conocimiento de la CNV. 

En esa misma línea, el artículo 45, párrafo 1, incisos t), u) y bb) del RIINE, ordena a la DERFE 
informar a la CNV los trabajos de demarcación territorial, incluyendo la redistritación, el 
reseccionamiento y la integración seccional; proponer a este Consejo General, por conducto de la 
CRFE, para su aprobación, los proyectos de acuerdo que tengan por objeto la actualización a la 
cartografía electoral; así como, las demás atribuciones que le confieran la LGIPE y otras 
disposiciones aplicables. 

En este sentido, el numeral 16 de los LAMGE, apunta que la actualización cartográfica electoral 
deberá realizarse con apego a los principios rectores y de actuación del INE, garantizando en todo 
momento el respeto y protección de los derechos político-electorales de las ciudadanas y los 
ciudadanos. 

El numeral 18 de los LAMGE, alude que, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 41, párrafo 
tercero, Base V, Apartado B, inciso a), numeral 2, de la CPEUM, le corresponde al INE la geografía 
electoral tanto en el ámbito federal como en el ámbito local. 

Al respecto, el numeral 61 de los LAMGE, indica que, en términos del artículo 214 de la LGIPE, este 
Consejo General ordenará a la JGE realizar los estudios conducentes y aprobará los criterios 
generales para la determinación de los distritos electorales federales y locales, en cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 53 de la CPEUM. 

Por su parte, el numeral 62 de los LAMGE, prevé que este Consejo General emitirá los criterios, 
determinará las reglas operativas, reglas procedimentales y cualquier otro ordenamiento para que la 
DERFE realice el proyecto de la demarcación distrital federal y local, así como de las 
circunscripciones plurinominales. 

De conformidad con lo señalado en el numeral 63 de los LAMGE, para la determinación de los límites 
distritales y los correspondientes a las circunscripciones plurinominales, también se tomarán en 
consideración los criterios que, en su caso, emita el TEPJF. 

El numeral 64 de los LAMGE, apunta que este Consejo General, a propuesta de la JGE, aprobará el 
escenario definitivo de distritación federal y local, así como la demarcación de las circunscripciones 
plurinominales. 

Por su parte, la actividad 6.21 del PTDN21-23 establece que este Consejo General deberá aprobar la 
distritación local de la entidad de Querétaro a más tardar en el mes de agosto de 2022. 

Cabe señalar que, en la Jurisprudencia 12/2013, la Sala Superior del TEPJF se pronunció en el 
sentido que se expone a continuación: 

COMUNIDADES INDÍGENAS. EL CRITERIO DE AUTOADSCRIPCIÓN ES 
SUFICIENTE PARA RECONOCER A SUS INTEGRANTES. De la interpretación 
sistemática de los artículos 2º, párrafo quinto de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1, apartado 2 del Convenio número 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes; 
3, 4, 9 y 32 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, se desprende que este tipo de comunidades tienen el derecho 
individual y colectivo a mantener y desarrollar sus propias características e identidades, 
así como a reconocer a sus integrantes como indígenas y a ser reconocidas como 
tales. Por tanto, el hecho de que una persona o grupo de personas se identifiquen y 
autoadscriban con el carácter de indígenas, es suficiente para considerar que existe un 
vínculo cultural, histórico, político, lingüístico o de otra índole con su comunidad y que, 
por tanto, deben regirse por las normas especiales que las regulan. Por ello, la 
autoadscripción constituye el criterio que permite reconocer la identidad indígena de los 
integrantes de las comunidades y así gozar de los derechos que de esa pertenencia se 
derivan. 
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 También, la Jurisprudencia 37/2015 de la Sala Superior del TEPJF, precisa lo siguiente: 

CONSULTA PREVIA A COMUNIDADES INDÍGENAS. DEBE REALIZARSE POR 
AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS ELECTORALES DE CUALQUIER ORDEN DE 
GOBIERNO, CUANDO EMITAN ACTOS SUSCEPTIBLES DE AFECTAR SUS 
DERECHOS.- De la interpretación de los artículos 1° y 2° Apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el numeral 6 del 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y 
Tribales en Países Independientes, se advierte que la Federación, las entidades 
federativas y los Municipios, para promover la igualdad de oportunidades de los 
indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, determinarán las políticas 
necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo 
integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas 
conjuntamente con ellos. En ese sentido, las autoridades administrativas electorales de 
cualquier orden de gobierno, tienen el deber de consultar a la comunidad interesada, 
mediante mecanismos eficaces que garanticen su conocimiento, y por conducto de sus 
instituciones representativas, cada vez que pretendan emitir alguna medida susceptible 
de afectarles directamente, con el objeto de garantizar la vigencia de sus derechos 
indígenas y el desarrollo integral de pueblos y comunidades; sin que la opinión que al 
efecto se emita vincule a la autoridad administrativa, porque se trata de una consulta 
para determinar si los intereses de los pueblos indígenas serían agraviados. 

Igualmente, se tiene en consideración que, en materia constitucional, la doctrina judicial de 
Tribunales Colegiados de Circuito ha sostenido que las personas y pueblos indígenas, por su 
particular situación social, económica o política, se han visto históricamente impedidos o limitados en 
la participación de las decisiones estatales; por ello, el reconocimiento, promoción y protección de su 
derecho humano a la consulta previa contenido en los artículos 2, Apartado B, fracciones II y IX de la 
CPEUM; así como, 1; 6, numeral 1; 15, numeral 2; 22, numeral 3; 27, numeral 3, y 28 del Convenio 
169, emana de la conciencia y necesidad de abogar de manera especial por los intereses de las 
poblaciones humanas de base indígena, ligadas a su identidad étnico-cultural, mediante un proceso 
sistemático de negociación que implique un genuino diálogo con sus representantes, de manera que, 
la dimensión y relevancia del derecho a la consulta previa respecto de medidas administrativas o 
legislativas de impacto significativo se erigen como un mecanismo de equiparación para garantizar 
su participación en las decisiones políticas que puedan afectarlos. Esta doctrina judicial se encuentra 
recogida en la tesis con clave de identificación XXVII.3o.20 CS (10a.), con número de registro 
2019077, sustentada por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, de la Décima 
Época, en Materia Constitucional, de rubro: DERECHO HUMANO A LA CONSULTA PREVIA A LAS PERSONAS Y 

PUEBLOS INDÍGENAS. SU DIMENSIÓN Y RELEVANCIA.1 

Por su parte, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la acción de 
inconstitucionalidad 13/2014 y acumuladas 14/2014, 15/2014 y 16/2014, resuelta el 11 de septiembre 
de 2014, y en la acción de inconstitucionalidad 51/2014 y acumuladas 77/2014 y 79/2014, resuelta el 
29 de septiembre de 2014, precisó que, con fundamento en una interpretación sistemática y funcional 
de los artículos 41, Base V y 116, fracción II de la CPEUM, respecto a la geografía electoral de los 
procesos electorales federales y locales, el poder para diseñar y determinar la totalidad de los 
distritos electorales y la división del territorio en secciones electorales le corresponde en única 
instancia al INE. 

Finalmente, es pertinente señalar que la Sala Superior del TEPJF dictó las siguientes sentencias 
relacionadas con acuerdos aprobados por este Consejo General en materia del proyecto de la 
Distritación Nacional: 

SENTENCIA FECHA SENTIDO 

SUP-JDC-1291/2021 
y acumulados 

14.10.2021 Desechar de plano las demandas interpuestas en contra de 
este Consejo General en el Acuerdo INE/CG1466/2021, por el 
que se aprobaron los criterios y reglas operativas para la 
Distritación Nacional, así como la matriz que establece su 
jerarquización. 

SUP-JDC-1296/2021 
y acumulados 

20.10.2021 Confirmar el Acuerdo INE/CG1467/2021, por el que se aprobó 
el Protocolo.  

                                                 
1 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 62, Tomo IV, enero 2019, p. 2,267. 
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SUP-JDC-1321/2021 
y acumulados 

20.10.2021 Desechar los juicios por falta de interés jurídico y confirmar, en 
cuanto es materia de impugnación, el Acuerdo 
INE/CG1548/2021, por el que se aprobaron los aspectos 
metodológicos y técnico-operativos para la aplicación de 
criterios y reglas operativas para la Distritación Nacional. 

 Con base en los preceptos normativos anteriormente enunciados, se considera que válidamente este 
Consejo General se encuentra facultado para aprobar la demarcación territorial de los distritos 
electorales uninominales locales en que se divide el estado de Querétaro y sus respectivas 
cabeceras distritales, a propuesta de la JGE. 

TERCERO. Consulta Indígena y Afromexicana. 

En primera instancia, es oportuno mencionar que la CPEUM define a los pueblos indígenas como 
aquellas personas que descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al 
iniciarse la colonización y que conservan de manera total o parcial sus propias instituciones sociales, 
económicas, culturales y políticas. 

Asimismo, se consideran comunidades indígenas integrantes de un pueblo indígena aquellas que 
forman una unidad social, económica y cultural, que están asentadas en un territorio y que reconocen 
autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres. 

También, se establece que la conciencia de su identidad indígena es el criterio fundamental para 
determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas. 

De igual manera, se reconoce a los pueblos y comunidades afromexicanas, cualquiera que sea su 
autodenominación, como parte de la composición pluricultural de la Nación. 

De esta manera, es imprescindible señalar que la población indígena se ubica a lo largo y ancho del 
todo país. 

En ese sentido, los pueblos indígenas son culturas diferentes, hablan unas 68 lenguas diversas, con 
364 variantes, tienen sus propios rituales, tradiciones y formas diversas de entender la vida, la 
naturaleza y formas de organización. 

Igualmente, cuentan con sistemas normativos y sociales propios, mediante los cuales se organizan 
para la toma de decisiones y para el ejercicio de sus derechos y obligaciones. Tienen derechos 
colectivos reconocidos, a diferencia de las personas no indígenas. 

Entre los derechos que se incluyen en la CPEUM, se encuentra la libre determinación y autonomía 
para elegir de acuerdo con sus normas, principios, instituciones y procedimientos, a la no 
discriminación, al respeto de sus sistemas normativos, a la conservación y protección de sus 
culturas, a ser consultados siempre que una acción administrativa o legislativa sea susceptible de 
afectarles. 

En el caso de la distritación electoral, esta influye en su derecho a la participación y representación 
política. Los pueblos indígenas reconocen autoridades propias de acuerdo con sus sistemas 
normativos, también llamados usos y costumbres, expresados en sus sistemas de gobierno y de 
cargos conforme sus sistemas normativos políticos, civiles, religiosos y formas de trabajo colectivo. 

Las formas de gobierno de los pueblos y las comunidades indígenas y afromexicanas cuentan con 
diferentes tipos de instituciones representativas tradicionales y constitucionales como son los 
gobiernos y autoridades tradicionales, consejos indígenas, presidencias y cabildos municipales, 
autoridades comunitarias y agrarias, representantes de pueblos indígenas en instituciones públicas 
federales y estatales, consejos consultivos, organizaciones culturales y políticas, así como líderes 
sociales y políticos. 

Dicho lo anterior, es necesario tomar en cuenta que, de conformidad con la Jurisprudencia 37/2015 
de la Sala Superior del TEPJF, el INE tiene la obligación de consultar a los pueblos y comunidades 
indígenas mediante mecanismos eficaces que garanticen su conocimiento y, por conducto de sus 
instituciones representativas, cada vez que pretenda emitir medidas susceptibles de afectarles 
directamente, con la intención de garantizar la vigencia de sus derechos y el desarrollo integral de 
sus pueblos y comunidades, sin que la opinión que al efecto se emita vincule a esta autoridad 
administrativa. 

En tal virtud, en el desarrollo de las actividades para la definición de la nueva demarcación territorial 
de los distritos electorales uninominales federales y locales, el INE debe asegurar la correcta 
consulta a los pueblos y las comunidades indígenas y afromexicanas, con la finalidad de que 
contribuyan en la conformación de los distritos que cuentan con municipios de esta población, 
garantizando su integridad y unidad, con la intención de mejorar su participación política. 
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Es por ello que, la DERFE definió el Protocolo con la asesoría del INPI, en su carácter de Órgano 
Técnico coadyuvante que tiene a su cargo la atención de los asuntos concernientes a los pueblos y 
comunidades indígenas y afromexicanas, mismo que fue aprobado por este Consejo General a 
través del acuerdo INE/CG1467/2021, y confirmado por la Sala Superior del TEPJF dentro de la 
sentencia recaída en el expediente SUP-JDC-1296/2021 y acumulados. 

De esta manera, es oportuno señalar que en el Protocolo se define que la Consulta Indígena y 
Afromexicana tiene por objeto recibir las opiniones, propuestas y planteamientos sobre la forma 
como podrían quedar agrupados los municipios en donde se ubican los pueblos y comunidades 
indígenas y afromexicanas dentro de los distritos electorales federales y locales y sobre la ubicación 
de las cabeceras distritales. 

Además, el Protocolo garantiza que se cumplan con las características que debe revestir este 
ejercicio de participación democrática, contenidos en el Convenio 169, así como en la sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos de fecha 27 de junio de 2012, con relación al caso del 
Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs Ecuador, es decir, la consulta que se formula será libre, 
previa, culturalmente adecuada, informada y de buena fe. 

De la misma forma, en el Protocolo quedó establecido que el INE invitaría a una institución 
académica pública de nivel superior para que fungiera como Órgano Garante, a fin de que la 
Consulta Indígena y Afromexicana se realice con apego a la normatividad que regula estos ejercicios 
y, con ello, se respete el derecho a la consulta de las personas participantes en la misma. 

En este contexto, el 16 de noviembre de 2021, se formalizó el Convenio Específico de Colaboración 
celebrado entre el INE y la UNAM con el objetivo de que el Instituto de Geografía de la UNAM llevara 
a cabo la observación de la Consulta Indígena y Afromexicana como su Órgano Garante. 

Para la realización de las labores del Órgano Garante, el Instituto de Geografía de la UNAM 
determinó la incorporación de personal del Instituto de Investigaciones Sociales y del Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la propia UNAM, a efecto de que la observación realizada para las 
diferentes etapas del Protocolo abarcara perspectivas de especialistas en diferentes disciplinas, lo 
cual enriquecería aún más sus trabajos. Producto de ello fue el desarrollo de una metodología de 
observación en campo y análisis documental con altos estándares académicos que permite realizar 
una valoración integral del proceso de consulta. 

Asimismo, conviene señalar que, previo a la instrumentación del Protocolo, la DERFE trabajó en 
coordinación con el INALI para traducir a las diferentes lenguas indígenas nacionales los documentos 
utilizados en la Consulta Indígena y Afromexicana de conformidad con el principio de interculturalidad 
plasmado en el Protocolo. 

Por tanto, en cumplimento al contenido del Protocolo, previo a la conformación del proyecto de la 
demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales del estado de Querétaro, se 
llevó a cabo la consulta a las instituciones representativas de las comunidades y pueblos indígenas y 
afromexicanos en esa entidad federativa, a través de la ejecución de las cinco etapas que se 
exponen a continuación: 

I. Etapa de actos y acuerdos previos. 

 El INE, en coadyuvancia con el INPI, definieron el objeto de la Consulta Indígena y 
Afromexicana, la identificación de los actores de la consulta, los sujetos a consultar y el método 
para desahogar el proceso de consulta. 

 Previo a la realización de la etapa informativa, se pusieron a consideración de los pueblos y 
comunidades en el estado, por conducto de sus autoridades, la metodología propuesta para el 
desahogo del proceso de consulta. 

II. Etapa informativa. 

 En esta fase se proporcionó a las autoridades indígenas, tradicionales, comunitarias y 
representaciones indígenas y afromexicanas consultadas, toda la información dispuesta 
respecto de la distritación electoral y la ubicación de los pueblos indígenas y afromexicanos en 
los distritos electorales, a fin de propiciar la reflexión, debate y consenso de las propuestas. 

 Para el desahogo de esta etapa se llevaron a cabo reuniones informativas distritales en donde 
se presentó el proyecto de la distritación local de la entidad, su procedimiento, su tipo y sus 
alcances. 



 DIARIO OFICIAL Martes 15 de noviembre de 2022 

 En el desarrollo de las reuniones participaron traductores de lenguas para facilitar la 
comprensión de la información transmitida, de conformidad con el protocolo sanitario definido 
por el INE para la realización de reuniones de trabajo. 

 Además, se entregó el Protocolo a todas y todos los participantes de la consulta, un cuadernillo 
en materia de distritación electoral, en español y en las diferentes lenguas indígenas de la 
región, así como mapas de los distritos electorales vigentes para ejemplificar el objeto de la 
Consulta Indígena y Afromexicana. 

 Las personas participantes tuvieron la oportunidad de solicitar información adicional específica a 
la JLE y las JDE antes y después de la realización de las respectivas reuniones informativas, así 
como información específica, respecto de los temas consultados. 

 Como parte del Protocolo, se buscó dar la mayor difusión que fuera posible al primer escenario 
de distritación local con la finalidad que los pueblos y comunidades consultadas tuvieran 
oportunidad de analizar, reflexionar y valorar sus propuestas y sugerencias. 

 De esta forma, el INE en coordinación con el INPI, realizaron la difusión del proceso de 
distritación electoral y de la consulta a través de los medios de comunicación, de manera previa 
al inicio de las reuniones informativas distritales en el país. Para este fin, el INPI utilizó su 
Sistema de Radiodifusoras Culturales Indígenas. 

III. Etapa deliberativa. 

 En el desahogo de esta etapa, las comunidades consultadas a través de sus autoridades 
indígenas, tradicionales y/o comunitarias, de conformidad con sus propias formas de 
deliberación y toma de decisión, reflexionaron la información brindada para construir sus 
decisiones respecto del proyecto de Distritación Nacional. Cada pueblo o comunidad quedó en 
plena libertad de realizar su proceso de deliberación en reuniones en su propia comunidad. 

IV. Etapa consultiva. 

 En esta etapa, se estableció diálogo entre el INE y las comunidades consultadas a través de 
reuniones consultivas distritales de autoridades indígenas, tradicionales y/o comunitarias, con la 
finalidad de lograr acuerdos para alcanzar el objeto de la consulta. 

 En cada reunión se levantó el acta correspondiente que contiene los principales acuerdos 
alcanzados. Asimismo, se videograbaron las sesiones y se generó evidencia fotográfica. 

 Adicionalmente, se abrió un plazo de siete días, posteriores a la realización de la última reunión 
consultiva distrital en el estado de Querétaro, durante el cual se recibieron, en las JDE y en la 
JLE, las opiniones, propuestas, sugerencias y observaciones generadas en las reuniones 
respectivas, formuladas por las personas participantes. 

V. Etapa de valoración de las opiniones y sugerencias. 

 El INE, a través de la DERFE, procedió a realizar el análisis de las propuestas, sugerencias, 
observaciones y contenidos normativos, tomando como base los criterios técnicos y reglas 
operativas, así como los criterios de evaluación de propuestas de escenario. 

 Posteriormente, el CTD emitió el dictamen técnico sobre las opiniones de las autoridades 
indígenas y afromexicanas representativas al primer escenario de distritación local del estado de 
Querétaro, en el cual se determinó la procedencia o improcedencia de las mismas. 

 Luego entonces, y una vez que fue generado el segundo escenario de distritación para esa 
entidad federativa, se realizaron las acciones necesarias para poner a disposición en la JLE y las 
JDE correspondientes, el referido escenario, para que, en su caso, las instituciones indígenas y 
afromexicanas representativas, lo conocieran y pudieran, si así lo estimaran pertinente, emitir 
sus opiniones. 

 Esta situación fue replicada para el tercer escenario de demarcación territorial de los distritos del 
estado de Querétaro. 

 Por su parte, las opiniones a la propuesta de cabeceras distritales que se emitieron fueron 
analizadas por la DERFE con la opinión del CTD, previo a la publicación del tercer escenario de 
distritación para el estado referido. 

Con base en lo expuesto, puede advertirse que se cumplieron todas y cada una de las etapas 
comprendidas en el Protocolo, a través de las cuales se garantizó, en la medida de lo posible, que la 
conformación de los distritos que contarán con municipios de esta población, que conservarán su 
integridad y unidad, con la intención de mejorar su participación política. 
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Asimismo, con la aplicación de las actividades descritas en el Protocolo, se reforzaron las medidas 
tendientes a la salvaguarda de los derechos político-electorales de los pueblos y comunidades 
indígenas y afromexicanas, tomando en cuenta su lengua y su identidad cultural, poblacional y 
territorial en la conformación de los distritos electorales del país. 

También conviene señalar que, en el desarrollo de la Consulta Indígena y Afromexicana en el estado 
de Querétaro, se contó con el acompañamiento del INPI, quien tiene el carácter de Órgano Técnico 
de la consulta, de acuerdo con la LINPI y el Protocolo, mismo apoyó al INE en las siguientes 
actividades: 

a) Coordinó con la DERFE la realización de reuniones preparatorias con las y los funcionarios 
y organizaciones indígenas con la finalidad de informarles los objetivos de la consulta, la 
metodología y entregar materiales informativos; 

b) Colaboró en la logística para la organización de las reuniones informativas y en las 
reuniones consultivas distritales sobre la Consulta Indígena y Afromexicana; 

c) Apoyó en la construcción de la lista de instituciones indígenas representativas de la entidad 
federativa que definió la DERFE; en este proceso, tuvo la oportunidad de proponer 
adecuaciones a la par de otras instancias especializadas, y 

d) Otorgó los apoyos que se requerían para llevar a cabo la traducción de información, así 
como la difusión de la Consulta Indígena y Afromexicana a través del Sistema de 
Radiodifusoras Culturales Indigenistas, de conformidad con los contenidos definidos por la 
DERFE. 

De esta manera, a continuación, se expone la síntesis de la información generada sobre las 
reuniones informativas y consultivas, así como de las personas participantes y las opiniones 
recabadas en la Consulta Indígena y Afromexicana realizada en el estado de Querétaro: 

1. Reuniones informativas: 

ENTIDAD 
REUNIONES 

INFORMATIVAS 

ASISTENTES A REUNIONES INFORMATIVAS 

TOTAL HOMBRES % MUJERES % 

Querétaro 3 61 35 57.38 26 42.62 

 

2. Reuniones consultivas: 

ENTIDAD 
REUNIONES 

CONSULTIVAS 

ASISTENTES A REUNIONES CONSULTIVAS 

TOTAL HOMBRES % MUJERES % 

Querétaro 3 43 24 55.81 19 44.19 

 

3. Opiniones recabadas en la Consulta Indígena y Afromexicana con respecto a la pregunta sobre 
la ubicación de su municipio en un distrito electoral: 

ENTIDAD 

NÚMERO DE AUTORIDADES 

Y REPRESENTANTES QUE 

RESPONDIERON A LOS 

CUESTIONARIOS DE LA 

CONSULTA 

NÚMERO DE 

REPRESENTANTES QUE 

MANIFESTARON SU ACUERDO 

SOBRE LA UBICACIÓN DE SU 

COMUNIDAD EN LA 

INTEGRACIÓN DISTRITAL DEL 

PRIMER ESCENARIO 

NÚMERO DE 

REPRESENTANTES QUE 

MANIFESTARON SU 

DESACUERDO CON LA 

UBICACIÓN DE SU COMUNIDAD 

EN LA INTEGRACIÓN DISTRITAL 

DEL PRIMER ESCENARIO 

Querétaro 114 52 60 

Nota: En 2 cuestionarios no se contó con información suficiente para identificar una opinión en acuerdo o en desacuerdo. 
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4. Propuestas recabadas en la Consulta Indígena y Afromexicana con respecto a señalar una 
cabecera distrital: 

ENTIDAD 

NÚMERO DE AUTORIDADES Y 

REPRESENTANTES QUE 

RESPONDIERON A LOS 

CUESTIONARIOS DE LA 

CONSULTA 

NÚMERO DE 

REPRESENTANTES QUE 

HICIERON UNA PROPUESTA 

DE CABECERA DISTRITAL 

NÚMERO DE 

REPRESENTANTES QUE NO 

HICIERON UNA PROPUESTA 

DE CABECERA DISTRITAL 

Querétaro 114 102 12 

Finalmente, se destaca que la información específica de la Consulta Indígena y Afromexicana de la 
entidad se localiza en el anexo 1 del presente acuerdo, mismo que forma parte integral del mismo. 

En virtud de los argumentos citados, este Consejo General considera que el proyecto de la 
demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales en que se divide el estado de 
Querétaro y sus respectivas cabeceras distritales, propuesto por la JGE, se ajusta a la normatividad 
en materia de protección de derechos de los pueblos y las comunidades indígenas y afromexicanas. 

CUARTO. Motivos para aprobar el proyecto de la demarcación territorial de los distritos electorales 
uninominales locales en que se divide el estado de Querétaro y sus respectivas cabeceras distritales. 

La CPEUM y la LGIPE, así como la demás normatividad y acuerdos en la materia, revisten al INE de 
atribuciones para la organización de las elecciones populares y los mecanismos de participación 
ciudadana, entre las cuales destaca la definición de la geografía electoral del país, así como la 
responsabilidad para elaborar y mantener actualizada la cartografía electoral a través del diseño y 
determinación de los distritos electorales y la división del territorio nacional en secciones electorales. 

Es oportuno destacar que el Marco Geográfico Electoral constituye un elemento dinámico de 
actualización constante, como consecuencia de la integración de nuevos asentamientos humanos, la 
creación de nuevos municipios, la modificación de límites territoriales y el decremento o incremento 
del número de personas ciudadanas en las secciones electorales. 

Bajo esa línea, es necesario que el INE cuente con un Marco Geográfico Electoral actualizado que 
permita garantizar la correcta asignación de cada ciudadana y ciudadano a la sección electoral que 
corresponda a su domicilio, previendo en todo momento el crecimiento natural de la población. 

De ahí, se advierte la necesidad de mantener debidamente actualizado el Marco Geográfico 
Electoral, ya que es obligación del INE asegurar que el voto de las ciudadanas y los ciudadanos 
cuente con el mismo valor, lo cual se logra con la debida distribución poblacional a través de la 
geografía electoral. 

No sobra mencionar que, la delimitación de la geografía electoral es un acto complejo cuya 
determinación implica la realización de diversos trabajos y actividades, con un alto grado de dificultad 
técnica, que requiere estudios de carácter multidisciplinario, la existencia de una metodología, la 
planeación de un programa de actividades, información y la participación cercana de los partidos 
políticos y de los OPL de las entidades federativas que se van a distritar, como observadores y 
críticos del proceso de distritación. 

En ese sentido, es preciso señalar que, de conformidad con los artículos 53, de la CPEUM y 214 de 
la LGIPE, la distribución de los distritos electorales uninominales federales y locales será realizada 
por el INE con base en el último censo general de población que publicó el INEGI y los criterios 
generales que determine este Consejo General. 

Por lo anterior, en uso de las facultades constitucionales y legales conferidas al INE en esta materia, 
mediante Acuerdo INE/CG152/2021, este Consejo General instruyó a la JGE para que, a través de la 
DERFE, se realizaran las actividades necesarias para presentar el proyecto de la Distritación 
Nacional, con base en el Censo de Población y Vivienda 2020. 

De esta manera, mediante Acuerdo INE/CRFE14/02SE/2021, la CRFE aprobó el PTDN21-23, mismo 
que ha sido ajustado mediante diversos INE/CRFE40/04SE/2021 e INE/CRFE26/04SE/2022, 
respectivamente, en el cual se establecen las diversas tareas tendientes a la nueva conformación 
territorial de los distritos electorales uninominales federales y locales, con base en los resultados del 
Censo de Población y Vivienda 2020; así como un cronograma de actividades que incorpora las 
fechas y periodos en que se desarrollarán dichos trabajos. 
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Asimismo, este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo INE/CG1466/2021, los criterios y reglas 
operativas para la Distritación Nacional, así como la matriz en la que se establece la jerarquía de los 
criterios y su participación en el modelo matemático para su aplicación integral en la delimitación de 
los distritos electorales federales y locales. 

Por su parte, mediante Acuerdo INE/CG1467/2021, este Consejo General aprobó el Protocolo, que 
es el instrumento normativo para aplicar la Consulta Indígena y Afromexicana, con el objetivo de 
recibir las opiniones, propuestas y planteamientos sobre la forma como podrían quedar agrupados 
los municipios en donde se ubican los pueblos y las comunidades indígenas y afromexicanas dentro 
de los distritos electorales federales y locales y sobre la ubicación de las cabeceras distritales. 

Los criterios y reglas operativas, la matriz que establece su jerarquización y el Protocolo, constituyen 
herramientas fundamentales en los trabajos del proyecto de la Distritación Nacional, a través de 
indicadores avalados científicamente por el CTD, y respecto del cual se contó con el conocimiento y 
la opinión de las personas integrantes de ese órgano técnico y de las representaciones partidistas 
ante la CNV. 

De igual manera, mediante Acuerdo INE/CG1548/2021, este Consejo General aprobó los aspectos 
metodológicos y técnico-operativos para la aplicación de criterios y reglas operativas para la 
Distritación Nacional, correspondientes a los siguientes insumos técnicos: las Estadísticas Censales 
a Escalas Geoelectorales 2020, la información sobre el número de población indígena y 
afromexicana y la información sobre los tiempos de traslado, elementos que son necesarios para 
realizar los trabajos de Distritación Nacional. 

En ese sentido, como se puede advertir, los citados aspectos metodológicos y técnico-operativos son 
un conjunto de datos que corresponden a insumos técnicos indispensables para poder aplicar los 
criterios y reglas operativas para la Distritación Nacional durante la generación de los escenarios, a 
fin de generar certeza en el proceso. 

Asimismo, en el desarrollo de las actividades contenidas en el PTDN21-23, se contó con la asesoría, 
análisis y evaluación del CTD, de tal forma que se robusteciera la objetividad, imparcialidad y 
confiabilidad de la nueva geografía electoral en el ámbito local. 

Dicho lo anterior, es preciso señalar que los criterios y reglas operativas constituyen una herramienta 
fundamental en los trabajos del proyecto de la Distritación Nacional, a través de indicadores avalados 
científicamente por el CTD, y respecto del cual se contó con el conocimiento y la opinión de las 
personas integrantes de ese órgano técnico y de las representaciones partidistas ante la CNV. 

Por tanto, resulta indispensable mencionar que los criterios y reglas operativas observados en la 
conformación del proyecto de la demarcación territorial de los distritos electorales uninominales 
locales en que se divide el estado de Querétaro son los siguientes: 

Criterio 1 

En la determinación del número de los distritos electorales locales, se debe observar lo dispuesto en 
la CPELSQ. 

Regla operativa del criterio 1: 

En la demarcación territorial de los distritos electorales se deben utilizar los resultados del Censo de 
Población y Vivienda 2020. 

Criterio 2 

Se tiene que observar que el método para la distribución de los distritos al interior de la entidad 
federativa sea el que garantice mejor equilibrio poblacional. 

El número de distritos electorales locales para esta entidad federativa debe ser igual al número de 
diputaciones locales por el principio de mayoría relativa que define la CPELSQ. 

Regla operativa del criterio 2: 

Se permite que la desviación poblacional de cada uno de sus distritos electorales locales sea como 
máximo de ±15% con respecto a la población media estatal. Se debe procurar que esta desviación 
se acerque a cero. 

Criterio 3 

Para atender este criterio, se debe buscar garantizar la integridad y unidad de las comunidades 
indígenas y afromexicanas, con la intención de mejorar su participación política, de acuerdo con la 
información provista y las definiciones establecidas por el INPI y, cuando sea factible, se delimitarán 
los distritos electorales locales con municipios que cuenten con 40% o más de población indígena y/o 
afromexicana. 
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Regla operativa del criterio 3: 

a. Se identifican los municipios con 40% o más de población indígena y/o afromexicana en la 
información provista por el INPI. 

b. Se procura agrupar a los municipios con 40% o más de población indígena y/o afromexicana que 
sean colindantes entre sí. 

c. Se busca que las agrupaciones fueran con municipios que compartan la misma lengua o con 
autoadscripción afromexicana o indígena. 

d. En caso de que la suma de la población de la agrupación fuera mayor a la población media 
estatal en más de 15%, se debe dividir a la agrupación municipal para integrar distritos dentro 
del margen permitido. 

e. En los casos en que es necesario integrar a la agrupación indígena y/o afromexicana uno o más 
municipios no indígenas o no afromexicanos, se tienen que preferir los municipios con mayor 
población indígena y/o población afromexicana. 

Criterio 4 

Los distritos electorales locales se deben construir, preferentemente, con municipios o 
demarcaciones territoriales completas. 

Regla operativa del criterio 4: 

a. Para delimitar los distritos electorales locales se utilizará la división municipal vigente de acuerdo 
con el marco geoelectoral aprobado por este Consejo General. 

b. La unidad de agregación mínima es la sección electoral. 

c. Se deben identificar aquellos municipios o demarcaciones territoriales cuya población sea 
suficiente para delimitar uno o más distritos enteros, respetando la desviación máxima 
poblacional de ±15% respecto a la población media estatal. 

d. Se tienen que unir los municipios o demarcaciones territoriales que excedan el +15% de 
desviación poblacional respecto a la población media estatal y que, agrupados con un solo 
municipio o demarcación territorial vecina, conformen un número entero de distritos. 

e. Se deben agrupar los municipios o demarcaciones territoriales vecinas para delimitar distritos, 
sin que se comprometa el rango máximo de ±15% de desviación poblacional respecto a la 
población media estatal. 

f. En los casos en que se delimiten distritos electorales locales a partir de fracciones de municipios 
o demarcaciones territoriales, se debe procurar que contengan el menor número de fracciones. 

Criterio 5 

En la delimitación de los distritos electorales locales se debe procurar obtener la mayor compacidad, 
esto es, que los distritos electorales tengan una forma geométrica lo más cercana a un polígono 
regular. 

Regla operativa del criterio 5: 

Se debe aplicar una fórmula matemática para calificar la compacidad de los distritos a delimitar. 

Criterio 6 

Se deben construir distritos electorales locales buscando facilitar el traslado en su interior, tomando 
en consideración los tiempos de traslado entre las cabeceras municipales, entre localidades de más 
de 2,500 habitantes y entre estas localidades y las cabeceras municipales. 

Regla operativa del criterio 6: 

a. Se toman en cuenta los tiempos de traslado estimados a partir de la Red Nacional de Caminos 
del INEGI. 

b. Se aplica una fórmula matemática que califique los tiempos de traslado al interior de los distritos 
a delimitar. 
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Criterio 7 

Se debe procurar que los distritos electorales locales tengan continuidad geográfica tomando en 
consideración los límites geoelectorales aprobados por el INE. 

Regla operativa del criterio 7: 

En la medida de lo posible, se deben agrupar territorialmente las unidades geográficas que presenten 
discontinuidad, salvo que dicho agrupamiento impida formar distritos dentro del rango de desviación 
poblacional permisible. Cualquier excepción a esta regla, tiene que ser fundada y motivada, además, 
de hacerse del conocimiento de la CNV. 

Criterio 8 

Los anteriores siete criterios permiten conformar distritos de manera lo más cercana posible a lo 
óptimo en términos de equilibrio poblacional, inclusión indígena y afromexicana, regularidad 
geométrica, integridad municipal, continuidad geográfica, facilidad de comunicaciones; no obstante, 
en ocasiones es indispensable visualizar otros aspectos como aquellos socioeconómicos, culturales 
y los accidentes geográficos. 

Por tanto, este criterio define que, sobre los escenarios propuestos por la DERFE, podrán 
considerarse factores socioeconómicos y accidentes geográficos que generen escenarios distintos, 
que mejoren la operatividad, siempre y cuando: 

a. Se cumplan todos los criterios anteriores. 

b. Se cuente con el consenso de la CNV. 

Cabe precisar que los citados criterios son aplicados en el siguiente orden: equilibrio poblacional; 
distritos integrados con municipios de población indígena y afromexicana; integridad municipal; 
compacidad; tiempos de traslado; continuidad geográfica y, en algunos casos, se consideran los 
factores socioeconómicos y accidentes geográficos. 

De esta forma, se procuró la aplicación integral de los mismos. Lo anterior es así, ya que, por 
mandato constitucional, el número de habitantes de cada uno de los distritos es el que resulte de 
dividir la población total entre las demarcaciones a distritar, teniendo en cuenta el último censo 
general de población; no obstante, se requiere también la aplicación del resto de los criterios, para 
lograr la integración entre las comunidades, facilitar los trabajos de capacitación electoral y 
educación cívica, así como las campañas políticas y organización electoral dentro de cada distrito. 

Además, el fin último de la distritación es lograr el equilibrio poblacional de los distritos electorales; 
sin embargo, la preservación de los municipios con población indígena y afromexicana, la 
preservación de la integridad municipal, la compacidad y los tiempos de traslado, son variables que 
pueden interactuar en sentido opuesto al equilibrio poblacional óptimo. 

En razón de ello, los criterios y sus reglas operativas fueron aplicados para el análisis y la 
delimitación territorial de los distritos en que se divide el estado de Querétaro, en un orden 
concatenado, en donde cada grado constituyó el límite del anterior, teniendo como elemento principal 
en esa jerarquización, el elemento poblacional. 

De igual forma, los criterios referidos tuvieron una participación importante respecto del modelo 
matemático, el cual se traduce en una función objetivo y un conjunto de restricciones, los cuales 
permitieron generar distritos a partir de principios matemáticos y técnicos neutros. A través de la 
función objetivo, los criterios en cita fueron expresados mediante una fórmula matemática para la 
construcción de cada uno de los escenarios de distritación. 

En virtud de lo expuesto, y de acuerdo con el PTDN21-23, se realizaron las actividades para la 
generación del proyecto de demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales en 
que se divide el estado de Querétaro y sus respectivas cabeceras distritales, a propuesta de la JGE. 

Al respecto, es pertinente señalar que, por lo que respecta al primer escenario de distritación local, 
de manera oficial se recibieron dos propuestas: 

1. La primera propuesta fue integrada por las representaciones del PAN ante la CNV y la CLV. 

2. La segunda propuesta fue integrada por las representaciones del PRI ante la CNV y la CLV. 

En ese contexto, derivado del análisis realizado por el CTD, se concluyó que el escenario de 
distritación presentado por las representaciones del PRI ante la CNV y la CLV es el que tiene la 
segunda mejor función de costo pero menor número de fracciones municipales, además de que 
cumple de manera puntual con todos los criterios y reglas operativas aprobados por este Consejo 
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General; motivo por el cual y tomando en consideración que en la Consulta Indígena y Afromexicana 
no se captó ninguna opinión técnicamente procedente, se recomendó a la DERFE que la citada 
propuesta sea considerada como el segundo escenario de distritación local de la entidad de 
Querétaro. 

Ahora bien, por lo que respecta al segundo escenario de distritación local, de manera oficial se 
recibió una propuesta alternativa integrada por las representaciones del PAN ante la CNV y la CLV. 
Cabe señalar que la representación del PRI ante la CNV presentó una propuesta que es totalmente 
coincidente con la del segundo escenario propuesto por la DERFE, en la entidad federativa de 
Querétaro. 

Bajo esa misma línea, del análisis efectuado por el CTD, se concluyó que la propuesta de las 
representaciones del PAN ante la CLV y la CNV presenta la mejor función de costo y cumple de 
manera puntual con todos los criterios y reglas operativas aprobados por este Consejo General; 
razón por la cual, se recomendó a la DERFE que el tercer escenario local (escenario final) de la 
entidad de Querétaro sea el propuesto por las citadas representaciones partidistas. 

En esa tesitura, en el siguiente cuadro se presentan los datos que describen las características del 
tercer escenario (escenario final) de distritación local del estado de Querétaro: 

DISTRITOS 
DESVIACIÓN 

POBLACIONAL 

COMPACIDAD 

GEOMÉTRICA 

TIEMPOS DE 

TRASLADO 

FUNCIÓN 

DE COSTO

DISTRITOS 

FUERA DE 

RANGO 

DISTRITOS 

INDÍGENAS- 

AFROMEXICANOS 

FRACCIONES 

MUNICIPALES 

15 0.854308 5.002707 2.097926 7.954942 0 0 3 

 

 Así, derivado del análisis y valoración del tercer escenario de distritación electoral local del estado de 
Querétaro, el CTD expuso lo siguiente: 

1. Se comprobó que la construcción del tercer escenario cumplió con el criterio 1, toda vez que se 
integra con polígonos de 15 demarcaciones distritales, tal y como lo establecen el Acuerdo 
INE/CG1466/2021, por el que este Consejo General aprobó los criterios y reglas operativas para 
la Distritación Nacional, y el artículo 16, párrafo 1 de la CPELSQ. 

2. Se verificó que numéricamente todas las delimitaciones territoriales, cumplieran con el criterio 2; 
es decir, que la desviación poblacional de cada distrito con respecto a la población media estatal 
estuviera dentro del rango de ±15%. Las desviaciones poblacionales de los polígonos 
propuestos oscilan entre el +6.64% como máxima y el -6.26% como mínima. 

3. Se confirmó que cumple con el principio del criterio 3, toda vez que ninguno de los distritos que 
integran a la entidad contiene el porcentaje de población indígena y/o afromexicana (40% o más) 
que señala el criterio. 

4. El tercer escenario cumple a cabalidad con lo que se señala en el criterio 4, al observarse que 
en el desarrollo de la propuesta se llevaron a cabo las siguientes acciones: 

a) Delimitación de distritos con municipios o demarcaciones territoriales cuya población fue 
suficiente para delimitar uno o más distritos enteros respetando el rango de desviación 
poblacional de ±15%. 

b) Unión de los municipios o demarcaciones territoriales que excedan el +15% de desviación 
poblacional permitido y que, agrupados con un solo municipio o demarcación territorial 
vecina, conformen un número entero de distritos. 

c) Se agruparon municipios o demarcaciones territoriales vecinas para delimitar distritos, sin 
comprometer el rango máximo de ±15% de desviación poblacional permitido. 

5. El criterio 5 hace referencia a que el componente de compacidad es favorable mientras más se 
acerque a cero. Los datos del escenario consignan que la compacidad va desde 0.102283, en el 
distrito número 11, hasta 0.679476 que corresponde al distrito número 5. 

6. Con relación a los tiempos de traslado al interior de los distritos, tal como lo enuncia el criterio 6, 
se observó que el escenario cumpliera con dicho criterio. 

7. En la composición de las demarcaciones distritales propuestas, se observó que todos los casos 
presentan la característica de ser colindantes en sus diferentes unidades geográficas que los 
conforman. Por tal motivo, el principio de continuidad geográfica señalado en el criterio 7, se 
cumple. 
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Es importante señalar que el dictamen del CTD se localiza como anexo 2 del presente acuerdo y que 
forma parte integral del mismo. 

Al respecto, se destaca que con el citado escenario final se busca que la demarcación territorial de 
los distritos electorales uninominales locales del estado de Querétaro genere certidumbre en las y los 
actores políticos, así como en las personas gobernadas, sobre las actuaciones que realiza esta 
autoridad nacional electoral, para lo cual, es de suma importancia resaltar que, en los trabajos para la 
generación del citado escenario, se ciñó estrictamente a lo dispuesto en los acuerdos aprobados por 
este Consejo General en materia del proyecto de la Distritación Nacional, así como el PTDN21-23 
aprobado por la CRFE, a efecto de cumplir cabalmente con los principios rectores de certeza, 
legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad y paridad. 

Así también, con la aprobación del escenario que la JGE sometió a consideración de este Consejo 
General, se garantiza una representación política equilibrada de las personas habitantes en cada 
distrito electoral uninominal local en que se divide el estado de Querétaro. 

De igual manera, en las actividades realizadas para la conformación del proyecto de demarcación 
territorial de los distritos electorales locales del referido estado, se realizaron todas aquellas para la 
correcta ejecución del Protocolo, dando cumplimiento a lo estrictamente señalado por este Consejo 
General en lo tocante a la Consulta Indígena y Afromexicana. 

También, conviene manifestar que, en cada una de las actividades referidas, existió el 
acompañamiento por parte de las representaciones de los partidos políticos acreditadas ante la CNV, 
la CLV y el OPL, mismos que coadyuvaron en la realización de los diagnósticos técnicos y jurídicos; 
la determinación de los insumos a utilizar en este ejercicio; la construcción de la propuesta de 
criterios de distritación; la formulación de observaciones al modelo de optimización y al sistema de 
distritación; finalmente, pero no menos importante, la generación de observaciones y construcción de 
escenarios de distritación, con el objetivo de contar con aquellos que tuvieran una mejor evaluación 
de acuerdo con los criterios y ponderación de los mismos que previamente definió esta autoridad 
electoral. 

Adicionalmente, es importante resaltar que algunas de las secciones que integran el escenario final 
que se aprueba a través del presente acuerdo, son resultado del proyecto de Reseccionamiento 
2021, aprobado por este Consejo General mediante acuerdo INE/CG31/2022. Al respecto, cabe 
destacar que las secciones nuevas que resultaron de ese reseccionamiento participaron en el 
proceso de construcción de escenarios, al estar integradas territorialmente en la sección que les dio 
origen, como se indica a continuación: 

ENTIDAD MUNICIPIO SECCIÓN 

ORIGEN 

SECCIONES 

NUEVAS 
RANGO 

CVE NOMBRE CVE NOMBRE 

22 Querétaro 011 Pedro Escobedo 0214 2 0908-0909 

22 Querétaro 016 San Juan del Río 0565 5 0910-0914 

22 Querétaro 016 San Juan del Río 0585 3 0915-0917 

22 Querétaro 014 Querétaro 0552 3 0918-0920 

22 Querétaro 014 Querétaro 0404 4 0921-0924 

 

Por su parte, en la construcción del escenario final, se incluyó lo relativo a las cabeceras distritales. 
Para la determinación de éstas se tomaron en consideración los parámetros siguientes: la mayor 
población, las mejores vías de comunicación y los mejores servicios públicos. Ello es así, porque una 
cabecera distrital realiza funciones administrativas y de logística electoral para las que requiere 
contar con vías de comunicación eficientes hacia la mayoría de los puntos de su ámbito distrital, en 
este mismo sentido la cabecera distrital requiere contar con la mayor gama de servicios públicos para 
el desempeño de sus actividades. 

Asimismo, de ubicarse la cabecera distrital en una localidad con un número relevante de población 
facilita la atención a la misma y beneficia a un núcleo importante de ciudadanas y ciudadanos para la 
realización de los trámites relacionados con la inscripción al Padrón Electoral y la tramitación de la 
Credencial para Votar. 
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En caso de que existieran dos o más localidades semejantes y una de ellas fuere cabecera distrital, 
se determinó que debería prevalecer esta última para evitar erogaciones innecesarias, por toda la 
infraestructura que habría que poner a disposición de la nueva sede. 

En virtud de lo anterior, mediante Acuerdo INE/JGE157/2022, la JGE aprobó someter a 
consideración de este Consejo General, el proyecto de la demarcación territorial de los distritos 
electorales uninominales locales en que se divide el estado de Querétaro y sus respectivas 
cabeceras distritales. 

Por las consideraciones expuestas, resulta oportuno que este Consejo General apruebe la 
demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales en que se divide el estado de 
Querétaro y sus respectivas cabeceras distritales, a propuesta de la JGE, con base en el escenario 
definitivo cuya función de costo es de 7.954942. 

La demarcación territorial de los 15 distritos electorales uninominales locales en que se divide el 
estado de Querétaro y sus respectivas cabeceras distritales queda conformada de acuerdo con el 
mapa y el descriptivo de distritos y cabeceras que se encuentran contenidos en el anexo 3, el cual 
acompaña al presente acuerdo como parte integral del mismo. 

Asimismo, resulta procedente que la nueva demarcación territorial de los distritos electorales 
uninominales locales en que se divide el estado de Querétaro y sus respectivas cabeceras distritales 
se utilice a partir del Proceso Electoral Local coincidente con el Proceso Electoral Federal 2023-2024. 

En razón de lo expuesto en las consideraciones de hecho y de derecho, este Consejo General en ejercicio 
de sus facultades emite los siguientes: 

ACUERDOS 

PRIMERO. Se aprueba la demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales en que 
se divide el estado de Querétaro y sus respectivas cabeceras distritales, a propuesta de la Junta General 
Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral, con base en el escenario definitivo cuya función de costo es de 
7.954942, de conformidad con el mapa y el descriptivo de distritos y cabeceras que contiene el anexo 3 que 
se acompaña al presente acuerdo y forma parte integral del mismo. 

SEGUNDO. Se aprueba que la nueva demarcación territorial de los distritos electorales uninominales 
locales en que se divide el estado de Querétaro y sus respectivas cabeceras distritales, a que se refiere el 
punto primero del presente acuerdo, será utilizada a partir del Proceso Electoral Local coincidente con el 
Proceso Electoral Federal 2023-2024. 

TERCERO. Se instruye a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, a hacer del 
conocimiento del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas, lo aprobado en el presente acuerdo. 

CUARTO. Se instruye a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, a informar a las personas 
integrantes de la Comisión Nacional de Vigilancia, así como de las Comisiones Local y Distritales de Vigilancia 
en el estado de Querétaro, lo aprobado por este órgano superior de dirección. 

QUINTO. Se instruye a la Unidad Técnica de Vinculación con los Organismos Públicos Locales, a informar 
al Instituto Electoral del estado de Querétaro, lo aprobado en el presente acuerdo. 

SEXTO. El presente acuerdo y su anexo entrarán en vigor a partir del día de su aprobación por parte de 
este Consejo General. 

SÉPTIMO. Publíquense el presente acuerdo y su anexo en el portal de Internet y en la Gaceta Electoral 
del Instituto Nacional Electoral, así como en el Diario Oficial de la Federación. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 22 de agosto 
de 2022, por votación unánime de las y los Consejeros Electorales, Maestra Norma Irene De La Cruz Magaña, 
Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Maestro José Martín Fernando 
Faz Mora, Carla Astrid Humphrey Jordán, Doctor Ciro Murayama Rendón, Maestra Dania Paola Ravel 
Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Maestra Beatriz Claudia Zavala 
Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Dr. Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 
Consejo General, Lic. Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 

El Acuerdo y los anexos pueden ser consultados en las siguientes direcciones electrónicas: 

Página INE: 

https://portal.ine.mx/sesion-extraordinaria-del-consejo-general-22-de-agosto-de-2022/ 

Página DOF 

www.dof.gob.mx/2022/INE/CGext202208_22_ap_1_3.pdf 
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